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    Al maestro Hermenegildo Sábat, quien hasta el último

    día de su vida, cuando llegaba a la redacción de Clarín,

    me alentaba a investigar la corrupción en la Argentina.

    Menchi me preguntaba: “¿Novedades de la señora?”. Y

    me recitaba de memoria este epigrama del siglo XVIII del

    español Juan de Iriarte:


    El señor don Juan de Robres,


    con caridad sin igual,


    hizo este santo hospital…


    y también hizo los pobres.

  


  
    
  


  
    
  


  
    PRÓLOGO


    “Los pájaros tirándole a la escopeta” es un dicho popular cubano (y también el título de una película) que resume el absurdo llevado a la categoría de flagrante mentira. La falsedad de que un pájaro puede dispararle a una escopeta es el ADN con el que el nacional populismo cristinista quiere hacer arrodillar al periodismo independiente bajo la coartada del lawfare, truco que ya no se cree nadie. La desproporción es evidente: todo el poder del Estado y la política dice ser víctima de un redactor. La escopeta se queja del pájaro.


    Este es el marco en el que hay que analizar el ataque feroz (casi inédito en democracia) con el que los fanáticos K intentaron demoler anímica y profesionalmente a Daniel Santoro. No lo han logrado, aunque él reconoce que le hicieron pasar “los peores momentos de su vida profesional” y que vivió “bajo libertad condicional”.


    Este libro esclarecedor, que destila periodismo de calidad por todos lados, es la muestra cabal de una grieta irreconciliable entre la verdad, o la búsqueda de ella, y la falacia, o la falsificación de la realidad.


    Cristina Kirchner primero acusó a Santoro de ser agente de la KGB, y al año siguiente de ser espía de la CIA. Con ironía, Santoro dice que “algo no funciona”. O Cristina delira o Daniel es tan astuto que logró engañar a los dos servicios de inteligencia más poderosos del mundo.


    Los Kirchner, como buenos señores feudales, desde el comienzo de su historia en Río Gallegos han intentado amordazar a los medios de comunicación y colonizar la Justicia. Para eso llenaron las bóvedas de dinero ajeno y protagonizaron el robo del siglo. Una vez –sincericidio mediante– en una entrevista televisiva, la diputada Diana Conti quiso justificar la mega corrupción de Estado a cielo abierto porque “para hacer política en la Argentina hace falta mucho dinero para enfrentar a los poderes concentrados”. Como escribió Jorge Fernández Díaz: “Estos muchachos no vinieron a destruir a la oligarquía, vinieron a reemplazarla”.


    Por eso también hablo de los pájaros tirándole a la escopeta. Porque los magnates que no pueden explicar de dónde sacaron sus estancias, aviones, departamentos, hoteles y montañas de dólares sucios, pretenden acusar a un periodista multipremiado y respetado como Santoro, que vive de su trabajo en forma honrada y austera.


    Cualquiera que haya transitado una redacción detecta bastante rápido cuando aparece un periodista corrupto. Y el colectivo de prensa se defiende haciéndole el vacío y aislándolo, porque es consciente de que mancha a este oficio, el más maravilloso del mundo, como decía Gabriel García Márquez, en cuya Fundación Nuevo Periodismo fue profesor Daniel Santoro.


    Este libro es imprescindible para los estudiantes de periodismo, para los colegas y también para esa multitud de argentinos hastiados de las mafias chavistas y sedientos de una democracia republicana.



    ALFREDO LEUCO

  


  
    
  


  
    
  


  
    ADVERTENCIA


    Es la primera vez que escribo un libro encontrándome imputado injusta y arbitrariamente en una causa judicial.


    En todo este tiempo fui sometido a una operación de demolición. Estuve viviendo bajo “libertad condicional”.


    Advierto al lector que esta vez soy un periodista que ha sido imputado en la causa D’Alessio. Sin embargo, voy a escribir como un observador privilegiado de la maniobra. Y lo haré con profesionalismo y honestidad.


    Entre febrero de 2019 y diciembre de 2020, cuando la Cámara Federal de Mar del Plata anuló mis procesamientos, pasé los peores momentos de mi vida profesional.


    No tengo odio ni sentimientos de venganza contra Cristina Kirchner. Tampoco contra sus operadores, quienes pusieron en marcha el Operativo Puf para armar una causa en el Juzgado de Dolores.


    La vicepresidenta buscó con esa jugada una vindicta contra Elisa Carrió, el fallecido juez Claudio Bonadio, el fiscal Carlos Stornelli y mi persona, entre otros. Pero sobre todo buscó y sigue buscando anular la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    En aquel momento, muchos amigos de buena fe me recomendaron que bajara el perfil hasta el final del gobierno de Alberto Fernández y Cristina Kirchner. Incluso, me sugirieron que me fuera al exterior.


    Rechacé la idea porque creo que ese es, precisamente, uno de los efectos que busca el plan de impunidad de Cristina: provocar autocensura y miedo entre los periodistas.


    Intentaron doblegarme. Silenciarme.


    No pudieron: sigo investigando la corrupción. Y este décimo libro mío es una prueba de ello.


    Con esta investigación intento desarmar las operaciones que lanzó Cristina para tratar de anular sus siete procesamientos y los de sus hijos Máximo y Florencia.


    No son jugadas improvisadas.


    Se trata de medidas frías y calculadas. Como el intento de desplazamiento de los camaristas Leopoldo Bruglia y Pablo Bertuzzi o la embestida contra el jefe de los fiscales Eduardo Casal o la Corte Suprema de Justicia.


    La vicepresidenta tiene derecho a defenderse y no será culpable hasta que la Justicia demuestre lo contrario. Pero no tiene derecho a usar abogados pagados por el Estado, la Agencia Federal de Inteligencia (AFI), la Unidad de Información Financiera (UIF), la AFIP o la Oficina Anticorrupción (OA) en función de sus intereses personales.


    En 2012 ella me acusó de agente de la KGB.


    En 2019, de agente de la CIA.


    Hay algo que no cierra: o miente a sabiendas o debo ser un genio capaz de engañar, en mi supuesto rol de doble agente, a los dos servicios de inteligencia más grandes del mundo.


    Además, en el medio de esta investigación, Cristina me acusó de “periodista extorsionador”, sin esperar un procesamiento firme.


    Hay una diferencia entre Cristina y periodistas, legisladores, jueces, fiscales, abogados, miembros de ONG y simples ciudadanos que luchamos por la transparencia pública: nosotros no estamos acusados de robarle nada al Estado.


    Yo vivo de mi trabajo de periodista.


    Lo primero que hice fue poner a disposición del juez Alejo Ramos Padilla mis cuentas bancarias, mi casa y mi auto para que investigue si entró un peso de Marcelo D’Alessio a mi patrimonio.


    Que quede claro: son Cristina y más de cien de sus ex funcionarios los que están procesados o condenados por administrar fondos públicos en forma fraudulenta.


    Y el Operativo Puf del que fui víctima fue, en definitiva, el banco de pruebas de la batería de maniobras que Cristina puso en marcha en su “batalla final”.


    Desde el llano, ella las probó conmigo y con el fiscal Stornelli. Después de diciembre de 2019 y ya desde el gobierno, las lanzó contra otros magistrados, periodistas y ex funcionarios que la habían investigado.


    No va a parar.


    Su agenda tiene un solo objetivo: zafar de sus procesamientos con el apoyo incondicional del presidente Alberto Fernández.


    Su estrategia es clara. Busca impunidad y venganza en lugar de utilizar las herramientas del Derecho para demostrar su inocencia.


    En este libro se revelan los detalles de una peligrosa estrategia con final abierto.


    Porque lo que está en juego es nada más y nada menos que la continuidad del sistema democrático.



    Buenos Aires, junio de 2021
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    Desesperada


    El 6 de febrero de 2021, un día antes de su cumpleaños número 67, el presidente del bloque de diputados de Juntos por el Cambio, Mario Negri, dejó de lado sus chistes cordobeses y se puso serio.


    Muy serio.


    Fue como conclusión de una serie de videoconferencias con sus aliados del frente opositor sobre el ataque político más fuerte a la Justicia en la historia de la Argentina democrática.


    Allí acordó, junto con sus pares del PRO y la Coalición Cívica, algo muy concreto: prepararse para enfrentar nuevas embestidas de Cristina Kirchner, desesperada por su situación judicial.


    Su aliada y amiga Elisa Carrió le advirtió que la ex presidenta estaba “desestabilizada emocionalmente”. También le dijo que “es capaz de cualquier cosa” con tal de mejorar su situación en las ocho causas en las que está procesada.


    Para Carrió, ese “desequilibrio emocional” se agravó con la condena a doce años de prisión del socio comercial de Cristina, Lázaro Báez, por el lavado de 60 millones de dólares en la causa de La Ruta del Dinero K. Pero, sobre todo, por las condenas de sus hijos: Martín Báez a nueve años de cárcel, Leandro a cinco, y Luciana y Melina a tres.


    Luciana y Melina fueron condenadas por firmar como directoras de empresas y titulares de cuentas bancarias en Suiza con dinero negro.


    La ex presidenta vio y sigue viendo en esas duras condenas un espejo para su futuro y el de Máximo y Florencia, actualmente procesados por lavado en las causas Hotesur y Los Sauces. En otras palabras: teme que terminen condenados con penas duras como las de La Ruta del Dinero K.


    Pero Cristina ocultó su enojo en público y se mantuvo en silencio. Mandó a su álter ego, el maltratado Oscar Parrilli, a poner la sentencia en el marco del lawfare y a sostener, en forma ridícula, que Báez fue condenado por “morocho”.


    En cuatro años de prisión preventiva, los K no habían dicho una sola palabra en defensa del socio comercial de Cristina. Además, Báez sabe que “está cada día más lejos la recompensa” de la “abuela” por su pacto de silencio.


    “La abuela”, como se verá más adelante, es el sobrenombre con el que llamaban a Cristina los activistas del Operativo Puf cuando hablaban por teléfono.


    Se trata de la recompensa que le prometieron en febrero de 2019 en la cárcel de Ezeiza mientras organizaba dicho operativo.


    Báez (64 años) tendrá más de un año de arresto domiciliario antes de volver a la cárcel, mientras dure el pedido de revisión de esa primera condena ante la Cámara Federal de Casación Penal y la Corte. Y como tiene otras seis causas judiciales, se enfrenta a la perspectiva de pasar el resto de su vida detenido.


    De nada le valió, tanto a él como a su contador, Daniel Pérez Gadín, pedirle al entonces juez federal de Dolores, Alejo Ramos Padilla, ser querellantes contra Stornelli y este autor en el caso D’Alessio. Y, menos, hablar de lawfare.


    Los jueces del Tribunal Oral Federal 4 (TOF 4), Néstor Costabel, Adriana Palioti y Gabriela López Iñiguez, no se asustaron ante las amenazas K y le aplicaron una pena extraordinariamente severa por lavado.


    Los miembros del TOF 4 habían estudiado los últimos gestos de independencia de la Corte. Como le dijo a este autor un juez de instrucción que pidió mantener su nombre en el anonimato: “Nuestra luz es la Corte. Es importante que se hayan unido, si no, nos caemos todos”.


    Ante el avance de la Justicia en esas causas por corrupción contra Cristina y sus socios, el 1° de marzo de 2021, el presidente Alberto Fernández dejó atrás sus promesas de terminar con la grieta y afirmó que la Justicia “parece vivir en los márgenes de la democracia”. Además, como no podía ser de otra manera, atacó a la oposición y a los medios. Después, prácticamente copió declaraciones de Cristina sobre Stornelli: “Hay un fiscal procesado por espionaje ilegal que sigue en funciones como si nada. A él no se le aplica la doctrina que indicaba la detención preventiva de una persona cuando su poder residual podía afectar la investigación. Es cierto, no es residual, está vigente”.


    Fue otra de las falsedades del polémico discurso presidencial.


    La Cámara Federal de Mar del Plata ya había revocado los procesamientos por supuesto espionaje ilegal y extorsión que el ex juez federal de Dolores Alejo Ramos Padilla dictó contra Stornelli. Solo dejó dos cargos de menor envergadura y de carácter privado.


    En otro párrafo, el presidente aludió a este autor, a Luis Majul, Jorge Lanata, Nicolás Wiñazki y otros periodistas: “También observamos cómo sale a la luz un perverso sistema en el que se entremezclan jueces, fiscales, espías y reconocidos periodistas para hacer un seguimiento ilegal de personas”.


    Aviso para el jefe de Estado: ese tribunal marplatense anuló los procesamientos arbitrarios, injustos e infundados que me aplicó el juez federal Alejo Ramos Padilla. Por otra parte, mis colegas no tienen ninguna imputación de ese tipo y mucho menos participaron de “un perverso sistema”.


    Pero para este nuevo relato cristinista asumido por Alberto, el lawfare no puede ser completo sin los periodistas.


    Ese 1º de marzo en el Congreso, Cristina, luciendo un vestido color champagne, un collar de perlas y un Rolex dorado, apoyó con gestos cada palabra del presidente.


    Mientras se abanicaba, esbozaba sonrisas de satisfacción por la consagración del giro de Alberto para alinearse con su agenda judicial. No había ya caras de enojo o indiferencia hacia el presidente.


    Envalentonada con el apoyo de Alberto, tres días después Cristina dijo que la Justicia “es un sistema podrido y perverso”; lo hizo al pedir ante la Cámara Federal de Casación Penal su absolución en la causa Dólar Futuro.


    Habló por videoconferencia desde su despacho en el Senado, en lo que pareció un revival de sus famosas cadenas nacionales de radio y TV.


    En abril de 2021, la Cámara de Casación dictaminó que los polémicos contratos de dólar futuro tomados por el Banco Central en los últimos meses de la gestión de la ex presidenta Cristina Kirchner en 2015 fueron una decisión política no judiciable.


    Los jueces de la Sala I del tribunal, Daniel Petrone, Diego Barrotaveña y Ana Figueroa, coincidieron en ese concepto, aunque los dos primeros lo hicieron con argumentos distintos respecto de la última.


    De esta forma, en abril de 2021 se anuló el juicio oral y se absolvió a Cristina y al ex ministro de Economía y actual gobernador bonaerense Axel Kicillof, entre otros.


    La vicepresidenta, que venía desesperada, tuvo así un alivio en su batalla final.


    Para Petrone y Barrotaveña, la operatoria que se investigó “materializó la política monetaria que se pretendió llevar a cabo y constituye, entonces, una cuestión política cuyo acierto o desacierto se encuentra detraída del control jurisdiccional” de la Justicia.


    Por lo tanto, dice el voto mayoritario, “se concluye que aquella no puede ser objetivamente imputada al tipo penal en cuestión (administración fraudulenta) por haber sido desarrollada en el marco normativo que regula la actuación del BCRA”.


    Este fallo fue firmado en un clima de intensas presiones K sobre Casación, el máximo tribunal penal por debajo de la Corte. En cambio, en un voto en minoría, la jueza Figueroa sostuvo que la pérdida puntual de 54.000 millones de pesos que sufrió el Banco Central con esa polémica operatoria fue responsabilidad del gobierno de Mauricio Macri.


    Dice el voto de Figueroa, quien suele votar en sintonía con la estrategia judicial K: “El resultado de pérdida puntual para las arcas del BCRA de los contratos de dólar futuro no se debió a una contratación gravosa al momento de su celebración […] sino a la diferencia posterior del tipo de cambio ocasionada por la devaluación dispuesta por las autoridades gubernamentales asumidas el 10 de diciembre de 2015”.


    La jueza precisó que esa medida “llevó el tipo de cambio de referencia de $9,8268 a $13,7633, equivalente a una devaluación del 40%”. Esta explicación coincide con el discurso político de la vicepresidenta. Con esto reabrió el debate sobre el atraso del tipo de cambio que dejó Cristina en 2015 y la devaluación del 40 por ciento de Macri


    Además, Figueroa criticó al fallecido juez Claudio Bonadio, a los miembros de la Cámara Federal porteña y a sus colegas de Casación Mariano Borinksy y Gustavo Hornos por haber permitido que el caso llegara a juicio oral y público. Para que se entienda: esta sala de Casación que anuló el caso tiene una composición distinta a la que tenía en 2016, cuando lo avaló por cambios en las suplencias de las vacantes del tribunal.


    A diferencia de lo sostenido por sus colegas, Figueroa afirmó que el juez Adrián Grumberg, del Tribunal Oral Federal 1 (TOF 1) efectuó “una interpretación armónica” del Código Procesal Penal cuando, a fines de 2020, pidió el sobreseimiento de Cristina y los demás imputados.


    También dijo que, por el contrario, fue “equivocado” el razonamiento seguido por los jueces José Michelini y Ricardo Basílico (también del TOF 1) que sostuvo era “arbitrario” definir si había que sobreseer a Cristina antes del arranque del juicio oral.


    Y Figueroa resaltó la autarquía de funcionamiento, en teoría, del Banco Central, omitiendo el hecho político de que Cristina había hecho renunciar a su anterior presidente, Martín Redrado, y cambiado los estatutos de la entidad.


    Ahora bien, agregó la jueza, “en ningún supuesto que cuente con una mínima racionalidad podría extenderse la imputación a funcionarios ajenos a la órbita del BCRA” (que entonces presidía Alejandro Vanoli). Figueroa consideró que “resulta injustificada y no ajustada a derecho la extensión de la imputación ocurrida en la causa, en relación a la entonces presidenta y el ministro de Economía (el actual gobernador bonaerense) Axel Kicillof”.


    Días después, el fiscal de Casación Raúl Pleé apeló el fallo a la Corte. Dijo: “Las operaciones realizadas en los mercados de dólar futuro no obedecieron a precios de mercado, sino a un precio ficticio”, fijado por las autoridades del Banco Central. Y agregó que los jueces de Casación no deben entender el informe de los peritos de la Corte como una exculpación. Los expertos “no pueden expedirse sobre la responsabilidad penal” de los imputados. Solo pueden dar una explicación técnica, finalizó Pleé.


    Otra vez la Corte tiene la última palabra.


    En forma paralela, la referente de Juntos por el Cambio Elisa Carrió –vestida de negro y con barbijo– fue a rezar a la basílica de Luján por “la salvación de la República”. Fue un gesto político-religioso de preocupación extrema.


    Mario Negri comparte esa inquietud. Y coincidió con sus pares de la coalición opositora en que la vicepresidenta no pudo despejar su frente judicial en 2020: ese es el principal motivo de su desesperación. No consiguió ningún avance sustancial pese al festival de medidas que implementó, a las operaciones que lanzó y a los brutales discursos que pronunció. Además, el diputado cordobés concluyó que la suerte judicial de Cristina y la de la democracia están atadas al resultado de las elecciones parlamentarias de 2021.


    También arriesgó que la performance del oficialismo depende de dos factores. Uno, que el gobierno pueda frenar la crisis económica y la inflación. Dos, que consiga vacunar a la mayoría de los 45 millones de argentinos contra el coronavirus antes de que se abran las urnas.


    Pero el escándalo del denominado Vacunatorio VIP, implementado por el ex ministro Ginés González García, golpeó duro en el arranque del año: una pretendida herramienta electoral quedaba sin filo.


    Negri advirtió también que, en caso de que el Frente de Todos haga una buena elección de medio término, logrando quórum propio en la Cámara de Diputados, Cristina “irá por todo y por todos”. Y si el oficialismo pierde, Cristina incrementará sus ataques sobre la Justicia, la oposición y los medios.


    En una entrevista especialmente realizada para este libro, Negri reveló la estrategia de la oposición para intentar frenar a la vicepresidenta en su batalla final.


    –Ante estos primeros fracasos para voltear sus causas, ¿Cristina va a retroceder con sus ataques políticos a la Justicia y plantear una estrategia de defensa judicial?


    –La palabra retroceder no existe en el vocabulario de la vicepresidenta. No dará marcha atrás, aunque ponga en juego el sistema democrático. Entonces, frenarla, ponerle un límite, dependerá de la conciencia de la sociedad y de su comportamiento electoral. La elección parlamentaria de medio término será crucial: definirá los grados de poder político en la Argentina.


    –¿Si el Frente de Todos lograra quórum propio en Diputados qué pasaría?


    –Si el Frente de Todos llega a tener quórum propio en Diputados, no tengo dudas de que Cristina va ir por todo y por todos. Y para eso le faltan solo once o doce diputados. Por eso apuesta a la elección en el Gran Buenos Aires. Con las vacunas Sputnik, la Anses, el PAMI y todos los recursos del Estado que controla. El Gran Buenos Aires será la madre de todas las batallas y se definirá el futuro de la República.


    –¿Hubo algún intento de negociación de parte de Massa u otro dirigente del Frente de Todos para ampliar los miembros de la Corte?


    –No, nunca recibí una propuesta de negociación. Se debe a que los kirchneristas saben que no les da el número en Diputados y conocen nuestra rotunda negativa. Hemos advertido que no vamos a acompañar los proyectos de reforma judicial y de reforma del Ministerio Público Fiscal que aprobaron en el Senado.


    –¿Pero escuchó la versión de aumentar los miembros de la Corte de cinco a nueve?


    –Fueron comentarios de pasillo. Quiero reiterar que no está en mi cabeza ni en la del radicalismo ningún aumento de los miembros de la Corte.


    –¿Le llama la atención la facilidad con que Cristina impuso su plan judicial en el Senado?


    –Nunca soñó en su vida Cristina Kirchner, ni siendo presidenta, que iba a tener en el Senado un escritorio propio para manejar sus asuntos personales. En el Senado consiguió con facilidad esas medias sanciones de las leyes de su plan, pero quedaron “estacionadas” en Diputados. Reitero, nosotros no las vamos a apoyar. No tuvieron ningún pudor con el mamarracho de las modificaciones que introdujeron a último momento en el Senado y la creación de más de mil cargos. Metieron 400 cargos en quince minutos, con una birome, y sin pensar en cómo financiarlo. El PBI retrocedió 10 puntos en 2020 y se habla de una reforma judicial que va a costar entre 3000 y 4000 millones de pesos, casi como si fueran a comprar caramelos. Deben retirar el proyecto de reforma judicial. Es vergonzoso.


    –¿Cristina, a largo plazo, va a ganar esta pulseada con la Justicia para quedar impune?


    –Depende en qué causas. Hay determinadas causas en que la acumulación de pruebas es adversa para la vicepresidenta. Y las señales de la Corte le fueron adversas también. Queda claro que la vicepresidenta diseñó y ejecutó un plan para lograr impunidad. Tiene derecho a defenderse, pero no a poner el Estado al servicio de su plan. Creo que el presidente Alberto Fernández, a partir de la reforma judicial y otras medidas, iluminó el plan de Cristina y lo terminó haciendo suyo.


    –¿Apoyará Juntos por el Cambio la creación de un tribunal de sentencias arbitrarias paralelo a la Corte, como quiere el presidente Fernández?


    –Es otro disparate. Ha sido descalificado hasta por algunos miembros de la propia comisión de notables o “Comisión Beraldi”. Primero, por debajo de la Corte solo hay tribunales inferiores. No hay nada que sea superior. Lo establece la Constitución. Al igual que la competencia final, que es de la Corte. Si quieren un tribunal de ese tipo deberían reformar la Constitución para inventarlo. Cualquier otro tipo de modelo de Corte puede ser compatible en otro país pero no en la Argentina.


    –Ante estos ataques de la vicepresidenta, ¿Juntos por el Cambio va a seguir defendiendo a los jueces en general y a la Corte en particular?


    –Sí, por supuesto. Hay que reasegurar la independencia de la Justicia. Pero también lo debe hacer el propio Poder Judicial. Es cierto que la pandemia permitió un pecado de gula de concentración de poder. El Congreso funcionó a medias; la Justicia, con un sistema semipresencial; y el gobierno se extralimitó. Esperamos que el Poder Judicial este año se normalice.


    –¿Cómo se debe defender el Poder Judicial?


    –El Poder Judicial debe hablar del Poder Judicial a través de sus fallos. Como lo hizo la Corte cuando rechazó la ley de “Democratización de la Justicia”. El año pasado quedó claro que Cristina no obtuvo resultados proporcionales a la magnitud de sus embestidas.


    Tres fuentes judiciales que conocen en detalle los movimientos en los pisos superiores del Palacio de Justicia coincidieron en afirmar, palabras más, palabras menos: “Los ministros de la Corte Suprema se preparan porque saben que Cristina, tras el fracaso de su ofensiva de 2020, irá al choque contra ellos”.


    Y ahora los supremos están unidos.


    En enero de 2021, tras un año de peleas internas, se creó un “clima de abuenamiento entre los cinco”. Ocurrió después de la furibunda carta pública de Cristina Kirchner con ataques para todos y todas. Y se reforzó cuando el presidente Alberto Fernández se alineó ciento por ciento con la agenda judicial de Cristina en el discurso del 1° de marzo.


    Ahora, los cinco supremos (Carlos Rosenkrantz, Horacio Rosatti, Ricardo Lorenzetti, Juan Carlos Maqueda y Helena Highton) analizan, semana a semana, las medidas que pone en marcha la vicepresidenta, sus declaraciones y las de aquellos que son sus satélites. Y sobre todo, el fervor del acompañamiento del presidente a las jugadas extremas de su vice.


    El acercamiento o alejamiento entre Alberto y Cristina es un índice perfecto para medir la marcha de la relación entre estos “enemigos íntimos”.


    Una de las fuentes que caminan los tribunales todos los días grafica así la situación: “Cristina no tiene una estrategia judicial. Sí tiene una estrategia política: ahora le queda ir directamente al choque contra los jueces y fiscales que la investigaron y contra la Corte”.


    Mientras que otra fuente observa: “La Corte no es un juzgado de instrucción, es otro nivel. Sin embargo, algunos de los abogados K presentan recursos de queja con defectos formales”.


    En el máximo tribunal ya registraron que Cristina decidió ir “primero al choque” contra Lorenzetti por la denuncia contra la oficina de escuchas, llamada Dirección de Asistencia Judicial en Delitos Complejos y Crimen Organizado (DAJuDeCO), del Poder Judicial de la Nación, que depende de la Corte.


    ¿Cómo está Lorenzetti hoy en la interna de la Corte? Durante 2020 intentó, sin éxito, volver a la presidencia del máximo tribunal. Pero terminó por aceptar “la nueva relación de fuerzas internas”, según sintetizó otra fuente.


    En septiembre de 2021 termina el mandato de Rosenkrantz como presidente y, de acuerdo con dos fuentes y los bloqueos cruzados de candidaturas, Rosatti sería su reemplazante.


    Hasta mediados de 2020, la interna de los supremos ardía de operaciones en los medios, con chismes y desconfianza. Pero la furiosa carta de Cristina de diciembre de 2020 y, luego, su alegato ante la Cámara de Casación por el juicio oral de la causa Dólar Futuro los unió. “Es puro instinto de supervivencia”, interpreta una fuente. Así fue como “Lorenzetti y Rosenkrantz se abuenaron”.


    En la carta del 9 de diciembre de 2020, la vicepresidenta hizo un balance del primer año del gobierno del Frente de Todos y atacó en forma directa a la Corte.


    Elogió, en general, las gestiones del Ejecutivo y del Congreso.


    No nombró a Alberto.


    Pero advirtió que el máximo tribunal comenzará a dictar fallos para hacer “fracasar” al cuarto gobierno K de la historia.


    Veamos los puntos salientes del mensaje, que indican por dónde seguirá la batalla final:


    A nadie debería extrañarle, no solo que el lawfare siga en su apogeo, sino que además se proteja y garantice la impunidad a los funcionarios macristas que, durante su gobierno, no dejaron delito por cometer, saqueando y endeudando al país y persiguiendo, espiando y encarcelando a opositores políticos a su gobierno.


    Se refirió así a las causas por el supuesto espionaje ilegal macrista. Y siguió:


    Tampoco deberíamos extrañarnos si esta Corte, que consintió alegremente el mayor endeudamiento del que se tenga memoria a escala planetaria con el FMI, empieza a dictar fallos de neto corte económico para condicionar o extorsionar a este gobierno… O lo que es peor aún: para hacerlo fracasar.


    En este punto, aludió a causas por reclamos impositivos millonarios de San Luis y del gobierno porteño, encabezado por Horacio Rodríguez Larreta, contra el gobierno nacional. Continuó:


    Y que a nadie se le ocurra tergiversar mis palabras con titulares diciendo que pretendemos una Justicia adicta. Todo lo contrario: somos la fuerza política que en 2003, con el 22 por ciento de los votos, denunciamos la extorsión de lo que se conocía como la “mayoría automática de la Corte”, dando inicio a un proceso virtuoso que culminó con la Corte Suprema más independiente y prestigiosa de las últimas décadas.


    Es verdad: Kirchner comenzó juicios políticos en el Senado para lograr la renuncia de ministros de la Corte que manejaba Menem.


    Agregó más adelante:


    De aquella Corte, hoy no queda absolutamente nada. De los cuatro miembros que propuso Néstor Kirchner, la doctora Carmen Argibay (magistrada independiente si las hubo) falleció y el doctor Zaffaroni, reconocido a nivel internacional como uno de los mejores penalistas del mundo, renunció al cumplir los 75 años de edad, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 99, inc. 4, de la Constitución nacional.


    Luego Cristina se detuvo a hacer descalificaciones individuales a cada ministro:


    Uno de ellos (Lorenzetti) es el que se fotografiaba con el juez brasileño Sergio Moro y con Claudio Bonadio. El primero es el que, sin pruebas, metió preso al ex presidente del Brasil, Inácio Lula da Silva, impidiéndole ser candidato a presidente y posibilitando la llegada al poder de Jair Bolsonaro, quien lo premió designándolo, en un escándalo sin precedentes, como su ministro de Justicia. El segundo nunca rindió un examen para ser magistrado e integró la célebre lista de los “jueces de la servilleta”. Bonadio se autodefinía como un practicante del “derecho penal creativo”: aberración jurídica si las hay y auténtico eufemismo del lawfare y la persecución a dirigentes populares.


    Cristina no se detuvo. Siguió en su carga contra Lorenzetti:


    Este mismo integrante de la Corte, el que se fotografiaba con Moro y Bonadio, fue presidente de ese cuerpo hasta el año 2018 y en una reunión de jueces federales de Comodoro Py les aseguró que todas las instancias superiores les iban a confirmar y convalidar todas las decisiones de primera instancia que dictaran contra los dirigentes y ex funcionarios kirchneristas. Lawfare al palo.


    Cristina no dejó “títere con cabeza”. También tuvo palabras para Highton:


    La otra integrante que Néstor propuso (Highton), no solo no renunció a su cargo al cumplir los 75 años de edad –como lo hiciera el doctor Zaffaroni–, sino que además recurrió a un juez de primera instancia para que le permitiera permanecer en el cargo en acuerdo con el gobierno de Cambiemos –que no apeló aquella resolución judicial– y en abierta violación a la jurisprudencia de la misma Corte Suprema y a lo dispuesto por la Constitución nacional.


    Así embistió contra Rosenkrantz y Rosatti:


    El macrismo en el poder completó la fotografía de la Corte actual, cuando a través de un decreto de necesidad y urgencia intentó nombrar a Carlos Rosenkrantz y Horacio Rosatti como miembros de la Corte Suprema.


    Después intentó ensuciar a Rosenkrantz:


    Por si todo ello fuera poco, en el año 2018 Carlos Rosenkrantz, uno de los dueños del estudio jurídico cuya cartera de clientes está conformada por los principales grupos empresarios argentinos y extranjeros en el país, fue designado presidente de la Corte Suprema Justicia de la Nación.


    Y ninguneó a Maqueda:


    Hoy, la Corte está integrada por esos cuatro funcionarios más el doctor Juan Carlos Maqueda, histórico dirigente político del peronismo cordobés, propuesto por el doctor Eduardo Duhalde, durante su breve interinato como presidente.


    Para terminar:


    De los tres poderes del Estado, solo uno no va a elecciones. Solo un poder es perpetuo. Solo un poder tiene la palabra final sobre las decisiones del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo.


    Nunca en la historia argentina un vicepresidente atacó de esta forma a la Corte.


    Nunca un vicepresidente lanzó una “declaración de guerra” de esta envergadura.


    La carta mereció un duro repudio de la oposición, del director de la división Americas de la organización Human Rights Watch, José Miguel Vivanco, y del poderoso Foro de Convergencia Empresarial, entre otros.


    Vivanco es un aliado de los organismos de derechos humanos de la Argentina. Por eso tiene más valor su pedido a Cristina Fernández para que respete la independencia de la Corte.


    ¿Cuáles son los motivos para ir al choque? Lograr su impunidad luego de los pocos avances conseguidos en 2020.


    La vicepresidenta tiene trece recursos de queja o extraordinarios presentados ante la Corte. Y una fuente enumeró, en exclusiva para este libro, dichos recursos:



    1. RECURSO “MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO CON IRÁN” (PRESENTADO EN 2015). Se trata de una queja de Cristina contra la decisión que rechazó el apartamiento del juez de la Cámara Federal de Casación Penal Juan Carlos Gemignani. En este caso se investiga la denuncia formulada por el ex fiscal Alberto Nisman.


    2. RECURSO “IRÁN” II (2015). Queja presentada por Cristina y Oscar Parrilli contra la decisión de Casación que apartó a la jueza Sabrina Namer del juicio oral por la denuncia de Nisman.


    3. RECURSO “VIALIDAD” (2016). Queja contra el fallo de Casación que avaló la decisión del TOF 2, que se declaró incompetente para intervenir en la acción civil presentada por Vialidad contra Cristina durante la gestión de Macri.


    4. RECURSO “VIALIDAD” II (2016). Queja contra la decisión de Casación que avaló al TOF 2, que rechazó medidas de prueba y –a criterio de Cristina– modificó la naturaleza de una pericia al encomendársela a Vialidad, que dependía de Macri.


    5. RECURSO “VIALIDAD” III (2016). Queja contra una decisión de Casación que denegó un recurso contra el fallo del TOF 2, que no aceptó peritar las cincuenta y un obras otorgadas a Lázaro Báez durante el gobierno de los Kirchner, sino solo cinco.


    6. RECURSO “VIALIDAD” IV (2016). Queja por el rechazo a las excepciones de incompetencia, cosa juzgada y litigio pendiente. Cristina sostiene que el direccionamiento de contratos a favor de Báez ya fue investigado por la Justicia de Santa Cruz.


    7. RECURSO “VIALIDAD” V (2016). Queja por el rechazo de las objeciones de Cristina a los informes remitidos por la Oficina Nacional de Presupuesto.


    8. RECURSO “VIALIDAD” VI (2016). Queja presentada contra el rechazo de la recusación por parcialidad del perito oficial, ingeniero Eloy Bona, porque retuiteó una crítica a Cristina que ni siquiera era de su autoría.


    9. RECURSO “LA RUTA DEL DINERO K” (2013). Queja por el rechazo de la recusación contra los jueces Martín Irurzun y Mariano Llorens, que ordenaron su indagatoria en el caso.


    10. RECURSO “CUADERNOS” (2018). Queja contra el rechazo de la recusación de Bonadio en ese caso. Este recurso, seguramente, se va a cerrar por el fallecimiento del juez.


    11. RECURSO “LOS SAUCES” (2018). Queja de Cristina, Máximo, Florencia Kirchner y Romina Mercado contra el rechazo del planteo de nulidad de los requerimientos de elevación a juicio. Sostienen que se trata de cosa juzgada.


    12. RECURSO CARTA DE SAN MARTÍN (2018). Queja contra la decisión de confirmar a Bonadio en la causa. Es por una carta autógrafa del Libertador a Bernardo de O’Higgins de 1835 y un prontuario de Hipólito Yrigoyen. Fueron secuestrados en el allanamiento en la casa de Cristina en El Calafate. La carta se la regaló el presidente de la Federación Rusa, Vladimir Putin, pero no se sabe el origen del prontuario.


    13. RECURSO FEDERICO STURZENEGGER (2016). Queja por el fallo que sobreseyó al ex presidente del Banco Central, entre otros, por presuntas irregularidades en los contratos de compra de dólares a futuro al inicio del gobierno de Macri. Cristina quiere compararlo con su propia causa por el mismo tema.



    La vicepresidenta apuesta a que una eventual resolución favorable de estos recursos en la Corte provoque la caída de sus juicios orales.


    Cuando se pregunta a las fuentes judiciales qué decidirá la Corte sobre los trece recursos que presentó Cristina, contestan: “No hay tres votos sobre un total de cinco ministros para el lado de la aceptación, ni para el rechazo. Por eso no se tratan”.


    La mala relación de la Cristina del cuarto kirchnerismo con la Corte es previa a la carta de diciembre de 2020. Hagamos un rápido repaso…


    El primer ataque de la vicepresidenta fue en abril de 2020, a poco de iniciado el gobierno del Frente de Todos: pidió al máximo tribunal que avalara las sesiones virtuales del Senado, aduciendo que no podía trabajar en forma presencial por el Covid.


    Inspirada por la inefable Graciana Peñafort, Cristina pretendió tener un reaseguro de la Corte para que no bloquearan en la Justicia el proyecto de su hijo Máximo Kirchner, que creó un impuesto extraordinario a las grandes fortunas. Se trataba del primer proyecto de Máximo como jefe del bloque del Frente de Todos y precandidato a presidente de 2023.


    Con argumentos jurídicos y bajo perfil, el procurador general de la nación (interino) Eduardo Casal se pronunció a favor de rechazar el pedido.


    En forma inmediata, Peñafort, en un extenso hilo de tuits, repudió los argumentos de Casal y advirtió: “La historia de los pueblos se puede escribir con sangre o con razones […] Es la Corte quien tiene que decidir ahora, si los argentinos vamos a escribir la historia con sangre o con razones. Porque la vamos a escribir igual. Como cantan los Redondos: ‘Fijate de qué lado de la mecha te encontrás’”.


    Entonces, diputados de la oposición encabezados por Waldo Wolff la denunciaron por incitación a la violencia. Y Peñafort tuvo que salir a aclarar que fue malinterpretada. Que solo había reproducido una frase de Patricio Rey y sus Redonditos de Ricota.


    La jueza María Servini, en última instancia, benévolamente, archivó la denuncia.


    Pese a esa y otras presiones, la Corte rechazó el pedido de Cristina por voto unánime, tras más de un año de peleas internas que dividían a sus miembros.


    El siguiente ataque fue contra la “mesa judicial” del gobierno de Macri que, a criterio de Cristina, combinó con la Corte y otros sectores de la Justicia el direccionamiento de las causas por corrupción.


    Sin contexto alguno, una radio K le preguntó a la jueza de la Cámara Federal de Casación Penal, Ana Figueroa, si había sido presionada por el ex representante de Macri en el Consejo de la Magistratura, Juan Bautista Mahiques, para votar el desarchivo de la denuncia de Nisman por el encubrimiento de cinco iraníes en el atentado a la AMIA. La magistrada dio a entender que sí y que Mahiques fue a su despacho a preguntarle cuándo iba a votar sobre dicha causa.


    Un par de días después y en base a las declaraciones de Figueroa, veinte legisladores K, encabezados por el diputado por Río Negro Martín Soria, denunciaron a Mahiques y al resto de la “mesa judicial” del macrismo. Juan Bautista Mahiques es el actual jefe de los fiscales porteños.


    Poco después, aparecieron otros tres jueces cercanos a los K con denuncias en el mismo sentido.


    En base a la declaración radial de Figueroa, la vicepresidenta avanzó en una denuncia, presentada por Peñafort, en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Se trataba de instalar que el gobierno de Macri no solo había manipulado causas contra Cristina, sino que también había “presionado” a Figueroa por su voto en la causa abierta por Nisman.


    Pero en un escrito la jueza aclaró que su respuesta sobre “presiones” de Mahiques se refirió a la causa sobre la constitucionalidad del pacto con Irán y no a la denuncia de Nisman, dejando en off side la presentación de Cristina ante la CIDH.


    Figueroa no es parte de Justicia Legítima, pero firma fallos en sintonía con la estrategia judicial de Cristina.


    La causa por la denuncia de Nisman está, desde marzo de 2018, en manos del TOF 8, a la espera de que comience el juicio oral. Cristina, a través de Carlos Zannini, procurador del Tesoro de la Nación en esta nueva encarnación kirchnerista, pidió la nulidad del juicio. Ambos están procesados y la vicepresidenta no quiere, bajo ningún concepto, sentarse en el banquillo de los acusados en la causa con más repercusión internacional de las ocho que enfrenta.


    La tardía denuncia de Figueroa abrió un debate en tribunales sobre qué significa presionar a un juez y cómo hacerlo.


    Néstor y Cristina, durante sus presidencias, criticaban públicamente a los jueces que fallaban en contra de sus intereses. Es decir, presión para todos y todas. Sin medias tintas. Mientras, la SIDE tenía una legión de abogados que pululaban por Comodoro Py. El ex juez federal Jorge Urso resistió a ese aparato judicial K. Urso, quien ordenó en 2001 la prisión preventiva del ex presidente Carlos Menem en la causa por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia, salió a responderle a Figueroa: “Estas presiones, mirándolas a la luz de veinte años atrás, son románticas. Hoy no se juega tan fuerte como antes”.


    El ex juez reveló que antes de procesar al ex ministro de Defensa Oscar Camilión en la causa de las armas dos patrulleros cortaron la calle San Martín de Tours, en Palermo, donde vivía. Para su sorpresa, de uno de los autos bajó el ministro del Interior, Carlos Corach. Había ido a pedirle personalmente que no procesara al funcionario. Le dijo que estaban en juego “cuestiones de seguridad nacional”. Urso escuchó a Corach, pero al día siguiente dictó el procesamiento.


    Algo similar sucedió cuando lo visitó en su despacho Horacio Verbitsky para pedirle que no procesara al entonces jefe del Ejército, general Martín Balza, en la causa de las armas. Balza venía de formular su famosa autocrítica por el rol del Ejército en la represión ilegal y le servía al CELS (Centro de Estudios Legales y Sociales) de Verbitsky. Urso lo contó así: “Recuerdo que Verbitsky, luego del pedido, me solicitó mi laptop y escribió en la pantalla un hipotético título de Página/12 en mi contra para el caso de que procesara a Balza”. Unos días después, Urso lo procesó.


    Hubo más jugadas K, aparte de esta descuidada denuncia de presiones macristas a jueces.


    A fines de 2020, Eduardo Valdés y C5N denunciaron que el secretario privado de Macri, Darío Nieto, se comunicaba por celular con Marcelo D’Alessio. Dedujeron así que el falso abogado llegaba a Macri a través de Nieto. Al presentar una denuncia ante el juez Marcelo Martínez de Giorgi por filtración y adulteración de los chats de su teléfono, Nieto negó conocer a D’Alessio.


    Su celular estaba siendo peritado por los fiscales de Lomas de Zamora, quienes intentaron, sin éxito, involucrarlo en la causa por el supuesto espionaje ilegal macrista. Valdés y Sylvestre, dos impulsores del Operativo Puf, como ya se verá, interpretaron en forma errónea que el link a una nota sobre D’Alessio, registrado en el celular de Nieto, era “una comunicación” del falso abogado.


    En esa hipótesis falsa, Sylvestre afirmó que D’Alessio le envió un mensaje a Nieto para avisarle que el ex juez federal Norberto Oyarbide, en 2018, ya estaba declarando ante Stornelli en la causa de los Cuadernos. En sintonía con Sylvestre, Valdés dijo que el contenido de los mensajes de Nieto “dan cuenta de un vínculo fluido y de confianza con D’Alessio”. Acto seguido, el entonces juez federal de Dolores, Alejo Ramos Padilla –amigo de Valdés–, le solicitó a la fiscal de Lomas de Zamora que le remitiera la “llamada” para sumarla a la causa D’Alessio. El objetivo: obtener los supuestos intercambios entre Nieto y D’Alessio para avanzar contra Stornelli en la causa armada en Dolores gracias al Operativo Puf. Y eventualmente, contra Macri: la máxima aspiración de Cristina.


    Stornelli negó que D’Alessio haya estado en su despacho cuando declaró Oyarbide en agosto de 2018. Además, aclaró que conoció al falso abogado recién cuatro meses más tarde.


    El blooper de Sylvestre y Valdés demostró que las maniobras del kirchnerismo sobre fiscales, jueces y la Corte podían no solo ser audaces, sino además brutales e improvisadas. Por eso mismo, Cristina ya preparó el terreno político para un choque frontal con la Corte.


    En la mencionada carta advirtió que la Corte tomará en 2021 decisiones económicas que pueden “desestabilizar” al gobierno.


    ¿A qué se refería?


    Cristina sabe que la Corte tiene temas calientes en su agenda: reclamos económicos de San Luis, Santa Fe y CABA, más pedidos de actualización de haberes de jubilados. A esos recursos se suman juicios de cientos de militares y policías que aducen cobrar “un 30 por ciento en negro”. Se trata de los famosos suplementos salariales no remunerativos.


    Hacia finales de la segunda presidencia de Cristina, el gobernador de San Luis, Alberto Rodríguez Saá, pidió embargar cuentas del gobierno nacional por 20.000 millones de pesos, y Santa Fe tiene un reclamo parecido. Se trata de descuentos indebidos por la coparticipación impositiva federal por parte de la Anses. Las provincias ya ganaron el juicio en el máximo tribunal y ahora quieren cobrarlo.


    En forma paralela, el jefe de Gobierno porteño, Horacio Rodríguez Larreta, pidió un per saltum contra el decreto presidencial que le quitó 60.000 millones de pesos de coparticipación a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Si la Corte votara a favor de los gobernadores en estos casos millonarios, bien podría esto significar un golpe al plan económico de la batalla final de Cristina. Dicho plan supone pisar las tarifas de servicios públicos, mantener el dólar oficial quieto y evitar cualquier tipo de ajuste, para llegar a las elecciones parlamentarias de octubre con aire y chances. Nada nuevo: la receta de 2015, repetida.


    El oficialismo tiene quórum propio en el Senado, pero no en Diputados. Para debatir y aprobar cualquier proyecto necesita de aliados. Ahora bien, si el Frente de Todos llegara a lograr quórum propio en Diputados gracias a una buena performance en las elecciones de medio término, los planes de la vice serán mucho más fáciles de ejecutar. Por eso, después de aquella carta de Cristina, Leopoldo Moreau, Eugenio Zaffaroni y el mismo Alberto Fernández se sumaron a las críticas contra la Corte. El objetivo: que el tribunal no resuelva los reclamos financieros de las provincias hasta –por lo menos– después de los comicios.


    Sin embargo, según una fuente judicial, a comienzos de 2021 dichos expedientes ya estaban “maduros” como para tener una definición. Así se explica una de las patas de la estrategia de la vice: limitar, golpear, cambiar la Corte.


    En ese contexto, los K lanzaron, como un globo de ensayo, una propuesta para ampliar el número de miembros de cinco a nueve. “Serían dos nuevos jueces para el PJ, dos para la UCR y uno para Macri”, arriesga una fuente conocedora del ajedrez del tribunal. Una versión que Elisa Carrió y Mario Negri salieron a cruzar de inmediato, con buenos reflejos, haciéndole perder vigor.


    Además, ni siquiera el Consejo Consultivo para el Fortalecimiento del Poder Judicial y del Ministerio Público recomendó al presidente Fernández aumentar los miembros de la Corte. Consejo, recordemos, bautizado no sin malicia como “Comisión Beraldi”, en alusión a Carlos Beraldi, en su doble rol de abogado de CFK e integrante del cuerpo consultivo. Una iniciativa que nació desinflada y no pudo conseguir ni el apoyo del consejo que la prensa bautizó con el nombre de su propio abogado llevaron al Instituto Patria a descartar la iniciativa y a apostar por ir al choque político, sin vueltas.


    A comienzos de 2021, el gobierno avanzó en la redacción de un proyecto de ley para crear un polémico Tribunal Federal de Garantías, cuya tarea sería revisar sentencias de tribunales superiores. De ese modo, la Corte quedaría solo (y en el mejor de los casos) con reclamos constitucionales. Se trata de una de las recomendaciones que sí hicieron los expertos de la Comisión Beraldi. Según argumentaron, ese tribunal le sacaría la “sobrecarga de trabajo” a la Corte. Cuando en realidad “se trata de ocupar más espacios en la Justicia y diluir el poder de la Corte”, según señala una fuente judicial.


    Según las estadísticas oficiales, en 2019 el máximo tribunal resolvió 29.191 causas, con el dictado de 7246 sentencias. Parece claro, entonces, que no se trata de un problema de exceso de trabajo de la Corte.


    Pero Carlos Beraldi pidió ir más allá.


    Sin el apoyo de la mayoría de los notables, dijo que ese eventual tribunal de garantías debe, además, “revisar cuestiones constitucionales”. Se trata de temas que hasta ahora son exclusiva competencia de la Corte. Beraldi remarcó que “es necesaria una ley que regule el funcionamiento de la Corte respecto a las causas en las que debe intervenir y con plazos para resolver”.


    Beraldi es Cristina. Y además es el autor de aquellos trece recursos que la vice tiene pendientes en la Corte. Sin embargo, sostiene con enorme desparpajo que no hubo conflicto de intereses en su participación en la comisión de notables.


    ¿A quién beneficiaría un tribunal de garantías? A Cristina no, porque las causas previas a su creación quedarían en la Corte.


    ¿Entonces? “Sería un seguro de vida para La Cámpora, por futuros y eventuales delitos”, explica una fuente que camina tribunales.


    Los K pueden aprobar el proyecto de creación de ese tribunal en el Senado con mayoría simple. Pero Negri adelantó que Juntos por el Cambio no lo apoyará en Diputados. Ahora, si en las elecciones parlamentarias consiguieran quórum propio, sí podrían convertirlo en ley en Diputados.


    ¿Por qué otras razones la vicepresidenta dirigió sus cañones a la Corte? Cristina se molestó porque en diciembre de 2020 la Corte confirmó la condena al ex vicepresidente Amado Boudou a cinco años y diez meses de prisión en el caso Ciccone. Lo hizo aplicando el artículo 280 del Código Procesal, que permite al máximo tribunal rechazar recursos sin necesidad de argumentar por escrito. Ese artículo es un espejo en el que se mira Cristina. El de una Corte que viene dando otras señales adversas para la vicepresidenta: rechazó en 2020 dos recursos de queja de Julio De Vido en la causa Vialidad, similares a los de Cristina, y confirmó las condenas del ex secretario de Transporte Juan Pablo Schiavi por la Tragedia de Once, así como la sentencia contra el dirigente piquetero ultra K Luis D’Elía por la toma de una comisaría.


    Ante esas noticias, la estrategia de choque K escaló a un mayor nivel de confrontación con una marcha en enero de 2021 para pedir la excarcelación de la líder de la Túpac Amaru, Milagro Sala, cuando la dirigente jujeña (que ya está condenada y espera que la Corte resuelva varios recursos de queja) cumplía cinco años de detención.


    La manifestación, apoyada por funcionarios nacionales, tenía la consigna “La Corte, basurero de la democracia”. Al finalizar, los militantes K tiraron decenas de bolsas de basura en las escalinatas del Palacio de Justicia. “Esa foto de la basura molestó en la Corte”, contó una alta fuente judicial.


    Tampoco habría gustado el apoyo que le otorgaron a la marcha funcionarios nacionales como Elizabeth Gómez Alcorta, ministra de Mujeres, Diversidad y Géneros, ex abogada de Sala y estrecha aliada de Horacio Verbitsky.


    Aunque golpeado por el escándalo del vacunatorio VIP, el periodista K impulsó más de cincuenta nombramientos en la Justicia de familiares, amigos y militantes.


    Cada jugada K para escalar los ataques a la Corte se encuentra con nuevos obstáculos. Y cada uno de esos obstáculos da lugar a nuevas jugadas. Así, apareció la idea de un indulto presidencial o una amnistía del Congreso para los condenados o procesados por corrupción. Zaffaroni pidió sin vueltas un indulto presidencial, empezando por su amigo Boudou, y hasta amenazó con una “pueblada” contra la Corte. Zaffaroni pugna también por la creación de una “Comisión de la Verdad” que revise si las condenas están infectadas de lawfare.


    Pero, a diferencia de Boudou, Cristina no quiere un indulto presidencial, ni una amnistía. Lo que busca es que la Justicia acepte que hubo lawfare y se la “declare inocente, le pidan disculpas y le restituyan sus bienes”.


    El presidente Alberto Fernández contestó rápido: dijo que no impulsará un indulto. Argumentó que debía ser el Congreso, en todo caso, el encargado de proponer una amnistía.


    El indulto a condenados es una facultad presidencial consagrada por la Constitución. El último antecedente fue el indulto del ex presidente Carlos Menem a los ex comandantes, ex jefes guerrilleros y ex jefes carapintadas. Incluyó a condenados y procesados.


    Hasta principios de 2021, Alberto tenía claro que hacerlo sería “quemar” su gestión.


    Así las cosas, Cristina desde el Senado y Máximo desde Diputados debían ser los impulsores de una ley en su propio beneficio. Es decir, una autoamnistía. Pero el presidente de la Cámara de Diputados, Sergio Massa, negó la posibilidad de que vaya a poner sobre la mesa un debate sobre la situación judicial de Boudou, Milagro Sala u otros condenados por corrupción.


    Una amnistía para los casos de corrupción sería absurdo y un gran error –afirmó el líder del peronismo renovador en una entrevista al diario El País de España–. De mi parte no hay ninguna chance de poner en discusión una amnistía, así como creo que el Presidente no tiene ninguna vocación de discutir un indulto. La justicia es quien absuelve o condena.


    Intranquilo, el presidente comenzó a ensayar otros caminos.


    En febrero de 2021 se publicó en el Boletín Oficial la decisión de la Comisión Bicameral de Implementación del Código Procesal Penal de adelantar la operatividad de seis artículos. Dichos artículos establecen que una pena solo puede ser ejecutada cuando queda firme, una vez agotadas todas las instancias judiciales del proceso, incluyendo a la Corte.


    Antes era suficiente con que la Cámara de Casación rechazara un recurso contra un fallo dictado por un tribunal oral para que se empezara a ejecutar una condena.


    Esos artículos también determinan que no se ejecutará la condena si hay un recurso ante la Corte Interamericana (CIDH).


    El plan original era poner en vigencia ese nuevo código procesal, primero en las provincias y después en la capital federal. Pero la mayoría K de la comisión lo adelantó para todo el país. Conclusión: a esos artículos podrían aferrarse ahora Boudou o Lázaro Báez para apelar sus condenas.


    La desesperación de Cristina, a principios de 2021, tenía que ver con los escasos avances del festival de medidas que tomó contra la Justicia durante el año anterior. Todo para tratar de aliviar su complicada situación judicial.


    Ese festival comenzó en enero de 2019, con el Operativo Puf, el banco de pruebas de una serie de maniobras que, en caso de fracasar o triunfar, sellarán el destino de la Argentina. Veamos cómo comenzó la primera maniobra K para tratar de conseguir la impunidad de Cristina…
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    La bendición de “la Abuela”


    Nada se hacía, nada se decía, nada se presentaba sin la bendición política de “la Abuela”: Cristina Kirchner.


    Ella lo sabía todo mucho antes.


    Hasta el último detalle de cada operación.


    Ella aprobó por lo menos diez días antes de que se produjera la denuncia “espontánea” de Pedro Etchebest contra Marcelo D’Alessio, ante Ramos Padilla, lo que luego se daría en llamar Operativo Puf.


    No solamente lo supo la Abuela; además, coordinó esa presentación.


    Los armadores del Operativo Puf llamaban a la denuncia judicial “la bomba” porque la concibieron como una bomba contra el juez Claudio Bonadio, el fiscal Carlos Stornelli y la causa de los Cuadernos de las Coimas. Así quedó grabado en las febriles conversaciones telefónicas en código de Roberto Baratta, ex secretario de Coordinación del ministro de Planificación y otros presos K en la cárcel de Ezeiza.


    Todo comenzó a principios de enero de 2019. Baratta, el empresario Lázaro Báez y otros esperaban con ansiedad que la Abuela, el ex titular de la AFI, Oscar Parrilli (alias “el Pelado”) y Juan Martín Mena (alias “el Gordo”) aprobaran las medidas para lanzar “la bomba” desde el Instituto Patria. Incluso esperaban que un sector de la AFI que seguía respondiendo a Cristina, y al que denominaban “25 de Mayo”, diera el OK técnico.


    Por fin, la jugada salió a la superficie el 28 de enero de 2019, con la denuncia del falso “productor agropecuario jubilado” Pedro Etchebest.


    En las escuchas hay al menos nueve referencias a Cristina. No una. Nueve. La nombran como “la Abuela”, “la Señora”, “Ella” o “la Jefa”.


    Cristina tiene tres nietos. Dos son hijos de Máximo y uno de Florencia.


    ¿Por qué la Abuela, que había logrado ser elegida senadora nacional con su partido Unidad Ciudadana, se conectaba con ex funcionarios como Baratta, a los que antes había rechazado?


    Porque había terminado 2018 con once procesamientos, embargos por unos 250 millones de dólares y tres pedidos de prisión preventiva. Porque era el peor momento de su complicada situación judicial desde que había dejado el poder en 2015. Porque la coordinación y convalidación de la Abuela para impulsar el Operativo Puf fue apenas la primera de una decena de maniobras que la ex presidenta puso en marcha durante los últimos dos años.


    Son parte de la batalla final por su impunidad, su futuro político y la precandidatura presidencial de Máximo hacia 2023.


    A partir de este momento, para una mejor comprensión del entramado se detallarán, día por día, los diálogos que mantuvieron distintos presos por causas de corrupción y la Tragedia de Once con operadores de diverso pelaje.


    18 DE ENERO DE 2019


    El ex embajador ante el Vaticano y ex lobbista de Aeropuertos Argentina 2000, Eduardo Valdés, recibió una llamada desde la cárcel de Ezeiza de Juan Pablo Schiavi, ex secretario de Transporte. Schiavi cumple una condena de cinco años y medio de prisión por la Tragedia de Once. El ansioso detenido buscaba información. Y así fue el inquietante diálogo.


    SCHIAVI: Gordo, te vi en la TV con cara de pillo. Vestidito de blanco y como si escondieras algo entre manos…


    VALDÉS: Va a haber novedades, quedate tranquilo… Operativo Puf… Bonadio y Stornelli puf… ¿Viste que avisé que iba a haber novedades… este domingo o el otro? Vivoresky… Puf es puf. No este domingo. El otro domingo… Stornelli y el otro se van a la concha de su madre.


    [Puf: expresión coloquial que “expresa molestia o repugnancia causada por malos olores o cosas nauseabundas”. Aunque en verdad Valdés no aludía a malos olores, sino a la puesta en marcha de la operación. Vivoresky era el seudónimo despectivo que usaban para referirse al asesor informal de Cristina y presidente del CELS, Horacio Verbitsky. Con el entonces juez federal de Dolores, Alejo Ramos Padilla, fueron más ocurrentes: “Domingo de Ramos”, “Dolor en la pierna”, “Dolor de muela”, “Dolor de cabeza”, “Dolor de la espalda” y “Dolor de rodilla”, lo llamaron].


    La verborragia de Valdés con Schiavi dejó más huellas acerca del armado de la operación.


    VALDÉS: Me voy a Puiggari este sábado. De sábado a sábado. Pero me quedo mañana porque voy a grabar, el sábado para el domingo, un programa con mucha cacerola. Yo soy el que vengo armando desde tres o cuatro semanas el ruidazo contra el aumento de las tarifas públicas…


    Valdés lo hacía en coordinación con C5N, del grupo de medios de Cristóbal López, y otros empresarios y periodistas militantes. Y para impresionar todavía más a su amigo, le dejó una incógnita:


    VALDÉS: Vos pensá el acertijo que te tiro: si se junta el amigo del amigo de Dios con el más genuino representante del Diablo… va a ser fuerte la cosa.


    Nunca se supo si la adivinanza se refería a él, como ex embajador ante el papa Francisco, a Cristina o a alguno de los abogados pesados de la jugada.


    Después de aquel diálogo telefónico, en un “centro de vida sana” ubicado en Puiggari, en Entre Ríos, el operador de CFK cenó más de una vez con Juan Ramos Padilla, el padre del juez federal de Dolores.


    Juan Ramos Padilla es un furibundo militante K y miembro de un tribunal oral penal de la capital. Con Valdés son amigos desde hace años: comen juntos frecuentemente y sus familias se conocen entre sí.


    19 DE ENERO


    En una conversación, Baratta le preguntó al abogado Carlos “Chala” Zelcovicz si había recibido mensajes de “la gente del instituto este”, es decir, el Instituto Patria. Zelcovicz es un misterioso ex funcionario K con acceso a altos niveles de la Justicia.


    En sus diálogos, Baratta confirmaba su mal carácter y varias veces frenó a sus interlocutores para que no identificaran con nombre y apellido a sus contactos en el Patria.


    BARATTA: En el instituto ese tienen algo muy importante que van a hacer en los próximos días en la misma causa, digamos… Porque dicen que hay un material y que ayudaría a todos, digamos.


    INTERLOCUTOR NO IDENTIFICADO: La verdad es que eso es una lancha. Si hay que subirse, uno se sube, pero nosotros vamos por otro lado.


    BARATTA: No, no, no, de última, para conciliar nuestro papel tenemos que actuar en coordinación. Por eso te decía lo de Martín. Porque sabe de “eso”.


    Martín o “el Gordo”: podría tratarse de Juan Martín Mena, ex número dos de la AFI de Parrilli y actual viceministro de Justicia.


    INTERLOCUTOR: Yo al Gordo lo veo recién mañana a la tarde, porque está en Mar del Plata.


    BARATTA: Si tienen algo, no está mal coordinar las cosas.


    INTERLOCUTOR: Sí, me han llegado un par de cosas. Que hay una bomba ahí dando vueltas.


    BARATTA: Exacto. Me lo dijo ayer este, que se enteró porque vino el boga de él, que es el boga de ella también, y se lo comentó para que me lo diga a mí.


    La frase aludía a Carlos Beraldi, letrado de la ex presidenta y también de Cristóbal López y Fabián De Sousa.


    INTERLOCUTOR: A mí me lo dijeron literalmente así: el lunes a primera hora te notifico de una bomba que hay dando vueltas.


    BARATTA: Sí. Supuestamente van a correrlo por algo que pasó… Sería en las próximas semanas, en los próximos quince días. El tema es coordinar así hacemos lo mismo.


    Poco antes, Cristina pasaba las fiestas de fin de año de 2018 en El Calafate y en sus cuentas de Twitter y Facebook se limitaba a saludar incluyendo un comentario irónico sobre el aumento del dólar en el gobierno de Macri. Más tarde, el 26 de enero, reapareció a través de las redes sociales para apoyar a la condenada líder de la Túpac Amaru, Milagro Sala.


    Viajó en enero a Buenos Aires para hacerse “un chequeo médico”. El 14 de febrero recibió a la futbolista Maca Sánchez en el Instituto Patria, y el 25 se negó a declarar en la indagatoria por ocho hechos de la misma causa ante el juez Bonadio. Todo en un marco de sigilo y sin levantar el perfil: al parecer estaba ocupada en otras operaciones.


    En las escuchas hay indicios de que todo comenzó un poco antes del mensaje de Valdés del 18 de enero. Desde el miércoles 16, Baratta venía anunciando a sus interlocutores que antes de fin de mes iba a “hacer algo”. Lo presentaba como “salir a sembrar terrorismo”. Amenazó con dar un “cachetazo” contra el fiscal de los Cuadernos. Y sentenció: “De ese hijo de puta no hay que olvidarse. Y de Bruglia, tampoco”.


    Baratta aludía así al juez de la Cámara Federal porteña, Leopoldo Bruglia, quien confirmó un par de procesamientos suyos en causas por corrupción.


    Esa es una fecha relevante. Solo habían pasado cuatro días desde el encuentro entre Stornelli y D’Alessio en el balneario CR de Pinamar.


    A la reunión la observó Pedro Etchebest y la filmó su hijo Matías en forma clandestina, con un celular. Se suponía que a esa filmación la conocían solamente ellos y sus abogados. Esas imágenes tomadas en forma subrepticia fueron la base de la “bomba” y el motivo del retraso de la operación.


    ¿Cómo podía saber tan rápido Baratta, desde la cárcel, que Etchebest, un supuesto desconocido de los K, preparaba una denuncia contra Stornelli?


    Mientras tanto, en el comedor del pabellón IRIC (Intervención para la Reducción del Índice de Corruptibilidad) de Ezeiza, Baratta y otros ex funcionarios hacían “ranchadas” para compartir comidas, información y rumores. En particular, hablaron de la confesión del “hijo de puta” y “marica” ex ministro de Economía de Santa Cruz, Juan Manuel Campillo, en la causa por los Cuadernos. Campillo complicó al secretario privado de Cristina, Isidro Bounine. Y no solo eso.


    Campillo –quien fuera pareja del diseñador Carlo Di Doménico, muerto en mayo de 2018– también confesó cómo otro de los ex secretarios de los Kirchner, Daniel Muñoz, había “invertido” 70 millones de dólares en inmuebles en Miami y Nueva York.


    ¿Por qué les preocupaba Campillo? Porque temían que Isidro Bounine, ex secretario de CFK, se quebrara y pudiera complicar todavía más a Cristina y a ellos mismos. Vinculaban a Bounine con Francisco Larcher, el ex número dos de la SIDE de Néstor Kirchner y amigo de su sucesora macrista, Silvia Majdalani.


    24 DE ENERO


    Cuatro días antes de que Etchebest presentara su denuncia “espontánea” en Dolores, Zelcovicz le dijo a Baratta que él mismo estaba coordinando la presentación de la denuncia con “un conocido del Negro Víctor Hortel”. Hablaba del polémico jefe del Servicio Penitenciario en la época K y abogado de Báez.


    En otra comunicación con Baratta, Zelcovicz comentó: “Dolores se está moviendo. Quiere mover y activar todo”.


    ¿Cómo podía saber tanto Zelcovicz si para entonces ni siquiera se había entregado el escrito ante el juzgado de Ramos Padilla?


    El interlocutor de Baratta sabía incluso que Carolina Pochetti, la viuda del ex secretario de los Kirchner, Daniel Muñoz, se iba a arrepentir en la causa de los Cuadernos cuando todavía la decisión no había tomado estado público.


    Tanto la confesión de Pochetti como la del ex contador de los Kirchner, Víctor Manzanares, obsesionaban a Cristina. Se entiende: en esos días estaba afuera del gobierno y preocupada por su situación procesal.


    26 DE ENERO


    Faltaban 48 horas para que Etchebest pisara el Juzgado de Dolores con el auspicio de la abogada Natalia Salvo, una militante K cuya organización de abogados laboralistas tiene sede en el Instituto Patria. En ese contexto, Baratta conversó con Zelcovicz, quien venía de hablar con “25 de Mayo”, que puede ser algún sector K de la AFI de Macri o una alusión más a Juan Martín Mena. Parrilli y Mena eran, en esa época, las más importantes puertas de acceso a Cristina.


    Baratta preguntó si “el hecho se producirá”. El “hecho” era la denuncia de Etchebest. Su interlocutor contestó: “Sí. Todo está preparado para que choque el tren… Lo que no sabemos es qué tipo de temperamento va a adoptar la Señora… Se puede jugar con la política, pero con los presos… Quieren usar la figura de algunos presos como intercambio”.


    Esa frase habría aludido a un intercambio demasiado perverso: un hipotético acuerdo con el gobierno de Cambiemos para frenar la causa de Dolores a cambio de la excarcelación de ex funcionarios K.


    27 DE ENERO


    Por aquellas horas, Lázaro Báez habló con un hombre al que no se pudo identificar y le preguntó si le había dado “la información” a “Don Hortel”. Este le respondió que sí y que “todo va muy bien”. Báez preguntó “si arrancó el proceso”. Respuesta: “Está espectacular… ya se está escribiendo”.


    Otro de los interlocutores a quien no se pudo identificar le pidió a Báez que siguiera en silencio en el juicio oral por La Ruta del Dinero K, que no se quebrara. En verdad, se trataba de un mensaje de la Abuela: “Te mandó a decir que en el futuro, cuando eventualmente quedes libre, tendrás tu justa recompensa”.


    Báez nunca se pasó del lado de los arrepentidos que confesaron haber participado de casos de corrupción.


    Luego, hablando en clave, el presidente de Austral Construcciones preguntó por ese “otro chico espectacular”, a lo que su interlocutor contestó: “Espectacular. Trabajando sábado y domingo… Cortó vacaciones porque le pegaron un par de gritos para que venga a laburar. Porque estaba en Bahía Blanca… Está escribiendo como loco”.


    En este diálogo no se identifica al “chico espectacular”. Ante el Consejo de la Magistratura, el juez Alejo Ramos Padilla negó haber conocido de antemano la denuncia. De todos modos, está comprobado que levantó la feria judicial en su juzgado para tomarle declaración a Etchebest el 28 de enero. Ni siquiera pudo esperar hasta el 1° de febrero.


    La denuncia era, en su forma original, por un delito menor: intento de extorsión. Incluso podría haber dejado que la tomara un juez de turno.


    De nuevo: ¿por qué a Ramos Padilla le interesaba tanto?


    Faltaban pocas horas para el arranque de la maniobra. Baratta habló con su esposa Dalila Bielle, mientras se escuchaba de fondo el ruido de niños jugando.


    BIELLE: El lunes tendré una reunión con la Señora. Ya me reuní con el viejo, ese Pelado [Parrilli] que estaba siempre al lado de ella…


    BARATTA: Viejo inútil.


    Ese mismo día Baratta habló con Zelcovicz para coordinar el operativo de prensa. Baratta dijo que “la mejor es la que tiene el otro señor ahí escrita”, en alusión a Horacio Verbitsky. Este pretendía informar acerca de la denuncia antes de que lo pudieran hacer Raúl “Tuny” Kollmann, de Página/12 o el canal de cable C5N, de López y De Sousa.


    Otra escucha telefónica de Baratta demostró que el 31 de enero de ese año ya sabía que el “productor agropecuario jubilado” había presentado la denuncia en el Juzgado de Dolores. ¿Cómo podía saberlo si la causa estaba bajo secreto de sumario y el escrito aún no se había hecho público?


    La denuncia fue presentada el 28 de enero en Dolores en una maniobra de forum shopping: así se denomina a la decisión ilegal de “elegir” un juzgado amigo en lugar de afrontar un sorteo para la radicación de una causa. De ese modo se evitó presentarla en los tribunales porteños, donde correspondía hacerlo.


    En ese audio, Baratta habló otra vez con su mensajero de más confianza, Zelcovicz. Le preguntó “si vas a venir a visitarme el sábado porque tengo el culo lleno de preguntas”.


    Después, el organizador clave de la operación le advirtió: “Yo solo confío en vos y Luis [Vitulio]. Nada más”. Una periodista de TV le había advertido que tenía un “infiltrado” en su entorno. Y quería preparar su contraofensiva.


    BARATTA: Buscá datos sobre las alimenticias Arbitra, Aginorsal y las personas Micheli, López Lecube, Franco Elena Marta y su esposa.


    ZELCOVICZ: ¿Faltaría Pedro Etchebest?


    BARATTA: Callate. No des más nombres.


    1º DE FEBRERO


    BARATTA: ¿Lo del dolor de muela cómo va? Hay que ver la oportunidad y si convienen los términos de la remada que están organizando, porque, si tira, tiene que tirar a matar. Esto no es un juego.


    INTERCOLUTOR NO IDENTIFICADO: No se movió nada allá en Dolores, salvo que pidieron los informes para leerlos. Ya es un avance eso.


    BARATTA: Pero, ¿presentaron formalmente?


    INTERLOCUTOR: El loco este, el magistrado, pidió los informes porque quiere saber en qué quilombo se está por meter. Aparentemente esto le llevaría por lo menos leer casi todo el fin de semana… Te diría que bastantes días más, pero quieren largarlo cuanto antes.


    BARATTA: Entonces hay que ver si quiere…


    INTERLOCUTOR: No, no, no. El tipo está decidido a jugar pero, boludo, vos también harías lo mismo. Este flaco, además, si hace cagada, se le va el cargo.


    2 DE FEBRERO


    Juan Pablo Schiavi se comunicó con Valdés. Le preguntó cómo iban las cosas. Valdés le respondió: “Aquello que te dije muy bien pero decile al más joven del canal que no sea bocón. A De Sousa. Él fue y se lo dijo a uno. Está muy bien. Ya está hecha la denuncia y todo. Ahora esperamos que el juez opere. Está muy bien”.


    Zelcovicz conversó con Baratta y dejó una enigmática frase sobre el submundo del espionaje K: “Ahí hice un par de averiguaciones que da cero también… y ahora me voy a San Fer a verme con uno de la 8, de la Negra Majdalani. Así que vamos a charlar ahí y a hacer revuelto de huevo de todas las puntas… Hablemos a las seis, que voy a tener esta punta que me habilitaron. La gente de la Negra es la que sigue el plantel de los presos donde estás vos… el equipo tuyo”.


    Ese mensaje encriptado se referiría a infiltrados K entre la gente de la número dos o “Señora 8” de la AFI, Silvia Majdalani. Arribas era el “Señor 5” porque ocupaba el quinto piso, mientras que Majdalani tenía su oficina en el octavo piso. Y demuestra que Zelcovicz sabía que estaban los teléfonos pinchados y los presos K “seguidos” por Majdalani.


    El comentario alimenta la hipótesis de que la AFI de Macri tenía infiltrados K.


    Tal era la expectativa creada entre los detenidos por la operación que Zelcovicz habría realizado gestiones ante la Cancillería por Baratta, que habría evaluado irse a vivir a Italia, después de que, en forma hipotética, se cayera la causa de los Cuadernos y quedara libre.


    El 3 de febrero, Zelcovicz le contó a Baratta que le robaron la camioneta y el ex funcionario le informó: “Contame una cosa, leí todo perfectamente. La idea es darle al Loro [supuestamente por Ricardo Lorenzetti] y a Pato [supuestamente, Juan Carlos Maqueda] una copia de lo que me diste el viernes. Yo no quería hacerlo sin que vos me autorices. Es material muy sensible. Llamame mañana después de que vaya al Palacio…”.


    Voceros de los jueces supremos negaron categóricamente a este autor todo vínculo con la maniobra. A lo sumo, Baratta podría haber llegado a algún secretario de la Corte. Nunca a los jueces supremos.


    Baratta no tiene tanto poder.


    4 DE FEBRERO


    Baratta volvió a llamar. Zelcovicz le comunicó que entregó el escrito titulado “Traición” y que al día siguiente le darían una respuesta. Enseguida, el asiduo interlocutor agregó: “Seguimos manejando los mismos términos de tiempo y para los asuntos externos [posible referencia al citado traslado de Baratta y su familia a Italia]. Yo estoy esperando ahora a la noche un mensaje de lejos porque tal vez hay que hacer una movida ahí también. La gente de acá, que los representa a ellos, va a hacer una movida esta semana”.


    Después hablaron de la compra de “artefactos para comunicarse” como si hubieran querido comprar teléfonos, sin dar más detalles. Esta frase alimentó la versión según la cual habrían tenido un celular oculto adentro de la cárcel.


    INTERLOCUTOR NO IDENTIFICADO: Bueno, escuchá, Ramos, Ramos Parrilla, agarró viaje.


    BARATTA: Ajá, hoy firmó la ampliación de la denuncia contra Cohen.


    Era una alusión al perito que actuó en la causa por la importación irregular de buques con gas natural licuado (GNL) y se equivocó con el cálculo de los sobreprecios. Baratta lo denunció como parte de una supuesta conspiración en su contra. La causa GNL es la madre del expediente de los Cuadernos. El juez Bonadio desprendió a la segunda de la primera. Y para Baratta, si se caía la causa madre, se podía caer también su derivada.


    En otros mensajes de los ex funcionarios K se notó cómo iba creciendo la euforia por la operación en marcha. Con la maniobra ya desatada, Baratta le hizo recomendaciones a Claudio “Mono” Minnicelli. El cuñado de Julio De Vido estaba preso en la causa de la Mafia de los Contenedores. Tenía una condena de cinco años de prisión por contrabando.


    Le aconsejó hacer él también una denuncia en el Juzgado de Dolores, para tener más “impacto mediático”. Y que le contara todo al abogado del ex ministro de Planificación, Maximiliano Rusconi, para que se sumara a la operación.


    En forma paralela, en las escuchas del teléfono público del Pabellón D, Módulo 16, apareció un nuevo tema de conversación. Así se pudo conocer cómo Baratta y otros se dedicaron a coordinar en detalle, junto con periodistas militantes, la difusión de la denuncia “espontánea” de Etchebest.


    Un día antes del inicio de la causa en el Juzgado de Dolores, Zelcovicz le preguntó a Baratta: “El material que tengo que corregir, que por el momento no pude, ¿lo debería tomar ese otro muchacho?”. Quería saber qué periodista iba a arrancar la operación de propaganda. La mano derecha de De Vido respondió: “Primero me gustaría que le des una ojeada”.


    ZELCOVICZ: Ok. Hay una competencia terrible por qué tipo de medio agarra la mejor informeta que anda dando vueltas.


    BARATTA: La mejor es la que tiene el otro señor ahí escrita. Me da sustento técnico… respaldo desde el expediente.


    Era una alusión a Horacio Verbitsky.


    Ese mismo día, Baratta habló con Gabriel Morini, subdirector de Ámbito Financiero y columnista de Víctor Hugo Morales en C5N. Le pidió pasarle la “informeta”, en el plano de los medios escritos, también a una mujer, para que, por una cuestión de género, tuviera mejor impacto en la opinión pública.


    Morini ya había publicado notas prácticamente iguales a las que le había dictado por teléfono Baratta. En una de ellas denunciaba supuestos negocios del hermano del gobernador de Jujuy, Gerardo Morales.


    En la parte audiovisual, decidieron que el Operativo Puf lo encabezarían C5N y Radio 10. De Sousa seguía manejando dichos medios desde la cárcel. Tenía prisión preventiva por un fraude al Estado de más de 8000 millones de pesos (unos 440 millones de dólares el tipo de cambio del momento) por la retención indebida del impuesto a los combustibles de su petrolera y red de estaciones de servicio Oil Combustibles.


    BARATTA: ¿Qué mujer tenés para que dé la cara y salga a la luz?


    MORINI: ¿Para el tema en cuestión?


    BARATTA: Sí. Involucra mujeres, por lo cual, está bien que lo lleve a cabo alguien de ese sexo…


    MORINI: Sugiero a Irina, que trabajó mucho en tándem con Tuny… Le voy a decir a Tuny que haga el trabajo fino.


    BARATTA: No son solo cosas que ocurrieron, sino también cosas que están ocurriendo.


    MORINI: Qué misterio… Me parece perfecto que lo lleven a cabo Irina [Hauser] y Tuny [Kollmann].


    Raro. Morini, subdirector de Ámbito, sugirió darle la primicia a Página/12 en lugar de quedársela él para su diario.


    Irina Hauser y Tuny Kollmann trabajaban en ese momento en Página/12, del grupo de medios Octubre, del sindicalista Víctor Santa María, y en C5N, del grupo Indalo.


    Al día siguiente, Baratta se comunicó con Kollmann, quien le confirmó que recibió “eso”, y le dijo: “Te lo mando para que lo uses cuando lo creas pertinente y oportuno… Yo la semana que viene voy a declarar. Después voy a seguir con los aportantes truchos del PRO, los que repiten en las dos causas, con bastante información que tengo”.


    Verbitsky adornó la denuncia de Etchebest de una falsa teoría conspirativa según la cual Estados Unidos, el gobierno de Macri, jueces y fiscales de Comodoro Py y el Grupo Clarín estaban por detrás de D’Alessio en un inexistente complot contra Cristina. Era, según los K, un claro ejemplo del lawfare.


    La nota de Verbitsky era un catálogo de falsedades y mentiras. Desde afirmar que D’Alessio era “el director regional de la DEA en América Latina”, aludiendo a la agencia del gobierno de los Estados Unidos para la lucha contra el tráfico de drogas, hasta un documento, trucho a simple vista, de la fiscalía de Stornelli. El asesor de Cristina publicó que la plata de la extorsión a Etchebest era para Stornelli, otra falsedad.


    El “ángel de la guarda” de Stornelli de ese encuentro fue el actual gobernador de Salta, el peronista Gustavo Sáenz. Este llegó por casualidad al encuentro en el café del balneario CR de Pinamar y fue testigo de un diálogo sobre relojes, autos y familia.


    Pero Verbitsky presentó a Sáenz en su nota como el “valijero” de Stornelli. Pese a las cartas documento enviadas por el mandatario provincial, el presidente del CELS no aclaró ese y ni otros treinta y siete errores de su nota, como es su inveterada costumbre.


    En forma curiosa, la mayoría de la instrucción de la causa Ramos Padilla siguió la teoría de Verbitsky, incluso con las mismas citas bibliográficas. Un año después de abierta, la causa chocó con la realidad y fue reduciendo el objeto procesal desde la conspiración internacional de Verbitsky a un “grupo paraestatal” local que habría practicado espionaje ilegal y extorsión.


    Pero en la preparación de la maniobra, Baratta jugó un papel más importante que el titular del CELS. En otras escuchas de la cárcel de Ezeiza se demuestra que el procesado en las causas GNL y Cuadernos también impulsó notas periodísticas sobre la causa por el Soterramiento del Sarmiento y armó la denuncia contra Cambiemos por los aportantes truchos en la provincia de Buenos Aires.


    En las notas hacía nombrar a empresarios del nivel de Benito Roggio como involucrados en maniobras por obras públicas que no estaban en la causa de los Cuadernos. Era para presionarlos, porque habían colaborado con dicha causa.


    Contaba con un aparato de difusión propio. Desde la cárcel se había armado un grupo de WhatsApp con más de diez periodistas y operadores a quienes les pasaban sus “primicias”. Su mujer le mandaba los datos para armar notas a “Paula, Juan, Lali, Julito, Tuny, Daniel Acha, Navarro, Amado, el Mexicano y Leide”, entre otros.


    En una de esas charlas Baratta dijo: “Puse en marcha una campaña para hacer cagar fuego a la candidata del presidente Macri a la Procuración General de la Nación”. Se refería a la jueza Inés Weinberg de Roca.


    Baratta envió, además, siempre desde la cárcel, instrucciones para un ex abogado de Oscar Centeno antes de que terminara confesando en la causa de los Cuadernos. En agosto de 2018, Centeno echó al abogado Norberto Frontini y pidió un defensor oficial. Y Baratta les dijo a sus interlocutores que era “imprescindible” la declaración de Frontini en la causa de los Cuadernos mientras avanzaba el Operativo Puf.


    Sobre este pedido, el fiscal Stornelli afirmó: “Esta es una clara muestra de Baratta de sembrar falsedades en la causa N° 9.608/18 mediante recursos totalmente fabricados. Ha sido el propio Centeno quien manifestó que era su deseo ser asistido por el defensor oficial”.


    En conversaciones anteriores, Baratta “habría solicitado o manejado información respecto de personal del juzgado de Bonadio”. También, agregó el fiscal, “se mostró interesado en el domicilio del periodista Diego Cabot”. En un chat (desde la cárcel de Ezeiza, recordemos), Baratta pidió la dirección personal del periodista de La Nación para investigarlo durante los preparativos del Operativo Puf.


    La pregunta es: ¿cómo pudo un preso reunir tanta información y en tantos casos?


    El ex taxista devenido en hombre de confianza de De Vido tenía un equipo que colaboraba con él. El primer paso había sido llevarlos al Ministerio de Planificación. Dicho team estaba conformado por ex compañeros de la Universidad de Luján, como los economistas Walter Fagyas, Juan Marcelo Vargas y el abogado Luis Vitullo, entre otros. Varios de ellos lo ayudaron luego en sus días de cárcel.


    Y también armó un vínculo con “25 de Mayo”, como él mismo dijo. Obviamente, con dinero detrás. De otra manera no se entiende cómo hizo para financiar tantas operaciones, además de los honorarios de sus letrados.


    La difusión de la “informeta” no solo provino de ex funcionarios K. Roberto Herrera, abogado de Víctor Manzanares –el ex contador de los Kirchner– aportó más pruebas del montaje. Dijo que D’Alessio se le presentó en la puerta de la fiscalía de Stornelli el 5 de febrero de 2019, el día previo a la primera declaración de su cliente como arrepentido. Fue un extraño episodio, del que participaron la abogada de Báez y un grupo de periodistas, que comenzó con un anuncio de D’Alessio: “Vengo de parte de la ministra Bullrich. Patricia me mandó a acompañar a un ex directivo de PDVSA [Petrolera de Venezuela], Gonzalo Brusa Dovat, a declarar a la fiscalía de Stornelli”.


    Herrera lo saludó y se mantuvo en silencio. Acto seguido, se anunció en la ventanilla de la fiscalía para ver si habían llegado Stornelli o su secretario. No estaban.


    En esa circunstancia, divisó a la abogada de Báez, Elizabeth Gasaro, y a su hija en los pasillos de Comodoro Py. Minutos después, se le acercó D’Alessio y le dijo: “Estas minas están filmando. Son de la AFI”. Herrera le aclaró que no. Que eran Gasaro y la hija. En ese momento, no se dio cuenta de que efectivamente lo estaban filmando.


    D’Alessio insistió: “Estas hijas de puta me están sacando fotos porque son de la SIDE. Yo soy el director de la DEA en la Argentina”. Acto seguido, Herrera le reiteró a D’Alessio que las conocía y dio por cerrado el episodio. Al domingo siguiente, Herrera fue a la cárcel de Ezeiza y allí se topó con Gasaro: “Ella había ido a ver a Lázaro, su cliente, y a Baratta. No sé por qué a Baratta, pero lo fue a ver. Pero nunca me imaginé nada raro”.


    Sin embargo, unos días después, Herrera recibió llamados de los periodistas ultra K Ari Lijalad y Roberto Navarro, preguntándole si D’Alessio también le había “pedido dinero” para llevar a declarar a Manzanares frente a Stornelli.


    Le dijeron que tenían fotos suyas con D’Alessio en Comodoro Py. Eran, efectivamente, las tomadas por Gasaro. Para el letrado, esos periodistas también sabían del Operativo Puf cuatro días antes de que Verbitsky diera la orden de largada. Navarro es un viejo abonado de los K. Cobró y cobra millones de pesos en publicidad oficial del kirchnerismo.


    Verbitsky publicó la “informeta” el viernes 8 de febrero en el blog El Cohete a la Luna y bajo el título “Extorsión”. Lo hizo horas después de que Elisa Carrió advirtiera en Twitter que se venía una operación contra Stornelli, lo que obligó un adelanto de planes. Carrió avisó, desde Punta del Este, donde estaba de vacaciones: “El juez federal de Dolores, Alejo Ramos Padilla, quien responde a La Cámpora, estaría haciendo una operación para ensuciar al fiscal Stornelli. Vamos a poner en conocimiento mañana al juez de la causa”.


    Así precipitó la maniobra K.


    Desde Ezeiza empezaron a circular las órdenes para los periodistas militantes. Por ejemplo, el dueño de Electroingeniería, Gerardo Ferreyra, le pidió a su mujer, Myriam “Mimi” Cohen –socia fundadora de la joyería Simonetta Orsini–, que le diera difusión al tema a través de sus medios, entre ellos, Radio Del Plata.


    Se entusiasmó pidiendo “llamá al Gato [Sylvestre] y a [Darío] Villarruel y que lo entrevisten a Verbitsky”, y recomendó en forma específica pasarle la información a “[Daniel] Tognetti y [Federico] Bernal”. Este último escribió libros apoyando la polémica política energética de De Vido y denunciando inexistentes conspiraciones periodísticas contra el gobierno de CFK. Bernal terminó siendo interventor del Ente Nacional Regulador del Gas (Enargas) con la llegada de Alberto Fernández.


    Aquel 8 de febrero, el aparato propagandístico K funcionó a la perfección. Ese día estaba descansando en la playa, mirando el mar de Villa Gesell, cuando mi esposa me llama la atención por un mensaje que le había enviado una amiga: los medios K estaban de nuevo señalándome como “espía ruso”.


    No entendía lo que pasaba y empecé a leer en mi celular los artículos que eran producto de aquellas órdenes.


    Por la noche me llamó Marcelo D’Alessio, angustiado y asustado. Había sido una de mis fuentes en los últimos dos años y ahora emergía como el principal acusado por el juez Ramos Padilla. Temía ir preso y que lo mataran en la cárcel. Me pidió perdón por los problemas que me estaba ocasionando. Después me contó cómo, según su versión, le habían hecho “una cama” entre el comisario Ricardo Bogoliuk y Etchebest. Habló prácticamente solo durante más de media hora. Fue la última vez que conversé con él.


    Un par de días después recibí un llamado de Carrió:


    –Yo pongo las manos en fuego por vos. Quedate tranquilo. Esta es una maniobra de Cristina. Tengo las pruebas. Si vos vas preso, todos iremos presos.


    –Gracias, diputada.


    –Y si tengo que ir presa, ya me preparé el traje a rayas para tomar el té con mis amigas en Ezeiza… Je, je, je.


    Las palabras de Carrió me tranquilizaron. Yo sabía que Bogoliuk era un comisario retirado nombrado en el caso Nisman, pero no sabía quién era Etchebest. Tampoco conocía en ese entonces nada de la operación que se estaba terminando de cocinar entre los barrotes de Ezeiza y el Instituto Patria.


    Ante el escándalo que habían creado los K, recibí el apoyo inmediato de los dueños y los colegas de Clarín, de otros medios, del Foro de Periodismo Argentino (Fopea), de la Asociación de Entidades Periodísticas Argentinas (Adepa) y de la Academia Nacional de Periodismo. A la semana siguiente, Mirtha Legrand me invitó a su programa en Mar del Plata para darme, como siempre, su inestimable apoyo.


    Adelanté el fin de mis vacaciones y volví a Buenos Aires a poner la cara.


    Mientras se difundía la “informeta”, en la segunda semana de febrero, Carrió regresó a Buenos Aires y se reunió con su equipo en su casa de Exaltación de la Cruz. Tardó siete años en construirla y la bautizó, con ironía, “La 1,8”, por el porcentaje de votos que sacó en las elecciones presidenciales de 2011.


    En esa reunión se empezaron a atar cabos sueltos y se decidió formular una denuncia penal ante la Justicia para demostrar que el Operativo Puf buscaba anular la causa de los Cuadernos.


    Elaborada entre mates y chipá, en la denuncia se sostuvo que la maniobra fue apoyada por ex funcionarios K e importantes empresarios y “encabezada por Cristina Kirchner”. La denuncia citó solo un par de las primeras escuchas de los presos en Ezeiza que, dijo, le llegaron de forma anónima. Lilita les pidió a sus diputadas Mariana Zuvic y Paula Oliveto que presentaran la denuncia en Comodoro Py. La causa fue a sorteo y quedó en manos del juez Bonadio.


    Los papeles de las escuchas que recibió Carrió llevan el subtítulo de “Antecedentes” y una referencia a la causa número 41.475/2016 contra Roberto Segovia, conocido como “el Rey de la Efedrina”. Esta causa la abrió el juez de Lomas de Zamora Federico Villena. El juez sospechaba que Segovia seguía traficando desde la cárcel y por eso mandó a intervenir los teléfonos que utilizaba, como se verá más adelante.


    Carrió denunció expresamente a Cristina, Valdés, D’Alessio, a los comisarios Bogoliuk y Aníbal Degastaldi y al juez Alejo Ramos Padilla como parte de la maniobra de obstrucción de la causa de los Cuadernos.


    Y sobre el juez de Dolores, que había sido asesor de su amigo y aliado, el ex diputado Alfredo Bravo, dijo: “Habría actuado en evidente incompetencia, a efectos de obtener nulidades en las causas de corrupción más emblemáticas como las conocidas como la causa de los Cuadernos o la causa de la Mafia de los Contenedores. Además, buscó desacreditar a aquellos que se acogieron a la figura del arrepentido, pretendiendo cambiar su testimonio. Y efectuó medidas de prueba conducentes a perfeccionar la maniobra destinada a perjudicar a los jueces y fiscales a fin de sembrar sospechas respecto de los mismos”.


    Además, Carrió recordó el paso de D’Alessio por la administración del gobernador peronista Gildo Insfrán en Formosa, por Enarsa durante el gobierno de Cristina y sus autos de carreras del TC Mouras auspiciados por el programa de TV ultra K 6,7,8 y Aerolíneas Argentinas. Asimismo, sus relaciones con agentes de inteligencia de la SIDE K.


    Al final, la líder de la Coalición Cívica desarrolló su principal hipótesis: “Es importante que se investigue como principal hipótesis si D’Alessio fue un agente de inteligencia insertado por el kirchnerismo con la finalidad de entorpecer las causas judiciales que más los afectaban”. El siguiente paso de la maniobra, dijo, fue la presentación en Dolores del ex directivo de PDVSA, Gonzalo Brusa Dovat, un “arrepentido de su arrepentimiento”.


    También atacó al logorreico Valdés: “Extrañamente, Valdés subió un tuit con un audio ilegalmente obtenido en el que se escucha a Brusa Dovat describiendo situaciones que este jamás declaró ante la Justicia”. Y amplió su denuncia: “Todo indica que Valdés sería la persona enviada por Cristina Kirchner para hablar de los distintos arrepentidos a fin de que modifiquen sus declaraciones, y acompañarlos al Juzgado de Dolores. Valdés trabajó para la familia Eurnekian, investigada por Bonadio y Stornelli en la causa Cuadernos”.


    La denuncia de Carrió también analizó el rol de Etchebest. De acuerdo con las conversaciones que tuvo con D’Alessio, su actitud “estaba dirigida a involucrar principalmente al fiscal de la causa de los Cuadernos, como así también al periodista Daniel Santoro y otras personas del Poder Ejecutivo”.


    Carrió entendía que el hecho de que la querella de Etchebest fuese llevada adelante por “la abogada kirchnerista Natalia Salvo, colaboradora de Verbitsky en El Cohete a la Luna, prueba los vínculos con los K”. En cambio, la versión de Salvo acerca de cómo llegó a ese trabajo es inocente: aseguró que un conocido de su padre hizo el contacto con Etchebest y le recomendó “grabar todos” los contactos con D’Alessio.


    La denuncia de Carrió tuvo un gran impacto. Dejaba al descubierto una buena parte de la operación. Entonces, Valdés decidió presentarse ante el fiscal Jorge Di Lello, y en un escrito dio una versión inverosímil de aquellas conversaciones que mantuvo con Schiavi. Di Lello tenía delegada por el juez Luis Rodríguez la causa por una denuncia que había abierto Stornelli. Era por un anónimo que el fiscal había recibido con detalles del Operativo Puf, pero sin escuchas, un expediente previo a la causa presentada por Carrió.


    En su presentación espontánea, Valdés dijo que visitaba frecuentemente a Schiavi en Ezeiza: “En esas visitas conocí al señor De Sousa. Y también estaba el señor Baratta”. Según Valdés, la última vez que fue a la cárcel a visitar al ex secretario de Transporte K fue el 29 de noviembre de 2018.


    Luego, Schiavi llamó a Valdés: el 18 de enero y el 2 de febrero de 2019. En la primera conversación, el operador de Cristina y de Alberto aseguró: “Yo hice una referencia a que ‘Bonadio y Stornelli puf’ porque el 10 de enero el periodista Carlos Pagni había denunciado en su columna del diario La Nación que el fiscal Stornelli estaba usando los servicios del doctor Blanco Bermúdez” (abogado de Jaime Stiuso).


    La maniobra era, interpretó Valdés, para que “el detenido Campillo se transformara en colaborador”. Pero para que el fiscal “le firmara ese carácter [de arrepentido], la exigencia que le pedían a Campillo era que nombrara a Isidro Bounine, ex secretario privado de Cristina Kirchner”, abundó Valdés en su presentación.


    Valdés siguió diciendo que, según el artículo de Pagni, “Bounine hablaría mal de Cristina, porque desde su época de secretario de la ex presidenta reportaba al señor Larcher y al señor Stiuso, es decir, a la SIDE”. Pero el 17 de enero, ya detenido Bounine, Valdés afirmó: “Rechazó todo lo que Campillo le imputó, de manera que a los funcionarios judiciales les salió mal esa jugada que Pagni denunciaba, por lo que le dije a Schiavi que ‘Bonadio y Stornelli puf’”.


    En realidad, el eje de la nota de Pagni no fue el Operativo Puf, sino YPF, los Eskenazi y el juicio del fondo Burford en los Estados Unidos. En el texto, el tema Bounine era secundario. Según la rocambolesca visión de Valdés, la denuncia de Carrió en base a las escuchas telefónicas era “una maniobra orquestada por el mismo D’Alessio para despegar a Stornelli de las acusaciones… Las escuchas ilegales utilizadas por las legisladoras de la Coalición Cívica se las habría dado el mismo D’Alessio”.


    Ya entonces era inconcebible que el falso abogado le hubiese entregado las escuchas. Cosa que luego quedó demostrada.


    La de Valdés fue una hipótesis falaz que más tarde hasta los mismos K abandonarían.


    Carrió había visto al falso abogado solo dos veces y por temas vinculados al narcotráfico.


    En su descargo, Valdés aseguró haberle explicado a Schiavi que Stornelli fue denunciado “por extorsión en el Juzgado de Dolores por un empresario, Pedro Etchebest”. Y añadió: “Hacía cuatro días que estaba presentada la denuncia en la ciudad de Dolores. En ese momento no existía secreto de sumario, y yo conocí el tema por vía de un sacerdote amigo del señor Etchebest”. Un detalle en este punto: Etchebest no es católico, sino un mormón devoto.


    Eduardo Valdés no solo participó del Operativo Puf, sino también en otras jugadas sucias. Es imperioso entender cómo se movió.


    Valdés se acercó a Cristina en 2018, tras sumar al ex yerno de CFK, Camilo Vaca Narvaja, a su programa de radio. Desde el principio no solo apuntó a buscar la anulación de la causa de los Cuadernos, sino también, como dijo Carrió, a “contaminar” el expediente de la Mafia de la Aduana y la Mafia de los Contenedores. En este último caso está condenado el cuñado de De Vido, el “Mono” Minnicelli.


    Disfrazado de “periodista” y apoyado por el abogado de Cristina, Gregorio Dalbón, Valdés reveló el 21 de febrero en el programa Crónica HD que había otra denuncia que iba a complicar a Stornelli, y que habría de presentarse recién al día siguiente.


    Se basaba en el testimonio del contador salteño Víctor Palomino Zitta, quien se encuentra procesado por contrabando agravado en la Mafia de los Contenedores. También fue procesado por simulación dolosa de pago, encubrimiento y evasión fiscal millonaria en otra causa, radicada en la provincia de Salta. A principios de 2021, el TOF 1 ordenó la captura nacional e internacional de Zitta en dicha causa. Se habría fugado a Miami.


    Pero no solo Valdés tuvo que explicar qué hacía metido en el Operativo Puf. También se vio obligado a hacerlo Juan Ramos Padilla. A principios de 2019, el padre del juez de la causa debió admitir que entre el 20 y el 27 de enero se había visto con el mismísimo Valdés.


    “Me crucé casualmente”, se autoexculpó.


    No fue en una esquina.


    Fue en el Centro Adventista de Vida Sana de Puiggari, en la provincia de Entre Ríos. Al preguntársele si era cierto que se había reunido con Valdés en dicho centro, en el que se realizan tratamientos para sobrepeso, tabaquismo, alcoholismo y adicciones, Ramos Padilla padre lo confirmó. Pero negó haber acordado con Valdés cómo se iba a presentar la denuncia de Etchebest en el juzgado de su hijo.


    Pese a que existe un testigo que los vio cenando casi todas las noches en Puiggari, el padre del juez de Dolores respondió con ironía: “Lo podría haber pactado con Maradona, que también va a ese lugar… Fui a Puiggari para dejar de fumar”.


    Meses más tarde, enojado, cambiaría su versión y diría que es amigo de Valdés desde hace años. En una entrevista radial, la periodista Rosario Lufrano, lejos de un rol de entrevistadora, entregó su veredicto: “Las escuchas de los presos de Ezeiza son ilegales”. En la entrevista, Ramos Padilla padre atacó a Luis Majul, acusándolo de revelar “alcahueterías” para “voltear” a su hijo. Y ante el silencio de Lufrano abundó: “Majul tuvo el atrevimiento de llamarme para preguntarme si era cierto que me reuní con Valdés”.


    Inmediatamente después amenazó al senador Miguel Pichetto, que tramitaba un pedido de juicio político contra su hijo en el Consejo de la Magistratura: “Si Pichetto está aferrado a un sillón y se quiere quedar en ese lugar, entonces nos veremos en Tribunales. Hay más de 300.000 escuchas y se van a usar durante toda la campaña electoral”. Ramos Padilla padre parece ser un hombre afecto a los papelones.


    Pero Valdés y Ramos Padilla responden a una jefa.


    Se trata de la Abuela, la mujer que sigue intentando, sin éxito, presentarse como una víctima, mientras ataca sin respiro a jueces, fiscales, dirigentes de la oposición y periodistas.


    No se trata de un asunto menor.


    Nunca antes en democracia se vio semejante despliegue de recursos del Estado para tratar de mejorar la situación procesal de una única persona. Ni siquiera el ex presidente Carlos Menem puso en crisis la estructura judicial para tratar de zafar de causas judiciales abiertas.


    Pero antes de avanzar sobre otras maniobras, hay que terminar de entender el modus operandi del Operativo Puf y conocer al elenco completo de lo que dimos en llamar “La batalla final”.
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    Intriga internacional


    Enojada, la senadora Cristina Kirchner miró fijo a las cámaras de TV del hemiciclo de la Cámara alta y reclamó: “Debería ser la Corte la que intervenga en esa causa porque desde la propia sentencia del juez Ramos Padilla se puede colegir la actuación de una embajada extranjera”.


    Era un miércoles, el 27 de febrero de 2019. Llevaba un vestido negro con flores blancas estampadas e intentaba dejar sentado cuál era, a su criterio, el alcance del primer procesamiento que Ramos Padilla dictó contra D’Alessio por el intento de extorsión al supuesto productor agropecuario Pedro Etchebest.


    Fue una declaración calculada, con enorme puesta en escena. Un montaje para dar el puntapié inicial a la capciosa y estrambótica teoría del lawfare.


    Enseguida enfatizó, con el ceño fruncido: “Estamos viendo cómo desde el Poder Judicial se está intentando quitarle la causa a un juez para que no investigue… Son estos que están fil-ma-dos, gra-ba-dos, fo-to-gra-fia-dos y what-sa-pea-dos pidiendo coimas en el balneario CR”.


    Directamente contra Stornelli.


    El fiscal había pedido que la causa pasara desde Dolores a un juez de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde tuvo lugar la mayoría de los treinta hechos denunciados por los K. Ni uno solo ocurrió en la jurisdicción de Dolores.


    La entonces senadora también vinculó a D’Alessio con las causas judiciales en su contra y disparó, llevándose la mano al pecho y entonando su recurrente separación en sílabas: “Esta se-na-do-ra de la nación, ex presidenta de la República elegida dos veces por el voto popular, ni siquiera tiene las garantías que tiene cualquier ciudadano común de este país. Me indagaron, me allanaron mis casas…”.


    Estaba mintiendo y tergiversando. Una vez más.


    De hecho, el falso abogado D’Alessio no intervino en ninguna causa en su contra. Solo declaró, como testigo, en el caso de la importación irregular de gas natural licuado. Y su declaración no se usó como prueba de cargo contra nadie. Ella no está imputada en ese caso.


    Pero Cristina no se detuvo.


    Hizo un gesto teatral con la cabeza, de izquierda a derecha, y siguió con su discurso. En un momento determinado, la entonces presidenta del Senado, Gabriela Michetti, le señaló que su tiempo ya había terminado. Pero siguió: “Además de es-tig-ma-ti-zar a dirigentes opositores, en el medio los funcionarios judiciales se dedican a hacer negocios y extorsionar a la gente”.


    No quería quedarse sin decirlo. Quería hacer suya la falsa versión que Verbitsky había echado a rodar casi tres semanas antes: la acusación de que Stornelli había participado del pedido de dinero a Etchebest.


    Y quería ir un poco más allá.


    Deseaba comparar las acciones de los fiscales y jueces que la investigan, siempre realizadas en el marco de la ley, con el plan de la dictadura militar de 1976-1983, cuyos responsables mataban, torturaban y robaban bienes a sus víctimas. “No es un juez o un fiscal. Es un sistema perverso, un manejo de los jueces como nunca he visto. Estos sistemas se arman no solo por cuestiones económicas, sino para imponer modelos económicos y sociales de sojuzgamiento, como era en la Dictadura. Además de encerrarlos por subversivos, les robaban muebles y otras cosas para instaurar un modelo de despojo, de saqueo y de miseria para el pueblo argentino”.


    En otro tramo, Cristina pidió explicaciones a la Corte por no haber actuado de oficio y en la causa de Dolores: “Una de las personas ha declarado que D’Alessio lo llevó en un vehículo donde estaban personas de la embajada de Estados Unidos”.


    Se apropiaba de otra de las mentiras de D’Alessio, el supuesto viaje del ex directivo de PDVSA, Gonzalo Brusa Dovat, desde su casa hasta los tribunales de Comodoro Py para declarar ante Stornelli. Otra mentira.


    La camioneta que usó D’Alessio para llevar a Brusa Dovat era de su propiedad. Y las dos “personas de la Embajada” eran, en realidad, sus dos guardaespaldas argentinos, como quedó demostrado en la causa.


    Que la verdad jamás empañe una operación.


    “Entre las múltiples carpetas que se le encontró, una era referida a Pedro Etchebest, el empresario que denunció la presunta extorsión. Está redactada en in-glés, in-glés. Curioso, ¿quién se la tradujo? ¿Stornelli? Je, je”. Cristina aludía así a un informe de antecedentes comerciales. Sitios web por lo general radicados en Estados Unidos los venden por pocos dólares.


    Sin embargo, con estas declaraciones quedó demostrado que la ex presidenta tenía en ese momento más datos que el juez de Dolores sobre Etchebest. ¿Cómo los consiguió? De la mano de los ex espías y abogados que estaban operando en Dolores.


    Su discurso, al que se le veían todas las costuras, reflejaba también las jugadas de su operador político (Valdés) en Dolores: “Está claro que es un sistema, un entramado. Se descubrió que una cosa similar pasó en un juzgado criminal económico”. Se refirió así a la denuncia en Dolores del despachante de aduana Víctor Palomino Zitta, quien está procesado en la causa de la Mafia de los Contenedores.


    En otra parte de su enfático discurso, la ex presidenta me llamó “periodista extorsionador”.


    Ni siquiera esperó a que la Justicia, hipotéticamente, confirmara mi procesamiento.


    Pero Cristina tiene el poder y puede decir en forma impune cualquier barbaridad.


    En aquel discurso mintió una y otra vez.


    Le sirvió para presentarse como víctima, tocar el nacionalismo de sus militantes y aglutinarlos. Para ella, fue un respiro luego de meses de procesamientos, órdenes de prisiones preventivas y escándalos de corrupción (problemas que, convengamos, no han desaparecido).


    No había una sola prueba de la denuncia de Cristina según la cual Estados Unidos estaba detrás de D’Alessio. El entonces embajador norteamericano en Buenos Aires y ex juez, Edward Prado, no dijo una sola palabra. Solo le informó al juez Ramos Padilla por escrito que D’Alessio “nunca trabajó para el gobierno de los Estados Unidos”.


    Cristina lanzó su discurso justo en momentos en que la Cámara Federal de Mar del Plata le iba a quitar la competencia que se había autoatribuido Ramos Padilla. Finalmente, el tribunal marplatense confirmó “provisoriamente” a Ramos Padilla al frente del expediente D’Alessio.


    Pero Cristina no se detuvo. Y volvió a victimizarse, a través de sus redes sociales: “Ya van 15 indagatorias. 12 pedidas por Bonadio y 10 por Stornelli. Y algo inédito en la historia judicial argentina: la última vez, el día del cumpleaños de Néstor, me citaron a 8 indagatorias en un día. Un verdadero dúo dinámico… pero no son ni Batman ni Robin”.


    Nuevamente, y tal como habían hecho con Alberto Nisman, Cristina y sus adláteres empezaban un operativo de demolición contra un fiscal. Con una novedad en este caso: sumaron a un juez y a un periodista. Pero antes organizaron un show de Ramos Padilla en la Cámara de Diputados para darle un barniz judicial a la denuncia. Con tono dramático, rostro adusto y brazos cruzados, Alejo Ramos Padilla enunció, en sintonía con Cristina: “No es el caso de un fiscal ‘girado’. Es una red de espionaje judicial y político de mag-ni-tu-des. Nacional e internacional. Lo que estamos viendo puede perjudicar las relaciones con los Estados Unidos, con Venezuela, con Israel y con la República del Uruguay”.


    El magistrado expuso el 3 de marzo de 2019 ante la Comisión de Libertad de Expresión de la Cámara de Diputados. Fue un hecho sin precedentes en la historia judicial argentina. Solo lo escucharon los legisladores del kirchnerismo y sus aliados, que lo aplaudían en forma rabiosa cuando hablaba del impacto internacional de su causa.


    Sin embargo, no hubo ninguna queja diplomática, ni repercusión judicial en los países mencionados.


    Cínico, el ex periodista, ex lobbista de Ciccone y diputado nacional ultra K Leopoldo Moreau abrió la charla así: “¿Por qué hemos convocado a esta reunión en el marco de esta Comisión de Libertad de Expresión? En el devenir de esta causa aparecieron tareas de inteligencia, de contrainteligencia, de espionaje y de seguimiento sobre periodistas. De algún modo, a través de este accionar, se ven hostigados, limitados y, fundamentalmente, coaccionados”.


    La causa, al revés de los dichos de Moreau, fue armada para acosar judicialmente a periodistas, fomentar la autocensura en la prensa y ayudar al plan de impunidad de Cristina.


    Como los legisladores de Cambiemos rechazaron convocar al juez a la comisión bicameral de Inteligencia, el “Marciano” Moreau lo invitó a la de Libertad de Expresión.


    Alto nivel de sarcasmo.


    Rápido, Ramos Padilla aclaró: “A esta altura de la investigación no hay afectación alguna a la Ley de Inteligencia Nacional. La AFI y el Ministerio de Seguridad informaron que D’Alessio, a quien se le secuestraron gran cantidad de archivos de inteligencia, no es agente ni funcionario público”.


    Cuando le preguntaron sobre los más de veinte periodistas que tenían a D’Alessio como fuente, advirtió que “aquel periodista que está siendo objeto de engaños y brinda información o la recibe puede estar consolidando una maniobra de espionaje ilegal”. Para agregar: “Puede ser mucho más grande si la información se difunde a mayor escala, en lo que se llama una operación de acción psicológica. Es cuando las bandas delictivas pretenden inocular una forma de pensar, un sentimiento, sobre la población, a través de este espionaje ilegal previo”.


    El magistrado estaba en línea con el mensaje previo de Cristina: apoyó teorías de la comunicación de los años setenta que sostenían que los medios manejaban a sus audiencias como rebaños sin cerebro.


    Luego el juez presentó, como un gran hallazgo, una hoja escrita en Word, titulada “Síntesis de investigaciones”. Había sido redactada por D’Alessio en febrero de 2018. Nadie conocía ese borrador más que él, pero lo presentó como “un plan de trabajo” de la banda. La tenía en su computadora. Enumeraba los casos “PDVSA”, “Mario Cifuentes” y otros.


    En el punto 5º decía: “Conformación de pensamiento y acciones de Elisa Carrió. Vocero real de la señora”, en alusión a mi persona. No fue la única vez que el falso abogado me presentó como “jefe de prensa” de la líder de ARI-CC. Ese mismo año, D’Alessio llamó a Mario Montoto y le dijo: “Me voy a reunir con el vocero de Carrió”.


    Sin embargo, el juez consideró que Carrió y yo no habíamos sido infiltrados o víctimas de abuso de confianza por el falso abogado, como Montoto y tantos otros con los cuales tenía una relación más estrecha. Éramos “cómplices” de su imaginaria asociación ilícita. Miembros de una banda cuyos integrantes no se conocían entre sí.


    Como ejemplo de esas “operaciones de acción psicológica”, el juez leyó con tono de denuncia un informe de D’Alessio que aseguraba: “Será responsabilidad del jefe de campaña reclutar a un grupo de trabajo satélite… El fin no son las tareas sino la divulgación de información que genere reacciones de los opositores, haciéndoles anticiparse a hechos que no ocurrirán… Asesores del presidente Donald Trump van a colaborar con esa campaña electoral”.


    El informe era, en verdad, una propuesta de campaña electoral para el diputado de Salta, Alfredo “el Amarillo” Olmedo. ¿Qué había pasado? El “busca” D’Alessio había propuesto dirigir la campaña electoral de Olmedo, un sojero millonario que en 2019 se ilusionó con ser candidato a presidente, copiando el estilo del presidente de Brasil Jair Bolsonaro. Era una propuesta para impresionar a Amarillo y sacarle plata.


    En cambio, para el juez el informe era una “operación de acción psicológica”…


    Olmedo primero consideró a D’Alessio como jefe de campaña, pero luego optó por el periodista y ex jefe de la SIDE en los albores del menemismo, Juan Bautista “Tata” Yofre.


    El falso abogado también había negociado con el senador K por Corrientes “Camau” Espínola para dirigir su campaña a gobernador en 2017. Sin embargo, el juez omitió nombrarlo en su exposición. ¿Habrá sido porque Espínola es kirchnerista?


    Siguiendo equívocas declaraciones de Valdés, Ramos Padilla confundió la expresión “extracción de personas” con “desaparición de personas”: “¡Otro de los temas que ha llamado mucho la atención es la posibilidad de extraer personas con aviones! Asimismo, llamaron la atención las valijas diplomáticas y las relaciones con la DEA, que se van a observar claramente en uno de los casos que hemos tratado en la primera resolución, que tiene que ver con PDVSA o Brusa Dovat”.


    Nunca hubo una valija diplomática en la causa de Dolores pero era un buen dato para el show. Minutos más tarde puso este chat como ejemplo de la pertenencia de D’Alessio a algún organismo de inteligencia norteamericano: “Hay una conversación entre el usuario identificado como el fiscal, donde Marcelo D’Alessio dice: ‘Si es lo que imagino, además del informe que tengo que armar para Maine y enviarlo por valija diplomática, está el factor argentino, que seguro le vas a sacar mucho provecho!!!’”.


    Nuevamente el juez seguía la ya mencionada línea de Horacio Verbitsky, quien publicó falsamente que D’Alessio era, primero, jefe regional de la DEA y, luego, “agente inorgánico” de un grupo de inteligencia con sede en Maine, en la costa este de los Estados Unidos.


    La ex ministra de Defensa y de Seguridad, y diputada K, Nilda Garré reforzó más esa bajada de línea: “En Maine se encuentra la escuela de lo que se denominan ‘inorgánicos’, pero del exterior […] Esto sería lo que haría el procesado D’Alessio”.


    “Los integrantes del FBI [Federal Bureau of Investigation] o de la DEA tienen estado policial. Son visibles, salvo acciones encubiertas, pero siempre deben tener contralor judicial y tarde o temprano pueden dar a conocer su pertenencia institucional. Los de la CIA [Central Intelligence Agency] y el NSA [National Security Agency], no”, dijo con tono didáctico.


    En realidad, América Latina siempre estuvo bajo el control de inteligencia del Comando Sur de los Estados Unidos. Después de los atentados contra las Torres Gemelas de 2001, se crearon equipos de espías interagencias para compartir información sobre terrorismo internacional, narcotráfico y crimen organizado. Así se armó un llamado Comando Fusión con sede en Key West, Florida. Es un equipo mixto interinstitucional entre las Fuerzas Armadas, la CIA, la DEA y la NSA, entre otros organismos.


    En Maine existe, sí, la Escuela de Inteligencia de la Armada, pero no de “inorgánicos”. Una fuente militar que conoce cómo funciona la inteligencia norteamericana explicó a este autor que “tener una escuela de inorgánicos es un sinsentido”: “Nunca escuché que exista una escuela de inorgánicos en Maine, como dijo Garré”. Además, ningún core collector (agentes responsables de reunir información crítica) de los Estados Unidos circularía por el mundo con credenciales falsas de la DEA. Y mucho menos daría entrevistas por TV con su nombre y apellido, como hacía D’Alessio, resaltó la fuente.


    La sala del Anexo C de Diputados, que se usa para grandes plenarios, estaba aquel día atestada de diputados kirchneristas que habían ido a apoyar a Ramos Padilla. Los legisladores de Cambiemos no asistieron, argumentando: “No nos prestamos a un show”.


    Ramos Padilla, como si estuviera investigando el escándalo Irán-Contras durante el gobierno de Ronald Reagan, reiteró: “Esta organización tuvo incidencia en distintos ámbitos de incumbencia de varios países”.


    El juez impactó a la audiencia al poner en tres ocasiones su grabadora en el micrófono para reproducir audios de D’Alessio. Y leyó otras comunicaciones por WhatsApp de D’Alessio, con Stornelli, con este autor, con Mario Montoto y el ex espía Rolando Barreiro. Varios de esos diálogos llenos de mentiras, inexactitudes y documentos falsos estaban incluidos en el fallo en que procesó por extorsión a D’Alessio. Pero le dio el contexto de espionaje, oscuridad e intriga de una mala película.


    Toda la exposición de Ramos Padilla estuvo centrada en D’Alessio, sus actividades, escuchas, el hallazgo de “legajos de inteligencia, cuadernos con datos sensibles”. Luego se refirió a Stornelli: “Quiero decirles que nunca creí que un fiscal de la nación pudiera estar pidiendo dinero a quien decía públicamente que era agente de la DEA”.


    Por primera vez aclaró que el fiscal no era parte de la extorsión a Etchebest, pero sí podría serlo de un operativo de “ablandamiento”. Ramos Padilla enfatizó: “Reclamé al procurador general de la nación que interviniera porque era necesario determinar si Stornelli había participado en otras maniobras de espionaje judicial. No tuve la respuesta esperada”.


    Era una crítica al procurador provisorio Eduardo Casal, que le abrió un sumario a Stornelli por negarse, en un principio, a presentarse a declarar. Finalmente lo apercibió.


    Casal era otro de los objetivos de la batalla final de Cristina.


    El juez también intentó establecer vinculaciones con diputados del entonces oficialismo. Hizo escuchar un audio que D’Alessio le envió a la diputada de Cambiemos Paula Oliveto antes de ser detenido: “Bueno, Pau. Entiendo si no me querés atender por WhatsApp. Nada. Hice lo que te dije que iba a hacer. Me la jugué y, bueno, me traje una hora y media de toda la información. Sé cómo se planificó la cama, todo. Mañana me falta una cámara más, un audio más…”.


    La diputada se sintió herida y maltratada. El juez hizo público ese audio en el que el falso abogado la trata de “Pau”, como si tuviera una relación cercana. Oliveto vio dos veces en su vida a D’Alessio por el tema de la compra de buques de GNL a través de Enarsa. Ese último mensaje ni siquiera lo contestó.


    El juez luego aclaró que no podía acreditar que el teléfono fuese el de la diputada, ni a ella como parte de la maniobra. ¿Para qué reprodujo el audio entonces?


    También habló de la situación de los periodistas nombrados en la causa, como este autor, Alejandro Fantino, Rodrigo Alegre y Eduardo Feinmann. Dijo: “Muchos periodistas fueron afectados en su buena fe y podían no tener conocimiento” (sobre las maniobras de extorsión de D’Alessio).


    En el marco de la estrategia definida por Cristina al avalar el Operativo Puf, otra de las diputadas kirchneristas preguntó por qué no avanzaba más contra los periodistas, en especial contra este autor. El juez respondió: “No hay ninguna imputación contra Santoro”.


    Con voz grave, Moreau cerró la charla como si estuviera en la Casa de Tucumán en 1816 declarando la independencia: “Le agradecemos profundamente al doctor Ramos Padilla. Seguramente muchas generaciones que vienen le van a agradecer lo que hoy hizo”. Aplausos y vítores sostenidos. Telón.


    Ocho días después, el juez se presentó ante la bicameral de Fiscalización de los Organismos y Actividades de Inteligencia. Cauteloso, Ramos Padilla se bajó de aquellas declaraciones grandilocuentes que había formulado en la Comisión de Libertad de Expresión: “La información que voy a dar no viene del Estado. Son conjeturas que nacen del expediente… No puedo asegurar que estaba investigando realmente a espías de los organismos de inteligencia”.


    Ante una pregunta de diputados de Cambiemos, admitió que “si Etchebest es un agente de contrainteligencia que hizo inteligencia sobre otros habrá que descubrirlo, pero por ahora es víctima de una extorsión”.


    Sin embargo, nunca investigó las denuncias de D’Alessio según las cuales Etchebest y su amigo y socio Bogoliuk le “tendieron una cama”. ¿Tenía miedo de que se le cayera el caso si exponía a Etchebest y la forma en que llegó a su juzgado?


    Se le preguntó, en términos futbolísticos, si no le llamaba la atención que durante sus conversaciones privadas D’Alessio le “tirara todos los centros” a Etchebest para hablar de los temas que le interesaban al kirchnerismo. Respondió: “No, por el contrario, D’Alessio manejaba permanentemente las conversaciones”.


    Fue un informe a puertas cerradas ante la citada comisión. Dos fuentes parlamentarias contaron cómo fue la agitada reunión en la que, por momentos, los legisladores de Cambiemos pusieron a Ramos Padilla contra las cuerdas, mientras que por el kirchnerismo salían una y otra vez en su defensa Leopoldo Moreau y el ex director de Contrainteligencia de la AFI y diputado K Rodolfo Tailhade.


    Ramos Padilla comenzó su presentación con un lapsus linguae: “En los últimos días de diciembre, en enero perdón, los últimos días de enero conocí la denuncia de Etchebest”. Si se usara la vara que utilizó Ramos Padilla en la causa D’Alessio, este acto fallido confirmaría que, como dicen las escuchas de los ex funcionaros K presos en Ezeiza, estaba al tanto del Operativo Puf.


    La presentación formal de Etchebest fue el 28 de enero de 2019. Si el juez la hubiese conocido antes de esa fecha, se habría comportado de manera ilegal.


    Después de una extensa introducción, el diputado de Cambiemos José Cano le preguntó si no le parecía raro que un “agente de inteligencia” le pidiera hablar con el presidente Macri o la ministra de Seguridad Bullrich durante un allanamiento.


    CANO: Doctor, ¿no es raro que D’Alessio, que sabía del allanamiento con cuatro horas de antelación, dejara toda la documentación comprometedora en su casa?


    RAMOS PADILLA: Sí, pero yo estaba convencido de que iba a resistir el allanamiento. Además, D’Alessio me decía que “éramos del mismo palo”, porque me confundió con el juez Villena… Estuvo hablando las doce horas del allanamiento y diciéndome “Esto lo hice para mengano y esto para fulano”.


    Después le preguntaron si D’Alessio había investigado a la entonces gobernadora bonaerense María Eugenia Vidal, en relación con un grupo empresario iraní en Montevideo que podría haber buscado vender cemento iraní a la provincia. Tras un instante de silencio contestó: “Unos periodistas me preguntaron en off acerca de lo que dijo Carlos Pagni sobre la gobernadora. Algo se filtró de algún legajo de Gendarmería u otro organismo”. Varios diputados K se superpusieron para preguntar si la filtración no provenía del Juzgado. La respuesta del juez: “No del Juzgado. Hay un periodista que un poco me corre. Me dice: ‘Si no me das la información oficial voy a publicar esto. Dame todo el legajo’. Le contesté que no lo hiciera porque iba a dañar a otro periodista”.


    El senador Miguel Ángel Pichetto le preguntó si no le parecía “fantasioso” el informe del falso abogado que advertía que, si se concretaba esa eventual compra de cemento iraní, “se iba a caer” el acuerdo de la Argentina con el FMI. El juez admitió que sí.


    Moreau, como un resorte, salió a defenderlo. Dijo que el día anterior lo habían visitado diputados del Frente Amplio uruguayo para informarle que se había abierto una investigación en el vecino país por la cámara oculta que D’Alessio le había hecho a un empresario uruguayo vinculado a los iraníes que quería vender cemento a la Argentina. Hasta ahora no se conoce el nombre del juez charrúa que tendría el caso del cemento iraní.


    Insidioso, Tailhade le preguntó si el ex Montonero y empresario Mario Montono no tenía una “suerte de jerarquía” sobre D’Alessio. Respuesta: “Es una de las líneas de investigación”.


    Era en momentos en que los K le pegaban en público al empresario dedicado al negocio de la seguridad, vinculándolo al Mossad, la inteligencia de Israel. Después se llamaron a silencio.


    La senadora Pamela Verasay (UCR Mendoza) pidió la palabra. Había permanecido en silencio durante todo el informe. Le reprochó que hubiese hablado en la Comisión de Libertad de Expresión dando por ciertas “cosas que no están probadas”.


    VERASAY: Usted es un juez y no puede, por ejemplo, decir que el Ministerio de Seguridad le pagó a Leonardo Fariña.


    RAMOS PADILLA: Estoy opinando, no afirmando.


    Para buscar empatía con los radicales, recordó: “Fui abogado del senador Ernesto Sanz”. Y así se cerró el paso del juez por esta estratégica comisión.


    Cristina y sus adláteres, el juez Ramos Padilla y Verbitsky se esmeraron por demostrar una inexistente intervención de Estados Unidos en el caso D’Alessio. ¿Por qué? ¿Solo para construir un nuevo relato?


    El presidente del CELS y asesor informal de Cristina fue quien comenzó con esta nueva estrategia kirchnerista de denunciar al imperialismo norteamericano. Existe un tema de fondo más allá de los discursos políticos. Se trata de investigaciones de la Justicia norteamericana y de la confesión de Carolina Pochetti, viuda del ex secretario de Cristina, Daniel Muñoz.


    En ese contexto, la llamada Operación Tango es uno de los motivos concretos de la molestia de Cristina con Estados Unidos, Bonadio y Stornelli.


    ¿Qué había pasado? A principios de 2019, la Justicia estadounidense le pidió cooperación a la Argentina para investigar cómo se lavaron unos 70 millones de dólares de Muñoz en su territorio.


    La Operación Tango, así bautizada por el FBI en 2018, comenzó por un pedido de colaboración al gobierno de Donald Trump de la Unidad de Información Financiera (UIF) de la Argentina, encabezada entonces por Mariano Federici y María Eugenia Talerico. Por esa solicitud, Federici pasó más tarde a integrar la lista de “objetivos” de la batalla final de Cristina.


    El Departamento de Justicia de los Estados Unidos envió un informe completo con todos los movimientos bancarios del ex secretario de los Kirchner. Luego, en junio de ese año, Bonadio recibió un exhorto norteamericano pidiéndole una serie de medidas de prueba. Por ejemplo, tomarle declaración a Pochetti y a sus testaferros procesados en la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    El exhorto significaba que había una causa abierta en Estados Unidos, por un fiscal de Miami y por lavado. Ya no eran jueces o fiscales argentinos.


    ¿Por esta causa abierta habrá sido que CFK no quiso que su hija Florencia volviera a la Argentina en 2019, y prefirió que se quedara en Cuba hasta marzo de 2020?, se preguntaban entonces altas fuentes de Cambiemos. Cuba no tiene tratado de extradición con los Estados Unidos, destacaban.


    Florencia está procesada en la causa Hotesur y Los Sauces por supuesto blanqueo de dinero. Es porque su madre la incluyó en el directorio de dichas empresas, en lugar de dejarla solo como heredera forzosa de Néstor.


    La hija vicepresidencial recién regresó a la Argentina tras la victoria de la fórmula Fernández-Fernández.


    Un ex ministro de Macri interpreta en off el antinorteamericanismo de Cristina: “El inicio de esta investigación en la Justicia norteamericana es la razón principal de la presión de Cristina sobre el fiscal Stornelli. Sucede que los imputados allá quedarían bajo la lupa de la Justicia norteamericana y todos sus movimientos financieros en el mundo occidental quedarían al descubierto”.


    Agentes del FBI y fiscales norteamericanos buscan la declaración de Pochetti, sus testaferros y el ex secretario privado de Cristina, Isidro Bounine, que hizo consultas con Muñoz hasta unos días previos a su muerte.


    En sus chats con los ex funcionarios K presos en Ezeiza, Eduardo Valdés destacaba siempre que Bounine, procesado en la causa de los Cuadernos, no aceptó convertirse en arrepentido.


    El interés principal de la Justicia norteamericana sería detectar dónde están 40 de los 70 millones que los testaferros de Muñoz sacaron de los Estados Unidos. Movieron esa plata negra luego de vender en 2016 catorce inmuebles en Miami y Nueva York.


    En la causa está demostrado que 30 millones fueron para comprar un terreno sobre la playa en las paradisíacas islas Turks & Caicos, donde Muñoz quería construir un resort de lujo. Pero el destino del resto del dinero negro es todavía una incógnita.


    Este enorme circuito financiero tuvo tres etapas. Las operaciones de lavado de dinero de Muñoz comenzaron el 15 de abril de 2010. No es un dato menor, porque Néstor Kirchner murió el 27 de octubre de ese año. La fecha podría señalar que el dinero no era el “reparto del botín” entre ex secretarios tras la muerte del ex presidente.


    Una fuente judicial se preguntó sobre esa temprana fecha: “¿Muñoz le robó plata a Kirchner cuando este vivía o, como dice la ex abogada Silvina Martínez, era parte de un engranaje de Kirchner?”.


    En esa primera etapa, Muñoz compró catorce inmuebles en Estados Unidos, además de una serie de autos de alta gama. Parte de los 70 millones de dólares provenían de las coimas recaudadas por Baratta, las mismas que registró el chofer Oscar Centeno en sus cuadernos. Además, la Justicia le encontró a Muñoz otros 50 millones de dólares invertidos en empresas argentinas, como por ejemplo la firma de nebulizadores San-Up.


    Es decir: un secretario privado llegó a manejar al menos 120 millones de dólares.


    Pero la operación más sofisticada no fue en Miami, sino en Nueva York. Allí Muñoz compró un piso en el mítico Hotel Plaza por alrededor de 14 millones de dólares.


    En su libro Sinceramente, Cristina recordó con nostalgia el primer viaje que hizo en 1997 a Nueva York, cuando se alojó con Néstor en ese mismo hotel. Y cerró así su descripción literaria: “En nuestro primer viaje a Nueva York nos alojamos en una suite divina del Plaza Hotel, sobre la Quinta Avenida. Años atrás, los Trump habían comprado el mítico hotel e Ivana –entonces esposa de Donald– lo había redecorado. Cuando nosotros llegamos ya se habían divorciado, pero el dorado todavía sobrevivía. Era muy impresionante: la habitación de la suite era gigante, igual que el vestidor, con una cama con baldaquino y un baño inmenso desde el cual se podía ver la Quinta Avenida. El estar tenía un hogar con piedras que simulaban brasas. Al principio nos encantó, pero a los pocos días lo empecé a sentir un poco impersonal y demasiado dorado, aunque debo reconocer que el bruch –esa costumbre americana de juntar desayuno y almuerzo los domingos– que ofrecían en el Plaza era insuperable. Nunca volví a ver nada igual”.


    En 2016, tras la investigación del Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación (ICIJ) que reveló las primeras off shore de Muñoz creadas por el estudio panameño Mossack Fonseca, empezó la segunda etapa. Por entonces, cerraron las empresas en Estados Unidos y sacaron el dinero en pequeñas transferencias bancarias hacia México, Hong Kong y Turks & Caicos. Y en tercer término decidieron construir un hotel en esas paradisíacas islas, un protectorado británico.


    Ese era el deseo del difunto ex secretario privado de los Kirchner. En 2016, Bounine se acercó a Muñoz, que estaba agonizando en el Hospital Alemán. Tras la muerte Muñoz, el entorno de su viuda discutió qué hacer con la plata invertida en los Estados Unidos.


    Aunque nadie supo de qué habló Bounine con Muñoz en esos días finales, una fuente judicial se preguntó: “Bounine, ¿se metió solo en el debate sobre la operación para desarmar las empresas fantasmas de Muñoz en Estados Unidos o actuó por encargo?”.


    En ese sentido, Campillo citó en la causa de los Cuadernos otra charla con Muñoz en su lecho de muerte: “Cuando me refiero a los legítimos dueños de la plata, si bien no lo dijimos puntualmente, se dio por sobrentendido y estaba en el aire que eran Néstor y Cristina. Yo le repetía: desarmá, reintegralos y se te solucionan todos los problemas. Con la muerte de Muñoz se dio una especie de ‘silencio de final’”.


    En su indagatoria en esa misma causa, Pochetti reveló un sugestivo diálogo con su esposo previo a la muerte de Muñoz, que se produjo en la mañana del 25 de mayo de 2016: “Me dijo que estaba poniendo la plata en ladrillos, que tenía que invertir, que tenía que poner la plata en ladrillos, ‘como dice el jefe’. Yo entendía que la plata venía de ahí. En realidad, no sé si la plata era de Néstor Kirchner o si la compartían. Es un secreto que se llevaron los dos a la tumba”.
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    Etchebest, el hombre de las mil caras (y cómo me quiso involucrar en el Operativo Puf)


    En términos dramáticos, el sinuoso Pedro Etchebest fue presentado a la opinión pública por Verbitsky y otros operadores K como “un productor agropecuario jubilado”. Fue personificado como la “inocente” víctima de un intento de extorsión de Marcelo D’Alessio y del fiscal Stornelli.


    Nada más lejos: ¿candidez o puras mentiras?


    Para empezar, no fue productor agropecuario. Tampoco se jubiló hasta el arranque de la maniobra. Y desde ya, no se trató de una ilusa víctima de D’Alessio.


    Por el contrario, es un oscuro lobbista que amasó una fortuna al borde de la ley, y cuenta además con sombríos antecedentes penales. Muchos de sus negocios están relacionados con facturas truchas, subsidios a la energía verde, feedlots y renegociaciones de deudas con la AFIP.


    Escondedor y oscuro, ni siquiera se presentaba ante sus clientes con el nombre que figura en el DNI, Pedro Etchebest, sino como Pedro Rodríguez. Es más: una de las víctimas de las acusaciones de Etchebest dijo que lo conoció en el histórico Palacio Barolo, emblemático edificio porteño donde hasta 2018 funcionaron oficinas de la SIDE. Más extraño aún es que hizo múltiples negocios con las personas a las que denunció por un intento de extorsión en el año 2019. A D’Alessio, por ejemplo, le compró un Mercedes Benz usado.


    Esta es su verdadera historia.


    Pedro Etchebest (69 años) nació en San Rafael, Mendoza, y de muy joven abandonó la provincia. Según él mismo, así empezó a ganarse la vida: “Cuando tenía 30 años tocaba la guitarra y el bajo en orquestas que acompañaban a Roberto Goyeneche, a Ginamaría Hidalgo, a Yaco Monti y José Feliciano”. Otras fuentes confirmaron que, en efecto, guitarreaba, pero en lugares non sanctos.


    Ante la Justicia, Etchebest dijo tener estudios universitarios incompletos y “hacer cobranzas, gestiones en la AFIP en general e intermediación en la compra-venta de inmuebles y cereales”. Con esas gestiones, afirmó, se hizo millonario. También reconoció que, a veces, en lugar de Pedro Etchebest, se hacía llamar también “Pedro Rodríguez”. Explicó que lo hacía por una razón sencilla: su apellido completo es Pedro Etchebest Rodríguez. Pero a sus socios y sus clientes siempre les intrigó esa costumbre.


    La verdad es que siempre usó los dos apellidos en forma alternada, como el protagonista de la película El hombre de las mil caras, el film que narra la doble vida del agente secreto español Francisco Paesa, infiltrado en la ETA y luego involucrado en casos de corrupción.


    En la década de los 90, Etchebest compró propiedades en Utah, Estados Unidos, y luego se las transfirió a sus hijos. En declaraciones ante el Juzgado Federal de Dolores y al diario La Nación contó que la operación financiera fue así: “No eran más que 600.000 dólares en Estados Unidos. Yo no soy millonario. Siempre tuve visión para los negocios. Ahorré toda mi vida e invertía en la Bolsa. Vi la oportunidad en cinco propiedades muy baratas en Utah. Luego vendí cuatro y compré una más. En 2006 compré otra en Miami y les dejé todo a mis hijos. Tenía las cincuenta hectáreas de Mar del Plata desde la crisis de 2001, cuando las compré a precio muy bajo. El campo se valorizó: yo no tengo la culpa de haber adquirido a 60.000 dólares algo que hoy vale un millón”. Y agregó: “Mis hijos se fueron a Estados Unidos en 1976. Todo lo que tienen allá es de ellos. Son ciudadanos americanos. Ellos están muy bien allá, incluso tienen una empresa”.


    En el registro de empresas de Miami, Matías Etchebest figura en las empresas Gamalpe LLC, South Start International LLC, Shout Start International Foundation y Matts Dealship LLC, entre otras.


    Etchebest solía atender a sus clientes en el restaurante del Hotel Panamericano. Se hacía llamar “el Profesor”: atendía en su mesa, mientras otros empresarios esperaban en otras. Era un desfile constante, matizado entre café y café.


    Etchebest se presentaba como un “facilitador” por rebajar deudas ante la AFIP y solucionar problemas con cobros de subsidios en la Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario (ONCCA), entre otros organismos del Estado. Además, ayudaba con el “recupero de cargas sociales” por beneficios especiales del organismo fiscal.


    Un empresario lo retrata así: “El Profesor decía que tenía contactos con el gobierno de Cristina. Que era un ex policía y tenía un hijo que trabajaba en la DEA. Estaba asociado de hecho con un conocido estudio de contadores del barrio de Belgrano, que tuvo un crecimiento importante en los últimos años. Otro de sus contactos era un ex directivo de la AFIP de la época K que nació en Entre Ríos”.


    Hacia 2010 pasó del Panamericano a recibir a sus clientes en una oficina alquilada en el cuarto piso del edificio Madero Center, de Puerto Madero. Pronto formó allí una “empresa de seguridad”, junto con los comisarios retirados Ricardo Bogoliuk y Aníbal Degastaldi, los mismos que en 2019 serían acusados de extorsionarlo.


    En 2012 Etchebest conoció a D’Alessio. Por entonces, este ya había sido echado de Enarsa y había abierto una oficina en el mismo edificio, solo que en el segundo piso. Para dicha oficina, D’Alessio había contratado a un “gestor” llamado Marcos Antonio Menéndez.


    Entre 2014 y 2017, Menéndez le hizo trámites a D’Alessio en la Inspección General de Justicia, la AFIP y los Tribunales. Su misión era conocer el estado fiscal y judicial de cada cliente. En ese contexto, trabó relación con Etchebest y los comisarios. Así reveló Menéndez detalles de la relación: “Conocí a Etchebest, Bogoliuk y Degastaldi en Madero Center. Ellos tenían una consultora de seguridad y, de hecho, me preguntaron si les podía conseguir alguna empresa a la que ellos le pudiesen suministrar la seguridad. Yo les pasé varios clientes”.


    Poco después, D’Alessio también empezó a hacer negocios con Etchebest y los comisarios. Invirtió 100.000 dólares en un feedlot en la localidad bonaerense de Navarro. Y compraba la hacienda y los alimentos para el engorde, mientras Menéndez dijo que él mismo, luego, vendía el ganado. Sin embargo, no explicó cuál era el verdadero rol de Etchebest, quien conocía los entresijos para cobrar los subsidios de la ONCCA a los feedlots.


    La cuestión es que todos terminaron peleados por un faltante de dinero: “Sí. Por lo del feedlot, D’Alessio tuvo un conflicto con Pedro y con Ricardo. Cuando él habla de un ‘vuelto’, con Ricardo y Pedro, fue por una operación financiera que terminó mal”.


    Para ser precisos: en el negocio del feedlot, la pérdida de D’Alessio fue de unos 470.000 pesos y no de 30 millones, sostiene Menéndez. Era el valor de entonces de una jaula de hacienda.


    Con estos antecedentes, para Menéndez, el intento de extorsión a Etchebest de 2019 no fue por espionaje ilegal, como sostuvo el juez Ramos Padilla, sino para cobrar esa vieja deuda: “D’Alessio tuvo toda la intención de sacarle plata a Pedro… Es un tipo muy vengativo y yo sé que hubo un mal negocio en el feedlot… Yo le escuché decir a Marcelo: ‘Algún día se la voy a cobrar a Pedro’”.


    Menéndez terminó comparando a D’Alessio con el personaje principal de una serie llamada The Blacklist, Raymond “Red” Reddington: “Reddington es un estafador que empieza a negociar con el FBI… D’Alessio empezó a tomar el personaje. Me daba la sensación de que este muchacho se había vuelto loco. Ojo, es muy inteligente, es muy capaz. Un tipo que estudia el intestino grueso y al otro día le puede dar una charla sobre el tema durante doce horas”.


    El personaje de Reddington le funcionó a D’Alessio hasta que se topó con Etchebest: el Profesor tenía sobrada experiencia a la hora de negociar bajo presión y con gente pesada.


    Lo que sigue es información exclusiva sobre uno de los más viejos y oscuros negocios de Etchebest, que data de 2015 y consistió en un intento de vender crédito fiscal falso de la AFIP por unos 8 millones de dólares.


    A la denuncia contra Etchebest por estafa la había presentado la empresa Expofrut, de Río Negro: en la maniobra se usó un crédito fiscal apócrifo a nombre de la firma. Este tipo de crédito suele ser una deuda que la AFIP tiene con un contribuyente, que en caso de ser legal se puede comprar y vender.


    Por esa denuncia, el juez Claudio Bonadio dispuso la intervención de los teléfonos de dos “empresarios”. Ambos conversaban en forma casi diaria con Etchebest sobre múltiples “negocios”. Entre otros, el crédito fiscal falso. Y además, un proyecto de instalación de plantas de tratamiento de residuos de la madera para producir energías renovables en Misiones.


    En las charlas se habló de pagar coimas a altos funcionarios del gobierno de Misiones. También se negoció la venta de facturas apócrifas y de crédito fiscal falso.


    La causa le había caído a Bonadio por sorteo, y por entonces Etchebest todavía no había salido a la luz pública.


    Sumerjámonos en el apasionante expediente…


    Estas conversaciones de los empresarios con Etchebest en el marco de la causa Expofrut fueron grabadas legalmente por orden de Bonadio cuatro años antes del Operativo Puf. Constituyen una radiografía sorprendente de los negocios y del modus operandi de Etchebest y sus socios con funcionarios kirchneristas.


    El proyecto más grande fue el intento de instalar plantas energéticas en Misiones. Se habló entonces de entrar en contacto con Sergio Lanziani, asesor del ex gobernador misionero Carlos Rovira. Lanziani fue el primer (y fugaz) secretario de Energía de Alberto Fernández: debió renunciar en agosto de 2020 por las internas del Frente de Todos.


    En el negocio de las energías verdes Etchebest se presentaba como Pedro Rodríguez, y en aquellas escuchas legales quedó registrado discutiendo con sus socios acerca del reparto de comisiones.


    Cuando Etchebest consiguió una copia del decreto del ex presidente Macri sobre energías renovables, sus socios le dijeron: “Veo que hiciste tu tarea de inteligencia, Pedro”. A lo que con ironía respondió: “Todo llega al tanito de arriba…”.


    Estaba vendiendo humo: sus contactos no llegaban a niveles superiores de la administración Macri. Luego siguió “carpeteando”, enojado: “Que nadie vaya a meter la cuchara. Me dijeron que había un diputado interesado”. Con esa advertencia, Etchebest y sus socios organizaron la visita de un empresario mexicano a Misiones para exponer el proyecto y reunirse con autoridades locales. Pero se sorprendieron cuando el hombre solicitó 350.000 dólares antes de firmar el contrato. Dijo que eran para un estudio de impacto ambiental, pese a que se suponía que iba a financiar el proyecto completo.


    La relación con el mexicano se quebró y el proyecto cayó. Todo demasiado raro.


    En abril de 2017 Bonadio sobreseyó a todos los sospechosos y archivó la causa Expofrut. El argumento: la venta del crédito fiscal falso no se había consumado. Por lo tanto, no hubo estafa. El juez no prestó atención al intento de construir una planta de biomasa en Uruguay y de comprar facturas truchas. Pero todo quedó registrado en las escuchas telefónicas a las que accedió este autor en exclusiva. Todo muy lejos de las teorías lanzadas por los K en el sentido de que Etchebest estaba siendo escuchado en forma ilegal por Bonadio desde 2016.


    Sobre el pasado del falso “productor agropecuario jubilado” hay todavía más dudas.


    Cuando estalló el escándalo D’Alessio, en febrero de 2019, Etchebest negó haber estado preso en una causa por trata de personas. Sin embargo, el expediente demuestra que él, su esposa y su hijo, entre otros, fueron detenidos en 2018, acusados por el delito de reducción a la servidumbre de quince ciudadanos bolivianos, entre ellos varios menores, quienes vivieron hacinados en el campo de la familia, en la bucólica localidad bonaerense de Sierra de los Padres.


    Habían sido contratados por Matías Etchebest para levantar la cosecha de kiwis y frutillas orgánicas. Se probó que habitaban “casillas precarias con camas, sin baños y colchones en mal estado”. Se les habían prometido 100 pesos por “12 o 16 horas de trabajo” diario, en negro. No cobraron más que la mitad. Les fueron descontados los pasajes desde Bolivia y los gastos de comida. Es decir: el mismo método ilegal que usó la empresa inglesa La Forestal en el Chaco a principios del siglo XX. El capataz les advertía que más les valía no denunciar la situación: “Matías Etchebest tiene contactos con autoridades judiciales”.


    Después del campo, allanaron el departamento de la familia ubicado en Azucena Villaflor al 400, en Puerto Madero. Allí la Policía Federal se sorprendió con un hallazgo: tres pistolas austríacas Glock y municiones. La credencial de legítimo usuario de Matías Etchebest estaba vencida. Fuentes judiciales interpretaron que tanto Pedro Etchebest como Matías poseían las Glock porque temían ser atacados. Y no precisamente por trabajadores golondrinas bolivianos.


    En su indagatoria, Etchebest padre contó que su otro hijo, Pedro Gastón, “se fue a vivir a Estados Unidos por razones de seguridad”. No dio más detalles.


    La causa de los bolivianos terminó para Etchebest padre con una falta de mérito, situación procesal intermedia entre el procesamiento y el sobreseimiento. En cambio, Matías Etchebest fue procesado con prisión preventiva y embargado en 4 millones de pesos.


    Más tarde Matías fue excarcelado bajo una caución real de un millón de pesos.


    Para que se entienda todavía mejor: lejos de ser una víctima, Pedro Etchebest sigue imputado en la causa 29.337 de 2018 por la reducción a servidumbre de quince ciudadanos bolivianos. En dicha causa, Etchebest fue defendido por el polémico abogado Franco Bindi, alias “Bindi-Laden”.


    Para que quede más claro todavía: Bindi es el ideólogo del Operativo Puf. El hombre que ofició de contacto entre Etchebest y el Instituto Patria para el desarrollo de la operación.


    No es un dato menor, ya se verá por qué.


    En forma curiosa, en diciembre de 2018, Bindi –conocido por su obsesión por sumar clientes– dejó de ser el abogado penalista de Etchebest. ¿Estaba preparando acaso el Operativo Puf y dio un paso al costado por una cuestión táctica?


    Para reemplazar a Bindi apareció, sin preámbulos, Natalia Salvo, vinculada al Instituto Patria y a otros sectores del kirchnerismo duro. Unos días después del enroque de abogados, empezó el supuesto intento de extorsión de D’Alessio a Etchebest.


    Pero veamos la extraña reacción del “extorsionado”…


    El 28 de diciembre de 2018, a las 13.59 y en forma sorpresiva, D’Alessio le mandó a Etchebest, a través de su celular: “Buen año querido Pedro… Dios existe… Cuando quieras llamame… Tema Campillo. De pedo estoy en el lugar indicado!!!”.


    Sin embargo, en lugar de preocuparse por el mensaje en código de alguien a quien no veía hacía aproximadamente seis años, Etchebest repuso: “Marcelito, siempre te he tenido un aprecio y afecto especial… Te agradezco mucho esta ayuda. Tuve una isquemia, un pequeño ACV”. A lo que D’Alessio respondió: “Ahora estoy de vacaciones con mi familia en el Tulum Privilege Club de México. A mi regreso hablamos”.


    En su primer mensaje, D’Alessio aludía a uno de los hechos que más preocupaba a la ex presidenta Cristina Fernández de Kirchner: la confesión del ex ministro de Economía de Santa Cruz, Juan Manuel Campillo, en la causa de los Cuadernos.


    Luego de ese cargo en Río Gallegos, entre 2006 y 2008, Campillo fue nombrado al frente de la Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario (ONCAA), dependencia denunciada por negociados en la entrega de subsidios millonarios.


    Después de su polémico paso por la función pública, Campillo creó la consultora Indomia para asesorar “contra el lavado de dinero”. En Comodoro Py creen que hacía exactamente lo contrario. Es decir: asesoraba a sus clientes acerca de cómo blanquear plata negra. Pero lo que más intranquilizaba a la entonces senadora Cristina Fernández era la confesión de Campillo en la causa de los Cuadernos.


    Sucedió durante 2018: como ya fue narrado, Campillo terminó confirmando ante el fiscal Stornelli el lavado de los 70 millones de dólares del ex secretario de Néstor y Cristina, Daniel Muñoz, en los Estados Unidos.


    Ahora volvamos al diálogo de más arriba entre D’Alessio y Etchebest, y a los interrogantes que abre. ¿Estaba vendiéndole el falso abogado una “protección” a Etchebest, prometiéndole que neutralizaría una supuesta confesión de Campillo sobre él en los Cuadernos? ¿O en realidad Etchebest le siguió el juego y le empezaba a hacer una “cama” a D’Alessio para acusarlo por extorsión, como finalmente sucedió?


    Después de aquel primer intercambio de mensajes, D’Alessio y Etchebest quedaron en verse en Buenos Aires. Acto seguido, el falso abogado le envió a su interlocutor chats que había intercambiado con el fiscal Stornelli, en teoría para impresionarlo.


    Llamó la atención la tranquilidad con que contestó la “víctima”, grabando las conversaciones casi desde el principio de la extorsión. En una de esas comunicaciones, D’Alessio le dijo: “Hace un año y medio que voy a una orden de monjas sanadoras. Ya te contaré… Tenemos que hablar de un tema que está en la zona de Manzanares”. Era una alusión a la confesión del ex contador de los Kirchner en la causa de los Cuadernos, Víctor Manzanares, sobre el destino de los 120 millones de dólares de Muñoz. Etchebest no se alarmó en lo más mínimo, y respondió: “Gracias, querido, un fuerte abrazo… Sí, hermano, vos me tranquilizás. Me interesa lo de las monjas sanadoras”.


    Luego, en otros mensajes, Etchebest siguió hablando con ese mismo tono agradecido. ¿Estaba dando por descontado que D’Alessio lo había “salvado” de una causa judicial o lo llenaba de elogios preparando una “cama”? La cuestión es que los intercambios entre el falso abogado y el falso productor agropecuario continuaron en ese tono fraternal, incluso después del pedido de D’Alessio de los 300.000 dólares de coima para ser excluido de la causa de los Cuadernos.


    Es más: D’Alessio –supuesto extorsionador– le propuso un negocio conjunto con su “víctima”. Algo a arreglar una vez solucionado el tema Campillo: “Me juntaré con el segundo de Armando Cavalieri, Ramón Muerzo, que vive en mi country. Formemos una empresa de trabajadores temporarios para poner repositores en el supermercado Coto. Ya tengo la empresa, Hamlook. Vos y yo no figuraremos y tampoco pagaremos un porongo de impuestos”. La respuesta de Etchebest: “Excelente, muy bien, hermano”.


    En otro diálogo, Etchebest le argumentó que para pagarle los 300.000 dólares de la extorsión tenía que ir a una casa de cambio en Pinamar u otra ciudad de la Costa Atlántica, pese a que el falso chacarero ya vivía en Puerto Madero. ¿Etchebest ya quería llevar a D’Alessio a Pinamar, jurisdicción del Juzgado de Dolores, para evitar Comodoro Py? Es decir: para llegar hasta el juez militante Ramos Padilla.


    El falso abogado en principio se resistió. Insistió en recibir el pago en Buenos Aires para ahorrarse el viaje. Pero finalmente accedió. Quedó en mandarle un remís a Etchebest que habría de buscarlo en Puerto Madero para llevarlo hasta su casa en el country St. Thomas, ubicado en la localidad bonaerense de Canning. Así, el 8 de enero partieron como dos viejos amigos desde ese barrio cerrado. D’Alessio puso a su Range Rover último modelo rumbo a la costa.


    Una vez en Pinamar, tuvo lugar la famosa reunión de D’Alessio con Stornelli en el balneario CR.


    Etchebest la observó desde otra mesa de ese parador en el que el fiscal alquila una carpa para las temporadas de verano desde hace más de diez años. Y su hijo Matías, sentado en una tercera mesa, grabó a Stornelli con un celular. Matías es el mismo que está procesado por la causa de reducción a la servidumbre.


    Tiempo después de iniciada la reunión, a la mesa de madera blanca del CR, protegida por una sombrilla verde, se sumó el actual gobernador de Salta, Gustavo Sáenz. Lucía gorra y remera negras y tenía ganas de conversar con el fiscal, al que había conocido días antes.


    Stornelli y Sáenz contaron luego que durante el desayuno se habló de la familia, de autos y de relojes. Aunque, según Horacio Verbitsky, Stornelli mandó a pedir la coima de 300.000 dólares por la extorsión y Sáenz era “el recaudador”. Involucrar al fiscal en una extorsión era una parte fundamental del Operativo Puf.


    Hacia el final, mientras iban al baño, D’Alessio presentó a Etchebest como su chofer ante Stornelli.


    En el viaje de regreso a Buenos Aires, Etchebest grabó una larga conversación con D’Alessio. En determinado momento y en el rol de agente provocador, como se dice en derecho, “la víctima” le preguntó por mí. Es decir: por el periodista Daniel Santoro.


    El agente provocador es la persona que instiga a otro a cometer un delito o acción deshonesta. Había unos veinte periodistas que tenían al falso abogado D’Alessio como fuente, pero Etchebest solo le preguntó “casualmente” por mí, que trabajo en Clarín desde hace treinta años.


    ETCHEBEST: A mí me gustaría, si a vos te parece, darle un vuelto a Campillo por medio de Santoro, que lo destruya…


    D’ALESSIO: ¡Pero sí! Vos le das diez datos y Santoro… Es más, cortá ahora y te voy a mostrar fotos con Santoro.


    ETCHEBEST: Después me lo mostrás, sigamos.


    D’ALESSIO: No, no, esperá. Fui a tocar el piano en la casa, el 1º de diciembre, con un gorro militar ruso. Era su cumpleaños… Cumplió 60 años. Entre los asistentes estaban Luis Majul y el presidente de Edenor, todos los periodistas de Fopea…


    ETCHEBEST: Je.


    D’ALESSIO: Él era agente de la KGB, durante quince años.


    ETCHEBEST: No sabía.


    D’ALESSIO: En un viaje a Moscú se enamora de una rusa divida, veinte años menor que él…


    ETCHEBEST: Completito.


    D’ALESSIO: La mujer es la más influyente sobre Lilita Carrió. Fue presidenta de la Juventud Comunista rusa. Es un cuadro político de la reputísima madre. ¿Cuándo querés sentarte con Santoro? ¿El lunes, el martes? ¿A qué hora? Vos decime.


    Verbitsky publicó el nombre de mi esposa y la dirección de mi casa en su blog, violando toda ética. Y es totalmente falso (y ridículo) que yo haya sido agente de la KGB. Solo es cierto que mi esposa es rusa. Sin embargo, jamás militó en el Partido Comunista soviético, ni nada que se le parezca.


    Luis Majul nunca vino a mi casa, aunque se trate de un punto de encuentro para comer asados y cantar canciones de los años setenta para grandes periodistas como Robert Cox, Rosental Alves o Jon Lee Anderson, siempre que hay un congreso de prensa en Buenos Aires. Pero la verdad es que Majul jamás estuvo allí. Tampoco el ex Edenor Marcelo Mindlin estuvo en mi hogar. Ni el día de mi cumpleaños ni nunca.


    Solo había una cosa clara: Etchebest quería meterme en el caso. Y es que para la batalla final de Cristina el kirchnerismo necesitaba tener las tres patas de su relato del lawfare: D’Alessio por Estados Unidos, Stornelli por Comodoro Py y yo por el Grupo Clarín.


    Una vez más: Etchebest no estaba nombrado en la causa de los Cuadernos y yo, que cubro el caso, ni siquiera sabía de su existencia.


    Ahora bien, varios personajes oscuros sí lo conocían, empezando por el presunto valijero de la causa de los Cuadernos, Roberto Baratta.


    Para que se entienda bien: en las escuchas de la cárcel de Ezeiza se pudo descubrir que Etchebest fue nombrado por Baratta y otros presos K desde, por lo menos, el 12 de enero de 2019. Es decir, cuatro días después del desayuno de Pinamar en el que se encontraron Stornelli y D’Alessio.


    También su pudo demostrar que Baratta intercambió mensajes sobre la operación para ensuciarnos a Stornelli y a mí –a través de terceros–, con “la Abuela”, “el Patria” y “25 de Mayo”. Es decir: con Cristina Fernández de Kirchner.


    Pero no terminó ahí. Porque hay más escenas de esta película de trampas, espías y dinero negro, cuyos protagonistas centrales fueron D’Alessio y Etchebest.


    Después del viaje a Pinamar del 8 de enero, ambos se volvieron a encontrar. Esta vez lo hicieron en el Hotel Alvear Icon de Puerto Madero, donde se siguió hablando del “pago”. Y allí pasó algo digno del Superagente 86: a la “víctima”, Pedro Etchebest, le falló un reloj espía para hacer otra filmación subrepticia. Días después, D’Alessio lo presionó con el pago y le habló de “multas” por atrasos en la entrega del dinero. Sin embargo, Etchebest le siguió escribiendo, con frialdad profesional, cosas como: “Marcelito, la vida te puso en el medio para socorrerme… Sos el único amigo real que tengo, en estos años me lo estás demostrando. Me emociona”.


    Etchebest manejó siempre la conversación y la personalidad del mitómano de D’Alessio con frases cariñosas y elogiosas.


    D’ALESSIO: Cualquiera, en una circunstancia penal, te agrega 100 lucas como si fuera un vuelto. El que más da, más recibe. Es un pensamiento judío, pero todos tenemos el mismo Dios.


    ETCHEBEST: Gracias, querido hermano. Es una gran verdad lo que decís. Siempre, siempre te estaré agradecido.


    En febrero, Etchebest lo invitó a seguir negociando, con saludos para el “capo de los capos”, y D’Alessio le contestó: “Ahora me pongo a trabajar con el peruano que reemplazó los dólares de los bolsos de José López”.


    Cuando ese comentario fue publicado por Página/12, el TOF 1 ordenó de inmediato hacer un peritaje a los casi 9 millones de dólares del ex secretario de Obras Públicas K. Eran los de los famosos bolsos revoleados a un convento de General Rodríguez, que estaban guardados en el Banco Nación.


    Resultó que eran auténticos. Es decir: lo del reemplazo fue otra exageración de D’Alessio para mostrarse poderoso.


    Incluso el 27 de enero, un día antes de presentar su denuncia en Dolores, Etchebest le pidió un email por un “tema de laburo”, que D’Alessio envió sin dudar.


    ¿Para qué le servía ese correo? Para completar su colección de pruebas contra el falso abogado, sumando correos electrónicos. En base a esos diálogos y emails, Etchebest hizo el 28 de enero de 2019 la denuncia en el Juzgado de Dolores.


    De nuevo: Bindi desapareció como su abogado y fue reemplazado por la militante K Natalia Salvo. Y la denuncia se hizo ante Alejo Ramos Padilla, quien habilitó su juzgado en forma especial, ya que estaba de feria.


    ¿Era necesario que actuara tan rápido por una denuncia de intento de extorsión? ¿O estaba siendo presionado por Cristina, el Instituto Patria y su padre? ¿Estaba al tanto de la trama?


    Etchebest declaró a Alejo Ramos Padilla que estaba “aterrorizado” por las llamadas del falso abogado. Dijo que D’Alessio le contó que Campillo había declarado ante Stornelli, en la causa de los Cuadernos, que era su “cajero” para la plata negra de los negociados en la ONCCA.


    Etchebest intentó explicar así su relación con el ex ministro de Economía de Santa Cruz: “A Campillo lo conocí en 2017. Charlé un par de veces con él porque es un hombre muy público y muy conocido”. Según Etchebest, la última vez que vio a Campillo fue en 2018 en la capital: “Nos reunimos con un amigo en común. Yo lo veía rara vez. Eran situaciones en las que él me pedía consejos relacionados con mi actividad, porque él es muy idóneo en materia técnica-jurídica-impositiva. Él me consultaba a mí y yo lo consultaba a él. Antes de 2017 no lo conocía ni en una foto”.


    Campillo había sido nombrado por D’Alessio en el primer intercambio de chats con Etchebest. Aquellos mensajes fueron el eje de la denuncia, bautizada por Eduardo Valdés como Operativo Puf, viga maestra de la batalla final de Cristina.


    Esos diálogos revelan también cómo los abogados K le dieron instrucciones a Etchebest para que preguntara por Stornelli, por este periodista y también por Leonardo Fariña. Sin embargo, ante el Juzgado de Dolores, el oscuro Franco Bindi –apodado, además de “Bindi-Laden”, “Esqueletor”– denunció que Fariña había sido “guionado” por la AFI de Macri para perjudicar a Báez.


    Tras la denuncia en Dolores, Ramos Padilla interfirió el teléfono de Etchebest. En otros chats aparecieron más indicios que terminan de pintarlo de cuerpo entero.


    En febrero de 2019, Etchebest recibió un mensaje de un contacto que no tenía registrado: “Pedro, soy Carlos Liñani. Nos presentó Jorge Bell… Quiero hablar contigo… abzo”. No lo respondió.


    Al día siguiente recibió un audio del mismo interlocutor.


    Liñani no es un personaje menor. Se trata de un despachante de aduana que terminó procesado en la causa de Dolores como supuesto cómplice de D’Alessio en un intento de extorsión a Ricardo Barreiro, ex funcionario conocido como “el Jardinero” de Néstor Kirchner y Cristina Fernández.


    Ante el mensaje de audio, finalmente reaccionó, produciendo este intercambio:


    ETCHEBEST: Hola, perdoname. Ando muy medicado, no me recuerdo bien de vos. ¿Sos de la Lotería? ¿Amigo de Bell?


    LIÑANI: Pedro, soy Carlitos, nos presentó Jorge en el Barolo, y aparte tenemos en común un amigo, al coreano Deny. Yo vivo en Madero. Soy el flaco alto. Quería contarte algunas cositas.


    ETCHEBEST: Ok, Carlitos, cuando vuelva de un viaje nos reunimos. Abrazo.


    Liñani está imputado por haberle sugerido a Pablo Barreiro, hijo del Jardinero de los Kirchner, que aceptara a D’Alessio como su “abogado”. Decía falsamente que iba a “arreglar” su situación judicial con Stornelli en la causa de los Cuadernos a cambio de 40.000 dólares.


    En ese momento, el fiscal Stornelli no conocía a D’Alessio.


    El Barolo es ese cautivante edificio de la Avenida de Mayo, diseñado en forma especial para representar los círculos del infierno de la Divina comedia de Dante Alighieri. Allí funcionaron, hasta 2019, oficinas de la SIDE. No se confirmó si el falso chacarero estuvo vinculado a los servicios, pero sí es posible ubicar a Etchebest en otros negocios al borde de la ley.


    Ante la pregunta de la Justicia de por qué tenía agendado el celular de Etchebest en su celular como “Pedro De Vido”, Liñani contestó: “Porque cuando yo lo conozco a Etchebest, por interpósita persona, supuestamente él estaba en relación con el Ministerio, con De Vido y demás”. Y cuando se le preguntó qué tipo de trabajos hacía Etchebest para De Vido, respondió: “Yo me juntaba, durante el gobierno de Cristina, con Pedro en el Hotel Panamericano y tomábamos algo. Queríamos saber si podíamos hacer algo con la secretaría de Industria. Tampoco tuve mucha relación comercial. Si bien lo conozco hace varios años”.


    Pero al juez Ramos Padilla no le importó hurgar en los antecedentes de su denunciante “estrella”, Pedro Etchebest o Pedro Rodríguez. Menos aún le importó saber si había estado relacionado con la SIDE.


    Lo que hizo, en cambio, fue direccionar la causa contra Stornelli, líderes de Juntos por el Cambio y contra mí, en base a suposiciones e hipótesis de una mala película de detectives.


    Cada conjetura del juez de Dolores era amplificada por los medios K, que, como es habitual, no chequearon nada. Así, en diciembre de 2019, Página/12, El Destape y otros medios K se metieron con el mencionado caso de Expofrut, uno de los primeros negocios de Etchebest, presentándolo como una enorme maniobra de espionaje iniciada en 2016 y terminada en 2019. Esto porque la AFI informó al juez Ramos Padilla que Etchebest había tenido los teléfonos intervenidos en forma legal en 2016.


    En sintonía con los K, Ramos Padilla le envió un urgente oficio a Bonadio en el que le pidió el expediente Expofrut. En el oficio señalaba que los policías retirados Bogoliuk y Degastaldi habrían dado una pista importante sobre esa hipótesis.


    En las indagatorias, contaron que D’Alessio les dijo: “Tengan cuidado con el viejo Etchebest porque tiene el teléfono intervenido”. Y Natalia Salvo, la abogada del empresario, redoblando la apuesta de Página/12, dramatizó: “Si esas escuchas se realizaron entre los años 2018-2019, confirmaría una ejecución concatenada de jueces, fiscales, defensores públicos y periodistas, a los fines de extorsionar, armar causas y perseguir opositores políticos”.


    Al coro de acusaciones falsas se sumó rápidamente la inefable directora de Asuntos Jurídicos del Senado y abogada de Cristina y de Amado Boudou, Graciana Peñafort. La abogada sanjuanina describió en Twitter una “conspiración” aún más grande.


    Su diatriba en Twitter se reproduce en forma textual, sin omitir errores de ortografía, soberbia e ironías, para no cambiar su contenido:


    Se acuerdan de la causa de Marcelito D’alesio, el amiguito de Stornelli…? Parece ser que el señor que denunció que D’Alessio lo extorsionaba en nombre de Stornelli, llamado Pedro Etchebest estaba denunciado. Adivinen que juez tenia esa denuncia? Si si, Claudio Bonadio. Cosa e’mandiga parece… Parece que Bonadio ordenó intervenirle el teléfono. Lo raro es que si lo tenia intervenido desde el 2015, eso significa que escucho toda la extorsion de D’alessio a Etchebest y quiero recordar que durante el enero de 2019 Bonadio estuvo en su juzgado porque estaba con Cuadernos. Es decir que Bonadio podria haber escuchado casi en tiempo real la extorsion que D’alessio le hacia a Etchebest. Y la pregunta logica es …si la escucho…¿porque no hizo nada Bonadio?


    No conforme con eso y en plan Sherlock Holmes, escribió:


    ¿Y si Bonadio ordenó pinchar el telefono de Etchebest para escucharlo luego que este lo denunciara al propio Bonadio? ¿Ustedes creen en las casualidades? ¿Se imaginan el escandalo que sería que un juez ordena escuchar a alguien que lo denunció?…


    Unos meses antes de morir, Bonadio informó de manera oficial a Ramos Padilla que en la causa 15.911/2014 sobre Expofrut “se investigó a una persona llamada Pedro Rodríguez”. El celular de Etchebest fue intervenido por la oficina de escuchas de la Corte “desde el 21 de julio al 3 de noviembre de 2016”, y luego se dejó sin efecto, siempre según la aclaración de Bonadio. Y como se ha mencionado, todos los acusados fueron sobreseídos.


    Ahora que se confirmó la verdad, ¿los abogados y periodistas K corregirán sus errores? ¿Pedirán disculpas por haber hecho una falsa denuncia de espionaje ilegal contra el extinto juez?


    La respuesta es obvia: no.


    No lo harán porque ellos no buscan la verdad. Lo que buscan es alimentar relatos orquestados por el entorno de Cristina Fernández para tratar de despegarse de las causas judiciales por corrupción.


    Pero hay más negociados, además del campo de kiwis, de las compras en Miami, de “asesoramientos” sobre deudas con la AFIP y de las plantas de biomasa de Misiones.


    Se descubrió –una vez abierta la causa de Dolores– que los Etchebest buscaron negocios con China gracias al impulso de dirigentes peronistas de San Juan. En efecto, Etchebest y su hijo Matías se reunieron en marzo de 2018 con funcionarios de la provincia china de Cantón/Guangdong. Buscaban involucrarse en negocios multimillonarios, como por ejemplo el proyecto del túnel Aguas Negras que unirá San Juan con Chile.


    Todavía se proyecta una “inversión de 100 millones de dólares para producir energía solar”, en lo que será el parque solar más grande de la provincia. Muy cerca de Aguas Negras, posee un campo la empresa Tierras de los Andes SA, presidida desde 2018 por Pedro Etchebest, firma cuyos directores tienen fuertes vínculos con el peronismo de San Juan.


    Consultada la abogada de Etchebest sobre el motivo del contacto con empresarios chinos, se negó a responder y repuso, enojada: “Santoro, su pregunta me parece extemporánea, inadecuada, inoportuna e intimidatoria”.


    Enseguida armó un escándalo en Twitter y en los medios, que terminó con el pedido de indagatoria en mi contra en el Juzgado de Dolores. Pero no por supuestos delitos contra su cliente, sino contra otros querellantes K.


    ¿Por una reacción tan desmedida ante una simple pregunta?


    ¿Etchebest temía que investigaran su patrimonio real?


    Lo cierto es que llama la atención el confuso rol de Etchebest en este negocio con los chinos. Primero, mandó a decir que es presidente ad honorem de Tierras de los Andes. Y luego la abogada Salvo amplió por Twitter: “Mi cliente asistió como colaborador de dicha empresa, perteneciente a su amigo –ya fallecido– Alberto Grau. Previamente, y con motivo de la enfermedad terminal que padecía, el Sr. Grau decide viajar a Alemania a tratarse. Allí le pide a Pedro que colabore en el proyecto”. Para finalmente agregar: “Además, Grau le solicitó a Pedro que asuma la presidencia de la firma luego de su muerte, lo que ocurre en diciembre de 2018, por cuyo cargo jamás percibió honorarios ni remuneración. El proyecto no ha avanzado en su realización, habida cuenta de que aún sigue sin licitarse”.


    Sin embargo, la abogada especialista en sociedades y asesora de la ex diputada Margarita Stolbizer, Silvina Martínez, reveló a este autor que Salvo omitió un pequeño detalle: “Matías, el hijo de Etchebest, tiene el 50% de la empresa. Son 50.000 acciones en total y él tiene 25.000. Obvio: es el dueño y controlante”. El dato consta en las actas de la última asamblea de la compañía.


    Luego de su “denuncia” en Dolores y las primeras dudas sobre su pasado, Etchebest viajó de urgencia a Miami. ¿Por qué lo hizo? ¿A quién o a quiénes temía?


    El denunciante estrella estaba fuera del país. Pero el escándalo debía seguir alimentándose para que continuara el Operativo Puf, la primera escaramuza de la batalla final de Cristina.


    En abril de 2019, C5N mandó a Gustavo Sylvestre como enviado especial a Miami para entrevistar a Etchebest. En un escenario montado hasta en sus más mínimos detalles, el “chacarero” lo recibió vestido de blanco y rodeado de nietos. Se mostró como un abuelo preocupado por su familia y su salud.


    Sylvestre subrayó, con preguntas retóricas, que Etchebest había sido “presionado” en forma violenta por D’Alessio. Lo elogió por su “coraje” para hacer la denuncia.


    En la “entrevista”, Etchebest confirmó que grabó al falso abogado mientras viajaban en su Land Rover en el viaje de regreso Pinamar-Buenos Aires. Y agregó que, mientras grababa al falso abogado, “tenía un pánico tremendo”.


    Allí, Sylvestre le preguntó cuál era la relación entre D’Alessio y este autor, a lo que contestó: “Familiar e íntima”.


    Falso: nunca me vio en la vida.


    Después insistió en los motivos por los que no hizo la denuncia en los tribunales de Comodoro Py, donde correspondía: “Yo confío mucho en el juez Ramos Padilla. Me da seguridad jurídica y equilibrio perfecto. Yo sentí paz luego de la denuncia… Quiero volver a mi Patria cuando tenga seguridad. Extraño a mi casa y mi perro”.


    Abril de 2019, tramo final del gobierno de Macri. Sin embargo, hasta el cierre de este libro, nunca volvió al país.


    Etchebest extrañaba su casa y a su perro, pero también otros roles que tuvo en la Argentina y se desconocían hasta ahora.


    Juan Manuel Ducler es el hijo mayor del financista Aldo Ducler, quien murió en 2017 en forma misteriosa. En los años noventa, Ducler padre manejó los 650 millones de dólares que recibió Santa Cruz por las malas liquidaciones de regalías tras la privatización de YPF durante el gobierno de Menem. Lo hizo al comienzo, cuando la plata se depositó en Estados Unidos.


    Ducler hijo reconoció a Etchebest en una foto publicada en Twitter. Y se preguntó: “¿No había visto esa cara otra vez? ¿Pedro Etchebest o Pedro Rodríguez? ¿Productor agropecuario o personaje vinculado a la ex SIDE que se vendía como ‘amigo’ de Estados Unidos?”.


    Luego escribió en su cuenta en Twitter: “Me lo presentaron en noviembre de 2016, justo dos meses después de la denuncia de mi padre en Comodoro Py por los fondos de Santa Cruz. Fui llevado a una reunión para conocer gente con vínculos con el gobierno de los Estados Unidos que pretendían que los Ducler fueran informantes en la administración de los fondos de Santa Cruz. Allí es donde me recomendaron conocer a quien les haría el contacto con los estadounidenses. Se hacía llamar Pedro Rodríguez”.


    En 2016, Etchebest fracasó en su intento por asesorar a Ducler, y por lo tanto, de conocer cuánto sabía sobre el derrotero de ese dinero que Néstor Kirchner manejó en persona.


    Así, el Hombre de las Mil Caras, Etchebest Rodríguez, aparecía con un rol misterioso en otro tema que interesaba, y mucho, al kirchnerismo.
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    D’Alessio, el timador timado (y la prueba envenenada que podría hacer caer la causa)


    Marcelo Sebastián D’Alessio quiso ser como el personaje de Raymond Reddington de la serie norteamericana de televisión The Blacklist. Pero falló.


    El falso abogado hasta se afeitaba la cabeza y usaba trajes y relojes caros, como el protagonista de la tira. Reddington, encarnado por el actor James Spader, es un estafador que se hace pasar por un ex miembro del servicio de inteligencia de la Armada de Estados Unidos y se convierte en un colaborador del FBI. A este organismo, justamente, le entrega una lista de los criminales y terroristas más peligrosos. En un principio, los agentes del FBI quedan sorprendidos por la astucia, los recursos, la inteligencia y la sagacidad de Reddington. Pero el misterioso y extrovertido personaje, en realidad, manipula al FBI para sus propios fines comerciales y criminales.


    En la década del noventa, el Reddington argentino empezó haciendo negocios en la Bolsa de Comercio. Y le fue bien.


    En 2003, D’Alessio hizo negocios con el eterno gobernador peronista de Formosa, Gildo Insfrán. Gobierna desde 1995.También le fue bien.


    Luego, en Enarsa, de la entonces presidenta Cristina Fernández, hizo algunos negocios. Le siguió yendo bien.


    Después incursionó en el negocio del turismo carretera y también le estaba yendo bien.


    Más tarde dio un paso más complicado: se metió con el narcotráfico. D’Alessio decía que le vendía informes sobre el tema a la Embajada de Estados Unidos y que le estaba yendo bien. Incluso llegó a asociarse con el controvertido presidente de la agrupación K Hinchadas Unidas Argentinas, Marcelo Mallo, en una granja de truchas en Neuquén. Y parece que también le fue bien.


    Solo que a fines de 2016, su destino comenzó a cambiar.


    Para mal.


    Fue cuando pasó de los negocios y del narcotráfico a casos de corrupción. En esa etapa intentó sacarles dinero a empresarios y ex funcionarios K. Le pidió 90.000 dólares a Gabriel Traficante y 1,2 millones al empresario K Mario Cifuentes, según denuncias de los querellantes.


    También quiso vender equipos de seguridad israelíes y dirigir las campañas electorales de Alfredo Olmedo en Salta y de Camau Espínola en Corrientes.


    En enero de 2018, D’Alessio logró hacerse famoso en los medios como especialista en narcotráfico y seguridad. Pero ya empezaba a tomar antidepresivos. Y no sabía cómo seguir con su doble vida.


    Decía a sus conocidos que quería ingresar a la AFI, a los ministerios de Seguridad de la nación, de CABA o de la provincia de Buenos Aires con un solo objetivo: luchar contra el narcotráfico. Sin embargo, con el apoyo del comisario Ricardo Bogoliuk, en 2019 le pidió una coima a un viejo deudor suyo llamado Pedro Etchebest. Y entonces, sí: le empezó a ir muy mal.


    ¿Lo hizo como parte del espionaje político, a pedido de la AFI de Macri, para extorsionar? ¿Lo hizo como un delincuente común? ¿O una combinación de ambas?


    Lo comprobado es que, en ese contexto, le pidió 300.000 dólares a Etchebest para no ser incluido en la causa de los Cuadernos, mientras hablaba de hacer “perfiles psicológicos” de sus víctimas. Igual que el Reddington de la serie.


    Le fue mal.


    El timador fue timado por un operador de mayor fuste: Etchebest. Cayó en una cama preparada por jugadores más pesados que él.


    En su momento, Elisa Carrió rechazó la coartada y denunció que D’Alessio fue parte del Operativo Puf y que su tarea, desde el principio, fue infiltrarse en su entorno y acercarse al fiscal Stornelli. Por ese motivo es que –siempre siguiendo el razonamiento de Carrió– mantuvo documentos comprometedores en su casa cuando sabía que lo iban a allanar.


    No obstante, el hecho de que estuvo más de dos años con prisión preventiva, que tiene un embargo de unos 250.000 dólares sobre sus bienes y que Ramos Padilla lo acusó de cargos que lo llevarían a una larga estadía en la cárcel, conspiran contra la teoría de que era parte del Operativo Puf. Esta situación procesal no es el “premio” que se espera para un infiltrado de los K.


    El contexto confirma, por el contrario, que fue el timador timado el que jugó siempre al mejor postor de la política –sea menemista, kirchnerista o macrista– para hacer sus propios negocios. Veamos la cara oculta de su historia en profundidad.


    Cuando era joven, Marcelo D’Alessio trabajaba en el estudio de sus padres. El estudio ahora se llama D’Alessio, Irol y Berensztein. Este último apellido, por el prestigioso politólogo Sergio Berensztein, ex director de Poliarquía, quien se incorporó a la firma en forma reciente.


    La consultora que dirige Eduardo D’Alessio desde hace treinta años se especializa en brindar servicios de investigación de mercado, consultoría en marketing y estrategia.


    Eduardo es licenciado en Economía y realizó estudios de Ingeniería en la Universidad de Notre Dame, en Estados Unidos. Es conocido en la mayoría de los medios por sus encuestas y por participar en programas de radio y TV. Nora Israelson, la madre de Marcelo, es una conocida socióloga especializada en encuestas.


    El padre de Nora, Carlos Israelson, fue el apoderado legal del Partido Comunista hasta que murió. Su nombre figura en el libro Comunistas argentinos desaparecidos (1982), por sus reclamos sobre los afiliados secuestrados durante la dictadura.


    D’Alessio decía que, como sus padres estaban siempre ocupados, en realidad fue criado por sus abuelos maternos. Provenía de dos familias prestigiosas y poderosas. Uno de los hermanos del padre de Marcelo, Andrés D’Alessio, fue miembro de la Cámara Federal porteña que realizó el histórico juicio a los ex comandantes por la represión ilegal durante la última dictadura. Andrés luego fue procurador general de la nación de Raúl Alfonsín y autor de varios libros jurídicos.


    Con estas familias como carta de presentación, el joven D’Alessio manejó la cuenta publicitaria de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires. Solía llegar al microcentro porteño en una costosísima moto Honda Gold Wing, para impresionar a todos.


    Después de la Bolsa, durante el gobierno de Carlos Menem, trabajó en la Comisión Nacional de Valores como analista de investigación y jefe de prensa. Del menemismo saltó a hacer negocios con el gobierno de Gildo Insfrán. El 5 de agosto de 2003, un joven Marcelo D’Alessio, vestido con traje y corbata negra con puntitos blancos, anunció, como vocero oficial, el suicidio del hijo del gobernador de Formosa. El adolescente de 17 años se mató de un balazo, y D’Alessio fue el portavoz familiar: “El hijo del gobernador se suicidó en una habitación de su casa. Era un deportista de bajo perfil. No parecía el hijo del gobernador. Había llegado hace unos días de su viaje de egresados”. Un periodista lo consultó acerca de un posible cuadro depresivo, cosa que negó de modo taxativo.


    Al asesoramiento al gobernador que hace veinticinco años retiene el poder como un señor feudal sumó una pasión costosa: los autos de colección.


    En diciembre de 2007 D’Alessio y su copiloto, arriba de un Jaguar modelo 1936, ganaron la carrera “500 millas del sur”, de la que participaron más de sesenta autos clásicos que desfilaron por el Centro Cívico de Bariloche, con el majestuoso fondo del lago Nahuel Huapi.


    En alguna carrera se inscribió el ex dueño de la financiera La Rosadita, Federico Elaskar, el mismo involucrado en La Ruta del Dinero K.


    La promoción de las carreras se hacía en el SPA Idor, propiedad de D’Alessio, o en el Tattersall de Palermo, con la participación de famosos como Karina Rabolini, Paula Robles y la empresaria Silvia Relats. Esta última es heredera del Grupo Panamericano que le alquilaba el hotel Los Sauces de El Calafate a Cristina Kirchner. Relats corría en un auto MGB Roadster 1978. En las 500 millas de Salta, D’Alessio llegó a salir segundo. Así empezó a relacionarse con el mundo empresario y político.


    Mientras tanto, siguió cultivando su relación con el gobierno de Insfrán. En particular, con el entonces ministro de Economía formoseño, Ricardo Cabrera. En 2009, junto con Cabrera, formó las empresas Ñembo SRL y Valumar, y luego compartieron la propiedad de un departamento en Puerto Madero.


    En el interín, se casó y tuvo dos hijos. A su casamiento fueron invitados varios periodistas, entre ellos Willy Laborda.


    Más tarde, Cabrera pasó a ocupar el estratégico cargo de director de Administración y Finanzas por Formosa en la empresa eléctrica estatal Enarsa, uno de los agujeros negros de la corrupción K. Entre 2010 y 2012, D’Alessio fue el jefe de asesores de Cabrera en Enarsa.


    En el currículum que entregó en Enarsa, D’Alessio aseguró que se recibió de abogado en la Universidad de Buenos Aires en 1991 “con 9,05” de promedio. Además, agregó que se recibió de licenciado en Ciencias Económicas en la misma casa de altos estudios, egresando “con 9,02”. La UBA informó que, en realidad, solo cursó 22 materias de la carrera de Economía entre 1988 y 1997, desaprobando 13 de ellas.


    En un reportaje de la revista DEF, de Mario Montoto, sacó a relucir todavía más títulos: “Abogado y economista, con un máster en psicología forense y criminal, y una especialización en química orgánica. Además de piloto de avión, instructor de tiro y músico”. Lo cierto es que toca jazz en el piano con cierta pericia y practica tiro.


    Tan estrecha era la relación con Cabrera que una nota recibida por las gerencias de Enarsa informaba: “A partir del día de la fecha 13-7-2010 se ha designado al doctor Marcelo D’Alessio como único interlocutor válido entre los funcionarios de la Auditoría General de la Nación y esta empresa. Se agradecerá toda colaboración que en este tenor solicite el funcionario que actualmente se desempeña como asesor jurídico-económico de esta área”.


    En forma paralela a los cargos públicos, D’Alessio siempre siguió con sus negocios. Integró como director o accionista las empresas Chirs Designs SRL, Idor SPA Pileta Fitness, la granja de truchas Natural Trout que tiene a Marcelo Mallo como inversor oculto, Led International SRL y Plaza Madero Inmobiliaria SA, entre otras.


    Mientras estaba en Enarsa, pasó de los autos de colección a las populares carreras de TC Mouras, donde se puso el sobrenombre de “Patán”.


    Patán es el perro de la antigua serie animada Los autos locos, aquel que se reía sin cansarse de los accidentes de su amo, el villano Pierre Nodoyuna. ¿Patán era una referencia a su lado oscuro? ¿Un guiño autobiográfico?


    Son pocos en el ambiente del automovilismo los que sabían, antes del escándalo, que aquel piloto que corrió 52 carreras en el TC Pista Mouras entre 2012 y 2015 es el mismo D’Alessio kirchnerista. El uso del apelativo Patán estaba dirigido a no mezclar su faceta de corredor con la de funcionario político en Enarsa durante la segunda presidencia de Cristina Kirchner.


    Su fervor por el programa 6,7,8 de la TV Pública lo llevó incluso a plotear su Chevrolet con el logo del ciclo, emblema de la persecución a periodistas llevada adelante por el kirchnerismo. También metió logo de Aerolíneas Argentinas cuando la empresa era dirigida por el camporista Mariano Recalde.


    En Twitter, D’Alessio-Patán se expresaba así: “Nos dio suerte llevar en la trompa del auto el logo de @678oficial. La gente preguntaba más por el panelista Orlando Barone que por mi TC”. Un mes más tarde posteó una foto en la que se veía su coche ploteado con el logo de 6,7,8 y una mascota “desmayada” sobre el capot, con la leyenda: “Le dije a mi mascota que no leyera Clarín!!!”.


    En febrero de 2019, ante la consulta de un colega de Clarín, D’Alessio decía, sobre su paso por el TC Mouras: “Era una propuesta para que los chicos vuelvan a los autódromos. Les llevaba las ‘Penélopes’, otro personaje de Los autos locos, y los hacía meter en el auto para que disfrutaran. Fueron solo dos o tres carreras que corrí con ese logo porque cedí la publicidad a una empresa que se encargaba de vender. Pero encima no me pagaron: me engañaron y perdí plata”. Ahora bien, en las fotos se lo ve con esculturales modelos vestidas como Penélope y con una mujer que fue acusada en 2019 de proxenetismo VIP en el submundo de las carreras.


    Después de su paso por Enarsa, D’Alessio comenzó a mejorar cada vez más su nivel de vida, hasta llegar a un escalón difícil de financiar. Dejó su casa en el country El Lauquén, de San Vicente, donde vivió doce años, y pasó al exclusivo St. Thomas. Un conocido del falso abogado describió así la situación: “Marcelo pasó a tener una calidad de vida altísima y la ‘bandeja le empezó a quedar chica’ para contener tantos gastos. Por eso buscaba nuevos negocios y cualquier cargo en el gobierno”.


    A fines del segundo gobierno de Cristina se empezó a relacionar con la AFI y con periodistas como Rolando Graña, entre otros, y en noviembre de 2016 buscó tomar contacto en forma deliberada con este autor, como se verá más adelante. A fines de 2018 conoció, a través de este autor, al fiscal Stornelli, quien le tomó declaración testimonial sobre denuncias de supuestas irregularidades en Enarsa.


    En ese momento comenzó el Operativo Puf y luego los medios K crearon un escándalo por el caso Etchebest que terminó llevando a D’Alessio como imputado ante la Justicia. En un procedimiento judicial pensado en forma cinematográfica, para ser difundido, el juez Ramos Padilla allanó el 6 de febrero de 2019, a las 19.45, la casa de D’Alessio en el barrio St. Thomas, en un operativo que duró casi trece horas. Pese a que había secreto de sumario, poco después se conocieron en los medios K los detalles del allanamiento. Incluso se divulgaron fotos y audios.


    Esa tarde, D’Alessio abrió las puertas de su lujosa casa en remera, short y descalzo, a una abultada comisión policial encabezada por Ramos Padilla. Su esposa y sus hijos se refugiaron en la planta alta. El nivel de pertrechos del grupo era llamativo: llegaban preparados como para enfrentar a un peligroso agente encubierto de la CIA dispuesto a resistirse a balazos.


    Ramos Padilla, tras mostrar la orden de allanamiento, ingresó con oficiales de Prefectura, expertos en informática, un arquitecto y miembros del Tribunal de Tasaciones de la nación.


    En esos días, D’Alessio estaba con un diagnóstico de depresión: tomaba Sertralina (100 miligramos) y Clonazepam (2 miligramos), cada día. Al principio, el falso abogado confundió a Ramos Padilla con el juez federal de Lomas de Zamora, Federico Villena, que lo investigaba por lavado de dinero desde hacía unos meses.


    Apenas arrancó el procedimiento, D’Alessio cruzó palabras fuertes con un oficial que, según decía, lo estaba empujando, y buscó al juez en medio del tumulto. Ramos Padilla hizo algo ilegal: grabó subrepticiamente a D’Alessio durante el allanamiento sin dejarlo asentado en el acta, como corresponde. Y semanas más tarde usó los comentarios del ex corredor de TC como prueba.


    D’ALESSIO: ¿Usted puede ver algo de terrorismo, Villena? ¿Usted puede ver algo vinculado al terrorismo… de donde yo trabajo? ¿Ustedes se lo pueden quedar en su juzgado? ¿Usted tiene la cadena de custodia para vincular eso? Porque es mi vida…


    RAMOS PADILLA: Sí, le entiendo perfectamente.


    D’ALESSIO: ¿Usted trabaja con el Hezbollah, doctor, ¿no?


    RAMOS PADILLA: Está bien, yo no voy a debatir con usted, así que, si quiere decir algo…


    D’ALESSIO: Yo quiero hablar con la ministra Bullrich, nada más. Si usted me lo niega, yo quiero hablar con Arribas, con el señor presidente, para que me diga, a ver, usted, qué puede hacer.


    RAMOS PADILLA: En este momento usted no puede hablar con nadie.


    Minutos más tarde, D’Alessio seguía hablando, al tiempo que comenzaba la requisa de su oficina en la planta alta.


    D’ALESSIO: Todo lo que dice el procedimiento es un tema de Estado… Aduana, que es porque le llegó esa carta a usted, otra investigación de Aduana actual, otra investigación de lavado de…


    RAMOS PADILLA: Muy bien, ya entendí el concepto pero, ¿usted qué quiere ahora? ¿Hablar conmigo ahora?


    D’ALESSIO: Yo necesito hablar con usted en privado, porque hay cosas que tienen que ver con seguridad nacional… Cuando a usted le llegó el anónimo…


    RAMOS PADILLA: ¡A mí no me llegó ningún anónimo!


    D’ALESSIO: Entonces quiero llamar al presidente o quiero llamar a Patricia o a Arribas.


    RAMOS PADILLA: Entendí perfectamente.


    D’ALESSIO: Esa es la investigación que tiene en este momento Stornelli… Lo de Campillo. Lo puede llamar a Carlos ahora y preguntarle… Lo fui a ver a Pinamar para darle información… Estoy haciendo un libro con Santoro, que está ahí arriba, El mecanismo… ¿También lo quiere hablar con él, que está llevando las investigaciones estas?


    Según D’Alessio, el juez miró la tapa de mi libro, lo tiró a un costado y siguió dando órdenes a viva voz para buscar dinero, armas, documentación y relojes. Hasta excavaron en el jardín, se quejó D’Alessio, justo en la tumba de uno de los perros de la familia.


    Tres horas después de iniciado el procedimiento llegó su abogado, Rodrigo González: también creía que el juez era Villena. Unos días antes, González había interpuesto en Lomas de Zamora un pedido de nulidad de esa causa por lavado.


    Ramos Padilla se presentó en forma cortés y solo le dijo que era por una “causa por extorsión que está bajo secreto de sumario”. El letrado, en principio, pensó en un intento de secuestro o un delito de esas dimensiones, por la envergadura del procedimiento. Al ver semejante despliegue, le preguntó al juez si la causa iba a tener difusión mediática. Ramos Padilla contestó que, si fuera por él, no; pero agregó: “No sé si lo voy a poder frenar”.


    En definitiva, la Prefectura se llevó cuarenta y siete cajas, una docena de armas modernas, supuestos aparatos de espionaje, un Toyota Corolla con una baliza policial “comprada en Mercado Libre” y un chaleco antibalas. Las cajas también contenían computadoras, celulares, una placa de la DEA –de fantasía– y remeras del FBI, como las que se compran en los negocios de souvenirs de Washington DC. También se secuestraron setenta y cinco relojes, que resultaron en su mayoría falsificaciones. Y hasta un cuaderno de anotaciones personales del falso abogado.


    D’Alessio tenía autorizaciones de la Agencia Nacional de Materiales Controlados (Anmac, ex Renar) para portar armas, excepto para una, que estaba vencida, y para el chaleco. En fuentes judiciales llamó la atención que Ramos Padilla no hubiese ordenado la detención inmediata de un acusado de extorsión que poseía un pequeño arsenal y cuya víctima, Etchebest, decía estar “aterrorizada por las amenazas”.


    Días después Villena hizo un segundo allanamiento, al que se sumó Ramos Padilla. Y el 8 de febrero el periodista Verbitsky arrancó con la difusión de la “informeta” que involucró en forma falsa al fiscal Stornelli y a este autor en el intento de extorsión a Etchebest.


    D’Alessio aseguró que durante el allanamiento uno de los miembros de la comitiva le susurraba por lo bajo “Volveremos, volveremos”, alusión a los sueños de reelección de Cristina Kirchner.


    Mientras transcurría el procedimiento, su ex empleado y ex agente de la AFI Rolando Barreiro apareció en la guardia del country en forma sorpresiva, preguntando si había empezado el allanamiento. El operativo, se suponía, era secreto y sorpresivo.


    Varias semanas antes del Operativo Puf, Barreiro se había alejado de D’Alessio. Incluso, le había hecho comentarios para que se acercara a Bogoliuk y trabajara para la AFI. Y luego de la detención de D’Alessio, el mismo Barreiro apareció acusándolo en Dolores de la mano de una abogada cercana al grupo de Franco Bindi. Otra vez Esqueletor aparecía en los pliegues ocultos de la maniobra.


    Rápidamente, con la filtración de los datos del allanamiento, los medios K informaron sobre el hallazgo de un arsenal, “una fortuna oculta” y documentación “secreta”. Era verdad que encontraron allí muchas armas, la casa era suntuosa y poseía autos como un Audi y un Land Rover. Sin embargo, los documentos “secretos” eran todos falsificados.


    Ramos Padilla trató de explicar por qué adelantó el allanamiento y no esperó a que D’Alessio fuera al restaurante Viento en popa de Mar del Plata para detenerlo con las manos en la masa, cuando recibiera el pago de los 300.000 dólares de la extorsión a Etchebest. “Se filtró la noticia del allanamiento”, dijo.


    En cambio, fuentes judiciales señalaron que, si el pago se completaba en esa ciudad balnearia, la competencia de la causa iba a ser de un juez federal marplatense.


    El 11 de febrero de 2019 fue un día dramático para D’Alessio.


    El allanamiento ya se había producido.


    Había ido a declarar en forma espontánea a Dolores y, al volver a Buenos Aires, su abogado Rodrigo González le comunicó que iba a dejar su defensa. Pasaba a defender a Leonardo Fariña y, además, estaba molesto con las declaraciones periodísticas de D’Alessio.


    D’Alessio había ido al estudio de González –ubicado frente al Palacio de Tribunales– y se encontró, de pronto, con Fariña. El financista –arrepentido en la causa de La Ruta del Dinero K– había conocido a D’Alessio en febrero de 2018 por medio de un abogado. Por su parte, González tomó contacto con D’Alessio antes de esa fecha, a través de un cliente de su estudio.


    Así relató Fariña la escena del encuentro: “D’Alessio nos pide disculpas llorando (con cierta parafernalia) y cuenta que había sido contratado por los comisarios Bogoliuk y Degastaldi, quienes le dieron una carpeta sobre Etchebest. Dijo que le iban a pedir plata y a dividir el 33 por ciento para cada uno. Pero, comentó, ‘Yo quedé con el 100 por ciento de la responsabilidad’”.


    Según Fariña, D’Alessio parecía “estar bajo los efectos de psicotrópicos”, y afirmó: “Me estuvieron grabando desde el principio de las reuniones con Etchebest con el objetivo de hacerme una “cama” para joder a Stornelli y a Santoro”.


    Cuando se calmó, González le aconsejó que se buscara un nuevo abogado, y así fue que contrató a su amigo Claudio Fogar.


    En un primer hábeas corpus, presentado ante un juez de instrucción, D’Alessio afirmó que él era “investigador privado” y que Bogoliuk no le dio “ningún contrato, salvo el nombre completo de un hombre que se hacía llamar señor Pedro”.


    La “cama” había sido así, según el falso abogado: “Etchebest me estaba grabando desde el primer día que me comuniqué con él y, siendo un hombre mayor, me di cuenta de que yo había sido víctima de una trampa para lesionar el nombre del fiscal federal Carlos Stornelli, Leonardo Fariña, Daniel Santoro, el que era mi abogado, Rodrigo González, el intendente de la ciudad de Salta Gustavo Sáenz y por último, contra mi persona”.


    El hábeas corpus no tuvo ninguna repercusión judicial y la detención se produjo cuatro días después de aquel encuentro con Fariña. Con las manos esposadas tapadas por una toalla, D’Alessio fue trasladado por prefectos hasta el Juzgado de Dolores.


    Hizo su primera defensa ante Ramos Padilla y presentó un escrito insistiendo en que fue víctima de “una maniobra maliciosa” para perjudicar a Stornelli. Reiteró que estaba haciendo una investigación “con fines jurídicos y periodísticos” sobre Etchebest. Y aclaró que “no fue encargada, ni podía estar en conocimiento del fiscal Stornelli”.


    Lo cierto de esta coartada del timador es que Campillo se había convertido en un arrepentido en la causa de los Cuadernos. Pero Campillo nunca nombró a Etchebest en la causa.


    En su escrito, D’Alessio dijo que Etchebest habría reconocido que se quedó con “el 25 por ciento de los recuperos impositivos” dados por la ONCCA a dueños de feedlots. Aclaró además: “Vi dos veces en mi vida a la señora ministra Bullrich y, en cuanto al periodista Daniel Santoro, poseo una gran confianza en su trayectoria”.


    El 17 de febrero, D’Alessio volvió a declarar como sospechoso ante Ramos Padilla y advirtió: “Si no me suicido, me van a matar en la cárcel. No es paranoia. Quiero prisión domiciliaria”.


    Medicado para poder declarar, dijo que Bogoliuk le pidió investigar a Etchebest y hacer “una ruta del dinero K al revés”, es decir que, por la extorsión, la víctima sacara plata de una cuenta bancaria oculta y así evidenciara dónde estaba el dinero negro. A cambio, dijo que Bogoliuk le prometió que iba a ser nombrado director de “Asuntos Complejos” de la AFI, aunque el cargo no existía. Pero que, luego de la entrevista con Stornelli en Pinamar, se dio cuenta de que le tendieron “una trampa”: “Bogoliuk y Etchebest fueron socios y no sé si lo siguen siendo. Tienen dos fundaciones. Ellos iban a ir a buscar la plata de la extorsión a Etchebest en el bar Viento en popa de Mar del Plata, pero el viaje se suspendió”.


    Luego se despachó contra el falso “productor agropecuario jubilado”: “Tiene 50 hectáreas en Sierra de los Padres que valen dos millones de dólares y sociedades espejo en Estados Unidos que pasan dinero a través de una fundación. Su nombre estaba agendado como ‘Pedro De Vido’ por parte de Carlos Liñani, porque iba al piso 11 o 12 del arquitecto y retiraba el dinero de los acuerdos que hacía. Aparentemente, se quedó con plata de Campillo, quien lo odia, y no se volvieron a ver hasta el 2017”.


    Siempre según la versión de D’Alessio, “Etchebest pasó a trabajar con el número dos de Etchegaray en la AFIP, que se llamaba Torinelli o Toninelli”.


    En febrero de 2019, con el Operativo Puf ya lanzado, Elisa Carrió decidió contraatacar y denunció a D’Alessio por el presunto delito de enriquecimiento ilícito y evasión impositiva en los tribunales de Comodoro Py.


    En un escrito que entregó a la jueza María Romilda Servini de Cubría y al fiscal Guillermo Marijuan, Carrió apuntó a las relaciones de D’Alessio con el ex titular de la agrupación K Hinchadas Unidas Argentinas, Marcelo Mallo. En su presentación, la diputada destacó que en 2013 la AFIP, bajo la conducción de Ricardo Echegaray, “habría tenido constancias fehacientes de los desajustes entre declaraciones de Impuesto a las Ganancias y Bienes Personales de D’Alessio por montos superiores a los $500.000” (unos 50.000 dólares al cambio de la época).


    La ex diputada enumeró una serie de propiedades en la Argentina y los diecinueve autos de alta gama a nombre de D’Alessio. Fue allí donde Carrió apuntó contra Echegaray: “D’Alessio se valió de esa red de protección organizada y activa desde el interior del propio organismo, bajo la dirección de Echegaray y con la participación de funcionarios claves como Toninelli y Michel”.


    Esa supuesta red, agregó la diputada, “garantizaba protección a terceros frente al negocio ilegal de facturas apócrifas, liquidaciones impositivas fraudulentas, manipulación de deudas en el organismo y uso indebido de declaraciones juradas anticipadas de importación (DJAI)”.


    En su denuncia, Carrió también afirmó que D’Alessio tenía como apoderado ante la AFIP a un contador que no identificó, pero que compartió domicilio con Adrián Marcal Gago, prófugo en una causa que investiga la jueza federal de San Isidro, Sandra Arroyo Salgado, por maniobras con las DJAI.


    En la causa de Dolores hay otro indicio a favor de la denuncia de Carrió sobre la supuesta relación entre D’Alessio y sectores de la AFIP durante el gobierno de Cristina. El ex espía de la AFI y ex guardaespaldas Rolando Barreiro afirmó que D’Alessio habría formado parte de una organización que estafó a la AFIP en cifras millonarias durante la época K. Las maniobras eran con los subsidios al transporte y las famosas DJAI. Barreiro, que sí fue espía de la AFI K, aclaró: “D’Alessio es un farsante. No cumple con los protocolos de un espía, como no identificarse ante terceros”.


    En su extensa indagatoria, Barreiro aseguró que D’Alessio había formado parte de una supuesta organización dedicada a realizar compensaciones fiscales irregulares en la AFIP. Y destacó: “Del grupo era parte fundamental Adrián Marcal Gago. Esa persona era la que se encargaba de entrar al sistema de AFIP. En su mayoría, trabajaba con empresas de transporte a las que hacían compensaciones de AFIP, lo que implica evasiones al fisco por sumas millonarias”.


    Barreiro también desnudó una cara hasta el momento oculta de la trama. Reveló que la relación entre D’Alessio y un espía de la AFI K llamado Claudio Álvarez “era a través de Marcelo Mallo y gente vinculada a la hinchada del Club Quilmes”.


    Además de esas maniobras en la AFIP, entre sus múltiples búsquedas de negocios D’Alessio falsificó documentos de empresas israelíes. Era para tratar de vender teléfonos encriptados, scanners y otros equipos de seguridad al senador kirchnerista Carlos “Camau” Espínola, entre otros clientes.


    En un español muy sencillo, el empresario israelí Dov Kilinsky declaró como testigo ante Ramos Padilla y negó tener relación con la inteligencia israelí o su ministerio de Defensa, como publicaron Página/12 y otros medios K. Y explicó que D’Alessio “se presentaba como un judío muy poderoso y quería ser el superagente con tecnologías de punta”.


    A Kilinsky se le mostraron decenas de documentos encontrados en la computadora de D’Alessio sobre tecnologías de seguridad (desde drones hasta misiles, pasando por scanners de contenedores o teléfonos encriptados), y aseguró sin rodeo que estaban adulterados. Por ejemplo, explicó que parte de esa documentación de su empresa Security Team Network (STN) había sido “manipulada” por D’Alessio. Y agregó: “D’Alessio fabricó esos documentos porque quería vender esas cosas y cobrar una comisión. Nos reunimos con el senador Espínola en su despacho y allí otro israelí explicó cómo funcionaban los teléfonos encriptados. Tuve que pedir un intérprete del inglés porque D’Alessio habla un inglés muy básico”.


    Así, la mayoría de los negocios de D’Alessio quedaron expuestos en la causa de Dolores. Pero D’Alessio negó las acusaciones y se autodefinió como un “gran simulador”.


    El 25 de febrero de 2019, con la precisión de un reloj suizo, mientras Cristina se encontraba en el juzgado de Bonadio para responder en ocho indagatorias en la causa de los Cuadernos, Ramos Padilla procesó con prisión preventiva a D’Alessio, acusándolo de integrar una asociación ilícita dedicada al espionaje ilegal y de extorsionar a Etchebest.


    Luego de mostrar decenas de imágenes y capturas de pantalla con supuestos intercambios de WhatsApp, Ramos Padilla afirmó: “Queda claro que a D’Alessio le habían brindado información de la que no puede disponer sino un órgano jurisdiccional o una agencia de inteligencia, y que ha efectuado seguimientos y tareas de inteligencia previas a su encuentro con Etchebest”.


    Tras la caída de D’Alessio, de la mano de Eduardo Valdés y otros operadores K, se presentaron en Dolores más querellantes –además de Etchebest–, que fueron admitidos con la velocidad del rayo.


    Luego, Ramos Padilla, cuya agrupación Justicia Legítima criticó las presiones preventivas de ex funcionarios K, justificó la que le dictó al falso abogado D’Alessio por el peligro de que se fugara y obstruyera la causa. En forma paralela, rechazó el pedido de su colega porteño Julián Ercolini de remitirle la causa D’Alessio.


    Ercolini la quería investigar en base a una contradenuncia del fiscal Stornelli, que denunció a D’Alessio por supuesta “defraudación” al usar su nombre para extorsionar a terceras personas. Por el contrario, en el último párrafo de su resolución, Ramos Padilla le pidió a Ercolini que le remitiera dicho expediente para investigarlo junto con la causa D’Alessio.


    Así empezó a crear tensión, en forma deliberada, con sus colegas de Comodoro Py. Es decir: los “enemigos” señalados por Cristina.


    Unos días después, Ramos Padilla dictó otros procesamientos: “Con prisión preventiva a los ex comisarios Bogoliuk y Degastaldi y al ex espía de la AFI Rolando Barreiro, todos como integrantes de esa asociación ilícita”.


    El magistrado también afirmó que fue comprobada la realización de “maniobras coactivas e intimidatorias y actividades de inteligencia con el objetivo de influir en la vida personal, el patrimonio y la situación institucional y/o política del país”.


    Era un dictamen extraño. Para comenzar, no hay mayor especificación sobre la “situación institucional” puntual a la que se refiere. Aunque sugiere, sin menciones explícitas, que se buscaba perjudicar la imagen de Cristina y sus seguidores.


    En la causa no hubo captación ilegal del contenido de comunicaciones, como afirmaron medios K, sino listados de llamados entregados por el fiscal Bidone al falso abogado.


    Por esto, Ramos Padilla agregó otros procesamientos:



    • Al fiscal general de Mercedes, Juan Ignacio Bidone, por ser supuestamente integrante de esa asociación ilícita de D’Alessio. Y proveer una base de datos personales de acceso restringido y registros de comunicaciones telefónicas.


    • Por lavado de dinero al empresario Pablo Bloise y otros hombres de negocios de bajo perfil.



    El juez justificó esa última decisión en chats de D’Alessio con empresarios sobre supuestas transferencias bancarias por “más de 100 millones de euros” a bancos de Europa y África. Se trataba de una lista de WhatsApp llamada “Grupo de Buenos Aires”, creada el 20 de marzo de 2018.


    Es extraño que no se haya encontrado, hasta el cierre de este libro, ninguna cuenta física o saldo del dinero del que hablaban los procesados en sus chats. Además, la página web de un banco encontrada en los chats era falsa.


    El juez describe en sus resoluciones hipótesis extrañas, como por ejemplo que estos interlocutores de D’Alessio habrían buscado financiamiento para pagar los gastos del espionaje ilegal, poniendo como ejemplo el caso que llamó “Terrorismo-Irán”.


    Ese expediente se basa en un informe propio del falso abogado, relacionado con el intento de vender cemento iraní a la Argentina desde Uruguay. Pero no sospecha que quizás haya sido otro de los negocios particulares para engañar a terceros de D’Alessio y otros imputados. Para el juez, el “Grupo de Buenos Aires” era la pata financiera de “una organización paraestatal vinculada a la AFI”.


    Durante meses, Cristina y los medios dieron por auténticos esos documentos y pidieron la intervención de la Corte. Denunciaron “la intromisión de una potencia extranjera” en la Argentina.


    La pura verdad: no existió ninguna intervención. Sin embargo, el humo sirvió para alimentar el relato K del lawfare.


    A la hora de mostrar las pruebas, el juez citó intercambios de mensajes entre D’Alessio y los comisarios, que se referirían a Etchebest. Por ejemplo, D’Alessio, luego de hablar con Etchebest, intercambió con Bogoliuk mensajes de voz:


    D’ALESSIO: Me voy a mi casa porque estoy de muy mal humor y voy a decir pelotudeces, pensar pelotudeces y no voy a estar creativo… Me saca el viejo este, te juro que me saca, me imagino que a vos también… Fijate, si querés, si mañana nos podemos juntar en el hotel NH a ver si podemos realmente avanzar.


    BOGOLIUK: No te des manija, porque ya lo escuché tres veces el audio. Es el viejo. Lo que tiene que entender ahora, cuando hablés con él, es que está jugando con tu credibilidad. Metele la culpa por ese lado, más que de la plata. Va a cumplir, va a cumplir. Es un chanta, no cambia más este, pasan los años y cada vez peor es.


    Luego el juez concluyó:



    • Estamos frente a una maniobra de extorsión que llevó adelante la asociación ilícita, para conseguir dinero indebidamente; o la asociación ilícita se dedicaba a llevar adelante actividades de espionaje ilegal sin una orden expresa de autoridad competente.


    • Sería que ambas estuvieran ejecutándose al mismo tiempo; es decir, que se estuviera averiguando la denominada “ruta inversa del dinero K”, y, al mismo tiempo, se obtuviera un rédito económico.



    En su resolución, Ramos Padilla dijo que, sobre la denuncia de D’Alessio, según la cual Bogoliuk, Baratta y Etchebest le hicieron “una cama”, no encontró pruebas. Y agregó: “A excepción de la existencia de una relación previa entre Etchebest con Bogoliuk y Degastaldi, sobre lo que corresponderá profundizar la pesquisa”.


    Lo cierto es que el juez jamás avanzó sobre esta hipótesis de la “cama”, incluso cuando aparecieron vínculos del falso abogado con la AFI K, entre otras pistas. Y no lo hizo porque iba contra sus conjeturas, su posicionamiento político y sus planes para ser ascendido a juez federal y electoral del estratégico Juzgado Federal 1 de La Plata.


    Pero el timador timado, desde su celda de aislamiento en la cárcel de Ezeiza, vio, al igual que Ramos Padilla, los primeros indicios de cambio en la situación política del país. Entonces, también dejó atrás la coartada de “la cama” y le hizo una oferta desopilante a Luis D’Elía: le propuso colaborar ante la Justicia para “hundir a Macri y sus traidores”. Lo dejó expresado con claridad en una carta manuscrita, enviada antes de las PASO de 2019.


    Primero: negó haber sido un “sionista pro Israel”, conociendo la posición pro iraní de D’Elía. D’Elia está procesado en la causa del Pacto con Irán por encubrir a cinco iraníes acusados por el atentado a la AMIA. Además, fue condenado por la toma de la Comisaría 24 de La Boca en 2004.


    Segundo: le propuso un acuerdo integral, siempre y cuando quedara claro que pasaba a ser un activo suyo a partir de ahí. “Tendría que entrevistarme con un operador judicial suyo y que sea el interlocutor válido para terminar por hundir a Macri y sus traidores… A los enemigos ni Justicia. Le daré datos sobre Patricia Bullrich, Elisa Carrió, Carlos Stornelli, Silvia Majdalani, Daniel Angelici, Jaime Stiuso, Ricardo Bogoliuk y Daniel Santoro”.


    Fracasada esa gestión, D’Alessio le pidió al fiscal federal de Dolores Juan Pablo Curi convertirse en arrepentido en la causa abierta por la denuncia de extorsión a Etchebest. Hizo una larga confesión, pero el juez Ramos Padilla rechazó homologar el acuerdo con el fiscal. Dijo que no le “aportaba nada” a la causa y que estaba en contra de la figura del arrepentido.


    Ramos Padilla estaba –desde el punto de vista doctrinario– en contra de las prisiones preventivas contra ex funcionarios K en casos de corrupción, pero tuvo a su imputado estrella más de dos años con preventiva.


    En ese momento, el falso abogado estaba desesperado y decía que se iba a suicidar. En enero de 2020 ya había pasado, en una celda de aislamiento, más de 300 días. Se quejó así: “Mi puerta es de chapa, sin barrotes. No puedo caminar salvo dos veces por semana. Perdí 17 kilos, me tiemblan las piernas, estuve 52 días sin caminar. Acá me dan palabras de aliento, pero es una muerte lenta y cruenta. Estoy cada vez peor, no me pueden dar más medicamentos”.


    Entonces, Ramos Padilla decidió mandarlo al pabellón IRIC (Sistema de Intervención para la Reducción de Índices de Corruptibilidad) con los presos K de los casos por corrupción. D’Alessio se negó al traslado: temía represalias. Presentó un hábeas corpus ante el juez federal de Lomas de Zamora, Federico Villena, quien ordenó sacarlo de la celda de aislamiento y mandarlo a una celda común, con presos con buena conducta.


    A mediados de 2020, D’Alessio se enfermó de Covid 19 y fue enviado al hospital de la cárcel. Al salir, seguía abrumado. Pero en diciembre, un pedido del fiscal general de Mar del Plata, Juan Manuel Pettigiani, a la Cámara Federal de esa ciudad, prendió una luz en el oscuro túnel en que se encontraba su vida. La Cámara, integrada por los jueces Eduardo Jiménez y Alejandro Tazza, aceptó una solicitud de Pettigiani: “Revisar la validez constitucional de la extracción de claves dispuesta por el magistrado instructor respecto del teléfono celular del imputado D’Alessio, que se habría provocado por la fuerza o intimidación, y las actuaciones procesales consecuentes, ya que podrían haberse visto afectadas garantías constitucionales”.


    ¿A qué se refería el tribunal de alzada en esa resolución?


    En febrero de 2019 Ramos Padilla estaba desesperado porque solo tenía como indicios en la causa de Dolores las grabaciones clandestinas que había hecho Etchebest contra Stornelli. Entonces le ordenó a la Prefectura que presionara a D’Alessio para lograr un reconocimiento oficial y dactilar a fin de abrir sus celulares y computadoras.


    El juez, que venía del campo de los derechos humanos, lo hizo en estos polémicos términos: “Autorizo la utilización de la mínima fuerza indispensable que se estime necesaria”.


    Sin la presencia de su abogado y en el edificio Guardacostas, un grupo de prefectos interpretaron a su modo qué tipo de fuerza era “necesaria”. Amenazaron a D’Alessio “con romperle la cara contra una pared” y “quebrarle el dedo”, según fuentes allegadas a su defensa, si no accedía a abrir sus teléfonos por propia voluntad.


    El perito del falso abogado objetó el procedimiento y se retiró a los gritos. Denunció una “artera maniobra” del juez. D’Alessio se asustó y pidió hablar con su esposa para que le suministrara las claves de la computadora.


    Bajo esa intimidación, finalmente, accedió a que le realicen un reconocimiento facial y dactilar para abrir sus dos iPhone 8 Plus y su computadora portátil.


    Así, Ramos Padilla accedió a los chats y documentos de D’Alessio.


    Al enterarse, su abogado Claudio Fogar presentó un hábeas corpus, pero un juez de instrucción lo rechazó. Casi dos años después, la Cámara Federal de Mar del Plata ordenó investigar una supuesta violación a los derechos humanos de D’Alessio, que podría terminar con la nulidad de toda la causa.


    La defensa presentó un escrito y esperaba, mientras se terminaba de escribir este libro, que se aplicara la “teoría del árbol de los frutos envenenados”. Es decir que, si una prueba clave de la causa está contaminada por un procedimiento ilegal, entonces todas las decisiones judiciales basadas en ella también están contaminadas.


    Sería un duro golpe para Ramos Padilla, un magistrado que se jacta, al igual que su padre, del respeto irrestricto por los derechos humanos, el haber intimidado a un imputado por la fuerza para lograr sus objetivos.


    Por lo pronto, en junio de 2021 el fiscal general de Mar del Plata Juan Manuel Pettigiani pidió a la Cámara Federal de dicha ciudad la nulidad de esa pericia clave en los teléfonos de D’Alessio por haber sido realizada mediante “el uso ilegal de la fuerza” de parte de efectivos de la Prefectura, y así “lograr que el imputado se autoincrimine”.


    Pero Ramos Padilla no solo usó métodos cuestionables para que D’Alessio abriera su celular: también usó grabaciones clandestinas como prueba, citó declaraciones tomadas en un allanamiento sin el conocimiento del imputado y contó con el auxilio de abogados vinculados a la AFI K y al equipo “25 de Mayo” que ayudó a los presos K en Ezeiza.
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    Espías K en la AFI de Macri


    No tengo dudas. El kirchnerismo nos infiltró la AFI durante el gobierno de Cambiemos y desde allí apoyó el Operativo Puf y otras maniobras judiciales a favor de la impunidad de Cristina Kirchner.


    Estas palabras pertenecen al diputado nacional de Juntos por el Cambio José Cano, en una entrevista realizada en exclusiva para este libro. Cano integra la comisión bicameral de Inteligencia y sostiene que “un claro ejemplo de la infiltración” fue el grupo de operaciones bautizado “25 de Mayo” por ex funcionarios K presos en Ezeiza, entre ellos Roberto Baratta.


    Cano interpreta que la infiltración se produjo “por falta de controles internos” de los ex titulares de la AFI, Gustavo Arribas y Silvia Majdalani: “No hicieron la depuración política que hacen todos los gobiernos cuando toman el poder. Además, Majdalani no tocó, en particular, al sector que respondía al ex número dos de la SIDE K, Paco Larcher”.


    Majdalani es íntima amiga de la esposa de Larcher.


    Sin embargo, al margen del sector de Larcher, hay un grupo de la AFI que sigue teniendo como “mandos naturales” a Oscar Parrilli y Juan Martín Mena. Estos hombres de suma confianza de Cristina Fernández “están, en los hechos, por encima” de la interventora del organismo, Cristina Caamaño, según la mirada del legislador por Tucumán. “Santoro, recuerde que existe un establishment de la AFI que, como los jueces, siempre apoya al que tiene o puede acceder al poder”, advierte Cano.


    El dirigente basa la afirmación en su conocimiento y en las escuchas de los presos K que organizaron el Operativo Puf. Por ejemplo, Baratta, en enero de 2019, aludió más de cinco veces al grupo 25 de Mayo. La sede de la AFI está ubicada en la calle 25 de Mayo número 11.


    En efecto, dos días antes de la maniobra de forum shopping de Pedro Etchebest y los K ante Alejo Ramos Padilla, el 26 de enero de 2019, uno de los operadores de Baratta dijo: “Hay una audiencia con un tipo que está muy cerca de la Señora. Me dan cinco minutos. Antes voy a pasar por 25 de Mayo para chequear unas cosas”.


    Al día siguiente, Baratta preguntó por la “Bruja jefa” y su interlocutor le dijo: “Te cuento: mañana voy a 25 de mayo y después voy al Instituto Patria, así que tipo tres, tres y media de la tarde tendré todas las novedades”.


    Mientras, la esposa de Baratta se reunía con “el viejo inútil”, en alusión a Parrilli, ex “Señor 5” de la AFI. Después de las reuniones, el interlocutor de Baratta volvió a llamar a la mano derecha de Julio De Vido y le confirmó: “25 de mayo ratifica todo y el Parrilli este es un idiota”. Baratta le preguntó qué quería Parrilli y recibió esta respuesta: “El Gordo Juan me consiguió 5 minutos con este para ver qué temperamento iba a adoptar la ‘Señora’, pero solo chamuyó…”.


    El “Gordo Juan” era Juan Martín Mena, ex “Señor 8” de la AFI y hoy viceministro de Justicia de la nación y el operador judicial de mayor confianza de Cristina.


    Antes del Operativo Puf, en 2015, Parrilli, Mena y Rodolfo Tailhade, como jefe de Contrainteligencia, quedaron a cargo de la AFI. Tomaron las riendas tras el crimen de Nisman y el despido del poderoso ex titular de Contrainteligencia, Antonio Stiuso.


    Parrilli y Mena tienen trayectorias políticas conocidas pero… ¿quién es Tailhade?


    En 2013 entró al gobierno de Cristina como titular de la Inspección General de Justicia. Su primera medida fue poner un cepo informativo sobre los balances de las empresas Ciccone, Hotesur de los Kirchner, Austral Construcciones de Lázaro Báez y Grupo Indalo de Cristóbal López. Así, fue escalando posiciones dentro del entorno de CFK hasta pasar a ser el subdirector de Contrainteligencia de la AFI.


    Con la victoria de Mauricio Macri sobre Daniel Scioli en 2015, quedó a cargo de hacer –siempre con la luz verde de la Señora– denuncias penales a repetición contra funcionarios del macrismo, la mayoría de ellas rechazadas porque no constituían delito o no había pruebas de sus afirmaciones. Muchas eran directamente delirantes.


    Luego, Cristina creó el Instituto Patria, nombró a Parrilli como su presidente y llevó a Mena y a Tailhade como sus asesores predilectos. El Patria pasó a ser su centro de operaciones.


    Pero hay más espías alrededor de ese “tanque de ideas” de Cristina. En una videoconferencia de 2016 organizada por el Patria sobre la situación judicial de la dirigente de la Túpac Amaru, Milagro Sala, la ex presidenta utilizó el usuario de Skype de Bruno Leonardo Kruger. Al día siguiente, cuando leyó que los medios detectaron que Kruger era un ex espía de la AFI, llamó a Parrilli y descargó su furia: “¿La verdad? ¿Me hincha las pelotas todo, Oscar!”.


    Bruno Leonardo Kruger y otro miembro del Patria eran dos agentes de la AFI K. La revista Noticias había publicado su nombre junto con el de otros 137 espías ingresados a la flamante AFI de la gestión Parrilli en 2015. La famosa conversación entre la ex presidenta y su ex jefe de Inteligencia siguió así:


    CRISTINA: Estuve mirando el artículo este de Clarín que sacaron estos hijos de puta y la verdad es que, en realidad, la denuncia no se la vamos a poder hacer porque sale un instante la identificación de Kruger.


    PARRILLI: Claro, es lo que dice el coso.


    CRISTINA: Sí, sí, sí. No es que estaban haciéndonos inteligencia…


    PARRILLI: Bueno, pero sabés lo que hicieron.


    CRISTINA: No, pero son todas boludeces nuestras, disculpame. Cuando nos hacen inteligencia, nos hacen inteligencia.


    Más de una vez CFK le dijo a Parrilli que iba a consultar con el ex jefe de Gabinete, Aníbal Fernández, sobre este tipo de problemas. Desde ese cargo, Aníbal manejó la inteligencia criminal de las fuerzas de seguridad federales y tuvo una fuerte batalla interna con Antonio Stiuso.


    Con esa estructura de inteligencia, más un ejército de abogados, legisladores, comunicadores y militantes dispuestos a decir y creer cualquier cosa, Cristina autorizó y apoyó el Operativo Puf en enero de 2019. Así fue que hizo denunciar los vínculos de D’Alessio con la AFI de Macri. Los K ocultaron que por lo menos desde principios de 2015 se reunieron varias veces con él e incluso hicieron negocios.


    Veamos la reconstrucción completa de esta cadena de contactos K con el falso abogado.


    En su momento, su ex guardaespaldas y ex agente de la AFI, Rolando Barreiro, reveló que otro espía llamado Claudio Álvarez “tenía relación con D’Alessio” desde principios de 2015. Barreiro y Álvarez trabajaron en el área de Contrainteligencia de Tailhade.Cuando Barreiro le preguntó a D’Alessio sobre Álvarez, le dijo que “lo conocía de Quilmes”. Álvarez, a su vez, especificó que a D’Alessio se lo presentó a principios de 2015 otro agente llamado Gastón Ariel Parra.


    Sobre este aspecto clave, Álvarez dijo: “Pedí autorización a la agencia durante la gestión de Parrilli para obtener información de D’Alessio sobre un narcotraficante”. ¿Quién le dio luz verde a Álvarez para dicho contacto? Misterio.


    Álvarez precisó que se reunió con D’Alessio en una oficina que tenía en la localidad bonaerense de Canning para hablar del supuesto narcotraficante. Más tarde pasó a trabajar como “culata” de D’Alessio. Álvarez iba a su oficina junto con otro agente, y custodiaban el estudio mientras se hacían transacciones dinerarias.


    A esa oficina también concurría el presidente de Hinchadas Unidas Argentinas, Marcelo Mallo.


    El otro agente, Parra, precisó: “A principios de 2015, D’Alessio y Mallo, por cuestiones de militancia política, se reunieron para hablar sobre temas de campaña… Era un año de elecciones y se estaban definiendo las fórmulas para gobernador de la provincia de Buenos Aires”.


    Mallo militó en el sector kirchnerista de Aníbal Fernández. Además, es socio de D’Alessio en una empresa que cría truchas en Neuquén, llamada Natural Trout SA.


    En la interna del peronismo bonaerense de 2015 compitieron Aníbal Fernández y Julián Domínguez. Ganó Aníbal, apoyado por Cristina. Parra, Álvarez, Mallo y D’Alessio hablaron “sobre temas de campaña” y militaron a favor de los K en la zona sur del Gran Buenos Aires. ¿Solo fue un encuentro entre dos espías rasos con D’Alessio y un barrabrava K? No.


    Parra afirmó que fue “autorizado por sus superiores Juan Manuel Paniagua y Marcelo Góngora” para contactarse con el falso abogado. Pero hasta ahora la Justicia no les consultó a Paniagua y a Góngora si en efecto avalaron el contacto y cuál fue el motivo del acercamiento.


    Otra pregunta sobre los contactos de la AFI K con D’Alessio: ¿fueron por información sobre narcotráfico, las internas del PJ y una changa para un espía como “culata”? ¿O D’Alessio fue reclutado ya desde ese momento por los K?


    Por ahora no hay respuestas concluyentes. Lo que sí queda claro es que D’Alessio estaba en el radar de la inteligencia de los K desde principios de 2015.


    El intercambio de acusaciones sobre si la AFI K o la AFI de Macri conoció antes a D’Alessio desató una discusión reservada en el ámbito del Congreso nacional. Veamos este revelador y colorido debate en la bicameral de Inteligencia, en abril de 2019.


    Vestida de negro, con un collar de perlas y anillos y pulseras de oro, Silvia “la Turca” Majdalani miró a Tailhade y se dirigió a él con ironía:


    MAJDALANI: Quiero saludar al diputado Tailhade, a quien no tengo el gusto de conocer. Usted dijo: “Majdalani y Arribas son dos sinvergüenzas. Majdalani se dedica al choreo y a apretar gente. Arribas hace inteligencia sobre Cristina”. ¿Cuáles son las pruebas que usted tiene para decir semejante barbaridad?


    TAILHADE (A LOS GRITOS): Esta no es la comisión de seguimiento de los legisladores, doctora, ¿eh?


    Majdalani y Arribas fueron a esa comisión para dar explicaciones por el caso D’Alessio. Luego del picante intercambio, el senador radical Juan Carlos Marino llamó al orden y le dio la palabra al legislador ultra K.


    TAILHADE: Doctora, estamos acá para controlarla a usted, no usted para controlarme a mí. Si usted quiere que ratifique o rectifique, llámeme a una mediación judicial.


    MAJDALANI: No soy doctora. Usted me puede controlar, pero no me puede difamar…


    Así, Majdalani puso en evidencia la ignorancia y la prepotencia de Tailhade. Ella conocía el paño. Antes había sido integrante de la comisión bicameral de Inteligencia. Además, provenía del menemismo y luego se pasó al PRO.


    En cambio, antes de 2015 el número uno de la AFI, Gustavo Arribas, no tenía antecedentes en inteligencia. Su principal talento era su íntima amistad con Macri y su capacidad para vender jugadores de fútbol al exterior. Fue el intermediario en el polémico pase de Carlos Tévez desde Boca al Corinthias de Brasil.


    Vestido con saco azul y corbata al tono, el escribano Arribas aclaró que el comisario Aníbal Degastaldi, uno de los procesados junto con D’Alessio, “no pertenece ni ha pertenecido nunca al organismo”. En cambio, dijo que el comisario Bogoliuk fue el jefe de la base Ezeiza de la Dirección de Reunión que la AFI creó en el Gran Buenos Aires. Se desempeñó en ese cargo entre “el 4 de mayo de 2017 y el 1° de enero de 2018”. Por su parte, D’Alessio nunca trabajó para la AFI.


    En aquella reunión en el Congreso se lanzaron comentarios filosos de uno y otro lado. Majdalani le recordó al senador K Marcelo Fuentes que D’Alessio fue funcionario de Enarsa durante el gobierno de Cristina. Molesto, Fuentes contraatacó preguntando: “¿Cuáles eran las medidas tendientes en contrainteligencia para ver lo que D’Alessio estaba haciendo?”. A lo que Arricas repuso: “Senador, de acuerdo con el artículo 4º de la ley 25.520, se le impide a la AFI realizar tareas de investigación criminal sin la autorización judicial”.


    La reunión se puso más tensa. Entonces Arribas confirmó que el ex espía Rolando Barreiro le presentó al fiscal Bidone, al agente de la AFI Claudio Álvarez y a D’Alessio. Tailhade saltó como resorte.


    TAILHADE: ¿Dónde sostiene eso, licenciado? ¿En qué causa?


    ARRIBAS: En la declaración indagatoria ante el juez Rodríguez por la causa de extorsión contra Gabriel Traficante…


    MAJDALANI: Este señor Barreiro, que entró a la casa en el año 2002, gestión Toma, y se retiró en mayo de 2016, gestión Arribas, trabajaba en Contrainteligencia, donde el diputado Tailhade era subdirector. Entonces, resulta que este señor trabajaba con ustedes, no con nosotros.


    TAILHADE: Mire usted. Gracias por el dato.


    ARRIBAS: Barreiro inició su carrera en el año 2002, siempre reportó a la dirección de Contrainteligencia, incluso en la AFI conducida por Parrilli, quien encomendó la conducción del área de Contrainteligencia a Tailhade. Nuestra administración apartó a Barreiro de un área tan sensible y lo mandó al área de Seguridad, de la que finalmente renunció en mayo de 2016.


    LEOPOLDO MOREAU: ¿Con qué criterio se reclutan policías exonerados de otras fuerzas en la AFI? Como el caso, por ejemplo, de Bogoliuk.


    MAJDALANI: Bogoliuk es un comisario que no fue exonerado: se jubiló. Bogoliuk armó con Marcelo Saín la Policía de Seguridad Aeroportuaria en la presidencia de Néstor Kirchner. Saín es la persona que hizo la modificación de la ley 25.520; fue el director de la Escuela Nacional de Inteligencia. Fue un antecedente suficiente…


    ARRIBAS: Bogoliuk estuvo a cargo de la base Ezeiza de la Dirección de Reunión llamada AMBA. Eso significa que no tenía tareas operativas.


    TAILHADE: No puede desconocer que para reunir información muchas veces hay que hacer tareas operativas. O sea, no se reúne información solamente entrando a Google; se reúne información siguiendo personas, chupando teléfonos.


    MAJDALANI: El tema es que pinchar teléfonos sin una orden judicial no se puede hacer…


    Tailhade: Le pregunté a Arribas.


    MAJDALANI: Contestale vos, porque para el diputado las respuestas de las mujeres no valen tanto como las de los varones.


    ARRIBAS: Usted, Tailhade, es ex agente. Entonces debería saber que las tareas operativas vienen después de la reunión y solo son efectuadas con orden judicial…


    MOREAU: ¿Pablo Pinamonti es agente de la AFI?


    MAJDALANI: Sí, claro. Pablo Pinamonti era el encargado de esa Dirección de Reunión.


    MIGUEL ÁNGEL PICHETTO: Había ingresado con De la Rúa.


    Ante otro sarcasmo de Moreau, el senador Marino lo llamó al orden.


    MAJDALANI: Ustedes dan tanta certeza cuando hacen declaraciones que, evidentemente, en esta comisión deben tener lo que les mandó el juez Ramos Padilla y les debe haber dado la prueba contundente de que esto existió.


    MOREAU: Lo que digo es: Barreiro dice que se reunía con este señor Pinamonti, D’Alessio y él en una confitería de Puerto Madero…


    ARRIBAS: Y usted tiene mejor información que nosotros…


    MOREAU: Esto forma parte de una declaración de la que tienen conocimiento más de 19 querellas porque el secreto de sumario está levantado en la causa de Dolores. Yo no tengo copia de la declaración de Barreiro.


    MAJDALANI: Pero… ¿usted es adivino? Porque si usted no tiene las copias de las declaraciones, ¿cómo lo sabe?


    MOREAU: No estamos frente a un “loquito”, más allá de la estructura de personalidad de D’Alessio. Estamos frente a una organización que dedicó sus esfuerzos a fabricar causas judiciales y plantar testigos falsos, acorralar personajes para que se hicieran arrepentidos.


    Pichetto le pidió a Moreau que por favor hiciera preguntas y “no baje línea”.


    MOREAU: Bogoliuk armó una estructura de inteligencia paralela después de dejar la agencia. La estructura de mandos era D’Alessio, haciendo las investigaciones, informándole a Bogoliuk. Bogoliuk informándole a Pinamonti. Pinamonti pasando esa información a ustedes. Específicamente, a través de otros, del señor Biorsi, el cuñado de Majdalani y jefe de gabinete de la AFI.


    MIGUEL BAZZE (UCR): No vinimos a sacar conclusiones, Leopoldo. Sos absolutamente irresponsable…


    PICHETTO: Hay un personaje que formaba parte de esta organización, que se llama Bidone, un fiscal de la provincia de Buenos Aires, que pedía informes a Migraciones. La verdad, si el aparato de la AFI estuviera en este juego con D’Alessio, no requerirían vía un fiscal información a Migraciones. Era una organización de carácter delictivo dirigida a extorsionar.


    Se volvió a interrumpir la sesión con gritos y chicanas de ambos lados.


    MARINO: ¡Respetá, Leopoldo, a los demás, como te respetan a vos! ¡Aprendé a respetar! ¡Respetá a tus compañeros!


    Otra vez la reunión secreta se fue de madre y se pasó al intercambio de insultos. El senador Marino dijo que “no me hago responsable de la conducta de este tipo”, por Moreau. Y así dio por finalizada la sesión. Saldo: en la comisión bicameral se empezó a hablar de los comisarios Bogoliuk y Degastaldi.


    En su testimonial en Dolores, Etchebest insistió con que el comisario Bogoliuk era su “amigo”, pese a que fue procesado por un intento de extorsión en su contra. Así abrió otros interrogantes sobre quiénes manipularon a quiénes. Es decir, si el falso abogado cayó en una trampa de los comisarios retirados impulsada por Etchebest y el equipo de inteligencia K, o si D’Alessio y Bogoliuk operaron contra el “productor agropecuario jubilado”.


    Pero, ¿quiénes son estos comisarios?


    Nunca los conocí en persona, ni hablé directa o indirectamente con ellos.


    En mi libro Nisman debe morir conté que el fiscal de la AMIA, antes del crimen, llamó a Bogoliuk para pedirle un arma. Bogoliuk se jubiló en la Bonaerense en 2004 con “calificaciones de 10”. Después se recibió de licenciado en Seguridad en la universidad del Salvador.


    Más tarde fue llamado por el actual ministro de Seguridad de Santa Fe, Marcelo Saín, para crear la PSA, donde trabajó dos años y medio, como contó Majdalani. Entre 2016 y 2017, Bogoliuk estuvo a cargo de la base Ezeiza del proyecto AMBA.


    A su vez, Degastaldi se retiró de la Bonaerense en 2006. Entre otros puestos, estuvo a cargo de la seguridad del Partido de la Costa cuando fue el crimen del fotógrafo José Luis Cabezas. Después trabajó en la empresa Global Solutions Consultora Integral, en Clear Ness SA, del comisario retirado Mario Naldi, y en Cuatro Límites, un emprendimiento de gastronomía.


    Luego creó Cónsul Salud, junto con el ex periodista de C5N y actual gerente de Radio Del Plata Antonio Fernández Llorente. Esta radio pertenece al grupo Electroingeniería del empresario K procesado en la causa de los Cuadernos, Gerardo Ferreyra.


    Bogoliuk y Degastaldi son socios en las empresas Yachad SRL, dedicada a la comercialización de bebidas. También, en la firma International Risk Management.


    A Degastaldi le ofrecieron integrar la AFI casi al mismo tiempo que a Bogoliuk, pero dice que lo rechazó.


    La Auditoría General de la Policía Bonaerense abrió sumarios internos para comprobar si Bogoliuk y Desgastaldi habían investigado en forma ilegal a la entonces gobernadora María Eugenia Vidal, al ministro de Seguridad Cristian Ritondo o a la diputada Carrió. Esas averiguaciones dieron resultados negativos.


    En cambio, dicha auditoría registró un robo.


    En 2011, en un cumpleaños, Bogoliuk y Degastaldi fueron víctimas de un violento asalto en la localidad de Moreno. Los redujeron a palazos y luego los ataron con corbatas. Se llevaron de la casa relojes, alhajas, dinero y un auto. Al menos desde 2011 Bogoliuk y Degastaldi eran amigos.


    También queda claro que, como retirados, buscaban distintos negocios. Por lo menos hasta que Bogoliuk integró el frustrado proyecto AMBA de la AFI, que dirigió Pinamonti, para luego vincularse a D’Alessio.


    ¿Y qué papel juega en toda esta trama Pablo Pinamonti?


    Se presentó en forma espontánea ante el Juzgado de Dolores a fines de 2019 y se identificó como ex director de Reunión de la AFI del proyecto AMBA. Se trata de un abogado radical que pasó por la ex SIDE en tiempos de la Alianza, luego fue asesor del Ministerio de Seguridad bonaerense y más tarde fue director de Asuntos Internos de la Policía Metropolitana. De allí saltó a la AFI, como contó Arribas.


    D’Alessio señaló que había recibido la promesa de Bogoliuk de que iba a ser nombrado director de Asuntos Complejos de ese organismo –cargo que no existía– “si salía bien la operación sobre Etchebest”.


    Ante el juez, Pinamonti confirmó que dirigió la AMBA desde el 27 de mayo de 2016 hasta el 5 de abril de 2017, cuando se disolvió el proyecto. Después del cierre, pasó a ser jefe del departamento de Coordinación y Asuntos Jurídicos de la AFI. En su escrito, admitió que tomó un café con Bogoliuk, en un lugar público: “Entre agosto y noviembre de 2018 se hizo presente en el café un hombre que se identificó como ‘doctor Marcelo D’Alessio’. Nunca más lo vi. Me pareció logorreico, es decir, una persona que padece una enfermedad mental que se manifiesta por un lenguaje confuso, incoherente y jactancioso”.


    Pinamonti negó haberle hecho aquella oferta laboral al falso abogado, dijo que no tenía el poder para nombrar a nadie en la AFI y que, cuando tuvo lugar la extorsión a Etchebest, se encontraba de vacaciones en Punta del Este.


    Para desmentir los chats de D’Alessio a Etchebest, Pinamonti aclaró: “No conozco a Macri, ni al presidente de Boca, Daniel Angelici. Tampoco conozco al juez Villena y menos soy su amigo. Nunca me pidieron que consiguiera un permiso para portar armas para D’Alessio”.


    Al analizar los mensajes entre el falso abogado y Bogoliuk, destacó uno en que acuerdan en reunirse el “6 de febrero [de 2019] con Pablo” para “venderle” un proyecto.


    PINAMONTI: Venderme algo que no compré. Es decir, algo que no era parte de la AFI ni mío.


    ¿La oferta del cargo en la AFI fue real, otra mentira de D’Alessio o parte de la “cama” contra el falso abogado?


    Falta solo un personaje del mundo del espionaje en este caso: el ex director de la SIDE Antonio Stiuso, a quien Cristina considera uno de sus principales enemigos.


    Al declarar como testigo ante el juez Ramos Padilla, Stiuso confirmó que “son falsos” los informes “secretos” con el logo de la Embajada de Estados Unidos y del ministerio de Defensa de Israel y la AFI, entre otros, encontrados en la computadora de D’Alessio.


    Ante el juez, quien usó esos documentos “secretos” como pruebas de sus procesamientos, Stiuso fue categórico: “Esos informes son un pasquín armado con datos y fotos de Internet y no documentos auténticos. Están armados con datos públicos de Internet y después se han tomado el trabajo de obtener fotos. Después sí en algunos hay listados telefónicos verdaderos”.


    En su largo testimonio, Stiuso dijo que es hijo único y que por lo tanto no tiene sobrinos. Descartó así que el ex agente Barreiro tuviese algún grado de parentesco. Confirmó, sin embargo, que Barreiro –quien estaba procesado y con prisión preventiva en la causa– fue uno de los “350 agentes” que tuvo en la dirección de Contrainteligencia hasta enero de 2015, cuando fue reemplazado por Tailhade.


    En ese mes se tuvo que ir del país, tras el crimen del fiscal Alberto Nisman, por las amenazas del kirchnerismo. En un lenguaje críptico, Stiuso agregó: “Alguien hiló todo, no lo digo por usted juez, lo digo por los que andan presentando denuncias y compañía. El punto que sigue es que se presenta un abogado para ser querellante por una serie de personajes y es el mismo abogado que representa a Ricardo Echegaray […] Cuatro meses después de que Eduardo Valdés y todos ellos me cargaran que tenía que ver con D’Alessio, en mayo de 2019 se me apareció el despachante de Aduana Carlos Liñani, mientras tomaba un café. Me dijo que él era el que había conectado al jardinero de Cristina, Ricardo Barreiro, con D’Alessio. Le contesté que no conocía a ninguno de los dos y que si tenía que decir algo que fuera a la Justicia”.


    Después, Stiuso subrayó que su grupo de Contrainteligencia fue el que desbarató en 2007 la banda del “Rey de la Efedrina”, Roberto Segovia. Además, resaltó que el gobierno de Cristina Kirchner y el fiscal de Mercedes, Juan Bidone, en forma llamativa “nunca me pidieron” que colaborara en la investigación del triple crimen de General Rodríguez.


    Terminó así: “Me presenté en Dolores para poder leer las denuncias y buscar las hilaciones de quién está detrás de todo esto, pero ya como afectado directo… Hay personas que están presas en las causas por corrupción y todo vale para poder zafar, ¿no? Esto es lo que yo veo, pero no quiero decir cosas que no pueda comprobar”.


    Las palabras de Stiuso provocaron miedo entre operadores de Cristina y el juez le dio en forma rápida el carácter de querellante. Pero meses más tarde Stiuso “se vinculó con el gobernador de Tucumán, el peronista Juan Manzur, a través del empresario Hugo Sigman”, según afirmaron dos fuentes legislativas. Es decir: tras haberse exiliado en Estados Unidos con la protección de la CIA por el asesinato de Nisman, y después de cuatro años de ostracismo, Stiuso se volvió a acercar indirectamente al peronismo.


    El poderoso ex director de Operaciones de la SIDE nombró a Valdés en su testimonial como uno de los que operaban contra él en Dolores. ¿A qué otros abogados aludió Stiuso en su testimonial?


    Nada más y nada menos que a varios integrantes del ejército de letrados que organizaron la maniobra de forum shopping para llevar la causa D’Alessio a Dolores.


    Fueron los que trabajaron para convertir el trabajo de quienes se infiltraron en la AFI de Macri en una causa que sirviera para anular los juicios contra Cristina Fernández.


    Los vamos a conocer con nombre y apellido.
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    El dossier secreto sobre los abogados K


    Desde el intento de instalar una red ilegal de inteligencia en la cárcel de Devoto hasta el caso D’Alessio permiten presentar como hipótesis las posibles actividades de Franco Bindi en violación a la Ley de Inteligencia. Estas se habrían mantenido con el paso de los años y profundizado gracias a los nexos generados por las referencias que haría a su vinculación a la AFI en la gestión a cargo del doctor Parrilli.


    Así reza un informe secreto de la AFI de Macri presentado en la causa abierta por una denuncia del periodista Carlos Pagni ante el entonces juez federal Rodolfo Canicoba Corral, documento al que accedió este autor en exclusiva.


    Pero ¿quién es Franco Agustín Bindi? ¿Por qué no da entrevistas como otros abogados? ¿Por qué circulan muy pocas fotos suyas? ¿Es cierto que estuvo prófugo de la Justicia mientras trabajaba para los K?


    El misterioso “Esqueletor”, “Skeleton” o “Bindi-Laden”, como lo llaman en Tribunales, es uno de los personajes clave de la trama de abogados que se esconde detrás del Operativo Puf. Es que la causa D’Alessio tiene una fuerte presencia de abogados vinculados a los servicios de Inteligencia y al kirchnerismo, que se cruzan en la defensa de ex funcionarios K.


    Es curioso: la mayoría apareció después en la causa por supuesto espionaje ilegal macrista en Lomas de Zamora, otro de los ejes del plan de impunidad y venganza de Cristina.


    Algunos de estos letrados actúan en forma sincronizada en el expediente de Dolores. Además, operan con filtraciones dirigidas. Se trata de datos reales mezclados con falsedades, cócteles que son distribuidos y publicados por medios de comunicación K.


    Bindi, que en público no habla de nada, es la figura principal del entramado. Es quien habría llevado al Instituto Patria la idea de usar a Etchebest en el Operativo Puf. De nuevo: Bindi había defendido a Etchebest en la causa por reducción a la servidumbre de ciudadanos bolivianos. Luego su cliente se convirtió en el ariete para abrir una causa contra el fiscal Carlos Stornelli.


    Bindi se recibió de abogado en la UBA. En 2009 trabajó en la dirección de Sumarios del Ministerio de Planificación. Dos años después, apareció jugando al tenis –luego de una conferencia sobre la Argentina en Washington– con altos funcionarios del gobierno de Daniel Scioli. Entre agosto de 2012 y enero de 2013 trabajó en el Ministerio de Seguridad bonaerense, con Ricardo Casal como ministro de Seguridad y Justicia.


    Pero en enero de 2013, en forma sorpresiva, ese mismo ministerio ofreció una recompensa de entre 20.000 y 100.000 pesos a las personas que aportaran información sobre el paradero de Bindi.


    El abogado se había profugado.


    Dice la orden de detención, acompañada de una de las pocas fotos suyas que se conocen: “Nació el 23 de agosto de 1985, DNI N° 31.763.869, de profesión abogado, hijo de Gustavo Alberto Bindi y Patricia Silvia de Paulis, con último domicilio conocido en calle Olleros al 1900 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires […] Es una orden de captura nacional e internacional por suponérselo coautor del delito de sustracción de menores en perjuicio de la menor Sofía Gonzalo y su madre María Josefina Málaga. Interviene la Unidad Funcional de Instrucción y Juicio N°12 del Departamento Judicial de Azul”.


    La captura se dictó en el caso de la niña Sofía Gonzalo, a quien su padre sacó del país rumbo a Porto Alegre, Brasil, en 2008, sin autorización judicial y en medio de un divorcio conflictivo. En la causa, un juez de Azul imputó al padre de la niña y a los abogados Franco Agustín Bindi y su socio Mariano Rimini Carol. Estos habrían conseguido documentación apócrifa para que su cliente pudiera salir del país.


    Más tarde, la Cámara de Casación Penal confirmó el cambio de carátula. Pasó de “secuestro de menores” a “impedimento de contacto”. Se trataba, entonces, de un delito excarcelable. Eso le permitió a Bindi salir de la clandestinidad.


    Un año después, Bindi volvió a trabajar: en la Dirección de Sumarios del Ministerio de Planificación de Julio De Vido. Mientras, el mencionado socio de Bindi, Rimini Carol, pasó a trabajar como empleado de la Biblioteca Nacional. Y aquí aparece otra curiosidad. Porque más que empleado de la Biblioteca, en realidad, sería “un agente de la Agencia Federal de Inteligencia”, según el informe secreto citado al comienzo de este capítulo.


    Gracias a contactos políticos con el kirchnerismo, cuatro meses después de la salida de la clandestinidad, el estudio del joven abogado Bindi fue contratado por el gobernador protokirchnerista de Santiago de Estero, Gerardo Zamora. Entre los antecedentes de Bindi figura haber sido abogado del ex espía inorgánico Allan Bogado.


    Y más tarde habría de tomar, junto con Gisele Robles, la defensa de Leonardo Fariña en la causa de La Ruta del Dinero K. Fariña lo despidió cuando se dio cuenta de que, más que defenderlo a él, estaba defendiendo los intereses del socio de Cristina Fernández, Lázaro Báez.


    En efecto: primero lo defendió en la causa de la “fábrica” de facturas truchas de Bahía Blanca y luego en casos de evasión impositiva agravada, ante el juez en lo penal económico Javier López Biscayart. Y desde allí saltó al armado del caso D’Alessio, el Operativo Puf.


    Otros de sus antecedentes termina de pintarlo completo: Bindi fue abogado penalista de Etchebest hasta diciembre de 2018 en la causa por reducción a la servidumbre. Sin embargo, en enero de 2019, en la denuncia de Etchebest por extorsión contra D’Alessio, Bindi no apareció. No se blanqueó.


    En cambio, como profesionales letrados de Etchebest figuraron Rodolfo Nigro y, en forma llamativa, la abogada laboralista y militante ultra K Natalia Salvo, integrante de la agrupación Corriente de Abogados Laboralistas 7 de Julio, que realiza sus actividades en la sede del Instituto Patria.


    Volvamos sobre Bindi, que está en el centro de un amplio círculo de conexiones con la AFI, el kirchnerismo y otros abogados: tiene como colaboradora a la doctora Elizabeth Gasaro, la misma que filmó subrepticiamente a D’Alessio en febrero de 2019 en los pasillos de Comodoro Py, apenas unos días antes de la puesta en marcha del Operativo Puf. Gasaro, por su parte, defendió a Lázaro Báez en el juicio oral por La Ruta del Dinero K, en el que terminó condenado a doce años de prisión.


    Bindi y Gasaro, a su vez, tienen vínculos con la abogada Gisele Robles, la ex defensora de Fariña, y con el ex jefe del Servicio Penitenciario K, Víctor Hortel. Hortel fue abogado de Báez y aparece en las escuchas del Operativo Puf hablando de la preparación de la maniobra.


    Bindi fue, también, el abogado del despachante de Aduana Palomino Zita en el juicio por la causa de la Mafia de los Contenedores. Palomino es el mismo que se presentó “espontáneamente” como querellante en Dolores, después de que el diputado K Valdés lo adelantara por TV.


    Bindi figura, además, como abogado de la firma OPS, del empresario K Mario Cifuentes, en la causa por la quiebra de la firma. Este santacruceño también denunció ante el Juzgado de Dolores haber sido extorsionado por D’Alessio. Cifuentes llamó a una mediación judicial a la ex diputada Margarita Stolbizer, al periodista Luis Majul y a este autor por una serie de notas sobre su meteórico crecimiento económico. En la audiencia estuvo representado por el actual titular de la Inspección General de Justicia (IGJ), Ricardo Nissen.


    Más allá de vínculos políticos y laborales, Bindi aparece nombrado en aquel informe secreto que la AFI de Gustavo Arribas y Silvia Majdalani entregaron en 2018 al entonces juez federal Rodolfo Canicoba Corral. Se trata de la primera causa por espionaje ilegal que se abrió, por una denuncia de Carlos Pagni, tras la falsa acusación que intentó involucrarlo con la pedofilia en las inferiores del club Independiente.


    Ante una pregunta del juez, la AFI de Macri contestó que aquel conocido de Bindi, Rimini Carol, “ingresó al organismo el 1° de julio de 2015 y luego trabajó en el gabinete” del Señor 5; es decir, Oscar Parrilli.


    ¿Bindi y este agente orgánico fueron parte del grupo 25 de Mayo al que aludió Baratta? ¿El socio de Bindi es uno de los infiltrados que denunció el diputado Cano?


    Todavía no hay pruebas suficientes para contestar estas preguntas. Pero la fecha del ingreso del socio de Bindi a la AFI es importante, porque Cristina Kirchner –tras el crimen del fiscal de la causa AMIA, Alberto Nisman– echó a Stiuso y cambió la cúpula del organismo.


    El informe secreto que tiene el Juzgado Federal 6 y que preocupa al kirchnerismo sostiene, además, que Bindi y los otros nombrados podrían haber llevado adelante actividades vinculadas a la realización de tareas de inteligencia ilegal. Usaban para ello sus nexos y contactos con abogados de diferentes causas penales y el acceso a la información sensible derivada de sus vínculos con organismos de inteligencia.


    Por ejemplo, el agente Claudio Álvarez tenía estrechas relaciones con Gastón Parra y con el ex subdirector de Contrainteligencia y actual diputado del Frente de Todos, Rodolfo Tailhade. Álvarez y Parra son los mismos ex agentes que declararon como testigos ante el juez federal porteño Luis Rodríguez en el caso por extorsión al despachante de Aduana Gabriel Traficante. El acercamiento de Álvarez y Parra a D’Alessio fue explicado en el capítulo anterior.


    La AFI de Macri pidió autorización a Canicoba para cruzar llamadas telefónicas de los nombrados, pero el juez nunca lo autorizó. Al contrario: enfrió la investigación.


    Ahora se entiende: Bindi, con esos antecedentes y su bajo perfil, no podía ser la cara legal de Etchebest. Por eso en el Operativo Puf fue reemplazado por Salvo, una vieja conocida de los K que supo hacer una alianza electoral con Nissen, actual titular de la IGJ: en 2018 se presentaron juntos para las elecciones de representantes del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires al Consejo de la Magistratura. La fórmula fue apoyada por Tailhade y presentada en el café Las Palabras del operador de Cristina, Eduardo Valdés.


    Bingo.


    Nissen, otro letrado clave, es un ex funcionario de los Kirchner y apoderado de Máximo y Cristina en la causa Hotesur. Además de ser abogado de Mario Cifuentes, fue promotor del nombramiento de la abogada Gabriela Boquín como fiscal del fuero comercial.


    Es un íntimo aliado de la ex procuradora general de la nación y fundadora de Justicia Legítima, Alejandra Gils Carbó. Preside la Fundación para la Investigación y Desarrollo de las Ciencias Jurídicas (FIDAS) junto con Boquín. Y en las declaraciones que hizo para su fallida candidatura a la Magistratura reflejaba su alineamiento con los K: “La destitución del camarista Eduardo Freiler constituye un claro ejemplo de que el Consejo de la Magistratura ha sido activo cómplice de la pérdida del Estado de derecho… La persecución de peronistas luego de la Revolución de 1955 por parte de los magistrados Luis Botet y Tiburcio Álvarez Prado tiene una llamativa similitud con la actuación del juez Claudio Bonadio”.


    En 2015, luego de la sorpresiva victoria de Cambiemos y con la presidencia de Mauricio Macri, Nissen pasó al sector privado: apareció de la noche a la mañana como director suplente de la financiera TPYAC SA, propiedad de empresarios mexicanos. Además, integró las empresas Bolsa & Jazz, Rumaos, Coldemar y el frigorífico Gorina.


    En forma llamativa, Amira Yoma, la ex cuñada del presidente Carlos Menem, cesó como directora de Condelmar en 2010 y de TPYAC en 2016.


    Ya con Macri fuera del poder, y en el marco de la política de Cristina Kirchner de construir un “cordón sanitario” dentro del Estado con sus incondicionales, para enfrentar su situación judicial, Nissen volvió a la IGJ. Apenas asumió al frente de ese registro público de empresas, en enero de 2020, se presentó a sus interlocutores con esta frase: “Te quiero avisar que yo soy Cristina”.


    Una de las primeras medidas que tomó fue desistir de un recurso ante la Corte. Era un recurso extraordinario del gobierno de Macri contra un fallo que clausuró la posibilidad de que la IGJ le pidiera al Instituto Patria rendir cuentas sobre sus fuentes de financiamiento. La IGJ es el organismo del Estado para controlar a las empresas privadas y las fundaciones: exactamente como el Patria.


    Unos días después, la ex diputada nacional Margarita Stolbizer, asesorada por la abogada Silvina Martínez, impugnó ante el Ministerio de Justicia la designación de Nissen, por haber sido “sancionado” por una cámara de apelaciones en un juicio. También por “incumplir” con el régimen de incompatibilidades entre intereses privados y públicos.


    El ejército de abogados K también cuenta con el misterioso “Chala” Zelcovicz. No es un personaje menor: Baratta contó con su colaboración clave para armar el Operativo Puf.


    Empezó su carrera en el gobierno de Menem, como empleado en el Registro de las Personas, y después pasó al Ministerio del Interior. Entre 2010 y 2016 estuvo en el Ministerio de Desarrollo Social manejado por Alicia Kirchner.


    El Chala le dijo a Baratta que hablaba con 25 de Mayo, que le llevaba supuestamente “la informeta” a ministros de la Corte y que negociaba la denuncia del Operativo Puf en el Patria. A mediados de 2019, cuando la victoria electoral del kirchnerismo era un hecho, apareció integrando la extraña empresa Ecumenia Assistance Management. ¿Pudo haber sido un premio por sus servicios?


    Otro letrado clave en esta oscura trama es Maximiliano Rusconi, abogado de Julio De Vido. Tuve con él, hasta 2019, una excelente relación. Incluso me pidió una recomendación para que su hijo, que estudiaba periodismo, hiciera una pasantía en el diario El País de España. Se la di con gusto. Pero su actitud cambió de modo abrupto cuando pasó a ser letrado de De Vido.


    Conocí a Rusconi en los noventa, cuando era titular de la Unidad Fiscal para Delitos Tributarios. Renunció a ese cargo y se dedicó a ejercer la profesión. Primero, defendió a unos ciudadanos serbios acusados de narcotráfico, que protagonizaron un escándalo. Después, defendió a Nicolás Ciccone en el caso Ciccone. Y a Diego Lagomarsino, el técnico informático que le entregó la pistola .22 al fiscal Nisman.


    Antes de ser contratado por Lagomarsino, le ofreció sus servicios a la viuda de Nisman, la jueza federal de San Isidro, Sandra Arroyo Salgado. Esta los rechazó, y él cambió rápidamente de lado del mostrador.


    Rusconi es también el abogado de los hermanos Paolantonio en la megacausa de la Mafia de la Aduana. Además, es socio del ex secretario de Justicia de Menem Elías Jassan, en CIJUDE, la empresa dedicada a la enseñanza del Derecho.


    Su currículum vitae observa paradas como abogado de Carlos Saúl Menem en la causa por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia, y también de Lázaro Báez. Finalmente, se metió en el Operativo Puf, tal como reflejan las escuchas a los ex funcionarios en la cárcel de Ezeiza.


    A principios de marzo de 2019, el entonces abogado del fiscal Carlos Stornelli, Roberto Ribas, recusó a Ramos Padilla por su cercanía con el abogado de De Vido. En un escrito, dijo que “una nota fotográfica lo ve saliendo codo a codo de la reunión en la Comisión de Libertad de Expresión con el querellante”, es decir, Rusconi.


    El versátil abogado dijo que no conocía al juez, pero sí a su padre y mentor, Juan Ramos Padilla. A fines de 2018, compartió una conferencia en la UBA para defender a los ex funcionarios K acusados de casos de corrupción. Este acto fue algo así como el bautismo de fuego del ejército de abogados que luego aparecieron en el Operativo Puf.


    La charla la organizó la llamada “Iniciativa de Justicia”, fundada por Rusconi, Carlos Beraldi –abogado de Cristina–, Daniel Llermanos –de los Moyano– y Graciana Peñafort –de Boudou–, entre otros. Se hizo en el Aula Magna de la Facultad de Derecho de la UBA.


    En su discurso, Ramos Padilla padre apuntó a Comodoro Py: “Hay un juez que responde a un diputado, otro a Angelici… y disponen detenciones arbitrarias. Cómo puede ser que Clarín supo un año antes una pericia en el caso Nisman”.


    En realidad, la primicia del fallecido y querido colega Julio Blanck no se produjo “un año antes”, sino unos meses. Pero las conexiones de estos abogados no estaban solo en el estrado. En el público y en primera fila estaban Salvo y Mena, el abogado José María Ubeira –defensor del ex director de Yacyretá, Oscar Thomas– y Cristina Caamaño, actual titular de la AFI.


    Unos meses después, Iniciativa de Justicia volvió a la carga. Cuando estalló el caso D’Alessio, y el entonces ministro de Justicia, Germán Garavano, pidió el juicio político de Ramos Padilla y la agrupación fue la primera en defender al juez de Dolores.


    En una gira por medios K, Rusconi siguió con su sobreactuación y llegó a comparar “con una tortura” la entrevista que le hice al ex gerente de PDVSA Gonzalo Brusa Dovat. Además, Rusconi escribió en Twitter: “Aclaremos los límites del periodismo y la libertad de prensa. Si un periodista obtiene información de un sujeto a quien están torturando al lado suyo, no hay secreto de la fuente que valga. Sobre todo si colaboraste en el delito que te ‘facilita’ la información. ¿Ok?”.


    Aludido pero no mencionado con nombre y apellido en las escuchas de Ezeiza, se encuentra otra gran figura de esta historia: Carlos Beraldi, abogado de Cristina, Cristóbal López y Fabián De Sousa.


    A diferencia de otros abogados de ex funcionaros K, Beraldi –ex socio del estudio del ex juez de la Cámara Federal León Arslanian– es respetado en Tribunales. No tiene las actitudes agresivas de colegas de este frente judicial. Y hasta el Operativo Puf tenía un discurso técnico, pero a partir de ahí empezó a asumir el discurso del lawfare.


    Meses después, fue nombrado en la comisión consultiva del presidente Alberto Fernández que recomendó reformas en la Justicia en general y particularmente en la Corte. Integró dicha comisión a pesar de ser el abogado de Cristina y de tener trece recursos pendientes de resolución en el máximo tribunal. Por su polémica presencia, el grupo de expertos fue bautizado por la prensa como “la comisión Beraldi”.


    En su confesión ante el fiscal Stornelli en la causa de los Cuadernos, a principios de 2019, Víctor Manzanares denunció que Beraldi habría cometido irregularidades en su defensa. Por ejemplo, habría presentado una declaración rectificativa de impuestos de Máximo Kirchner enviada, desde la oficina en Río Gallegos de Manzanares, a la AFIP, aunque el contador ya estaba preso.


    En la sobria y pequeña oficina de Stornelli, en el quinto piso de Comodoro Py, Manzanares declaró: “Me mandó a decir con Fabián De Sousa que ‘la tenía más larga que yo’… No me traía copias de la causa, ni me informaba de sus avances”. Y agregó, citando los consejos de otros presos: “Los compañeros de pabellón me decían que no podía tener el mismo abogado que mis consortes de la causa. Me ponían como ejemplo el jefe narco que les paga el abogado a todos los miembros de la banda para que guarden un pacto de silencio”.


    En declaraciones a este autor, Beraldi dijo, en cambio, que le dio a Manzanares “asistencia plena, a tal punto que llevamos su caso a la Cámara Federal e incluso a la Corte”. Recordó que lo visitó veinticinco veces en la cárcel.


    Sin embargo, Manzanares siguió así su denuncia: “Siento que Beraldi defendía a otra gente en vez de mis intereses… Beraldi, en Río Gallegos, me preguntó si tenía abogado defensor, a lo que le contesté que no tenía ninguno. En esa conversación, donde nació la relación, él me dijo que me podía defender de manera gratuita”.


    Sobre este punto, Beraldi afirmó que “es cierto que nunca hablamos de honorarios porque él cayó preso, pero algún día íbamos a tener que hacerlo”.


    Sin embargo, Manzanares reveló en su confesión algo que de ser comprobado sería gravísimo: “De Sousa dijo que había pagado, como defensa para todos los presos kirchneristas, unos siete millones de dólares como defensa integral, lo que chocaba con mi concepto de que me estaba atendiendo gratis”.


    El abogado de Cristina contestó así: “Es totalmente falsa esa afirmación de Manzanares sobre los siete millones de dólares…”. Sin embargo, en las escuchas de la cárcel de Ezeiza, el mismo Báez pregunta, hablando en código, a uno de sus interlocutores por el costo de la operación que se estaba armando con Etchebest.


    En la movida en el Juzgado de Dolores faltaba otro abogado y un jugador clave del Operativo Puf: Eduardo Valdés.


    En febrero de 2019, cuando Carrió denunció el Operativo Puf en Comodoro Py, Valdés se apuró a pedir ser aceptado como querellante en Dolores. Ramos Padilla le dio, en forma rápida, ese carácter al amigo de su padre, con el pretexto de que Carrió intentaba “obstruir” su causa.


    Sin embargo, D’Alessio nunca nombró a Valdés, ni lo investigó, ni lo espió, ni nada.


    Valdés fue una pieza clave en la maniobra y también en la reconciliación entre Cristina y Alberto Fernández.


    En 1996, Valdés y el actual embajador en Washington, Jorge Argüello, crearon la Corriente Peronista en la capital e invitaron a un casi desconocido gobernador de Santa Cruz Néstor Kirchner y a Cristina a una reunión en un local partidario. En esa época, Alberto militaba en el menemismo y luego pasó por el partido que formó el ex ministro de Economía Domingo Cavallo, tras su separación de Menem en 1996.


    Entre 2003 y 2008, Alberto fue jefe de Gabinete de los Kirchner, pero se peleó con Cristina y renunció a su cargo. En 2014 Cristina dio un giro y olvidó de repente sus furibundas denuncias y maniobras contra el arzobispo de Buenos Aires, monseñor Jorge Bergoglio, ya papa Francisco. Y nombró a Valdés embajador en el Vaticano. Quería reencauzar la relación con quien pasó de Buenos Aires al trono de San Pedro.


    En 2015, tras la victoria de Mauricio Macri, Valdés fue lobbista de Aeropuertos Argentina 2000. Tres años después comenzó a acercarse al ex yerno de Cristina Kirchner, Camilo Vaca Narvaja, sumándolo como colaborador a su programa de radio.


    Valdés fue, primero, legislador del Parlasur y, tras la victoria de la fórmula Fernández-Fernández, entró como diputado nacional por la renuncia de Victoria Donda a su banca para ir al Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (Inadi).


    Una persona muy cercana cuenta que hacia febrero de 2019 Valdéz “habría estado preocupado por no tener fueros” de cara a la causa por el Operativo Puf y la posibilidad de que el juez Bonadio lo procesara e, hipotéticamente, le dictara la prisión preventiva. Pero a mediados de ese año, después de haber ido contra Stornelli, el ejército de abogados direccionó sus cañones con el mismo modus operandi hacia Leonardo Fariña.


    ¿Cómo empezó esta otra operación? Al igual que en el caso Etchebest, Valdés, Moreau, Tailhade y la abogada Giselle Robles se presentaron en C5N, El Destape o Página/12 para atacar al ex financista de Báez y tratar de que fuera procesado en la causa de Dolores. De ser procesado, Fariña iba a tener que volver a la cárcel por su acuerdo como arrepentido.


    Rápido de reflejos, Fariña viajó a Dolores y se quedó esperando en el pasillo de entrada a la oficina de Ramos Padilla. Se sentó justo frente a una casilla para abogados donde todavía hay una vieja máquina de escribir Olivetti. Lucía el tatuaje que tiene en el pecho con la frase del rapero norteamericano Tupac Shakur que dice: “Solo Dios puede juzgarme”. Y cuando el juez lo recibió le explicó así su situación: “Bindi y Robles trataron de vincularme con supuestos direccionamientos de mis declaraciones, ergo, atacar mi credibilidad y aportes en causas judiciales vinculadas a la corrupción durante la gestión kirchnerista. Tanto es así que Moreau adelantó elementos que aportaría Robles en el Juzgado de Dolores ocho días antes de que los mismos se presentaran por primera vez. También actuó el diputado Tailhade, que casualmente formó parte de la AFI del señor Parrilli, ex director vinculado a Bindi, socio de Robles y actual abogado de Báez”.


    En su indagatoria y en Twitter o en programas periodísticos, tanto Bindi como Robles negaron las declaraciones de Fariña. Pero Fariña dio más datos: “Bindi se autorreferenciaba ante mí como una persona que había trabajado en el Ministerio de Planificación Federal, que hacía tareas de orden jurídico en la AFI, que tenía relación de amistad personal con Parrilli y Mena. También el doctor Bindi me había afirmado en febrero de 2015 que había establecido contacto con la defensa de Lázaro Báez de ese momento, doctores Gandolfo y Guzmán, a raíz de la llamada a indagatoria del empresario”.


    Cuando le preguntaron sobre cómo pagaría los honorarios profesionales de sus abogados, afirmó que desde que conoció a Bindi y Robles “manifesté fehacientemente que no tenía posibilidad material de abonarles honorarios […] Tomaron mi caso gratis como un desafío profesional”.


    En febrero de 2015 la Cámara Federal porteña había ordenado al juez Sebastián Casanello llamar a indagatoria a Báez. En ese contexto, “me vienen a ver al Penal Bindi y Robles”, agregó Fariña. Sus entonces abogados, ya en contacto con la defensa del empresario K, le manifestaron que Báez “estaba preocupado por mi seguridad” en la cárcel.


    Más precisamente, por la posibilidad de un atentado contra su vida.


    También le pidieron, declaró Fariña, “si podía desligar a Báez de los hechos por los que se lo imputaba y así me ayudaría con mi excarcelación inmediata”. Sumado a esto: “Bindi me manifestó que estaba tratando el tema con el señor Parrilli y el señor Juan Martín Mena”. Acto seguido, contó que le acercaron un proyecto escrito para desligar a Báez: “Bindi me manifestó que lo había visto al señor Parrilli y que con este escrito me iban a sacar de la cárcel. Procedí a firmar el escrito, el cual se presenta el 12 de marzo de 2015, un día antes de la citación a prestar indagatoria del señor Báez”.


    El escrito le hacía decir a Fariña que Báez era una “víctima inocente” de una maniobra y que el “ideólogo del supuesto libreto de la cámara oculta era Jorge Lanata”. Se refirió así al famoso programa de Periodismo Para Todos de 2013, en que fue entrevistado sobre La Ruta del Dinero K.


    Unos días después, a Fariña se le acercó un preso con cadena perpetua que había ingresado pocos días antes al pabellón de Ezeiza y le dijo al oído: “Tengo orden de apuñalarte, pero no me animo a hacerlo”.


    Al día siguiente, el interno fue transferido de pabellón y nunca más lo vio. Fariña se asustó.


    Más tarde volvería a hablar sobre los mails con supuestas instrucciones para su indagatoria. Fariña negó conocer las casillas de correo electrónico desde las que le llegaban documentos para “guionarlo”, como sostuvieron, falsamente, Giselle Robles y Franco Bindi: “Desconozco categóricamente las casillas de mails de dominio elturista@protonmail.ch, samperffi@protonmail.com, catajor@protonmail.com”. Para Fariña, Bindi y Robles tomaron su defensa solo para poder trabajar para Báez. Después acusaría al primero de prevaricato en su contra.


    El 19 de agosto de 2016 Fariña recibió una llamada de Luis Majul. El periodista no entendía por qué atacó en un escrito de manera tan agresiva al juez Casanello. Fariña le confesó que él no había redactado nada ni formado parte de ninguna maniobra contra Casanello.


    Preocupado, llamó entonces al juzgado y así se enteró de que Robles y Bindi habían presentado un escrito en su nombre, con esas críticas y sin su autorización. Se lo aclaró al juez de inmediato. ¿Qué logró? Más amenazas.


    El 28 de agosto de 2016, los estudios de América TV estaban marcados, como siempre, por el trajín de camarógrafos, maquilladoras y productores. Fariña llegó con su custodia: iba a ser entrevistado en el programa La Cornisa. Pero minutos antes de iniciarse la transmisión recibió un mensaje en su celular: “Pibe, dejá de hablar y de dar notas y decile a Majul y al fiscal Marijuan que tampoco jodan. No va a poder festejar más el cumpleaños de la hija”.


    Había sido el cumpleaños de un hijo de Luis Majul.


    En forma paralela, se perpetró el intento de recusar al juez Casanello con la denuncia de dos supuestos testigos que afirmaron haberlo visto con Cristina en la residencia de Olivos. Báez y un sector señalado como parte de la AFI de Macri usaron el falso argumento de que se había reunido en la quinta de Olivos con la ex presidenta. Fue una patraña. Uno de los “testigos” –que terminó condenado por falso testimonio–, aseguró Fariña, “estuvo vinculado a Bindi”. Fariña revocó el poder que les había dado a Robles y a Bindi para que lo defendieran.


    En su declaración ante el juez de Dolores hizo otras revelaciones sorprendentes. Siempre según el financista, en julio de 2016 Bindi le pidió si podía consultar al director nacional del Programa de Protección de Testigos para saber si una persona como “El Rey de la Efedrina”, Mario Segovia, podía ser acogido.


    Bindi le explicó que se encontraba “en tratativas de hacerlo declarar ante la jueza Servini en la causa por el tráfico de 50 toneladas de efedrina a México. Como conocía a Segovia de la cárcel de Ezeiza, Fariña llamó a su hermano Hernán Segovia y este le confirmó que “Bindi y Robles se presentaron en el Penal de Ezeiza”.


    Hernán Segovia le aseguró a Fariña que esos dos abogados “le prometieron a mi hermano, Mario Segovia, que, si declaraba en determinados términos contra Aníbal Fernández y si presentaba determinados documentos que pertenecían al ex Ministerio de Justicia cuyo ministro en aquel momento era Aníbal Fernández, lo iban a sacar de la cárcel bajo la condición de incorporarse al Programa de Protección de Arrepentidos”. La jugada, en efecto, se hizo, pero luego se comprobó que los documentos aportados por Segovia eran apócrifos.


    En otro tramo de su escrito, Fariña afirmó que Bindi le comentó, mientras estaba en la cárcel, que había tomado la defensa de los hermanos Lanatta y Schillaci en la causa del Triple Crimen de General Rodríguez. Relató además otras operaciones de esos abogados durante los gobiernos K y la administración Macri, y concluyó: “No entra dentro de mi argumentación decir que estos personajes son kirchneristas o de un partido político determinado, su actuar demuestra que estas personas son cuentapropistas, se mueven por dinero, no por ideologías, y en base a momentos históricos determinados van buscando el mejor provecho para sí”.


    Las aclaraciones de Fariña sobre aquellos mails donde supuestamente llegaban “los guiones” para su confesión y otras pruebas dieron vuelta la taba en el caso. Se comprobó que estos correos electrónicos eran administrados o recibidos por Robles y Bindi, con lo que en forma súbita, y en el mismo Juzgado Federal de Dolores, pasaron de denunciantes a imputados.


    En su indagatoria ante Ramos Padilla, Bindi confirmó que conoció a Fariña en la cárcel mientras llevaba el juicio de un barrabrava de Boca. Cuando se le preguntó sobre los mails, confirmó que “Fariña, Robles y yo teníamos la clave del mail llamado el turista”.


    A ese correo electrónico llegaban los supuestos “guiones” escritos por la abogada del Ministerio de Planificación, especialista en licitaciones de obras públicas, Florencia Guijo. Así explicó Bindi su relación: “Conozco a Florencia Guijo desde el 2009. Ella trabaja en el Ministerio de Planificación y yo también. En el 2012 yo me fui al Ministerio de Economía. Ella estaba en Obra Pública y yo estaba en la parte de sumarios. Yo llevé la causa Sueños Compartidos y le hice a Guijo ver esa causa”.


    En cuanto a sus clientes, Bindi confirmó: “Defiendo a Báez en Bahía Blanca [la misma causa que tuvo Ramos Padilla como juez subrogante durante seis meses]. Nunca defendí ni simultánea ni sucesivamente a imputados en controversia”. “Por ahí estoy violando el secreto profesional de mis clientes”, deslizó sin pudor ante el juez.


    En su indagatoria, Bindi admitió que tenía acceso a un correo electrónico al que llegaban explicaciones de cómo funcionaba una licitación pública. Luego contó la polémica que se armó cuando Fariña declaró en abril de 2016 ante el juez Casanello que Cristina había convocado a Báez a la residencia de Olivos. La entonces presidenta lo había llamado para trasmitirle su molestia porque la Embajada de Estados Unidos detectó que Báez cambió miles de billetes de euros en la City porteña, a tal punto que hicieron caer la cotización de la moneda.


    Tras un respiro, Bindi enfatizó: “Nunca quise perjudicar a Cristina Kirchner… Quiero sacar cualquier tipo de duda sobre si tuve alguna participación en una operación contra la doctora Cristina Kirchner, voy a pedir la declaración como testigos de Lázaro Báez y Pérez Gadín”.


    En la causa D’Alessio, Ramos Padilla venía procesando imputados y dictando prisiones preventivas a diestra y siniestra. Pero luego de estas indagatorias, en septiembre de 2019, de pronto perdió el ímpetu. Solo les dictó la falta de mérito a Bindi, Robles y Guijo.


    La falta de mérito es una medida intermedia entre el procesamiento y el sobreseimiento. Lo hizo a pesar de que los medios K, en base a filtraciones de la causa, agitaban un escándalo con el supuesto “guionado” de Fariña. C5N, con el Gato Sylvestre a la cabeza, Página/12 y otros medios insistieron hasta el cansancio con que Fariña había sido aconsejado sobre cómo declarar en la causa de La Ruta del Dinero K “por los espías de Macri”.


    Pero la maniobra no terminó ahí… Un mes después de la falta de mérito de Bindi, Fariña denunció una operación en el juicio oral por La Ruta del Dinero K de los actuales abogados de Báez, Bindi y Gasaro, y de la letrada de Pérez Gadín, Tatiana Terzaro.


    En medio de la audiencia, Terzaro le preguntó a Fariña si sabía cómo se hacía un llamado a licitación de una obra pública. Buscaba conectar este juicio con la causa de Dolores. Fariña, enojado, pidió la palabra y le dijo que no iba a contestar: “Mis declaraciones en este juicio ustedes después las usarán para seguir operando en Dolores. Doctora Terzano, dejé de escuchar las preguntas que manda Bindi por celular”.


    Ante esa situación de tensión, el presidente del TOF 4, Néstor Costabel, ordenó seguir debatiendo sobre La Ruta del Dinero K, es decir, el lavado de 60 millones de dólares, y no sobre la causa de Dolores.


    Un pequeño revés para ese ejército de abogados que existe y trabaja incansablemente buscando que caigan las causas por corrupción contra Cristina Kirchner y ex funcionarios de su gobierno.


    Pero, ¿quién financia a dicho “ejército”?


    Veamos una anécdota esclarecedora… Un conocido abogado penalista del foro porteño me contó off the record que en 2017 fue a verlo un importante ex funcionario K a su estudio para pedirle que lo defendiera “en tres causas”. El penalista, que juega a la mancha con los aviones, sacó su propio informe y le dijo: “Usted tiene más de diez causas”. A lo que recibió como respuesta: “Doctor, si es un problema de plata para financiar tanto trabajo no se preocupe”. Y puso una valija sobre el escritorio con dos millones de dólares “con olor a humedad”.


    El abogado comprendió que el origen de la plata era alguna bóveda K y rechazó educadamente el trabajo, argumentando que ya tenía muchos clientes. En realidad, fue para no ensuciarse con plata negra.


    Por un lado, la anécdota explica cómo se financiarían algunos de los abogados de ese ejército. Por otro, confirma la hipótesis de expertos del Banco Mundial según la cual los corruptos de América Latina aprendieron que deben guardar el 10 por ciento de lo robado al Estado. Parte del destino de esa tajada consiste en pagar buenos abogados que consigan absoluciones, nulidad o prescripción de causas, y así disfrutar el botín el resto de su vida.


    La defensa de un juicio penal por causas por corrupción cuesta no menos de 250.000 dólares. Recordemos: nadie objeta que un acusado elija el mejor abogado que pueda y que estos defiendan a quienes quieran. Lo cuestionable es que participen de maniobras políticas, chicanas judiciales y que no se conozca cómo se financian.


    En Dolores se presentaron más de quince abogados porteños que representan a De Vido, a Baratta y a otros ex funcionarios K, como querellantes en la causa D’Alessio. No solo fue el costo del trabajo de llevar la causa y redactar escritos, sino el esfuerzo de tener que viajar 210 kilómetros de ida y otro tanto de vuelta para participar de testimoniales u otras medidas. Viáticos aparte.


    La causa de Dolores fue creada como un espejo de las causas por corrupción en Comodoro Py. Esto significa que los procesados en los Tribunales de Retiro son querellantes en Dolores. Hablamos de letrados que cobran honorarios y viáticos por defender clientes en Buenos Aires como imputados y por representarlos como querellantes en Dolores.


    En agosto de 2019 se produjo una polémica por el intento de la Unidad de Información Financiera, que dirigía entonces Mario Federici, de conocer cómo hacían los ex funcionarios K para pagar estudios de abogados penalistas de primera línea. La UIF investigaba si los clientes de esos letrados habrían participado de operaciones de lavado de dinero.


    Es conocido en Comodoro Py que, durante los gobiernos de Menem y los Kirchner, se usaron fondos reservados de la SIDE para pagar honorarios de abogados que defendían a funcionarios. Un par de renombrados estudios se hicieron millonarios con ese dinero. Pero cuando se pierde el poder, como sucedió entre 2015 y 2019, seguramente las fuentes de financiamiento deben buscarse en otra parte. Siempre del lado non sancto.


    Se produjo entonces un duro cruce de comunicados entre la UIF y el Colegio Público de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires. Todo empezó porque cinco abogados que defendían a ex funcionarios K en causas de corrupción se negaron a informar al organismo antilavado sobre los fondos con que sus clientes afrontaban sus honorarios.


    Era un trámite secreto, pero el abogado José Manuel Ubeira lo hizo público al denunciarlo en el juicio oral por La Ruta del Dinero K. Dijo que había sido intimado por la UIF a informar sobre cuánto le pagaban sus clientes, como por ejemplo el ex titular de Yacyretá, Oscar Thomas. Fue entonces que el Colegio Público de Abogados emitió un comunicado en apoyo al reclamo de Ubeira.


    La polémica giró fundamentalmente sobre si la UIF tiene facultades para pedirle a un abogado que explique cómo le pagan sus clientes, o si no puede hacerlo porque se vulnera el derecho a la defensa. La UIF explicó que un sistema similar de supervisión se aplica en países como Alemania, Francia, Estados Unidos e Inglaterra, sitios en los se controlan los honorarios de abogados de narcos, terroristas y corruptos.


    Explicó Federici: “La UIF se encuentra facultada, de conformidad con la Ley 25.246, para solicitar informes, documentos y antecedentes para el cumplimiento de sus funciones, a cualquier organismo público y a personas humanas o jurídicas, públicas o privadas”.


    Al día siguiente, el Colegio porteño –el más poderoso del país– replicó: “La UIF parece lamentar la ausencia de los abogados en la calificación de ‘sujetos obligados’ […] Pero la ausencia de los abogados en la categorización del artículo 20 tiene una razón de ser y es, otra vez, la garantía constitucional de defensa en juicio”. El Colegio de Abogados ganó la pulseada, pero luego la pelea siguió entre abogados defensores y querellantes.


    En marzo de 2020, en la etapa final del histórico juicio oral por La Ruta del Dinero K, Roberto Herrera, abogado de Manzanares y Fariña, sufrió un ataque a balazos. Un desconocido encapuchado lo cruzó con una moto y le advirtió: “Ojo con lo que vas a hablar de Lázaro”. Para luego dispararle al guardabarros de su auto como señal de advertencia. Herrera responsabilizó del ataque “a los abogados defensores de Lázaro Báez”.


    Las amenazas se dirigieron después al ex contador de los Kirchner, quien cumple su prisión preventiva en Río Gallegos usando una tobillera electrónica. Manzanares “recibió un llamado, a través de un GPS que él tiene en su poder y que es el que se vincula con la pulsera electrónica”. Una voz masculina le dijo con sarcasmo: “Hola, Polo, Pacheco… Armando… ¿vos tenés un problema de humedad, no?”. El hombre sabía su apodo y el de su hijo, pero además contaba con el número de un celular conectado a un GPS que solo conocen Manzanares y el Ministerio de Justicia.


    El gobierno de Alberto Fernández, entre sus primeras medidas, derogó el decreto de Macri que había creado una agencia autárquica para la protección de testigos e imputados. Y puso a los arrepentidos bajo el control del ex subdirector de la AFI, impulsor del Operativo Puf y actual viceministro de Justicia, Juan Marín Mena.


    Fariña y Manzanares renunciaron al programa. Sospecharon que, en lugar de protegerlos, el nuevo gobierno iba a espiarlos. Fariña, además, sospechaba que Ramos Padilla quería procesarlo para mandarlo nuevamente a la cárcel.


    Veamos ahora quiénes son realmente los Ramos Padilla.
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    Ramos Padilla intentó negociar con Macri


    Después de las PASO de 2019, un allegado a Ramos Padilla le mandó un mensaje informal al entonces ministro de Justicia, Germán Garavano. El recado decía que, si el gobierno de Macri mandaba en ese momento el pliego del juez Ramos Padilla al Senado para pasar desde el Juzgado Federal de Dolores al estratégico Juzgado Federal 1 de la Plata, con competencia electoral, frenaría su ímpetu en la causa D’Alessio. Ramos Padilla integraba una terna del Consejo de la Magistratura para ese juzgado clave.


    Garavano le respondió al mensajero sin vueltas: “Es una locura. Yo, que impulsé un juicio político contra Ramos Padilla, no puedo ahora promoverlo para juez en otro cargo”. El rechazo del mensaje de allegados a Ramos Padilla fue confirmado a este autor por fuentes cercanas al ex ministro de Justicia.


    Garavano intervino en otros casos de jueces polémicos. Por ejemplo, con luz verde de Macri, en abril de 2016 negoció la renuncia del juez federal Norberto Oyarbide. Incluso este, llorando, le ofreció llamar a indagatoria a Cristina Kirchner a cambio de que no impulsaran un juicio político en su contra. Finalmente firmó la renuncia y se jubiló.


    En el caso del juzgado de La Plata, Macri envió al Senado el pliego del juez Laureano Durán para ese cargo clave. También integraba la terna de candidatos que elevó el Consejo de la Magistratura detrás del juez de Dolores.


    Entonces, el juez procesó a Stornelli en la causa D’Alessio y avanzó en su cruzada contra la causa de los Cuadernos y otras que preocupaban a Cristina Kirchner.


    Las medidas espectaculares del juez permitían a la prensa K alimentar el falso relato del lawfare.


    Con la crisis económica como marco y el Operativo Puf como espolón de proa, la fórmula Alberto Fernández-Cristina Kirchner le ganó con el 48 por ciento de los votos a la oficialista Mauricio Macri-Miguel Ángel Pichetto, que sacó algo más de 40 por ciento.


    Apenas asumió la vicepresidencia, CFK lanzó más de diez medidas para lograr su impunidad y “colonizar” la Justicia con jueces y fiscales adeptos. En ese contexto, Alberto Fernández retiró los pliegos de casi 150 jueces, fiscales y defensores oficiales.


    En los primeros meses del gobierno y con la pandemia de coronavirus amenazando a los argentinos, una fuente K afirmó que Alberto “no mandaría el pliego de Ramos Padilla”.


    Y que no lo haría por dos razones:



    • Una era que intendentes del PJ del Gran Buenos Aires desconfiaban de sus relaciones con La Cámpora.


    • La segunda era que “no quería pagar el costo político” de ascender a un juez polémico.



    Pero en noviembre de 2020, tras varias presiones, un corte del diálogo y luego de ser retado en público por su vice (por aquello de “los funcionarios que no funcionan”), el presidente Fernández cambió de opinión y cedió: mandó el pliego de Ramos Padilla en lugar del de Durán al Senado.


    La batalla final de Cristina incluye la candidatura presidencial de Máximo Kirchner para 2023. Sabe que sus causas no se podrán anular antes de esa fecha, y que necesitará seguir teniendo por muchos años el poder político para su protección y la de su familia.


    Además, Máximo, cuya imagen negativa en encuestas de opinión es notable, necesita el control del juzgado electoral del distrito más grande del país. Primero, para ocupar la presidencia del PJ bonaerense sin elecciones. Segundo, para que los camporistas corran de las intendencias del Gran Buenos Aires a los peronistas tradicionales.


    Como un resorte, la Coalición Cívica de Carrió impugnó la candidatura de Ramos Padilla. La líder de Juntos por el Cambio dijo, sin vueltas, que se “trata de una devolución de gentilezas” de Cristina Kirchner. Fue por haber direccionado la causa D’Alessio contra Stornelli y Juntos por el Cambio.


    Así, el pliego de Ramos Padilla sumó otra impugnación en la Comisión de Acuerdos del Senado, luego de que lo hicieran las ONG Fores, Será Justicia y Bases Republicanas. Estas entidades recordaron que Ramos Padilla hijo tenía tres pedidos de juicio político aún abiertos en el Consejo de la Magistratura. Entre ellos, el del titular de Contadores Forenses, Alfredo Popritkin.


    La nueva impugnación estaba firmada por los diputados de la Coalición Cívica Mónica Frade, Juan López, Mariana Stilman y Marcela Campagnoli. Allí se afirmaba que Ramos Padilla era “un juez militante” por su cercanía ideológica y los contactos con el kirchnerismo. Y se agragaba que el entonces juez de Dolores tuvo “conocimiento previo de la denuncia de Etchebest, y que habría sido parte de la maniobra para quedarse con la causa en su jurisdicción forzando su competencia”.


    Sin embargo, el magistrado negó haber tenido conocimiento de la denuncia antes del 28 de enero de 2019, cuando Etchebest se presentó “espontáneamente” en el Juzgado de Dolores.


    De la denuncia original de Carrió de febrero de 2019 sobre el Operativo Puf, precisaron los diputados, “surge con claridad al menos tres conductas graves de Ramos Padilla”:



    • En primer término, el juez fue parte de una maniobra de forum shopping para llevar la denuncia de extorsión de Etchebest contra D’Alessio a Dolores.


    • En segundo lugar difundió, en el ámbito de la Cámara de Diputados, información de una investigación judicial en curso, en forma temeraria e ilegal.


    • En tercer lugar, entregó a la defensa de Etchebest y, por su intermedio, le habría hecho llegar a la senadora Cristina Fernández, la totalidad del expediente judicial que se encontraba bajo secreto de sumario.



    Los diputados de Carrió concluyeron que el vínculo entre ex funcionarios del gobierno de Cristina y el juez federal de Dolores, a partir del cual se habría originado la causa D’Alessio en su juzgado, podría tener como consecuencia una devolución de gentilezas.


    En noviembre de 2020, Ramos Padilla trató de responder las 58 objeciones que recibió su candidatura en una videoconferencia con los miembros de la Comisión de Acuerdos del Senado. Una de las impugnaciones era sobre su polémico paso como subrogante del Juzgado de Bahía Blanca en 2015. Se lo acusaba de no haber imputado a Lázaro Báez en la causa de la fábrica de facturas truchas y de haber maltratado y presionado al personal del juzgado.


    A los senadores les dijo que “todas las denuncias han sido rechazadas”. Sin embargo, un fiscal subrogante de Bahía Blanca, tras escuchar a los empleados del juzgado, analizaba la decisión, a principios de 2021, de imputar al juez por maltratos e intimidaciones a empleados judiciales.


    Sobre el caso de las facturas truchas que Báez compró a esa “fábrica” en Bahía Blanca, dijo que la causa durante su gestión “avanzó” y que él “hizo los primeros llamados a indagatorias”. Pero no aclaró que fue sin el empresario K, al cual evitó involucrar. Recién luego del alejamiento de Ramos Padilla, Báez quedó como uno de los principales procesados en dicha causa.


    Cruzado de brazos y mirando un ayuda memoria que tenía al costado de su computadora, y desde su despacho de Dolores, Ramos Padilla se adjudicó la identificación de los cuerpos de los soldados argentinos enterrados como NN en el cementerio de Darwin, en Malvinas.


    En realidad, ese logro fue conseguido por la Cruz Roja Internacional. El complejo proceso de negociación diplomática con Gran Bretaña comenzó en 1991 con el gobierno de Carlos Menem, siguió con otras administraciones y lo terminó el ex vicecanciller de Macri, Carlos Foradori.


    Apoyado por los senadores K que lo dejaron hablar cuarenta minutos, y sin preguntas de la oposición, intentó justificar su falta de experiencia en temas electorales. Créase o no, dijo lo siguiente: “Tengo experiencia electoral como delegado estudiantil en la UBA”.


    Apenas terminó de defenderse, el senador que responde al gobernador formoseño Gildo Insfrán y a Cristina, José Mayans, le adelantó que se quedara tranquilo: “Los senadores del Frente de Todos le daremos las votos necesarios”. Mayans es el principal operador de Insfrán, quien, como ya hemos dicho, tuvo a D’Alessio como vocero. Otra “casualidad”.


    Ramos Padilla evitó llamar a declarar en la causa D’Alessio al aliado de Insfrán y miembro de la Suprema Corte de Justicia de Formosa, Ricardo Cabrera.


    En febrero de 2021, el Senado aprobó su pliego por 41 votos del oficialismo contra 26 votos de Juntos por el Cambio. El resto de los quince candidatos a jueces fueron aprobados por unanimidad. La devolución de favores a Cristina está a la vista en la causa D’Alessio.


    Es hora de reconstruir la polémica historia del camarista Juan Ramos Padilla y su hijo mayor, Alejo Ramos Padilla.


    Desde el 10 de diciembre de 2019, estamos gobernando y duele que aún haya compañeros presos y delincuentes togados libres y sin ningún proceso. Pronto habrá pasado un año del gobierno y lamentablemente no logramos un solo cambio en el Poder Judicial.


    Esa frase no la pronunció ningún ministro del gobierno del Frente de Todos.


    Tampoco ningún legislador, ni dirigente, ni militante K.


    La dijo el magistrado Juan Ramos Padilla, quien acompañó el desarrollo del Operativo Puf con negociaciones reservadas, presentaciones judiciales, declaraciones públicas o tuits.


    Ramos Padilla padre ingresó al Poder Judicial en 1971 durante la dictadura del general Alejandro Agustín Lanusse, fue nombrado secretario de la Cámara Penal de Morón en 1978 y juró como fiscal provincial, también en Morón, el 31 de agosto de 1982, es decir durante la última dictadura militar.


    Luego fue fiscal y por sus contactos con los radicales, con el retorno de la democracia en 1983, llegó a ser nombrado juez federal de Morón.


    Pero en 1988 se desató el escándalo por el Caso Juliana, una causa en la que ya operaban juntos la tríada Ramos Padilla padre-Leopoldo Moreau-Horacio Verbitsky.


    En mayo de 1978, los periodistas parlamentarios José Treviño y Carmen Rivarola, cercanos al Partido Socialista, lograron la adopción provisoria de una niña a la que llamaron Juliana. La beba había sido encontrada abandonada en la calle y llevada a la Casa Cuna. El juez Gustavo Mitchell, primo de uno de los solicitantes, les dio la tenencia provisoria a los Treviño Rivarola.


    A mediados de los 80, impactados por la película La historia oficial y por declaraciones de los escritores María Elena Walsh y Ernesto Sabato en una conferencia sobre casos de hijos de desaparecidos, Treviño y Rivarola se contactaron con las Abuelas de Plaza de Mayo y llevaron a la niña, por entonces de 9 años, al Banco Nacional de Datos Genéticos (BNDG) del Hospital Durand. Allí le extrajeron sangre para cotejarla con muestras de familias que buscaban niños nacidos en cautiverio durante la dictadura.


    Unos días después, las Abuelas de Plaza de Mayo informaron a los Treviño Rivarola que Juliana “tenía 99,92% de probabilidad histopatológica” de ser hija biológica de Liliana Fontana y Pedro Sandoval, dos miembros de Montoneros desaparecidos.


    Como los jóvenes militantes fueron secuestrados en la localidad bonaerense de Caseros, la causa Juliana recayó en manos del entonces juez federal de Morón, Juan Ramos Padilla.


    El magistrado citó a su juzgado a los Treviño Rivarola y a las familias Sandoval y Fontana. En una reunión a puertas cerradas hizo una advertencia a los padres adoptivos. Si no aceptaban voluntariamente que la niña fuera de inmediato a vivir con sus “abuelos biológicos”, aplicaría la ley de Patronato de Menores. En este caso, enviaría a Juliana a un instituto de guardia mientras se resolviera el caso.


    Entonces, coaccionados, los Treviño aceptaron entregarla para evitar que la niña sufriera en un orfanato. Pero la niña, al darse cuenta de lo que pasaba, empezó a llorar en forma desgarradora, rogándole a Ramos Padilla: “Por favor, señor juez, no. Esta noche no. Mamá, no dejes que me lleven”.


    Desesperada, salió corriendo hacia los jardines del juzgado. Al ser detenida, resignada, le dijo a su madre adoptiva: “No llores más, mamá”. Rivarola también salió llorando, justificando su actitud y diciéndose a sí misma: “Por lo menos, Juliana encontró su identidad. Por lo menos, encontró a su familia biológica”.


    Los Treviño Rivarola habían pedido hacer el trámite en forma reservada. Sin embargo, Verbitsky le dio al caso un enorme despliegue periodístico en Página/12. En esa forma brutal, la niña fue “restituida” a los Fontana, supuestos abuelos biológicos por vía materna.


    A partir de ese momento, el juez prohibió el contacto con los padres adoptivos. Pero días después los Treviño descubrieron que, según una publicación de Abuelas, Liliana Fontana estaba embarazada de un varón antes de ser secuestrada. Enseguida averiguaron más: tampoco coincidían las fechas de nacimiento de dicho varón y de Juliana.


    Empezaron a recavar más información.


    A final, una contraprueba de sangre realizada en laboratorios de Estados Unidos y Francia determinó que Juliana no era hija de Pedro Sandoval. Los Treviño corrieron al juzgado a informar de los nuevos resultados, pero durante dos meses Ramos Padilla se negó a reconsiderar la situación.


    Sin otra salida, denunciaron el drama en el popular programa de TV Tiempo nuevo, que conducían Bernardo Neustadt y Julio Grondona. Rivarola, en un pozo de desesperación, dijo: “Esto no tiene sentido. Es terrible. Juliana no es hija de esos desaparecidos. Debe regresar con nosotros”.


    En cambio, Verbitsky desde Página/12 describía así a José y Carmen: “Aliados a una jauría de nostálgicos del orden militar de los cementerios”.


    Nuevos exámenes del Banco Nacional de Datos Genéticos (BNDG) confirmaron que Juliana no era hija de los Sandoval-Fontana. La presidenta de las Abuelas, Estela de Carlotto, salió rápido a deslindar responsabilidades: “El error fue de la Justicia y del BNDG. El Banco produce los exámenes, la Justicia, la restitución; ahí no teníamos nada que ver”.


    En agosto de 1988 Ramos Padilla padre presentó su “renuncia indeclinable” al entonces ministro de Educación y Justicia de Alfonsín, Jorge Sábato. No aceptó su error en el caso Juliana y se fue con altisonantes declaraciones contra la Justicia “corrupta”.


    Pero, en el fondo, era por el caso Juliana que se lo habían sacado de encima, amenazándolo con escalar las cosas hasta llegar a un juicio político.


    Años después, se confirmó que el hijo de los Sandoval-Fontana era Alejandro, nieto recuperado número 84, rebautizado Pedro.


    Frustrado como juez de instrucción, Ramos Padilla intentó, sin éxito, ser diputado nacional por la UCR porteña. Pero sí consiguió ser nombrado subsecretario de Investigaciones del entonces ministro de Seguridad bonaerense, Carlos Arslanian, en la gestión de Eduardo Duhalde.


    En los diarios de la época se lo ve entregando municiones en las comisarías.


    Pasó por allí sin pena ni gloria. Duró poco. Renunció.


    En 2001, se vinculó con el legendario ex titular de la CTERA (Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina) y dirigente histórico de la APDH (Asamblea Permanente por los Derechos Humanos), Alfredo Bravo. Y cuatro años después, Ramos Padilla padre, con el apoyo de Verbitsky y el kirchnerismo, logró volver a esa Justicia que “repudiaba”.


    Primero, consiguió que el Consejo de la Magistratura desestimara la impugnación presentada por Juliana Treviño, la víctima de aquel escándalo. La joven le había iniciado una demanda civil y lo impugnó diciendo que, por su caso, “carece de los atributos de prudencia, templanza e idoneidad técnica que lo habiliten para ser propuesto como juez federal en lo criminal”.


    Sin embargo, en 2015, Cristina Kirchner lo nombró juez de cámara para integrar el Tribunal Oral 29 de la capital federal. Fue en medio de su proyecto de “democratización de la Justicia”, el primer intento K de controlar a los jueces, en el que fueron promovidos otros setenta magistrados.


    Mientras tanto, su hijo Alejo daba una versión “idealista” de la renuncia del padre: “Aplicó la Ley de Defensa de la Democracia durante el gobierno de Raúl Alfonsín, lo que le costó que fuera muy maltratado por Mariano Grondona, Bernardo Neustadt, el diario Clarín y la corporación judicial. Le destruyeron el juzgado cuando declaró inconstitucional la Obediencia Debida, y decidió irse, porque no quería quedarse en los tribunales para perseguir a ladrones de gallinas”.


    En 2019, además de haber sido vinculado al Operativo Puf y de haber sido denunciado por el caso Juliana, el camarista Ramos Padilla enfrentó un inédito pedido de sanción en el Consejo de la Magistratura. El motivo: lanzar vía Twitter, insistentemente y por años, insultos contra miembros de la Corte Suprema, diputados, jueces, fiscales y periodistas. En distintos mensajes, tildó a sus colegas como “burros sin moral, hipócritas, pelotudos, traidores y antipatrias”.


    En medio de sus rutinas de agravios, en 2015 anunció por las redes sociales su apoyo a la frustrada candidatura a gobernador bonaerense de Aníbal Fernández.


    Las decenas de tuis insultantes del camarista motivaron que los diputados de Cambiemos Waldo Wolff y Lucas Incicco lo denunciaran por mal desempeño de sus funciones en el Consejo de la Magistratura en 2017. Nadie pensó seriamente en promoverle un juicio político, pero varios miembros del organismo se inclinaban por una sanción disciplinaria.


    La ley 24.937 establece que los jueces pueden ser sancionados por la Magistratura debido a “las faltas a la consideración y el respeto debidos a otros magistrados”. Esto se basa en los llamados principios de Bangalore sobre la conducta de los jueces y el Código de Ética Judicial Iberoamericano, y las sanciones pueden ser una advertencia para su legajo, un apercibimiento o una multa de hasta el 30% de sus haberes.


    En la denuncia se clasificaron 56 tuits que chocaban con el reglamento de la Justicia. Por ejemplo, en enero de 2017 repudió al senador Miguel Ángel Pichetto por decir que Cristina Kirchner había terminado su carrera política: “Triste es ver al hipocrita y traidor. Volveran con el rabo entre las piernas y que hacercon ellos…” (sic).


    En diciembre de 2016, el juez federal Julián Ercolini procesó a Cristina por el direccionamiento de contratos de obra pública por más de 3000 millones de dólares a favor de Báez. Se apoyó en una investigación del fiscal Gerardo Pollicita. Y Ramos Padilla padre reaccionó así: “Ercolini producto Stiuso. Miren sus concursos y verán como se manijearon… Fiscal Polichita un burro en 1987 lo trajeron al juzgado federal de Moron lo eche inmediatamente por inutil y trepador sin escrúpulos” (sic).


    Luego se refirió al fallo de la mayoría de la Corte, constituida por los ministros Elena Highton, Carlos Rosenkrantz y Horacio Rosatti, que declaró aplicable la ley 24.390 al ex represor Luis Muiña. Se trata de la ley conocida como 2x1, porque permite a condenados computar dos años de prisión por uno, debido a buena conducta, entre otros requisitos. Esto dijo: “¿Como podrán estos 3 jueces de la Corte juzgar a los delincuentes comunes después de este abominable fallo? Perdieron toda autoridad moral” (sic).


    En otro mensaje se refirió a una decisión de Ricardo Lorenzetti sobre el concepto de cosa juzgada: “Usted quiere que pierda el recato propio de mi condición superior de juez. Pues bien pelotudo es. La hipocresía es la reina del palacio de justicia. De ética, honestidad, inclusion social, no se puede hablar. Lorenzetti emperador” (sic).


    Días después, al analizar fallos en casos de corrupción K, escribió: “Bonadio, Oyarbide, Campanolli, Romero Victoria, Michelt, Martínez Sobrino etc dan vergüenza de ser juez” (sic).


    Otro caso grave fue, en abril de 2015, cuando el fiscal de la Cámara de Casación Penal y miembro de Justicia Legítima, Javier De Luca, desestimó la denuncia del fiscal Nisman contra la ex presidenta por encubrimiento de Irán. Entonces, el camarista dijo: “En algún momento se sabrá como trabajo Nisman para encubrir en la causa de La Tablada. Fue en ese tiempo se vinculó con los servicios” (sic).


    Se refería así a la causa por el copamiento de ese regimiento del Ejército por parte del Movimiento Todos por la Patria, en 1989. Como juez y por ley, Ramos Padilla, en caso de estar al tanto de alguna inconducta de Nisman, debió haber hecho una denuncia penal. Pero eligió tuitear: “¿Qué pasara cuando el pueblo se entere quién era Nisman? Morir no te hace mejor persona y para colmo lo homenajean los peores fiscales” (sic).


    En marzo de 2015 denostó al entonces diputado del Frente Renovador Sergio Massa y al jefe de Gobierno porteño Mauricio Macri: “Se pueden trasplantar neuronas. Macri y Maza las necesitan. De lo contrario no logran una sola idea. Socorro peligro para todos” (sic).


    En cambio, en 2016, en su defensa acérrima de la ex presidenta frente a las investigaciones judiciales, advirtió: “Si tocan a Cristina el pueblo que está agradecido reaccionara. Yo hubo un 17 de octubre. Sin fueros Presidenta Coraje… CFK o Estados Unidos” (sic).


    En su descargo ante la Magistratura, el camarista defendió sus tuits y dijo que reflejaban su derecho a la opinión, a la libertad de expresión y que no cometió ningún delito ni falta reglamentaria. Y desarrolló una extraña teoría a favor de que los jueces expresen públicamente su ideología como “garantía de los justiciables”.


    En mayo de 2020, la mayoría K del Consejo de la Magistratura de la Nación hizo suyo ese argumento y rechazó aplicar una sanción disciplinaria.


    Pero los insultos no fueron el último escándalo de Ramos Padilla padre. En medio de la ofensiva K contra la Justicia, la Cámara Federal porteña confirmó en septiembre de 2019 al juez federal Claudio Bonadio al frente de la causa del Operativo Puf denunciada por Carrió. En sendas resoluciones, el presidente de ese tribunal, Martín Irurzun, rechazó los pedidos de apartar del caso a Bonadio, formulados por Etchebest, Valdés y Ramos Padilla padre.


    Pero la victoria del Frente de Todos en las elecciones presidenciales del 27 de octubre de 2019 envalentonó a los operadores judiciales K. Y el camarista Ramos Padilla volvió a amenazar a Irurzun. Esta vez en una audiencia.


    En una medida sin precedentes, la audiencia entre Ramos Padilla e Irurzun fue grabada y luego subida a un sitio ultra K en Youtube. Irurzun escuchó el descargo de Ramos Padilla, impertérrito y sin contestarle. Ramos Padilla empezó recordando los años ochenta: “Se acuerda, doctor Irurzun, cuando festejamos juntos el Nunca más en 1984, durante la condena a los ex comandantes… y ahora usted escucha [ilegalmente] con la DAJuDeCO (Dirección de Asistencia Judicial en Delitos Complejos y Crimen Organizado) y te mete preso…”.


    Mientras golpeaba una mesa con sus nudillos, afirmó que jueces y fiscales federales de Comodoro Py “humillaron, degradaron a la Justicia y metieron gente prensa”. “Usted la va a pagar… Esta va a ser su última causa”, amenazó Ramos Padilla padre.


    En sintonía, el kirchnerismo pidió el juicio político de Irurzun, a quien Cristina tenía en la lista negra de su batalla final. Por su parte, el presidente Alberto Fernández lo acusó de escribir “barrabasadas” en sus fallos, en una declaración en la que atacó a otros magistrados.


    Luego, prosiguió Ramos Padilla, “vieron otras representantes de la cofradía Oliveto y Zuvic en representación de Carrió y dijeron que el juez Rodríguez había recibido dinero”, supuestamente de parte de la viuda de Daniel Muñoz, Carolina Pochetti.


    De esa denuncia de la viuda de Muñoz, Rodríguez terminó siendo sobreseído.


    Las diputadas de Carrió sostenían que Rodríguez no podía estar a cargo de una causa conexa a la de los Cuadernos de las Coimas. Se realizó otro sorteo y la causa pasó al juzgado de Bonadio.


    ¿Por qué Ramos Padilla padre estaba en esa audiencia?


    En la causa del Operativo Puf, Ramos Padilla fue señalado –aunque no estaba imputado– por reunirse con Valdés en el SPA Puiggari de Entre Ríos. Y él reclamaba su derecho a defensa.


    En la audiencia, Ramos Padilla miró a Irurzun y, elevando la voz, dijo: “Usted está privando de su derecho de defensa al doctor Valdés. Soy amigo de Valdés y conozco a sus hijos como él conoce los míos… Tenga cuidado. Tengo una foto suya abrazado con Stornelli”.


    Más tarde defendió la causa que instruyó su hijo en Dolores y atacó al caso de los Cuadernos con estas palabras capciosas: “¿Por qué no hablamos de Diego Cabot y lo que hablaban en el hotel Faena? Todos sabemos con quién hablaba Cabot y usted mejor que nadie…”.


    Cuando se sumó a la audiencia el diputado Eduardo Valdés, Ramos Padilla dijo con ironía: “Dicen que yo participé en un complot con el doctor Valdés. Usted es mi cómplice, doctor, porque estamos un poquito gorditos y fuimos a hacernos un tratamiento a Puiggari”.


    Después subió la voz de nuevo: “Tarde o temprano, doctor Irurzun, nos vamos a enterar de todo lo que usted hizo junto con Bonadio y con esa secretaria de Bonadio, Mángano, que cuando yo aparecí salió corriendo con otros fiscales. Vaya a saber por qué… Es la esposa del director de la DAJuDeCO”. Se refería a Juan Tomás Rodríguez Ponte, ex secretario del juez federal Ariel Lijo. Por esta relación familiar, la fiscal María Mángano se apartó de la causa luego de hacer el requerimiento de instrucción.


    Ramos Padilla no se privó de referirse a una conversación que tuvo con la esposa de Julio De Vido, Alessandra Minnicelli, en un foro que se realizó en agosto de 2018 por la libertad de los “presos políticos”. Ramos Padilla participó de un panel titulado “Estado de Derecho en Argentina y América”. En esa época, el teléfono de De Vido estaba intervenido por la Justicia en una causa por corrupción.


    Y en la audiencia, Ramos Padilla recordó que en una escucha: “De Vido le dice a su mujer: ‘¿Te trataron bien en el foro?’”. A lo que, siempre según el camarista K, ella respondió: “Estaba el juez Ramos Padilla… Él me dijo que esperaba limpiar tu nombre”.


    Luego, Ramos Padilla le gritó a Irurzun: “No me gusta su doctrina, Irurzun… Muchos sacados de la casa en calzoncillos o en piyamas para escracharlos bien con sus amigos periodistas de Clarín”.


    Finalizada la audiencia, y como presidente de la Cámara Federal porteña, Irurzun rechazó otra recusación más de Ramos Padilla contra Bonadio.


    Semanas más tarde, el problema fue que seis fiscales aceptaron apartarse del caso del Operativo Puf por el clima de miedo en la Justicia que creó el kirchnerismo tras su victoria en las elecciones. Finalmente, el fiscal federal Franco Picardi aceptó el expediente.


    Las amenazas de Ramos Padilla en esa audiencia cayeron mal entre la mayoría de los magistrados de Comodoro Py que respaldaron a Irurzun.


    No es un juez cualquiera. Fue nombrado durante el gobierno de Alfonsín y se trata del primer juez que decretó el derecho a la verdad de las familias de los desaparecidos durante el gobierno de Carlos Menem.


    También, pese a las presiones del menemismo, Irurzun organizó, junto con su colega Horacio Cattani, el archivo físico de los expedientes de la histórica causa Ex Comandantes. Es el mismo que confirmó el procesamiento de Menem en la causa por la Venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia, y también avaló procesos contra Cristina y sus adláteres.


    Ahora veamos, con detalles, la carrera de junior, Alejo Ramos Padilla, ex juez federal de Dolores, e hijo mayor de Juan Ramos Padilla y cultor de similar estilo de trabajo y relaciones políticas.


    Desde su militancia en los organismos de derechos humanos, se inventó una imagen de magistrado dispuesto a “limpiar” la Justicia “corrupta”, en concordancia con la estrategia judicial de Cristina. Sin embargo, está denunciado por maltratar a su personal, haber avalado el Operativo Puf, perseguir periodistas, poner en riesgo la libertad de prensa y usar la fuerza contra Marcelo D’Alessio, como ya se vio.


    Como estudiante, criticó al ex decano de la Facultad de Derecho de la UBA y ex juez del juicio a los ex comandantes, Andrés D’Alessio, por un homenaje al periodista Mariano Grondona. Por esas paradojas de la historia, Andrés es el tío del falso abogado Marcelo D’Alessio.


    Andrés D’Alessio condenó al ex dictador Jorge Videla en 1984, cuando el Ejército tenía 200.000 efectivos bajo bandera; vivía amenazado de muerte y sufrió un ataque con trotyl.


    En cambio, Ramos Padilla se convertirá en “un valiente abogado” de las Abuelas de Plaza de Mayo por haber denunciado a Videla cuando el represor ya era un anciano, condenado en La Plata y sin ningún apoyo ni poder.


    Antes de llegar al Juzgado de Dolores, fue designado miembro de la filial de Justicia Legítima en Mar del Plata y director de la Asociación Anahí de Chicha Mariani (Abuelas de Plaza de Mayo). También fue apoderado de Héctor Timerman en la acusación contra el general Ramón Camps por el secuestro de su padre Jacobo, ex director del diario La Opinión.


    Ambos Ramos Padilla ataron luego su carrera al diputado nacional, docente y militante por los derechos humanos Alfredo Bravo. Entre 2000 y 2001, Alejo Ramos Padilla consiguió un contrato como jefe de asesores de la secretaría administrativa de la Legislatura porteña. Luego de la muerte de Bravo, el padre se sumó al Movimiento Nacional Alfonsinista (MNA) de Leopoldo Moreau, ya integrado al kirchnerismo con el fervor de los conversos.


    En 2017, Alejo Ramos Padilla fue añadido por su padre a la página del MNA y, cuando estalló el caso D’Alessio, la mención fue rápidamente borrada, para no dejar huellas de sus vínculos políticos partidarios.


    Aquellos apoyos le habían permitido en 2011 que Cristina, tras ser aprobado su pliego en el Senado, lo nombrara en el Juzgado Federal de Dolores mediante el decreto 1424. Después, a través de la resolución N° 131/15 del Consejo de la Magistratura, Ramos Padilla fue nombrado juez subrogante en Bahía Blanca. Esta resolución fue tildada por miembros de la oposición como “violatoria del debido proceso y de las normas que garantizan la estabilidad de los jueces subrogantes”.


    En esa sesión de la Magistratura, fue apoyado por representantes de las Abuelas y Madres de Plaza de Mayo, de la agrupación Hijos, del CELS de Verbitsky, de la APDH y por el entonces diputado del Frente para la Victoria y actual secretario de Derechos Humanos de la nación, Horacio Pietragalla.


    Había una razón de fondo para semejante jugada: al ser nombrado juez subrogante en Bahía Blanca, tomó la causa por la represión ilegal de la Armada en Bahía Blanca, que el gobierno quería impulsar. Además de apuntar a los militares responsables de esos delitos de lesa humanidad, concentró sus esfuerzos contra el director del diario La Nueva Provincia, Vicente Massot. Se trata de un empresario y periodista de derecha, al cual el kirchnerismo quería meter preso por falsas complicidades con la dictadura.


    Así, el 26 de junio de 2015 Ramos Padilla tomó posesión del cargo en Bahía Blanca. Según los testigos, se interesó por el caso Massot y se reunió con el abogado de dos imputados en la causa Ficcadenti.


    Esa es la carátula oficial del caso sobre la usina de facturas truchas en que Báez era investigado. Por la maniobra, el Estado perdió unos 670 millones de pesos en impuestos evadidos. Unos 70 millones de dólares de la época.


    Apenas tomó el control del juzgado de Bahía Blanca, abrió un sumario por supuestas irregularidades internas. Pero el sumario fue, en realidad, para “perseguir y hostigar a aquellos empleados que instruían esa causa y así proteger a los imputados, entre ellos, Lázaro Báez”, según afirmó una fuente judicial.


    En ese proceso, Báez tuvo como abogado defensor al polémico Franco Bindi, uno de los cerebros del Operativo Puf. ¿Otra casualidad del destino? ¿O Bindi ya estaba operando con la AFI K desde ese momento?


    En los seis meses que duró la suplencia de Ramos Padilla, la causa Ficcadenti, según una fuente del juzgado, “apenas consiguió incrementarse en 73 fojas (de la 333 a la 406), de las cuales menos de diez cuentan con la firma del citado magistrado”.


    En cambio, el sumario que Ramos Padilla abrió contra los empleados acumuló más de cinco cuerpos, con 1113 fojas, plagadas de pedidos de informes, testimonios y requerimientos.


    Al margen de haber congelado la denuncia contra Báez, por la subrogancia Ramos Padilla cobró varios miles de dólares como salario extra y viáticos.


    Pero no todo fue ganancia.


    El paso por Bahía Blanca también le dejó a Ramos Padilla una investigación judicial preliminar. El expediente avanza lento, sobre todo después del cambio de gobierno en diciembre de 2019, y lo investiga el fiscal federal Gabriel González Da Silva. Entre los testimonios que están en la causa, varios empleados del juzgado denunciaron “presiones psicológicas”, “amenazas” y “aprietes encubiertos” por parte de Ramos Padilla y su equipo.


    Por ejemplo, la encargada de la secretaría de Derechos Humanos dijo: “Nosotros sufrimos, en los primeros tiempos, presión psicológica y después, directamente aprietes”. Afirmó que tuvo miedo, sufrió una intimidación constante y se sintió “acosada y hostigada por los aprietes”, al punto que llegó a pensar en renunciar. Agregó que la gente que acompañó a Ramos Padilla mostró su apoyo a los K en tres situaciones puntuales. En una de ellas, en una discusión, Gustavo Puppo, uno de los secretarios que el juez llevó desde Dolores, le espetó que no estaba a la altura del cargo y que se tenía que sentir muy agradecida con el gobierno kirchnerista, y básicamente tenía que tener en su despacho un cuadro de Néstor Kirchner y agradecerle todos los días porque, si no, no se hubiera creado la secretaría de Derechos Humanos del juzgado y no sería secretaria.


    El día de la llegada de Ramos Padilla se presentaron en el juzgado sus empleados de confianza e inmediatamente pidieron las causas:



    • Triple A, en la que estaba imputado el entonces juez de la Cámara Federal bahiense Néstor Luis Montezanti.


    • Massot, en la que estaba imputado el entonces dueño del diario La Nueva Provincia y tío de Nicolás Massot, ex presidente del bloque PRO en Diputados.


    • Coleffi, en la que se imputó al actualmente cesanteado secretario Álvaro Coleffi por la difusión de las escuchas de la causa Suris.



    Los empleados vivieron como una “intervención política” la subrogancia de Ramos Padilla. Durante ese período, el juez contó con una decena de asistentes llegados desde Dolores y aportados por la procuradora y presidenta de Justicia Legítima, Alejandra Gils Carbó.


    Apenas aterrizó en el juzgado, Ramos Padilla “hizo cambiar todas las cerraduras”. Varios empleados quedaron sin escritorio y con los cajones fajados. Se presentó, también, con “un señor de traje, visiblemente armado”.


    La citada empleada contó: “La actitud de algunos de ellos era absolutamente intimidante, llegando a tantear los estantes en su parte inferior como solo lo he visto en películas, cuando se buscan micrófonos, y a revisar los residuos descartados por personal de esta sede”.


    Después de leer los testimonios de los empleados, el fiscal Da Silva opinó que “hay elementos” para investigar a Ramos Padilla por abuso de autoridad e incumplimiento de los deberes de funcionario público.


    Finalmente, Ramos Padilla renunció a su cargo de subrogante de Bahía Blanca el 31 de diciembre de 2015, como consecuencia del fallo de la Corte que dispuso la inconstitucionalidad de la polémica ley de subrogancias de Cristina.


    En enero de 2019, los K lo confirmaron como hombre de confianza y le llevaron a Dolores la causa que, desde el punto de vista político, sería la más importante en su carrera: el caso D’Alessio. Pero a poco más de un mes de abierta esa causa, en marzo de 2019, el representante de Macri en el Consejo de la Magistratura, Juan Bautista Mahiques, pidió el juicio político de Ramos Padilla. Fue por ventilar datos reservados de la causa en la famosa exposición ante la Comisión de Libertad de Expresión de Diputados, entre otras razones.


    El pedido provocó que el kirchnerismo y La Cámpora organizaran una marcha de apoyo al juez, amplificada por los medios K: el juez apareció como una víctima de una supuesta persecución macrista. Pero la solicitud de destitución era por mal desempeño del cargo y acusaciones concretas.


    Mahiques explicó que en la polémica exposición en Diputados de marzo de 2019 el juez “afirmó categóricamente como verdaderos diversos extremos de la investigación que todavía no han sido verificados”. Y agregó: “Del mismo modo, cuestionó e involucró a otros diputados y magistrados nacionales, lo que resulta, además de imprudente, contradictorio y constitutivo de un inaceptable prejuzgamiento”.


    Con tres escritos firmados por él mismo y por su padre –quien es a su vez su abogado defensor–, el juez federal de Dolores negó la acusación. Replicó sosteniendo que, con la denuncia, el gobierno de Macri buscaba “interferir” en su investigación del caso D’Alessio. En su defensa, solicitó también que se citara a los periodistas K Verbitsky, Raúl Kollmann y al ex vocero de la AFA, Ernesto Cherquis Bialo.


    Juan Ramos Padilla, como suele suceder, evitó las sutilezas: “La denuncia fue promovida por el propio presidente Macri, que puso el aparato administrativo estatal –incluso a los servicios de inteligencia– para montar este irregular proceso en connivencia con sus aliados políticos y judiciales”.


    Primero, el resultado de las elecciones presidenciales a favor del Frente de Todos y, luego, la muerte de Bonadio retrasaron el pedido del juicio político. El contexto fue aprovechado por Alberto Lugones, presidente del Consejo de la Magistratura, camarista federal en San Martín y aliado de los K, para ayudar al juez. Lugones sostuvo que “no es razonable” iniciar un juicio político de Ramos Padilla y que la denuncia era “infundada”.


    Así, en la primera semana de junio de 2020, el organismo aprobó cerrar en tiempo récord la denuncia contra Ramos Padilla por su actuación en la causa D’Alessio. El dictamen obtuvo seis votos a favor sobre el total de nueve miembros de la Comisión de Disciplina y Acusación.


    Las urnas, que se “dieron vuelta”, como dijo el polémico camarista, le dieron aún más favores políticos a la familia Ramos Padilla.


    En marzo de 2020, el gobierno nombró a Juan Martín Ramos Padilla, hermano del juez federal de Dolores e hijo menor del camarista, gerente de Radio Nacional. Antes, un medio de su propiedad, Radio Caput, había caracterizado a De Vido como un “emblema de un proyecto político y de la injusticia”.


    Pero lo más grave que hizo Juan Martín Ramos Padilla fue tergiversar, durante la última campaña electoral, la declaración de la madre de un desaparecido: “Fernández Meijide quiso ensuciar a Chicha Mariani, defendió el negacionismo, llamó a votar por Macri y me cortó el teléfono”.


    Graciela Fernández Meijide fue miembro de la histórica Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Conadep) que el peronismo se negó a integrar en 1983. Por ese trabajo recibió decenas de amenazas de muerte, cuando grupos paramilitares aún seguían operativos en la Argentina. Fernández Meijide aceptó que la cifra de 30.000 desaparecidos es “un dato simbólico político”, en tanto los desaparecidos registrados en la secretaría de Derechos Humanos y otros informes oficiales son muchos menos. Nunca negó la existencia de desaparecidos, máxime cuando su hijo Pablo Enrique Fernández Meijide fue secuestrado y asesinado por la dictadura.


    Pero los Ramos Padilla no entienden de sutilezas.


    Son brutales.
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    Cristina quiere la cabeza de Stornelli (pero no la puede tener)


    –¿Doctor Stornelli, cómo es su relación con el presidente Macri?

    –La última vez que lo vi fue en la cancha de Boca en 2010. Yo era el encargado de la seguridad del estadio. No lo dejé entrar porque venía con mucha custodia. ¿Por qué me pregunta?

    –No, por nada. Es para evaluar el riesgo procesal.


    No es un chiste sino una de las preguntas que le hizo el juez Alejo Ramos Padilla al fiscal Carlos Stornelli en el contexto de la declaración indagatoria a la que lo citó. La escena, contada por primera vez en este libro, revela que Ramos Padilla, en efecto, pensó en dictar la prisión preventiva de Stornelli.


    Aunque lo intentó, no pudo hacerlo. Y además, hubiese sido un escándalo: los fiscales gozan, por ley, de inmunidad de arresto.


    El diálogo tuvo lugar el 29 de noviembre de 2019, apenas Stornelli entró al despacho del juez y se dieron la mano con cortesía y frialdad. El aire se cortaba con un cuchillo en la oficina del Juzgado de Dolores. Ni siquiera un café pudo bajar la tensión en la sala. Se miraron una y otra vez con desconfianza. De cualquier modo, la simpatía que discretamente le demostraron muchos de los empleados del juzgado sirvió para levantar la moral de Stornelli.


    Era la primera vez que se encontraban luego de un duelo mediático y judicial en que el juez llamó seis veces a indagatoria a Stornelli y lo declaró en rebeldía. El fiscal, antes de concurrir, se aseguró de que la causa de los Cuadernos fuera elevada a juicio oral, para evitar nulidades.


    ¿Por qué el magistrado le descerrajó esa imprevista pregunta sobre su relación con el entonces presidente? Sucede que las prisiones preventivas se ordenan según el riesgo procesal. En este tipo de casos, se evalúa si el imputado puede obstruir la investigación de la causa o fugarse. El fiscal no iba a escapar. Pero el juez podía inferir que, si tenía una estrecha relación con Macri, entonces jefe de Estado, iba a sabotear la causa. Y con ese “riesgo procesal” podía dejarlo preso.


    Era la foto que quería y sigue queriendo Cristina: Stornelli saliendo esposado de un juzgado.


    Pero los K apenas consiguieron la foto del ingreso del fiscal, imputado por primera vez en su vida. No la de su detención. Es el mismo fiscal que, en la causa de los Cuadernos, logró el procesamiento de 170 ex funcionarios K –entre ellos, Cristina– y poderosos empresarios. No era ni es un caso más. Se trata de un hito en la historia judicial argentina. Elisa Carrió contó a este autor que incluso a Macri “no le gustaba esta causa porque decía que afectaba la macroeconomía”. Además, el entonces presidente tenía a amigos y parientes procesados.


    Desconcertado por la pregunta sobre Macri, Stornelli caminó los veinte metros que separaban el despacho del juez de la sala de audiencias, mientras daban vueltas en su cabeza las frases con las que lo habían atacado unos días antes. Cristina Kirchner había dicho: “Stornelli es un fiscal extorsionador”. Oscar Parrilli lo había acusado de “apretar empresarios”. El presidente Alberto Fernández había afirmado: “Stornelli es una vergüenza para la Justicia”. Y el estrambótico operador de Cristina y Alberto, Eduardo Valdés, sentenció: “Stornelli es Macri”.


    El objetivo de la vicepresidenta era claro: conseguir la cabeza del fiscal en bandeja de plata. Iba a ser el broche de oro para el relato del lawfare y su batalla final. Desde el crimen de Nisman, Cristina no había tenido una obsesión de estas dimensiones contra un fiscal.


    Se había preparado durante seis meses para ese momento. Había estudiado hasta los mínimos detalles de la causa D’Alessio. Y en una entrevista con este autor en su departamento de Palermo, rodeado de su colección de relojes antiguos, el fiscal desgranó sus ideas acerca del interés de Ramos Padilla por su vínculo con Macri.


    –¿Por qué el juez Ramos Padilla, Cristina, el presidente Fernández y los medios K lo presentan como un fiscal macrista?


    –Me quieren pegar con Macri como parte de su estrategia política y judicial. Es cierto que conozco a Macri. Tengo una relación desde que me ofreció ser candidato a diputado nacional hace diecisiete años. Pero no somos amigos. Le cuento: en 2003, me llamó Juan Pablo Schiavi, quien paradójicamente era en ese momento uno de los armadores del proyecto de Macri. Siempre le tuve mucha simpatía personal a Schiavi. Él era el encargado de convencerme. El día anterior a que cierre la presentación de listas, me llamó Macri para pedir que aceptara la candidatura. Le contesté que me invitaba a una lista, no a un proyecto. Y rechacé su oferta.


    –¿Cuándo fue la última vez que trató o vio a Macri?


    –Lo última vez que lo vi fue cuando yo estaba a cargo de la seguridad del estadio de Boca. Integro con otros fiscales esa comisión como socio y en forma ad honorem. Macri quería entrar con ocho custodios y le dije que no. Fue hace diez años aproximadamente. Era un partido caliente en la Bombonera. Me llamaron de la puerta donde estaba. Le dije: “Mirá, Mauricio, acá adentro te cuidamos nosotros, entrá con dos tipos y sin armas”. Me miró con cara de orto. Nunca más lo traté. Él, que había sido presidente de Boca hasta 2008, se enojó. No volvió a hablarme. No tengo relación, o sea, no le hablo ni nada. La última vez que lo vi, pero solamente lo vi, fue en 2019, en un acto en el Colegio Militar. Hay una foto, que no está trucada, pero está sacada en diagonal. Da la sensación de que yo estoy sentado al lado de Macri. En realidad, estoy entre el público. El jefe del Estado Mayor del Ejército de ese momento era íntimo amigo mío de la infancia y me invitó al acto. Macri entró después que empezó el acto y se fue antes de que termine. No tuve ningún cruce con él. Entró y salió. Nunca milité ni participé de ningún espacio macrista.


    –¿De dónde viene ese odio del kirchnerismo en contra de usted?


    –Yo creo que empezó con el caso Skanska, en 2004, cuando pedí la indagatoria de funcionarios del gobierno de Néstor Kirchner. Luego Kirchner dijo que yo estaba totalmente “pegado a Macri”. Así se creó el relato. Algunos dirigentes del kirchnerismo, alcahuetes y oportunistas, me odian porque odian a todo aquel que investigue. No quieren justicia independiente, ni fiscales, ni periodistas que investiguen. Yo no odio a nadie. Solo hago mi trabajo de fiscal. Con Menem y el menemismo sucedió el mismo fenómeno, pero no tan grave.


    –¿Doctor, por qué dijo que tuvo más relaciones con el presidente Alberto Fernández que con Macri?


    –Con el presidente Fernández, antes de ser candidato en 2019, de vez en cuando nos juntábamos. Era una relación cordial aunque no somos amigos. Tenía trato frecuente con el presidente. Me llamaba para preguntarme sobre la situación de la Justicia en general. Nada raro. Fui varias veces a comer o a tomar un café en su búnker de la avenida Callao.


    –¿Qué responde a las críticas del presidente en su contra, dichas en el marco del Operativo Puf?


    –Entiendo que el presidente está jugando un partido por el poder en su máxima expresión. Pero otros dirigentes kirchneristas me atacan porque buscan una reacción mía para recusarme en las causas en que investigo. En estos meses he aprendido a cultivar la paciencia y una actitud zen. Es el precio que hay que pagar. Ni yo no usted vamos a dejar de investigar por esta operación armada en el Juzgado de Dolores.


    –¿Alberto Fernández le preguntaba por causas judiciales?


    –Recuerdo que una vez se mostró muy interesado por la situación judicial del ex secretario de los Kirchner, Fabián Gutiérrez. Colijo que el interés era de parte de Cristina. Creo que Gutiérrez quedó preso en octubre de 2018 en la causa de los Cuadernos. El arrepentimiento de Gutiérrez lo propuso su abogado, Martín Magram. Paradójicamente, tengo más relaciones con funcionarios del espacio del Frente de Todos que con los de la administración macrista.


    –¿Cómo le ofreció Daniel Scioli el Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos Aires?


    –Scioli me invitó un día a comer cuando era vicepresidente. Creo que el juez Jorge Urso, que era mi amigo, le dio mi teléfono. Luego conversamos varias veces. Fui con un colega. Charlamos. Tenía un proyecto de seguridad para la provincia. Le pedí pensarlo. Después, cuando ganó la Gobernación bonaerense, me convocó para el Ministerio de Seguridad en 2007, cargo que ocupé hasta 2010. A la amistad la mantengo.


    –El senador del Frente de Todos Oscar Parrilli pidió dos veces su juicio político…


    –Es un pedido basado en mentiras y conjeturas. Viene del Instituto Patria.


    –El otro fiscal que atacó duramente el kirchnerismo fue Nisman, unos días antes y después de su crimen en 2015…


    –Estoy convencido de que a mí no me mataron porque ya lo tenían muerto a Nisman y esto les provocó un enorme costo político. Sé que tengo un perfil alto en el debate público por las causas de corrupción. Participé de la marcha por el esclarecimiento de la muerte de Nisman y eso no me lo perdonan. Y, además, les preocupa muchísimo mi investigación de la causa de los Cuadernos. Entonces, por ahora, no les conviene matarme.


    –Pero, aparte de las críticas y los insultos, ¿tuvo amenazas de muerte?


    –La más fuerte fue el hallazgo de una carcasa de bomba cerca de la casa de mi hijo. Fue en mayo de 2019. La dejaron debajo de un auto estacionado en la calle Castex, casi esquina Salguero, en Palermo. La Policía Federal halló un artefacto con tres tubos rojos encintados y un reloj que simulaban ser una bomba. Las demás son amenazas en las redes sociales sin importancia.


    Aquel 29 de noviembre de 2019, en la sala de audiencias de Dolores, el fiscal no solo aludió a su relación con Macri, afirmó que la denuncia por extorsión era “un armado” entre D’Alessio y Etchebest, orquestado por abogados K y difundido mediante una “operación mediática feroz”.


    Stornelli, vestido con un ambo azul, camisa blanca sin corbata y anteojos oscuros, soportó estoico las preguntas durante doce horas de interrogatorio. Allí precisó que el objetivo de la maniobra era hacer caer la causa de los Cuadernos y separarlo a él del caso.


    El juez se mostró nervioso durante el interrogatorio.


    Con testimonios, pruebas y un dictamen de una fiscal, Stornelli contestó todas las preguntas. El dictamen era producto de una causa abierta por una denuncia por fraude contra D’Alessio formulada por el propio Stornelli.


    Tras la presentación de Pedro Etchebest, explicó que varios “de los procesados en la causa de los Cuadernos, como Roberto Baratta, fueron aceptados como querellantes en Dolores”. Y sus abogados presentaron “recusaciones calcadas” en su contra, en la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    Cada vez resulta más claro: el juez de Dolores convirtió la causa D’Alessio en un espejo de los más importantes juicios por corrupción K que se tramitan en los tribunales de Comodoro Py.


    Stornelli miró al juez Ramos Padilla y le dijo: “No me presenté antes para preservar la causa de los Cuadernos de la maniobra organizada, entre otros, por los abogados que usted, doctor, indagó en esta causa y aparecen defendiendo a Etchebest, luego a Fariña, o a otros”.


    Era otra denuncia directa contra Franco Bindi, el armador del Operativo Puf.


    Stornelli analizó párrafo por párrafo la denuncia de Etchebest, deteniéndose en el punto en que afirmó que “duró 4 horas” la famosa reunión del 8 de enero con D’Alessio en el parador CR de Pinamar. En ese punto, citó un peritaje de las antenas activadas por los celulares de los protagonistas del desayuno frente al mar, en el que se demuestra que la reunión no pudo durar más de “40 minutos”.


    Ese análisis de georreferenciación telefónica precisa que D’Alessio llegó a las 11 y abrió su computadora. Luego se sumó el actual gobernador de Salta, Gustavo Sáenz, que se convirtió en el “Ángel de la Guarda” de Stornelli, en tanto fue un testigo improvisado de los verdaderos términos de la conversación con D’Alessio.


    Luego, el falso abogado lo invitó a manejar su camioneta último modelo Ranger Rover. A las 11.39 los teléfonos de los tres ya estaban separados. El dato coincide con el testimonio de Matías Etchebest: el hijo del sinuoso Pedro declaró que salió del parador a las 11.40.


    Minutos después, los celulares de D’Alessio y Etchebest salieron del alcance de la antena de Pinamar. Y quedaron registrados en la antena de General Madariaga.


    Se trata de una pericia clave: la denuncia de Etchebest se basa en que hubo una larga reunión para, por ejemplo, intercambiar chats sobre el soborno de 300.000 dólares solicitado por D’Alessio a Echebest. Y además, pactar con el “recaudador” de Stornelli, el gobernador Sáenz.


    A mitad de la indagatoria, el juez interrumpió la grabación y convidó a Stornelli con sándwiches de miga. La tensión bajó unos decibeles.


    Al reanudarse el interrogatorio, Stornelli contrastó que Etchebest, en sus conversaciones con D’Alessio, “aparece más preocupado por la causa de los Cuadernos que por su propia extorsión”, entre otra docena de contradicciones. Luego soltó un dato explosivo: “Creo que el hijo de Etchebest, cuando estuvo detenido por reducir a la servidumbre a los ciudadanos bolivianos, fue alojado en la misma celda que Roberto Baratta en Ezeiza”.


    A Stornelli le preguntaron por el querellante y ex director de PDVSA Argentina, Gonzalo Brusa Dovat. El fiscal dijo directamente que es “un mentiroso”, cuando afirmó que fue coaccionado y que fue a su fiscalía a declarar sobre maniobras de la filial local petrolera venezolana.


    Stornelli recordó que el periodista Rolando Graña declaró en Dolores que fue el propio Brusa Dovat quien lo reconoció en un bar de Plaza de Mayo. En esa ocasión, le pidió volver a verlo para contarle su caso y hacerlo público: Brusa Dovat “está cooptado o se asustó por el impacto mediático de sus declaraciones”, dijo el fiscal.


    El ex directivo de PDVSA, primero, fue entrevistado por este autor y, luego, por los periodistas Rodrigo Alegre, Eduardo Feinmann y Graña. Y en cuarto término, declaró ante Stornelli. Cuando el juez le mostró un informe auténtico de la AFI sobre Brusa Dovat como prueba del espionaje ilegal, Stornelli observó que el documento estaba fechado el 5 de febrero de 2019. Es decir, después de declarar a los medios que fue amenazado por agentes del SEBIN chavista, el Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional.


    Es obligación de la AFI investigar si hay tareas de espías extranjeros en territorio argentino.


    A continuación, Stornelli se refirió al supuesto intento de extorsión de D’Alessio contra el hijo del jardinero de Cristina Kirchner, Pablo Barreiro, llamado Pablo Erasmo Barreiro. Aclaró que, por entonces, no conocía a D’Alessio.


    Al igual que en el Operativo Puf, en el medio aparecieron los abogados K Graciana Peñafort y Alejandro Rúa y se reunieron con Pablo Erasmo Barreiro antes de que denunciara a Stornelli. Barreiro renunció a su primer abogado porque, dijo, quería “una defensa política y no técnica”, y contrató a Peñafort y Rúa, un defensor de ex funcionarios K vinculado al CELS de Verbitsky.


    En su indagatoria, Stornelli confirmó que este autor recomendó tomarle declaración testimonial a D’Alessio. El motivo era que, como ex funcionario de Enarsa, conocía irregularidades en esa empresa estatal, y así lo había contado en una entrevista que le hice para mi libro El mecanismo. Contó también que tomó confiado la declaración testimonial de Brusa Dovat porque me conoce desde hace más de veinticinco años. Explicó que no hago operaciones y que soy “más bueno que el Quaker”.


    En un momento de la indagatoria, el juez Ramos Padilla le preguntó por qué no entregó su celular. Respuesta: “Usted no me lo pidió, doctor. Además, borro habitualmente todo lo que escribo en el día”.


    La indagatoria en Dolores terminó recién sobre la medianoche. El fiscal salió confiado porque contestó todas las preguntas y no dejó baches desde el punto de vista jurídico. Pero desde el punto de vista político, Ramos Padilla estaba jugando un papel para darle una fachada judicial a esta operación política.


    Basta con recordar el rol de un juez y un fiscal y comparar: en las causas penales, el fiscal acusa y el juez, como figura imparcial, resuelve. Pero en el caso D’Alessio fue al revés: desde el arranque de la causa D’Alessio en marzo de 2019, el fiscal federal de Dolores Juan Pablo Curi advirtió a Ramos Padilla que actuaba “sin impulso fiscal”. Y nunca pidió la indagatoria de Stornelli. Fue el juez el que direccionó la causa hacia el fiscal porteño y luego lo indagó, tal y como quería Cristina.


    Pronto, más dudas y sospechas envolvieron la investigación de Ramos Padilla. Entre ellas, un confuso incidente mediante el cual los abogados de Etchebest accedieron en forma irregular a unos 60.000 documentos secuestrados en los celulares y las computadoras de D’Alessio.


    ¿Qué había pasado?


    El 11 de marzo de 2019, el fiscal de Dolores aportó una memoria externa vacía al juzgado para que le grabaran allí una copia de la información obtenida tras el allanamiento al domicilio de D’Alessio. Pero el juez denegó el pedido, aduciendo que las partes de la causa, en ese momento, no podían acceder a esos datos. Entonces, el fiscal Curi solicitó a la Dirección General de Investigaciones y Apoyo Tecnológico de la Procuración General de la Nación que analizara esa memoria externa. Los técnicos del organismo determinaron que la memoria había tenido almacenados más de 60.000 archivos, que fueron borrados antes de devolverla. Pero los datos sí fueron copiados a uno de los abogados de Etchebest.


    Para que se entienda bien: el kichnerismo accedió a esos 60.000 documentos de D’Alessio antes que el fiscal Curi, Stornelli y los otros imputados. Y, según Carrió, llegaron a manos de Cristina Kirchner. La única respuesta del juez fue abrir un sumario para determinar quién fue el responsable del “error”.


    Mientras seguía el tironeo entre el fiscal Stornelli y el juez, este tomaba cualquier referencia de las computadoras o celulares de D’Alessio como un caso criminal. Así, abrió treinta expedientes más. Es decir: además del caso Etchebest, aceptó a veinte querellantes con pocos o ningún fundamento.


    Uno de esos expedientes denunciaba “apretadas” de Stornelli al dueño de Techint, Paolo Rocca, el ex presidente de la Cámara de la Construcción Carlos Wagner, y el titular del Grupo América Eduardo Eurnekian. Supuestamente, para que declararan como arrepentidos en la causa de los Cuadernos. La versión, profusamente difundida por los medios K, sostenía que Stornelli le quiso hacer una cámara oculta al abogado Javier Landaburu. Y que Landaburu iba a denunciar al fiscal.


    Escribió el diario Página/12: “La imputación por el caso Landaburu tiene que ver con una escucha en la que D’Alessio contó que el empresario Eurnekian pagó 600.000 dólares para no ir preso y no ser allanado. El falso abogado da por supuesto que parte del dinero fue para Stornelli. Se trata de las conversaciones o chats entre D’Alessio y Etchebest donde, como ya se vio, uno buscaba manipular al otro”.


    Pero Landaburu se presentó ante el juez y negó en forma categórica haber preparado una denuncia contra Stornelli. El letrado dijo que dicha versión era “absurda por tres razones”:



    • Con Stornelli tengo una relación que excede lo profesional, pues compartimos cuestiones comunes en ámbitos sociales y nos vemos varias veces por mes.


    • No soy el abogado de Rocca ni de Wagner, consta en la causa de los Cuadernos, por lo tanto, Stornelli jamás podría haber pensado que yo iba a hacer una denuncia representando a ellos dos. Los abogados de Rocca son Fontán Balestra y José María Figuerero. Y los de Wagner, no recuerdo quiénes son.


    • Eduardo Eurnekian es cliente del estudio del que soy socio, eso consta en la causa de los Cuadernos y Stornelli también lo sabe. Entonces, jamás hubiera podido venir a verme D’Alessio y presentarse como abogado de esa persona, porque lo representamos nosotros. La imputación es absurda.



    Por otra parte, Eduardo Eurnekian no está imputado en la causa de los Cuadernos de las Coimas, sino su sobrino Hugo.


    Luego de la desmentida de Landaburu, ningún medio K aclaró que la versión era falsa. Por el contrario, Cristina, sus operadores y la prensa K se la pasaban día y noche construyendo “nuevos casos criminales”.


    Mientras, por tercera vez en agosto de 2019, el fiscal Curi pidió a Ramos Padilla que se apartara de la causa D’Alessio y la enviara a la Justicia Federal de la Ciudad de Buenos Aires. A criterio de Curi, se estaban violando principios fundamentales como “el del juez natural, el derecho a la defensa y el debido proceso”.


    Entre sus argumentos, Curi explicó que el juez dividió la causa en 28 casos, de los cuales “22 ocurrieron en Buenos Aires y otros 6 tienen puntos de contacto con la CABA”. El fiscal de Dolores resaltó que los 17 indagados, 9 procesados y 5 detenidos tienen domicilio residencial o laboral en la capital. Incluso, sobre la supuesta extorsión a Etchebest destacó que “no existe un solo indicio” de que se haya organizado en la jurisdicción de Dolores. Excepto el famoso desayuno entre D’Alessio, Stornelli y Sáenz en Pinamar.


    En el dictamen, Curi puso en duda la veracidad de las pruebas que Ramos Padilla entregó a la Comisión Provincial de la Memoria para que analizara si mis notas y las de otros periodistas constituyeron “operaciones de acción psicológica”.


    Desde el sentido común, Curi le advirtió al juez que, a partir de algunos testimonios de los mismos querellantes, “hay serias dudas” sobre acciones de espionaje atribuidas al falso abogado. Y subrayó: “En realidad, esas acciones fueron calificadas por los propios querellantes como ‘mentiras’, ‘todo un invento’, ‘porquerías’, ‘un pasquín armado de Internet’ y ‘calamitoso’”.


    Pero no solo el fiscal Curi asumió esa posición favorable a Stornelli. El ex dirigente Montonero y actual empresario Mario Montoto fue otro de los que lo defendió.


    En los años setenta, Montoto usaba el nombre de guerra “Pascualito” e integraba la seguridad del líder montonero Mario Firmenich. Con el retorno de la democracia en 1983, pasó a ser el secretario y apoderado legal de Firmenich y padrino de su hija. Hoy es uno de los empresarios más fuertes del rubro Seguridad y Defensa.


    Empezó su testimonio ante Ramos Padilla quejándose porque algunos periodistas K, como su ex compañero de Montoneros Horacio Verbitsky, lo presentaron como “el jefe” de D’Alessio. Y le adjudicaron ser parte del Mossad, el servicio de inteligencia de Israel.


    Explicó así su conexión con D’Alessio: “Nació como una relación vinculada a pretensiones que yo llamaría laborales, porque a mí me lo presenta el periodista Eduardo Feinmann. Uno de los propósitos principales de D’Alessio era que mi revista DEF pudiera hacerle un reportaje, ya que él se presentaba en ese momento como un especialista en seguridad”.


    Le preguntaron, además, si le constaba el vínculo entre Stornelli y D’Alessio: “La realidad demostró que D’Alessio no era amigo ni conocido de todos. Lo mismo ocurrió con el doctor Stornelli. El conocimiento no databa de tanto tiempo y me parece que usaba un método de aproximación. En mi barrio se dice ‘conocido en París por famoso en Japón’. Cuando uno está en Japón es muy famoso en París y cuando uno está en París es muy famoso en Japón”.


    También contó que D’Alessio le ofreció participar de la campaña electoral del ex candidato presidencial Alfredo Olmedo, pero él no quiso involucrarse.


    Se retiró de la política en los noventa, luego de conseguir que Menem indultara a los jefes montoneros. En cambio, su hija Fernanda Raverta milita en La Cámpora y fue nombrada titular de la estratégica Anses del gobierno de Alberto Fernández.


    Al mostrársele fotos que le envió D’Alessio, donde se lo ve con un fusil ultramoderno 12/75 Kel Tec –único en la Argentina–, dijo: “Él sabía perfectamente bien que yo soy un aficionado. Mi afición nació cuando tenía 11 años y salí subcampeón por el Club Gimnasia y Esgrima de La Plata en tiro de fusil. Él era un gran estudioso de los gustos personales, porque también era una forma de acercase más a las personas”.


    También ratificó que se reunió con el autor de este libro para aclarar que su empresa no había hecho las reparaciones del submarino ARA San Juan que naufragó a fines de 2017.


    Como me regaló una revista-libro con muy buenas fotos sobre la guerra de Malvinas, le propuse que grabara una serie para Netflix sobre los ataques de los pilotos de la Fuerza Aérea Argentina a la Task Force británica.


    Luego de la testimonial, Montoto se sorprendió cuando Ramos Padilla lo invitó a tomar un café en su despacho. Le preguntó, con admiración adolescente, por su rol como mano derecha de Firmenich, en los violentos años setenta.


    Pese a su descargo, la posición del fiscal de Dolores y los testimonios como los de Landaburu y Montoto, en diciembre de 2019 Stornelli fue procesado por Ramos Padilla.


    Como es ya costumbre en el magistrado, lo hizo sin realizar ninguna de las medidas de prueba pedidas por la defensa. El juez venía con viento de cola por la victoria del Frente de Todos en las recientes elecciones presidenciales.


    El procesamiento de Stornelli fue dictado sin prisión preventiva y con un embargo de 10 millones de pesos. El juez aseguró en su escrito que, si Stornelli no tuviera inmunidad de arresto por ser fiscal, hubiera ordenado su prisión preventiva.


    Ramos Padilla dictó el procesamiento de Stornelli por el presunto delito de ser miembro de una asociación ilícita y por incumplimiento de los deberes de funcionario público. También le ordenó no ausentarse de su domicilio por un plazo mayor a diez días sin aviso previo al Tribunal y le retiró el pasaporte. A su vez, le pidió al procurador general interino Eduardo Casal que abriera un sumario ante el Tribunal de Enjuiciamiento, a fin de destituir a Stornelli y así, finalmente, poder detenerlo. En sincronía con el juez, los operadores y medios K salieron en coro a pedir la renuncia de Stornelli.


    Stornelli no dimitió. En esos días aciagos, contestaba a sus allegados con una frase del ex juez federal Jorge Urso: “El enmascarado no se rinde”.


    Y en su estado de WhatsApp puso la siguiente frase del escritor, jurista y político brasileño Ruy Barbosa de Oliveira: “De tanto ver triunfar las nulidades, de tanto ver prosperar la deshonra, de tanto ver crecer la injusticia, de tanto ver agigantarse los poderes en manos de los malos, el hombre llega a desanimarse de la virtud, a reírse de la honra, a tener vergüenza de ser honesto”.


    No fue el primer caso de un fiscal procesado que sigue en funciones, como sostiene la prensa paraoficial. Y frente a las amenazas del kirchnerismo triunfante de que venía una revancha contra jueces, fiscales y periodistas que investigaron a Cristina, Stornelli apeló en duros términos el procesamiento, considerándolo “arbitrario, dogmático, sesgado, conjetural, y sin asidero probatorio”.


    En un escrito, presentado por su nueva abogada, Raquel Pérez Iglesias, tras la renuncia de Roberto “el Flaco” Ribas, se afirmó:



    • El juez intenta, además, introducir sospechas de tipo políticas aseverando una inexistente relación de mi defendido con Macri.


    • El accionar llevado a cabo por D’Alessio no fue más que una mise en scène desplegada para lograr intimidar a su víctima de un modo más efectivo. Allí utilizó la reunión que mantuvo con el doctor Stornelli en el parador CR en Pinamar a los efectos de mostrarse vinculado a personas con determinado poder para crear una mayor intimidación en la víctima y así obtener el pago espurio que pretendía.



    Los medios K insistieron en que Stornelli hizo pedir 300.000 dólares a Etchebest para comprarse una casa en Pinamar de un ex colaborador de Alfredo Yabrán, Héctor Colella. Sin embargo, Colella no tiene ningún inmueble en ese balneario.


    La defensa afirmó que el procesamiento, “además de una calumnia, no comprobada e incomprobable, forma parte de un mundo imaginario” creado por el juez.


    Como en las denuncias de la dictadura, el juez usó una frase, un teléfono o una anotación en una libreta para construir una acusación. Así, escribió decenas de páginas con “falsedades permanentes” y “secuencias de conjeturas”, como las definió Stornelli.


    Frente al procesamiento y los cada vez más insistentes reclamos K, el procurador general interino Eduardo Casal apercibió, a fines de 2019, al fiscal Stornelli por el tiempo en que estuvo en rebeldía. Casal destacó que Stornelli “no registra antecedentes disciplinarios” y optó por apercibirlo en base a las recomendaciones del consejo evaluador del Ministerio Público Fiscal.


    Así, Stornelli zafó de un primer ataque de Cristina. No fue preso ni fue destituido. Sin embargo, el álter ego de la vicepresidenta, el senador Oscar Parrilli, presentó dos pedidos de juicio político contra el fiscal.


    Y Casal pasó a estar en la mira de la batalla final de la vicepresidenta, al igual que los jueces de la Corte, los miembros de la Cámara Federal porteña y la DAJuDeCO.


    Al cierre de esta edición, Stornelli seguía siendo titular de la Fiscalía Federal N°4.


    Ni Cristina ni Alberto ni Parrilli consiguieron voltearlo.


    Su permanencia en el Poder Judicial es una de las grandes derrotas de la vicepresidenta.
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    De cómo Cristina espiaba a propios y extraños


    Con delicadeza, Antonio Brufau Niubó, presidente de Repsol de España, aportó a la Justicia argentina una prueba clave sobre las maniobras de espionaje ilegal por las que está imputada Cristina Kirchner. Lo hizo ante una pregunta formulada por el juez Marcelo Martínez de Giorgi, en la causa en que se investiga el hallazgo de siete carpetas con transcripciones de resúmenes que parecen ser de inteligencia, extraídos con métodos ilegales. Las carpetas estaban en la casa donde la ex presidenta pasa gran parte de su tiempo libre, en El Calafate.


    Brufau desconoció el origen de la transcripción de una conversación que el empresario mantuvo con sus acreedores, en abril de 2012, durante la polémica reestatización de YPF-Repsol.


    El empresario español aseguró, en una respuesta a un exhorto, al que accedió este autor en fuentes judiciales: “Que desconoce el origen de la transcripción en español exhibida porque la conversación tuvo lugar en inglés, pero que podría ser que la transcripción estuviese tomada de la propia traducción de Repsol”.


    Como buen empresario, Brufau no quiso pelearse con la actual vicepresidenta de la Argentina y contestó en términos ambiguos.


    No es para menos. Como dijo el diario español El Mundo, Brufau le debería erigir una estatua a Cristina: en 2012 le entregó 5000 millones de dólares por el 51 por ciento de las acciones de YPF, empresa que hoy vale 1500 millones.


    Es decir: no afirmó, de manera taxativa, que le habían pinchado el teléfono de manera ilegal, y sin una orden judicial. Pero sí explicó que esa teleconferencia tuvo lugar en un momento de alta tensión, cuando Cristina y su entonces viceministro de Economía, Axel Kicillof, reestatizaron el 51 por ciento de las acciones de YPF.


    Brufau explicó que esa teleconferencia con representantes de los bancos UBS de Suiza, Deustsche Bank de Alemania, Bank of America-Merrill Lynch y Societe Generale de Francia fue grabada por “su excepcional carácter de importancia”. Después dijo que, por costumbre, se “colgaban en la web de Repsol y en la Comisión Nacional del Mercado de Valores”, sin especificar si pasó eso mismo en este caso.


    En una primera búsqueda hecha por este autor en esa web y la citada comisión de España, la teleconferencia no aparece. Sin embargo, no se puede descartar que haya sido archivada, de tal forma que solo pueda ser encontrada por especialistas.


    Para el ex secretario de la SIDE y querellante en esa causa contra Cristina, Miguel Ángel Toma, la respuesta “confirma que fue un hecho irregular”: “Puede haber sido una pinchadura o una filtración de un empleado infiel que la pasó, pero, sin duda, es irregular”.


    La transcripción que el juez Claudio Bonadio encontró en la casa de Cristina en El Calafate no solo está en español –la teleconferencia fue en inglés– sino que también tiene una síntesis política. Es decir: un resumen que solo pudo haber sido redactado por un analista de inteligencia argentino. Una pista: quien escribió la síntesis no destacó el debate por el valor de las acciones de YPF, sino los comentarios políticos de Brufau.


    El más sustancioso: “La nueva actitud del gobierno empezó a principios de año [2012]. Eso fue porque se descubrió Vaca Muerta y La Cámpora quería influenciar al hijo de Kirchner. Cristina se aisló de la gente seria”.


    En el resumen también apareció subrayado otro comentario de Brufau que enardeció a la entonces presidenta. No tiene desperdicio: “Cristina mencionó que estaba sentada en la tercera área más grande de os no convencionales. En mi opinión, ellos han sido vulgares y muy poco sofisticados. Lo que mencionaron es ilegal. Y no creo que nos sea difícil convencer a los abogados de que las cosas irán a nuestro favor”.


    La entonces presidenta, el día anterior a la teleconferencia de Repsol, había realizado un anuncio público con ribetes nacionalistas: el envío del proyecto de ley al Congreso para la expropiación de las acciones de Repsol. Solo las de Repsol y no las del grupo a cargo de Enrique Eskenazi, como expliqué en detalle en mi último libro El mecanismo.


    Después de ese día, Cristina dejó de recibir a Brufau con bombos y platillos: lo hacía esperar horas antes de cada audiencia. Sin embargo, y pese al compromiso en contrario de Kicillof en el Congreso, le terminó pagando más de 5000 millones de dólares por las acciones de Repsol en YPF.


    En la teleconferencia que llegó a manos de Cristina, el empresario español también comentó: “En cuatro meses, ellos han tratado de destruir todo lo que hicimos en el pasado y las únicas dos razones son el aislamiento de la nueva presidente con este grupo de gente zurda y el descubrimiento de Vaca Muerta”.


    Es importante detenerse una vez más en el contexto. La misteriosa transcripción en español de los dichos de Brufau fue encontrada por Bonadio cuando allanó, entre el 24 y 26 de agosto de 2018, la casa de la actual vicepresidenta en El Calafate. En ese momento, el juez la estaba investigando en el marco de la causa Hotesur. En el procedimiento se secuestraron siete dossiers secretos y desgrabaciones de conversaciones telefónicas de empresarios, políticos, espías y periodistas. Bonadio mandó la causa a sorteo y le quedó a su colega Marcelo Martínez de Giorgi.


    Esos informes tenían señalados a varios “objetivos” de Cristina: el ex director de Contrainteligencia Antonio Stiuso; el ex titular de la SIDE Miguel Ángel Toma; el empresario José Luis Manzano y el ex ministro del Interior Carlos Corach, entre otros.


    La carpeta de Stiuso lleva por título “House to House” y contiene vinculaciones empresarias del ex espía y quince páginas sobre la extraña muerte de su lugarteniente, “el Lauchón” Viale, a manos de la Policía Bonaerense.


    La carpeta “Toma”, en realidad, son dos. Una con un informe personal y patrimonial de Eugenio Casielles, hoy legislador porteño y socio de Toma en la consultora TCC Advice SA, y otra con diecinueve páginas, con transcripciones de comunicaciones telefónicas de Miguel Ángel Toma entre marzo y julio de 2012. Cada transcripción contiene análisis de contenidos y perfiles de sus interlocutores, e informa, asimismo, de reuniones sostenidas por Toma en Uruguay.


    También aparecen carpetas sobre la jueza Sandra Arroyo Salgado y el propio juez Bonadio. La carpeta sobre la viuda de Nisman contiene domicilios suyos y de sus familiares, su situación patrimonial, montos y movimientos de sus cuentas bancarias de 2009 a 2014 y entradas y salidas del país de la magistrada. También se encuentra un informe completo de AFIP sobre el patrimonio de Guillermo Alberto Elazar, ex pareja de Arroyo Salgado.


    Otro de los documentos contiene diálogos privados de empresarios de la multinacional minera Barrick Gold, que explota la mina de Veladero en San Juan. Correspondían a una teleconferencia sobre riesgo crediticio en la Argentina con directivos del HSBC. Otra desgrabación telefónica es entre directivos del Citygroup con la empresa Clorox SA, de mayo de 2021, sobre análisis de riesgo de inversiones en el país.


    Bonadio descubrió que Cristina tenía en su poder comunicaciones telefónicas entre autoridades de General Motors y de un estudio de abogados laboralistas. Otra carpeta secreta es un diálogo telefónico entre accionistas de Pan American Energy de abril de 2012. Discutían qué podía pasar con la empresa petrolera de los Bulgheroni después de la reestatización de YPF-Repsol.


    La séptima carpeta es la titulada “Informe Enarsa” y contiene la desgrabación de una comunicación telefónica del 7 de marzo de 2012, de directivos de esa empresa. Hablan sobre una maniobra de triangulación para la compra de un barco con gas natural licuado a una empresa determinada “para beneficiar a un funcionario de gobierno”.


    Para que se entienda bien: Cristina hacía inteligencia sobre sus propios funcionarios.


    Toma, Stiuso y los directivos de la automotriz norteamericana ya declararon ante el juez Martínez de Giorgi. Y los dos primeros fueron admitidos como querellantes.


    Como testigos, afirmaron que ellos no grabaron esas comunicaciones. Por lo tanto, las transcripciones eran producto de pinchaduras ilegales. Es decir: no las autorizó ningún juez.


    En la residencia de Cristina, contigua a su hotel-boutique Los Sauces, también se encontraron informes “secretos” sobre el Grupo Clarín: seguimientos de notas de periodistas de Clarín y otros medios críticos de la gestión kirchnerista. Se encontró, además, un expediente oficial de la AFIP que contiene los nombres y apellidos de cientos de argentinos que compraron grandes sumas de dólares en 2015.


    Se suponía que la lista debía estar resguardada por el secreto fiscal. ¿Qué hacía en la casa de Cristina?


    Había también dos informes pertenecientes a la Dirección Nacional de Inteligencia Criminal. Uno de ellos titulado: “Informe sobre los saqueos sucedidos el 20, 21 y 22 de diciembre del 2012”. Bonadio también encontró en la casa de Cristina dos dossiers reservados sobre la gestión de Macri en Boca Juniors. Sus títulos: “Irregularidades del centro de entrenamiento del club Boca Juniors” y “Sesión de predios para equipamiento deportivo de los clubes Racing y Boca”.


    Otras carpetas de Inteligencia llevan los títulos “Axel Kicillof”, “Carlos Reutemann” y “Francisco De Narváez”. El informe sobre el ex corredor de Fórmula Uno traza supuestas relaciones con el banco BICA de Santa Fe. También habla de supuestos vínculos del actual presidente del Banco Central Miguel Ángel Pesce con dicho banco santafesino. De Narváez es el empresario que le ganó en 2009 las elecciones bonaerenses a Néstor Kirchner. Sufrió todo tipo de operaciones y la más grave se la hizo Horacio Verbitsky en una serie de notas titulada “Los negocios del Patán”.


    Los informes secuestrados a Cristina abarcan más personajes y temas, y la causa está abierta desde hace casi cinco años. El juez ordenó una batería de medidas de prueba, pero todavía espera los resultados.


    Martínez de Giorgi no tomó decisiones de fondo pese a tener pruebas de peso sobre maniobras de espionaje ilegal. Hizo trascender que esperaba la respuesta de un exhorto que envió a la Justicia de España por el caso Repsol, hace ya casi un año, el mismo que le llegó en febrero de 2021. Martínez de Giorgi, entonces, tenía pruebas suficientes para decidir si procesaba, sobreseía o le dictaba una falta de mérito a Cristina en esta causa por espionaje ilegal. Mientras, esperaba ser elegido por el gobierno en la terna de candidatos a la Cámara Federal porteña. Y su esposa seguía figurando primera en la terna para el Juzgado Federal de Hurlingham.


    Después de la asunción del gobierno del Frente de Todos, las maniobras de la batalla final de Cristina para garantizar su impunidad se extendieron hacia otros frentes. Por un lado, a través de la bicameral de Fiscalización de Organismos de Inteligencia. Por otro, mediante la colonización de juzgados de Lomas de Zamora y otros distritos claves.


    La primera escaramuza detonó en una reunión secreta de esa comisión bicameral de mayo de 2020. Fue escandalosa.


    El ex titular de la AFI y senador oficialista Oscar Parrilli denunció, en un encendido discurso, las “cloacas” de la Inteligencia y la Justicia en el gobierno de Macri. Entonces, el diputado de Juntos por el Cambio José Cano retrucó: “Senador, su jefa tenía carpetas de inteligencia sobre el juez Bonadio, la jueza Arroyo Salgado, los compradores de dólares… Hágase cargo de su cloaca, senador, antes de hablar”.


    Parrilli, Moreau y otros K se le fueron al humo y la reunión se salió de madre.


    Cano había tocado un punto políticamente sensible.


    Otra vez, algo que parece un chiste, es la pura verdad: la principal denunciante de espionaje ilegal macrista, Cristina, está a la vez imputada por espionaje ilegal en el caso Brufau y otros.


    Aunque las causas tienen distintas velocidades.


    En Comodoro Py, cuando se le preguntó off the record a un juez cómo marchaban las causas por la corrupción K, contestó, en broma, con un gesto. Hizo dos veces el saludo peronista de la V con los dedos de la mano derecha. Consultado por el significado del gesto, aclaró: “Vamos viendo”.


    Es decir: si Cristina aumenta o disminuye su poder.


    Pero volvamos a la reunión de la bicameral…


    El diputado Cano le reclamó a Moreau, presidente de la comisión bicameral, que pidiera una copia de la causa de Martínez de Giorgi. Para el diputado tucumano, esos informes de inteligencia demuestran la existencia de “una estructura de espionaje propia de Cristina”, con el agravante de que los documentos encontrados en poder de Cristina no son, como en el caso de D’Alessio, truchos: son auténticos.


    En el encuentro de la bicameral, Parrilli insistió en las “cloacas” del gobierno de Macri y se quejó por la filtración de escuchas que contienen conversaciones entre él y Cristina. También se refirió a las de los presos K en Ezeiza.


    Entonces, el álter ego de Cristina propuso que la DAJuDeCO de la Corte pasara a la Procuración General de la Nación. En ese cargo, como jefe de los fiscales, la vicepresidenta quiere nombrar a un incondicional como Parrilli o la abogada Graciana Peñafort.


    ¿Por qué tanto interés en esas escuchas? Porque hay una causa abierta, que tiene el fiscal Guillermo Marijuan, en la que se investiga si Cristina intentó obstruir la justicia cuando ordenó “salir a apretar a los jueces”.


    Esto es más importante por sus implicancias judiciales que por los insultos que CFK empleó contra Parrilli y otros políticos. Esa escucha, filtrada en marzo de 2017, es ya mítica.


    Por primera vez, se la transcribe en forma íntegra:


    CRISTINA: Hola, Oscar.

    PARRILLI: ¿Quién habla?

    CRISTINA: Soy Cristina, pelotudo.

    PARRILLI: Ah…

    CRISTINA: Decile a la tonta de Diana [Conti] que no sea pelotuda y diga que los jueces me van a meter presa… Por favor, que no sea pelotuda.

    PARRILLI: Sí, Cristina, ya hablé…

    CRISTINA: Margarita Stolbizer está loca. Es una hija de puta. ¿Y sabés quién la manda a denunciar?

    PARRILLI: Massa.

    CRISTINA: Hay que embocar a ese pelotudo…


    Esta parte de la conversación entre Cristina y Parrilli es conocida. Luego la ex presidenta dijo también:


    CRISTINA: Oscar, hay que salir a apretar a los jueces.


    Pedía presionarlos para que procesaran a Stiuso en las ocho causas penales que le abrieron los K tras el crimen de Nisman.


    CRISTINA: ¿Y quiénes son los jueces federales que tienen la causa de este tipo?

    PARRILLI: Mirá… A Casanello le sacaron una. La otra la tenía el juez Torres, otra la tenía Ercolini. Ahora me están haciendo ver el listado, no me acuerdo exactamente, pero la estoy preparando toda.

    CRISTINA: A este tipo hay que matarlo…

    PARRILLI: A pegarle, claro.


    Luego de discutir cómo atacar a ese “personaje deleznable” de la SIDE, Parrilli comentó:


    PARRILLI: Ahí yo lo mandé a hablar a Juan Martín Mena. Era para ver si él tiene llegada para que los fiscales, que tienen ahora la investigación de la AMIA, lo citen a Stiuso.


    Querían que Stiuso fuera interrogado por “inacción” en la causa por el atentado terrorista contra la AMIA de 1994. Como se trataba del ex espía más poderoso de la democracia, era necesaria también la intervención del ex jefe de Gabinete, Aníbal Fernández en la jugada.


    CRISTINA: Ya lo llamé a Aníbal, sí. El que lo va a hacer mierda a este, sabés quién es también, ¿no?: César Milani…


    Oh, sorpresa: entraba en el juego el jefe del Ejército que manejó una estructura de inteligencia paralela hasta, por lo menos, 2015, según fuentes de Juntos por el Cambio.


    Después, la ex presidenta y Parrilli eligieron con qué medios responderían a una entrevista que el ex espía le brindó a La Nación. Se decantaron por Gustavo Sylvestre, Raúl Kollmann y Víctor Hugo Morales.


    Aquella conversación de Cristina y Parrilli fue grabada por la DAJuDeCO por orden del juez federal Ariel Lijo. Es decir: forma parte de una escucha legal.


    Una vez que la escucha se sumó a la causa, quedó a disposición de todas las partes del juicio: fiscal, querellantes y defensas. Y si la AFI hizo la desgrabación, también pudo haberse quedado con una copia.


    Pero Cristina mandó acusar a la DAJuDeCO de la filtración y profundizó la pelea en el Congreso por su control.


    Pocas semanas después, logró que su “mayoría automática” en el Senado derogara un decreto del ex presidente Mauricio Macri que había ordenado transferir la oficina de las escuchas desde la Procuración a la Corte.


    De nuevo: ella quiere volver a controlar la Dirección de Comunicaciones (Dicom) que es parte de la DAJuDeCO. Se trata de la antecesora de la tristemente célebre OJOTA (Oficina de Observaciones Judiciales de la SIDE) y fue la responsable de miles de pinchaduras legales e ilegales desde que se restauró la democracia en 1983 hasta el crimen de Nisman, en enero de 2015.


    Cristina lo sabe muy bien.


    Es que después del asesinato del fiscal de la AMIA en enero de 2015, puso a Parrilli al frente de la SIDE. Lo único que le cambió a la SIDE fue el nombre: Agencia Federal de Inteligencia (AFI), un retoque cosmético y no de fondo.


    Sin embargo, en forma inmediata, pasó la oficina OJOTA a la procuradora general de la nación y fundadora de Justicia Legítima, Alejandra Gils Carbó. Y al frente de la oficina, Gils Carbó designó a la entonces fiscal Cristina Caamaño. En ese contexto, ingresaron decenas de militantes de La Cámpora a la AFI y a la OJOTA.


    En 2016, con el decreto de Macri, la oficina de escuchas pasó a llamarse DAJuDeCO. El organismo sumó un cuerpo de peritos anticorrupción, entre otras funciones de auxilio a los jueces. El entonces presidente de la Corte Ricardo Lorenzetti nombró a Irurzun y al juez de la Cámara Federal de Río Gallegos, Javier Leal de Ibarra, a cargo de la DAJuDeCO.


    La DAJuDeCO, en la actualidad, tiene unos 260 empleados desplegados en varias capitales provinciales, y su sede central aún se encuentra en Avenida de los Incas al 3800.


    Ante las primeras quejas de Cristina por la filtración de las escuchas, en junio de 2019, la Corte defendió en una acordada, por unanimidad, el rol de la DAJuDeCO. Recordó que la responsabilidad penal de la difusión de pinchaduras es de los funcionarios y pidió a los jueces que limitaran el uso de la herramienta.


    ¿Cómo se pincha en forma legal un teléfono? Una fuente judicial le explicó el procedimiento a este autor: “Las órdenes de captación de comunicaciones de los jueces se hacen efectivas sobre un número de teléfono sin intervención humana de los miembros de esa oficina y sin tener acceso ni conocimiento del contenido”.


    Cuando un juez ordena una intercepción de un número telefónico no se conoce el nombre del dueño de la línea. Se graban las conversaciones y luego se entrega el material al magistrado en un sobre cerrado.


    La explicación sigue así: “El juez decide luego si la AFI o alguna fuerza de seguridad federal será la encargada de la desgrabación de su contenido. Las intervenciones son efectuadas por 30 días como plazo máximo, que pueden ser prorrogables por el juez en base a argumentos de peso”.


    El proyecto de transferencia de esa oficina fue aprobado en forma exprés por la mayoría K del Senado, con los mismos argumentos usados en la bicameral de Inteligencia. Pero se empantanó en Diputados por la resistencia del bloque de Juntos por el Cambio.


    Entonces, Cristina acordó con el presidente de la Cámara baja, Sergio Massa, poner en marcha un mecanismo de control de la bicameral de Inteligencia sobre la DAJuDeCO. Esa estratégica comisión la preside otro de sus incondicionales: el diputado ultra K y organizador del Operativo Puf, Leopoldo Moreau.


    El Día de los Santos Inocentes, 28 de diciembre de 2020, en la ya citada comisión bicameral de Inteligencia hubo otro escándalo: se volvió a discutir sobre la filtración a los medios de las escuchas grabadas por la DAJuDeCO que obsesionan a Cristina Kirchner.


    El diputado José Cano argumentó: “La difusión de las escuchas de la conversación entre la vicepresidenta y Parrilli no fue responsabilidad de la DAJuDeCO. Pudo ser hecha por las partes que tuvieron acceso a los expedientes en los juzgados”. Ante lo cual Parrilli reaccionó a los gritos: “¡Usted es un caradura!”.


    Entonces Cano recordó que la propia Cristina lo había definido con una palabra muy gráfica: “No le contesto por el espíritu navideño, senador. Me remito a las consideraciones públicas que la vicepresidenta hizo sobre su figura cuando lo trató de pelotudo”.


    Después de eso, el kirchnerismo aprobó un informe de mayoría sobre el desempeño de la oficina. Moreau exageró –por decirlo de modo elegante– y comparó a la Gestapo del nazismo con la DAJuDeCO. En cambio, Cano insistió en que ese organismo “mantuvo la cadena de custodia” sobre las escuchas, según los procedimientos dispuestos por la Corte.


    Sin embargo, el informe de los K atribuyó a esa oficina de la Corte la filtración “ilegal e indebida” de las escuchas en dos casos.


    Los kirchernistas metieron todo en la misma bolsa.


    Por un lado, las escuchas a Parrilli por el supuesto encubrimiento en 2015 de la fuga del financista de la efedrina, Ibar Pérez Corradi, a Paraguay. Por otro, los audios de los ex funcionarios K presos en Ezeiza cuando organizaban el Operativo Puf.


    Esto escribieron en el documento del kirchnerismo, presentado en la bicameral: “Se debe contextualizar el rol cumplido por los poderes judiciales en América Latina en cabeza de la denominada ‘guerra judicial’ o ‘lawfare’; que, en connivencia con organismos de inteligencia, medios de comunicación y poderes fácticos, perpetraron una deliberada persecución a dirigentes políticos en el campo judicial”.


    Agregaron que la DAJuDeCO “se constituyó en una herramienta a disposición del máximo Tribunal para supervisar la persecución penal del poder jurisdiccional” contra Cristina y sus ex funcionarios. Según los K, el entonces presidente de la Corte Lorenzetti decidía en qué causas los jueces de instrucción debían procesar a Cristina.


    Un verdadero disparate.


    Una alta fuente judicial afirmó que en el informe de mayoría “se nota la letra, desde las sombras, del abogado Franco Bindi y su equipo”. Así, Bindi habría obtenido otro premio por el Operativo Puf.


    El informe concentra sus críticas en el presidente de la Cámara Federal y ex director de la DAJuDeCO Martín Irurzun y en Ricardo Lorenzetti.


    En cambio, un informe de minoría de la bancada de Juntos por el Cambio defendió el rol de la DAJuDeCO: “Algunas argumentaciones que surgen del informe del oficialismo están guiadas por ciertos preconceptos que no se han verificado en el trabajo de la DAJuDeCO. Al no apoyarse más que en opiniones sesgadas, el informe podría poner en riesgo la división de poderes”.


    Además, la bicameral ya se había expedido, recordó el informe opositor, sobre la causa N°481/16 llamada “caso Parrilli”, en base a una auditoría realizada a la DAJuDeCO por la UBA. Allí “se estableció que no existió ningún tipo de responsabilidad por parte de la DAJuDeCO” en las filtraciones a los medios.


    Al día siguiente de la aprobación del informe, el Senado decidía sobre el histórico proyecto de ley para la legalización del aborto. Miles de manifestantes verdes y celestes esperaban con ansiedad, frente al Congreso, el resultado de la votación. Sin embargo, Cristina se hizo un tiempo y organizó un insólito acto para recibir el informe de la bicameral de Inteligencia.


    Vestida de blanco, presidió, junto con Massa, una conferencia organizada sobre una mesa en “U” con manteles blancos y flores rojas a modo de marco escenográfico. Allí se sentaron Moreau, Parrilli, Rodolfo Tailhade y Eduardo Valdés, mientras eran grabados por las cámaras de TV del Senado.


    No fue una escena cualquiera.


    Fue el primer acto público de agradecimiento implícito a los ejecutores del Operativo Puf. Con ese gesto, Cristina los ponía casi al nivel de la organización que más avanza dentro del oficialismo: La Cámpora.


    Moreau explicó el contenido del informe y afirmó que hubo “terrorismo judicial y militancia persecutoria” desde la DAJuDeCO. Mientras Cristina lo escuchaba y asentía, Moreau remató: “Este informe es la base para una denuncia de un plan sistemático de inteligencia ilegal y persecución política de la Corte y el gobierno de Macri”.


    El anuncio del “plan sistemático” pasó desapercibido para la prensa, pero adelantaba el nuevo paso de Cristina, tras el uso exitoso –en términos políticos– de la teoría del lawfare durante la campaña presidencial de 2019. E incluía por primera vez en forma explícita, a la Corte.


    Ahora queda claro que el relato del lawfare, el informe de la DAJuDeCO y la denuncia del “plan sistemático”, entre otros documentos, serán parte de la batalla final de la ex presidenta.


    En el acto, también habló Parrilli y se quejó, una vez más, de las filtraciones de escuchas de la DAJuDeCO a la prensa.


    Ahora, hagámonos una pregunta clave: ¿la grabación de las conversaciones de Baratta y otros presos K en Ezeiza fue ilegal, como sostiene el kirchnerismo?


    Porque, si fue ilegal, beneficiaría a los ex funcionarios K y a Cristina. Pero, si fue legal, golpearía al corazón del Operativo Puf.


    Veamos una reconstrucción detallada de cómo se grabó a ex funcionarios K detenidos en el Penal de Ezeiza…


    En 2017, el juez federal de Lomas de Zamora Federico Villena otorgó un permiso por escrito al Servicio Penitenciario Federal (SPF) y a la AFI para interferir los teléfonos públicos del pabellón IRIC de Ezeiza. ¿Por qué firmó esa orden? Porque quería escuchar al “Rey de la Efedrina”, Mario Segovia, detenido allí desde hacía un buen tiempo. Sospechaba que seguía dando órdenes desde la cárcel. Además, una jueza federal de Paraguay había advertido sobre el envío a la Argentina de una encomienda con dispositivos para armar un libro-bomba. La jueza suponía que la encomienda tenía como destino a conocidos de Segovia.


    En simultáneo, un oficial de guardia en Ezeiza descubrió que Segovia tenía una tablet CX modelo 9008 escondida en un paquete que decía “Ayudín, toallitas desinfectantes”.


    Así, Villena ordenó al SPF y a su dirección de Inteligencia “un minucioso seguimiento y vigilancia” sobre Segovia y su entorno.


    En forma paralela, informó en secreto sobre el caso a la entonces ministra de Seguridad, Patricia Bullrich, a la dirección de Contrainteligencia de la AFI y a Antiterrorismo de la Policía Federal. Además, pidió la intervención de la DAJuDeCO para grabar los teléfonos públicos del pabellón de Segovia. Los mismos teléfonos que usaban los presos K.


    Por ejemplo, en una conversación, el financista de la efedrina Ibar Pérez Corradi –preso en otra cárcel– le pidió 60.000 pesos a Segovia y habló sobre nuevas drogas de diseño.


    Luego, el Rey de la Efedrina le preguntó: “El libro La ruta de la efedrina de Daniel Santoro, ¿qué boludeces dice sobre tu declaración ante la jueza Servini?”. A lo que Pérez Corradi respondió: “Nada importante… Cuidado, que los veinte servicios de inteligencia que tienen pinchada esta línea se deben estar haciendo un fiestón… Je, je…”.


    La vigilancia legal sobre los teléfonos, efectivamente, estaba montada.


    Los investigadores le entregaron al juez un diagrama de los contactos que tenía Segovia con sus cómplices. También, una dirección postal de un estudio jurídico vinculado a narcos mexicanos de Sinaloa.


    En julio de 2017, el jefe del Departamento de Inteligencia del Servicio Penitenciario Federal informó que el Rey de la Efedrina –en forma sospechosa– salía y entraba de su celda con sobres, e incluso se movilizaba solo por fuera del pabellón IRIC. El juez ordenó interceptar los mails que el reo enviaba desde su Tablet y mandó a instalar una cámara de video en su celda, entre otras medidas preventivas.


    Villena prorrogó todas las medidas, incluida la intervención de los teléfonos, por varios meses. En enero de 2019, en los mismos teléfonos públicos del pabellón que usaba Segovia, quedaron grabadas las famosas conversaciones de los ex funcionarios K presos.


    Por ejemplo, la famosa frase de Eduardo Valdés: “Operativo Puf… Bonadio y Stornelli puf…”.


    El 28 de enero de ese año, el falso productor agropecuario Pedro Etchebest presentó su denuncia “espontánea” por “extorsión” ante el juez de Dolores Alejo Ramos Padilla. Pero el 7 de febrero Elisa Carrió adelantó por Twitter que se venía una maniobra contra Stornelli.


    Al mismo tiempo, abrió una denuncia penal en base a un par de las conversaciones telefónicas de presos K. Bonadio le pidió a Villena las escuchas completas a las que Carrió se refería. Y Villena autorizó por escrito a su colega porteño acceder a las escuchas que tenía la DAJuDeCO el 11 de febrero de 2019.


    En su resolución, Villena señaló en forma taxativa: “Queda autorizado el señor juez Bonadio a requerir a dicho organismo la información y contenido de las mismas que estime pertinente”.


    Era lo que correspondía: si un juez encuentra indicios de otro delito en su causa tiene la obligación legal de extraer testimonios y pasarlos a otro colega.


    Queda claro que las escuchas fueron, entonces, obtenidas por Bonadio en forma legal. Sin embargo, Villena autorizó otras polémicas tareas a la AFI macrista encadenadas al tema Segovia.


    En un caso conexo, varios informes secretos de la AFI dieron cuenta de que se habían hecho “tareas de vigilancia cercana” sobre Cristina y el Instituto Patria, con la autorización de Villena.


    Repetimos: con la autorización del propio juez Villena.


    Ese tipo de “tareas de vigilancia cercana” incluyeron el seguimiento a Macri, la ex gobernadora María Eugenia Vidal, el vicejefe de Gobierno porteño Diego Santilli. También a los diputados de Juntos por el Cambio Graciela Ocaña y Waldo Wolff, entre otros.


    La AFI afirmó que llevó adelante esas tareas de vigilancia por las supuestas amenazas recibidas contra algunas de esas personas durante la cumbre del G-20, la reunión de la Organización Mundial de la Salud y los Juegos Olímpicos de la Juventud. Las amenazas provenían, afirmó la AFI, de grupos antisistema como “Los Lobos Solitarios” o “Black Bloc”, de anarquistas, el Hezbollah o ISIS, entre otros.


    El informe secreto describió, como antecedentes, la bomba casera que un anarquista lanzó contra la casa del juez Bonadio y el explosivo en la tumba del general Ramón Falcón en el cementerio de Recoleta.


    El juez Villena autorizó al organismo a acceder a todas las cámaras de seguridad de CABA, a las llamadas de emergencia al 911 y a los controladores de patentes de autos.


    Estas medidas, explicaron fuentes judiciales, son comunes cuando se reúnen líderes mundiales de la talla de los entonces presidentes de Estados Unidos, Donald Trump, o de la Federación Rusa, Vladimir Putin.


    La parte referida a la vicepresidenta, enumerada en el informe secreto de la AFI de Gustavo Arribas y Silvia Majdalani al que accedió este autor, señala en forma textual: “El 30 de julio se tomó conocimiento de información que indicaba la posibilidad de que personas antisistema organizadas planifiquen acciones en su contra con potencial repercusión mediática, con aparente intención de difundir ideas anarquistas y crear un clima de desestabilización e inseguridad en las postrimerías de los Juegos Olímpicos de la Juventud”.


    Más adelante, en la causa de Villena, hay otro informe secreto de más de 200 páginas, en que funcionarios de la AFI del gobierno de Macri afirman: “Se llevaron a cabo tareas de la especialidad en las inmediaciones de las locaciones del Instituto Patria donde se consideró que podría resultar factible la posibilidad de que se lleven adelante las acciones en cuestión. Pero luego de realizado el debido análisis se pudo descartar el riesgo del indicio en estudio”.


    Estos documentos son clave porque la vicepresidenta denunció ante la Justicia porteña la presencia de espías en un auto de la AFI estacionado a metros del Instituto Patria, el 7 de agosto de 2018. Los espías fueron detectados por un agente de tránsito que les quiso hacer una multa por mal estacionamiento.


    Para la AFI de entonces, se hicieron con la intención de prevenir un eventual ataque. En cambio, para Cristina el auto era parte de maniobras de espionaje ilegal en su contra.


    ¿Qué pasó tras el cambio de gobierno en diciembre de 2019?


    Algo impensado. Y escandaloso: el mismo Villena hizo un giro de 180 grados y abrió una causa por supuesto espionaje ilegal de la AFI de Macri en su juzgado de Lomas de Zamora.


    Este caso comenzó a ser impulsado por los mismos protagonistas del Operativo Puf: Moreau, Valdés, Tailhade y varios letrados del ejército de abogados K. Y con el mismo modus operandi.


    Villena tuvo buenas relaciones con el gobierno de Macri: el Senado lo nombró en el Juzgado de Moreno, que aún no está creado, y el Consejo de la Magistratura dispuso su traslado, entonces, al Juzgado Federal 1 de Lomas de Zamora. Se trata de uno de los 37 jueces, además de los camaristas Leopoldo Bruglia y Pablo Bertuzzi, a los que Cristina les quiso anular su traslado, como se verá más adelante.


    ¿Por qué Villena se dio vuelta así? Veamos.


    Además de la causa derivada del caso del Rey de la Efedrina, Villena armó otro expediente. Lo desprendió de la causa 141.377/2020, por tráfico de drogas, contra un narco llamado Sergio “Verdura” Rodríguez. En una actitud dudosa, Verdura, luego de estar prófugo durante meses, se entregó en el juzgado tras la llegada al poder de la dupla Fernández-Fernández.


    En su indagatoria, Verdura confesó que habría recibido órdenes para hacer espionaje ilegal de parte de un abogado y colaborador de la AFI, llamado Facundo Melo. En forma llamativa, Verdura no se acogió a la figura del arrepentido. Sin embargo, el juez les otorgó a sus familiares el beneficio de la prisión domiciliaria.


    Desde el punto de vista procesal, Villena debió extraer testimonio de la confesión de Verdura sobre espionaje y mandarla a sorteo para que la tomara otro juez. En cambio, se quedó con la nueva causa con el argumento de que Melo reside en Lanús, dentro de su jurisdicción. Raro.


    En el celular de Melo se encontraron mails de un grupo de la AFI que se autodenominaba “Supermariobros”, como el videojuego.


    En otra indagatoria, Verdura afirmó que Melo le habría pedido, en 2018, que llevara un paquete con trotyl a la casa del entonces secretario de Relaciones Internacionales del Ministerio de Defensa y ex SIDE, José Luis Vila, ubicada en la capital.


    Melo es otro personaje raro y oscuro: negó la imputación de Verdura, pero empezó a operar en contra de la AFI de Macri, para la que trabajó, en medios K y en la Justicia. Dijo en el expediente que recibía órdenes del ex director de Operaciones de la AFI, Alan Ruiz, para hacer espionaje ilegal. Su confesión desató más de veinte prisiones preventivas de otros agentes.


    El cambio de actitud del juez Villena funcionaba en sintonía con la ofensiva K por el supuesto espionaje ilegal macrista.


    Mientras Villena avanzaba, el viceministro de Justicia, Juan Martín Mena, dio un golpe de palacio para impedir que un funcionario de carrera llamado Emiliano Blanco fuera nombrado nuevo titular del Servicio Penitenciario Federal.


    Blanco era apoyado por el ala moderada del gobierno de Alberto Fernández, encabezada entonces por la ministra de Justicia Marcela Losardo. Pero la interna la ganó Mena, apoyado por Cristina. Así, se designó a la ex jueza y fundadora de Justicia Legítima, María Laura Garrigós.


    Al igual que en el Operativo Puf, mientras el juez avanzaba, Moreau, Valdés y el ex espía Tailhade formulaban anuncios rimbombantes de espionaje macrista en C5N, Página/12 y El Destape.


    En paralelo, con mucho ruido, Villena allanó la cárcel de Ezeiza, cuyos teléfonos públicos él mismo había ordenado pinchar a la DAJuDeCO, y pidió un peritaje a la UBA para que determine si había cámaras de video en el pabellón IRIC.


    Villena parecía querer saber si en realidad había equipos distintos a los que él mismo autorizó.


    También allanó las oficinas de la Dirección de Análisis de Información del Servicio Penitenciario Federal, que tanto interesaron a Mena. Se trata del sector de inteligencia conocido por el nombre de “Área 50”.


    Otro dato extraño: el mismo juez había autorizado la intervención a esta dirección, para controlar todas las comunicaciones del Rey de la Efedrina.


    En Ezeiza estuvieron detenidos, entre otros, Boudou, el ex secretario de Legal y Técnica de la Presidencia y actual procurador del Tesoro, Carlos Zannini, Roberto Baratta, Juan Pablo Schiavi y el piquetero K Luis D’Elía.


    Las causas en torno al supuesto espionaje ilegal de la AFI de Macri arrancaron en agosto de 2020 y da toda la sensación de que fue el impulso de Cristina lo que las hizo avanzar. Igual que en el Operativo Puf, para ella eran parte del “plan sistemático de espionaje ilegal” de Macri.


    Cristina fue en persona al juzgado de Lomas de Zamora. Y se lo hizo saber a la opinión pública con bombos y platillos, con los mismos os audiovisuales que usó para anunciar que Alberto Fernández sería el candidato a presidente y ella, la candidata a vice.


    En un video, relató el caso con voz dramática. En primera persona. Lo hizo entre el trayecto entre su casa de Recoleta y Lomas de Zamora: “La causa por la que me están convocando es un verdadero e inédito escándalo… La AFI, que dependía de Mauricio Macri, utilizó narcotraficantes para realizar atentados a funcionarios de su propio gobierno, y seguimientos y espionaje político tanto a opositores como a sus propios dirigentes”.


    Al salir del juzgado grabó otro video: “Mientras el juez Villena nos explicaba la articulación entre narcotraficantes, agentes y funcionarios de la AFI, policías de la Ciudad, agentes del Servicio Penitenciario Federal, de la PSA, periodistas, denunciadoras seriales y hasta una alta funcionaria de la unidad presidencial de Macri, pude enterarme ahí cómo se abrió la trama más escandalosa de la que se tenga memoria en tiempos de democracia”.


    Mientras Cristina Kirchner bajaba línea, el video mostraba imágenes del periodista Alfredo Leuco en una entrevista con la diputada de la Coalición Cívica Mariana Zuvic en la que hablaban de la expansión de los negocios del zar del juego Cristóbal López y de Lázaro Báez.


    También se veían imágenes de los periodistas Nicolás Wiñazki y de este autor en el programa La Cornisa, mientras el periodista Luis Majul hacía un editorial que llevaba por título “¿Cristina puede ir presa?”.


    La referencia de Cristina a la “denunciadora serial” era por la ex asesora de Margarita Stolbizer, Silvina Martínez. Además, en el video de Cristina se intercalaban imágenes de Jorge Lanata en las que se preguntaba si Lázaro Báez era el empresario favorito de la vicepresidenta o su empleado.


    A pesar del despliegue mediático, el tema se frenó en julio de 2020, cuando la Cámara Federal de La Plata apartó al juez Villena de la causa por el supuesto espionaje ilegal macrista, considerando que el juez no podía investigar una causa donde él mismo podría terminar imputado.


    Los expedientes sobre este tema, entonces, quedaron en manos de su colega de Lomas de Zamora, Juan Pablo Auge. Apenas recibió las causas, Auge procesó por espionaje ilegal a Ruiz, Melo y a la ex directora del área de Documentación Presidencial, Susana Martinengo. Además, puso bajo sospecha al ex secretario privado de Macri, Darío Nieto, por entender que recibía los informes producidos por los espías del grupo “Supermariobros” para dárselos al entonces presidente.


    El joven secretario fue allanado, su teléfono abierto y difundidas las comunicaciones de Macri, incluso con las claves de sus cuentas privadas, entre ellas la de Netflix.


    Todo con amplia difusión en los medios K.


    Nieto negó las acusaciones y recibió el respaldo de Juntos por el Cambio.


    ¿Para qué iba a recibir un presidente informes de un equipo de espías si tenía a la AFI enfrente?, se preguntó una alta fuente de la administración Macri.


    Ante las dudas que abren las causas de Lomas de Zamora, las defensas de Cambiemos coinciden en una sospecha: creen que Villena y los fiscales Cecilia Incardona y Santiago Eyherabide “buscan direccionar la investigación para imputar, como último objetivo, a Macri”.


    Al cierre de este libro, ya estaban procesados Arribas y Majdalani, quienes dependían directamente del ex presidente.


    Nadie pide que no se investigue y, menos, que no se procese a aquellos funcionarios que violaron la Ley de Inteligencia 25.570. Pero sí que se respete el llamado principio del juez natural.


    Si el espionaje al Instituto Patria ocurrió en la capital federal, correspondía y corresponde que sea investigado por un juez porteño.


    Pero la interventora de la AFI y actual presidenta de Justicia Legítima, Cristina Caamaño, formulaba las denuncias, en forma deliberada, en Lomas de Zamora.


    Al margen, la Argentina debe ser el único país del mundo en el que la jefa de los espías, Caamaño, es, además, presidenta de una asociación de jueces y fiscales. En este caso, al igual que en la causa D’Alessio de Dolores, se usó la técnica del forum shopping, es decir: elegir al juez amigo.


    Pero en noviembre de 2020, la Cámara Federal de Casación Penal ordenó que una parte de las causas por supuesto espionaje ilegal de la AFI de Macri pasen de Lomas de Zamora a Comodoro Py. Casación dispuso respetar el llamado principio del juez natural.


    Sucede que el juez federal porteño Martínez de Giorgi ya había sobreseído a Arribas y Majdalani por el espionaje al Instituto Patria en una causa de 2017. Se basó en aquellas órdenes de Villena a la AFI, entre otros argumentos. Al cierre de este libro, la pulseada por la jurisdicción tribunalicia seguía abierta. Cristina apeló ante la Corte la decisión de Casación.


    Mientras los K denunciaban a la DAJuDeCO y al espionaje ilegal, estalló otro escándalo que retrasó los planes de la batalla final: se trata de la mayor filtración de nombres de espías y operaciones secretas de la historia argentina y consistió en la publicación de los nombres reales de más de dos mil espías, entre otros datos, que figuraban en las actas secretas de la agenda diaria de la AFI entre 2016 y 2018.


    La filtración provocó que delegados de inteligencia asignados en el exterior, cuya identidad fue revelada, tuvieran que regresar de urgencia a la Argentina. Por ejemplo, el representante de la AFI en el Líbano, donde tiene su cuartel el grupo Hezbollah, señalado por los atentados a la embajada de Israel y la AMIA, pidió urgente ser repatriado. Así, la Argentina perdió uno de los pocos expertos en inteligencia asignados en Medio Oriente.


    ¿Cómo fue la filtración?


    Los fiscales Cecilia Incardona y Santiago Eyherabide pidieron a la AFI los nombres de agentes que habrían participado de las operaciones de presunto espionaje ilegal. Pero Caamaño le mandó una fotocopia de todas las decisiones diarias de la AFI entre 2016 y 2019, que tienen carácter secreto, y explicó que podían encontrar allí los nombres que les interesaban.


    Los fiscales, en lugar de buscar solo a sus imputados, subieron la agenda completa con todos los nombres al sistema informático Lex100 para que accedieran a ella los abogados de la causa.


    Días después, El Destape y otros medios K –que reciben información y bajada de línea del equipo de Cristina– difundieron el material.


    No solo se hicieron públicos los nombres de más de dos mil agentes y analistas. También se divulgaron misiones reservadas en el exterior y el organigrama interno de “la casa”.


    La filtración, además, rompió la “prueba de confianza” de agencias de otros países donde “los seguimientos personales se reemplazaron por la intromisión digital”, explicó Miguel Ángel Toma. Esa confianza permitía a la Argentina acceder a base de datos internacionales sobre acusados de terrorismo y narcotráfico.


    Semanas después, Cristian Ritondo y José Cano, entre otros diputados opositores, prepararon una artillería de preguntas para que Caamaño rindiera cuentas por la filtración en la bicameral de Inteligencia. Querían que su titular, el hiperoficialista Moreau, abriera una investigación propia para determinar quién fue el responsable de la filtración de las actas secretas.


    Para Cano, la filtración fue responsabilidad de Caamaño, porque venía “sobreactuando” y haciendo un sinfín de denuncias por inteligencia ilegal contra Arribas y Majdalani. Según el tucumano, algunas tenían fundamento y otras estaban vacías de contenido. Cano se quejó de las “dos varas y las dos velocidades” que usa la Justicia en estos casos que tienen Auge y Martínez de Giorgi: “Una vara para investigar al macrismo y otra a Cristina”.


    En su primer informe ante el Congreso, Caamaño confirmó que, después de dar de baja a más de 500 espías, incorporó a 350 nuevos agentes. Además, en su exposición dejó en evidencia que el presupuesto de la AFI consiguió algo menos de 1000 millones de pesos extras: pasó de 2680 millones a 3500 millones en 2020.


    Después pidió la palabra Parrilli: “Cuento una anécdota. Cuando entregué el organismo a Arribas me confesó que sabía solo de ventas de jugadores de fútbol… Ahora, tras su gestión, veo que excepto el perro Balcarce todos fuimos víctimas del espionaje ilegal macrista”.


    No había ambiente para chistes. Ritondo le preguntó a Caamaño si era cierto que había reincorporado a un agente jubilado conocido por el alias de “Pigi”, en el rol de “ablandador” de los espías que estaban yendo a declarar a la fiscalía de Lomas de Zamora. Caamaño contestó que sí y reconoció que lo había sumado a la subsecretaría de Contrainteligencia, sin dar más detalles.


    Con picardía, Cano también preguntó si había avances en el sumario por el hallazgo de informes secretos de la AFI durante el allanamiento a la casa de Cristina en El Calafate. No obtuvo una respuesta.


    En la comisión bicameral, Caamaño juró una y otra vez que “no somos responsables de la filtración” de los dos mil nombres de espías.


    Explicó que la documentación solicitada por los fiscales Incardona y Eyherabide fue enviada en un sobre cerrado, en un auto y con recomendación de guardar secreto. De la AFI, el sobre salió el 16 de julio y la filtración se produjo el 20 de septiembre de 2020.


    A criterio de Caamaño, la filtración se produjo el 20 de septiembre, cuando los fiscales subieron la documentación secreta al sistema informático de la Justicia.


    Los miembros de la oposición rechazaron la coartada de Caamaño. Le enrostraron que solo debería haber mandado los nombres requeridos y no toda la agenda.


    Con su voto mayoritario, el kirchnerismo impidió abrir una investigación de la bicameral por la filtración. En cambio, se centró en la búsqueda de pruebas del “plan sistemático” de espionaje macrista contra Cristina.


    Pero en diciembre de 2020, después del intercambio de insultos entre Parrilli y Cano, Cristina insistió con su intento de sacarle la DAJuDeCO a la Corte. ¿Hay un interés político en controlar esa oficina judicial? La ex presidenta sabe que, para que su hijo Máximo sea el futuro presidente en 2023, necesita del aparato de inteligencia.


    También sabe que, para que el aparato de inteligencia trabaje para ella, la oficina de escuchas es una pata clave. Como se vio, tiene enrolados jueces, fiscales, espías propios y dinero. Solo le falta quitarle esa herramienta a la Corte.


    ¿Cómo seguirá esta “guerra” de espías?


    Un alto ex jefe de la AFI sostiene que “la sangre no llegará al río”. Y le revela a este autor que “estamos frente a una pelea entre dos bandos” de la AFI, en la que no importa producir inteligencia táctica o estratégica para el presidente, sino los negociados: “Santoro, usted se equivoca si analiza la AFI sola. La AFI es la cabeza de un sistema de inteligencia nacional y por encima del sistema está la comunidad de inteligencia”.


    Según esta alta fuente, el sistema “se salió de madre” durante las presidencias de los Kirchner. Por eso, desde hace tiempo, muchos sectores “hacen negocios privados” dentro de esa “comunidad” integrada por la AFI, los servicios de inteligencia criminal de las fuerzas de seguridad federales e incluso los militares. Además, agrega, existen “agencias de seguridad privada” que tienen “mejores equipos para interceptar comunicaciones” que la AFI.


    Por ejemplo, un agente de la AFI conoce a un “pluma” de Inteligencia de la Policía Federal y le vende, en forma clandestina, informes secretos que terminan, en última instancia, en manos de empresas privadas. “D’Alessio, Melo y otros nombrados en estos escándalos son parte de estos negocios privados de cuentapropistas”.


    El ex jefe con experiencia de campo propone la disolución de la actual AFI. Además, advierte: “No olvide una cosa: la verdad, para ellos, es un bien descartable. Ahora se están peleando en las causas judiciales, pero pronto harán un toma y daca. Sacrificarán peones y alfiles de cada lado, pero no a reyes o reinas. En unos años, la mayoría de estos procesos judiciales se caerán como un castillo de naipes por falta de pruebas o de un arreglo entre ellos”.
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    Una coartada llamada lawfare


    Cristina Kirchner visitó a Luiz Inácio Lula da Silva en diciembre de 2016 en San Pablo. Pareció un encuentro de rutina. Pero fue mucho más que eso.


    Fue nada más y nada menos que el origen del plan de victimización de la ex presidenta. Ambos ex jefes de Estado estaban en el llano y ya enfrentaban las primeras causas judiciales. A partir de ese encuentro en San Pablo, CKF copió tres medidas de su ex par brasileño:



    • Creó el Instituto Patria a imagen y semejanza del Instituto Lula. Ambos giran, desde el punto de vista ideológico, alrededor del foro de San Pablo.


    • Escribió Sinceramente a imagen y semejanza de El caso Lula.


    • Tomó la teoría del lawfare a imagen y semejanza de la interpretación de los abogados de Lula.



    Así, lanzó la primera parte de su batalla final, que empezó con el Operativo Puf y siguió con las causas por supuesto espionaje ilegal macrista.


    La estrategia le sirvió para las elecciones de 2019.


    Aunque la situación judicial de Cristina, con siete procesamientos y causas como Hotesur, Vialidad y Cuadernos, es más complicada que la de Lula.


    En diciembre de 2017, la sucesora de Lula, Dilma Rousseff, visitó a Cristina en su departamento de Recoleta y, otra vez, tocaron el tema de las causas por corrupción contra la ex presidenta y Lula. Después del encuentro, Cristina tuiteó: “Con Dilma conversamos sobre una realidad que se está imponiendo en nuestros países. Un proceso que se denomina mundialmente lawfare y consiste en la utilización del aparato judicial como arma para destruir a la política y a los líderes opositores”.


    No había ningún reconocimiento internacional del tema lawfare en ese momento. Pero la idea de que la derecha –no la Justicia– quería atacar a líderes populares de América Latina le sirvió a Cristina para justificar su plan de impunidad. También la usaron los ex presidentes Rafael Correa, de Ecuador, y Evo Morales, de Bolivia, con resultados distintos.


    ¿Dónde surgió la versión latinoamericana del lawfare?


    El abogado de Lula, Cristiano Zanin Martins, tomó el concepto de un oficial de la Fuerza Aérea de los Estados Unidos y un profesor de Harvard. Pero, ni lerdo ni perezoso, retorció el contenido.


    Así lo explicó en una entrevista: “No hay ninguna prueba capaz de sustentar las acusaciones contra Lula en la Operación Lava Jato. Las acusaciones son típicas de lawfare, es decir, la manipulación de las leyes y los procedimientos jurídicos para fines de persecución política. El concepto lo trabajó con un sentido determinado Charles Dunlap, un abogado de la Fuerza Aérea de los Estados Unidos. Lo utilizó para tipificar herramientas que, a su criterio, ponían en riesgo la seguridad nacional de su país. Pero nosotros lo usamos con otro sentido. El que le da, por ejemplo, el catedrático de Harvard John Comaroff. Para él, lawfare es una forma de apelar a tácticas legales coercitivas para dominar a un pueblo colonizado. Escribió un libro que traducido sería ‘Ley y desorden en la poscolonia’”.


    Zanin Martins no se detuvo allí. Se reunió con Graciana Peñafort y otros letrados del ejército de abogados de Cristina para difundir la idea, que, como estaba en inglés, parecía aceptada por la academia de los países centrales.


    Pronto hicieron público un documento del Instituto Patria para darle a la delirante hipótesis un barniz académico. Afirmaron: “Con este instrumento se destituyó a Manuel Zelaya en Honduras, a Fernando Lugo en Paraguay, a Dilma Rousseff en Brasil y se encarceló al vicepresidente de Ecuador Jorge Glass y recientemente a Luiz Inácio Lula da Silva en Brasil. También se persigue a Cristina Fernández de Kirchner y otros actores políticos en la Argentina”.


    Aquellos abogados comenzaron a usar el concepto en las causas judiciales. E incluso el gobernador de Buenos Aires Axel Kicillof lo citó en un decreto para justificar el nombramiento de un funcionario procesado.


    Natalia Salvo, la abogada de Pedro Etchebest, punta de lanza del Operativo Puf, fue más exagerada: “El lawfare es la antesala de un golpe de Estado”.


    Como se dijo, el neologismo fue creado en 2001 por el profesor y brigadier retirado Charles J. Dunlap de la Duke University School of Law estadounidense. Lo definió como “el uso de la ley como un arma de guerra”. Dunlap amplió el término, dando más precisiones, en 2007. En un artículo publicado en The Washington Times titulado “Lawfare amid warfare”. Escribió que el lawfare era “la explotación de violaciones de las leyes de la guerra” orquestadas por los derrotados en el campo de batalla. Y se emplean “como un medio no convencional de hacer frente al poder militar superior” del ejército ganador.


    Es decir: se entenderían como denuncias del país vencido en una guerra contra el país vencedor. Por ejemplo, acusando “infundadamente” al vencedor de haber violado los derechos humanos de los vencidos.


    En diciembre de 2017, en su primer discurso como senadora, la ex presidenta citó en forma oficial el concepto del abogado de Lula, aunque sin nombrarlo. Lo hizo luego de que el juez federal Claudio Bonadio pidiera su detención en la causa del encubrimiento de Irán en el atentado contra la AMIA. Así lo explicó Cristina en la Cámara de Senadores: “Esta utilización del Poder Judicial para estigmatizar dirigentes no es un atributo argentino. El lawfare, término acuñado en Estados Unidos y desarrollado en la Universidad de Harvard, habla de la utilización del aparato judicial para, articulándose con los medios de comunicación, provocar condenas previas, sin juicio, a dirigentes políticos de la oposición”.


    En un aspecto, Cristina fue original: agregó el supuesto rol de los medios de comunicación en “persecuciones político-judiciales” contra los partidos nacionales y populares.


    La idea de los abogados de Lula, más el agregado de Cristina, pronto llegó al Vaticano. En octubre de 2019, el papa Francisco dedicó uno de los puntos de una homilía al lawfare. Así, planteó que “se recurrió a imputaciones falsas contra dirigentes políticos, promovidas concertadamente por medios de comunicación, adversarios y órganos judiciales colonizados”.


    “Con el lawfare, se instrumentaliza la siempre necesaria lucha contra la corrupción con el único fin de combatir gobiernos que no son del agrado, retacear derechos sociales y promover un sentimiento de antipolítica”, afirmó el sumo pontífice.


    Los constitucionalistas Daniel Sabsay, Andrés Gil Domínguez, Félix Lonigro y Roberto Gargarella, con distintos argumentos, explicaron que el lawfare no existe en el Código Penal de ningún país y no fue aprobado por ninguna academia. Sin embargo, se sigue usando para construir un relato político y alimentar el negacionismo de la corrupción K.


    Sabsay subrayó que “usar la cáscara vacía de un término anglosajón, creado por militares de Estados Unidos, y decir que es una suerte de conspiración de la Justicia, los medios dominantes y el gobierno de turno es otra falacia”.


    Por su parte, Gil Domínguez afirmó: “Mi concepto de lawfare es la utilización del aparato judicial para perseguir a opositores que no tienen ningún vínculo con una causa penal y evitar así que se presenten como candidatos. Es decir, lawfare es una definición esnob de la vieja persecución política. El kirchnerismo le agregó el rol de los medios a esa definición que no está en el Derecho constitucional, sino que viene de las ciencias políticas”.


    “Este no es el caso de Cristina, a quien se le respetaron sus fueros parlamentarios, fue candidata y fue electa vicepresidenta. En cambio, sí es el caso de Lula, a quien se le prohibió presentarse como candidato presidencial”, aclaró el jurista que participó de la llamada Comisión Beraldi.


    Gil Domínguez admitió que otros líderes de centroizquierda de Latinoamérica, como los ex presidentes de Uruguay José “Pepe” Mujica y de Chile Michele Bachelet, no tienen juicios por corrupción. Esto es así porque simplemente ejercieron en forma más transparente y no se enriquecieron durante sus mandatos.


    A su vez, Lonigro dijo que no se inventaron causas judiciales: “El pacto con Irán existió, el Hotel de Calafate y sus habitaciones alquiladas pero vacías existieron; el revoleo de dinero de José López existió; Daniel Muñoz existió”.


    A su turno, Gargarella remarcó que el lawfare se empleó, por ejemplo, “desde la derecha chilena para hablar de los procesos impulsados desde España por el juez Baltasar Garzón contra Pinochet cuando estuvo detenido en Inglaterra”, en 1998. Calificó el uso que hace el kirchnerismo del concepto como “una fascinación por una palabra en inglés a la que se le contaminó su contenido original” y afirma que resulta llamativo que “la izquierda se fascine con esta palabra que inventaron los militares de Estados Unidos para atacar al derecho penal internacional o las organizaciones de derechos humanos”. Gargarella recordó que fue usada, además, para atacar las denuncias de violaciones a los derechos humanos de los presos por terrorismo en la cárcel militar norteamericana de Guantánamo.


    Pero para Cristina, un contexto de “guerra” sirve para impulsar a sus militantes a la batalla final.


    Con este debate conceptual sobre el lawfare, el kirchnerismo y sus socios en América Latina quieren juzgar a los jueces, fiscales y periodistas que investigaron la corrupción. Como si no se tratara de una de las regiones más corruptas del mundo, tal como indica, año tras año, el índice de percepción de corrupción (IPC) de Transparencia Internacional.


    Para juzgar a jueces, fiscales y periodistas de investigación que los denuncian, crearon un tribunal de lawfare constituido por abogados defensores de Cristina Kirchner, Lula da Silva, Rafael Correa y Dilma Rousseff. El tribunal, que iba a sesionar en Madrid antes de la pandemia, está presidido por el abogado de Hebe de Bonafini, Eduardo Barcesat. Así lo explicó el ex miembro del Partido Comunista devenido K: “La invención de esta práctica, gestada en la academia militar estadounidense, es la de perseguir a los opositores mediante mecanismos que no generen la mala prensa que tienen los atentados, asesinatos, desapariciones forzadas, secuestros, torturas”.


    La “sentencia” del tribunal se iba a conocer en noviembre de 2020, pero se suspendió por el Covid-19. Entre los acusados por los K en la Argentina están, entre otros, el fallecido juez Claudio Bonadio y el fiscal Stornelli, pero también periodistas como este autor, Jorge Lanata y Luis Majul.


    El anuncio de la creación de este tribunal, basado en la idea de “la Conadep del periodismo” (en alusión a la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas) generó polémica y tuvo mucha repercusión en las redes sociales. “Después decían que Dady Brieva hablaba a título personal y que era imposible una Conadep contra el periodismo. Pero ahí está esa Conadep en España”, resaltó Luis Petri, diputado nacional de Juntos por el Cambio.


    Al día siguiente del anuncio de Barcesat, el ex juez español Baltasar Garzón salió a aclarar que no integraba el tribunal del lawfare llamado TAC, o Tribunal de Acción Común. Entonces, quedó integrado por Barcesat, Renata Ávila (abogada de Julian Assange), Valeska Teixeira (abogada de Lula), William Buordon (un especialista en víctimas de crímenes de lesa humanidad) y Gabriel Chamorro (letrado de la fundación kirchnerista Cepes). Participan, además, Herta Däubler-Gmelin, ex ministra de Justicia alemana, y la abogada nigeriana Ayo Obe.


    Barcesat pasó de participar en la Liga Argentina por los Derechos del Hombre en los setenta a conjuez propuesto por Cristina Kirchner. Y después, a “consultor jurídico y procurador letrado” de la gobernadora de Santa Cruz, Alicia Kirchner. En 2018 participó con el camarista Juan Ramos Padilla del Foro por la Libertad de los Presos Políticos en América Latina.


    Unos meses después del anuncio del TAC, en septiembre de 2020, Barcesat sumó otro cargo en el Estado, al ser nombrado como asesor del Ministerio de Agricultura. No fue ad honorem sino con un sueldo cercano a los 200.000 pesos mensuales.


    De esta forma, parte del grupo de los abogados que apoyaron el Operativo Puf se sumaron a la administración Fernández-Fernández. Primero, Graciana Peñafort fue nombrada directora de Asuntos Jurídicos del Senado, de la mano de Cristina. Después, Víctor Hortel fue designado director nacional de Coordinación y Proyección Normativa de Políticas Sociales de la Nación. Por otra parte, el abogado Leonardo Martínez Herrero, que impulsó la denuncia contra Stornelli en Dolores, fue designado director provincial de Relaciones con la Comunidad del Ministerio de Seguridad bonaerense.


    Aprovechando los vientos del lawfare, a fines de octubre de 2020, Ramos Padilla amplió los procesamientos de los fiscales Stornelli y Juan Ignacio Bidone, de D’Alessio y del ex director de la AFI Pablo Pinamonti, entre otros. Y en una medida sin precedentes, me incluyó en una asociación ilícita “paraestatal” y me acusó de espionaje ilegal.


    Lo hizo justo cuando la Cámara Federal de Mar del Plata debía decidir mi situación procesal y Cristina embestía contra los camaristas porteños Leopoldo Bruglia y Pablo Bertuzzi. Yo estaba procesado como supuesto partícipe de una extorsión al empresario K Mario Cifuentes y una coacción al ex directivo de PDVSA Gonzalo Brusa Dovat. Pero, al ser incluido en una asociación ilícita, me enfrentaba a una pena de prisión de entre tres y diez años, si era hipotéticamente condenado.


    En el caso de Stornelli, el juez ordenó retirarle el pasaporte y aumentar su embargo a 10 millones de pesos. El procesamiento incluyó varios datos falsos y conjeturas del juez, que se basó fundamentalmente en los chats de los teléfonos de los investigados.


    En su resolución, de más de 1200 páginas, en la que refrita resoluciones anteriores una y otra vez, Ramos Padilla convirtió en casos delictivos la mayoría de las denuncias de querellantes K. A lo largo del texto trató de defenderse de la acusación según la cual él mismo participó en el armado del Operativo Puf para voltear la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    Dijo Ramos Padilla: “Se comprobó la participación dolosa de Santoro en numerosos planes y operaciones de inteligencia ilegal, que en algunos casos incluyeron coacciones, extorsiones, exhibición de armas de fuego, ‘puestas en pánico’, ‘guionamientos’ o direccionamientos de personas ‘arrepentidas’, testigos o denunciantes, espionaje mediante uso de drones, obtención de datos de acceso restringido mediante la colaboración ilegal de funcionarios públicos y magistrados”.


    En la imaginación del juez, yo dediqué las veinticuatro horas del día, durante dos años de mi vida, a participar de todas esas operaciones.


    Mientras tanto, Adepa (Asociación de Entidades Periodísticas Argentinas) y Fopea (Foro de Periodismo Argentino) criticaron el pedido a la Justicia de diputados de la oposición para investigar al periodista K Roberto Navarro por haber publicado un informe secreto auténtico de la AFI. Lo hicieron en base al argumento universal según el cual los periodistas no son responsables por la forma en que sus fuentes obtienen la información. Más tarde, la jueza Servini archivó la denuncia contra Navarro y dos de sus cronistas por revelar el nombre de dos mil espías.


    Pero Ramos Padilla opinó al revés que la jurisprudencia nacional e internacional. Incluso me acusó, a mí, que no soy funcionario, de espionaje ilegal, en contra de lo que dice la Ley de Inteligencia. Y para hacerlo se metió en un galimatías jurídico.


    Ramos Padilla me comparó, por ejemplo, con el colega Eduardo Feinmann, quien anunció en la TV en forma errónea que era inminente la detención de un hijo del “jardinero” de Cristina Kirchner. La diferencia radical con Feinmann, “desde el punto de vista de la prueba colectada, es que el segundo desconocía la maniobra que se estaba llevando a cabo”, destacó.


    Luego, Ramos Padilla sostuvo una serie de falsedades sobre la entrevista que le hice a un despachante de Aduana por la causa de la Mafia de los Contenedores. Afirmó que ocupó “casi un programa entero de Animales sueltos, y sería filmada por el hijo –menor de edad– del espía Marcelo D’Alessio”. Eso es falso: la entrevista la filmó un camarógrafo del canal América y fue solo una parte del programa.


    Después, Ramos Padilla hizo un esfuerzo teórico para tratar de demostrar que no estaba atacando la libertad de expresión y el derecho de los ciudadanos a conocer casos de corrupción.


    Esta vez la reacción a mi favor fue mayor, porque no solo se expresaron las entidades periodísticas: más de 260 personalidades de la política, la cultura, la ciencia y, naturalmente, el periodismo manifestaron su profunda preocupación por la ampliación de mi procesamiento. Incluso el prestigioso Comité para la Protección de los Periodistas, organización con sede en Nueva York que promueve la libertad de prensa y los derechos de los periodistas a escala mundial, pidió a las autoridades argentinas que retiraran los cargos penales en mi contra.


    Una solicitada advirtió, además, que el fallo “carece del sustento jurídico necesario y podría resultar en una vulneración de garantías básicas de la Constitución y Tratados Internacionales de Derechos Humanos”. El texto lleva las firmas de la ex ministra de Seguridad Patricia Bullrich, del presidente de la UCR Alfredo Cornejo, el filósofo Juan José Sebreli y Graciela Fernández Meijide. Se sumaron, también, el escritor Federico Andahazi, el bailarín Maximiliano Guerra, los periodistas Norma Morandini y Héctor Guyot, el actor Luis Brandoni, la investigadora Sandra Pitta y el constitucionalista Daniel Sabsay. Y fue apoyada por los presidentes de los bloques de diputados y de senadores de Juntos por el Cambio, Mario Negri y Luis Naidenoff, entre otros.


    A casi dos años del Operativo Puf, de conocer los procesamientos conjeturales e hipotéticos del juez de Dolores y las manifestaciones de apoyo a mi persona, Carrió se hartó y se burló de Ramos Padilla.


    En mi procesamiento, el juez la acusó de ser una de las personas que comenzaron una “operación psicológica” para perjudicar la imagen de Aníbal Fernández. También, de ser parte de una organización paraestatal de inteligencia. Todo por una entrevista que Nicolás Wiñazki le hizo a un ex comisario, que decía que el ex jefe de Gabinete habría sido el personaje “la Morsa” del triple crimen de General Rodríguez.


    En un video subido a Twitter, se la ve disfrazada con un sombrero y una espada antigua, diciendo con ironía: “Soy Lilita la pistolera, que afectó el prestigio de Aníbal Fernández. San Aníbal, perdón, según dice Ramos Padilla. Lilita la pistolera, organización paramilitar para perjudicar al pobre Aníbal narcotraficante. ¡Qué horror!”.


    Al definir su concepto de banda “paraestatal”, como si legisladores de la democracia fueran paramilitares de la dictadura, Ramos Padilla afirmó que la banda buscaba: “La proyección de víctimas-objetivo similares a los que la diputada Elisa Carrió también responsabilizaba en sus escritos, así como la articulación de información con fiscales y personal de fuerzas de seguridad”.


    En el fallo, omitió decir que Carrió conoció a D’Alessio en 2018 y que la causa de la Mafia de los Contenedores donde él analizó el rol de la ex diputada comenzó un año antes…


    Otro de los datos falsos es que, según el juez, “se demostró también que D’Alessio organizó al menos una reunión con Daniel Santoro y el fiscal Bidone, en la que D’Alessio le hizo referencia a Santoro de que tenía grabaciones y que cumplió con parte del trabajo realizado”.


    Jamás hubo una reunión conjunta entre ese fiscal, D’Alessio y este periodista.


    Otra vez el juez construye esa inexistente reunión a partir de un chat del falso abogado.


    Conozco al fiscal Bidone desde el triple crimen de General Rodríguez, de 2007, pero jamás hubo una reunión entre los tres. Sería un caso de “banda” cuyos miembros no se conocen. Nunca en mi vida vi o intercambié mensajes con otros “integrantes” de la asociación ilícita que imagina Ramos Padilla, como los comisarios retirados Ricardo Bogoliuk y Aníbal Degastaldi.


    Ramos Padilla afirmó que “Santoro presentaba a Marcelo D’Alessio ante magistrados, legisladores y periodistas como un agente de la DEA”. Otra falsedad. Sí dije que D’Alessio tenía vínculos con la DEA, ya que decía que le vendía informes sobre el narcotráfico. Pero el juez necesitaba inflar su acusación.


    En su extensa resolución, Ramos Padilla afirma falsamente que “fue este periodista el que lo llevó a D’Alessio a programas de televisión”. D’Alessio fue invitado una vez a Animales sueltos y por la producción del programa. Yo me sorprendí cuando llegué al estudio y estaba sentado entre los panelistas.


    Luego, mis abogados Mauricio de Nuñez y Guido Sciarreta pidieron la nulidad de la ampliación de mi procesamiento por “inválido, infundado, arbitrario, forzado y basado en datos falsos”. Así apelaron a la Cámara Federal de Mar del Plata la decisión de Ramos Padilla de procesarme, también, como supuesto miembro de una asociación ilícita paraestatal. Además, subrayaron que el juez no me indagó por este nuevo hecho. El magistrado tampoco citó mi descargo en el fallo, tal como corresponde.


    Los abogados analizaron caso por caso el eterno escrito del juez y señalaron que está lleno de “falsedades, elucubraciones, inferencias y teorías conspirativas”.


    Señalaron que la forma en que el juez interpretó los hechos atribuidos a D’Alessio muestra que asumió un rol “caprichoso y malintencionado” basado en “construcciones forzadas” de la realidad. Una de esas “construcciones forzadas” es la teoría del sentido de la circulación de los datos como un delito penal.


    Veamos ese punto, que constituye un peligro para el ejercicio del periodismo.


    Para el juez y la Comisión Provincial de la Memoria, si una fuente le envía datos a un periodista es legal, pero la circulación en sentido inverso implica violar la Ley de Inteligencia.


    En la causa, los periodistas Italo Pisani, Gustavo Grabia y Gerardo Young, entre otros, explicaron que esto no es así. Y coincidieron en decir: “El periodista sostiene en la práctica un intercambio fluido de información de ida y vuelta con la fuente dentro de una investigación”.


    Pero el juez no los escuchó.


    Mis abogados sostuvieron que el juez mostraba una actitud contradictoria y culposa al procesarme.


    Ramos Padilla mencionó que yo me defendí en la causa y en los medios.


    Mis abogados apuntaron que por ese tipo de menciones parecería que “el señor Juez está más pendiente de lo mediático que de lo efectivamente actuado en esta causa”.


    En el fallo, el juez sostuvo que me puse en el rol de “víctima”, cuando en realidad “es la prensa en su conjunto quien entiende que es víctima de una persecución política-judicial”, afirmaron. También se preguntaron: “¿Qué pretende Vuestra Señoría? ¿Que el periodismo deje de ejercer su actividad?”. Por otra parte, a mis abogados les llamó la atención el tratamiento que se le dio al caso denominado “Informe Fantino-CFK”, en alusión a un mensaje de D’Alessio con sus opiniones sobre algunos de los miembros del programa.


    En el procesamiento habló “de producción y almacenamiento de información vinculada a la adscripción política de los integrantes de Animales sueltos como Fantino y Romina Manguel”.


    ¿Un papel de D’Alessio es un ejemplo de “producción y almacentamiento” de datos como hace la CIA en Langley?


    El juez sostuvo que yo me “infiltré” en el programa cuando entré a trabajar en 2016. “Santoro acudía todos los días al programa como panelista, ¿cómo el juez y la Comisión Provincial por la Memoria pueden hablar de ‘infiltración’?”, explicaron mis abogados desde el sentido común.


    Y se preguntaron: “Un periodista que acude a su trabajo durante más de dos años, ¿se infiltra?”.


    La avanzada K, después de tomársela con mi persona, se dirigió a Carrió.


    Tras la tomadura de pelo de Carrió a Ramos Padilla, dos abogados de Cristina pidieron que la ex diputada fuese citada a declaración indagatoria por “espionaje ilegal”. Lo hicieron en la causa en la que se investigan supuestas maniobras de espionaje ilegal durante el gobierno de Mauricio Macri. Otra vez el juzgado de Lomas de Zamora y otra vez los abogados Rúa y Peñafort.


    El pedido fue presentado ante el juez federal Juan Pablo Auge, quien –como ya se vio– investiga el supuesto espionaje a ex funcionarios kirchneristas que estuvieron detenidos en el penal de Ezeiza.


    Rúa y Peñafort afirmaron que las transcripciones de escuchas utilizadas por Carrió y el fiscal Stornelli para denunciar el Operativo Puf eran para “intentar voltear” el caso D’Alessio. Así, los abogados K trataron de dar vuelta el argumento de Carrió, según el cual la causa D’Alessio servía para anular el caso de los Cuadernos de las Coimas. Los abogados pidieron a la Justicia que se citara a indagatoria a Carrió y que se allanara su casa “por su responsabilidad en la maniobra ilegal desplegada desde la AFI”.


    Dijeron que la supuesta jugada tenía los objetivos de influir en la situación institucional y/o política y/o social del país y en la opinión pública, y de dar cobertura a la organización paraestatal que integraban D’Alessio.


    El escrito de los abogados K tomó conceptos textuales de Ramos Padilla: otro ejemplo de cómo se retroalimentan en forma constante.


    Desde la Coalición Cívica advirtieron que se trataba de una “venganza” política de Cristina, quien desea ver presa a Carrió.


    La líder de Juntos por el Cambio contestó otra vez con una humorada: publicó en su perfil de Twitter tres fotos ataviada con un vestido claro a rayas verticales y jugó con su look “carcelario”. “Atendiendo cuestiones institucionales en Parque Patricios con un vestido By Carrió pre cárcel. De rayado”, comentó con ironía. Se la veía saludando a la cámara desde las rejas del ingreso al edificio central del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.


    La referente de Juntos por el Cambio terminó su mensaje con otra ironía: “Gracias a todas y a todos por el apoyo. Gracias a la Comisión Nacional de Mujeres que tomarán el té conmigo en la cárcel de Ezeiza”.


    A veces, el humor es más efectivo que cualquier derecho a réplica.

  


  
    
  


  
    
  


  
    12


    Un país sin periodistas de investigación


    –Pongo las manos en el fuego por Daniel Santoro. Es el mejor periodista de investigación de la Argentina. Si lo meten preso, vamos a ir presos todos. En mi vida solo puse las manos en el fuego por Santoro y por la ex jueza de la Corte Carmen Argibay.


    Tres veces, la líder de la Coalición Cívica, Elisa Carrió, me dio su público y categórico apoyo durante estos últimos dos años.


    La primera vez fue el 8 de febrero de 2019, cuando Horacio Verbitsky lanzó el Operativo Puf, bajo las órdenes de Cristina, mientras otros periodistas K pedían que me metieran preso. La falsa acusación de Verbitsky fue el puntapié inicial, la orden de largada para la táctica de demolición de periodistas de investigación que inventó el kirchnerismo.


    Lo hacen porque saben que el único patrimonio de un periodista es su credibilidad.


    Tiene una máquina refinada: arranca con tuits, cartas públicas y videos de Cristina que señalan al “periodista objetivo”. Enseguida, sus militantes insultan y amenazan de muerte en medios y redes. Luego, el varias veces mencionado “ejército” de abogados (muy bien pagos) y ex espías presenta denuncias judiciales armadas al efecto.


    El discurso es siempre el mismo: tratarnos de espías, extorsionadores, operadores del imperialismo norteamericano y otras falsas acusaciones.


    Lo admito: ver mi cara todos los días en las pantallas de C5N, en El Destape y en Página/12, presentado como un demonio del espionaje ilegal y la extorsión, fue muy duro.


    Sin derecho a réplica, fui el objetivo de una campaña orquestada a través de esos medios, basada no en información veraz, sino en filtraciones que salían de la causa D’Alessio. Los datos provenían de algunos de los abogados de querellantes como De Vido o Baratta. O de alguna fuente del Juzgado.


    En una audiencia del Senado y en el libro Sinceramente, Cristina ya me había tratado de “periodista extorsionador” cuando ni siquiera me habían llamado a indagatoria.


    Es una diferencia clave entre lo que hace ella y lo que hago yo: en mis investigaciones, nunca la traté de corrupta, y no lo haré hasta que, eventualmente, sea condenada.


    Tengo en claro que ella me eligió como blanco ante sus militantes después de haber dado su luz verde para que se lanzara el Operativo Puf. ¿Por qué lo hizo?


    Hay un par de razones que muy pocos conocen.


    Está preocupada por mi investigación sobre la empresa fantasma Aldyne, de la isla Seychelles, en La Ruta del Dinero K. Y por otra sobre el pago de 50 millones de dólares de Chávez a Kirchner por maniobras con títulos de la deuda externa.


    Entonces, desde sus usinas creó y sigue creando miedo y autocensura en el periodismo argentino. Basta observar que hasta diciembre de 2019 más de treinta periodistas, camarógrafos y fotógrafos recorrían los pasillos de los tribunales de Comodoro Py. Ahora, los que quedamos se cuentan con los dedos de una mano. La “máquina” se usa ahora contra mis colegas Luis Majul, Diego Cabot, Nicolás Wiñazki, Italo Pisani de Río Negro y Daniel Enz de Entre Ríos, entre otros.


    No se puede comparar a la Argentina con la Unión Soviética, pero la técnica de destrucción de prestigios es parecida al Gran Terror de Stalin en la Unión Soviética, a fines de los años treinta.


    La diferencia existe: en la URSS te fusilaban; aquí y ahora intentan fusilar tu prestigio.


    Allí, jueces estalinistas enjuiciaban a un acusado de espionaje, después lo denigraban en la prensa oficialista y se lo declaraba “enemigo del pueblo”. Les pasó a millones de disidentes.


    El poeta ruso Vladimir Maiakovski fue el más ferviente defensor de la Revolución Rusa de 1917 en su fase inicial. Pero antes de suicidarse, decepcionado por la represión interna y la censura de Stalin, escribió: “La primera noche, ellos se acercan y toman una flor de nuestro jardín. No decimos nada. La segunda noche ya no se esconden, pisan las flores, matan a nuestro perro y no decimos nada. Hasta que un día, el más frágil de ellos, entra solo a nuestra casa, nos roba la luna, y conociendo nuestro miedo, nos arranca la voz de la garganta. Y porque no dijimos nada, ya no podemos decir nada”.


    Los K, en lugar de discutir sobre el contenido de nuestras notas, como se hace en una democracia madura, utilizan la misma técnica del estalinismo. La máquina de demoler reputaciones de periodistas comenzó en la segunda presidencia de Cristina, cuando comprobó que no alcanzaba con el uso de las amenazas y los juicios civiles para acallar al periodismo de investigación.


    Qué paradoja: sucedió después de que se anulara el delito de calumnias e injurias contra periodistas merced al caso Kimel.


    A diferencia de las presiones del menemismo, la máquina K también se mete con la familia. Verbitsky publicó el nombre de mi esposa y la dirección de mi casa en la primera nota de la “Informeta” (tal fue el nombre que le pusieron a la nota los impulsores del Operativo Puf). Luego, Tailhade robó fotos del Facebook de mi esposa y las publicó en Twitter.


    Y al otro día, mi mujer empezó a recibir extrañas llamadas telefónicas al número de nuestra casa. Una madrugada, una voz de un hombre que lloraba le dijo: “Mamá, soy yo, tu hijo, Sergei”.


    Mi hijastro se llama Sergio, pero su nombre en ruso es Sergei.


    Mi esposa cortó asustada, lo llamó de inmediato, y estaba durmiendo en su departamento. Es una situación extrema y muy compleja de desbaratar.


    Te publican una catarata de versiones y falsas acusaciones lanzadas por operadores K y repetidas a coro por medios que no chequean nada. No podés desmentir todas a la vez.


    Te dejan sin aliento.


    Provocan miedo en tu familia, estrés, fatiga y una sensación de inseguridad. Un amigo del alma llegó a proponerme que me fuera al exterior. Preferí quedarme y dar la cara.


    Como respuesta a estos ataques organizados, recibí respaldos de mis jefes y colegas del diario Clarín, así como de otros medios. Muy generosa, el sábado 16 de febrero de 2019 Mirtha Legrand me dio su explícito y contundente apoyo durante su programa de TV, que se transmitía desde Mar del Plata. Y luego crecieron en forma meteórica los respaldos.


    Más allá de los respaldos antes mencionados (políticos, de personalidades, periodistas, asociaciones de prensa de la Argentina y del mundo), algo se derramó sobre el ciudadano de a pie, y fueron decenas los que me pararon en la calle para expresarme su solidaridad.


    El apoyo de mi familia y estos respaldos me mantuvieron de pie frente al operativo de demolición que sufrí.


    Sin el respaldo de mis colegas de Clarín, que incluye a los dueños de la empresa, como Héctor Magnetto, no sé cómo hubiese sobrevivido. El apoyo del diario en los peores años de mi vida profesional empezó por lo emocional y laboral. Y siguió hasta el pago a un estudio de abogados de primer nivel, como el de Mauricio de Nuñez y Guido Sciarreta, para defenderme.


    Algunos de esos apoyos se transformaron en columnas de opinión con nombre y apellido. Naturalmente, no puedo reproducir todas, pero algunas mostraron el alcance de ese respaldo.


    Por ejemplo, el subeditor general de Clarín, Ricardo Roa, escribió una columna titulada “El documental al que más le teme Cristina”. Lo hizo para defender mi trayectoria e informar, con lujo de detalles, sobre mi relación periodística con D’Alessio.


    En ese contexto de presiones y operaciones, mis abogados me recomendaron no dar entrevistas, aunque tuve que acceder a ser entrevistado por el gerente general del Grupo Perfil, Jorge Fontevecchia, ya que había asumido antes de dicho consejo un compromiso con él. No quise faltar a mi palabra.


    El caso había estallado hacía un par de semanas y yo no sabía bien dónde estaba parado. Como me lo habían advertido mis abogados, el letrado de De Vido, Maximiliano Rusconi, usó una frase de esa entrevista para incriminarme falsamente en Dolores. Hoy puedo decir que, a lo largo de estos años, los ejes de mi posición siempre fueron los mismos, y se pueden chequear en ese extenso reportaje.


    Durante la entrevista me emocioné cuando Fontevecchia me preguntó por mi suegro, Sergei Boiarkine, un sobreviviente del bloqueo nazi a San Petersburgo (ex Leningrado) durante la Segunda Guerra Mundial.


    Verbitsky se burló de esa reacción mía.


    Pero yo sigo estando emocionado y orgulloso de mi suegro, quien a los 6 años de edad, en un orfanato de Leningrado, comía solo 100 gramos de pan por día y enfrentaba temperaturas bajo cero. Millones de soviéticos con ese mismo temple vencieron al nazismo.


    Aunque tenga casi cuarenta años de ejercicio del periodismo me sigo emocionando por las víctimas del poder, que resisten como pueden.


    A diferencia de Verbitsky, quien influenció en gobiernos peronistas para nombrar a más de cincuenta familiares, amigos y militantes como ministros, jueces, fiscales o empleados judiciales, nunca perseguí la obtención de poder político.


    Verbitsky, en cambio, se vanagloria de ser asesor informal de Cristina. Y por ser un amigo del poder es que en febrero de 2021 le dieron la vacuna Sputnik V contra el coronavirus, en forma privilegiada, en lo que se conoció como “vacunatorio VIP”.


    Un colega de Clarín, Claudio Savoia, escribió un artículo sobre mi trayectoria, del que a continuación reproduzco una serie de párrafos que contienen, además, citas a algunas de mis investigaciones previas:



    • En 1995, tras la investigación por el tráfico ilegal de armas a Croacia y Ecuador, el gobierno de Menem le hizo un juicio por violación de secretos de Estado. Además de reiterados insultos privados y públicos, también hicieron circular una lista con las llamadas que recibía el fiscal Carlos Stornelli –acusador del caso Armas–, que estaba encabezada por Santoro.


    • “Paralelamente, un supuesto comando árabe me amenazó y me mandó un cuchillo de la OTAN a la redacción del diario por mi investigación sobre el plan menemista para desarmar el misil Cóndor II”, recordaba Santoro.


    • En 2010, la cara de Santoro apareció en un afiche anónimo, junto con otros colegas que trabajaban en el Grupo Clarín. Fue por el desvío de fondos públicos correspondientes al programa Sueños Compartidos de las Madres de Plaza de Mayo.


    • “En 2011, me vuelven a pinchar –como decimos en la jerga profesional– el mail, junto con otros periodistas, jueces y diputados de la oposición. Creo que fueron espías del gobierno kirchnerista”.


    • No era la primera vez que lo atacaban desde el kirchnerismo. “En 2012, la Revista 23 del empresario ultra K Sergio Szpolski publicó la falsa y ridícula versión de que yo era agente de la KGB, y ahora los K vuelven a reflotar la injuria”.


    • En 2013, el entonces jefe del Ejército César Milani habría mandado a hacer un seguimiento a través del GPS del celular de Santoro. “Cruzando mi GPS con el de otros se podría saber quiénes eran mis fuentes. Lo hizo en forma tercerizada para que no quedaran rastros, según mis informantes”.


    • En 2011, poco después de que lo nombraran director de Inteligencia del Ejército, Santoro denunció que Milani habría participado del levantamiento Carapintada de 1987 y, luego, que habría estado involucrado en la desaparición del soldado Agapito Ledo.


    • “En 2015, me volvieron a pinchar el mail y el celular, junto con diputados de Cambiemos como Patricia Bullrich y Laura Alonso, además de otros colegas. Esta vez habría sido por orden de la Agencia Federal de Inteligencia y tuve la categoría de ‘OB’, que en la jerga de los espías significa orden de observación. El juez federal Sebastián Casanello certificó que mi celular había estado siendo intervenido por una fuente externa”.



    Además de la nota de Savoia, el 7 de marzo de 2019 se publicó en Clarín una primera solicitada en mi apoyo: jamás me había pasado algo así. La solicitada está firmada por Magdalena Ruiz Guiñazú, Jorge Fernández Díaz, María Laura Santillán, Luis Majul, Norma Morandini, Nelson Castro, Alfredo Leuco, Joaquín Morales Solá, Cristina Pérez, José Ignacio López, Marcelo Bonelli, Nicolás Wiñazki, Diego Leuco, José Claudio Escribano, José del Río, Mónica Gutiérrez, Ricardo Kirschbaum, Ricardo Roa y Fernando González, entre otros.


    Decía, textualmente:


    Con preocupación asistimos desde hace días a una campaña contra el periodista Daniel Santoro. Ex funcionarios y dirigentes del kirchnerismo –encabezados por la propia Cristina Kirchner–, junto con operadores y periodistas relacionados con el amplísimo aparato de propaganda que abonó durante más de una década el gobierno anterior se dedican a cargar sobre Santoro acusaciones y calificaciones variadas en su formulación pero siempre injuriantes. Santoro tiene una larga carrera como periodista de investigación con centenares de notas que le valieron, entre otras distinciones, los premios Rey de España (por la investigación sobre la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia durante el gobierno de Carlos Menem) y el María Moors Cabot a la trayectoria. En los años que lleva escribiendo, fue criticado por el poder político y en ocasiones los servicios de inteligencia se valieron de periodistas y medios de comunicación para operaciones destinadas a intentar desacreditar sus revelaciones e incluso a él mismo. Ahora pretenden involucrar a Santoro en la trama delictiva protagonizada por el falso abogado Marcelo D’Alessio, quien ha sido una de las múltiples fuentes de información que ha consultado. Y ese, el de tener fuentes de información, es un derecho de todos los periodistas. La campaña contra Santoro es, en realidad, una avanzada con motivaciones más profundas. La primera es afectar el curso de la investigación sobre los Cuadernos de las Coimas. La otra es, una vez más en la historia reciente de la Argentina, limitar la libertad de expresión para evitar que la ciudadanía se informe. Y así poder sostener una estructura que facilitó y ahora pretende dejar impunes gravísimos hechos de corrupción.


    Una segunda solicitada en apoyo a mi persona y contra “la criminalización del periodismo profesional” fue publicada el 15 de julio, también en Clarín, a dos días de la fecha de mi indagatoria por parte de Ramos Padilla. Dicho texto apareció firmado por 400 periodistas de la Argentina y del resto de América Latina, entre los que se contaban Robert Cox (Gran Bretaña), Rosental Alves (Brasil), Mónica González (Chile), Fernando Chamorro (Nicaragua), Marcelo Longobardi y Diego Cabot, además de decenas y decenas de colegas argentinos. Señalaba el texto, publicado a página completa:


    Los periodistas y docentes de periodismo que suscribimos este pronunciamiento expresamos nuestra preocupación por la indagatoria del colega Daniel Santoro dispuesta por el juez federal de Dolores, Alejo Ramos Padilla, al entender que encierra el intento deliberado de criminalizar la labor de informar a la sociedad sobre temas de interés público.


    El frío miércoles 17 de julio de 2019 fue el peor día de mi vida profesional.


    Fui indagado como sospechoso por el juez Ramos Padilla en Dolores, en la causa por supuesto espionaje ilegal y extorsión, en la que estaba detenido D’Alessio e imputado Stornelli.


    El mismo juez que cuatro meses atrás había dicho en el Congreso que no había elementos en mi contra, ahora, en forma llamativa, parecía haberlos encontrado.


    Al entrar al juzgado, Ramos Padilla me llamó a su despacho y dijo: “Santoro, le aclaro que no voy a disponer su prisión preventiva. Son versiones de los medios”.


    Por las dudas, yo había llevado en mi mochila una muda de ropa, el cepillo de dientes, las pastillas para el corazón y el libro Cazadores de noticias, de Fernando Ruiz.


    Mis abogados De Nuñez y Sciarreta me habían preparado desde el punto de vista psicológico para el peor escenario. Me habían advertido sobre la posibilidad de quedar detenido.


    Es que estaba acusado falsamente, y en forma ridícula, de integrar una supuesta asociación ilícita dedicada al espionaje ilegal, nacional e internacional, y a la extorsión. Se trata de delitos no excarcelables.


    Como en ese momento creía que Ramos Padilla iba a decidir a derecho, rechacé una propuesta de compañeros de Clarín y Fopea para organizar una caravana de apoyo hasta Dolores. “Es un juez militante, pero serio”, me comentaron al principio, y lo creí.


    Me acompañó hasta la puerta del Juzgado, ubicado en el centro de esa histórica ciudad, mi esposa Larisa Boiarkina y mi hermano mayor y médico, Jorge Santoro. Llegué exhausto. Desde que estalló el escándalo vivía estresado. Los medios K no paraban de demonizarme ni un día.


    Hacía dos semanas que, junto con mis abogados, venía preparando un escrito de 36 páginas, en el que aclaré todos los puntos de la genérica acusación del juez.


    Ramos Padilla me había llamado a indagatoria por un pedido de Etchebest, cuya abogada, Natalia Salvo, responde directamente a Cristina.


    A la audiencia se sumó luego el fiscal federal de Dolores Juan Pablo Curi. Como Curi es más alto que yo –y eso que mido 1,90– bromeamos sobre la posibilidad de que, junto con De Nuñez, pudiéramos armar un equipo de básquet. “Yo haría de base”, acotó Sciarreta, mi otro abogado, de estatura mediana.


    Entramos a la sala de audiencias, donde esperaba sentado un secretario de Ramos Padilla, a cargo de la cámara de video para grabar la indagatoria. Dicho secretario leyó la acusación en mi contra.


    Durante la audiencia, de más de tres horas, respondí a todas las preguntas que me hicieron el juez y el fiscal.


    En cuanto a las comunicaciones que me mostró el juez, dije: “Son chats de D’Alessio que no constituyen prueba alguna de que yo haya participado de operaciones de inteligencia o integrado una banda”. Pero figurar en un chat de D’Alessio era, para Ramos Padilla, “una prueba”. En la indagatoria, reiteré que D’Alessio “invocó mi nombre sin mi conocimiento y sin mi autorización para extorsionar personas”. Sostuve: “No extorsioné, amedrenté y/o intimidé a persona alguna en el desempeño de funciones y tareas propias de mi labor periodística”.


    En la causa no hay un solo consentimiento mío ni indicio de apoyo a las extorsiones del falso abogado. Ni uno.


    Y en el escrito, destaqué: “D’Alessio es un gran farsante, un personaje digno de estudio dada la multiplicidad y diversa metodología que utilizaba… Me utilizó. No lo hizo de manera torpe ni burda; fue sutil, calificado, altamente profesional. Lo cierto es que todos podemos ser alguna vez engañados y/o utilizados, incluso vuestra excelencia no es una excepción”.


    Con esa frase aludí a las escuchas que involucran a Ramos Padilla en el Operativo Puf. Y después enfaticé: “En los treinta y seis años que llevo de periodista nunca usé una cámara y/o micrófono ocultos, ni ningún otro método ilegal para obtener información… Nunca publiqué datos privados de los investigados ni utilicé en mis notas un adjetivo descalificativo”. Por el contrario, conté que fui víctima de maniobras de espionaje ilegal en los gobiernos de Néstor y Cristina.


    Ante Ramos Padilla, me aferré a los artículos 14 y 43 de la Constitución nacional. El primero establece claramente el derecho de todo ciudadano “de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa”. El segundo dice: “No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”. Y cité la decena de causas en que periodistas, en situaciones parecidas a la mía, fueron protegidos por los jueces.


    En otro tramo de la indagatoria le respondí al juez: “Yo nunca accedí a información cuyo origen serían actividades de inteligencia prohibidas y de ninguna manera brindé datos confidenciales a D’Alessio respecto de las actividades de colegas que pudieran ser transmitidos a terceros”.


    El 26 de febrero de 2019, un operador K con acceso a la causa de Dolores, filtró a El Destape una parte de una nota que D’Alessio escribió en un documento de Word en la que se refería a algunos de mis compañeros del programa Animales sueltos. En el documento se transcriben, entre comillas, diversas frases que me intentaron adjudicar de manera burda.


    No son de mi autoría y es muy fácil probarlo.


    Pero a esa infamia se sumaron Página/12 y C5N, y algún que otro outlet K de información. La campaña K procuraba instalar la falsa información de que yo había hecho “perfiles ideológicos” de mis colegas del programa. “Perfiles ideológicos” como aquellos que la dictadura hizo sobre mi generación en los años setenta, en los que se detallaba en qué partido militábamos, qué leíamos y quiénes eran nuestros familiares, entre otros datos.


    Soy hijo de un sindicalista peronista de Luz y Fuerza, Pedro Santoro. Fui delegado estudiantil durante seis años del Politécnico de la localidad bonaerense de Berazategui. Milité en el peronismo de esa ciudad hacia el fin de la dictadura y en el inicio de la democracia. Por esos antecedentes, mi casa fue allanada en 1977 por el Ejército, sin orden judicial pero con soldados uniformados. También fueron grabadas mis conversaciones telefónicas como delegado estudiantil con el hijo de un ex titular de la Asociación Obrera Textil.


    En 1978, en la colimba, me asusté cuando descubrí por qué me habían echado sin explicaciones del equipo de vóley del Batallón de Comunicaciones 601 de City Bell, cosa curiosa teniendo en cuenta que fui jugador federado de vóley.


    En 1979, cuando me dieron la baja, tras pasar casi seis meses en el paso Samoré, Neuquén, por el conflicto del Canal de Beagle, un suboficial me confesó por qué no me habían dejado jugar: estaba en una lista de “soldados no confiables”.


    Eso era un “perfil ideológico”.


    La nota de D’Alessio que se incorporó a la causa tenía que ver con un anuncio de Alejandro Fantino de fines de 2018. El conductor les había contado a los miembros del programa, fuera del aire, que se había reunido con Cristina Kirchner. Nos preguntó si resultaba relevante en términos periodísticos entrevistar a la ex presidente en el programa.


    Yo fui uno de los que dije que sí.


    Unas semanas antes de dicha consulta había sido invitado al programa, en forma sorpresiva, Eduardo Valdés. Yo aún no sabía lo que se estaba tramando y traté a Valdés amablemente, como es mi costumbre. Hasta le di la mano en cámara tras un debate sobre un acto del sindicalismo K en la Basílica de Luján.


    Después me enteré de que Valdés había hecho “el puente” entre Fantino y Cristina.


    Recién en marzo de 2019, cuando filtraron ese informe de la causa, supe que la reunión de Fantino con la ex presidenta había durado alrededor de cuatro horas. Y que había transcurrido en el café Las Palabras, propiedad de Valdés.


    De una simple lectura del “informe” de D’Alessio se puede comprobar que el supuesto “perfil ideológico” no es de mi autoría. Está repleto de malas palabras y de otros términos que jamás uso. Por ejemplo, el mail pone en mi boca que hablo de un inexistente pago de “seis palos gringos” al programa por una entrevista a Cristina. Jamás se me ocurriría usar “palos gringos” por millones de dólares. Es más, “palos gringos” es una construcción propia de D’Alessio. Y la usó justamente en sus famosos diálogos con Etchebest.


    Además, las diferencias de posición editorial frente al gobierno de Macri entre los panelistas del programa Animales sueltos eran públicas y notorias.


    La filtración del “informe” de D’Alessio tiene una explicación clara: Cristina nos quería a mí y a Gerardo “Tato” Young fuera del programa, como lo publicó Roberto Navarro en su blog.


    Mis ex compañeros de Animales sueltos, Young, Fernando Carnotta, Mariano Cúneo Libarona, Lucas Morando y Sergio Berensztein, entre otros, me apoyaron sin medias tintas.


    No puedo decir lo mismo de otros que no se comportaron con altura frente a la maniobra o fueron parte de ella. No los voy a identificar. Lo importante de los periodistas son sus noticias, sus comentarios y sus investigaciones. No sus peleas mediáticas.


    En febrero de 2019, acordé con los representantes de la productora del programa, Jotax, tomarme una licencia por tiempo indeterminado.


    Además de la infamia sobre Animales sueltos, la denuncia contra mí de un ex directivo de la sucursal argentina de la petrolera venezolana PDVSA, el ya citado Gonzalo Brusa Dovat, fue otro paso impulsado por Valdés. El operador de Cristina se anotó en todas.


    Veamos el caso.


    A principios de enero de 2019, Brusa Dovat se encontró en el bar Las Delicias de Plaza de Mayo con el periodista Rolando Graña. Allí le contó que espías chavistas lo estaban amenazando. Graña explicó que ante las amenazas del Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional (Sebin) le recomendó que hiciera “la denuncia para exponerse”. Acto seguido lo conectó con D’Alessio.


    Después, Brusa Dovat y D’Alessio intercambiaron decenas de chats. Entre otras cosas, Brusa Dovat le envió todos sus datos personales, los de su familia e incluso los de un gerente de PDVSA. Se trató de movimientos entre ellos que yo, por supuesto, desconocía por completo.


    En la última semana de enero de 2019, D’Alessio me preguntó si me interesaba entrevistar a un ex director de PDVSA. Le contesté que no podía porque me iba de vacaciones el 1° de febrero de 2019. Su reacción fue advertirme que, entonces, le concedería el reportaje a Hugo Alconada Mon de La Nación.


    Acepté para que la competencia no tuviera la primicia. Además, porque se trataba de un tema de corrupción vinculado al comercio con la Venezuela chavista, sobre el cual escribí decenas de notas.


    El tema era, también, de gran actualidad. Esa misma semana, el entonces presidente de Estados Unidos, Donald Trump, había congelado 17.000 millones de dólares de PDVSA. Se trataba de una sanción contra el régimen de Nicolás Maduro por violar los derechos humanos. Como si eso fuera poco, la Justicia de Andorra había bloqueado, tiempo atrás, plata negra de un ex gerente de PDVSA, Luis Bastidas Ramírez, detenido en Córdoba.


    Y además íbamos a poder hablar sobre la famosa valija de Antonini Wilson con 800.000 dólares y la “embajada paralela” en Caracas.


    En las conversaciones previas a esa reunión, D’Alessio me consultó si pensaba llevar un fotógrafo del diario. Le contesté: “Si el tipo acepta, lo grabo con el celular”. Es evidente que se requiere la aceptación del entrevistado para grabar una conversación. Entonces, el entrevistado no fue “sorprendido” por mi nota, como afirmó en su declaración ante la Justicia.


    Antes del encuentro, Brusa Dovat llegó a preguntar a D’Alessio: “Marce, cómo me visto para la entrevista; ¿de traje o de civil?”.


    Yo tampoco sabía, antes de la entrevista, que Brusa Dovat se había reunido con Graña, D’Alessio y el comisario retirado Aníbal Degastaldi, también procesado en la causa que tramita el Juzgado de Dolores.


    Así, el miércoles 30 de enero de 2019, presentado por D’Alessio, conocí en el restaurante Sarkis del barrio de Palermo a Brusa Dovat.


    Unos minutos antes de que el nombrado llegara al encuentro, D’Alessio me había dicho que se llamaba “Gonzalo Bruzoni”. Le pregunté al interesado si aceptaba hablar on the record y le expliqué lo que esa frase significaba: consignar su nombre y atribuirle sus declaraciones. Brusa Dovat me respondió afirmativamente.


    También le pregunté si me daba su consentimiento para grabarlo con mi celular, a lo que accedió. Es decir, buenas prácticas profesionales del periodismo.


    Como solía suceder, el restaurante estaba colmado, escenario que descarta de plano lo que algunos medios, como Página/12, C5N y El Destape, quisieron presentar como un encuentro oscuro y siniestro para ejercer presión.


    En síntesis, Brusa Dovat me contó cómo robaban combustible en la empresa venezolana. Me dijo que fue despedido arbitrariamente y que tenía un juicio laboral contra PDSVA. También, que había sido amenazado por integrantes del Sebin. Quedé impresionado cuando me contó que había tenido que ahuyentar de la vereda de su casa a espías chavistas con un bate de béisbol.


    Por su parte, D’Alessio le dijo a Brusa Dovat que la mejor forma de protegerse de las amenazas que recibía era hacerse conocido en los medios.


    Después, el entrevistado ratificó todo lo que me reveló a mí en otras tres entrevistas. Mis colegas Rodrigo Alegre de TN y Eduardo Feinmann y Graña, del Grupo América, también lo reportearon.


    Al regresar a la redacción, busqué en Google y Nosis la referencia “Gonzalo Bruzoni”. El resultado fue negativo.


    Consulté a D’Alessio sobre si el nombre era el verdadero y allí fue que D’Alessio recibió del propio Brusa Dovat su nombre y apellido correctos y su número de DNI.


    Encontré a Brusa Dovat y le mandé el informe Nosis a D’Alessio para no tener más dudas.


    Nosis, al igual que Veraz, es una empresa que emite informes de antecedentes comerciales, laborales y judiciales de carácter público, y los periodistas de investigación solemos usar el servicio. Sin embargo, para Ramos Padilla (que jamás investigó la denuncia de Brusa Dovat sobre la persecución de los servicios de espionaje chavistas) y para los medios K, yo le pasé información “secreta” a D’Alessio. Ridículo.


    Pero volvamos a mi indagatoria…


    En una medida insólita, el juez la filmó completa. Lo hizo para mostrar diferencias con sus colegas de Comodoro Py.


    El fiscal Stornelli, por ejemplo, tomó declaración a los arrepentidos en la causa de los Cuadernos con el método tradicional del secretario escribiente y la presencia de los abogados del acusado. Pero Ramos Padilla pretendía quedar bien con Cristina. Es que la vice ya había iniciado su ataque a los arrepentidos de la causa de las “fotocopias”, como la llamaba, bombardeando el detalle de que las confesiones no fueron grabadas.


    Sin embargo, el “método transparente” de Ramos Padilla resultó poco transparente. Porque el juez, en la desgrabación y transcripción de mi indagatoria, omitió datos importantes. Por ejemplo, que él mismo aclaró durante la audiencia que la secretaria de D’Alessio declaró que nunca había preparado sobres con plata para mí. No transcribió tampoco que la secretaria sí había hecho pagos a otros nombrados en la causa. También desapareció de la transcripción una admisión del juez sobre que “no eran auténticos” los famosos “documentos secretos de la DEA o la AFI” que tenía D’Alessio.


    Antes de finalizar, pedí expresamente que se destruyera un informe de Telefónica con todas las llamadas entrantes y salientes de mi celular de los últimos tres años. Reclamé el respeto del secreto profesional. Se trataba de un precedente grave para el ejercicio del periodismo. El juez aceptó abrir un incidente y debatir el asunto.


    De todos modos, por miedo a que me secuestraran el celular, lo había dejado en el diario la noche anterior. No era para ocultar nada, sino para defender a las más de cien fuentes que se comunican conmigo a través del teléfono.


    Mi celular es más que el nombre de una fuente; es una radiografía de todas ellas.


    Al terminar la audiencia, mi abogado le comunicó por Whats App a mi esposa el fin del interrogatorio. Ella, a su vez, informó a los periodistas que hacían guardia afuera del tribunal.


    Mientras yo salía, otro periodista le preguntó a Larisa si era mi abogada y ella le aclaró que era mi esposa. Entonces el colega le comentó que no era costumbre que una esposa fuera a apoyar a su esposo a tribunales. Larisa le contestó que era una “esposa decambrista”.


    Ante el desconocimiento del término, le contó que se refería a la frustrada Revolución de Diciembre de 1825, cuando unos 3000 oficiales del ejército zarista se rebelaron contra la autocracia del zar Nicolás. Se los conoció como “decambristas” en la fonética rusa o decembristas, en alusión al mes de diciembre. Aplastada la rebelión por la policía secreta, varios de esos oficiales fueron torturados, fusilados o deportados. Sus mujeres los acompañaron hasta el patíbulo o hasta Siberia, donde se fundaron ciudades para expandir el imperio ruso hasta el mar de Japón. En ese exilio interno, dejaron plantada la semilla de la libertad.


    Al salir, respondí todas las preguntas de mis colegas, mientras el viento frío del campo curtía mi piel. Minutos después me di cuenta de que estaba exhausto, sin comer y mal dormido. Le pedí a un empleado del juzgado que me recomendara una de las tantas parrillas del cruce de Dolores. Me aconsejó: “Andá a la parrilla Carlitos, la única donde podés comer sin que después te tengan que hacer un trasplante hepático”.


    Fue una recomendación muy buena. Pregunté al dueño, entre plato y plato, dónde había sido la batalla de los Libres del Sur contra el ejército de Rosas en 1839. El hombre me indicó exactamente dónde fue, me reconoció y me regaló un frasco de zapallos en almíbar, mi postre preferido.


    Habíamos salido optimistas del juzgado porque había respondido todas las preguntas del juez y el fiscal sin equivocarme o dejar claroscuros.


    Sí nos equivocamos sobre la honestidad intelectual del juez.


    Unas semanas después, el editor de la sección “El País” de Clarín, Gustavo Bazzan, confirmó a Ramos Padilla mis dichos sobre cómo se hizo la nota con Brusa Dovat. Bazzan explicó al juez que un periodista del diario no puede publicar una nota porque se le dé la gana, sino que hay un procedimiento interno. Supone presentar un resumen de la nota que discuten los jefes de sección con el editor general. Si se la acepta, se le asigna determinado espacio, según su importancia.


    Ante esta explicación técnica que volteaba sus acusaciones, Ramos Padilla le preguntó a Bazzan, molesto: “¿El Grupo Clarín manda a sus periodistas a reunirse con espías? ¿El Grupo Clarín manda a sus periodistas a reunirse con agentes de la DEA?”.


    Claro que luego, en la transcripción de la testimonial de Bazzan, el juez no incluyó esas preguntas. Hizo quitar del expediente sus propios comentarios intimidatorios.


    Al salir de Dolores me quedé con otras dudas: ¿cómo y por qué Brusa Dovat había dado un giro de 180 grados y pasado de denunciante en Comodoro Py a querellante en Dolores?


    Entonces descubrí, leyendo la propia causa, que un bloguero K había entrevistado a Brusa Dovat el 16 de febrero de 2019. Que, “casualmente”, dos días después Brusa Dovat había viajado a Dolores e hizo una declaración “espontánea” ante el juez Ramos Padilla.


    La presentación in situ del militante metió a Brusa, por la ventana, en el Juzgado de Dolores, casi un mes después de su declaración testimonial ante Stornelli en Comodoro Py.


    Así empezó el nuevo paso de la maniobra.


    Al día siguiente de la visita del bloguero K, se presentó en el Juzgado de Dolores un amigo de Brusa Dovat para declarar también en forma “espontánea”. Ramos Padilla le dio el derecho de tachar su nombre en el expediente sin otorgarle la condición de testigo protegido.


    Meses después supe que se llama Juan Pablo Dolhagaray y que se define así en redes sociales: “Crisnerista. No hablo con macristas son inmorales”.


    En su testimonio por escrito, Dolhagaray dijo que entregó al juez una grabación que le hizo en forma clandestina a Brusa, pero nunca se conoció en la causa. Sin embargo, el audio fue difundido por Valdés en su programa de radio. Es el mismo audio al que se refirió Carrió en su denuncia del Operativo Puf.


    El juez, que a mí me procesó por una entrevista pública, no se preocupó por una “grabación clandestina”.


    Brusa Dovat no solo tiene problemas de “memoria”. También tiene problemas económicos. En noviembre de 2019, una jueza en lo comercial declaró abierto su concurso preventivo. En forma llamativa, cuando Brusa Dovat enfrentaba ese concurso –paso previo a la quiebra–, el 13 de noviembre de 2019 su amigo K Dolhagaray le escribió por Twitter a Valdés: “Necesitamos hablar. Por favor dame bola un segundo. Mi teléfono comercial es el xxx. Es importante”. Y adjuntaba al mensaje un video con una nota a Brusa Dovat.


    ¿Por qué lo habrá llamado cuando ya el Frente de Todos había ganado las elecciones presidenciales y Cristina había sido electa vicepresidenta? ¿Pedía una devolución de favores?


    Otro interrogante más.


    Mientras tanto, en Twitter Valdés desafiaba a Carrió a que aparecieran los audios de las escuchas de la cárcel de Ezeiza. Negaba su existencia.


    Hasta ese momento, solo se conocía la denuncia de la diputada de Cambiemos sobre el Operativo Puf.


    Valdés fue más allá: creó en Twitter el hashtag #SantoroPuf y me llamaba el “Darthes del espionaje”, en alusión al actor acusado de violación por la actriz Thelma Fardín.


    En una catarata de tuits, el dueño del café Las Palabras también atacó a Carrió y a tres de sus diputadas porque sus “claras conductas delictivas son inadmisibles”. Luego afirmó, sin ponerse colaborado, que Ramos Padilla descubrió “la mayor red de espionaje político de la que tengamos memoria en democracia…”. Y exageró: “Se trata de una mafia dedicada a extorsionar, quebrar, torturar y hasta desaparecer ciudadanos” (sic).


    Siempre dispuesto a hacer el trabajo sucio para satisfacer a sus jefes políticos, Valdés de nuevo se equivocó. O mintió.


    En la causa de Dolores no hay ninguna denuncia de torturas o desaparición de personas u otra violación de derechos humanos. Pero Valdés tuvo la suerte de hacer denuncias en el juzgado de un amigo de su familia y que lo aceptaran rápidamente como querellante.


    Unas semanas después, Luis Majul y Jorge Lanata difundieron los audios de las escuchas de los presos K en Ezeiza.


    Al final existían.


    Y son una prueba contundente del Operativo Puf, la primera jugada de la batalla final de Cristina.


    En forma coordinada con Valdés, Cristina dijo con ironía en Twitter: “El guión [de la causa de los Cuadernos] es del fiscal Stornelli y uno de sus socios Marcelo D’Alessio; fotografiados, filmados, grabados y whatsapeados extorsionando y coimeando empresarios en la causa de las fotocopias de los cuadernos. Montaje y producción: Cambiemos. Dirige Claudio Bonadío”. Más mentiras.


    En treinta y ocho años de ejercicio profesional periodístico jamás mandé un mensaje mafioso, ni participé de coerción alguna contra nadie. No tengo ningún antecedente penal. Por el contrario, rechacé ofertas de sobornos, como 50.000 dólares de parte del abogado de un traficante de armas en la causa por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia para que dejara de investigar.


    También rechacé propuestas de empresarios que me ofrecían dinero para que no publicara determinadas noticias.


    La causa de Dolores se abrió por una supuesta extorsión de D’Alessio a Etchebest en la que los medios K me intentaron involucrar falsa y ridículamente durante meses. Pero yo no fui denunciado por cometer eventuales delitos contra Etchebest, sino contra otros querellantes que se presentaron después. Fue en una clara acción coordinada por el kirchnerismo.


    Es el caso del empresario K Mario Cifuentes.


    Etchebest, por ejemplo, me denunció como partícipe de un intento de extorsión de D’Alessio a Cifuentes. Mis notas sobre Cifuentes están basadas en una investigación que realizó, primero, el Diario Río Negro, luego La Nación y, finalmente, yo la continué en Clarín.


    Conté que Cifuentes pasó de heladero a ser, a partir de 2003, un millonario proveedor de YPF y de Vialidad Nacional gracias a sus contactos con el kirchnerismo. También, que enfrentaba un juicio por lavado de dinero en Neuquén y una deuda de unos 800 millones con la AFIP y otros acreedores.


    Mi nota demuestra que se trata, otra vez, de un caso de interés público: es un contratista del Estado con una deuda millonaria con la AFIP.


    Antes de publicar la nota, llamé por teléfono a un número de la firma OPS, como hago habitualmente, para obtener la versión de todas las partes involucradas, y nadie me atendió.


    Es forzada e infantil la consideración del juez Ramos Padilla respecto de que le mandé un “mensaje mafioso” al haber mencionado mal una sigla (OAS por OPS) en Animales sueltos. Yo hablé en ese programa del Lava Jato de Brasil y, luego, publiqué una nota en Clarín, firmada con mi nombre y apellido, sobre Cifuentes.


    El eje del programa –improvisado sobre la marcha– pasó a ser el debate oral y público de la Corte Suprema de Justicia de Brasil. El tribunal decidía si confirmaba la detención del ex presidente Lula da Silva. La empresa contratista del Estado que reformó un departamento en Guarujá para Lula se llama OAS. Se trata de un programa en vivo, de una hora y media de duración, en el que hay que tener muchos datos de memoria en la cabeza y discutir con otros periodistas. En este contexto, el yerro en una sigla fue involuntario.


    La falsa acusación supone que D’Alessio coordinó conmigo, y nosotros a su vez con ¡la Corte de Brasil! para que justo ese día se tratara el caso Lula en la TV. Y así yo pudiera mandar un “mensaje mafioso” a Cifuentes.


    Un absurdo total.


    Ahora me entero de que Cifuentes declaró que D’Alessio le habría comentado que me “manejaba con dinero y mujeres”. Puse a disposición de la Justicia, por escrito, mis cuentas bancarias y mis bienes: es decir, una casa hipotecada y un auto. Lo hice para demostrar que los movimientos se corresponden con un empleado en relación de dependencia y que no obtuve ningún beneficio económico de D’Alessio.


    Cifuentes no solo tiene, al menos hasta el cierre de este libro, el juicio por supuesto lavado de dinero en Neuquén, sino otros, y en la quiebra de OPS contrató como abogado a Franco Bindi, un engranaje clave y figurita repetida del Operativo Puf.


    ¡Otra vez sopa! Bindi aparece en todos lados.


    Y en la causa de Dolores, Cifuentes tiene como letrado a Maximiliano Rusconi, el abogado de De Vido.


    A fines de 2019, Cifuentes consiguió un plan de facilidades de pago de la AFIP y negociaba el levantamiento de la quiebra. Tiene estrechas relaciones con el ex titular de la AFI y senador Parrilli y con Osvaldo Sanfelice, el socio de los Kirchner. Es, como queda claro, un protegido del kirchnerismo.


    Frente a ese complicado frente judicial, Cifuentes se presentó en marzo de 2019 ante el juez Ramos Padilla y dijo haber sido extorsionado por el falso abogado D’Alessio a principios de 2018. Es decir, lo hizo casi un año después del hecho extorsivo.


    Además, está probado que fue él, Cifuentes, quien buscó relacionarse con D’Alessio, con quien negoció durante meses un supuesto “asesoramiento fiscal” para su empresa.


    La tercera falsa acusación en mi contra la hizo el despachante de aduana Gabriel Traficante, por un intento de extorsión de D’Alessio. La llevó a Dolores, en sintonía con Ramos Padilla y los K, pero quedó finalmente en Comodoro Py.


    A fines de 2019, el juez federal de la capital federal Luis Rodríguez me citó a declaración indagatoria por esa denuncia de Traficante. Rodríguez está a cargo del caso de intento de extorsión al empresario aduanero, ocurrido a fines de 2016. En la causa también están imputados el detenido D’Alessio, el suspendido fiscal de Mercedes Juan Ignacio Bidone y el ex agente de la AFI Rolando Barreiro, entre otros. Fui imputado por el juez, no por el fiscal Taiano, por una supuesta “participación en la tentativa de extorsión” del falso abogado a Traficante.


    A Traficante le habrían pedido 80.000 dólares a cambio de no ser llamado a indagatoria en la causa de la Mafia de los Contenedores. El de Traficante es el mismo hecho por el que también me investigó Ramos Padilla, en un claro caso de doble persecución penal, prohibido por la ley.


    La causa de la Mafia de los Contenedores es una derivación de la causa de la Mafia de la Aduana. En la primera se investiga el intento de sacar 6 de los casi 900 contenedores detenidos por el juez en lo penal económico Marcelo Aguinsky en el puerto de Buenos Aires. En cambio, la Mafia de la Aduana es una investigación del ex periodista de Clarín Matías Longoni, por esos 900 contenedores que contienen mercaderías cuyo valor se estima cercano a los 1000 millones de dólares.


    Los principales acusados son los hermanos Paolantonio, defendidos por Rusconi. En base a la investigación de Longoni, el entonces titular de la Aduana y veterano de Malvinas, Juan José Gómez Centurión, hizo una denuncia judicial.


    Ante el juez Rodríguez, negué haber participado en cualquier tipo de intento de extorsión a Traficante.


    Al procesar a D’Alessio, el juez Rodríguez sostuvo que el falso abogado habría infundido temor a Traficante aludiendo a sus vínculos conmigo… ¡casi un mes antes de conocerme!


    También se refirió a una nota periodística que publiqué en Clarín donde informé que el empresario figuraba en la causa de la Mafia de los Contenedores, como realmente sucedió.


    Durante dos horas, acompañado por mis abogados, entregué un escrito de más de 70 páginas con su descargo y siete anexos documentales. Respondí todas las preguntas del juez y del fiscal Eduardo Taiano.


    En la supuesta extorsión, el falso abogado invocó el nombre de otros cuatro periodistas para presionar al empresario, pero Traficante solo direccionó su acusación en mi contra.


    En los chats lo presiona con los nombres de mis colegas Luis Majul, Rolando Graña, Rodrigo Alegre o Gustavo Grabia, a quienes también usó sin su conocimiento y autorización. Subrayé que Traficante estaba “atacando” mi derecho constitucional a ejercer el periodismo.


    El despachante de aduana fue nombrado por dos imputados en la causa de la Mafia de los Contenedores, Federico Tiscornia y Oldemar “Cuqui” Laborda, antes de la publicación de mi primera nota. Chequeé con fuentes judiciales vinculadas a esa causa que se formularon dos declaraciones sobre Traficante.


    El 31 de octubre de 2016, Tiscornia dijo, entre otras cosas: “… que como contactos de Juan Pablo (alias Míster Korea) la persona que identificara en su declaración indagatoria anterior se encontraban Gabriel Traficante y otros”. Por su parte, Barreiro Laborda declaró ante el juez Aguinsky el 25 de noviembre de 2016: “Juan Pablo (alias Míster Korea) salió o estaría por salir del país con toda su familia. Agrega que sus socios Gabriel Traficante y otros…” (sigue).


    Se trata de dos declaraciones producidas antes de que yo publicara mis notas en Clarín. Además, dos socios de Traficante están procesados en la causa.


    El juez Aguinsky le prohibió a Traficante salir del país, medida que estaba vigente por lo menos hasta fines de 2020. En esta causa, también se reveló que hay abierta una investigación por supuesto lavado de dinero contra Traficante. La instruye el fiscal en lo penal económico Jorge Dahl Rocha. Es decir que el nombre del despachante de aduana efectivamente aparece vinculado a distintos supuestos delitos, investigados en juzgados diferentes.


    Al juez Luis Rodríguez le expliqué que D’Alessio invocó mi nombre para presionar a Traficante el 1º de noviembre de 2016, aunque en ese momento ni siquiera me conocía. Recién me lo presentaron el 24 de noviembre de aquel año, es decir, más de tres semanas después. Además, aporté a la Justicia el contenido de un chat enviado a Traficante antes de publicar la primera nota. En ese texto le pedía “por favor” que me contestara para tener su descargo, como ejemplo de buena práctica periodística. El mensaje incluyó el número de mi teléfono en la redacción de Clarín y está certificado por escribana pública.


    En los chats que Traficante aportó en la causa, D’Alessio dice: “Primero, si algo no le gusta a un periodista que no es coimero es que le vendan mierda… Santoro es muy amigo del juez, eh… es un ex Montonero”. El falso abogado agregó que la plata iba a ser, falsamente, para el juez, la fiscal y la AFI.


    Nunca fui parte de Montoneros. Rechazo y repudio el uso de la violencia como método para acceder al poder.


    En sintonía con estas sospechas e indicios que están en causas judiciales, Gómez Centurión dijo en Dolores: “Después de la causa Paolantonio o Mafia de la Aduana, cuando aparece Traficante, ahí empiezo a entender… Cuando hago una denuncia, le faltan piezas, le faltan vínculos y le faltan los aceleradores y los lugares por donde pasan las cosas. Y Traficante era uno”.


    También le dije al juez Rodríguez que D’Alessio, según surge de los chats que están en la causa, le ofreció a Traficante que le pagara la extorsión. Y luego le hiciera un “juicio civil a Clarín y a Santoro” para recuperar la plata. Me puso como “pato de la boda”.


    Si era su cómplice, ¿iba a ofrecerle a Traficante hacerme un juicio civil? Absurdo.


    A la semana siguiente de mi indagatoria, el juez Rodríguez decidió elevar a juicio oral a D’Alessio, Bidone y otros imputados.


    A mediados de abril de 2021, un diputado de Juntos por el Cambio me llamó y me advirtió que Leopoldo Moreau había convocado a la bicameral de Inteligencia para el martes 20 de ese mes. Especificó que era para aprobar “un informe de la mayoría K sobre el caso D’Alessio”.


    Sin conocer qué estaban tramando los K, le contesté que la Cámara Federal de Mar del Plata había anulado cinco meses atrás mis dos procesamientos en Dolores y que no había motivos para preocuparme.


    En forma sospechosa y sorpresiva, el 19 de abril de 2021 el juez federal porteño Luis Rodríguez me procesó como supuesto partícipe de un intento de extorsión del falso abogado al despachante de aduana Gabriel Traficante. Y al día siguiente Moreau incluyó mi nombre en ese informe, y también en una respuesta a Adepa sobre la hipotética participación de periodistas y medios en maniobras de lawfare contra Cristina Kirchner.


    Unos días después, el padre del juez Alejo Ramos Padilla, el camarista Juan Ramos Padilla, pidió la nulidad de la causa por el Operativo Puf y en su escrito elogió el informe de Moreau y al juez Luis Rodríguez.


    ¿Causalidades o sintonía fina?


    En un ataque a la libertad de prensa, el juez Rodríguez me procesó, embargó en 850.000 pesos en esa causa del intento de extorsión a Traficante y reveló mi registro de llamadas telefónicas. En una resolución, Rodríguez –vinculado política y familiarmente al operador judicial peronista Javier Fernández– consideró que fui “partícipe necesario” de la maniobra a través de mi cobertura del caso de la Mafia de los Contenedores. Lo hizo pese a que no hay ninguna prueba de que haya actuado con dolo o haya recibido un beneficio económico de parte del falso abogado.


    Fernández es el padrino de una de las hijas de Rodríguez, quien por otra parte tuvo diez pedidos de juicio político. Entre ellos, uno por la confesión de Carolina Pochetti, la viuda del ex secretario privado de los Kirchner, Daniel Muñoz.


    En su declaración, Pochetti afirmó que su marido, antes de morir, le dijo que habría pagado “10 millones de dólares” destinados a un estudio de abogados y, supuestamente, al magistrado. Era para zafar de la causa por el lavado de 70 millones de dólares invertidos en inmuebles en Estados Unidos.


    El fiscal Carlos Stornelli abrió una causa aparte por esa confesión. Rodríguez terminó sobreseído por esa denuncia de Stornelli.


    El pago no se pudo probar, pero sí que Rodríguez retrasó varias semanas el embargo de Muñoz y sus cómplices, entre otras medidas solicitadas por el fiscal de la causa de los Cuadernos.


    Así, el ex secretario presidencial y su entorno pudieron sacar los 70 millones de Estados Unidos y comprar un terreno por 30 millones en las islas Turks & Caicos. Aún no se sabe el destino de los 40 millones restantes, que podrían ser recuperados para el Estado argentino.


    Mis abogados apelaron el fallo de Rodríguez ante la sala 2 de la Cámara Federal porteña, por “arbitrario” e “infundado”, y por violar mi secreto profesional y mi derecho a ejercer el periodismo. Entre sus argumentos, el juez Rodríguez objetó la consulta previa que le hice a Traficante antes de la publicación en Clarín.


    El juez escribió: “En el mensaje, Santoro se habría limitado a decirle a Traficante que le gustaría hacerle una consulta periodística, lo cual dista de la gravedad de lo que realmente ocurriría (ubicarlo como jefe de la comisión de hechos de suma gravedad) y parece ser más una práctica para encubrir su desleal desempeño profesional”.


    Por el contrario, como explicaron la Academia Nacional de Periodismo, Fopea y Adepa, consultar a un investigado antes de publicar es una buena práctica periodística.


    En base al análisis de llamadas telefónicas, afirmó el juez Rodríguez, “se desprenden numerosas comunicaciones telefónicas con el doctor Marcelo Aguinsky, juez a cargo de la causa” de la Mafia de los Contenedores.


    “Puntualmente, se registraron llamados los días 25 de noviembre y 7 de diciembre de 2016”. Es decir, “uno y dos días de antelación con las notas cuestionadas a Santoro del 26 de noviembre y 9 de diciembre de 2016”, remarcó.


    Hasta ese momento, ni yo ni mis abogados sabíamos que había pedido y analizado mis llamadas, protegidas por el artículo 43 de la Constitución, que consagra el secreto profesional. Por eso, denunciamos un atropello a mis derechos constitucionales.


    Los letrados advirtieron que el juez Rodríguez “parece reeditar y hacer propios los argumentos que, en su momento, el doctor Ramos Padilla había volcado en el fallo por el que había dispuesto el procesamiento de Santoro en la causa nº 88/2019”. Esta resolución fue anulada por la Cámara Federal de Mar del Plata.


    Pero al juez Rodríguez no le importó. Por el contrario, tomó conceptos del procesamiento que me había dictado Ramos Padilla dos años antes.


    A solo cuatro días de las PASO de agosto de 2019, Ramos Padilla me procesó sin prisión preventiva. Pese a que dijo a mis abogados que primero iba a resolver la situación procesal de Franco Bindi y otros que participaron de un supuesto “guionado” a Leonardo Fariña en La Ruta del Dinero K, como ya se vio.


    En forma súbita, Ramos Padilla cambió de planes y me procesó para favorecer la estrategia electoral del kirchnerismo. Con mi procesamiento, ayudó a Cristina a instalar ante la opinión pública que las causas por corrupción contra los K eran “un invento” y un producto del lawfare.


    En la causa de Dolores, el magistrado me encontró responsable de ser cómplice de D’Alessio en los delitos de coacción y tentativa de extorsión en perjuicio de Brusa Dovat y Cifuentes. También me prohibió salir del país sin su autorización y trabó un embargo de 3 millones de pesos sobre mis bienes.


    En ese momento, Ramos Padilla me dictó la falta de mérito en el delito de asociación ilícita.


    Los penalistas dicen que, cuando un juez tiene el cadáver, las huellas y el cuchillo, escribe un procesamiento en diez páginas. También afirman que, si no tienen las pruebas, escriben lo más largo posible para tratar de justificarse y rellenar vacíos, como las 253 páginas de Ramos Padilla.


    En forma cínica, en varias páginas, se dedicó a resaltar el valor de la libertad de expresión y el rol de los periodistas en una democracia, aunque al final consideró todo lo contrario. También reprodujo fotos de mi vida privada para demostrar mi vínculo cordial con D’Alessio, cosa que nunca negué.


    Al delito de la “amistad”, le contesto con una frase de la referente política del juez, Cristina Kirchner, quien dijo en el juicio oral por el caso Vialidad: “No soy amiga de Lázaro Báez, nunca fui amiga de Lázaro Báez, pero no voy a tolerar que porque alguien es amigo de alguien hay que condenarlo, eso pasaba en la dictadura, no voy a convalidar eso”.


    Ramos Padilla dijo que mis “motivaciones” para sumarme supuestamente a la banda de D’Alessio no fueron por “un interés económico”. Y siguió: “Está claro que Santoro se valía de D’Alessio y de la asociación ilícita investigada. Era al menos un frecuente usuario de esta organización. También está claro que la organización, en especial D’Alessio, lo utilizaba para llevar adelante sus planes coactivos, extorsivos y sus reclamos de dinero”.


    Luego tejió hipótesis y conjeturas en torno a otras notas mías sobre casos de corrupción para inflar su resolución y tapar la falta de pruebas de su acusación en mi contra. Y abundó: “Un análisis distinto merece el segundo criterio expresado en el art. 319 del Código Procesal Penal, es decir, el riesgo de entorpecimiento de la investigación… Ha realizado aportes materiales que contribuyeron a perjudicar el trámite de distintas causas judiciales, y al mismo tiempo se ha comprobado la capacidad de la organización de infundir temor con la actividad del periodista”.


    Aunque el magistrado no me dictó la prisión preventiva, dejó abierta la posibilidad de hacerlo: “Este poder con el que cuenta el imputado, quien, a su vez, ha referido conocer diversos sectores de poder –fiscales, funcionarios, legisladores, entre otros–, impone considerar que cuenta con una capacidad real, concreta y objetiva de entorpecer la investigación”.


    Dijo que tenía “el poder” para obstruir la causa y, entonces, que en cualquier momento podía detenerme.


    Me dejó en libertad condicional de hecho.


    Luego, Ramos Padilla dio por cierta otra mentira de D’Alessio: el falso abogado decía a sus conocidos que “estuve un año y medio infiltrado en Enarsa”. Al juez le pedí que llamara como testigo al ex director de Enarsa, socio del falso abogado y actual miembro de la Suprema Corte de Justicia de Formosa, Ricardo Cabrera.


    Al cierre de este libro no lo había llamado para que confirme si tuvo “un infiltrado” debajo suyo o era otra puesta en escena de D’Alessio.


    Para el juez, cometí el “delito” de presentar un testigo a la Justicia para que repita lo que me contó en mi libro El mecanismo sobre irregularidades en Enarsa con la importación de gas natural licuado.


    Luego de que Ramos Padilla me procesara, periodistas, entidades periodísticas, legisladores y funcionarios volvieron a respaldarme con decenas de comunicados, tuits, llamadas telefónicas y otras formas de expresión. A modo de síntesis: la Academia Nacional de Periodismo consideró que “la vinculación de un periodista con una fuente de información, luego acusada de asociación ilícita y otros delitos conexos” no es un delito. Mientras que Adepa confió en que en la Cámara Federal de Mar del Plata “prime la sana doctrina que consagra a la libertad de prensa como institución indispensable para la democracia”, Fopea –que reúne a más de 600 periodistas– advirtió “sobre la gravedad institucional de este procesamiento por ser una clara criminalización de la labor periodística”.


    La batalla final de Cristina queda claro que no es solo contra los jueces y fiscales, sino también contra los periodistas que la investigaron. Es un precedente muy grave para la democracia.


    El profesor en periodismo y doctor en Comunicación Fernando Ruiz escribió el análisis más claro sobre mi caso:



    • La insalubre tarea de publicar información sobre funcionarios corruptos es a lo que se dedica Daniel Santoro desde hace treinta años, dos matrimonios, cinco hijos, un infarto, una embolia pulmonar, nueve libros y muchos premios. Hay negacionistas de la corrupción que no lo quieren.


    • El periodismo construye castillos de indicios, con sus recursos de investigación escasos, basados en una configuración de fuentes con las que tiene diferentes grados de confianza. Lo hace con tiempos rápidos, a diferencia de otras instituciones que tienen mucho más tiempo y recursos.


    • Pero esos delicados castillos de indicios son los que la Constitución protege, porque sirven para alertar sobre las opacidades de los distintos poderes.


    • La práctica de intercambiar información de un periodista con su fuente no es nueva, y menos, criminal.


    • En su tesis principal, el juez denuncia una estrategia de “legitimización autorreferencial” donde se hace que “la causa judicial legitime la nota de prensa, mientras la nota de prensa legitima, al mismo tiempo, la causa judicial”.


    • En el llamado Operativo Puf se da también ese “curioso círculo de legitimaciones”, parecido al que denuncia Ramos Padilla…


    • En este plan previo, Verbitsky recibiría la información para publicar en la prensa, y la denuncia iba a llegar al Juzgado de Dolores. Dicho y hecho: el 28 de enero entró la denuncia al juzgado de Ramos Padilla y el 8 de febrero, a la 1.03 de la madrugada, Verbitsky reveló en su Cohete a la Luna el artículo “Extorsión”.


    • Por eso, más de diez días antes ya estaba previsto que Ramos Padilla investigue, Verbitsky y Raúl Kollmann publiquen, Valdés amplifique y el coro de voceros afines pontifique, en un “curioso círculo de legitimaciones”.



    Además, los antecedentes internacionales de mi caso citados por Ruiz fueron:



    • La revelación de las mentiras de gobiernos sucesivos de Estados Unidos sobre lo que pasaba en Vietnam fue informada por The New York Times gracias a la revelación ilegal de un funcionario que trabajaba en el área de Defensa, Daniel Ellsberg; el propio Watergate fue revelado en forma ilegal por un directivo del FBI, Mark Felt; Chelsea Manning era miembro del Ejército y en forma ilegal pasó información sensible a Julian Assange; y nada menos que el funcionario de Inteligencia Edward Snowden extrajo en forma ilegal información que publicó The Guardian.


    • La información puede ser ilegalmente obtenida, pero no por eso es ilegal. Así que no es un delito trasladar al circuito legal información que ha sido obtenida por otros en forma ilegal. El problema sería que se estuvieran violando temas muy sensibles de seguridad nacional, o que esa información no tenga un evidente interés público.


    • De hecho, con su interpretación el juez Ramos Padilla crea una sección mediática nueva al Código Penal: el cuestionamiento al “blanqueo de información” ilegal; la descripción de la “legitimación autorreferencial”, donde cuestiona la relación informativa intensa entre el Poder Judicial y el periodismo.


    • Resulta intimidante, además, que el juez haya pedido a la Comisión Provincial de la Memoria que investigue las notas que Santoro escribió para discernir la “acción psicológica”. Esa Comisión Provincial estaba entrenada en leer documentos de la Dirección de Inteligencia de una dictadura.


    • El juez dice que Santoro no estaba involucrado en ningún pedido de dinero. En ninguno de los chats aparece Santoro orientando partidariamente sus investigaciones.


    • Por los dichos de D’Alessio queda claro que Santoro es periodismo. Santoro busca primicias, entrevistas con personajes claves, documentación, todos actos de periodismo puro.


    • El juez debe saber que persuadir fuentes es uno de los trabajos principales de un periodista de investigación. Por supuesto que “ablandar” puede ser aplicar una picana eléctrica, meterlo en el submarino, o secuestrarle un hijo, pero ninguna de esas “técnicas” se aplica en público en un restaurante.


    • En la película El informante se ve todo el trabajo de ablande que hace Al Pacino para que su fuente, Russell Crowe, denuncie a una empresa tabacalera.


    • El estafador Marcelo D’Alessio utilizaba “el poder de Santoro” para sus extorsiones. Ese poder es, sobre todo, un poder moral, el prestigio construido con décadas de trabajo profesional. Y todo periodista corre ese riesgo.


    • Pero lo más hiriente que sufrió Santoro no tuvo repercusión judicial por su evidente falsedad: la acusación de espiar a sus colegas. Lo doloroso no fue la acusación, sino que algunos de los colegas le dieran credibilidad a esa denuncia.


    • Gustavo Silvestre dijo en Radio 10 que Santoro “extorsionaba con sus notas en el diario Clarín”, y en esa conversación Horacio Verbitsky agregó: “Imaginate, estás trabajando con un tipo que creés que es un colega y de golpe te desayunás que en realidad es un espía”.


    • Verbitsky ha desarrollado una actitud agresiva contra periodistas profesionales que investigan las prácticas de corrupción de los políticos que él defiende. Así lo hizo contra Julio Nudler, Santoro, Diego Cabot o Hugo Alconada Mon.


    • Periodistas embolsados en el anticlarinismo militante no tardaron nada en el linchamiento mediático, pero también lo hicieron varios de los periodistas que dicen sostener la buena costumbre de no ser obedientes a la grieta en la búsqueda de información, quienes dudaron sin ningún indicio real. Prefirieron el equilibrio político a la verificación de la verdad. Eso también es poner la política por sobre el periodismo.


    • Santoro es la víctima, no el victimario. Si el juez no entiende eso es que no es un juez. En el expediente no hay nada para procesar a Santoro y, como diría el Rey Lear de Shakespeare, “de la nada sale nada”.



    Así finalizó Ruiz, actual presidente de Fopea, este artículo clave.


    Además de procesarme, Ramos Padilla intentó violar el secreto profesional periodístico y mandó a investigar mis notas como si fueran parte de operaciones de acción psicológica, en una medida inédita, anacrónica e intimidante.


    Mis abogados pidieron la nulidad de esa orden basándose en la jurisprudencia producida en los llamados casos Catán y Longoni.


    Una semana después, pedí a la Cámara Federal de Mar del Plata la nulidad de mi procesamiento por considerarlo “prematuro, arbitrario, infundado y temerario”. Mis abogados resaltaron que el procesamiento, además, “se dictó violando el derecho de defensa” al no haberse ejecutado antes ni una de las veinte medidas de prueba testimoniales, documentales e informativas que solicité.


    En un escrito presentado por los abogados Mauricio de Nuñez y Guido Sciaretta se criticó la afirmación del juez según la cual “Santoro tiene el poder” para obstaculizar la causa de Dolores.


    El juez me investiga por un puñado de notas cuando, entre noviembre de 2016 y febrero del corriente año, escribí más de 500 notas en Clarín. Van desde el submarino ARA San Juan hasta las causas AMIA y Nisman, pasando por los más variados casos de corrupción.


    Los abogados destacaron que en la causa “no se pudo comprobar que hubiera habido acuerdos específicos entre D’Alessio y Santoro” en los intentos de extorsión. Por el contrario, varios chats demuestran que D’Alessio “conocía cómo engañar hasta mintiéndole a Santoro en pos de lograr sus objetivos”.


    El puñado de notas de Santoro investigadas en la causa contiene información “real y verídica y este no es un dato menor a tener en cuenta”. “No se verifica ninguna intencionalidad en sus publicaciones en pos de perjudicar a nadie sino, más bien, exponer información que alguna de sus fuentes le brindó”, explicaron.


    En cuanto a la supuesta extorsión al empresario K Cifuentes, mis abogados sostuvieron que solo busqué “primicias y corroborar los datos” en denuncias de la Procuraduría de Criminalidad Económica y Lavado de Activos (Procelac) y en reportes de la Unidad de Información Financiera, entre otras fuentes.


    El debate sobre mis derechos como periodista se convirtió en un caso testigo para la protección de las fuentes en la Argentina y el resto de América Latina. Mis abogados destacaron que “nuestro cliente no rompió el secreto profesional que protege sus fuentes y tampoco lo hará ni lo consentirá”. En cambio, cuatro de los veinte periodistas que hablaban con D’Alessio, por temor al juez, abrieron sus celulares y mails al juez.


    La investigación del listado de mis llamadas telefónicas de los últimos tres años violaba mis derechos como periodista. Los abogados recordaron que la Argentina “está obligada a acatar los estándares jurisprudenciales que trazó la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos Kimel, Fontevecchia, D’Amico y Verbitsky, entre otros”.


    Después de ese largo debate con repercusiones internacionales, Ramos Padilla, finalmente, ordenó la destrucción de mi registro de llamadas telefónicas. Pero no por el respeto al secreto profesional periodístico –consagrado por el artículo 43 de la Constitución–, sino por ¡el derecho a la privacidad de las personas! Un argumento florentino cargado de cinismo.


    Las fotos de mi esposa, la dirección de mi casa y otros datos míos privados que estaban en la causa ya habían sido profusamente filtrados a la prensa K y publicados aun antes de que se levantara el secreto de sumario en la causa D’Alessio.


    En esta nueva resolución, el juez federal de Dolores dijo que “el hecho que el señor Santoro se desempeñe como periodista no puede obturar per se la realización de medidas de prueba propias de cualquier investigación penal”.


    Ramos Padilla, que es miembro de Justicia Legítima, se diferenció de otros colegas e incluso fallos de la Corte que privilegiaron el derecho a la reserva de las fuentes.


    Otra vez Ramos Padilla coincidía con la estrategia judicial de Cristina Kirchner. Para el juez y la vice, aunque no estuviera condenado, yo no tenía los derechos de la profesión periodística que amo y ejerzo desde hace más de treinta años. Solo tuve los derechos de un particular acusado falsamente de extorsión y espionaje ilegal.


    Fui un caso testigo de un proceso de criminalización del periodismo en la Argentina, que creó miedo y autocensura entre los periodistas.


    El proceso comenzó con la idea de una “Conadep del periodismo”.


    Todavía no terminó.


    Veamos cómo sigue.
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    La Conadep de los periodistas ataca de nuevo


    En la noche del jueves 2 de julio de 2020 una versión provocó escalofríos en las redacciones de Clarín y La Nación, entre otros medios. Decía que el juez federal Federico Villena estudiaba la posibilidad de detener al periodista Luis Majul en la causa del Operativo Verdura.


    Aunque no había ni la más mínima razón para que esto sucediera, la versión no parecía descabellada. Es que, a Villena, “lo tenían agarrado de los pantalones” por haber dado la orden de espiar, de manera legal, a dirigentes oficialistas y de la oposición que, según la AFI de Macri, podían ser víctimas de algún atentado. De acuerdo con el razonamiento de abogados defensores de distintos actores involucrados en la causa, el juez pagaría así el favor kirchnerista de “perdonarle la vida”.


    La versión pareció hacer realidad el proyecto de crear una “Conadep del periodismo”, expresado en forma brutal por el actor cómico Dady Brieva. De producirse, podía llegar a ser la primera detención de un periodista desde el retorno de la democracia en 1983. ¿Qué había pasado?


    Cerca de las 7 de la tarde, entrevistado por TN, Marcelo Longobardi, periodista de Radio Mitre, informó que tenía la versión según la cual el magistrado podría llegar a detener “a dos periodistas”. En la redacción de Clarín, algunos colegas, preocupados, pensaron que yo era el segundo, ante lo que aclaré: “No tengo nada que ver con la causa de Lomas de Zamora”.


    Majul venía soportando una ola de ataques y operaciones desde medios K. Además, por su relevancia, era “número puesto” para un ataque K de esas dimensiones.


    En el Operativo Verdura, el juez Villena había rechazado, unos días antes, las exenciones de prisión de los 22 ex funcionarios de Macri y espías y ordenó su prisión preventiva. Es más, en una actitud inédita para la Argentina, el propio Villena había allanado las oficinas de la productora de Rolando Graña. Y Pablo Moyano había acusado ante Villena a Majul, Nicolás Wiñazki y Gustavo Grabia de participar de un supuesto complot para impulsar su indagatoria en la causa del fraude a Independiente.


    La tensión aumentó cuando la entonces panelista de Animales sueltos Romina Manguel anunció por TV que Daniel Llermanos, abogado de los Moyano, iba a redoblar su acusación contra Majul en la causa de Lomas de Zamora. Manguel dio una información que horas después se demostró que era falsa de toda falsedad: “La causa de Dolores tuvo una pata mediática que nos tocó acá dentro [por mí] y esta tiene a Majul como pata mediática […] Cuando le muestran a los Moyano la prueba [en el juzgado] y sacan el dossier se encuentran que se llama Operación Majul”.


    A Manguel, muchos de sus colegas la miran con desconfianza. Se trata de la misma periodista a quien Cristina Kirchner vinculó con el ex director de la SIDE, Antonio Stiuso, en otro de los diálogos grabados en el marco de la causa por la fuga del financista de la efedrina Ibar Pérez Corradi.


    En forma paralela, desde Twitter, Llermanos y los diputados ultra K Rodolfo Tailhade y Eduardo Valdés lanzaron más versiones y falsas acusaciones contra Majul.


    Llermanos amplió la jugada en un programa de C5N que conduce el ex concejal cordobés peronista y operador K Tomás Méndez. Afirmó, sin ponerse colorado, que “se demostró que el contenido del programa La Cornisa era hecho por la AFI y que sus espías estaban, además, dentro del estudio”.


    El clima para justificar la detención de Majul también fue fogoneado por Cristina Kirchner. En un video, ella acusó a varios periodistas de ser cómplices del supuesto espionaje ilegal K y entre ellos mostró al conductor de La Cornisa.


    La misma metodología del Operativo Puf. Casi los mismos operadores que me atacaron, ahora estaban embistiendo contra Majul, Lanata y Wiñazki.


    El senador kirchnerista y ex titular de la AFI Oscar Parrilli se sumó al ataque diciendo que había “una lista de periodistas, además de Majul”, supuestamente vinculados a la AFI. Mencionó como parte de esta a “Lanata, Santoro y Wiñazki” y los acusó de estar en “connivencia” con los agentes de Inteligencia.


    La lista negra de Cristina.


    No existe ningún documento de ese tipo en los juzgados de Dolores o Lomas de Zamora.


    Según la doctrina Parrilli, Majul “no hacía periodismo, hacía tareas de inteligencia; eso está vedado por la ley”. El senador kirchnerista redobló la apuesta y planteó: “Lanata es al periodismo lo que [Alfredo] Astiz fue a los derechos humanos”. Una verdadera aberración de su parte.


    Mientras, Tailhade pidió al juez Marcelo Martínez de Giorgi acceder a mails vinculados a Majul que estarían supuestamente en una computadora encontrada en la AFI. Tailhade, como siempre, lanzó una teoría delirante en sintonía con el contenido de mi procesamiento dictado por Ramos Padilla: en dichas comunicaciones podían existir elementos que demostraran un plan sistemático creado desde las propias agencias del Estado, con la complicidad de periodistas, para armar o formar una agenda pública de noticias judiciales para luego presionar jueces.


    La respuesta de Majul fue a través de su cuenta de Twitter: “ÚLTIMO MOMENTO. Confirmado: @CFKArgentina avanza con su operativo venganza y quiere espiar mis mails”.


    Las fuentes, los mails y las llamadas telefónicas de los periodistas están amparados por el artículo 43 de la Constitución nacional, que protege el secreto profesional, como ya se vio.


    Paralelamente, el abogado de Cristina, Carlos Beraldi, después de salir del juzgado de Villena, afirmó que en las pruebas que pudo ver en la causa aparece un periodista del Grupo América apodado “Pirincho”.


    Beraldi lo hizo con toda intencionalidad.


    Los operadores y medios K salieron en manada a decir que “Pirincho” era Majul.


    Sin embargo, resultó otra falsa operación. Y un papelón: “Pirincho”, el que aparecía en los chats hablando con ex espías de la AFI de Macri, no era Majul, sino un cronista de América TV. Un colega sin vínculo profesional ni personal con Luis Majul.


    Los jueces de la Cámara Federal de La Plata apartaron al juez Villena de la causa por “parcialidad manifiesta”. Así, otro intento de hacer realidad la Conadep del periodismo terminó en fracaso.


    Pero el primer proyecto de instaurar dicha Conadep para la prensa comenzó con mi llamado a indagatoria, en 2019, en la causa D’Alessio. Dirigentes de la oposición, magistrados y periodistas como Marcelo Longobardi y Joaquín Morales Solá consideraron que el informe de la Comisión Provincial de la Memoria sobre mis notas en la causa D’Alessio fue la primera evidencia. Y todos ellos pronostican que se vienen más “Conadep del periodismo” como parte de la batalla final de Cristina.


    Les preocupa, entre otras iniciativas, el llamado Tribunal del Lawfare, con sede en España, y el proyecto de la “Comisión de la Verdad” que impulsa el ex juez Eugenio Zaffaroni. También advierten sobre los juicios que los K preparan contra los jueces Ricardo Lorenzetti y Martín Irurzun para argumentar que existió un presunto “plan sistemático” de espionaje ilegal contra Cristina Fernández.


    Además, si en 2021 se profundiza la crisis económica y social, el sector del Frente de Todos que responde a la vicepresidenta recurrirá al chivo expiatorio preferido para tapar sus errores: los medios y sus profesionales. Dirigentes de organizaciones como Fopea, Adepa y otras de carácter internacional se preparan para un duro escenario de ataques contra periodistas.


    Consideran, off the record, que habrá “otros casos Santoro”.


    Pero ¿cómo empezó esta nueva forma de ataque a los periodistas?


    En junio de 2019, Brieva dijo que los periodistas “no tendrían que salir indemnes” en un eventual juicio, por su cobertura de las causas por corrupción. Así, blanqueó un proyecto que Cristina Kirchner viene amasando desde hace años, luego de que fracasara su Ley de Medios.


    La amenaza del cómico K banalizó a la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Conadep), creada por el presidente Raúl Alfonsín y presidida por el escritor Ernesto Sabato, nacida para redactar un informe sobre las violaciones a los derechos humanos durante la dictadura.


    El peronismo apoyó en 1983 la autoamnistía que dictaron los militares antes de dejar el gobierno y se negó a integrar la comisión. La Conadep produjo el histórico informe Nunca más, que sirvió en el juicio a los ex comandantes.


    “Cierto periodismo armó todo eso”, agregó el miembro de los Midachi en alusión a las causas contra la vicepresidenta, y ahí se sumó la corriente negacionista de la corrupción. Brieva habló como si Cristina hubiera podido justificar el crecimiento de más de 1000 por ciento del patrimonio de su familia desde 2003. Como si los 120 millones de dólares de su ex secretario Daniel Muñoz invertidos en la Argentina y en Estados Unidos, a través de maniobras de lavado de dinero, fueran una ficción.


    Y esto es solo para mencionar apenas dos casos sobre decenas.


    Al pedir una Conadep del periodismo, el actor trazó un inaceptable paralelo entre las violaciones a los derechos humanos del Proceso y la función del periodismo.


    Pero hay varios antecedentes K sobre este tipo de iniciativas.


    En 2010, durante el gobierno de Cristina Kirchner, Hebe de Bonafini encabezó un simulacro de juicio popular contra periodistas críticos. La “sentencia” contra la prensa, votada por un jurado popular reunido en la Plaza de Mayo frente a la Casa Rosada, fue leída por la presidenta de Madres. Después, un grupo de niños escupieron carteles con las caras de Mariano Grondona, Mirtha Legrand, Ernestina Herrera de Noble, Mauro Viale, Chiche Gelblung y Joaquín Morales Solá.


    En 2019, la propuesta de Brieva fue apoyada por el escritor Mempo Giardinelli y otros miembros del Instituto Patria. El presidente Alberto Fernández dijo que la idea de Brieva “es un disparate”. Pero la propuesta se fue ejecutando a través de distintos mecanismos.


    En octubre de 2020, el senador Oscar Parrilli intentó agregar a la reforma judicial del presidente un inciso al artículo 70 para penalizar “las presiones mediáticas sobre la Justicia”. “Es necesario hablar expresamente de poderes mediáticos, porque los medios salen a alentar y escrachar a funcionarios judiciales que no hacen lo que quieren”, dijo sin sonrojarse en una sesión del Senado. Fue tan fuerte el repudio a la propuesta del álter ego de Cristina que debió retirarla.


    Después, desde el kirchnerismo se lanzó, en forma confusa, un proyecto para auditar a los medios desde el Estado, llamado Nodio: “Observatorio de la desinformación y la violencia simbólica en medios de prensa y plataformas digitales”. Pero al poco tiempo, debieron dar marcha atrás por la reacción negativa que provocó.


    A fines de 2020, Parrilli volvió a la carga, esta vez para lanzar la idea de volver a votar una Ley de Medios. Lo hizo después de que el gobierno declarara servicio público el suministro de Internet, de telefonía celular y de TV por cable. Es decir: una medida directa para perjudicar a Telecom, donde el Grupo Clarín es uno de los principales accionistas.


    Casi al mismo tiempo, el ex miembro de la Corte y asesor informal de Cristina, Eugenio Zaffaroni, retomó la obsesión de la vicepresidenta por atacar a los medios. A principios de 2021, Zaffaroni dijo que, luego de la Segunda Guerra Mundial, “hoy lo que tenemos es una forma de pardo colonialismo que se monta en nuestros países”. Sentenció: “No se da ocupando territorios, sino mediante la instalación de los equivalentes a los partidos políticos de los totalitarismos de entreguerras, que son los monopolios de comunicación”.


    A su criterio, los medios “asumen la función de un partido político. Crean y generan las candidaturas, desacreditan y se suman a la proscripción de los movimientos populares”. Y en alusión a la victoria de Mauricio Macri en 2015, agregó: “De esa manera llevan adelante las campañas electorales que instalan gobiernos”.


    Entonces, propuso crear “una Comisión de la Verdad, integrada por gente responsable, incluso por gente del exterior, que revise las causas” de la corrupción K. Zaffaroni insistió en que era un buen momento político para “pensar en una Comisión de la Verdad previa a indultos o amnistías”. Además, según el ex cortesano, la comisión podría revisar los vínculos entre jueces, fiscales y periodistas y también investigar si se aplicó el supuesto mecanismo de lawfare en estas causas. Es decir, la delirante conspiración entre jueces, medios y la Embajada de Estados Unidos.


    Hasta ahora, ningún juez aplicó el concepto del lawfare en sus fallos.


    Pero eso no fue todo, porque esta pulseada sobre la libertad de expresión se dio en los medios, el Congreso y también en la Justicia.


    Mientras el juez federal de Dolores criminalizaba mis investigaciones, la Cámara Federal porteña, integrada por Leopoldo Bruglia y Martín Irurzun, hizo todo lo contrario: confirmó una resolución del juez Ariel Lijo que desestimó un pedido de Moyano y su abogado Llermanos para investigar a los periodistas Alfredo Leuco, Luis Majul, Alejandro Fantino y Gustavo Grabia. Los acusaba de ser parte de una organización de “espionaje paraestatal” que buscaba perjudicar al gremialista. La denuncia tenía el mismo prejuicio antimedios y el mismo modus operandi que el Operativo Puf.


    En un fallo histórico, la Cámara Federal subrayó la prioridad de la libertad de expresión y el secreto profesional periodístico. Así, los jueces de ese tribunal se opusieron a la criminalización del trabajo de los periodistas como, en cambio, sí impulsan Ramos Padilla, la Comisión Provincial de la Memoria y otros sectores K. Los camaristas hicieron hincapié en la protección especial que la Constitución da al periodismo.


    Pronto, desde el kirchnerismo y sus aliados, cantaron “retruco” al fallo. En el polémico procesamiento que Ramos Padilla dictó en mi contra en el caso D’Alessio, ordenó investigar si mis notas constituyeron “operaciones de acción psicológica” para imputar a ex funcionarios K. Se lo pidió a la Comisión Provincial de la Memoria (CPM) que preside el premio Nobel de la Paz Adolfo Pérez Esquivel. Además, hizo una serie de consideraciones teóricas sobre el rol de la prensa, que son idénticas a la teoría del lawfare.


    Primero, la CPM no es un auxiliar de la Justicia, como lo son las fuerzas policiales federales cuando los jueces piden peritajes u otro tipo de pruebas. Es un organismo que depende del presupuesto del gobierno bonaerense, creado para sistematizar el archivo de la Dirección de Inteligencia de la Policía Bonaerense durante la dictadura y no para investigar el trabajo de los periodistas.


    Tiene una comisión directiva de notables, encabezada por Pérez Esquivel. Por debajo, una dirección ejecutiva permanente enrolada en el kirchnerismo que maneja Roberto Cipriano García, que es quien propuso la liberación masiva de detenidos en los comienzos de la cuarentena eterna de 2020.


    La comisión se hizo más conocida por participar del mecanismo del gobierno bonaerense de Axel Kicillof para lograr la excarcelación de presos comunes durante la pandemia. Esta jugada, apoyada por un sector de la Justicia, provocó un fuerte cacerolazo de repudio a nivel nacional. El gobierno tuvo que frenarla.


    El bloque de Cambiemos en la Legislatura bonaerense presentó a mediados de 2019 un pedido de informes sobre la CPM. El proyecto estimó que la CPM recibía, en ese entonces, un presupuesto anual de “unos 110 millones de pesos y tenía más de 100 empleados en forma directa o indirecta”. Es decir, unos 2,5 millones de dólares al cambio de la época.


    El último antecedente de este tipo de auditorías de contenido de medios fue realizado por el represor Ramón Camps durante la dictadura más sangrienta de la historia argentina. Camps lo hizo tomando conceptos de las operaciones de acción psicológica que usaron los ejércitos durante la Segunda Guerra Mundial o la Guerra Fría. En el libro Las palabras son acciones, una biografía no autorizada de Jacobo Timerman escrita por Fernando Ruiz, se recordó que Camps creó un equipo de especialistas para hacer esa tarea. Les encomendó leer y analizar todas las ediciones del diario La Opinión. Buscaba, así, “el verdadero trasfondo de las notas”.


    La conclusión del “estudio” de Camps sobre La Opinión fue que el diario “era la empresa de disolución cultural más nociva con la que contaba el marxismo en nuestro país”.


    Como esos “especialistas” de Camps que llegaron a dichas conclusiones sobre Timerman, para los especialistas de la CPM, los periodistas críticos del siglo XXI quieren destruir un gobierno nacional y popular.


    El juez federal de Dolores, Alejo Ramos Padilla, supuesto paladín de los derechos humanos, encomendó a la CPM algo parecido a la iniciativa de Camps: “Mensurar el alcance de las acciones de inteligencia y espionaje ilegales en los términos del artículo 4° de la ley 25.520 de inteligencia nacional en notas de Santoro y de otros periodistas”.


    En una resolución, Ramos Padilla dijo que le dio intervención a ese organismo provincial porque D’Alessio hablaba en un chat de “extracción de personas” de Venezuela. Entendió la frase como sinónimo de desaparición forzada, cuando en realidad “extracción de personas” es un concepto militar que supone sacar tropa propia de una zona en conflicto.


    Lo sabe cualquiera que haya visto una película de guerra. Parece que Ramos Padilla no.


    Con esa excusa, el juez abrió el juego a sus amigos y aliados de la CPM, a quienes conocía de su época de abogado particular de la dirigente de las Abuelas de Plaza de Mayo, Chicha Mariani. Así, dispuso “analizar el alcance de la intervención de la organización delictiva en los medios en cuanto resulte jurídico-penalmente relevante”.


    En forma cínica, Ramos Padilla destacó: “No se trata de juzgar la conducta profesional de este periodista, sino que se pretende mensurar el alcance de las acciones de inteligencia y espionaje ilegales en los términos de la ley 25.520”.


    Una vez más: mis notas sobre el empresario K Mario Cifuentes y el ex directivo de PDVSA Gonzalo Brusa Dovat están basadas en hechos comprobables y tienen un lenguaje neutral.


    Lo perverso de Ramos Padilla es que, a pesar de que me procesó por mi trabajo periodístico, usó varias páginas del fallo para intentar reivindicar la libertad de prensa.


    Después analizó la utilización de la banda de D’Alessio y “otros nichos de intensa protección constitucional para lograr el ‘lavado’ de información obtenida mediante espionaje ilegal”. El magistrado sostuvo que todo “se complementaba con una segunda etapa, que se podrían denominar estrategias de acción psicológica”.


    A esta altura, se puede considerar que Ramos Padilla aplicó el derecho desde la perspectiva de Goebbels, usando su Ministerio de Propaganda para apoyar a tropas nazis durante la Segunda Guerra Mundial. Y que imaginó a D’Alessio dando instrucciones a periodistas sobre una mesa de arena.


    En su construcción delirante, Ramos Padilla concluyó que “las operaciones consistían en efectuar una reunión de información por medio de las herramientas propias del espionaje ilegal y luego ‘blanquear’ la misma”.


    La febril mente de Ramos Padilla destacó que aquellas supuestas actividades “podrían resultar violaciones de la ley nacional de inteligencia”. El artículo 4 de esa ley prohíbe, destacó, “influir de cualquier modo en la opinión pública, en personas o en medios de difusión”.


    Para el juez, se trataba, entonces, de escribir notas para influir en la opinión pública contra la imagen de Cristina Kirchner y la de sus ex funcionarios acusados de corrupción.


    Aparte de lo insólito, es muy llamativo que haya obviado un dato clave: esta ley sanciona solo a espías y ex espías. No a particulares como los periodistas.


    La orden de investigar si artículos periodísticos constituyen operaciones de acción psicológica abrió otro intenso debate con alcance latinoamericano. Adepa, la SIP (Sociedad Interamericana de Prensa), el Comité de Protección de Periodistas de Nueva York y prestigiosos periodistas de toda América cuestionaron duramente el fallo.


    Adepa alertó que se trataba de “un intento de consagrar una suerte de auditoría estatal sobre el trabajo periodístico”. En la misma sintonía se expresó el periodista de radio Mitre Marcelo Longobardi: “Esto se conecta con el tema de la Conadep del periodismo que lanzó Brieva”. En un artículo, el ex jefe de corresponsales de la agencia Reuters en Buenos Aires, el periodista norteamericano John Reichertz, descalificó el uso de auditorías estatales sobre la prensa en democracia, preguntándose por lo indefinido del concepto de “operación psicológica”: “¿Qué palabra empeñada no tiene algún impacto sobre la psiquis de una persona, por positivo, por negativo, por estimular el intelecto, por emocionar, por incentivar o frustrar? […] Todos estos hechos constituyen una de las más insólitas, arbitrarias y graves amenazas a la libertad de expresión, ordenadas por un juez, en la historia democrática”.


    La orden para que la Comisión Provincial por la Memoria identifique supuestas “operaciones de acción psicológica” en mis notas provocó también una dura respuesta del fiscal de Dolores Juan Pablo Curi. Primero, puso en duda la veracidad de los chats y videos clandestinos aportados por el “productor agropecuario jubilado” Pedro Etchebest y el empresario K Mario Cifuentes. Es decir, la base del informe de la CPM. Y después dijo que este autor no hizo operaciones de acción psicológica.


    Ante el escándalo internacional que se generó, Ramos Padilla debió informar sobre mi caso al relator para la libertad de expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Edison Lanza.


    En un gesto de apoyo político frente a ese debate, la Comisión Provincial por la Memoria salió a informar que, finalmente, le entregó a Ramos Padilla el dichoso informe. En un escrito de 200 páginas, la CPM mencionó en esa supuesta interacción de inteligencia ilegal a este autor, Jorge Lanata, Gustavo Grabia, Nicolás Wiñazki, Rodrigo Alegre, Rolando Graña y Guillermo Laborda, entre otros periodistas. Sin embargo, en los chats del falso abogado con periodistas solo se leen pedidos de información sobre causas en que se investigan casos de corrupción o de narcotráfico.


    El informe diferenció mi trabajo del resto: afirmó que no solo recibí datos de parte de D’Alessio, sino que yo le envié “información sensible” al falso abogado.


    Al principio, decían que era información secreta, pero luego la bajaron de categoría y la calificaron de “sensible”. ¿A qué se refiere? Al ya citado informe de antecedentes comerciales públicos de la empresa Nosis sobre el ex directivo de PDVSA, Brusa Dovat.


    En los casos de la Mafia de los Contenedores y PDVSA, el informe de la CPM puso como ejemplo más específico de las maniobras “conversaciones de D’Alessio con los periodistas Alegre, Laborda, Graña y Santoro, entre otros”. Seguidamente, analizó el tratamiento dado al caso de la Mafia de los Contenedores en el programa PPT de Jorge Lanata. La CPM aseguró que la intención de D’Alessio fue “blanquear información producida mediante actividades de inteligencia ilegal”.


    En sus conclusiones, el informe sostuvo:



    • Hubo una intención de influir sobre la opinión pública a través de la diseminación de información en los medios de comunicación producto de actividades de inteligencia ilegal.


    • Los casos revelados indican un particular interés en la difusión de presuntos casos de corrupción relacionados con las anteriores gestiones del gobierno nacional.


    • El carácter de gravedad institucional que revisten estos hechos porque vulneran la Ley de Inteligencia y una potencial violación de los derechos humanos.



    En medio de la discusión pública, mi colega y amiga Silvia Mercado me consiguió una entrevista con Pérez Esquivel, a quien yo admiraba desde mi época de estudiante de periodismo. En los años ochenta Silvia trabajó en el área de prensa del Servicio Paz y Justicia (SERPAJ) de Pérez Esquivel.


    Además, me acompañaron a la reunión el mítico ex director del Buenos Aires Herald Bob Cox y el entonces presidente de Fopea, Néstor Sclauzero. Recordemos que el diario de Cox fue el primero en publicar listas de desaparecidos durante la dictadura, lo que le costó amenazas de muerte y tener que exiliarse con toda su familia. Con el retorno de la democracia, Cox fue un testigo clave en el juicio a los ex comandantes.


    En la sede de la organización ubicada en el barrio de San Telmo también estaban el ex titular de la CTA, Víctor De Gennaro, y la presidenta de Madres de Plaza de Mayo-Línea Fundadora, Nora Cortiñas, entre otros.


    Los anfitriones se sorprendieron gratamente por la presencia de Cox y le recordaron cómo los había ayudado durante la dictadura. Después, Pérez Esquivel y sus colaboradores explicaron que el informe era un trabajo “eminentemente técnico”. Pero el maestro Cox les reprochó: “¿Por qué están los organismos de derechos humanos persiguiendo periodistas en la Argentina? Los organismos de derechos humanos y el periodismo fuimos aliados en la lucha contra la dictadura”. Y enfatizó, molesto: “Esto no se hace en una democracia”.


    A su turno, Pérez Esquivel insistió en decir que el informe era de “carácter técnico”, no una imputación penal a periodistas.


    Cuando me tocó hablar, recordé que fui el primer periodista –como joven cronista de la agencia Noticias Argentinas– que acompañó a Cortiñas en 1982 hasta la Mansión Seré, en Morón. Ese centro de detención clandestina fue controlado por la Fuerza Aérea y se sospechaba que allí fue torturado y desaparecido su hijo.


    Después conté que jamás en mi vida hice una tarea de inteligencia y cómo fue mi relación con D’Alessio. Uno de los asesores del Servicio Paz y Justicia dijo que creía que había una campaña de los medios contra Pérez Esquivel. Mercado y Sclauzero lo negaron, me defendieron sin tapujos y explicaron cómo funciona la prensa.


    Tras el encuentro, me quedó la sensación de que los notables de la CPM no conocían en profundidad el contenido del informe sobre las operaciones de acción psicológica.


    En realidad, el informe era una jugada de Roberto Cipriano García y otros de los “cerebros” de la burocracia de la CPM. Y usaron el nombre de Pérez Esquivel para darse prestigio.


    Los burócratas de la CPM apostaron a que atacar a los “enemigos” de Cristina Kirchner les serviría para ganar posiciones en la interna de los organismos de derechos humanos. Que así lograrían el favor político de la vicepresidenta.


    ¿Cómo? Aportando falsos argumentos a la teoría del lawfare. Alimentando el prejuicio de la militancia sobre el periodismo profesional.


    En otra resolución, Ramos Padilla rechazó el pedido de nulidad de mis abogados sobre el informe de esta “Conadep del periodismo” creada desde la Justicia, como dijo Joaquín Morales Solá.


    El juez subrayó que el material que le dio a la CPM era “incuestionable” y que los chats digitales aportados por Etchebest fueron corroborados “con pruebas independientes”. En varios párrafos, Ramos Padilla aseguró que el informe de la CPM “no implica responsabilidad penal” contra los periodistas nombrados. Sin embargo, en sus conclusiones el organismo estatal nos acusa directamente de “articular” maniobras con el falso abogado.


    El juez dijo que el informe “no es una pericia, sino una sistematización (de documentos)” del caso. En toda la causa hay una interacción constante entre lo que afirma la CPM y las decisiones del juez, que la cita como prueba irrefutable. “En ningún momento se hizo un análisis abierto de notas de prensa, ni ninguna medida por el estilo”, afirmó.


    No obstante, el informe tomó mis artículos y se esforzó por vincularlos con chats de D’Alessio. Y lo mismo hizo con otros colegas. Un Ramos Padilla típico: sin dudas y sin pruebas.


    Después de eso, la Relatoría de Libertad de Expresión de la CIDH-OEA fue más allá: exhortó a Ramos Padilla a evitar que este autor sea “blanco de acoso judicial”.


    Al final, la Cámara Federal de Mar del Plata, integrada por los jueces Alejandro Tazza y Eduardo Jiménez, avaló el informe de la CPM. Pero aclaró que su opinión no es vinculante.


    Mis abogados apelaron a la Cámara Federal de Casación Penal porque es una medida que, de quedar firme, será un peligroso antecedente para el ejercicio del periodismo profesional.


    La pulseada por el informe de la CPM, al cierre de este libro, seguía abierta.


    Frente a la ofensiva de Cristina, la ex ministra de Seguridad Patricia Bullrich me dio un sorpresivo espaldarazo. Dijo que no debería haber pedido licencia del programa Animales sueltos por la denuncia del Operativo Puf. En una entrevista en el programa La Cornisa resaltó: “Me quedó atragantado hace tiempo y lo quiero decir. Esto empezó en 2019 con Daniel Santoro. Eso no debería haber pasado, deberíamos haber reaccionado mucho antes. Los compañeros de Daniel no deberían haberlo sacado de su programa de televisión. Si uno deja pasar una, después pasan estas cosas y se repiten”.


    Y completó: “Cuando Cristina era presidenta y nosotros oposición, atacó y atacó a Daniel Santoro. Hoy desde el gobierno nos quieren silenciar a todos”.


    Es cierto lo que dijo Bullrich. Pero no solo me atacó a mí. Para Cristina, la “madre de todas las batallas” es doblegar a la Justicia y al periodismo independientes y así poder lograr que se anulen las causas judiciales abiertas en su contra. Uno de sus primeros objetivos fue tratar de echar y desprestigiar al juez Claudio Bonadio.


    Veamos qué pasó con una de las primeras víctimas políticas del relato del lawfare.
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    Bonadio, otra víctima de Cristina


    A fines de febrero de 2019, el juez Bonadio vio dentro de su ojo derecho una luz blanca intermitente y, al mismo tiempo, le empezó a doler la cabeza. A regañadientes, su histórica secretaria Mónica Mica lo convenció para que visitara a un oculista.


    Postergó el turno.


    Días después volvieron los mismos síntomas y dolores. Esta vez aceptó hacer la consulta. Le sacaron una resonancia magnética de la cabeza y descubrieron detrás de ese ojo una mancha negra preocupante.


    El 8 de marzo Bonadio llevó la resonancia y otros estudios a un cirujano del Instituto Fleni y le preguntó si la mancha podía ser un cáncer. “No hay dudas de que es un cáncer”, contestó el médico.


    La noticia lo shockeó. La ocultó todo lo que pudo a su familia y sus empleados. No quería perturbarlos. Y siguió trabajando en la causa de los Cuadernos y otros casos de corrupción, al punto de incluso llevarse trabajo a su casa para proseguir fuera del horario de oficina.


    Le pusieron una fecha a la operación, pero le pidió a su secretaria postergarla: no quería arruinar con su enfermedad el bautismo de su único nieto. Mónica Mica trabajó veinte años con Bonadio y lo conocía hacía diez más. Era su empleada de mayor confianza.


    En los días siguientes, Bonadio se apuró para elevar a juicio oral la primera parte de la causa de los Cuadernos de las Coimas. Hizo lo mismo con sus expedientes anexos, la causa por la importación irregular de gas natural licuado y otras que son su legado como juez.


    Recién después se sometió a la operación del glioblastoma multiforme, un tipo de tumor cerebral muy agresivo. Los cirujanos aspiraron buena parte, pero no todo. Quedó un resto que, según las estimaciones profesionales, podía llegar a dañar funciones cerebrales.


    Los médicos le recetaron treinta días de reposo y posoperatorio. Pidió cinco. Se los rebajaron a veinte. Aceptó quince.


    En mayo de 2019, Bonadio, luciendo un gorra negra, volvió a los tribunales de Comodoro Py y se reincorporó al trabajo. Antes de empezar la tarea diaria, reunió a sus casi 40 colaboradores en su despacho y dejó una frase irónica: “Los registros sobre mi muerte eran exagerados”. Parafraseaba al escritor norteamericano Mark Twain, quien usó esos términos cuando un diario publicó que había muerto. Hubo aplausos entre sus empleados.


    Aludió a una nota de Horacio Verbitsky, quien había dicho que era “improbable” que volviera a su juzgado.


    El periodista K lo daba ya por muerto.


    Debía trabajar dos horas por día, pero poco a poco pasó, otra vez, a trabajar ocho, como antes de la operación. “Su trabajo era su devoción y prácticamente no tenía vida social”, contó un allegado.


    Pero dos semanas después tuvo una recaída. El edema le inmovilizó un brazo y una pierna. Incluso, en momentos muy malos, se mantuvo lúcido, siempre sacando a relucir su memoria de elefante.


    No quería recibir ni al fiscal Stornelli y menos escuchar expresiones de preocupación por su salud: “Me rompe severamente las pelotas que me pregunten por mi enfermedad”, le dijo a un amigo en esos días aciagos.


    El 30 de diciembre reunió a su personal por las fiestas de fin de año. Su secretaria le dio la palabra al secretario letrado más antiguo. Le clavó la mirada y luego tomó el micrófono. Emocionado, con una voz débil, dijo: “Nunca olviden en su vida que trabajaron en el Juzgado Federal 11”.


    Ese juzgado de Comodoro Py había sido creado con su designación hacía veinticinco años.


    Pidió una licencia de dos meses –casi nunca se tomaba vacaciones– con la intención de volver a trabajar en marzo. Pero días después lo volvieron a internar y a ponerlo bajo tratamiento.


    Un amigo le ofreció viajar a Estados Unidos para someterse a una nueva operación y a un tratamiento de última generación. Lo rechazó.


    Pidió el alta del sanatorio porteño donde estaba internado, en contra de la opinión de sus médicos. Y decidió pasar los últimos días en su casa, tomando solo paliativos para el dolor. “Claudio decidió irse”, fue la frase de un familiar.


    Bonadio murió en su hogar, el martes 4 de febrero de 2020 a las 6.30.


    Su muerte tuvo una enorme repercusión en medios judiciales y políticos. Por un lado, el kirchnerismo festejó con expresiones groseras y llenas de odio. Como Cristina llamó “sicario” a Bonadio en su libro Sinceramente, su abogado Gregorio Dalbón se animó a decir: “Hubiera preferido que tenga una larga vida y que pague por todos los juicios que armó y la gente que metió presa. La muerte le sienta bien”.


    El líder de Quebracho, Fernando Esteche, se sumó a la diatriba con un irónico “¡qué lindo día!”. Otros ultra K hablaron de que había llegado la “justicia divina”. Así, se enrolaron claramente en una línea histórica de odio desatado, la actitud que encierra la frase “Viva el cáncer” pintada tras la muerte de Eva Perón por el antiperonismo.


    Conmovido, Stornelli, que lo conoció más de cerca en los últimos dos años por la causa de los Cuadernos, dijo: “Compartí una trinchera con él. Era un tipo excepcional. Si se convencía de un delito, avanzaba como un toro”.


    En Comodoro Py se sacó una acordada con un pésame que lleva las firmas de todos los jueces y camaristas federales. Al mismo tiempo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación expresó su pesar. Por su parte, familiares de la Tragedia de Once despidieron a Bonadio esperando que “pronto la Justicia honre su trabajo”. Aludieron a la confirmación por parte de la Cámara Nacional de Casación Penal de la condena al ex ministro de Planificación, Julio De Vido en esa causa.


    En una carta pública, su hijo Mariano señaló: “En nombre de mi familia, agradezco las demostraciones de afecto y los mensajes de apoyo. Si bien sus veinticinco años como juez federal son de lógico y necesario escrutinio público, su fallecimiento es de índole absolutamente privada”.


    Sus restos fueron enterrados en el cementerio privado Jardín de Paz, ubicado en el partido bonaerense de Pilar. Se hizo una ceremonia solo para la familia y sus íntimos.


    Atrás quedaron esos veinticinco años de ejercicio de la función de juez federal y la figura del magistrado de Comodoro Py más odiado por Cristina Kirchner, quien no se avino a enviar condolencias a la familia, en un comportamiento similar al exhibido con la viuda y las hijas de Alberto Nisman.


    El ex presidente Carlos Menem manifestó sus condolencias públicas cuando, en 2019, falleció el ex juez Jorge Urso, pese a que lo procesó y le aplicó la prisión preventiva durante seis meses por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia. En cambio, Cristina, a Bonadio, le dedicó capítulos de su libro, tres cadenas nacionales, decenas de tuits y pedidos de juicio político.


    Y aun muerto, lo siguió demonizando.


    Bonadio nunca le respondió a Cristina. Solo contestaba con una frase genérica sobre las presiones que deben soportar los jueces: “Como decía San Martín, la bota de potro para montar no es para todos”.


    Aunque tenía de cuero duro frente a los ataques, en su estado en WhatsApp puso la imagen del icónico saludo vulcano del comandante Spock, de la serie Viaje a las estrellas, formando una “V” pero con los dedos mayor y anular separados.


    Bonadio tardaba días en darle un off the record a un periodista y recién en sus últimos años empezó a mostrarse simpático en Comodoro Py. Era un cultor del chiste y el comentario irónico, un hombre reservado y desconfiado, y tenía un tono de voz muy bajo. Siempre recibía en su despacho del cuarto piso de Comodoro Py a sus interlocutores con la radio encendida, a fin de interferir eventuales micrófonos ocultos. Sabía que los servicios lo espiaban.


    Bonadio, quien nunca se cansaba de aclarar que su apellido no llevaba acento, creció en la localidad bonaerense de San Martín y estudió en el colegio La Salle de la capital federal, donde pensó en ser seminarista. Se casó a los 23 años, el 1° de febrero de 1979, el día de su cumpleaños. Tuvo un único hijo de su primer matrimonio, Mariano.


    Desde los 15 años, durante los turbulentos años setenta, militó en la agrupación peronista de derecha Guardia de Hierro. Le gustaba recordar que, cuando Perón echó a Montoneros el 1° de mayo de 1974, él se quedó en Plaza de Mayo con los leales al tres veces presidente de la nación.


    Es probable que de esa militancia haya conocido a monseñor Jorge Bergoglio: el actual papa Francisco estaba cerca de Guardia de Hierro cuando fue el responsable espiritual de la Universidad del Salvador.


    Se recibió de abogado ya grande, a los 32 años. Poco después fue asesor del bloque de legisladores del PJ en el viejo Concejo Deliberante porteño. Luego se desempeñó como subsecretario de la secretaría Legal y Técnica de la Presidencia de Carlos Menem, de la mano de Carlos Vladimiro Corach, un histórico peronista que luego sería ministro del Interior.


    Con ese padrino, fue propuesto y nombrado por el Senado como juez federal.


    También tuvo siempre una muy buena relación con el ex jefe del bloque de senadores del PJ, Miguel Ángel Pichetto.


    En esa época no había Consejo de la Magistratura y los jueces se nombraban en una negociación entre el jefe de la bancada de la UCR, César Jaroslavsky, y el del peronismo, José Luis Manzano. Se repartían los cargos en función del resultado de las elecciones.


    En 1994 Carlos Menem lo designó a cargo del Juzgado Federal 11, cuando aumentó la cantidad de juzgados de 6 a 12. Por eso, en su escritorio tenía enmarcada una frase irónica que decía: “No se preocupe, yo tampoco llegué por concurso”. Y otro con la frase del filósofo alemán Friedrich Nietzsche: “Todo pasa. Todo vuelve”.


    Nunca abandonó el pelo largo con un rulo sobre la nuca, como era la moda en los años setenta. A veces llegaba a Comodoro Py en moto, vistiendo ropa de cuero negro y botas de media caña.


    Su vida tuvo un giro impensado una noche de septiembre de 2001, cuando a Bonadio sus amigos lo esperaban para comer un asado en una casa de Villa Martelli. En forma sorpresiva, dos jóvenes intentaron robarles y le metieron un balazo en el hígado a un amigo. Entonces, Bonadio, aficionado a la práctica deportiva de tiro, sacó una pistola Gloc que llevaba en el cinturón y los mató de siete balazos.


    El caso fue caratulado como muerte en legítima defensa. Por este hecho, Cristina y Verbitsky lo llamaban “juez sicario”.


    Cuatro días después de aquel episodio, en ese mismo mes de septiembre de 2001, procesó al ex jefe de la Armada y más duro represor de la dictadura, almirante Emilio Massera, por el robo de bienes de desaparecidos.


    También declaró la inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida que beneficiaron a los represores de la dictadura.


    Para esa época, retrasó la causa por el fraude con la privatización del astillero Tandanor. Y, en forma polémica, sobreseyó a Emir Yoma, el ex cuñado de Menem, por irregularidades en la obtención de reintegros millonarios para exportaciones de cuero.


    Ante la acusación de favoritismo contestaba que se comprobó en la causa que las exportaciones de cuero de la curtiembre Yoma se realizaron. Además, afirmaba, “en el juzgado se presentó un chino y dijo: ‘Yo hice las importaciones’”.


    Siempre tuvo una relación tirante con sus jefes de la Cámara Federal porteña, quienes le cuestionaron algunos de sus fallos.


    Sus críticos decían que había un Código Procesal Penal de la Nación y “otro de Bonadio”, porque “no respetaba” todos los procedimientos legales. Había uno, que siempre ignoraba: el de entregar fotocopias de las causas a los abogados de las partes en forma rápida.


    No ocultaba que era hincha de Boca y justicialista: “Soy peronista desde los 15 años. Como el fútbol, el peronismo es un sentimiento”. Pero aclaraba que la ideología no debe influir en las causas. “Solo las pruebas”, repetía.


    Otro cambio importante en la vida de Bonadio fue el expediente de la Tragedia de Once. Se había impuesto terminar rápido esa causa compleja. Decía: “No quiero terminar como Juan José”. Aludía a Juan José Galeano, quien finalizó su carrera destituido, condenado y presionado por dirigentes kirchneristas, quienes lo acusaron por supuestas irregularidades en la causa AMIA.


    En un año terminó y elevó la causa Once a juicio oral. Se trata de un récord: en Comodoro Py las causas complejas tardan un promedio de dieciséis años en llegar a esa instancia.


    Con el procesamiento de los ex secretarios de Transporte Juan Pablo Schiavi y Ricardo Jaime comenzó a ponerse al kirchnerismo en su contra.


    En noviembre de 2014, cuando Margarita Stolbizer presentó la denuncia por Hotesur y Los Sauces y Bonadio imputó a Cristina, el entonces titular de la Anses, Diego Bossio, pidió: “Indagar un poco en la relación del juez con Sergio Massa. Es un tema para que se investigue con más profundidad”. Bonadio, junto con el fiscal Guillermo Marijuan, se acercó a un grupo de profesionales que apoyaron la candidatura presidencial del ex intendente de Tigre.


    Pese a su militancia peronista, no dejó de investigar a la dos veces presidenta de la nación. El 13 de marzo de 2016, Cristina se presentó por primera vez ante el juzgado de Bonadio para ser indagada como sospechosa en la causa del Dólar Futuro.


    Fue su debut en los Tribunales como imputada.


    Había llegado cuando Bonadio aún no estaba, a las 7 de la mañana, para evitar a los periodistas. Cristina dijo “Buen día” a los empleados, pero más tarde se negó a saludar al juez. Ni siquiera aceptó un vaso de agua del juzgado. Pidió a su custodia su propia botella.


    Temía que la intoxicaran.


    El secretario que le tomó declaración había puesto dos sillas frente a su escritorio. Cristina se sentó en una y en otra apoyó una lujosa cartera. Su abogado, Carlos Beraldi, debió pedirle por favor que sacara la cartera para poder sentarse.


    Para el juez, según fuentes judiciales, se comportó como “una adolescente caprichosa” y desconfiada.


    Cristina se negó a responder preguntas y solo presentó un escrito, al igual que en los otros ocho casos en que está procesada.


    Mientras transcurrió la indagatoria, hubo insultos para Bonadio dentro y fuera del edificio de Retiro. Afuera, militantes del Movimiento Evita, La Cámpora, Miles, Kolina, la CTA y Encuentro Popular, entre otros, aclamaban a Cristina.


    Después del acto de la indagatoria, Bonadio miró por la ventana de su despacho, vio a la multitud que apoyaba a Cristina, no se asustó y le comentó a un conocido: “Mi seguridad está en las pruebas, no en los votos”.


    Y por las críticas recibidas del kirchnerismo, Bonadio dijo con ironía: “Mañana voy a ir a terapia”.


    Luego se tomaría una pequeña revancha de esos gestos groseros de la ex presidenta. En sus fallos la llamó “Cristina Elisabeth Fernández”, porque sabía que no le gustaba su segundo nombre.


    Meses más tarde Bonadio procesó a Cristina en las causas Dólar Futuro, encubrimiento de Irán en el atentado contra la AMIA, Hotesur y Los Sauces y los Cuadernos de las Coimas.


    Nunca le faltó el respeto.


    Incluso cuando la ex presidenta “tocó el pianito” y dejó sus huellas dactilares en tinta para el registro de reincidencias. Para este trámite fue sin respaldo de la militancia. Cristina llegó a Comodoro Py acompañada solamente por el jefe de su custodia y hombre de su extrema confianza, el comisario Diego Carbone.


    Corría marzo de 2017 y Bonadio ya se había acostumbrado a los insultos y amenazas de muerte que provenían desde el kirchnerismo. Pero quedó muy preocupado por las amenazas contra su hijo, Mariano, dueño de la sala de ensayos MCL Records, cuyas paredes amanecieron escritas con grafitis inquietantes.


    Con la típica simbología peronista de las letras V y P, la amenaza tenía la firma de “Villa Ortúzar” y una pregunta: “¿Y esto Bonadio?”. El grafiti estaba escrito en letras rojas, mientras otra leyenda, delineada con aerosol blanco, señalaba como si fuera relevante: “Sala Ensayo Juez Bonadio”. Además, sobre la puerta, en los marcos, habría otros grafitis que decían: “Bonadio andate”.


    Recién en ese momento aceptó que le dieran un segundo custodio para el pasillo de su juzgado.


    La escala de amenazas fue creciendo y el 14 de noviembre de 2018, a las 19.20, el anarquista Marco Nicolás Viola arrojó un artefacto explosivo de fabricación casera debajo del auto de Bonadio en su casa de Belgrano.


    El juez estaba dentro de su casa. Pronto llegó la policía y detuvo a Viola a metros del lugar. El aparato casero “contaba no solo con poder explosivo, sino también incendiario, al estar unido a garrafas de gas butano”, sostuvo un informe de la Policía Federal. Y tenía adosada una “serpentina de caño de cobre, cuya fractura, de producirse la detonación, tenía aptitud para generar esquirlas metálicas que potenciarían su capacidad de daño y lesiones”.


    No explotó de milagro: falló el detonador, que se desprendió al ser arrojado.


    En forma paralela al ataque anarquista, el kirchnerismo fue autor de la mayoría del medio centenar de denuncias que Bonadio tuvo ante el Consejo de la Magistratura. Mal desempeño, prevaricato o enriquecimiento ilícito. Ninguna prosperó.


    Pero la más fuerte fue el embate por medio del Operativo Puf, que buscaba, de máxima, anular la causa de los Cuadernos, y de mínima, apartar a Bonadio y Stornelli del caso.


    Desde el arranque de la causa en enero de 2019, el juez de Dolores Ramos Padilla tomó medidas en sintonía con ese objetivo de Cristina. El militante de Justicia Legítima hizo suya la denuncia de Roberto Baratta, que suponía, en forma falsa, que D’Alessio declaró ante Stornelli para “salvar” la causa de la importación irregular de gas natural licuado. Supuso que, como la causa GNL es la “madre” del expediente de los Cuadernos, mataría dos pájaros de un tiro.


    En base a la denuncia de Baratta y un informe de autoría de D’Alessio encontrado en su computadora, Ramos Padilla hilvanó una conspiración e imputó a Bonadio.


    El veterano juez porteño –que ya estaba enfermo– no se asustó y desafió a Ramos Padilla en el caso D’Alessio. En una presentación del 4 de mayo de 2019, Bonadio le dijo: “Si usted considera que existe el grado de sospecha suficiente previsto por el Código Procesal Penal y que posee en el expediente las pruebas pertinentes, deberá cursarme formal citación de acuerdo con las normas de rito que así lo disponen, oportunidad en la que haré lo que entienda que por derecho corresponde”.


    Formuló la presentación días después de que Ramos Padilla lo notificara de que había sido “denunciado en dos oportunidades” por los querellantes K y que estaba imputado. Además, Ramos Padilla le había dicho: “Su actuación ha sido objeto de tratamiento por parte del Ministerio Público Fiscal, y fue mencionado en diversos testimonios, archivos de audio y documentos digitales que forman parte de la prueba de la causa”.


    En realidad, el fiscal de Dolores Juan Pablo Curi nunca imputó a Bonadio. Esos documentos eran todos truchos y armados por D’Alessio, y Ramos Padilla nunca lo llamó a indagatoria.


    La pulseada siguió por varios meses. Con un duro escrito, Bonadio le informó a su colega Ramos Padilla que el testimonio del falso abogado no fue incorporado a la causa por corrupción en la importación de GNL, ni usado para procesar a nadie.


    No fue todo: Bonadio también le advirtió a su colega que haber insinuado esa conexión podría ser “un grave acto de prevaricato” de su parte. Es decir, un acto contrario a la ley.


    El texto de dos páginas del 30 de agosto de 2019 aclaró a Ramos Padilla, titular del Juzgado de Dolores, algunos datos. Ramos Padilla había realizado “diferentes consideraciones” sobre la causa de Bonadio. Bonadio se refirió primero a la declaración del ex directivo de PDVSA Gonzalo Brusa Dovat ante la fiscalía de Stornelli: “Le hago saber que dicho testimonio no forma parte del plexo probatorio de estas actuaciones, no habiendo sido siquiera remitido a este juzgado, sino directamente –desde la propia fiscalía– a la oficina de sorteos de la excelentísima Cámara del fuero a fin de que se investigue la comisión de posibles delitos de acción pública”. La denuncia de Brusa Dovat recayó por sorteo en el juzgado de Canicoba Corral.


    En su escrito, Bonadio también se refirió a las declaraciones testimoniales prestadas por D’Alessio ante Stornelli los días 5 y 12 de noviembre de 2018 en estos términos: “En relación a tales testimonios, le aclaro que los mismos no fueron incorporados como pruebas de cargo contra los imputados en sus respectivas declaraciones indagatorias, no se tuvieron en consideración a los efectos de convocar a los causantes a prestar declaración indagatoria, sus dichos no generaron ningún efecto jurídico en la causa, no fueron legitimados, por cuanto las manifestaciones de D’Alessio no fueron ni siquiera valoradas en la resolución dictada con fecha 18 de marzo del corriente año, en la que se dispuso el procesamiento de De Vido y Baratta, por lo que no se adjudicaron responsabilidades en función de tales testimoniales”.


    Además, como se ha visto, rechazó la sospecha de Ramos Padilla según la cual el teléfono de Etchebest estaba intervenido por su juzgado desde antes de que comenzara la extorsión de D’Alessio. Mientras Bonadio hacía estas aclaraciones, los operadores y medios K lanzaban falsas acusaciones sobre el rol de D’Alessio en la causa GNL o la supuesta intervención de los teléfonos de Etchebest desde 2016.


    Con el cambio de gobierno, en diciembre de 2019, Cristina apostó a que Bonadio dejara su cargo, se jubilara y así se aliviara su situación judicial. Pero el juez les aclaró a sus conocidos que no iba a jubilarse ni a renunciar, pese a que ya tenía 64 años y estaba enfermo.


    Entonces, en diciembre de 2019, la mayoría K de la Magistratura postergó el tratamiento de los dictámenes que proponían desestimar una última denuncia contra Bonadio.


    Recién en julio de 2020, seis meses después de su muerte, el Consejo de la Magistratura archivó la última denuncia por mal desempeño que Cristina y Parrilli presentaron contra Bonadio.


    Bonadio fue el juez más insultado, atacado y hostigado por la vicepresidenta Cristina Kirchner y su entorno.


    Al hacer un balance sobre su gestión, por un lado, hay que decir que Bonadio fue el juez que retrasó la causa Tandanor y sobreseyó a Emir Yoma. Por otra, hay que destacar que es el mismo que, en una encrucijada de la historia, investigó a fondo la causa de los Cuadernos de las Coimas. Se trata de un hito en la historia judicial argentina porque se avanzó, por primera vez, tanto sobre políticos como sobre grandes empresarios.


    Podría haber “dormido” el expediente y quedar bien con muchos poderosos, pero optó por cumplir con su rol constitucional.


    Bonadio le contó a este autor que el único día que tuvo miedo en ese proceso fue el siguiente a que procesara a Carlos Wagner y Benito Roggio, entre otros, defendidos por los grandes estudios de abogados.


    Algunos periodistas se quedaron con esa imagen del Bonadio de la “servilleta”. Pero aquellos que no somos pintores de brocha gorda en esta profesión analizamos el rol de los jueces en cada causa en base a las pruebas reunidas en causas de corrupción.


    Como otros jueces, Bonadio podría haber hecho la plancha frente al retorno de Cristina en diciembre de 2019, o negociado una salida elegante y así facilitar la impunidad de la vicepresidenta.


    Pero no lo hizo.


    Siguió adelante contra la política más poderosa de la Argentina del siglo XXI.


    Como escribió el constitucionalista Roberto Gargarella, el gran consenso de la sociedad argentina se dio en 1984 y fue contra la impunidad de los ex comandantes que dirigieron la represión ilegal. Gargarella dijo que el juicio a Videla, Massera, Agosti y otros altos jefes militares con poder vigente “fue justicia contra la impunidad castrense”. Y que en el siglo XXI debería haber “un hilo de acero” de consenso contra la impunidad de los políticos corruptos, sean del partido que sean. Bonadio contribuyó a mantener ese “hilo de acero”.


    Pero Cristina no comparte ese “hilo de acero”. En cambio, se dedicó a atacar a Bonadio en vida y muerte. Con su poder, creó miedo en Comodoro Py.


    A más de un año de la muerte de Bonadio, los jueces de Casación y de la Cámara Federal porteña no se atrevieron todavía a colocar una placa de bronce en el emblemático edificio de Retiro en homenaje al juez de la causa de los Cuadernos de las Coimas.
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    Alberto y Cristina, enemigos íntimos


    La senadora de Cambiemos por Córdoba, Laura Machado, no tiene dudas sobre esa relación contradictoria de dos líderes que se necesitan mutuamente: “Alberto y Cristina actúan como dos enemigos íntimos. Se pelean por el control de la Justicia pero en el fondo se necesitan”. Y lo explica así: “El presidente sabe que la única forma que tiene de limitar a su vicepresidenta es controlando la Justicia. Y Cristina quiere que le resuelva todos sus problemas judiciales a cualquier costo, pero sin perder ella el control”.


    Machado tampoco tiene dudas de que, tras el fracaso de la mayoría de las más de diez medidas que Cristina lanzó en 2020 contra la Justicia, se concentrará en dos objetivos principales.



    • Sacar finalmente a los jueces Bruglia y Bertuzzi de la Cámara Federal porteña.


    • Desplazar a Eduardo Casal como jefe de los fiscales federales.



    “Es lo más efectivo para su proyecto de impunidad”, dice. La senadora nacional por Córdoba observó cómo durante todo 2020 el presidente proponía medidas judiciales y Cristina las cambiaba o congelaba. La cronología es elocuente y Machado la enumeró así: “Alberto envió el proyecto de la Reforma Judicial al Senado y Cristina dijo, para nuestra sorpresa, que ese no era el verdadero. El presidente envió el pliego del juez Daniel Rafecas al Senado en marzo de 2020 para la Procuración y hasta ahora el Senado ni siquiera inició el trámite formal para el debate”.


    Hay una costumbre política muy arraigada: siempre que el Poder Ejecutivo manda un proyecto de ley relacionado con los tribunales, sus senadores consultan cualquier cambio con el ministro de Justicia. En este caso no fue así: “Los senadores oficialistas no consultaron a Marcela Losardo”, la entonces ministra de Justicia, asegura Machado.


    Desde la banca o desde la computadora de su casa, por el coronavirus, Machado vio cómo Cristina, cuando quería hacer un cambio técnico en el proyecto, lo consultaba con la senadora K Anabel Fernández Sagasti. “Vi cuando le hacía un gesto con las manos para verse afuera del recinto o le decía ‘hablemos’”. ¿No lo consultaba a Parrilli? “No, la consultaba a Fernández Sagasti. A Parrilli lo usa para los ataques políticos”.


    Para Machado, el 2020 fue un año muy duro. No solo por el Covid-19. También por el “bozal digital que nos puso Cristina”. En una sesión presencial, un senador hubiese podido estirar con picardías los minutos asignados para su discurso. Pero en las videoconferencias, Cristina mandaba a cortar el micrófono y listo.


    ¿Cómo sigue la pelea interna y la pulseada con la oposición?


    Machado contestó con una ironía cinematográfica: “De los creadores de La reforma judicial y el Festival de cargos judiciales, seguirán ahora con el tráiler: Cómo sacó a Bruglia y Bertuzzi de los pelos”. Y la película sorpresa será, dice: “Cómo poner a los fiscales de rodillas”.


    Pero antes de desarrollar esas “películas” respondamos unas preguntas básicas.


    ¿Alberto fue sorprendido por estos planteos de Cristina?


    No.


    ¿Sabía que la vicepresidenta tenía su propia agenda judicial?


    Sí, lo sabía.


    Repasemos cómo fue el acuerdo para crear el Frente de Todos.


    Allí está la precuela de las películas de la senadora Machado: El pacto Cristina-Alberto.


    A principios de 2019, Cristina mantuvo una serie de conversaciones reservadas con Alberto para negociar la candidatura presidencial. Así, terminaron con una reconciliación, tras casi diez años de peleas. Ella resignaba la primera posición en la fórmula a cambio de la reunificación del peronismo y un paquete de medidas para anular causas.


    No por nada Eduardo Valdés fue uno de los facilitadores del acuerdo entre Cristina y su ex jefe de Gabinete.


    Antes, Alberto había dicho cosas gravísimas sobre CFK. Había ido mucho más lejos que cualquier juez, fiscal, opositor o periodista. Por ejemplo, había criticado duramente su rol en la causa por el crimen del fiscal de la AMIA, Alberto Nisman. Después de citar el “¡Ante Dios!” de la “Oda a la alegría”, Alberto escribió: “Ignorando la tragedia, se indultó a sí misma apropiándose de la verdad, de la Patria y hasta de la alegría y condenó cínicamente a los que quedamos agobiados por lo patético de lo ocurrido”.


    No hay que investigar mucho sobre este plan original de Cristina de su batalla final, basta con solo chequear cómo los ejes del libro Sinceramente fueron hechos propios por su candidato presidencial Alberto Fernández.


    En el libro, Cristina exageró sobre el caso D’Alessio: “Se transformó en un verdadero leading case del lawfare, agravado por lo que el propio D’Alessio identificó como el factor argentino: junto al lawfare, un sistema de cobro de coimas armado por jueces y fiscales para enriquecimiento personal, en articulación y complicidad de servicios de inteligencia y periodistas estratégicamente colocados en medios de comunicación hegemónicos y masivos”.


    En la causa de Dolores no hay absolutamente nada sobre las supuestas coimas cobradas por Stornelli o Bonadio.


    De nuevo: absolutamente nada.


    “Todo ello realizado en el marco de causas judiciales previamente armadas por todos ellos contra dirigentes políticos opositores y de gran impacto mediático”, agregó Cristina en su best seller.


    El giro de 180 grados de Alberto comenzó tras la aparición de Sinceramente. Durante la campaña electoral, el hoy presidente le dijo al diario La Voz del Interior que había “leído la causa D’Alessio” y apoyaba las acusaciones de Ramos Padilla contra Stornelli y este autor.


    Nadie –excepto los abogados o imputados– pudo haber leído una causa tan voluminosa: el candidato daba así su primera prueba de amor a Cristina.


    Conozco personalmente al ex jefe de Gabinete, como la mayoría de los periodistas que cubrieron Gobierno y Justicia. Una vez me convocó a la Casa Rosada para presentarme a Néstor Kirchner, por ejemplo. En otra oportunidad lo entrevisté en su departamento prestado de Puerto Madero. En 2004 me llamó por teléfono para manifestar su solidaridad después de haber sufrido la primera pinchadura de mis mails.


    El Fernández candidato de Cristina fue distinto a ese dirigente al que le gustaba presentarse como profesor de Derecho dando clases en la UBA, y su apoyo al Operativo Puf estuvo vinculado a dos hechos. Uno fue la participación de su amigo Eduardo Valdés. Y el segundo, que personas vinculadas a Ramos Padilla le habrían prometido que, a través de D’Alessio, iban a terminar procesando a Macri, según cuenta una fuente que trata al presidente.


    Sin embargo, en la causa de Dolores no hay ninguna prueba de ese puente. Por ese fracaso, los K tuvieron que armar otra causa en el Juzgado de Lomas de Zamora, bautizada Operativo Verdura, con el mismo objetivo.


    En el inicio de la campaña de 2019, Alberto cambió de libreto judicial. Adoptó el de la lista negra de Cristina, hecha de los jueces, fiscales y periodistas que la investigaron y/o juzgaron. Y en mayo de 2019, el ex jefe de Gabinete salió a amenazar a esos jueces y fiscales. Dijo Alberto, para endulzar los oídos de Cristina: “Algún día Ercolini, Bonadio, Irurzun, Hornos y Gemignani van a tener que explicar las barrabasadas que escribieron para cumplir con el poder de turno”.


    Son los mismos magistrados atacados por Cristina en Sinceramente.


    Julián Ercolini es el juez que investigó la causa del direccionamiento de 3000 millones de dólares en contratos de obra pública para Lázaro Báez.


    Claudio Bonadio la procesó en la causa por el supuesto encubrimiento de cinco iraníes acusados por el atentado a la AMIA mediante el Pacto con Irán. También la procesó en el expediente de la inmobiliaria Los Sauces por lavado, que se fusionó con Hotesur. Lo mismo dictaminó en el caso del Dólar Futuro y en la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    El camarista Martín Irurzun es el que le dio forma a la doctrina de las prisiones preventivas, apelando a lo que dice el Código Procesal sobre el poder de obstruir causas por parte de los imputados.


    El juez de la Cámara Federal de Casación Penal Juan Carlos Gemignani declaró la inconstitucionalidad del pacto con Irán.


    El camarista de casación Gustavo Hornos fue uno de los que falló en contra de los recursos de Cristina para frenar la causa Vialidad.


    Molesto con la mayoría de los jueces federales de Comodoro Py, el ex jefe de Gabinete se mostró mucho más punzante con Ercolini, con el que supo compartir la cátedra del ex procurador general de la nación y ex ministro del Interior de Héctor Cámpora, Esteban “Bebe” Righi, en la Facultad de Derecho de la UBA. Sin embargo, le espetó: “La causa de la obra pública es una vergüenza. Ercolini fue alumno mío, pero no entiendo cómo desvió su conocimiento para firmar estas cosas”.


    En cambio, Fernández defendió a dos magistrados de Comodoro Py, Sebastián Casanello y Daniel Rafecas. Aunque en otras causas fue a fondo, Casanello se negó a indagar a Cristina en el expediente de La Ruta del Dinero K. Cuando al final la tuvo que requerir por orden de la Cámara Federal, le dictó la falta de mérito. Rafecas, en cambio, terminó siendo el candidato a jefe de los fiscales de Alberto, aunque no de su vice.


    El 27 de octubre de 2019, la fórmula presidencial Fernández-Fernández le ganó por 48,24 por ciento a la de Juntos por el Cambio, que logró 40,28 por ciento. Con este espaldarazo, el kirchnerismo duro empezó su embestida para avanzar con el plan de impunidad de Cristina.


    En el acto de festejo del triunfo, Alberto llamó a cerrar la grieta y lograr la unidad de todos los argentinos. Pero a pocos días de la victoria permitió el copamiento de cargos clave para la ofensiva cristinista.


    Así, Cristina nombró a sus incondicionales: Félix Crous al frente de la Oficina Anticorrupción; Juan Martín Mena como viceministro de Justicia; Cristina Caamaño en la Agencia Federal de Inteligencia, y Mercedes Marcó del Pont en la AFIP, entre otros.


    Veamos ahora la primera respuesta escenificada en ese rol de víctima de la Cristina vicepresidenta electa: “A mí ya me absolvió la Historia y a ustedes seguramente la Historia los va a condenar”.


    Lo dijo prácticamente a los gritos, el 2 de diciembre de 2019, sin mirar a los ojos a los jueces del TOF 2, Andrés Basso, Jorge Gorini y Rodrigo Giménez Uriburu. Mientras, la militancia K, Abuelas de Plaza de Mayo, diputados y ex funcionarios aplaudían a rabiar y la vitoreaban en la sala de audiencias AMIA de los tribunales de Comodoro Py.


    Era la primera vez en la historia que Cristina se sentaba en el banquillo de los acusados en un juicio oral por corrupción. Y apuntando con el dedo índice a los jueces, agregó: “Esto es un tribunal del lawfare que seguramente ya tiene escrita mi condena. No me in-te-re-sa. No me in-te-re-sa… He elegido la Historia antes de que ustedes me declaren absuelta”.


    Se escucharon más aplausos, mientras el juez Gorini, presidente del Tribunal, pedía silencio en la sala.


    Con buenos modales, Gorini le preguntó si iba a responder preguntas, mientras Cristina, furiosa, juntaba ya sus papeles para retirarse del estrado. Habían pasado tres horas y media desde el inicio de su discurso político.


    Había intentado negar la acusación en su contra de ser la supuesta jefa de una asociación ilícita que direccionó 3000 millones de dólares en contratos de obra pública a favor de las empresas de Lázaro Báez.


    Ante la situación de incertidumbre, el fiscal del juicio oral, Diego Luciani, insistió en saber si iba a responder preguntas. Entonces Cristina giró teatralmente sobre sus pasos, volvió al micrófono con furia y dijo: “¿Responder preguntas? Preguntas tienen que contestar ustedes”.


    La suya fue una actitud inédita.


    Los ex presidentes Carlos Menen y Fernando de la Rúa, por ejemplo, también estuvieron en esa situación, aunque ya retirados, y jamás le faltaron el respeto a un tribunal.


    En su retórico y escenográfico cierre, Cristina citaba un histórico discurso del líder de la Revolución Cubana, Fidel Castro. Fue el del juicio por el intento de asalto al Cuartel de la Moncada, el 16 de octubre de 1953. Entonces, un joven Fidel asumió su propia defensa y dijo al tribunal que lo juzgaba: “La historia me absolverá”.


    Pero Cristina fue más allá que Fidel y aseguró: “La historia ya me absolvió”.


    Durante sus tres horas de indagatoria, anunció a grandes rasgos el plan de su batalla final para tratar de conseguir la impunidad. Y también señaló a quiénes considera como sus enemigos, los que le habrían “inventado” juicios. A su criterio, no eran causas judiciales por robarle al Estado, sino un “invento” para castigar a su gobierno y el de Néstor Kirchner por haber “pagado la deuda del FMI y luchar por los pobres”.


    Un dato que entonces pasó desapercibido: todos los nombrados en esta indagatoria, sin excepción, más tarde fueron denunciados, procesados o víctimas de pedidos de juicio político. Es decir que ese discurso fue un mapa de la estrategia que ahora desarrolla.


    Cristina quería las cámaras de TV en ese juicio para tratar de convertir la indagatoria en un discurso político de reivindicación de sus gobiernos. No salió por TV, pero sus seguidores la grabaron con celulares y difundieron sus palabras por todas partes.


    Con ironía, dijo “me gané la lotería”, aludiendo a que en los sorteos para la asignación de las causas “a mí siempre me tocaban los jueces Bonadio y Ercolini”. Sin hablar de las pruebas del expediente y menos contrarrestarlas, describió un supuesto complot en su contra que empezó con las elecciones de 2015 para que ganara Mauricio Macri.


    Después, señaló uno por uno sus objetivos.


    Primero, Cristina atacó a Laura Alonso, titular de la Oficina Anticorrupción (OA) macrista, porque había asumido el cargo sin ser abogada. Alonso es licenciada en Ciencias Políticas. La OA era, hasta ese momento, una de las querellantes en ese juicio.


    Enseguida se despachó contra el entonces titular de la Unidad de Información Financiera, Mariano Federici. Dijo de él, por ejemplo, que había sido “director del HSBC”. Como suele sucederle, pronunció pésimamente las siglas en inglés del banco. De cualquier manera, el dato es falso: Federici no fue director del HSBC. La UIF era otra querellante.


    También embistió contra el ex interventor de Vialidad e intendente de Capitán Sarmiento, Javier Iguacel, quien mandó a elaborar un peritaje clave para este juicio oral.


    Después descerrajó su látigo verbal contra “los arrepentidos”. Empezó por Leonardo Fariña. Pidió al tribunal que le solicite al juez Alejo Ramos Padilla la prueba del “guionado” de testigos por parte de la AFI. Lo hizo a pesar de que Ramos Padilla le dictó a Fariña la falta de mérito en la causa D’Alessio.


    Mostrándose firme, Cristina giró la cabeza teatralmente a izquierda y derecha y culpó por su situación judicial, sin nombrarlos “por decoro”, a Bruglia y Bertuzzi.


    Levantó la mano derecha y acusó de ser también parte del “complot” a la “mesita judicial” del gobierno de Macri que “decidía quién iba preso y quién no”. Se refirió al ex ministro de Justicia Germán Garavano, al representante del Ejecutivo en la Magistratura, Juan Bautista Mahiques, al ex titular de la AFI, Gustavo Arribas, y a los ex secretarios de Estado José Torello y Pablo Clusellas. Incluyó en la “mesita” al ex procurador del Tesoro, Bernardo Saravia Frías, al abogado Fabián Rodríguez Simón y al ex presidente de Boca, Daniel Angelici.


    Y luego cargó las tintas contra “el sicario”, el juez Bonadio, y su “mutante” colega Ercolini. Frunció el ceño y gritó: “Esperaron dos años, cuando recién tuve fueros como senadora, para pedir mi prisión preventiva. Y tuvieron el apoyo de las cámaras Federal, de Casación y hasta la Corte”.


    Suspiró y se quejó por la difusión periodística de la foto de la caja de seguridad de Florencia Kirchner con 4,6 millones de dólares en el Banco Galicia: “Es la plata de nuestros plazos fijos y estaba depositada en un banco na-cio-nal”, enfatizó. Mostrándose emocionada casi hasta las lágrimas y cruzando las manos sobre su cara, comentó que una vez le dijo a Florencia: “¡Qué hubiesen hecho si Perón y Evita hubieran tenido un hijo! Es el único consuelo que tenemos”.


    El “plan sistemático” de persecución, dijo, siguió siempre “la misma matriz”: Elisa Carrió formula una denuncia, el periodismo la publica y los jueces la judicializan. El “plan” incluyó, afirmó, la difusión de sus famosas conversaciones telefónicas con Parrilli en las que trataba de “pelotudo” al ex titular de la AFI. Y se hizo con el apoyo de “dos socios de la comunicación”, en alusión a los periodistas Luis Majul y Jorge Lanata.


    También, se quejó del trabajo de la Dirección de Asistencia Judicial en Delitos Complejos y Crimen Organizado (DAJuDeCO) de la Corte, que estaba bajo la supervisión del camarista Martín Irurzun. “Irurzun te escucha e Irurzun te mete preso. Esa sería la fórmula de Comodoro Py”, dijo burlona, utilizando una frase que antes usó el padre del juez de Dolores, el camarista Juan Ramos Padilla.


    Pero no se detuvo ahí.


    Después de tomar un vaso de agua, intentó descalificar la acusación de los fiscales Gerardo Pollicita e Ignacio Mahiques en el caso Vialidad. Acusó a estos fiscales de “responder a la mesa judicial de Macri” y los calificó de “corsarios judiciales”.


    Solo después intentó defenderse con consideraciones políticas de las maniobras de las que se la acusa. Una es la colocación del “amigo y socio presidencial Lázaro Báez” en el negocio de la construcción vial. La otra es la “exportación” de una estructura de funcionarios de Santa Cruz al Ministerio de Planificación Federal de la Nación para el direccionamiento de la adjudicación de contratos. Y la tercera es la firma de varios decretos para reasignar partidas presupuestarias para obras viales en Santa Cruz.


    Cristina levantó papeles con la mano derecha y volvió a gritar: “No soy amiga de Lázaro Báez, nunca fui amiga de Lázaro Báez pero no voy a tolerar que porque alguien es amigo de alguien hay que condenarlo, eso pasaba en la dictadura”.


    Y concluyó que, con las supuestas maniobras del macrismo, “había que traer de nuevo al FMI y había que convencer que quien nos desendeudó era un chorro. Esto es lawfare”.


    En esta histórica indagatoria, Cristina adelantó más de diez medidas que iba a poner en marcha para lograr su impunidad. Volvamos entonces al tráiler de Cómo sacó a Bruglia y Bertuzzi de los pelos…


    A principios de enero de 2020, la Argentina se conmovió por la aparición de un mortal virus en China que tenía la destreza de Lionel Messi para esquivar anticuerpos y contagiar. El coronavirus también cambió, súbitamente, las prioridades de Alberto Fernández.


    Pero no las de Cristina.


    Mientras el presidente se ponía a la cabeza de la lucha contra el coronavirus, la vicepresidenta no dijo, hasta diciembre de 2020, una sola palabra sobre el tema. Al contrario, a pesar de que el Covid-19 consumía la vida de miles de argentinos, Cristina desde los pliegues del poder lanzó una de las jugadas más fuertes de su batalla final: fue en julio de 2020, al poner en marcha, desde el Consejo de la Magistratura, un proceso para echar de la Cámara Federal a Bruglia y Bertuzzi.


    La excusa era que no habían cumplido con todos los pasos necesarios de un nuevo reglamento del Consejo de la Magistratura de 2019: Bruglia y Bertuzzi habían llegado en 2018 a la estratégica Cámara Federal porteña desde tribunales orales federales. Fueron trasladados con el voto favorable de la mayoría de la Magistratura, aunque con otra composición política, un decreto de Macri y dos acordadas de la Corte.


    Desde ese tribunal de alzada confirmaron el procesamiento de Cristina como jefa de una asociación ilícita y por recibir coimas en calidad de coautora en la causa de los Cuadernos.


    La vicepresidenta afronta solo en esa causa, si es encontrada culpable, una condena de entre cinco y dieciocho años de prisión.


    Bonadio y Stornelli comprobaron el funcionamiento de un mecanismo de recaudación de 100 millones de dólares en coimas durante el gobierno de los Kirchner. Los cobros se recibieron a través del ex secretario de Coordinación de Planificación, Roberto Baratta, y otros recaudadores.


    No por nada Baratta fue uno de los promotores del Operativo Puf.


    Como un fogonazo, la medida ordenada por Cristina contra Bruglia y Bertuzzi movió el avispero. Así, comenzaron meses de tensión política y judicial que pusieron al país al borde de un conflicto de poderes.


    El pedido lo hizo Gerónimo Ustarroz, el representante del gobierno en la Magistratura y hermano de crianza del ministro del Interior, Wado de Pedro. Ustarroz también apuntó contra el miembro del TOF 7, Germán Castelli. Este tribunal debe decidir si la condena o no a Cristina por los Cuadernos.


    Originalmente, la iniciativa pedía revisar los traslados de treinta y ocho jueces. Después los redujo a diez.


    Publiqué la primicia en la tapa de Clarín el 18 de julio de 2020.


    Al principio, representantes de Juntos por el Cambio, como el diputado Pablo Tonelli, creían que el pedido no iba a avanzar. Decían que la propuesta de Ustarroz era “una aberración jurídica” que no iba a conseguir apoyo, sobre todo porque las acordadas de la Corte 4 y 7 de 2018 convalidaron esos traslados. Se trata de mudanzas de jueces que son comunes desde la restauración de la democracia en 1983.


    Se autorizaban siempre y cuando fueran entre juzgados del mismo fuero y la misma jerarquía. De hecho, Néstor y Cristina firmaron varias.


    Pero para Cristina no era una cuestión jurídica. Era una cuestión de poder y venganza.


    La propuesta se presentó en la llamada Comisión de Selección y Escuela Judicial de la Magistratura, presidida por Graciela Camaño. Se trata de la diputada del partido del ex ministro de Economía Roberto Lavagna. Para sorpresa de muchos, Camaño votó a favor de la mayoría K de la Magistratura y se aprobó la propuesta de Ustarroz.


    Así, la Magistratura preguntó al gobierno sobre la validez de los traslados de diez jueces, entre ellos Bruglia, Bertuzzi y Castelli.


    Llamó la atención que unos días después el gobierno entregara 130 millones de pesos a la obra social del sindicato gastronómico que dirige el esposo de Camaño, Luis Barrionuevo. Camaño negó que hubiera habido un intercambio de favores, pero no despejó las sospechas.


    De modo expeditivo, unos días después de la pregunta de la Magistratura, Alberto Fernández envió los pliegos de esos diez jueces al Senado. Puso así en marcha un insólito mecanismo retroactivo de revisión de traslados.


    Mientras tanto, los tres jueces presentaron un recurso de per saltum (salto de instancia) reclamando por el principio constitucional de la inamovilidad de los jueces. También se quejaron por el carácter retroactivo de la medida y hablaron de “procedimientos especiales” prohibidos por la Constitución.


    La sociedad civil y sectores de Cambiemos comenzaron a organizar banderazos que resultaron multitudinarios en todo el país: CABA, Córdoba, Rosario, Santa Fe y otras ciudades fueron puntos de encuentro de esas protestas. Nunca antes en la historia argentina la sociedad civil reclamó por la estabilidad de jueces en sus cargos.


    Miles de manifestantes se movilizaron también contra el intento de estatización de la cerealera Vicentin, así como contra la usurpación de terrenos en Guernica, la Patagonia o Entre Ríos.


    La tensión iba en aumento.


    En el ínterin, una jueza en lo contencioso administrativo federal notificó al Senado que se abstuviera de tratar los pliegos de Bruglia y Bertuzzi. Aplicó así una medida cautelar para frenar el trámite hasta que se decidiera si era constitucional la revisión de sus traslados.


    En vez de aceptarlo como se espera en una democracia, el senador K Juan Mario Pais, siguiendo órdenes de Cristina, dijo en sesión: “Ante la gravedad institucional del abuso y arbitrariedad que está ejerciendo esta jueza propongo rechazar el fallo, ignorarlo y denunciarlo como un exceso”. Y pese a las duras protestas de la oposición, siguió: “Como la medida cautelar impide que funcione el Senado para analizar los acuerdos de los jueces, constituye un alzamiento a la Constitución y una violación del sistema republicano”.


    El conflicto de poderes estaba servido.


    Pero la jueza –que es candidata a camarista– decidió que la revisión de los traslados era constitucional. Y no dijo nada sobre el rechazo a su cautelar y la acusación de “alzarse” contra la Carta Magna.


    El show político siguió el 16 de septiembre de 2020, cuando la mayoría K del Senado rechazó dar un nuevo acuerdo a Bruglia, Bertuzzi y Castelli. Los tres jueces se negaron a concurrir a la Cámara alta por temor a ser “escrachados” con denuncias infundadas.


    En cambio, los K dieron el acuerdo a otros dos jueces de la lista de la Magistratura y dejaron en el “frezeer” al juez de Lomas de Zamora, Federico Villena, el mismo magistrado que empezó el Operativo Verdura por supuesto espionaje ilegal macrista, como ya se vio.


    Después del rechazo del Senado, en menos de doce horas el presidente Fernández firmó tres decretos y los hizo publicar en una edición especial del Boletín Oficial. En ellos ordenaba a los jueces volver a sus cargos originales en los tribunales orales de la capital, La Plata y San Martín.


    Todo para complacer a su “enemiga íntima”.


    La Cámara Federal de Casación Penal aceptó inmediatamente los decretos, pero hubo muchas desprolijidades. Los K debieron frenar los concursos que ya estaban en marcha para reemplazar a los tres jueces en esos tribunales orales.


    La tensión entre el kirchnerismo y la oposición subía, mientras la sociedad civil marchaba frente al Palacio de Justicia para que la Corte aceptara el per saltum en la causa.


    En sincronía con los senadores K, Leopoldo Moreau salió a presionar a la Corte vía Twitter. La excusa era una nota publicada en Clarín y firmada por mí, según la cual la Corte ya había convalidado los traslados de Bruglia y Bertuzzi en 2018 a través de las acordadas 4 y 7. Incluso, la acordada 7 se refirió explícitamente al caso de Bruglia, ante una pregunta del entonces ministro de Justicia Germán Garavano.


    El presidente de la bicameral de Inteligencia escribió en Twitter: “Un periodista imputado de integrar una banda dedicada al espionaje en complicidad con el fiscal Stornelli y D’Alessio escribe hoy una nota en Clarín anunciando que la Corte va a provocar un conflicto de poderes con el Congreso para defender a Bruglia y Bertuzzi”.


    Al toque, el posteo de Moreau fue retuiteado por Cristina Kirchner.


    En ese momento yo aún no estaba procesado por Ramos Padilla como miembro de una “asociación ilícita”: el juez habría de procesarme por ese delito semanas más tarde.


    ¿Periodismo de anticipación de Moreau o nexos non sanctos con la Justicia?


    “Ambos jueces no solo fueron puestos a dedo en los cargos que hoy ostentan sino q un fallo de ellos referido a la causa de las fotocopias aparece 6 dias antes de ser publicado en el celular ¿De quien? De D’Alessio. ¿Quien escribe la nota en Clarin? Daniel Santoro” (sic), agregó Moreau.


    Y añadió en su advertencia al máximo tribunal: “¿Quién es el fiscal de la causa de las fotocopias? Stornelli. Todo queda en la banda: D’Alessio, Stornelli, Santoro, Bruglia y Bertuzzi. La pregunta es: ¿la Corte se va a dejar arrastrar a un conflicto de poderes para defender esta asociación ilícita?”.


    El ex dirigente radical presentó como “prueba” de su conjetural “operación de inteligencia” la foto de un papel sin firma que tenía en su celular el falso abogado, en la imagen se señalaba cómo supuestamente iban a votar Bruglia y Bertuzzi ante las apelaciones por los Cuadernos. Decía: “Asociación ilícita funcionarios de planificación, Wagner y Clarens. Empresarios quedan fuera de la asociación ilícita. –Libertad–. Falta decidir situación de Oscar Thomas. Pronunciamiento crítico hacia Bonadio –un párrafo en especial–. Falta de Mérito Oyarbide, Parrilli, Taselli, Mayoral”.


    El voto de los camaristas era, en realidad, algo que los periodistas y abogados que seguíamos la causa presumíamos que iba a pasar. Se suponía, por el alcance de las pruebas de la causa, que la mayoría de los empresarios iban a quedar afuera de la asociación ilícita.


    Yo no escribí una nota con esos datos de D’Alessio.


    Moreau atacó a Bruglia y Bertuzzi, a quienes jamás vi en mi vida. Y ellos tampoco vieron a D’Alessio.


    Además, en la causa de Dolores no hay relación alguna entre el falso abogado y los camaristas.


    Sin embargo, el juez Ramos Padilla tomó como cierta la denuncia de Moreau e investigó esa pista. Pero una vez más tuvo que descartar una denuncia falsa de los operadores de Cristina.


    Al contrario de lo que pregonaron Moreau y otros K, D’Alessio no tenía influencia en los tribunales de Comodoro Py. Tampoco conocía demasiado sobre las causas de corrupción en que están procesados más de 100 ex funcionarios K. Sí, en cambio, sabía de narcotráfico.


    Por suerte, Moreau se olvidó de que trabajó conmigo en la agencia Noticias Argentinas en 1982, de lo contrario me hubiese acusado de “espionaje” desde aquella época. Bueno, “trabajar” es una manera de decir… No se destacaba por su empeño en el laburo exactamente.


    Mientras tanto, pasaban los días sin definiciones del máximo tribunal por el per saltum y crecía la ansiedad entre los actores de este juego. “Si la Corte no se pronuncia a tiempo podríamos terminar como el procurador Eduardo Sosa”, advirtió Bruglia en una entrevista.


    Se refería al jefe de los fiscales santacruceños barrido por Néstor Kirchner en los años noventa. Sosa quiso investigar el destino de los 650 millones de dólares de los fondos de Santa Cruz, pero lo echaron. Entonces, hizo una denuncia penal para ser restituido.


    Seis años después de abierta la causa, la Corte le dio la razón a Sosa pero nunca pudo volver a su cargo, que fue disuelto a propósito.


    Sobre la “denuncia” de Moreau, Bruglia dijo que “a D’Alessio no lo conozco”.


    Bruglia, un juez de bajo perfil y sin militancia política, agregó: “Una alegría que tengo es que después de cuarenta años de función judicial no me hayan imputado nada”. Y destacó: “Esto de D’Alessio es un disparate absoluto. Tengo la tranquilidad de no haber cometido ningún tipo de irregularidad. Sé quién hizo la operación y fue alguien de este gobierno”.


    A pesar de las presiones K, el 22 de septiembre de 2020 el presidente de la Corte, Carlos Rosenkrantz, llamó a un acuerdo por el per saltum. Fue en medio de la feria extraordinaria por el coronavirus y había un antecedente a tener en cuenta: se trata de un recurso poco aceptado. Uno de los últimos casos fue el que presentó el ex presidente Carlos Menem por una causa que frenaba la privatización de Aerolíneas Argentinas.


    Con una rapidez inusitada, el presidente Fernández criticó a Rosenkrantz y dijo: “Cualquiera que ha estudiado derecho sabe que esto es un escándalo jurídico”.


    En el medio del debate se produjo un séptimo banderazo en todo el país reclamando, entre otras cosas, la independencia de la Justicia.


    ¿Cómo se decidió el tema en la Corte?


    Los cinco supremos se juramentaron guardar “silencio de radio” sobre sus votos. Sabían que estaban siendo presionados por ambos extremos de la grieta y estaban extremadamente sensibles por las filtraciones periodísticas sobre internas en la Corte. Más allá de esas rispideces, los cinco venían de votar en forma unánime la confirmación de la mayoría de las condenas por la Tragedia de Once. Entre ellas, la del ex secretario de Transporte Juan Pablo Schiavi.


    En ese contexto de hermetismo, Alberto Fernández volvió a criticar a Rosenkrantz por “no implementar la ley Micaela”, la nueva ley sobre prevención de la violencia de género.


    Le contestó Elena Highton, encargada de la oficina sobre la Violencia contra la Mujer de la Corte. Difundió un informe con todas las medidas preventivas tomadas dentro de la Justicia. El jefe de Estado tiene con Highton una muy buena relación. Fue uno de los promotores de su candidatura cuando fue jefe de Gabinete de Néstor Kirchner. Pero con la crítica por la ley Micaela molestó a Highton.


    En realidad, era un tiro por elevación contra Rosenkrantz, porque le llegó una versión según la cual se habría reunido con el ex presidente Mauricio Macri.


    Al día siguiente, un representante del presidente de la Corte habló con el jefe de Gabinete, Santiago Cafiero, y con la secretaria legal y técnica de la Presidencia, Vilma Ibarra, y desmintió la versión. “Rosenkrantz se reúne solo con sus colegas y sus asesores”, transmitió el mensajero.


    En medio de un clima de tirantez y protestas, Lorenzetti y Rosatti viajaron de Santa Fe –donde estaban cumpliendo la cuarentena– a Buenos Aires. Aunque cuatro de los cinco ministros estaban en sus despachos del cuarto piso del Palacio de Tribunales, debatieron por Zoom. Highton, la más delicada de salud, participó desde su departamento en el barrio de Palermo.


    Rosatti, Lorenzetti y Maqueda –el “tridente peronista”, como lo llaman algunos– llegaron con un proyecto de voto escrito al que Highton adhirió.


    En la construcción del voto, como dicen los juristas, desde “el arranque había un consenso armado sobre tres porotos”.


    Rosenkrantz fue con un voto concurrente, aunque los cinco votaron en el mismo sentido: había que aceptar el per saltum en tanto se trataba de un caso de “gravedad institucional”.


    El presidente de la Corte puso énfasis en el temor que crea la remoción de jueces sobre el Poder Judicial en particular y la sociedad en general. Así, el consenso y el hermetismo pudieron más que los egos.


    Al Palacio llegaron rumores según los cuales Cristina “pegó unos gritos” en su departamento de Recoleta cuando se enteró de la aceptación del per saltum. Y por las declaraciones públicas de altos funcionarios quedó claro que el Frente de Todos no esperaba ese revés.


    Pero una cosa era aceptar el per saltum y otra votar sobre el tema de fondo: la constitucionalidad de la revisión de los traslados. “Vamos a ver quién junta los porotos para la votación de fondo”, advirtió otra fuente que conoce el Palacio de Justicia desde hace muchos años. Era una crítica a Rosenkrantz por el manejo de la agenda de la Corte.


    Pese a aquellas acordadas 4 y 7, el 3 de noviembre de 2020 la mayoría de la Corte dictaminó sobre el fondo y dijo que los traslados de los jueces de un tribunal a otro no pueden ser definitivos. Son provisorios, estableció, hasta tanto se realicen los concursos previstos por la Constitución nacional para ocupar las vacantes que existan en los juzgados.


    De esta forma, la mayoría de la Corte se interpretó a sí misma y dijo que esas acordadas de 2018 eran actos administrativos y no fallos. Así, Lorenzetti, Rosatti y Maqueda –con el voto concurrente de Highton– rechazaron el pedido de fondo de Bertuzzi y Bruglia, que era declarar la inconstitucionalidad de la revisión de sus traslados.


    Rosenkrantz votó en minoría a favor de la constitucionalidad de esos cambios entre tribunales.


    Veamos el alcance del fallo con más detalle.


    Por un lado, la Corte ordenó al Consejo de la Magistratura que inicie los concursos para ocupar esos dos cargos en la Cámara Federal porteña, aclarando que se debe permitir participar a Bruglia y Bertuzzi si se presentan. Y por otro, declaró inconstitucional el reglamento de traslados de la Magistratura y la resolución 183 impulsada por Ustarroz, con la que empezó esta batalla por la revisión de los traslados.


    Este punto fue un retroceso para los K.


    Además, anuló el rechazo del Senado a dar un nuevo acuerdo a Bruglia y Bertuzzi.


    Otro retroceso para los K.


    Es cierto que el fallo fue un golpe para Bruglia y Bertuzzi. Sin embargo, tampoco puede ser considerado un triunfo de la vicepresidenta.


    El objetivo de máxima de Cristina era que la Corte considerara inconstitucionales los traslados, para sacarlos inmediatamente de la Cámara Federal y, al mismo tiempo, alimentar su teoría del lawfare. Y además, para poder pedir la nulidad de las decisiones de Bruglia y Bertuzzi, entre ellas, su procesamiento en los Cuadernos.


    Pero el máximo tribunal avaló en forma expresa las actuaciones de Bruglia y Bertuzzi en las causas de corrupción K. Y rechazó de hecho el lawfare.


    Al analizar el voto de la Corte luego de tantos debates y votaciones, Lilita Carrió comentó: “El fallo es una victoria a lo Pirro de Cristina porque le impide hacer futuros traslados de jueces y confirma las resoluciones de Bruglia y Bertuzzi”.


    El rey Pirro de Epiro fue un general griego del siglo IV antes de Cristo que enfrentó a Roma en las llamadas guerras pírricas. Ganó las batallas pero a costa de perder más de dos tercios de su ejército. Así nunca pudo atacar Roma y terminó derrotado.


    Cristina, al igual que Pirro, siguió quemando naves, y de pronto su batalla final sufrió otro golpe.
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    Golpe al plan de impunidad K


    Para mí fue un instante inolvidable.


    Sucedió el viernes 11 de diciembre de 2020, a las 21.04.


    Estaba en mi casa concentrado en terminar de editar las tres páginas que tenía asignadas en la edición de Clarín, bajo la modalidad de homeworking, que debido a la pandemia ya se había puesto a punto en la redacción del diario.


    De pronto, recibo una llamada del jefe de redacción del diario, Fernando González:


    –¿Es cierto que la Cámara Federal de Mar del Plata anuló tus procesamientos en la causa D’Alessio?


    Tardé unos segundos en reaccionar. Quizá, en realidad, temía que fuera una broma. Pero Fernando insistió: “Mirá Twitter”. Me recompuse como pude y le respondí: “No sé nada, Fer. Esperá que llamo a mis abogados”. Cosa que hice de inmediato.


    Consulté con Mauricio de Nuñez y Guido Sciarreta, quienes hacía minutos habían recibido la comunicación electrónica de ese tribunal.


    En efecto: era verdad.


    Una sensación de enorme alivio me sacudió después de dos años de vivir bajo “libertad condicionada”. Fue como la efervescencia de un shot de vodka cuando golpea en el estómago y sube por el esófago. Los días de sufrimiento que había pasado desde que Verbitsky publicara la “informeta” con la falsa denuncia de Etchebest contra Stornelli vinieron a mi memoria, como un caleidoscopio de imágenes, escenas y personajes de una película de terror.


    Mi vida iba, por fin, a normalizarse.


    A partir de las 21.30, mi teléfono no paró de sonar. Mientras terminaba de leer el fallo, recibí decenas de llamadas y mensajes de felicitaciones de familiares, amigos y colegas que estaban angustiados por mi situación. La misma sensación de desahogo y libertad me la transmitieron decenas de ciudadanos de a pie a través de las redes sociales.


    El dictamen fue contundente, de alto impacto y relevancia. Porque la Cámara Federal de Mar del Plata anuló mis dos procesamientos en la causa D’Alessio. Y lo hizo a través de una resolución histórica, que defiende la libertad de expresión y el derecho a la investigación periodística, entre otros derechos consagrados en la Constitución nacional.


    En un fallo de más de 170 páginas, los jueces del tribunal Eduardo Jiménez y Alejandro Tazza sostuvieron que la acusación de Ramos Padilla ni siquiera se acercaba a la sospecha de un delito.


    Escribieron que la imputación “no ha sido posible de probar, mínimamente”. Y opinaron: “Los hechos atribuidos a Santoro solo podrían encuadrarse dentro de un neutral ejercicio de su actividad profesional, los que –con aciertos o equívocos– no permiten por sí solos –ni aun en el contexto circunstancial referido– considerarlos como contribuciones delictivas a un plan criminal orquestado para extorsionar al empresario Mario Cifuentes”.


    Un criterio similar usaron los jueces al analizar el caso de la supuesta coacción del ex directivo de PDVSA, Gonzalo Brusa Dovat. Insistieron y subrayaron que, en este hecho, ni siquiera hubo delito.


    Los camaristas hicieron una serie de recomendaciones a Ramos Padilla. Por ejemplo: “El tratamiento de este tipo de imputaciones en contra de un periodista que se maneja utilizando ‘fuentes’ en su ámbito de investigación profesional deben ser cuidadosamente analizadas, resguardando celosamente su derecho institucional a informar, desde el contexto de la regla del ‘escrutinio riguroso’”.


    El fallo valorizó también los testimonios del director del Diario Río Negro, Italo Pisani, quien realizó la primera investigación sobre Cifuentes, y de Tato Young, entre otros colegas que se animaron a declarar en Dolores. Hace casi veinte años de trabajamos junto con Young. Y él declaró bajo juramento: “Jamás escuché que Santoro hubiese recibido algún beneficio económico, soborno o hubiera amenazado o coaccionado o extorsionado a un tercero”.


    Los jueces hicieron un largo análisis del caso de Brusa Dovat quien, como ya se dijo, fue entrevistado por este autor sobre supuestos negociados de PDVSA. Los camaristas concluyeron que ese querellante “no fue entrevistado contra su voluntad”. Y destacaron: “Tampoco se debe olvidar que luego le siguieron otras reuniones con otros tres periodistas. Por lo que resulta poco creíble la afirmación de ese testigo sobre que había sido forzado para acceder a la nota. En todo caso, Santoro no había tenido ninguna participación anterior o posterior en una supuesta maniobra coactiva en la que se estaba usando su nombre”.


    Brusa Dovat quedó así expuesto a una eventual demanda por falsa denuncia.


    En otro tramo, el fallo rechazó un hipotético intento de direccionamiento de las declaraciones del financista Leonardo Fariña contra el ex director de la AFIP, Ricardo Echegaray. El juez de Dolores me había acusado de haber “guionado” a Fariña en el marco de una “conspiración” contra Echegaray. Sus “pruebas” fueron muy débiles, por decirlo amablemente.


    Ramos Padilla llegó a acusarme solo por una reunión que mantuve con Fariña en un bar de Palermo. Lo había citado con el fin de entrevistarlo para Animales sueltos, como ya se contó. Fariña rechazó mi propuesta. Tenía un compromiso previo para asistir al programa de Majul. Solo aceptó una conversación en modo off the record. Incluso intenté dar vuelta esa decisión de Fariña, y no lo conseguí.


    La falsa hipótesis de que Fariña había sido guionado fue blandida por Cristina Kirchner como argumento de su defensa política en varios discursos. Pero la Cámara marplatense me dio la razón y determinó: “No se advierte que las constancias de la causa resulten bastantes para sostener que nos encontramos frente a una instigación a cometer el falso testimonio de Fariña… Resulta evidente el interés periodístico que revestían en ese momento las declaraciones de un personaje de alta notoriedad”.


    En el sustancioso fallo del tribunal marplatense se tuvieron en cuenta los antecedentes que presentaron como amicus curiae (amigos del tribunal) los constitucionalistas Antonio María Hernández y Andrés Gil Domínguez y la abogada penalista Marta Nercellas. Todos argumentaron que los hechos eran más que evidentes: que solo se trataba de un profesional de la prensa haciendo periodismo de investigación.


    Un cuarto amicus, presentado por el constitucionalista Daniel Sabsay y los ex jueces Luis Herrero y Ricardo Guibourg, también fue apreciado por el tribunal. Al final, no se lo tuvo en cuenta porque entró fuera de los plazos procesales, pero semanas más tarde fueron aceptados en ese rol.


    En su voto, el juez Jiménez –quien además es profesor de Derecho constitucional– advirtió que en este tipo de casos: “Se impone una mirada en extremo cuidadosa a fin de impedir que una resolución judicial se transforme directa o tangencialmente en una cortapisa a la libertad de prensa y sancione prácticas que se presentan en la relación de un periodista con su fuente de información, particularmente en procesos de periodismo de investigación”.


    Para los camaristas, Ramos Padilla no tuvo esa mirada cuidadosa frente a la libertad de prensa. Es más, en algunos casos, escribieron los jueces de la Cámara, tomó decisiones sin pruebas y en forma “infantil”.


    Es inédito que un tribunal superior haya calificado de “infantil” una resolución de un juez subordinado.


    Al margen de esas críticas, el fallo servirá como jurisprudencia para defender a otros periodistas que están en la mira de la Conadep del periodismo.


    Vale la pena analizar la resolución con más profundidad como antecedente para otros periodistas.


    El camarista Jiménez sentenció que: “Los magistrados no han sido investidos en sus cargos para juzgar la calidad o contenido de un trabajo periodístico, ni mucho menos, para apostrofar acerca de la manera en que un periodista se vincula con su fuente”.


    Los jueces no lo escribieron porque sí.


    Ramos Padilla había pedido a la Comisión Provincial de la Memoria que determinara si mis notas constituían “operaciones de acción psicológica”. Y en base a ese polémico informe, había analizado, como si fuera un “perito de prensa”, cómo debía ser la relación legal de un periodista con su fuente.


    En cambio, para el camarista, estas cuestiones no deben ser judicializadas. En todo caso, comentó, “podrán quedar sujetas a un juicio ético o de credibilidad de su trabajo, que incumbe a la sociedad que consume su producto periodístico, y no a los jueces”.


    Pero Jiménez no se detuvo allí: citó jurisprudencia internacional sobre la defensa constitucional del secreto periodístico, de la libertad de prensa y de investigación. Los juicios a periodistas en Estados Unidos, como el caso de los Papeles del Pentágono (1967) y el Watergate (1973), y el juicio al ex espía Edward Snowden (2013), entre otros, se habían debatido en la causa D’Alessio antes del fallo de la Cámara.


    Jiménez explicó en su dictamen que la Constitución había creado dos “puertas” legales para proteger a los periodistas, que los jueces pueden abrir solo en casos extremos. Y manifestó: “La libertad de expresión e investigación periodística debe ser defendida y preservada si no se acredita en la causa un interés de peso suficiente que permita ‘abrir esta puerta’ cerrada por la Constitución”.


    Después estableció otro concepto para futuras defensas de periodistas frente a los ataques del neopopulismo: “Esta protección privilegiada debe prevalecer, sin perjuicio de cuán ilegales se presuman las fuentes de la información obtenida, o qué importante fue la intrusión de ella en los ámbitos de privacidad”.


    Agregó que tampoco se debe romper el secreto profesional a pesar de “la falsedad de la noticia”, el perjuicio para personas inocentes o “lo perverso de su motivación, sin que exista un argumento probatorio de peso para hacerlo”.


    Por el contrario, Jiménez sostuvo que los jueces deben vigilar “celosamente el resguardo de la manda constitucional referida a preservar el derecho de todo periodista a no revelar sus fuentes”.


    Precisó que un juez puede ordenar romper ese secreto de manera excepcional: “En el caso de darse especialísimos supuestos, que, por cierto, no acaecen en el caso Santoro”.


    Por su parte, el camarista Tazza dijo que el voto de Jiménez “advierte con total claridad y precisión que las conductas que se imputan al acusado Santoro se habrían llevado con motivo del ejercicio y por medio de su rol de periodista”.


    “Sin precedentes”.


    “Ejemplar”.


    “Por fin se hizo justicia”.


    Estos fueron los comentarios de mis abogados y otros letrados que leyeron el fallo. Coincidieron en que la resolución fue más allá que los fallos sobre los casos Thomas Catán y Matías Longoni, entre otros, en la protección de los derechos de periodistas en el ejercicio de su profesión.


    Pero ese viernes 11 de diciembre de 2020 la alegría no fue solo mía. Porque, además, la Cámara Federal de Mar del Plata anuló la mayoría de los procesamientos que Ramos Padilla dictó contra Stornelli. Incluso el principal, por el supuesto intento de extorsión de D’Alessio al falso “productor agropecuario jubilado” Etchebest.


    Solo dejó firmes dos casos de menor relevancia.


    Fue una decisión de fondo.


    El caso Etchebest, auspiciado por el kirchnerismo, era el corazón de la acusación contra Stornelli. Cristina y sus operadores políticos y mediáticos estuvieron dos años denunciando con epítetos de todos los colores el supuesto pedido de coimas del fiscal de la causa de los Cuadernos. Y con el fallo de la Cámara de Mar del Plata la falsa denuncia se caía como un castillo de naipes.


    En otras palabras, los camaristas sentenciaron que Stornelli no mandó a D’Alessio a pedir una coima a Etchebest, como afirmó Cristina en el Senado. También consideraron que no constituyeron delito casos menores como el del financista Talevi, el “Terrorismo de Irán” y otros. Se trata de los mismos por los cuales Ramos Padilla aseguró, en 2019 y en el Congreso, que había descubierto “una organización de espionaje nacional e internacional”. Todo mientras los diputados K lo aplaudían.


    La resolución de la Cámara Federal de Mar del Plata, desde el punto de vista judicial y político, fue un duro revés para Ramos Padilla.


    Además, en ningún punto del fallo se habló de lawfare o persecuciones judiciales y/o políticas. El tribunal desinvolucró al fiscal de los Cuadernos en la supuesta asociación ilícita liderada por D’Alessio para extorsionar a otros empresarios y hacer espionaje ilegal.


    También especificó que Ramos Padilla aplicó mal el criterio de supuesta violación a la Ley de Inteligencia, ya que, en mi caso y en el de Stornelli, se trata de particulares, y esa norma legal es solo para espías.


    A Stornelli, los camaristas le confirmaron el procesamiento en el llamado caso Castañón. Se trata de un pedido de información a D’Alessio sobre la situación laboral de la ex pareja de su mujer, con quien tiene una relación conflictiva. También confirmaron su procesamiento por el pedido de la supuesta cámara oculta que le iban a hacer a José Manuel Ubeira, abogado del ex directivo de Yacyretá, Oscar Thomas. Se trata de dos delitos de acción privada. Es decir que solo avanzarán si los impulsan los querellantes.


    La Cámara también criticó a Ramos Padilla por “poner particularmente de resalto la insistente reiteración de premisas” sin fundamento en sus fallos y basadas en “meras relaciones indiciarias”.


    ¡Ramos Padilla había procesado a un fiscal federal en base a pre-sun-cio-nes!


    Stornelli se sintió reconfortado con el fallo después de dos años de estigmatización y persecución. Se jugó la carrera, el prestigio y enfrentó la posibilidad de ir preso en esa causa. Incluso, temía que lo asesinaran.


    Después de este pronunciamiento, Stornelli se casó con Florencia Antonini Modet, quien lo defendió con valentía en las redes sociales durante los últimos dos años. Y se fue de vacaciones con su familia a Pinamar, donde veranea hace más de diez años.


    En cambio, en Dolores, Ramos Padilla “se enojó con algunos de sus colaboradores” por las críticas de la Cámara, según fuentes judiciales.


    Sin embargo, Cristina no lo retó. Al contrario: lo premió haciéndolo nombrar juez federal en La Plata.


    Es que a ella no le importan los argumentos.


    Le importan el poder y su batalla final.


    Y más duro todavía que la Cámara Federal de Mar del Plata con Ramos Padilla fue el fiscal general Juan Manuel Pettigiani. Veamos los principales fundamentos de su dictamen, citado por el tribunal marplatense.


    Dan una idea más acabada acerca de cómo se armó el caso D’Alessio para atacar a Stornelli. Pettigiani sostuvo, sin vueltas, que no constituyen delitos todos los hechos que Ramos Padilla imputó a Stornelli.


    Todos.


    Que quede claro: no dijo que no están probados o parcialmente probados. Afirmó, directamente, que no hubo delitos.


    El fiscal marplatense insistió en la incompetencia de Ramos Padilla: “Ninguno de los 31 hechos enumerados en la causa se verificó en la jurisdicción de Dolores”. Así, reafirmó que la causa llegó a Dolores por una maniobra de forum shopping.


    Más adelante, reiteró que la Ley de Inteligencia no penaliza a particulares sino a funcionarios de la AFI. Pettigiani graficó: “D’Alessio encabezaba una red dedicada a lo que Luis Gasulla en su declaración denominó ‘el cuentapropismo de la extorsión’”.


    En otras palabras, D’Alessio no fue un agente de Estados Unidos operando desde las sombras contra Cristina en una operación de lawfare, sino un supuesto y simple extorsionador.


    Después, el fiscal de Mar del Plata citó los nombres de más de veinte periodistas y empresarios que hablaban con D’Alessio. Y se preguntó: “¿Por qué no sostenemos que, con Stornelli, se trataría del mismo engaño de D’Alessio?”. Y respondió: “Solo por cierto sesgo en la investigación de Ramos Padilla”.


    El fiscal defendió la decisión de Stornelli de tomarle declaración a D’Alessio como un testigo de la corrupción en Enarsa, “enviado por un importante periodista de investigación como Santoro”. Igual criterio usó con el testimonio de Gonzalo Brusa Dovat, el ex directivo de PDVSA Argentina.


    Esas decisiones, destacó, “jamás pueden ser interpretadas como funcionales a los planes de ninguna asociación ilícita”, como había sostenido Ramos Padilla. Pettigiani subrayó que, por el contrario: “Lo censurable sería no cumplir con la ley, es decir, que Stornelli le hubiera dicho a Santoro que no podía recibir a D’Alessio porque la corrupción estatal es un tema que no se puede investigar o hubiese rechazado la propuesta de Brusa de denunciar”.


    “Repito, todos los fiscales federales debemos responder como lo hizo Stornelli”, enfatizó.


    Pettigiani no se quedó ahí. Además, esbozó dudas sobre otros comportamientos del juez. Por ejemplo, cuando habilitó su juzgado el 28 de enero de 2019 para recibir la denuncia de Etchebest, pese a que estaba de feria.


    También se preguntó por qué Ramos Padillla no permitió, en una entrega controlada, que Etchebest le pagara los 300.000 dólares de la extorsión a D’Alessio en el restaurante de Mar del Plata. Para Pettigiani, el juez debería haber “esperado unos pocos días más y ver qué pasaba con el cobro del dinero” y ver para quiénes era la plata de la extorsión.


    ¿Por qué Ramos Padilla no lo hizo?


    Se sabe: porque, si el pago se concretaba en Mar del Plata, la causa no hubiese quedado en el Juzgado de Dolores. En ese caso, la debería haber instruido un juez federal de la llamada Ciudad Feliz.


    Pero está suficientemente claro: los K eligieron a Ramos Padilla, un juez militante, para dirigirla.


    Además, Pettigiani rechazó los argumentos de Ramos Padilla sobre el rol de la prensa y advirtió que “sientan peligrosos antecedentes” para el ejercicio del periodismo.


    Atención: esos argumentos ya constituyen una bautizada “doctrina Ramos Padilla” sobre la criminalización del periodismo.


    Pero el análisis del fiscal merece nuestra atención porque sus argumentos son otra herramienta para la defensa de periodistas. Veamos…


    La interpretación “extensiva de los hechos” que hace Ramos Padilla de la Ley de Inteligencia “proyecta el alcance de la misma a ciudadanos que la ley no pretende abarcar”. Es decir: la ley es solo para espías. Además, advirtió que, de quedar firme el fallo del juez de Dolores, “se impide cualquier recolección mínima de información y, en particular, hiere de muerte la posibilidad de recolección de información por parte del periodismo”.


    Después hizo una profunda comparación entre el trabajo de un juez y un periodista. Pettigiani afirmó que “la verificación circular que propone Ramos Padilla como dinámica judicial-periodística no se presenta en la causa” D’Alessio. Explicó que los criterios de validez de la verdad son distintos para la Justicia y el periodismo: “La circulación de información con pretensión de validez en el proceso penal solo se admite con el cumplimiento de determinadas formalidades (verbigracia la declaración testimonial)”. En cambio, en el ámbito periodístico “son otros los criterios de validez, siendo uno de ellos la confianza en la fuente”, resaltó.


    Por ejemplo, el periodista Eduardo Feinmann admitió su relación periodística con D’Alessio y precisó: “Yo a mis fuentes no les pregunto ¿de qué vivís? o ¿qué hacés? Yo no sé qué hacen después con su vida, si cometen delitos, si extorsionan, mataron a alguien o violaron”.


    En el sistema penal argentino, aclaró el fiscal, “no hay forma de que una noticia falsa o un testimonio falso produzca una condena penal, aunque ese testimonio sea reproducido por todos los medios”.


    Pettigiani llamó a respetar “la dinámica democrática que se produce cuando la información periodística contiene dosis de verdad que luego son recogidas por una investigación judicial que avanza en la construcción de una hipótesis de responsabilidad penal”.


    El fiscal finalizó con una advertencia: “El patrón de análisis de Ramos Padilla […] avanza decididamente sobre garantías constitucionales que este Ministerio Público está llamado a proteger”.


    La resolución de la Cámara Federal de Mar del Plata, apoyada en el dictamen de Pettigiani, comenzó a ser llamada el “fallo Santoro” por abogados y académicos.


    Así, el constitucionalista Antonio María Hernández, el decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, Manuel García Mansilla, y el abogado Mauricio de Nuñez destacaron que sentó una nueva doctrina en defensa del secreto profesional y la investigación periodísticos.


    En una conferencia, Hernández destacó que hasta antes del fallo de los jueces Jiménez y Tazza “había una profunda discordancia” entre la Carta Magna y las resoluciones de algunos jueces como, por ejemplo, Alejo Ramos Padilla.


    Dijo el profesor de la Universidad Nacional de Córdoba: “El fallo Santoro es un cambio rotundo en la jurisprudencia al interpretar correctamente el alcance del artículo 43 de la Constitución e incluso del 36 sobre el valor estratégico del periodismo de investigación en la lucha contra la corrupción”.


    El artículo 43 de la Constitución dice que “no podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”. Mientras que el artículo 36 señala que “atentará contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos”.


    Hernández destacó la “contradicción” de algunos jueces como Ramos Padilla que persiguen, por un lado, penalmente a periodistas de investigación como “Santoro, Lanata, Cabot, Majul o Young, mientras, por otro, facilitan la impunidad de los corruptos”.


    De Nuñez, que me defendió en Dolores, se quejó de la actitud “parcial” de Ramos Padilla en la causa D’Alessio. Además, lo acusó de crear “una causa monstruosa de 200 legajos que manejaba con señorío feudal”. “Ramos Padilla abusó de la figura del querellante aceptando veinte. Entre mis colegas se decía, con ironía, que cualquiera que iba a cargar nafta en Dolores era aceptado como querellante”, agregó De Nuñez.


    A su turno, García Mansilla hizo una comparación entre constituciones y jurisprudencias de la Argentina y Estados Unidos, destacando: “El fallo Santoro es un hito en la defensa de la libertad de prensa y del secreto periodístico y muestra que es inadmisible la persecución penal de periodistas por eventuales delitos cometidos por sus fuentes”.


    Por su parte, el presidente de Fopea Fernando Ruiz coincidió en que “el fallo Santoro sienta una barrera de protección para los periodistas de investigación”. Y aludió a la Conadep del periodismo: “Un sector de la política en combinación con algunos jueces desarrolló un mecanismo de destrucción de la reputación de los periodistas que lo investigan”. “En vez de responder con datos a las investigaciones, criminalizan el ejercicio de la profesión y crearon una red de medios, sin estándares profesionales, que amplifican sus denuncias”, agregó.


    Ruiz señaló que, como dice la Cámara de Mar del Plata, mis notas objetadas por Ramos Padilla “son neutras y cumplieron con estándares profesionales”. El objetivo, dijo Ruiz, es “dejar sin voz a periodistas como Santoro” en el debate público.


    En cambio, la reacción del kirchnerismo al fallo de la Cámara de Mar del Plata mostró todo su desconcierto.


    La abogada de Etchebest y militante K Natalia Salvo dijo: “Es parte de la Justicia delirante”. “Los camaristas dejaron de lado las pruebas y construyeron un relato”, agregó Salvo, una de las impulsoras del Operativo Puf.


    En un programa en vivo en C5N, Irina Hauser –una de las elegidas por Baratta para difundir la “opereta”– apoyó a Salvo. Y se quejó: “Parecería que, para la Cámara, un periodista no podría participar de una extorsión”.


    Salvo pidió unificar la causa llamada AMBA por el supuesto espionaje ilegal de la AFI de Macri que está en el Juzgado de Dolores con la causa de Lomas de Zamora que lleva adelante el juez Juan Pablo Auge. No fue un pedido menor.


    Durante el caso D’Alessio, Ramos Padilla tomó documentos encontrados en las bases AMBA de la AFI en el Gran Buenos Aires, donde trabajó el comisario Ricardo Bogoliuk, y armó otro expediente. En base a esos informes sobre actividades de organizaciones sociales y políticas, procesó a Arribas y Majdalani.


    ¿Por qué el pedido de unificación de causas de Salvo?


    Ramos Padilla fue nombrado nuevo juez federal de La Plata y dejó vacante el Juzgado de Dolores. Antes de irse, aceptó el consejo de Salvo y él también pidió la unificación de las causas. Los K temen que la causa D’Alessio en Dolores termine derrumbándose con un juez imparcial. En cambio, si se unifican, el caso AMBA podría seguir en Lomas de Zamora.


    Una de las últimas medidas que Ramos Padilla tomó en Dolores fue sacarles el carácter de querellantes al diputado ultra K Eduardo Valdés y al abogado Maximiliano Rusconi, dos de los impulsores del Operativo Puf. Argumentó, dos años más tarde, que no se probó que fueran víctimas de nada. Es decir, lo contrario de cuando les dio ese carácter.


    En realidad, parece que el caso D’Alessio, acotado por la Cámara Federal de Mar del Plata, ya no le interesaba más en términos políticos al kirchnerismo.


    Mientras los K abandonaban el barco de la causa armada en Dolores, otros magistrados retrasaban el caso por reducción a la servidumbre de ciudadanos bolivianos en el que resultó imputado Etchebest. La causa quedó frenada desde casi el mismo momento en que Etchebest denunció un intento de extorsión de D’Alessio ante el juez de Dolores, en febrero de 2019.


    Una fuente judicial se preguntó: “El retraso, ¿no será una devolución de favores a Etchebest?”.


    El juez federal de Mar del Plata Santiago Inchausti procesó en 2018 a Matías Etchebest y declaró la falta de mérito de su padre por el delito de trata de personas por reducción a la servidumbre. Matías Etchebest –quien grabó en forma clandestina la entrevista entre D’Alessio y el fiscal Stornelli– estuvo detenido en “el penal de Ezeiza entre el 30 de agosto y el 17 de septiembre de 2018”. Luego salió libre bajo fianza.


    El 28 de enero de 2019, su padre denunció a D’Alessio e involucró falsamente a Stornelli en el pedido de una coima en el marco del Operativo Puf. El juez Inchausti delegó la causa en el fiscal y titular de Justicia Legítima en Mar del Plata, Daniel Adler. Y el caso quedó allí prácticamente frenado.


    Etchebest fue una pieza clave utilizada por Cristina para armar el caso D’Alessio en Dolores y embestir contra la causa de los Cuadernos y Stornelli. Y su participación en el Operativo Puf quedó en evidencia con el fallo del tribunal marplatense que sacó a Stornelli de la imputación.


    Para que se entienda bien: el fallo de la Cámara Federal de Mar del Plata fue otro golpe contra el plan de impunidad de Cristina y su relato del lawfare. Y un freno para “el armado” de causas contra jueces, fiscales y periodistas que investigaron la corrupción.


    Después de más de veinte años de cubrir información judicial, vi muchos jueces que usaron su poder constitucional para salvar a políticos procesados en causas de corrupción.


    Sin embargo, es la primera vez que veo a un magistrado, como Ramos Padilla, usar ese poder para formular acusaciones falsas y perseguir a los que investigan la corrupción.
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    La caída de la dama de Alberto


    A principios de marzo de 2021, el presidente Alberto Fernández sufrió la caída de su dama en el ajedrez que juega con Cristina Kirchner dentro del Frente de Todos: la ministra de Justicia Marcela Losardo.


    Cayó pese a que unos días antes Alberto le había hecho dar una vuelta en el aire y Losardo, contra sus convicciones, salió a criticar en Twitter al fiscal Carlos Stornelli y a hacer suyo el relato del lawfare. En un tuit, lo acusó “de presionar [a imputados] con fines de persecución política” en causas por corrupción K.


    Primero, el jefe de Estado se plegó a las críticas de Cristina a la decisión de la Cámara Federal de Casación Penal de pasar las causas por presunto espionaje ilegal macrista desde los tribunales de Lomas de Zamora a Comodoro Py. En paralelo, CFK apeló en la Corte la decisión de Casación de remitir todas esas causas a los jueces federales de Retiro. Aunque se trataba de una apelación más política que jurídica: la Corte no suele aceptar este tipo de quejas por cuestiones de competencia de una causa.


    En un mensaje en Twitter, el jefe de Estado apuntó contra los jueces “que acuden en socorro de sus mandantes políticos o corporativos”. Aludió a los jueces de Casación Mariano Borinsky y Javier Carbajo. Y luego replicó una serie de inéditos mensajes de Losardo contra jueces y fiscales.


    Desde la campaña electoral, Alberto venía girando en sus posiciones, pero no Losardo. Por eso, ultracristinistas como Leopoldo Moreau la criticaban en público. Y Cristina tampoco ahorraba reproches contra ella en privado.


    Dijo Losardo en Twitter, en un intento por salvarse: “Ver que un fiscal procesado, que participó en delitos atribuidos a un irregular agente de inteligencia y que está sospechado de presionar con fines de persecución política, sea hoy el encargado de investigar el espionaje del gobierno al que sirvió, causa una profunda indignación”.


    Era una clara referencia a Stornelli. Sucede que una parte de las causas por supuesto espionaje ilegal macrista la investigan en Comodoro Py la jueza federal María Eugenia Capuchetti y Stornelli.


    Unos días después, el fiscal se excusó de participar en esos casos porque es querellante en la causa del Operativo Puf y algunos de los promotores de esta última, como Eduardo Valdés, son los impulsores de los expedientes que se abrieron en Lomas de Zamora.


    En realidad, Losardo se equivocó al hablar de la situación procesal de Stornelli en Dolores. La Cámara Federal de Mar del Plata anuló la mayoría de los procesamientos de Ramos Padilla contra Stornelli, como ya fue narrado. Incluso, se derrumbó la denuncia contra el fiscal por participar de un intento de extorsión a Pedro Etchebest.


    Pero Losardo siguió: “Hoy sabemos que hubo jueces que acordaban y preanunciaban sus fallos con el presidente de entonces, que jugaban al tenis con él, mientras perseguían a sus opositores con argucias legales y que siempre se han negado a hacer público su patrimonio”.


    No quedó claro el destinatario del dardo, pero los jueces de la Corte se negaron a subir a Internet sus declaraciones juradas de bienes.


    “El Presidente @alferdez se comprometió a poner fin a los sótanos de la democracia. Así, los servicios de inteligencia ya no operan en tribunales, propuso al Congreso Nacional una reformulación de la Justicia Federal y analiza las propuestas de reforma de un comité de juristas”, dijo. Se refería al proyecto de reforma judicial que aprobó el Senado y que Juntos por el Cambio bloquea en Diputados. Y en alusión a otra denuncia de Cristina afirmó: “La ‘mesa judicial’ [del macrismo] existió y dio los resultados que sus miembros buscaban”.


    Losardo remarcó que “todo ocurre con la anuencia de un conjunto de medios que tapan aquellas inconductas y justifican que el juzgamiento de las mismas quede en manos de los fiscales y jueces que se han asociado a los propósitos de aquel gobierno”. En este párrafo, la ministra asumió por completo la teoría del lawfare, que sostiene que los medios conspiraron, junto con jueces y la Embajada de Estados Unidos, contra Cristina.


    Además, Losardo también buscó responsabilizar a la oposición por esas supuestas irregularidades. “La soberbia con la que esos jueces y fiscales se mueven solo se explica por la protección política de la oposición y el discurso mediático que va en su auxilio para encubrirlos”, dijo la ministra.


    ¿Por qué cambió su posición de manera tan radical?


    Por miedo a seguir siendo erosionada, en términos políticos, por órdenes de Cristina.


    Unos días después, en el discurso del 1° de marzo, el presidente Alberto Fernández anunció la creación de una comisión bicameral que realice un “control cruzado” de la Justicia.


    Al día siguiente, los adláteres de Cristina, el senador Oscar Parrilli y la directora de Asuntos Jurídicos del Senado, Graciana Peñafort, festejaron el alineamiento del presidente y la idea de la comisión para que jueces y fiscales que investigaron a la vice concurran al Congreso. El cometido: armar un show de falsas acusaciones y llevar el relato del lawfare al Congreso.


    Pero allí la ministra Losardo aclaró que la comisión “no iba a poder sancionar o remover” magistrados y tiró por la borda todo el esfuerzo que había hecho vía Twitter para recomponer su relación con los K. Además, afirmó que era “inconstitucional” tomar ese tipo de medidas. Y explicó una cosa elemental: los jueces solo pueden ser sancionados o removidos por el Consejo de la Magistratura; los miembros de la Corte, por un juicio político del Congreso; y los fiscales, por un jury de la Procuración General de la Nación.


    Y así vació de contenido la flamante herramienta que los K imaginaban utilizar contra la Justicia.


    Losardo se equivocó grueso. No entendió que el presidente, el 1° de marzo, había entregado a Cristina la relación de su gobierno con la Justicia. Y que ya no había lugar para sutilezas sobre la forma de defender a la vicepresidenta.


    Su aclaración desató otro cortocircuito interno en el gobierno. La entonces ministra tampoco quería hacer el trabajo sucio contra la Corte y el procurador general interino que Cristina reclamaba en este nuevo avance de su batalla final. Y rifar su prestigio en el intento.


    Resumiendo: el viraje duró poco y días después Losardo pidió al presidente dejar sus funciones.


    Según Alberto Fernández, la ministra renunció por presiones externas. “Ya el colmo es que Stornelli diga que la llamó para solidarizarse y ella no lo conoce a Stornelli. No tiene ni el teléfono de Stornelli. Y de repente verse envuelta en semejantes cosas es algo que, para alguien que no viene de la política, es desgastante”, dijo el jefe de Estado.


    No se trató de una llamada de Stornelli, sino de un apoyo aún mayor. Veamos.


    En febrero de 2019, apenas lanzado el Operativo Puf, el ministro de la Corte Ricardo Lorenzetti y su esposa Mara Perren invitaron a una cena a Stornelli, a su pareja, Florencia Antonini Modet, y a Losardo y su esposo, Fernando Mitjans. También hubo allí otras dos parejas de la “familia judicial”; el lugar de la cita, un country del Gran Buenos Aires cuyo nombre, las fuentes, pidieron no identificar.


    Ante el escándalo del caso D’Alessio, Lorenzetti organizó la cena y no se fue a descansar a Rafaela, su ciudad, como hace la mayoría de los fines de semana.


    Aunque se trataba de una cena de carácter social, la invitación por sí sola era un respaldo a Stornelli, que estaba en medio del escándalo del caso D’Alessio. Lorenzetti solo había visto un par de veces al fiscal. Tienen una relación cordial, pero no son amigos.


    En la cena, Losardo apoyó al fiscal, a quien conoce desde hace muchos años. Y según un testigo de la cena, dijo que no estaba de acuerdo con la idea de que existieran “perseguidos políticos” del lawfare, como denunciaba Cristina Kirchner.


    La socia de Alberto en el estudio jurídico 1960 criticó los ataques de los medios K al fiscal de la causa de los Cuadernos y alentó a Stornelli a seguir investigando la corrupción. Claro: fue antes de que su socio fuera elegido candidato a presidente por Cristina.


    Apenas asumió como ministra de Justicia en diciembre de 2019, Losardo mantuvo esa actitud de moderación, pero los K comenzaron a criticarla. Cristina le impuso como segundo a su principal operador judicial y ex número dos de la AFI, Juan Martín Mena. Poco a poco fueron carcomiendo su espacio. Por ejemplo, no pudo nombrar al titular del Servicio Penitenciario Federal que quería, sino a la ex presidenta de Justicia Legítima, Laura Garrigós de Rébori.


    La renuncia de Losardo en marzo de 2021 le provocó otra crisis política al presidente Alberto Fernández. Le saltó tras terminar de hacer suyas, en forma pública, las posiciones radicalizadas de Cristina frente a la Justicia.


    Por unos días estuvo molesto con Losardo, que es una amiga de toda la vida –él fue padrino del casamiento de ella, y viceversa–: hace treinta años que comparten el estudio jurídico. Tras digerir la renuncia, anunció que Losardo iría como nueva embajadora ante la Unesco, organismo con sede en París. Días más tarde, dijo que sus candidatos eran el ex intendente de General Roca y diputado K Martín Soria, la abogada de la UBA e investigadora del Conicet Marisa Herrera y el asesor jurídico de Massa, Ramiro Gutiérrez.


    En el ínterin, cenó con Cristina Kirchner en la residencia de Olivos y dejó trascender que no se pusieron de acuerdo sobre el mejor aspirante para el cargo.


    Mientras seguía en la indefinición, continuó la danza de candidatos. Se nombraron, también, para el puesto al secretario general de la Presidencia, Julio Vitobello, al asesor Juan Manuel Olmos, a la senadora ultracristinista Anabel Fernández Sagasti y al ministro de Justicia bonaerense Julio Alak.


    Las opciones que tenía eran “muñecos inflables o talibanes”, graficó una fuente judicial. Es decir, poner a un muñeco inflable con cierto prestigio al frente de un ministerio que, en los hechos, dirige el viceministro Mena, operador judicial de Cristina por excelencia.


    Siete largos días después de que Losardo se plantara, el presidente anunció al reemplazante. Se trató de Martín Soria, hijo del ex titular de la SIDE y ex gobernador de Río Negro, Carlos Soria, asesinado de un balazo por su esposa Susana Freydoz en la dramática noche del 1° de enero de 2012. Freydoz fue condenada a dieciocho años de prisión. Actualmente, y por cuestiones de salud, cumple arresto domiciliario con tobillera electrónica.


    El presidente trató de defender su tardía decisión. Dijo que Soria hijo no era kirchnerista. “Hasta donde yo recuerdo, Soria estaba enfrentado a los Kirchner. Lo que buscan los críticos es que Cristina y yo nos peleemos”, aseguró Fernández. Sin embargo, Soria hijo adoptó en 2020 y en forma rápida el catecismo del lawfare de Cristina. Su discurso está lleno de expresiones como “lawfare al palo”, “Comodoro Pro” y se la pasa en Twitter atacando a jueces y periodistas. Y en sintonía con Cristina, presentó denuncias contra el presidente de la Cámara Federal de Casación Penal, Roberto Hornos, otro de los jueces que la vicepresidenta quiere echar.


    En otras palabras, Soria está dispuesto a hacer el trabajo sucio de presentar pedidos de juicio político o denuncias penales contra los jueces y fiscales que resisten la batalla final de Cristina, algo que Losardo no quería hacer.


    En Comodoro Py desconcertó la actitud agresiva de Soria contra la Justicia. En los noventa fue secretario letrado del ex juez federal Juan José Galeano, quien hizo la primera investigación por el atentado a la AMIA. “Era un pibe trabajador, inteligente y respetuoso de jueces y fiscales”, recuerda un funcionario que lo trató entonces.


    Durante la Semana Santa de 2021, Alberto Fernández tomó distancia de los operadores judiciales de Cristina Kirchner y dio una señal –aislada, pero señal al fin– para su flamante ministro de Justicia.


    Casi los mismos abogados, funcionarios y periodistas que participaron del Operativo Puf, ahora cargaron contra los jueces de la Cámara de Casación Gustavo Hornos y Mariano Borinsky. Lo hicieron con el argumento de las visitas de esos magistrados al ex presidente Mauricio Macri. Y se basaron en una denuncia penal contra la “mesa judicial macrista” de Martín Soria, formulada pocas semanas antes de asumir en el Ministerio de Justicia.


    Borinsky se reunió con Macri quinces veces en la residencia de Olivos, entre abril de 2016 y septiembre de 2019; Hornos, en seis oportunidades. Así está asentado en el registro de visitas pedido, a través de una solicitud de acceso a la información pública, por la ONG Poder Ciudadano al gobierno.


    El viceministro de Justicia Juan Martín Mena denunció que las visitas constituyeron delitos, que van desde “prevaricato hasta asociación ilícita”.


    Pero en medio de la ofensiva, Alberto Fernández aclaró a una radio K: “No hay delito en que un juez hable con un presidente”. Aunque advirtió: “Sí hay delito si el presidente le da órdenes” al magistrado.


    Parece una verdad de Perogrullo, pero es un tema de fondo.


    Sin embargo, Alberto mencionó el caso del “juez Hornos yendo a la Casa de Gobierno a anunciar las medidas que iba a tomar, que luego fueron tapa de los diarios. Esto es gravísimo”.


    No hay una sola prueba de que Hornos fuera a “anunciar” medidas judiciales a Macri. El juez de Casación explicó que es amigo del ex mandatario desde antes de que asumiera la presidencia de la nación en 2015. Todas sus visitas están registradas en forma oficial.


    Así, Fernández puso el debate abierto por la “Operación Olivos” –como la bautizó la prensa K– en su justo término. Y dejó herida de muerte a la nueva jugada.


    Ahora, los operadores judiciales de Cristina deberán demostrar que durante esas visitas se conspiró y se decidió impulsar causas contra ex funcionarios K. No basta con el solo registro de una entrada a la residencia de Olivos o a la Casa de Gobierno para probar un eventual delito.


    Otro es el debate acerca de si los jueces incurrieron en una falta ética, por aquello de que la mujer del César no solo debe serlo, sino también parecerlo.


    Esta nueva ofensiva K se desató la misma semana en que Borinsky votó el pase de la causa por el supuesto espionaje ilegal macrista desde los Tribunales de Lomas de Zamora a Comodoro Py. Además, coincidió también con el momento en que Casación debía fallar sobre los pedidos de nulidad de Cristina en la causa Dólar Futuro y revisar la condena a Lázaro Báez a doce años de prisión en el caso de La Ruta del Dinero K.


    En la lista de temas a resolver por Casación también figuran la causa por el desvío de fondos del plan Sueños Compartidos de las Madres de Plaza de Mayo y la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    Un alto magistrado de los Tribunales de Retiro se preguntó si estas denuncias “no constituyen una extorsión y presión para crear miedo” en momentos en que los jueces deben fallar.


    Mientras se desplegaba esta nueva jugada, el diputado de Juntos por el Cambio Waldo Wolff –punzante como siempre– dijo: “Se escandalizan por visitas de jueces registradas en forma oficial”. En cambio, no se escandalizan, subrayó, “por 24 llamadas de Slokar” en octubre de 2014 al ex director de Reunión de la SIDE Fernando Pocino, ex hombre de confianza de Cristina en el mundo del espionaje. Conversaciones, precisó, hechas a través de un teléfono de carácter reservado a nombre de la mujer de Pocino. Alejandro Slokar es otro juez de casación, ex funcionario K, miembro de Justicia Legítima e impulsor del intento de sacarle a Hornos la presidencia del tribunal.


    Desde Página/12, El Destape, C5N y radios K, los diputados Leopoldo Moreau y Rodolfo Tailhade y los abogados Graciana Peñafort y Maximiliano Rusconi, entre otros, empezaron a pedir la recusación de Borinsky y Hornos y la nulidades de causas.


    Borinsky fue a la residencia de Olivos convocado por el proyecto de reforma del Código Penal. De esas primeras reuniones salió la idea de crear una comisión de notables para estudiar los cambios. Este proyecto de reforma se escribió y finalmente Macri lo envió al Congreso.


    En un par de visitas, el juez fue en short, remera y zapatillas para jugar al paddle con el entonces presidente. Fuentes que conocen al juez dijeron que la práctica de ese deporte o del tenis es “su forma de relacionarse”. “¿En qué reglamento o protocolo dice que un juez debe visitar a un presidente en traje y corbata?”, se preguntaron las fuentes.


    Las acusaciones también se basan en un mensaje de Whatsapp del secretario de Macri, Darío Nieto, que dice: “Hablar sobre denuncia”. Borinsky no conoce al secretario que los K quisieron procesar, sin éxito, en la causa por supuesto espionaje ilegal macrista. Y Nieto jamás pisó Comodoro Py.


    En su empeño por intentar probar su teoría del lawfare, los K publicaron también las listas de visitas de periodistas que se entrevistaron con Macri en Olivos. Figuran Joaquín Morales Solá, los editores de Clarín Ricardo Kirschbaum y Ricardo Roa, Luis Majul, Jorge Lanata, Nicolás Wiñazki y Marcelo Longobardi, entre otros. Estas publicaciones con un contexto de falsos tratos oscuros y siniestros se constituyeron en una nueva forma de escrache contra periodistas.


    A partir de ahora, tener un off con un funcionario implicará quedar expuesto a que las fuentes sean conocidas por todos. Y así, por efecto del miedo, llegará menos información a las audiencias.


    Durante la presidencia de Néstor Kirchner, el mismo Alberto Fernández organizó decenas de entrevistas off the record con periodistas, inclusive con este autor, en la Casa Rosada. Casi siempre lo hacía con el mismo truco: el periodista entraba a la oficina de Alberto y de golpe aparecía Néstor.


    Ahora, veamos la otra película, de la que habló la senadora de Juntos por el Cambio Laura Machado, que relataría parte del trabajo sucio que Losardo no quiso hacer: Cómo poner a los fiscales de rodillas.


    En 2020 el kirchnerismo lanzó varias jugadas en el Congreso para intentar desplazar al procurador general de la nación interino, Eduardo Casal.


    El procurador es un fiscal poderoso. No solo porque es el jefe de todos los fiscales federales, sino porque además dictamina ante la Corte, donde se definirá la mayoría de las causas contra Cristina.


    Casal, un funcionario de carrera, se encuentra en ese cargo de manera provisoria desde diciembre de 2017, tras el alejamiento de Alejandra Gils Carbó, que fue procesada por una compra irregular de un inmueble para la Procuración. Casal ocupa el cargo hasta que el Senado elija un nuevo titular.


    Y Cristina lo odia porque una comisión de la Procuración bajo su control rechazó iniciarle un juicio político al fiscal Stornelli por el caso D’Alessio. Sin embargo, la vicepresidenta no reclamó juicios políticos por otros fiscales que están procesados. Por ejemplo, el caso del ex titular de la Procelac y miembro de Justicia Legítima Carlos Gonella, acusado por cuestiones graves.


    Como primera medida contra Casal, Cristina hizo que la Comisión Bicameral Permanente de Seguimiento y Control del Ministerio Público convocara a una audiencia a organizaciones civiles. Un verdadero cachivache: la mayoría, estaban vinculadas a Eduardo Valdés. Como era de prever, las entidades solicitaron que se le inicie juicio político a Casal.


    ¿Cómo es el plan de Cristina para la Procuración?


    Si logran echar a Casal, “tratarán de poner al tercero en la línea de sucesión de la Procuración, Víctor Abramovich”, señaló Elisa Carrió a este autor. Se trata de un abogado experto en derechos humanos que cuenta con el apoyo de Horacio Verbitsky. Ahora bien, en el medio está la procuradora Laura Monti, que también debería renunciar para que asuma el tercero en la línea sucesoria.


    Así, el presidente de la citada comisión, el senador K Martín Doñate, impulsó un juicio político contra Casal por incumplimiento de sus deberes de funcionario público y abuso de poder. Se basó en dos pedidos. Uno de la Comisión Provincial de la Memoria –la misma del caso D’Alessio– que acusó a Casal por crear la secretaría de Análisis Integral del Terrorismo Internacional. Dijo que iba a servir para “criminalizar” las protestas de los mapuches. Y otro, por “perseguir” a la fiscal Gabriela Boquín.


    Como los K no lograron los dos tercios de los votos del Senado para aprobar el juicio político a Casal, cambiaron de táctica sobre la marcha. El plan B de Cristina Kirchner y su ejército de abogados y espías apuntó a intentar realizarle un jury a Casal como si fuera un fiscal común. Y eludir así la votación del Senado.


    Pero Casal fue nombrado por el Ministerio de Justicia de Menem como procurador penal ante la Corte antes de la reforma de la Constitución de 1994. Por lo tanto, no requirió acuerdo del Senado, explicaron voceros del propio Casal a este autor.


    De todos modos, los K intentaron controlar ese jury para fiscales comunes, que está integrado por siete vocales: hicieron renunciar a un miembro del jury y nombraron a dos incondicionales, entre ellos, al ex diputado K Héctor Recalde.


    La Asociación de Fiscales de la Nación, que preside Carlos Rívolo, denunció que esos cambios en el jury “violan la Constitución” y buscan controlar a los fiscales.


    Pero la jugada en el jury también quedó bloqueada. No llegaron a tener la mayoría necesaria para enjuiciar a Casal. Y Losardo no participó de ninguna de estas movidas.


    En octubre de 2020, Carrió pateó el tablero de la pulseada por el reemplazo de Casal. Se pronunció a favor de la designación del candidato del presidente Fernández a la Procuración: el juez Daniel Rafecas. Sorpresivamente, Carrió pidió al resto de los dirigentes de Juntos por el Cambio darle los dos tercios de los votos en el Senado a su candidatura. Lo hizo, en realidad, para intentar bloquear la posibilidad de que la vicepresidenta nombrara a alguno de sus candidatos ocultos. Carrió resumió: “Le hice jaque a Cristina”.


    En el Senado, el kirchnerismo no trató, durante todo 2020, el pliego de Rafecas. Lo frenó Cristina. ¿Por qué?


    Primera razón: Cristina no le perdona a Rafecas que en 2013 haya ordenado el allanamiento del departamento de Boudou en Puerto Madero en la causa Ciccone. Fue el principio del fin de Boudou.


    Segunda razón: porque buscaría impulsar, en lugar de Rafecas como candidato del oficialismo, a Parrilli, a Maximiliano Rusconi o incluso a Graciana Peñafort.


    Como parte de su jugada, Carrió habló con Rafecas para que no se bajara de la candidatura. La líder de la Coalición Cívica le recordó a Rafecas la maniobra de la ex presidenta con el ex titular de la Sindicatura General de la Nación (Sigen) Daniel Reposo. Se trata del famoso candidato de los “errores de tipeo” en el currículum, con los que inventó antecedentes que no tenía. La jugada se cerró con la designación de una candidata oculta: Alejandra Gils Carbó, la fundadora de Justicia Legítima.


    Las dudas sobre los “tapados” de Cristina comenzaron a fines de octubre de 2020, cuando la senadora Machado le preguntó a Parrilli si iba a ser el nuevo jefe de los fiscales. El ex titular de la AFI solo contestó con una sonrisa sarcástica.


    Carrió consideró que Cristina “no va a desairar” al presidente Alberto Fernández pidiéndole que retire la candidatura de Rafecas. Sin embargo, le confió a este autor que cree que Cristina está “muy apurada” por echar a Casal. Tiene “temor”, dijo, por la posibilidad de que la situación económica y social de 2021 termine carcomiendo su poder y las elecciones parlamentarias no sean propicias para el oficialismo.


    Carrió también habló con la titular del PRO, Patricia Bullrich, sobre la “teoría del mal menor” sobre Rafecas. Bullrich admitió que “Rafecas no es el peor de todos, pero tiene manchas”. Pronto, Carrió sumó el apoyo del jefe de Gobierno porteño Horacio Rodríguez Larreta y de la ex gobernadora bonaerense María Eugenia Vidal.


    En noviembre de 2020, mientras seguía congelada la candidatura de Rafecas, Cristina lanzó una tercera carga contra Casal, encabezada por Parrilli y Fernández Sagasti, que empezó cuando la mayoría K del Senado rechazó los pedidos de la oposición para retirar sus proyectos de reforma de la Ley del Ministerio Público. No querían ser usados en las jugadas K contra Casal.


    Otra vez hubo escándalo.


    Entonces, la salida vino de la mano de un aliado. El senador rionegrino Alberto Weretilneck presentó un proyecto que propone recortar a cinco años el mandato del procurador, en lugar de tener como único límite la edad de jubilación. El ex gobernador de Río Negro tiene un monobloque propio, pero es socio del Frente de Todos.


    La iniciativa también establece que, para la designación del nuevo jefe de fiscales, no sea necesario contar con los dos tercios del Senado, sino solo con mayoría absoluta. En cambio, la remoción sí debía ser por los dos tercios. Es decir, será más fácil nombrarlo y más difícil echarlo.


    En la sesión, Machado advirtió otros de los cambios preocupantes en la Ley del Ministerio Público Fiscal. Por la actual ley, los fiscales son un cuarto poder de la República, independientes del Poder Ejecutivo. Pero el nuevo jury de fiscales comunes que proponen los K podrá disponer la suspensión provisoria por 180 días de un denunciado “por mayoría simple”.


    La senadora Machado destacó: “Esto es un mensaje para Stornelli. Hace rato que quieren bajar la causa de los Cuadernos, que es la que más preocupa a la ex presidenta”.


    Así, por 42 votos a 27, el Senado dio media sanción al proyecto de Weretilneck. Y pasó el proyecto a la Cámara de Diputados.


    Otra vez Parrilli y la senadora Fernández Sagasti cumplieron con un mandato de Cristina. Losardo tampoco apoyó ese proyecto contra los fiscales.


    Carrió siempre reconoció que el “cerebro” jurídico detrás de Cristina es el ex secretario legal y técnico de la Presidencia y actual procurador del Tesoro, Carlos Zannini.


    Pero ahora admitió que su principal operadora en el Senado es Sagasti.


    ¿Quién es esta nueva “soldado” de Cristina que tiene que renovar su banca por Mendoza en las elecciones parlamentarias de octubre?


    La referente de Juntos por el Cambio recordó que en 2015, Sagasti como diputada y Cristina como presidenta, hostigaron al juez de la Corte Carlos Fayt. En aquel momento, Sagasti presidía la Comisión de Juicio Político. Carrió recuerda: “Sagasti incluso impulsó un expediente para hacerle un examen médico por demencia a Fayt. Lo hacía para poder desplazarlo de su cargo en la Corte diciendo que tenía demencia senil y para que Cristina contara así con una nueva vacante en el Tribunal”. Todo, con el apoyo mediático de Verbitsky.


    Luego, Sagasti “armó una subcomisión investigadora, que la oposición se negó a integrar”. La hizo funcionar, contó, “con audiencias secretas, citando incluso a médicos neurólogos”. Pero no lograron sus objetivos por “la firmeza de Fayt y porque no tenían los votos necesarios en el Senado”, recordó Carrió.


    Fayt recién renunció el 11 de diciembre de 2015 para evitar que Cristina propusiera su reemplazante y dejarle la decisión a Macri.


    “El modus operandi actual contra Casal es muy similar al de Fayt, pero ahora han llegado más lejos”, concluye Carrió.


    La filmoteca de Cristina y Alberto, además de las películas nombradas y la precuela El pacto Cristina-Alberto, tuvo varios documentales complementarios. La vicepresidenta, durante el primer año de la pandemia, implementó más de diez jugadas sobre la Justicia con la intención de mejorar su situación procesal. Losardo no avaló la mayoría de estas medidas.


    Una ofensiva sin parangón en la historia judicial argentina.


    Las más importantes fueron, además de los casos de Bruglia y Bertuzzi, y Casal:



    • La apertura de un debate en torno a los “presos políticos” que habrían sufrido “prisiones preventivas arbitrarias”. Así, todos los ex funcionarios K con prisión preventiva en causas por robo al Estado quedaron afuera de la cárcel.


    • La instalación de la teoría del lawfare en el debate público.


    • La sanción de una polémica ley jubilatoria para los jueces.


    • La intimación de la Anses, manejada por la camporista Fernanda Raverta, a 222 jueces y fiscales para que se jubilen porque habían iniciado el trámite luego de cumplir 60 años.


    • El pedido a la Corte para que avale las sesiones virtuales del Senado.


    • El retiro de la Oficina Anticorrupción, dirigida por el fiscal K Félix Crous, como querellante del juicio por Hotesur y Los Sauces contra los Kirchner.


    • El reclamo de nulidad de Carlos Zannini, procurador general del Tesoro, del juicio oral por el encubrimiento de Irán, en la causa AMIA.


    • El pedido de juicio político del senador y ex titular de la AFI Oscar Parrilli contra el fiscal Stornelli en la causa de los Cuadernos.


    • El pedido de juicio político del diputado ultra K y ex director de Contrainteligencia de la AFI Rodolfo Tailhade contra el camarista Irurzun.


    • El voto de la mayoría K del Senado para quitarle la oficina de escuchas a la Corte.


    • El retiro por parte del presidente Fernández de 150 pliegos de candidatos a jueces y fiscales del Senado que no son del gusto de Cristina.


    • El pedido de declaración de inconstitucionalidad para la confesión de más de 30 arrepentidos en la causa de los Cuadernos que la Cámara de Casación terminó rechazando.


    • La aceptación del gobierno de la propuesta de la Comisión Beraldi para crear un Tribunal de Sentencias Arbitrarias que le quite poder a la Corte.



    Analicemos las medidas más importantes de los “documentales” de esta filmoteca.


    Una de las principales herramientas de la batalla final fue el cambio del régimen que reduce los haberes de los jueces que se jubilarán en el futuro.


    Cristina esperaba renuncias en masa en los Tribunales de Retiro.


    En Comodoro Py funcionan doce juzgados federales, una cámara federal, una de casación penal y los tribunales orales. Juzgan a Cristina y a otros 100 ex funcionarios K por supuesta corrupción, entre otros casos. Pero la mayoría de las renuncias para acogerse al sistema de jubilación viejo se dieron en el fuero penal ordinario, que, entre otros, se ocupa de casos de homicidios y robos. También hubo muchas dimisiones en el fuero de la seguridad social.


    Otra manifestación de la ofensiva se vio en la orden de Alberto de retirar los pliegos de 150 candidatos a jueces y fiscales que envió Mauricio Macri al Senado. Ese número de pliegos pendientes habla por sí solo de la ineficacia del macrismo para negociar, en el término legítimo de la palabra, votos en el Senado a favor de esos candidatos.


    En cambio, Alberto en un año ya hizo nombrar a medio centenar de magistrados. Y para complacer a su enemiga íntima puso a Alejo Ramos Padilla en el Juzgado Federal y Electoral de La Plata.


    Otro hito de la batalla: entre bombos y platillos, el presidente Fernández envió al Senado en julio de 2020 un proyecto de ley de reforma judicial. Su objetivo: diluir el poder de los 12 jueces federales de los tribunales de Comodoro Py. Los ejes centrales se basaban en un proyecto que el ex ministro de Justicia y actual secretario de Asuntos Estratégicos, Gustavo Béliz, propuso en 2003 a Néstor Kirchner. En aquel entonces, Béliz se quejó ante Kirchner porque el director de Contrainteligencia, Antonio Stiuso, interfería en su relación con la Justicia.


    Néstor lo tomó del hombro, lo palmeó y le dijo: “Pibe, no te preocupes que yo lo soluciono”.


    Sorpresivamente, Béliz terminó renunciando y autoexiliado en Washington. En cambio, Stiuso siguió siendo el hombre fuerte de la SIDE K durante doce años ininterrumpidos.


    Le quitaron el apoyo recién en el crimen del fiscal Alberto Nisman en enero de 2015, cuando fue echado y pasó a ser el enemigo número uno de Cristina.


    El nuevo proyecto de reforma judicial incluye estas medidas:



    • Se unificarán los fueros Federal y Penal Económico –este último trata casos de contrabando y evasión fiscal– bajo la denominación de Fuero Penal Federal.


    • El nuevo Fuero Penal Federal quedará integrado con los tribunales orales, las cámaras de apelaciones y los juzgados ya existentes en los fueros que se unifican.


    • Se crearán 23 nuevos juzgados en lo penal federal con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    • Así se pasará a una estructura con 46 jueces de instrucción del nuevo fuero.


    • Se crearán 23 fiscalías que actuarán ante los juzgados en lo Penal Federal y 6 que lo harán ante los tribunales orales de este nuevo fuero.


    • Dentro del plazo máximo de dos años de entrada en vigencia de la ley, deberá implementarse el nuevo Código Procesal. Esto es importantísimo porque implica que los jueces delegarán las investigaciones en los fiscales.



    En general, no había objeciones desde la oposición para nombrar más jueces que investigaran futuras causas por corrupción. Entre otras razones porque las causas viejas –que interesan a Cristina– quedarán en los actuales tribunales de Comodoro Py. Pero en el Senado se introdujeron cambios al proyecto de Alberto por negociaciones con gobernadores peronistas. Modificaciones referidas sobre todo a la creación de más tribunales federales en las provincias.


    O sea: la película Festival de cargos judiciales de la que habló la senadora Machado.


    En medio del debate en la comisión del Senado, la senadora de Juntos por el Cambio de Jujuy, Silvia Giacoppo, denunció sin tapujos cómo se introdujeron las modificaciones al proyecto del gobierno: “En el Senado hubo un mercado persa de negociación de votos por cargos judiciales”.


    Varios gobernadores ordenaron a sus senadores negociar su voto a cambio de la creación de nuevos tribunales. Un cóctel familiar: poder político, clientelismo y presupuesto.


    Al proyecto original del gobierno se adosó la creación de cámaras de apelaciones o tribunales orales en Catamarca, Salta y Jujuy, San Juan, Santiago del Estero, Rosario, Santa Fe, Formosa, San Luis, Chaco, Mar del Plata y Corrientes.


    Por dichos cambios, Béliz se terminó despegando de la iniciativa.


    Algunos tribunales de apelaciones eran necesarios, como por ejemplo los de Rosario y Santa Fe, por el fenómeno del aumento del narcotráfico. Pero, una Cámara Federal para Formosa “no se justifica” por la escasa cantidad de juicios.


    Formosa es la provincia que el peronista Gildo Insfrán gobierna con mano de hierro desde 1995. Su autoritarismo se vio confirmado con las denuncias por violaciones a los derechos humanos en los centros de aislamiento obligatorio por el Covid-19. Insfrán ya maneja la Justicia local y tiene influencia sobre dos jueces federales de Formosa.


    La senadora Machado preguntó: “¿Se imaginan qué pasará con las denuncias contra Insfrán si la Cámara Federal de Apelaciones, en vez de estar en Resistencia, como ahora, estuviera en el futuro en Formosa capital?”. La respuesta: “Impunidad total”.


    Es cierto que los cargos de jueces, fiscales y defensores deberán ser concursados en el Consejo de la Magistratura o en el Ministerio Público Fiscal. Pero los cientos de vacantes de secretarios, oficiales, auxiliares y maestranzas “buscarán que sean para familiares y amigos de gobernadores y senadores”, dijo a este autor el diputado del PRO y consejero de la Magistratura, Pablo Tonelli. Además, señaló Tonelli, concursarán todos esos cargos sin tener el “crédito presupuestario asignado” para el puesto. El aumento de cargos que propone el proyecto no tuvo, hasta hoy, una debida asignación de fondos de financiación en el presupuesto nacional.


    “El oficialismo primero hablaba de 1936 millones más de presupuesto para la Justicia y después de 3600 millones. Pero nadie dio la cifra real”, dijo la senadora Giacoppo a este autor.


    El proyecto permite al gobierno nombrar una cifra de jueces, fiscales y defensores oficiales sin antecedentes en la democracia argentina: 600. Una Justicia completa encima de la que ya existe.


    Para Machado, serán tantas designaciones de jueces como las que hizo Fujimori en Perú o Chávez en Venezuela, quienes terminaron por controlar la Justicia de sus países. E imponiendo, en definitiva, gobiernos autoritarios.


    La gran diferencia entre la Argentina de Cristina y la Venezuela de Chávez es que, hasta ahora, en nuestro país no se logró quebrar a la Justicia ni al periodismo independiente.


    El otro gran problema del dictamen es cómo nombrar los jueces subrogantes o suplentes durante la transición. Para los 23 nuevos juzgados federales porteños, el proyecto del gobierno estipula que los jueces subrogantes serán propuestos por la Cámara Nacional de Casación Penal. En este tribunal, el kirchnerismo tiene jueces afines, y el proyecto soslaya a la Cámara Federal de Casación Penal, que los K todavía no pudieron colonizar. Quedó afuera pese a que es el segundo tribunal más importante del país después de la Corte.


    Casación nacional tiene jurisdicción sobre los delitos comunes, mientras que Casación federal decide sobre las causas por corrupción.


    En agosto de 2020, mientras oficialismo y oposición peleaban por el proyecto de Alberto, Cristina se refirió vía Twitter por primera vez al proyecto. Y sorprendió a todos.


    Escribió: “La verdadera reforma judicial no es la que vamos a debatir en el Senado”.


    Esta posición descolocó al gobierno de Alberto, a la oposición y a los jueces. Y dejó en claro que a Cristina le interesa influir más sobre los actuales jueces y fiscales, aquellos que ya tienen causas abiertas en su contra.


    Siempre a través de Twitter, la ex mandataria afirmó que la iniciativa impulsada por el gobierno está titulada “erróneamente como reforma judicial”. Y remarcó con soberbia que en “los últimos veinte años solamente ha habido dos reformas judiciales”.


    “La primera fue la que envié al Congreso siendo presidenta en 2013 y que, votada por el Parlamento, fue dejada sin efecto por el propio Poder Judicial”, dijo. Aludió al proyecto de democratización de la Justicia que buscó cambiar la composición del Consejo de la Magistratura mediante el voto popular. Pero que la Corte, presidida por Lorenzetti, declaró inconstitucional.


    La Constitución dispone que los vocales de la Magistratura sean elegidos por los legisladores, los jueces, los abogados y los académicos, más un representante del gobierno.


    “La segunda fue una reforma realizada de facto, sin ley y contra la Constitución. La realizó Macri a partir del año 2015, cuando asumió la presidencia”, afirmó Cristina. Que no se detuvo allí: “Esa reforma de facto operativizada únicamente sobre la justicia Federal Penal de la Capital Federal, más concretamente sobre los tribunales de Comodoro Py, y con el oscuro objetivo de perseguir y encarcelar opositores políticos y empresarios”.


    “A algunos de estos últimos, para despojarlos de sus empresas, y a otros, para saldar cuestiones comerciales o hasta personales”, dijo, volviendo así sobre la teoría del lawfare vía la condena de su ex vicepresidente Amado Boudou en el caso Ciccone. Fue, además, una primera referencia implícita a los dueños del Grupo Indalo, Cristóbal López y Fabián De Sousa.


    La vicepresidenta insistió en que en el gobierno anterior se “creó una mesa judicial en la órbita del Poder Ejecutivo” para impulsar causas en su contra. Sin embargo, la mayoría de las causas judiciales abiertas a Cristina, excepto la de los Cuadernos de las Coimas, fueron iniciadas durante su última presidencia.


    ¿Hubo lawfare en su propio gobierno?


    También señaló que Macri “comenzó a trasladar jueces a juzgados y tribunales para los cuales no habían sido designados”. Se refirió así, otra vez, a Bruglia y Bertuzzi.


    Por último, aseguró que se “convirtió a la AFI en el órgano directriz de la cuestión judicial a través del manejo de los agentes orgánicos e inorgánicos en la creación de causas, espionaje y seguimiento de opositores”. En este párrafo aludió a la causa del supuesto espionaje ilegal macrista que investiga el juez federal de Lomas de Zamora Juan Pablo Auge, además de a la causa D’Alessio.


    La carta descolocó al gobierno de Alberto y mostró en público las fisuras entre los principales aliados del Frente de Todos a apenas un año de gobierno.


    * * *


    Es el momento de hacer un primer balance de la marcha de la batalla final de Cristina.


    Durante 2020, la vicepresidenta solo consiguió pequeños avances en su plan.


    Como dijo una alta fuente judicial, Cristina y su equipo de abogados, funcionarios y legisladores lograron “retrasar juicios orales”. También consiguieron crear temor entre jueces, fiscales y periodistas. Pero no pudieron avanzar sobre la Corte ni anular las causas en que se la investiga.


    En Tribunales también se destacó que, después del fallo de la Corte, “Bruglia y Bertuzzi siguen aún en sus puestos”.


    Por otro lado, la reforma judicial que logró la media sanción del Senado en diciembre de 2020 seguía sin avanzar en Diputados. En este contexto de confrontación, Juntos por el Cambio se negó a dar quórum para tratarla.


    En el medio judicial se preguntan si este retraso en la estrategia fue la causa de la molestia de Cristina con el presidente. Dos altísimas fuentes estiman que sí.


    Y Moreau, uno de los operadores de Cristina, le puso palabras a ese enojo, dirigiéndolo contra la entonces ministra Marcela Losardo: “Lo extraño es que la ministra de Justicia haya aparecido solamente en el Congreso para la postulación de Rafecas. Hace seis meses estamos debatiendo cuestiones judiciales, como el caso Stornelli, la situación del procurador Casal y la reforma de la Justicia, nada más y nada menos”.


    Luego de esta última pulseada con Alberto, Cristina se tomó un mes de vacaciones en enero, en El Calafate. A principios de febrero de 2021 regresó a Buenos Aires.


    Obsesiva, la primera medida que tomó fue ordenar a sus operadores en el Consejo de la Magistratura acelerar el concurso para reemplazar a Bruglia y Bertuzzi.


    Quería terminar la última escena de la película Cómo sacó a Bruglia y Bertuzzi de los pelos.


    El diputado Tonelli advirtió a este autor que, “si Cristina finalmente logra reemplazarlos, será un gesto disciplinador”. Tonelli cree que lo será incluso si no se logra el objetivo en los términos planteados originalmente. Porque no se trata solo de una venganza contra Bruglia y Bertuzzi: además, CFK busca poner jueces adictos en su lugar y controlar la estratégica Cámara Federal porteña.


    A principios de febrero de 2021, Alberto Fernández publicó el decreto para que Eduardo Farah volviera desde un tribunal oral a esa cámara. Farah, quien tiene una vieja relación con el operador judicial peronista Javier Fernández, había renunciado en 2018, después de decretar la polémica excarcelación de Cristóbal López en la causa Oil Combustibles.


    En forma paralela, el Consejo de la Magistratura incluyó al abogado de Cristina, Roberto Boico, en una terna para otro cargo en ese tribunal. El presidente lo eligió y envió su pliego al Senado, donde seguro le darán el aval necesario.


    ¿Cómo quedará este tribunal estratégico?


    La Cámara Federal porteña tiene dos salas integradas por tres jueces cada una. Además de Bruglia y Bertuzzi, siguen en sus cargos Martín Irurzun y Mariano Llorens. Hasta ahora son una mayoría de cuatro jueces independientes, más Farah y Boico.


    Ahora bien, si Cristina logra el desplazamiento de Bruglia y Bertuzzi, tratará de poner otros dos jueces propios y pasará así a tener mayoría.


    El primer concurso que se llamó fue el de los cargos de Bruglia y Bertuzzi, para principios de 2021, “con la idea de terminarlo antes de fin de año”.


    Tonelli quería que, en forma simultánea, se llamara a concurso para los juzgados de otros 36 jueces que fueron trasladados desde 1983 hasta la fecha, como ordenó la Corte. Pero los alfiles y aliados de Cristina pisaron el acelerador solo en el caso de esos dos jueces.


    Bertuzzi se presentó al concurso junto con otros 55 candidatos, pero Bruglia “prefirió acogerse a la jubilación”. De todos modos, ambos pidieron una medida cautelar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos por el fallo del máximo tribunal argentino.


    La pulseada va a ser larga, porque después de los exámenes la Magistratura debe evaluar antecedentes de los candidatos e impugnaciones, y en caso de que las haya, se sorteará una subcomisión para que emita un dictamen. Después se deberá armar una terna con los candidatos que tengan más puntaje. Y, finalmente, la terna se votará en el pleno del Consejo de la Magistratura.


    “Cristina es incansable y peligrosa para la instituciones”, destacó Tonelli al analizar la reactivación de estas medidas de su ofensiva.


    La batalla final ya afectó la imagen de la Argentina en el Índice Mundial de Percepción de la Corrupción de 2020. Nuestro país retrocedió doce puestos en ese ranking respecto de 2019. Los ataques a la Justicia influyeron en esa encuesta que responden empresarios, académicos y funcionarios de organismos internacionales.


    Cuando a un diputado kirchnerista le preguntaron si no sentía culpa por poner en crisis al sistema judicial en medio de la pandemia y solo por la impunidad de Cristina, contestó con soberbia: “No tenemos la culpa de nada. Solo nos falta más terapia. Ahora vamos por la Corte”.


    Por todas estas actitudes de la vicepresidenta, Elisa Carrió hizo que su bloque presentara un pedido de juicio político contra Cristina por intentar desestabilizar la democracia. Los argumentos: “Mal desempeño y comisión de delitos en el ejercicio de sus funciones”.


    Carrió sabe que en este momento no tiene los votos para aprobar el juicio político en el Congreso, pero su pedido fue una advertencia. “Si viniera un indulto del presidente, se cae él mismo, y si Cristina llega a presidente por estar en la línea sucesoria, conoce que la ley no permite un autoindulto”, advirtió.


    La ex diputada le dijo a este autor que Cristina también tiene “miedo” ante la eventualidad de que Alberto renuncie: “Sabe que, si queda con la presidencia, estallarán protestas que la obligarán a renunciar”. Dice también que, en última instancia, en ese hipotético escenario de desorden, el establishment va a apoyar a Massa para una presidencia provisoria.


    De todos modos, Carrió está convencida de que la vicepresidenta perderá su batalla final.


    Pronosticó frente a este autor que Cristina Kirchner, que tiene 68 años, será “condenada a los 70 años” en causas por corrupción como Vialidad, Hotesur o los Cuadernos.


    Por el ritmo de los juicios orales, más las apelaciones a la Cámara Penal de Casación Penal y la Corte, supone que las condenas tardarán en llegar entre dos o tres años.


    A favor de Carrió está el nuevo concepto que introdujo la Reforma Constitucional de 1994, donde la chaqueña y Cristina fueron convencionales y se hicieron amigas.


    Amistad que se destruyó como un florero de cristal al caer al piso con las denuncias de la chaqueña en 2001, en el informe sobre lavado de dinero que aludió a los fondos de Santa Cruz. Y más aún, con las denuncias de corrupción contra Néstor Kirchner, dos años más tarde.


    Pero en aquel lejano 1994, el artículo 36 sumó un nuevo concepto sobre el objetivo de proteger el orden institucional. Es importante recordar lo que dice:


    Atentará contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos.


    En otras palabras, la Constitución nacional está diciendo que los graves hechos de corrupción constituyen un atentado a la democracia, como en el siglo XX fueron los golpes de Estado.


    Carrió también se aferra, desde el punto de vista doctrinario, a un fallo de 2016 de los jueces de la Cámara Federal de La Plata, integrada por Leopoldo Schiffrin y Olga Calitri: los delitos de corrupción no prescriben nunca. Pero en este caso es jurisprudencia de una cámara que aún no fue compartida por otros tribunales ni por la Corte.


    No obstante, por otro lado, Cristina parece tener a favor la lentitud de la Justicia, como Menem en el caso de la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia. La Cámara de Casación anuló su condena a siete años y medio de prisión por el vencimiento del “plazo razonable” para juzgarlo. El fiscal apeló y al momento de la muerte del ex presidente, en febrero de 2021, tenía que decidir la Corte.


    Los hechos de los que se acusa a Menem tuvieron lugar en 1995 y la causa seguía abierta en 2021. Fue cerrada con la muerte del imputado. Y aunque se archivó el caso, es un espejo para la situación judicial de Cristina.


    De todos modos, si es encontrada culpable, CFK tendrá condenas que oscilarán entre cinco y dieciocho años. Es decir: no excarcelables.


    Por otra parte, Cristina, como vicepresidenta, no tiene inmunidad de arresto. Este derecho lo perdió al dejar de ser senadora en diciembre de 2019.


    Pero como tendrá ya 70 años, según estima Carrió, “Cristina se acogerá al beneficio del arresto domiciliario”: “Por más jueces militantes que nombre y medidas que tome, no le dan los tiempos para lograr la impunidad con los juicios orales en marcha”.


    Carrió considera que Cristina sabe, en su interior, que la batalla final “está perdida”, pero por su personalidad nunca lo admitirá.


    El alegato que pronunció el 4 de marzo de 2021 ante la Cámara Federal de Casación Penal en la causa Dólar Futuro demostró, según Carrió, que “está desestabilizada por su gravísima situación judicial”. “No hay que contestarle en términos políticos-jurídicos; ya dice estupideces”.


    Este autor le preguntó qué la lleva a pensar que Cristina sabe que ya está perdida.


    Elisa Carrió pensó unos segundos y contestó:


    “Porque se tapa la cara con una gruesa capa de maquillaje. Se oculta detrás de una máscara. Es la típica actitud de los que quieren esconderse. El típico gesto de quienes ocultan algo y no pueden mirarse al espejo porque sienten culpabilidad”.

  


  
    
  


  
    
  


  
    APÉNDICE


    ¿Quién es quién?


    ABAL MEDINA, JUAN MANUEL: ex jefe de Gabinete de Cristina Kirchner. Desde el primer momento, fue sobreseído en la causa del Plan Fútbol para Todos, lo que despertó recelos entre otros ex jefes de Gabinete de Cristina Kirchner.


    ABRAMOVICH, VÍCTOR: abogado especialista en derechos humanos. Tercero en la actual línea de sucesión de la Procuración General de la Nación. Ex director de la Fundación Ford para América Latina.


    ADLER, DANIEL: fiscal y titular de Justicia Legítima en Mar del Plata. Quedó a cargo de la causa contra Matías Etchebest por la reducción a la servidumbre de ciudadanos bolivianos.


    AGUINSKY, MARCELO: juez en lo penal económico porteño. Investigó causas resonantes como la Mafia de la Aduana y la Mafia de los Contenedores.


    ALONSO, LAURA: ex directora de Poder Ciudadano, ex diputada del PRO y ex titular de la Oficina Anticorrupción. Durante su gestión procesaron a más de 100 ex funcionarios K por supuesta corrupción.


    ÁLVAREZ, CLAUDIO: agente de la AFI. Procesado en la causa por el intento de extorsión al despachante de aduana Gabriel Traficante. Se contactó con Marcelo D’Alessio durante el último año de la segunda presidencia de Cristina Kirchner.


    ÁLVAREZ, JUAN JOSÉ: ex diputado nacional por el lavagnismo. Página/12 publicó su legajo secreto como agente de la ex SIDE. Fue una represalia de Néstor Kirchner por apoyar la candidatura de Roberto Lavagna en 2007 en lugar de la de Cristina, según fuentes del PJ.


    ANGELICI, DANIEL: abogado y empresario del juego. Ex presidente de Boca. Tiene influencia en el Colegio Público de Abogados de la CABA y Elisa Carrió lo criticó por “operar” en la Justicia federal.


    ARRIBAS, GUSTAVO: escribano e íntimo amigo de Mauricio Macri. Se dedicó a vender jugadores de fútbol en el mercado internacional. Vivía en Brasil. En 2015 Macri lo nombró titular de la AFI. Tiene abiertas varias causas por supuesto espionaje ilegal.


    ARROYO SALGADO, SANDRA: ex esposa del fiscal Alberto Nismam. Jueza federal de San Isidro. Investigó una de las causas por maniobras millonarias con las declaraciones juradas anticipadas de impuestos (DJAI).


    ARSLANIAN, CARLOS: ex miembro de la Cámara Federal que juzgó a los ex comandantes y ex ministro de Seguridad bonaerense. Dirige uno de los estudios de abogados penalistas más grande de la Argentina. Abogado del ex titular de la AFIP, Ricardo Echegaray, y del ex titular del PAMI, Víctor Alderete, entre otros ex funcionarios.


    AUGE, JUAN PABLO: juez federal número dos de Lomas de Zamora. Después de que la Cámara Federal de La Plata apartara a su colega Federico Villena de las causas por supuesto espionaje ilegal macrista, heredó los expedientes.


    BÁEZ, LÁZARO: fue empleado bancario en el Banco Nación de Santa Cruz y luego militante del PJ local. Con el ascenso de Néstor Kirchner a la gobernación, fue nombrado gerente del Banco de la Provincia de Santa Cruz. En 2003, poco después de la designación de Kirchner en la presidencia, creó la empresa Austral Construcciones, que recibió contratos de obra pública por 3000 millones de dólares durante los gobiernos de los Kirchner.


    BALZA, MARTÍN: veterano de la guerra de Malvinas. Ex jefe del Ejército de Carlos Menem. Autor de la famosa autocrítica sobre el rol del Ejército en la represión ilegal.


    BARATTA, ROBERTO: fue taxista hasta 2003, cuando conoció a Néstor Kirchner en un bar. Cuando el santacruceño ganó las elecciones presidenciales, pasó a ser la mano derecha de De Vido en el Ministerio de Planificación Federal. Fue uno de los “cerebros”, desde la cárcel, del Operativo Puf. Procesado en varias causas.


    BARCESAT, EDUARDO: abogado de Hebe de Bonafini y del dueño de Electroingeniería Gerardo Ferreyra. Asesor rentado del Ministerio de Agricultura del Frente de Todos. Impulsor del Tribunal de Lawfare con sede en España contra jueces, fiscales y periodistas que investigaron a Cristina Kirchner.


    BARREIRO, RICARDO: ex secretario privado de Cristina Kirchner, conocido como “el Jardinero” de la ex presidenta. Sus hijos hicieron una denuncia contra el fiscal Carlos Stornelli sin fundamentos. Está procesado en varias causas.


    BARREIRO, ROLANDO: ex agente de Contrainteligencia de la AFI y ex custodio de Marcelo D’Alessio. Ingresó a la AFI durante el gobierno de Eduardo Duhalde y renunció el primer año de la presidencia de Macri. Está procesado en la causa de Dolores.


    BASSO, ANDRÉS: juez del Tribunal Oral Federal 4 que realiza el juicio oral por el direccionamiento de 3000 millones de dólares en contratos viales a Lázaro Báez durante el gobierno de los Kirchner.


    BAZZE, MIGUEL: diputado nacional de Juntos por el Cambio y miembro de la Comisión Bicameral de Inteligencia. Fue uno de los que polemizó con Leopoldo Moreau sobre las denuncias de espionaje ilegal.


    BERALDI, CARLOS: abogado, fue miembro del estudio del ex camarista León Arslanian. Después se separaron. Es el defensor de Cristina Kirchner y de Cristóbal López y Fabián De Sousa. Integró la comisión de notables que propuso reformas a la Justicia y que la prensa bautizó con su apellido.


    BERENSZTEIN, SERGIO: doctor en Ciencias Políticas, encuestador y actual socio del estudio D’Alessio e Irol. Autor de varios libros. Participa de varios programas de radio y TV.


    BERGOGLIO, JORGE: sacerdote jesuita, ex arzobispo de Buenos Aires hostigado por los Kirchner, y actual papa Francisco. Cuando fue nombrado sumo pontífice, Cristina Kirchner se apuró en mejorar las relaciones con el nuevo ocupante del trono de Pedro.


    BERTUZZI, PABLO: abogado, actual miembro de la Cámara Federal porteña, que Cristina Kirchner quiere echar porque confirmó su procesamiento en la causa de los Cuadernos.


    BIDONE, IGNACIO JUAN: fiscal general de Mercedes. Investigó el Triple Crimen de General Rodríguez, causa por el tráfico de efedrina que luego pasó a la juez federal porteña María Servini. Está procesado en la causa D’Alessio.


    BIELSA, MARÍA EUGENIA: ex ministra de Hábitat y Vivienda de la Nación. Fue una de las pocas dirigentes del PJ en admitir que hubo corrupción en los gobiernos de los Kirchner.


    BINDI, FRANCO: abogado, trabajó en el Ministerio de Planificación Federal. Estuvo prófugo de la Justicia. Defensor de Pedro Etchebest, el empresario K Mario Cifuentes y otros protagonistas del Operativo Puf.


    BLOISE, PABLO: empresario, conocido de Marcelo D’Alessio. Procesado en una causa por supuesto lavado de dinero que investigó el juez federal Alejo Ramos Padilla.


    BOGOLIUK, RICARDO: comisario bonaerense retirado y ex miembro de la AFI. Mantuvo reuniones con Marcelo D’Alessio antes del intento de extorsión a Pedro Etchebest.


    BOICO, ROBERTO: ex abogado de Cristina Kirchner en la causa del Pacto con Irán. Actual miembro de la Cámara Federal porteña.


    BONADIO, CLAUDIO: fue el segundo del ex secretario legal y técnico de la presidencia de Menem, Carlos Corach. Con este apoyo fue nombrado juez federal. Procesó a Cristina Kirchner en la causa de los Cuadernos de las Coimas, considerado el caso más grande de corrupción descubierto, hasta ahora en la Argentina.


    BOQUÍN, GABRIELA: fiscal ante la Cámara Comercial porteña. Aliada del titular de la IGJ, Ricardo Nissen, y de Gils Carbó. Tiene la causa del Correo contra la familia Macri.


    BORINSKY, MARIANO: ex fiscal que pidió la condena a siete años y medio de prisión del ex presidente Carlos Menem en la causa por la Venta Ilegal de Armas a Ecuador y Croacia. Actual juez de la Cámara Federal de Casación Penal.


    BOUDOU, AMADO: ex ministro de Economía y ex vicepresidente de la nación condenado a cinco años y diez meses de prisión en la causa Ciccone.


    BOUNINE, ISIDRO: fue uno de los secretarios privados de Cristina Kirchner durante sus dos presidencias. En 2019 fue procesado en la causa de los Cuadernos de las Coimas. Se reunió con Daniel Muñoz poco antes de su muerte.


    BRANDONI, LUIS: actor, ex gremialista y ex diputado nacional de la UCR. Durante el gobierno de Isabel Perón se exilió por amenazas de la Triple A.


    BRIEVA, DADY: actor cómico y miembro del grupo Midachi. Apoya abiertamente a Cristina Kirchner. Autor de la célebre frase “la Conadep de periodistas”.


    BRUFAU, ANTONIO: empresario español y ex titular de YPF-Repsol. Una de sus conferencias telefónicas privadas apareció en manos de Cristina Kirchner.


    BRUGLIA, LEOPOLDO: juez de la Cámara Federal porteña con más de veinticinco años de trayectoria. Confirmó el procesamiento de Cristina Kirchner en la causa de los Cuadernos de las Coimas. La vicepresidenta busca desplazarlo de su cargo.


    BRUSA DOVAT, GUSTAVO: ex directivo de PDVSA Argentina. Primero, pidió ser entrevistado para hacer una denuncia contra la petrolera venezolana y luego, llamativamente, se convirtió en querellante en el Juzgado de Dolores.


    BULLRICH, PATRICIA: ex diputada nacional y ex ministra de Seguridad de la nación. Horacio Verbitsky la acusó falsamente de haber hecho desaparecer a Santiago Maldonado en Chubut. Actual titular del PRO a nivel nacional.


    CAAMAÑO, CRISTINA: ex fiscal cercana a Cristina Kirchner y al Instituto Patria. Actual interventora de la AFI y presidenta de “Justicia Legítima”.


    CABRERA, RICARDO: ex ministro de Economía de Formosa. Socio de Marcelo D’Alessio. Ex director de Enarsa y actual ministro de la Suprema Corte de Justicia de esa provincia.


    CAFIERO, SANTIAGO: jefe de Gabinete del presidente Alberto Fernández. Nieto del mítico dirigente peronista Antonio Cafiero.


    CAMPILLO, JUAN MANUEL: fue ministro de Economía de Santa Cruz y luego titular de la Oficina Nacional de Control Agropecuario (ONCCA). Después tuvo una consultora en temas de lavado de dinero. Fue aceptado como arrepentido en la causa de los Cuadernos.


    CANICOBA CORRAL, RODOLFO: ex juez federal porteño. Procesó al “Caballo Suárez” y estuvo involucrado en varios escándalos. Se jubiló el año pasado.


    CANO, JOSÉ: ex senador nacional de Juntos por el Cambio por Tucumán. Actual diputado nacional por ese frente electoral y miembro de la Comisión Bicameral de Inteligencia. Uno de los más duros críticos de Leopoldo Moreau y Oscar Parrilli.


    CAPITANICH, JORGE: ex jefe de Gabinete de Cristina Kirchner y actual gobernador del Chaco. Estuvo involucrado en la causa del Plan Fútbol para Todos, entre otras.


    CARBAJO, JAVIER: juez de la Cámara Federal de Casación Penal. Votó el traslado de las causas por supuesto espionaje ilegal macrista de los Tribunales de Lomas de Zamora a los de Comodoro Py.


    CARRIÓ, ELISA: abogada, ex diputada nacional, fundadora de la Coalición Cívica y referente de Juntos por el Cambio. Sus denuncias son la base de buena parte de las causas por corrupción contra ex funcionarios K.


    CASAL, EDUARDO: abogado, funcionario de carrera y actual procurador general de la nación interino. Cristina Kirchner intenta echarlo del cargo.


    CASAL, RICARDO: ex ministro de Seguridad de la gobernación de Daniel Scioli.


    CASANELLO, SEBASTIÁN: abogado, juez federal porteño. Investigó la causa de La Ruta del Dinero K y las coimas de Odebrecht en las obras de AYSA, entre otras causas resonantes.


    CASIELLES, EDUARDO: legislador porteño y socio de Miguel Ángel Toma en una consultora.


    CASTELLI, GERMÁN: juez del Tribunal Oral Federal 7 que debe juzgar la causa de los Cuadernos de las Coimas. Otro de los jueces que Cristina quiere desplazar.


    CAVALIERI, ARMANDO: dirigente peronista e histórico titular del Sindicato de Empleados de Comercio.


    CAVALLO, DOMINGO: ex ministro de Economía de Menem y del ex presidente Fernando de la Rúa. Ideólogo del Plan de Convertibilidad.


    CENTENO, OSCAR: ex suboficial del Ejército, remisero y ex chofer del ex secretario de Planificación, Roberto Baratta. Registró la recaudación de unos 100 millones de dólares en sobornos. Se declaró arrepentido en la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    CHAMORRO, GABRIEL: director de la fundación CEPES y uno de los integrantes del Tribunal de Lawfare de España.


    CICCONE, NICOLÁS: ex dueño de la imprenta familiar que lleva su apellido. Está imputado en la causa en que fue condenado el ex vicepresidente Amado Boudou por la compra ilegal de esa firma.


    CIFUENTES, MARIO: ex heladero que, a partir de 2003, pasó a ser proveedor de YPF y Vialidad a través de la empresas OPS. Querellante en la causa D’Alessio.


    CLARENS, ERNESTO: financista, arrepentido en la causa de los Cuadernos. Manejó la financiera Inverness y otras relacionadas con el gobierno de Santa Cruz.


    CLUSELLAS, PABLO: ex secretario legal y técnico de la presidencia de Mauricio Macri.


    COLELLA, HÉCTOR: ex gerente general del grupo económico del suicidado empresario Alfredo Yabrán.


    CORACH, CARLOS VLADIMIRO: abogado y ex ministro del Interior de Carlos Menem. Apoyó el nombramiento de Claudio Bonadio como juez federal.


    CORNEJO, ALFREDO: ex gobernador de Mendoza, diputado nacional y presidente del Comité Nacional de la UCR.


    CORREA, RAFAEL: ex presidente de Ecuador y uno de los impulsores de la teoría del lawfare.


    CROUS, FÉLIX: ex actor de VideoMatch de Marcelo Tinelli. Ex fiscal y actual titular de la Oficina Anticorrupción.


    CRUZ, CARLOS: abogado y conocido del presidente Alberto Fernández. Fue nombrado al frente de la Unidad de Información Financiera. Desde que está en ese cargo, la UIF desistió de apelar en varios casos de corrupción.


    CÚNEO LIBARONA, MARIANO: abogado penalista con amplia experiencia en los Tribunales porteños, docente de la Universidad del Museo Social Argentino y panelista de Animales sueltos.


    CURI, JUAN PABLO: fiscal federal de Dolores. Durante la actuación de Alejo Ramos Padilla en el caso D’Alessio, no imputó al fiscal Carlos Stornelli e hizo un control de los derechos de los acusados.


    D’ALESSIO, MARCELO: hijo de Eduardo D’Alessio y Nora Israelson, dueños de la consultora D’Alessio y Asociados. Fue funcionario de la Comisión Nacional de Valores y de Enarsa. Está acusado de intentos de extorsión, falsificación de títulos universitarios, lavado de dinero y otros delitos.


    D’ELÍA, LUIS: ex funcionario K y dirigente piquetero. Condenado por la toma de una comisaría de La Boca y la agresión a un productor agropecuario. Defendió la “inocencia” de los iraníes en la causa del atentado a la AMIA.


    DA SILVA, LULA: ex presidente del Brasil y líder del PT.


    DAHL ROCHA, JORGE: fiscal en lo penal económico. Investiga una denuncia de la Unidad de Información Financiera por supuesto lavado de dinero contra Gabriel Traficante.


    DALBÓN, GREGORIO: abogado de Cristina Kirchner. Defendió a un grupo de víctimas de la Tragedia de Once, pero luego cambió de posición respecto del rol de De Vido. Mantuvo fuertes duelos jurídicos con el juez Bonadio.


    DE NARVÁEZ, FRANCISCO: empresario y ex diputado nacional. Derrotó a Néstor Kirchner en las elecciones parlamentarias de la provincia de Buenos Aires en 2009. Actualmente, se retiró de la política y volvió a los negocios.


    DE SOUSA, FABIÁN: socio de Cristóbal López en el Grupo Indalo. De joven, militó en la UCR, pero a partir de 2003 se convirtió en un operador de los Kirchner. Está procesado en la causa Oil por el fraude impositivo de 8000 millones de pesos. Establece la posición editorial de C5N y Radio 10 en consonancia con las posiciones de Cristina Kirchner.


    DEGASTALDI, ANÍBAL: ex comisario bonaerense y socio de Ricardo Bogoliuk. Está procesado en la causa D’Alessio.


    DOLHAGARAY, JUAN PABLO: militante kirchnerista que llevó la denuncia del ex directivo de PDVSA González Brusa Dovat al Juzgado de Dolores.


    DONDA, VICTORIA: hija de desaparecidos, ex diputada aliada de los K. Actual titular del Inadi del Frente de Todos.


    DUCLER, JUAN MANUEL: financista, hijo de Aldo, quien asesoró a Néstor Kirchner, al principio, en la colocación de los 650 millones de dólares de los fondos de Santa Cruz en bancos de Estados Unidos.


    DUHALDE, EDUARDO: ex presidente de la nación, ex gobernador bonaerense y ex intendente de Lomas de Zamora por el peronismo.


    DUNLAP, CHARLES: brigadier retirado y abogado de la Fuerza Aérea de Estados Unidos. Creador del concepto de lawfare como instrumento de países vencidos para denunciar al país vencedor de una guerra por violaciones a los derechos humanos.


    DURÁN, LAUREANO: secretario letrado de juzgados. Fue el candidato de Macri al Juzgado Federal y Electoral 1 de La Plata. Alberto Fernández retiró su pliego y mandó el de Alejo Ramos Padilla.


    ECHEGARAY, RICARDO: ex titular de la Aduana y la AFIP de Cristina Kirchner. Procesado en la causa Oil y otras. Llegó a la cima del organismo con el apoyo de Rudy Ulloa, ex chofer de Kirchner.


    ELASKAR, FEDERICO: financista, ex dueño de SGI o “La Rosadita”. Procesado en la causa de La Ruta del Dinero K. Su denuncia original ante el fiscal José María Campagnoli abrió ese caso.


    ELAZAR, GUILLERMO: empresario y ex pareja de la jueza federal Sandra Arroyo Salgado.


    ERCOLINI, JULIÁN: juez federal porteño. Investigó la causa del direccionamiento de la obra pública a favor de Lázaro Báez, entre otros casos resonantes. Tiene a su cargo la causa por el crimen del ex fiscal de la AMIA, Alberto Nisman.


    ESPÍNOLA, “CAMAU” CARLOS: ex regatista olímpico, ex candidato a gobernador de Corrientes y actual senador del Frente de Todos por esa provincia. Se reunió tres veces con D’Alessio y recibió la propuesta de manejarle su última campaña electoral.


    ESTECHE, FERNANDO: líder de Quebracho. Procesado por la toma de la Casa de Neuquén en la capital y por el supuesto encubrimiento de Irán en el atentado contra la AMIA.


    ETCHEBEST, PEDRO: extraño lobbista nacido en Mendoza. En 2019 fue imputado por la reducción a servidumbre de ciudadanos bolivianos en Mar del Plata. Al año siguiente denunció haber sufrido un intento de extorsión por parte de D’Alessio y Stornelli en el Juzgado de Ramos Padilla.


    EURNEKIAN, EDUARDO: empresario, dueño del Grupo América y de la concesión de Aeropuertos Argentina 2000.


    EYHERABIDE, SANTIAGO: fiscal federal de Lomas de Zamora que tuvo a cargo la causa por el supuesto espionaje ilegal macrista.


    FAGYAS, WALTER: economista, ex gerente de Enarsa. Llegó a su cargo con el apoyo de La Cámpora. Tuvo peleas con los hombres de De Vido en esa empresa estatal.


    FARAH, EDUARDO: renunció en 2018 a la Cámara Federal porteña tras el escándalo de la excarcelación de Cristóbal López. En 2021, la mayoría K del Consejo de la Magistratura lo ayudó a volver a su cargo.


    FARINI DUGGAN, TOMÁS: abogado penalista. Representante de los familiares de víctimas del atentado a la AMIA, Luis Czyzewski y Mario Averbuch, en el juicio por el Pacto con Irán.


    FARIÑA, LEONARDO: ex asesor financiero de Lázaro Báez. Se convirtió en arrepentido en la causa de La Ruta del Dinero K. Cristina Kirchner lo acusó falsamente de haber sido “guionado” para declarar contra el dueño de Austral Construcciones.


    FEDERICI, MARIANO: abogado especialista en lavado de dinero del FMI. Ex titular de la Unidad de Información Financiera (UIF) durante la gestión de Macri. Durante su gestión la UIF participó como querellante en resonantes causas por corrupción.


    FERNÁNDEZ MEIJIDE, GRACIELA: madre de un desaparecido de la dictadura, ex miembro de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Conadep), ex diputada nacional y ex ministra de Acción Social. Integrante del Club Político Argentino.


    FERNÁNDEZ SAGASTI, ANABEL: senadora nacional por el Frente de Todos de Mendoza. Principal operadora de temas judiciales de Cristina Kirchner en el Senado.


    FERNÁNDEZ, ALBERTO: abogado. Comenzó militando en el Partido Nacionalista Constitucional del ex radical Alberto Assef, pasó por el Gabinete de Menem y Domingo Cavallo. Ex jefe de Gabinete de Néstor Kirchner y actual presidente de la nación.


    FERNÁNDEZ, ANÍBAL: dirigente del PJ de Quilmes, ex jefe de Gabinete de Cristina Kirchner. Está procesado en dos causas por supuesta corrupción. Actual interventor de Yacimientos Carboníferos Fiscales de Río Turbio.


    FERNÁNDEZ, CRISTINA ELISABETH: fue presidenta entre el 10 de diciembre de 2007 y el 9 de diciembre de 2015, diputada provincial por la provincia de Santa Cruz entre 1989 y 1995 y diputada y senadora nacional por las provincias de Santa Cruz y Buenos Aires en los períodos 1995-2007 y 2017-2019 respectivamente. Desde el 10 de diciembre de 2019 se desempeña como vicepresidenta. Es viuda del ex presidente Néstor Kirchner.


    FERREYRA, GERARDO: dueño de Electroingeniería, procesado en la causa de los Cuadernos y amigo de Carlos Zannini de la época en que ambos estuvieron en la cárcel por haber pertenecido al Ejército Revolucionario del Pueblo (PRT-ERP) y a Vanguardia Comunista, respectivamente.


    FIGUEROA, ANA: jueza de la Cámara Federal de Casación Penal. Suele votar en sintonía con la estrategia judicial de Cristina Kirchner.


    FORADORI, CARLOS: diplomático de carrera, ex vicecanciller de Mauricio Macri.


    FRADE, MÓNICA: abogada, diputada nacional de la Coalición Cívica. Es la principal investigadora del crecimiento del patrimonio del ex jefe de Gabinete Aníbal Fernández y su entorno.


    FREILER, EDUARDO: ex miembro de la Cámara Federal porteña. El Consejo de la Magistratura lo destituyó en 2017, luego de haber firmado la polémica excarcelación de Cristóbal López en la causa Oil.


    FRONTINI, NORBERTO: ex abogado de Roberto Baratta.


    FUENTES, MARCELO: ex senador nacional de Unidad Ciudadana. Alineado con Cristina Kirchner. Actualmente, es asesor de la vicepresidenta en el Senado.


    GAGO, ADRIÁN MARCAL: empresario, imputado en la causa de las DJAI de la jueza federal de San Isidro. Se sospecha que habría estado relacionado con Marcelo D’Alessio.


    GARAVANO, GERMÁN: abogado, ex ministro de Justicia de Mauricio Macri. Pidió el juicio político del juez Alejo Ramos Padilla por su actuación en el caso D’Alessio.


    GARCÍA MANSILLA, MANUEL: decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Austral. Autor de artículos sobre el secreto profesional periodístico.


    GARGARELLA, ROBERTO: abogado, jurista, sociólogo, escritor y académico especialista en derechos humanos, democracia, filosofía política, derecho constitucional e igualdad y desarrollo. Actualmente es profesor en la Universidad Torcuato Di Tella y en la UBA.


    GARRÉ, NILDA: ex ministra de Defensa y de Seguridad y ex diputada de Unidad Ciudadana. Vinculada políticamente con Horacio Verbitsky.


    GASARO, ELIZABETH: abogada de Lázaro Báez. Participó de algunas maniobras del Operativo Puf.


    GEMIGNANI, JUAN CARLOS: juez de la Cámara Federal de Casación Penal. Declaró inconstitucional el Pacto con Irán.


    GIACOPPO, SILVIA: senadora nacional por Juntos por el Cambio de Jujuy. Denunció el “festival de cargos” de la reforma judicial.


    GIL DOMÍNGUEZ, ANDRÉS: abogado constitucionalista y profesor titular de Derecho constitucional de la UBA. Integró la comisión de notables que propuso reformas a la Justicia al presidente Alberto Fernández.


    GILS CARBÓ, ALEJANDRA: ex procuradora general de la nación y fundadora de la agrupación K Justicia Legítima. Actual asesora de la IGJ.


    GIMÉNEZ URIBURU, RODRIGO: juez del Tribunal Oral Federal 4 que realiza el juicio oral por el direccionamiento de 3000 millones de dólares en contratos viales a Lázaro Báez durante el gobierno de los Kirchner.


    GÓMEZ CENTURIÓN, JUAN JOSÉ: coronel retirado del Ejército, héroe de Malvinas, ex director de Aduanas durante el gobierno de Macri. Denunciante de la Mafia de la Aduana.


    GONELLA, CARLOS: ex titular de la fiscalía Procelac. Actual fiscal federal de Córdoba y miembro de Justicia Legítima.


    GONZÁLEZ, RODRIGO: abogado penalista con una larga trayectoria, ex defensor de D’Alessio y de Leonardo Fariña, entre otros clientes.


    GORRINI, JORGE: juez del Tribunal Oral Federal 4 que realiza el juicio oral por el direccionamiento de 3000 millones de dólares en contratos viales a Lázaro Báez durante el gobierno de los Kirchner.


    GUERRA, MAXIMILIANO: bailarín, coreógrafo y director de su compañía Ballet del Mercosur.


    GUIBOURG, RICARDO: abogado, ex juez y profesor universitario que desarrolló su actividad principalmente en los campos del Derecho laboral, de los Sistemas y Cibernética y de la Filosofía del derecho.


    GUIJO, FLORENCIA: abogada, ex asesora del Ministerio de Planificación. Investigada en la causa D’Alessio.


    HAUSER, IRINA: periodista de Página/12 y C5N.


    HERNÁNDEZ, ANTONIO MARÍA: abogado constitucionalista y ex diputado nacional por la UCR. Como convencional constituyente, introdujo el artículo 43 sobre el secreto profesional periodístico en la Constitución nacional.


    HERNÁNDEZ, RAMÓN: ex policía de La Rioja y ex secretario privado de Carlos Menem.


    HERRERA, ROBERTO: abogado de Leonardo Fariña y de tres de los cuatro hijos de Lázaro Báez en la causa de La Ruta del Dinero K.


    HERRERO, LUIS: ex camarista de la Seguridad Social. Durante su gestión como magistrado, fue un defensor de los derechos de los jubilados ante la Justicia.


    HIGHTON, ELENA: miembro de la Corte Suprema y encargada de la Oficina de la Mujer del máximo tribunal.


    HORNOS, GUSTAVO: juez de la Cámara Federal de Casación Penal. Confirmó varios procesamientos de la vicepresidenta Cristina Kirchner.


    HORTEL, VÍCTOR: ex titular del Servicio Penitenciario Federal de Cristina Kirchner y ex abogado de Lázaro Báez. Actual director del Plan contra el Hambre.


    IBARRA, VILMA: ex diputada nacional y secretaria legal y técnica de la presidencia de Alberto Fernández.


    IGUACEL, JAVIER: ex intendente de Capitán Sarmiento por Juntos por el Cambio y ex titular de Vialidad Nacional. Durante su gestión se realizó el peritaje más profundo sobre las obras adjudicadas a Lázaro Báez.


    INCARDONA, CECILIA: fiscal federal de Lomas de Zamora. Investigó el Operativo Verdura. Postulante a la Cámara Federal porteña.


    INCHAUSTI, SANTIAGO: juez federal de Mar del Plata. Procesó a Matías Etchebest en la causa por reducción a la servidumbre de ciudadanos bolivianos.


    INSFRÁN, GILDO: dirigente del PJ de Formosa. Gobernador de la provincia desde 1995. Marcelo D’Alessio, como su vocero, anunció el suicidio de su hijo.


    IRURZUN, MARTÍN: juez de la Cámara Federal porteña y ex titular de la DAJuDeCO. Confirmó el procesamiento del ex presidente Carlos Menen en la causa por la Venta Ilegal de Armas a Ecuador y Croacia. Consagró el derecho a la verdad sobre los desaparecidos. Y ratificó procesamientos de Lázaro Báez en La Ruta del Dinero K.


    JAIME, RICARDO: ex secretario de Transporte de los Kirchner. Condenado por la Tragedia de Once y por obstrucción de la justicia.


    JASSAN, ELÍAS: ex secretario de Justicia de Carlos Menem a quien se vinculó con el suicidado empresario Alfredo Yabrán.


    JIMÉNEZ, EDUARDO: profesor de Derecho constitucional y juez de la Cámara Federal de Mar del Plata.


    KICILLOF, AXEL: ex ministro de Economía, actual gobernador bonaerense. Estuvo procesado en la causa Dólar Futuro. Introdujo la teoría del lawfare en un decreto de la Gobernación.


    KILINSKY, DOV: empresario israelí especializado en temas de seguridad. Junto con D’Alessio, ofreció equipos al senador Carlos Camau Espínola.


    KIRCHNER, ALICIA: ex ministra de Desarrollo Social, actual gobernadora de Santa Cruz y líder de la agrupación Kolina.


    KIRCHNER, FLORENCIA: hija menor de Néstor y Cristina Kirchner. Integró las sociedades familiares Hotesur y Los Sauces. Estudió cine y milita en el feminismo.


    KIRCHNER, MÁXIMO: hijo mayor de Néstor y Cristina. Dirigió empresas familiares como Coma y Los Sauces. En 2017 fue elegido diputado nacional. Actualmente, preside el bloque de diputados del Frente de Todos.


    KOHEN, JORGE: ingeniero y perito. Está denunciado por falso testimonio, por haber sobrestimado los sobreprecios en la importación de gas natural licuado (GNL).


    KOLLMANN, RAÚL: periodista de Página/12 y C5N. Firmó un contrato para hacer un libro con Carlos Telleldín, el entregador de la Trafic usada como cochebomba en la AMIA.


    LABORDA, GUILLERMO: economista y periodista.


    LABORDA, OLDEMAR: empresario, primer dueño de LoJack en la Argentina. Procesado en la causa de la Mafia de los Contenedores.


    LAGOMARSINO, DIEGO: ex asesor técnico del ex fiscal de la AMIA Alberto Nisman. Está procesado en la causa por el crimen del fiscal, por haber entregado la pistola con que se mató el fiscal.


    LANCIANI, SERGIO: dirigente del PJ de Misiones y ex secretario de Energía de la nación. Renunció por peleas internas con el cristinismo.


    LANDABURU, JAVIER: abogado de Eduardo Eurnekian y de su sobrino, entre otros clientes.


    LARCHER, PACO: ex número dos de la SIDE desplazado por Cristina Kirchner en 2018 por la crisis provocada por la firma del Pacto con Irán. Tiene una relación de amistad con su sucesora, Silvia Majdalani.


    LEAL DE IBARRA, JAVIER: juez de la Cámara Federal de Comodoro Rivadavia. Actualmente, tiene a cargo la oficina DAJuDeCO.


    LEGRAND, MIRTHA: diva del cine y conductora del famoso programa de TV Almorzando con Mirtha Legrand.


    LIÑANI, CARLOS: despachante de aduana, conocido de Marcelo D’Alessio. Procesado en la causa D’Alessio.


    LLERMANOS, DANIEL: ex juez, abogado de Hugo y Pablo Moyano. Tuvo negocios con el líder camionero. Es investigado por un supuesto intento de acusar falsamente a un fiscal.


    LLORENS, MARIANO: juez de la Cámara Federal porteña.


    LONIGRO, FÉLIX: abogado constitucionalista, asesor de la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Cámara de Diputados de la Nación.


    LÓPEZ, CRISTÓBAL: considerado el “Zar el juego” por los casinos que poseía en la Patagonia. Durante el gobierno de los Kirchner, creó el Grupo Indalo, que posee el canal C5N y Radio 10, entre otros medios. Está procesado en la causa Oil, entre otras.


    LÓPEZ, JUAN: abogado, diputado de la Coalición Cívica. Preparó la impugnación contra la candidatura de Alejo Ramos Padilla al Juzgado Federal de La Plata.


    LORENZETTI, RICARDO: abogado santafesino y miembro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    LOSARDO, MARCELA: abogada, socia del estudio jurídico de Alberto Fernández. Ministra de Justicia de la Nación de la primera etapa del gobierno del Frente de Todos.


    LUCIANI, DIEGO: fiscal del Tribunal Oral Federal 4 que realiza el juicio oral por el direccionamiento de 3000 millones de dólares en contratos viales a Lázaro Báez durante el gobierno de los Kirchner.


    MACHADO, LAURA: abogada, senadora nacional por Juntos por el Cambio de Córdoba. Rechazó las propuestas de reforma judicial K.


    MACRI, MAURICIO: ex presidente de la nación entre 2015 y 2019. Antes fue presidente de Boca y jefe de Gobierno porteño durante dos períodos. Es hijo del fundador del grupo Socma, Franco Macri, quien fue uno de los empresarios más poderosos de la Argentina.


    MAGRÁN, MARTÍN: abogado del ex secretario privado de los Kirchner, Fabián Gutiérrez, quien fue asesinado en 2020 en El Calafate.


    MAHIQUES, CARLOS: juez de la Cámara Federal de Casación Penal.


    MAHIQUES, IGNACIO: fiscal que investigó el direccionamiento de 3000 millones de dólares en contratos viales a Lázaro Báez durante el gobierno de los Kirchner.


    MAHIQUES, JUAN BAUTISTA: ex representante de Macri ante el Consejo de la Magistratura y actual jefe de los fiscales de la CABA.


    MAJDALANI, SILVIA: ex diputada nacional de Menem y del PRO. Fue la número dos de la AFI durante el gobierno de Macri.


    MALLO, MARCELO: ex director de la agrupación K Hinchadas Unidas Argentinas. Procesado en la causa de las DJAI.


    MANZANARES, VÍCTOR: fue contador de los Kirchner de toda la vida. Se convirtió en arrepentido y confesó en la causa de los Cuadernos.


    MANZANO, JOSÉ LUIS: ex ministro del Interior de Carlos Menem. Actual socio mayoritario del grupo económico Vila-Manzano.


    MANZUR, JUAN: ex ministro de Salud de Cristina Kirchner y actual gobernador de Tucumán. Aliado del presidente Alberto Fernández.


    MAQUEDA, JUAN CARLOS: abogado, ex diputado nacional por Córdoba. Miembro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    MARIJUAN, GUILLERMO: fiscal federal porteño. Investigó La Ruta del Dinero K, entre otros casos.


    MARINO, JUAN CARLOS: senador nacional por Juntos por el Cambio de La Pampa. Presidió la Comisión Bicameral de Inteligencia.


    MARTINENGO, SUSANA: ex directora de Documentación de la presidencia de Macri. Procesada en la causa de supuesto espionaje ilegal macrista.


    MARTÍNEZ DE GIORGI, MARCELO: juez federal porteño. Investigó la causa por el desvío de fondos del plan Sueños Compartidos de las Madres de Plaza de Mayo, entre otras causas. Archivó la causa del Operativo Puf.


    MARTÍNEZ HERRERO, LEONARDO: abogado vinculado al kirchnerismo. Actual director provincial de Relaciones con la Comunidad del Ministerio de Seguridad bonaerense.


    MARTÍNEZ, SILVINA: abogada, ex directora de la Inspección General de Justicia. Especialista en causas de corrupción.


    MASSA, SERGIO: ex intendente de Tigre y actual presidente de la Cámara de Diputados de la Nación.


    MAYORAL, JORGE: ex secretario de Energía de Cristina Kirchner. Estuvo investigado en la causa de los Cuadernos.


    MELO, FACUNDO: Abogado. Contrato de la AFI de Macri. Investigado en la causa del Operativo Verdura, entre otros.


    MENA, JUAN MARTÍN: ex número dos de la AFI y actual viceministro de Justicia del gobierno del Frente de Todos. Es uno de los principales operadores judiciales de Cristina Kirchner.


    MENEM, CARLOS: ex presidente de la nación y ex gobernador de La Rioja.


    MENÉNDEZ, MARCOS ANTONIO: gestor, ex secretario de Marcelo D’Alessio.


    MERCADO, ROMINA: sobrina de Cristina Kirchner e hija de Alicia Kirchner y “Bombón” Mercado. Integrante de sociedades familiares de los Kirchner.


    MICA, MÓNICA: secretaria privada del ex juez federal Claudio Bonadio.


    MICHETTI, GABRIELA: ex vicepresidenta de la nación y ex vicejefa de Gobierno porteño del PRO.


    MILANI, CÉSAR: ex director de Inteligencia del Ejército y ex jefe del arma que contó con el apoyo de Nilda Garré como ministra de Defensa.


    MINDLIN, MARCELO: empresario, ex dueño de Edenor y director del Grupo Pampa.


    MINNICELLI, CLAUDIO: cuñado del ex ministro de Planificación, Julio De Vido. Procesado en la causa de la Mafia de los Contenedores.


    MONNER SANS, RICARDO: abogado. Presentó uno de los primeros hábeas corpus por desaparecidos durante la dictadura. Denunciante de la causa por la Venta Ilegal de Armas a Ecuador y Croacia. Ex presidente de la Asociación Argentina contra la Corrupción.


    MONTI, LAURA: abogada, segunda en la actual línea de sucesión de la Procuración General de la Nación.


    MONTOTO, MARIO: ex secretario y custodio del líder montonero Mario Firmenich. Actual empresario del rubro seguridad y director de la revista DEF.


    MORALES, EVO: ex presidente de Bolivia y líder de los productores cocaleros de su país.


    MORALES, VÍCTOR HUGO: famoso relator de fútbol y comentarista del gol de Maradona en el Mundial de México.


    MORANDINI, NORMA: escritora y periodista y ex senadora nacional por Córdoba.


    MOREAU, LEOPOLDO: ex diputado de la UCR convertido en operador de Cristina Kirchner. Fue lobbista de la empresa Ciccone, mientras estuvo en el llano.


    MORINI, GABRIEL: periodista de Ámbito Financiero y C5N. Interlocutor frecuente de Roberto Baratta.


    MUÑOZ, DANIEL: ex secretario privado de los Kirchner. Invirtió 120 millones de dólares en la Argentina y Estados Unidos. Murió en 2016.


    NAIDENOFF, LUIS: abogado formoseño y presidente del bloque de senadores de Juntos por el Cambio.


    NALDI, MARIO: ex comisario de la Policía Bonaerense y amigo del ex director de la SIDE, Horacio Stiuso.


    NAMER, SABRINA: jueza del Tribunal Oral Federal 2 y ex fiscal de la unidad AMIA.


    NAVARRO, ROBERTO: periodista militante, director de El Destape. Divulgó un informe secreto con los nombres de 2000 espías.


    NEGRI, MARIO: abogado cordobés y dirigente de la UCR de su provincia. Presidente del bloque de diputados nacionales de Juntos por el Cambio.


    NERCELLAS, MARTA: abogada penalista. Fue la letrada de la AMIA en el juicio original por el atentado contra la mutual judía. Es una de las profesionales que más conocen el más grande atentado terrorista que sufrió la Argentina.


    NIETO, DARÍO: secretario privado del ex presidente Mauricio Macri. Defendido por Gervasio Caviglione Fraga en la causa del Operativo Verdura.


    NIGRO, RODOLFO: abogado de Pedro Etchebest, junto con Natalia Salvo.


    NISSEN, RICARDO: ex abogado de Máximo y Florencia Kirchner y de Hugo Moyano. Actual titular de la Inspección General de Justicia. Cerró una causa contra el Instituto Patria.


    OCAÑA, GRACIELA: ex titular del PAMI y ex ministra de Salud. Actual diputada de Juntos por el Cambio. Fue la principal investigadora de Hugo Moyano y Ricardo Jaime.


    OLIVETO, PAULA: abogada experta en Derecho administrativo y diputada nacional de la CC-ARI. Es la redactora de la mayoría de las denuncias de Elisa Carrió. Fue acusada falsamente por Ramos Padilla en la causa D’Alessio.


    OLMEDO, ALFREDO: empresario salteño y diputado nacional. En 2019 lanzó la idea de su candidatura presidencial inspirado en el presidente de Brasil Jair Bolsonaro.


    OYARBIDE, NORBERTO: el polémico ex juez federal enfrentó un juicio político por el caso Spartacus en 2001. Luego sobreseyó a los Kirchner por el aumento de su patrimonio en un 158 por ciento en 2008. Pidió se arrepentido en la causa de los Cuadernos.


    PAIS, JUAN MARIO: senador del Frente de Todos alineado con Cristina Kirchner.


    PAOLANTONIO, MIGUEL: empresario. Junto con uno de sus hermanos, está procesado en la causa de la Mafia de la Aduana por supuesto contrabando.


    PARRA, GASTÓN ARIEL: ex agente de la AFI que también conoció a D’Alessio durante el gobierno de Cristina Kirchner.


    PARRILLI, OSCAR: en 1989 fue elegido diputado nacional por el PJ de Neuquén, apoyando al ex presidente Carlos Menem. Con Cristina Kirchner, fue primero secretario general de la presidencia y después, titular de la Agencia Federal de Inteligencia. Actualmente, es senador nacional.


    PEÑAFORT, GRACIANA: abogada sanjuanina, ex asesora de la Afsca sobre la Ley de Medios. Ex asesora electoral de Unidad Ciudadana. Actual directora de Asuntos Jurídicos de Cristina Kirchner en el Senado. Abogada de Boudou.


    PÉREZ CORRADI, IBAR: financista, condenado por el tráfico de efedrina.


    PÉREZ GADÍN, DANIEL: contador, ex asesor de Lázaro Báez. Involucrado en el caso de La Ruta del Dinero K.


    PESCE, MIGUEL ÁNGEL: actual presidente del Banco Central. De origen radical, Cristina Kirchner lo vincula supuestamente con el banco BICA.


    PETRI, LUIS: abogado, diputado nacional de Juntos por el Cambio de Mendoza.


    PETTIGIANI, JUAN MANUEL: fiscal de la Cámara Federal de Mar del Plata. Su dictamen fue clave en la causa D’Alessio.


    PICHETTO, MIGUEL ÁNGEL: ex senador nacional del PJ y ex candidato a vicepresidente de Juntos por el Cambio. Actualmente, es auditor de la Auditoría General de la Nación.


    PINAMONTI, PABLO: abogado, ex jefe de la base AMBA de la AFI de Macri y ex jefe de Asuntos Internos de la policía de la CABA.


    PITTA, SANDRA: investigadora del Conicet y activa participante de los “banderazos” a favor de la independencia de la Justicia.


    PIUMATO, JULIO: histórico secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación. Dirigente peronista.


    POCHETTI, CAROLINA: viuda de Daniel Muñoz. Como arrepentida, confesó en la causa de los Cuadernos de las Coimas cómo manejaron la plata que tenía su marido en Estados Unidos.


    POLLICITA, GERARDO: fiscal federal porteño. Investigó el direccionamiento de 3000 millones de dólares en obras públicas a favor de Lázaro Báez durante los gobiernos de los Kirchner.


    POPRITKIN, ALFREDO: contador, Fue perito de la Corte. Intervino en el caso de los sobresueldos del gobierno de Carlos Menem. Presidente la ONG Contadores Forenses.


    PRADO, EDWARD: ex embajador de Estados Unidos en la Argentina.


    RABOLINI, KARINA: modelo, ex primera dama del gobernador Daniel Scioli.


    RAFECAS, DANIEL: juez federal porteño. Candidato del presidente Alberto Fernández a la Procuración General de la Nación.


    RAMOS PADILLA, ALEJO: hijo mayor del camarista Juan Ramos Padilla. Fue abogado de las Abuelas de Plaza de Mayo y Cristina Kirchner lo nombró juez federal de Dolores en 2011. En 2021, la ex presidenta lo hizo designar juez federal y electoral de La Plata, tras su polémica actuación en el caso D’Alessio.


    RAMOS PADILLA, JUAN: fue juez federal de Morón hasta que, por el escándalo del caso Juliana en 1998, tuvo que renunciar. Intentó ser diputado nacional por la UCR. Después fue funcionario de Arslanian en el Ministerio de Seguridad bonaerense. Y luego se alió con el ex radical Leopoldo Moreau en una agrupación que apoya a Cristina Kirchner.


    RAVERTA, FERNANDA: hija de Mario Montoto, militante de La Cámpora y titular de la Anses.


    RECALDE, HÉCTOR: abogado laboralista, ex asesor de Hugo Moyano y ex diputado de Unidad Ciudadana.


    RECALDE, MARIANO: ex titular de Aerolíneas Argentinas. Actual senador nacional del Frente de Todos.


    REPOSO, DANIEL: ex titular de la Sindicatura General de la Nación y ex candidato a procurador general.


    REUTEMANN, CARLOS: ex corredor de Fórmula 1 y ex gobernador de Santa Fe. Actual senador nacional por esa provincia. Cristina Kirchner lo relacionaba con el banco BICA.


    RIBAS, ROBERTO: abogado penalista, ex defensor del fiscal Carlos Stornelli.


    RIGHI, ESTEBAN “BEBE”: fue ministro del Interior del ex presidente Héctor Cámpora y procurador general de la nación nombrado por el ex presidente Néstor Kirchner. Cristina Kirchner lo hizo echar cuando permitió que el fiscal Carlos Rívolo pidiera el allanamiento del ex vicepresidente Amado Boudou en el caso Ciccone.


    RITONDO, CRISTIAN: ex ministro de Seguridad bonaerense y diputado de Juntos por el Cambio. Dirigente del PRO.


    RÍVOLO, CARLOS: fiscal federal, investigó, junto con Stornelli, la causa de los Cuadernos de las Coimas. Presidente de la Asociación de Fiscales.


    ROBLES, GISELE: abogada, ex letrada de Leonardo Fariña. Socia de Franco Bindi.


    ROCCA, PAOLO: titular del Grupo Techint, la empresa industrial más grande de la Argentina.


    RODRÍGUEZ LARRETA, HORACIO: jefe de Gobierno porteño. Ex director del PAMI y fundador del PRO. Precandidato presidencial para 2023.


    RODRÍGUEZ SAÁ, ALBERTO: ex senador y actual gobernador de San Luis.


    RODRÍGUEZ SIMÓN, FABIÁN: abogado, asesor de Macri en temas judiciales y ex miembro del directorio de YPF.


    RODRÍGUEZ, LUIS: juez federal porteño. Instruyó la denuncia del despachante de aduana Gabriel Traficante por haber sido supuestamente extorsionado por Marcelo D’Alessio.


    ROGGIO, BENITO: empresario y principal accionista del Grupo Roggio, con negocios en la construcción y el transporte.


    ROMERO, LUIS ALBERTO: historiador y académico, autor del libro La larga crisis argentina, entre otros.


    ROSATTI, HORACIO: ex convencional constituyente, ex ministro de Justicia de Néstor Kirchner, que renunció al denunciar sobreprecios en la construcción de cárceles. Ex intendente de Santa Fe. Miembro de la Corte Suprema.


    ROSENKRANTZ, CARLOS: ex asesor de Raúl Alfonsín en la Convención Constituyente. Actual presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Ex rector de la Universidad de San Andrés.


    ROVIRA, CARLOS: ex gobernador de Misiones del peronismo.


    RÚA, ALEJANDRO: ex secretario del juez Fassi de Santa Cruz, ex encargado de la unidad AMIA del Ministerio de Justicia de De la Rúa. Abogado del CELS y de Héctor Timerman, entre otros ex funcionarios K.


    RUIZ, ALAN: ex director de Operaciones de la AFI. Procesado en la causa del Operativo Verdura.


    RUIZ, FERNANDO: doctor en Comunicación, profesor en periodismo de la Universidad Austral. Actual presidente de Fopea. Autor de numerosos libros.


    RUSCONI, MAXIMILIANO: ex fiscal, actual abogado del ex ministro de Planificación, Julio De Vido. Propuso reglamentar el secreto periodístico.


    SABSAY, DANIEL: abogado constitucionalista. Posgrado en la Facultad de Derecho de la Universidad de París II, Francia. Profesor titular de Derecho constitucional en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.


    SÁENZ, GUSTAVO: ex intendente de Salta y actual gobernador de la provincia.


    SAÍN, MARCELO: ex titular de la Policía de Seguridad Aeroportuaria y actual ministro de Seguridad de Santa Fe.


    SALA, MILAGRO: dirigente del movimiento Túpac Amaru de Jujuy y militante K. Actualmente, cumple una condena en la causa denominada Pibes Villeros.


    SALVO, NATALIA: abogada laboralista y militante del Instituto Patria. En 2019 apareció como abogada de Pedro Etchebest en Dolores.


    SANFELICE, OSVALDO: socio de Máximo Kirchner en la inmobiliaria Los Sauces. Procesado en varias causas por supuesta corrupción K.


    SANTAMARÍA, VÍCTOR: titular del sindicato de encargados de edificio y del grupo de medios Octubre. Militante K.


    SANTILLI, DIEGO: ex diputado, actual vicejefe de Gobierno y ministro de Seguridad porteño.


    SANZ, ERNESTO: abogado, ex senador nacional por Cambiemos de Mendoza. Actual dirigente de la UCR y fundador de Cambiemos.


    SARAVIA FRÍAS, BERNARDO: abogado, ex procurador general del Tesoro del gobierno de Macri.


    SCHIAVI, JUAN PABLO: tras la renuncia de Ricardo Jaime en 2009, fue nombrado secretario de Transporte del gobierno de Cristina Kirchner. Antes fue subsecretario de Mantenimiento y Servicios de la Municipalidad de Buenos Aires, durante la gestión de Carlos Grosso, entre otros cargos públicos.


    SCHIFFRIN, LEOPOLDO: ex juez de la Cámara Federal de La Plata. Autor, junto con Olga Calitri, de la sentencia según la cual los delitos de corrupción no prescriben nunca.


    SCIOLI, DANIEL: ex piloto de motonáutica que ingresó a la política con el apoyo del ex presidente Carlos Menem. Gobernador bonaerense, ex candidato a presidente y actual embajador en Brasil.


    SCLAUZERO, NÉSTOR: experimentado periodista de radio y TV, ex director de Noticias de la TV Pública. Ex presidente de Fopea.


    SEGOVIA, MARIO: conocido como “El Rey de la Efedrina”, condenado por tráfico de drogas.


    SERVINI, MARÍA: jueza federal y electoral porteña, investigó el caso del tráfico de 50 toneladas de efedrina a México durante los gobiernos de los Kirchner.


    SIVO, RAÚL CÉSAR: abogado del ex titular de la AFIP, Ricardo Echegaray.


    SORIA, MARTÍN IGNACIO: diputado nacional del Frente de Todos de Río Negro. Hijo del ex gobernador y ex titular de la SIDE Carlos Soria, quien fue asesinado de un balazo por su esposa en 2012.


    SOSA, EDUARDO: ex procurador de Santa Cruz. Quiso investigar el destino de los 650 millones de dólares de los fondos de Santa Cruz, pero los Kirchner lo echaron.


    STIUSO, JAIME: ex director de Contrainteligencia de la SIDE, a quien Cristina Kirchner considera su enemigo número uno.


    STOLBIZER, MARGARITA: ex diputada nacional y líder del partido GEN.


    STORNELLI, CARLOS ERNESTO: fiscal federal de Comodoro Py desde 1993. En 2001 logró el procesamiento y la prisión preventiva del ex presidente Carlos Menem en la causa por la Venta Ilegal de Armas a Ecuador y Croacia, entre otros casos resonantes. Entre 2007 y 2010 fue ministro de Seguridad del gobernador bonaerense Daniel Scioli. Luego volvió a su fiscalía e investigó el caso de los Cuadernos de las Coimas.


    SYLVESTRE, GUSTAVO: periodista militante y conductor de programas de C5N.


    SZPOLSKI, SERGIO: empresario, ex dueño del grupo de medios K que terminó en la quiebra.


    TAIANO, EDUARDO: fiscal federal porteño. Intervino en la causa por el crimen del ex fiscal de la AMIA Alberto Nisman y del encubrimiento de cinco iraníes en el atentado contra la mutual judía.


    TAILHADE, RODOLFO: ex titular de la Inspección General de Justicia durante la presidencia de Cristina Kirchner. Después pasó a ser director de Contrainteligencia de la AFI. Actual diputado nacional del Frente de Todos.


    TALERICO, MARÍA EUGENIA: abogada y ex número dos de la Unidad de Información Financiera (UIF) durante la gestión de Macri.


    TALEVI, ALEJANDRO: ex funcionario radical y financista. Manejó la financiera Madercoop.


    TASELLI, SERGIO: empresario, dueño del Frigorífico Santa Elena, en Entre Ríos. Estuvo investigado en la causa de los Cuadernos pero las responsabilidades recayeron sobre su hermano.


    TAZZA, ALEJANDRO: juez de la Cámara Federal de Mar del Plata.


    TELLELDÍN, CARLOS: abogado, ex reducidor de autos robados. Un tribunal oral lo declaró inocente en 2020 por haber entregado la Trafic que se usó como cochebomba en el atentado a la AMIA en 1994.


    TERZANO, TATIANA: abogada, defensora de Daniel Pérez Gadín en la causa de La Ruta del Dinero K.


    THOMAS, OSCAR: ex titular de Yacyretá. Procesado en la causa de los Cuadernos de las Coimas, después de haber estado prófugo.


    TOMA, MIGUEL ÁNGEL: ex titular de la SIDE y ex diputado peronista. Especialista en inteligencia.


    TONELLI, PABLO: abogado, diputado nacional de Juntos por el Cambio y miembro del Consejo de la Magistratura de la Nación.


    TORELLO, JOSÉ: apoderado nacional del PRO y ex jefe de asesores del Gabinete presidencial de Mauricio Macri.


    TRAFICANTE, GABRIEL: despachante de aduana, querellante en la denuncia del intento de extorsión de Marcelo D’Alessio.


    UBEIRA, JOSÉ MANUEL: abogado penalista, defensor de Federico Elaskar en la causa de La Ruta del Dinero K y de Oscar Thomas en la causa de los Cuadernos de las Coimas.


    URSO, JORGE: fue el juez federal que procesó y dictó la prisión preventiva del ex presidente Carlos Menem en la causa por la Venta Ilegal de Armas a Ecuador y Croacia. Falleció en 2020 de un infarto.


    VACA NARVAJA, CAMILO: hijo del ex dirigente Montonero y ex novio de Florencia Kirchner.


    VALDÉS, EDUARDO FÉLIX: diputado nacional desde el 10 de diciembre de 2019, luego de entrar en reemplazo de Fernando “Pino” Solanas. Además, se desempeñó como embajador de Argentina ante la Santa Sede entre 2014 y 2015. Milita en el PJ porteño, en el sector del presidente Alberto Fernández.


    VERASAY, PAMELA: dirigente de la UCR de Mendoza y actual senadora nacional por Juntos por el Cambio de esa provincia.


    VERBITSKY, HORACIO: ex jefe de inteligencia de Montoneros. Fue periodista de varios diarios y revistas, entre ellos Página/12, y autor de best sellers como Robo para la corona. Actualmente, es presidente del Centro de Estudios Sociales y Legales (CELS). Asesora informalmente a la vicepresidenta Cristina Kirchner.


    VIDAL, MARÍA EUGENIA: dirigente del PRO y ex gobernadora de la provincia de Buenos Aires.


    VILA, JOSÉ LUIS: ex agregado de la SIDE en Washington y ex encargado de Relaciones Internacionales del Ministerio de Defensa.


    VILLENA, FEDERICO: juez federal 1 de Lomas de Zamora. Primero autorizó a la AFI a hacer operaciones de vigilancia sobre el Instituto Patria y tras el cambio de gobierno abrió una causa por espionaje ilegal.


    VITULIO, LUIS: abogado de Roberto Baratta.


    VIVANCO, JOSÉ MIGUEL: abogado chileno, director de Human Right Watch para América Latina.


    WAGNER, CARLOS: ex presidente de la Cámara Argentina de la Construcción en el gobierno de Cristina. Titular de la empresa Esuco. Procesado en la causa de los Cuadernos.


    WEINBERG DE ROCA, INÉS: jueza de la Suprema Corte de la CABA. Ex candidata de Macri a procuradora general de la nación. Baratta organizó, desde la cárcel, una campaña en contra de su candidatura.


    WERETILNECK, ALBERTO: ex gobernador de Río Negro. Presentó el polémico proyecto para reformar la ley del Ministerio Público Fiscal. Aliado de los K.


    WOLFF, WALDO: ex dirigente de la DAIA y diputado nacional por Juntos por el Cambio.


    WORTMAN JOFRÉ, HUGO: abogado penalista, presidente de Poder Ciudadano, capítulo argentino de Transparencia Internacional.


    YOMA, AMIRA: ex secretaria de Carlos Menem. Sobreseída en un caso de narcotráfico.


    YOMA, EMIR: empresario y ex asesor presidencial de Carlos Menem. Fue sobreseído en la causa por la Venta Ilegal de Armas a Ecuador y Croacia.


    ZAFFARONI, EUGENIO: ex juez de la Corte argentina y actual miembro de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Asesor de Cristina Kirchner y Amado Boudou.


    ZAMORA, GERARDO: ex senador y gobernador de Santiago del Estero. Contrató al estudio de Franco Bindi.


    ZANIN MARTINS, CRISTIANO: abogado del ex presidente de Brasil Lula da Silva y creador de la teoría del lawfare en su versión latinoamericana.


    ZANNINI, CARLOS: ex secretario legal y técnico de la presidencia y actual procurador general del Tesoro. Considerado el “cerebro” judicial de Cristina Kirchner.


    ZELKOVICH, CARLOS: abogado y ex funcionario del Ministerio de Desarrollo Social y otras reparticiones del Estado durante los gobiernos de Menem y de los Kirchner. En 2019 se convirtió en el principal operador de Roberto Baratta.


    ZITTA, VÍCTOR PALOMINO: despachante de aduana, procesado en la causa de la Mafia de los Contenedores.


    ZUVIC, MARIANA: diputada nacional de la CC-ARI. Fue la principal investigadora de la fortuna y las maniobras de Lázaro Báez.

  


  
    
  


  
    
  


  
    FUENTES


    Este libro está basado en más de cincuenta entrevistas, el doble de consultas off the record, cientos de documentos públicos y causas judiciales sobre la ofensiva del kirchnerismo sobre la Justicia.


    La pandemia obligó a que las entrevistas fueran realizadas por teléfono o por videoconferencia. La mayoría de las citas se corresponden con casi un centenar de fuentes consultadas que pidieron hablar en off y no revelar su nombre.


    El autor tiene copias de la mayor parte de la causa D’Alessio y muchas de las declaraciones testimoniales e indagatorias citadas, así como documentos oficiales, están tomadas de ese y otros expedientes. Por un problema de espacio en el libro, los principales documentos están publicados en mi blog santoroinvestiga.com, para aquellos que quieran chequear los datos.


    Las citas de las conversaciones entre Eduardo Valdés y Juan Pablo Schiavi y otros ex funcionarios K detenidos en Ezeiza están tomadas de la transcripción de las escuchas telefónicas que figuran en el Operativo Puf. El autor accedió a una copia de esas desgrabaciones en la causa que se abrió por una denuncia de Elisa Carrió.


    Los teléfonos públicos de la cárcel de Ezeiza estaban intervenidos legalmente por una investigación sobre el Rey de la Efedrina, Roberto Segovia, y por orden el juez federal de Lomas de Zamora Federico Villena. A mediados de 2020, el juez federal Marcelo Martínez de Giorgi, a cargo del juzgado de Bonadio tras su muerte, archivó la denuncia de Carrió, pero legitimó las escuchas que el kirchnerismo busca desesperadamente invalidar. En base a esos audios se reconstruyó la organización del Operativo Puf con precisión de días.


    En la última semana de marzo de 2021, la Cámara Federal porteña desarchivó la causa para comprobar en sede judicial si Cristina Kirchner y sus adláteres intentaron voltear, a través del Operativo Puf, la causa de los Cuadernos de las Coimas. En una resolución se criticó en forma severa la actuación del juez federal Marcelo Martínez de Giorgi en la causa abierta por una denuncia de Carrió. La referente de Juntos por el Cambio denunció en febrero de 2019 que, de la maniobra, participaron Cristina Kirchner, Eduardo Valdés, D’Alessio, Alejo Ramos Padilla y los diputados Agustín Rossi y Rodolfo Tailhade, entre otros.


    La revelación de la causa preocupó a Valdés y Ramos Padilla padre, entre otros, por la posibilidad de que la Justicia ratifique en un expediente el rol de la vicepresidenta y el verdadero alcance del Operativo Puf.


    En septiembre de 2020, Martínez de Giorgi había archivado el caso como subrogante del fallecido juez Bonadio. Pero en 2021 ese rol le correspondió por sorteo a su colega Julián Ercolini, quien está dispuesto a investigarlo a fondo.


    Martínez de Giorgi archivó la causa porque dijo que la maniobra no constituyó un delito en la medida en que, a su criterio, “no perjudicó” la causa de los Cuadernos porque esta terminó llegando a juicio oral.


    Pero el fiscal Carlos Stornelli, uno de los objetivos de la operación, junto con el fallecido juez Claudio Bonadio y este autor, apeló el fallo que finalmente la Cámara desarchivó.


    La decisión de reabrir el caso la tomaron los jueces de la sala I de ese tribunal de alzada, Mariano Llorens y Leopoldo Bruglia. En cambio, Eduardo Farah votó en minoría a favor de la confirmación del archivo del caso.


    El fallo señala que Martínez de Giorgi “se limitó a analizar y descartar” que constituyeran un delito los planes que se trazan en las conversaciones de Baratta, y otros ex funcionarios K. En estas escuchas, anticiparon diez días antes que Etchebest iba a presentar una denuncia “espontánea” en el Juzgado de Dolores. Incluso, en esas charlas, como ya se vio, dicen que el juez Ramos Padilla “agarró viaje” y ya está “operando”.


    Ramos Padilla hijo negó haberse enterado de la denuncia antes de que Etchebest la presentara el 28 de enero de 2018 en su juzgado. Fue unos días después de la promocionada entrevista entre Stornelli, el falso abogado Marcelo D’Alessio y el que luego sería gobernador de Salta, Gustavo Sáenz, en Pinamar.


    El Operativo Puf, a diferencia de lo expuesto por Martínez de Giorgi, “podría revestir carácter delictual más allá de que el objetivo hubiera podido o no materializarse efectivamente”, agrega el fallo de la Cámara.


    En la decisión de Martínez de Giorgi, “resulta tan insuficiente la prueba recolectada como sesgada su interpretación”, dice el duro fallo. Este juez, puntualiza, “con afirmaciones genéricas y remisiones a otras investigaciones omitió dar real tratamiento a aquellos sucesos con visos de verosimilitud que surgen de las transcripciones telefónicas”.


    Resalta que la Cámara Federal de Mar del Plata, en diciembre de 2020, enderezó la causa D’Alessio. Así, ese tribunal marplatense “entendió que no existían evidencias de la probable participación de Carlos Stornelli en la maniobra extorsiva contra Pedro Etchebest, razón por la cual revocó su procesamiento”.


    El fallo del tribunal porteño reafirma que existieron las conversaciones de los ex presos en Ezeiza que revelan la puesta en marcha de la operación. Y que la interceptación de los teléfonos de la cárcel fue legal porque la ordenó el juez federal 2 de Lomas de Zamora, Federico Villena.


    En las escuchas, “indudablemente se hacía referencia a Stornelli con negativos y nefastos presagios y al juez de la causa que se tramita en Dolores en términos más que sugestivos”.


    La Cámara considera que el contenido de las escuchas es “tan gráfico, explícito y contundente que dejaba el denominado Operativo Puf al descubierto”.


    Los jueces ordenaron incorporar a la causa las nuevas denuncias de Stornelli y “producir otras que tendieran a profundizar las categóricas alocuciones intercambiadas por distintos personajes” en las escuchas.


    Por último, rechazó los “términos agraviantes” de una presentación del padre de Ramos Padilla y juez de cámara, Juan Ramos Padilla, quien está cada vez más preocupado por el futuro de su hijo. Y pidió al Consejo de la Magistratura y al Colegio de Abogados de CABA que sancionen a Ramos Padilla padre por su inconducta.


    En este libro queda claro el rol de cada abogado en la maniobra. Víctor Hortel está mencionado en esas escuchas. Pero Hortel, al igual que Juan Pablo Alfonso, el abogado de Baratta antes de que fuera defendido por Alejandro Rúa y Graciana Peñafort, renunciaron con anterioridad a que se lanzara el Operativo Puf.


    Uno de los periodistas que participó de la difusión de la “opereta” es Víctor Hugo Morales, quien hizo un giro editorial de 180 grados en 2010. Un par de anécdotas lo pintan de cuerpo entero. Antes de su cambio, había hecho lobby para entrar a la Academia Nacional de Periodismo que este autor integra junto con Joaquín Morales Solá, el ex vocero de Alfonsín, José Ignacio López, y otros prestigiosos colegas. Pero tras ese giro renunció intempestivamente. Dimitió a través de un mail donde trataba a los miembros de la Academia como una “caterva” de liberales, con tres errores de ortografía.


    El genial caricaturista político Hermenegildo Sábat, ex presidente de la Academia, siempre recordaba que le llamaba la atención que un uruguayo se aplanara las ondas del pelo con gomina. Y se preguntaba si era “para demostrar que no tenía raíces africanas en un Montevideo con muchos habitantes de color”.


    La nota de Gabriel Morini con los datos que le dio Baratta desde la cárcel puede verse en ambito.com y es uno de los ejemplos de cómo la mano derecha de De Vido le pasaba información a favor de sus intereses a periodistas de medios K e incluso otros de medios independientes.


    Cuando en Clarín se publicó que Tuny Kollmann era uno de los que hablaban con Baratta y participó de la “opereta”, hizo un descargo. Escribió el 2 de junio de 2019 en Página/12: “… las dos o tres llamadas que me hizo Baratta desde la cárcel nunca hablamos ni una palabra del expediente de Dolores. Me enteré de la extorsión a Pedro Etchebest antes de que se hiciera la denuncia porque el abogado del empresario me contó que tenían grabado y fotografiado a Marcelo D’Alessio cuando concretó el pedido de 300.000 dólares, en Pinamar, el 8 de enero”. La abogada de Etchebest es Natalia Salvo.


    Kollmann había estado involucrado, en los noventa, en un extraño proyecto para escribir un libro con el reducidor de autos Carlos Telleldín, quien entregó la Trafic que se usó como coche bomba en el atentado terrorista contra la AMIA en 1994. También, en una falsa denuncia sobre cuentas bancarias ocultas del senador por Córdoba Luis Juez, en las islas Caymán. Y fue el periodista que habló con el número dos de la AFI, Juan Martín Mena, el día del crimen de Alberto Nisman.


    La primera versión de la denuncia del abogado Roberto Herrera sobre la jugada de su colega Elizabeth Gasaro fue revelada por el programa 4 días de A24, conducido por Luis Majul. Luego Herrera presentó una declaración testimonial en una causa abierta ante la fiscal Alejandra Mángano y amplió su denuncia. Hay un video en C5N que confirma la versión de Herrera sobre cómo se grabó a D’Alessio en el pasillo de entrada a la fiscalía de Stornelli el día que llevó a declarar a Gonzalo Brusa Dovat. La pregunta del millón es: ¿cómo supo Gasaro que iba a ir D’Alessio ese día a tribunales?


    El diputado Eduardo Valdés dio su versión del origen de la frase “Operativo Puf” para desmentir que haya sido una maniobra contra la causa de los Cuadernos. Dijo que está inspirada en una nota del periodista Carlos Pagni en La Nación. Pero la nota dice: “Colaboradores inmediatos de la señora de Kirchner prestan atención a la demora del juez [Bonadio] en convalidar el testimonio del ex ministro santacruceño Juan Manuel Campillo. Creen que Campillo estaría siendo forzado a formular acusaciones artificiales. Les inquieta la proximidad al expediente del abogado Santiago Blanco Bermúdez, defensor del tenebroso Antonio Stiuso. Y un dato ínfimo: que Campillo estaría involucrando a Isidro Bounine, quien fue secretario de la ex presidenta. Varios ex funcionarios de Cristina Kirchner están convencidos de que, cuando todavía estaba en el gobierno, Bounine actuaba como informante de Larcher y de Stiuso. En el Instituto Patria se hacen esta pregunta: ¿seguirá todavía a las órdenes del espía jubilado? Y esta otra: ¿tendrán algo que ver con la investigación de Bonadio las empresas constructoras del propio Stiuso? Como suele suceder en los divorcios, el conflicto del kirchnerismo con Stiuso se ha vuelto interminable”.


    Campillo conoce secretos de los Kirchner. Desde ese cargo en Río Gallegos, en 2006, Campillo había ayudado a Lázaro Báez a recuperar 10 millones de dólares, bloqueados por la Justicia de Liechtenstein. En ese momento, se sospechó que, en realidad, era plata de Néstor Kirchner. A Campillo siempre se lo consideró un “protegido de Néstor”. Cuando se casó con el modisto de artistas famosas, Carlos Di Domenico, fue denunciado ante la Justicia. Se lo acusó de tener supuestas cuentas en el paraíso fiscal de Andorra y una mansión en Milán.


    El discurso de Cristina Kirchner de marzo de 2019 en el Senado denunciando a Estados Unidos y pidiendo la intervención de la Corte está en la página oficial del Senado en YouTube. Además, otras fuentes propias dieron detalles al autor para la reconstrucción de la escena en la que planteó esa cuestión de privilegio contra la Corte.


    En teoría, el planteo de Cristina tiene lógica jurídica aunque esté infundado. El máximo tribunal tiene competencia directa en causas que tengan que ver con terceros países. Por ejemplo, el atentado terrorista que voló la Embajada de Israel en 1992 lo investiga la Corte.


    Pero nunca hubo intervención alguna de Estados Unidos en las maniobras de D’Alessio y así quedó demostrado en la causa de Dolores.


    La denuncia de Pedro Etchebest en el Juzgado de Dolores fue una típica maniobra de forum shopping, que significa elegir un juez amigo. Ninguno de los treinta hechos que investigó Ramos Padilla ocurrió en jurisdicción de ese tribunal.


    Sin embargo, la Cámara Federal de Mar del Plata, el 13 de mayo de 2019, le dio a Ramos Padilla la competencia provisoria de la causa. Lo hizo luego de que el kirchnerismo, bajo las órdenes de Cristina, organizara manifestaciones de apoyo al juez de Dolores.


    El tribunal rechazó enviar la causa a los jueces naturales de la capital federal. Y ordenó que Ramos Padilla realice “todas aquellas medidas procesales tendientes a una integral determinación de los hechos que constituyen el objeto del proceso”.


    Es decir, que la investigación clarifique cuáles son los supuestos delitos cuya autoría se buscaba establecer y dónde se cometieron. Los camaristas marplatenses Alejandro Tazza, Eduardo Jiménez y el subrogante Bernardo Bibel votaron por unanimidad.


    Luego de esa decisión del tribunal marplatense, Stornelli apeló al siguiente escalón judicial. La sala II de la Cámara Federal de Casación Penal rechazó un recurso del fiscal que cuestionaba la competencia provisoria de Ramos Padilla porque estaba “mal concedido” desde el punto de vista técnico y sin entrar en el tema de fondo.


    La presentación de Ramos Padilla en la Comisión de Libertad de Expresión de la Cámara de Diputados, invitado por el diputado K Leopoldo Moreau, no tiene antecedentes en la Justicia, sobre todo con una causa que recién empezaba.


    Uno de los pocos jueces que expuso una causa en el Congreso había sido Juan José Galeano, por el atentado contra la AMIA. Pero lo hizo en una sesión secreta de la comisión mixta creada especialmente por el ataque de 1994.


    En el momento que se lanzó el Operativo Puf, Cristina Kirchner estaba preocupada por la confesión de su ex contador Víctor Manzanares en la causa de los Cuadernos y por la investigación abierta en Estados Unidos sobre las inversiones de su ex secretario privado, Daniel Muñoz, bautizada Operación Tango por el FBI.


    Los datos referidos a la Operación Tango fueron tomados de la causa judicial y de una nota de este autor publicada en Clarín el 30 de junio de 2019.


    La relación comercial previa que tenían D’Alessio, Pedro Etchebest y los comisarios retirados se comprueba, además, con la declaración de la esposa del “productor agropecuario jubilado”, Mercedes Miglieta, ante el juez Ramos Padilla, de la cual este autor tiene una copia. Además, las declaraciones de los cuatro en la causa así lo confirman.


    En 2019 consulté a la abogada Natalia Salvo sobre negocios de Etchebest. En lugar de contestarme, me acusó de presionarla y pidió mi indagatoria, así que no volví a repetir el mecanismo de consulta.


    Las declaraciones de Etchebest sobre su patrimonio fueron tomadas de una nota de Francisco Olivera, publicada el 14 de marzo de 2019 en La Nación.


    El negocio del feedlot que D’Alessio y Etchebest tenían en Navarro fue contado en declaración testimonial por el ex secretario del falso abogado, Marcos Antonio Menéndez. Este prometió llevar más datos al juzgado sobre esa relación comercial y una deuda pendiente del segundo con el primero. Se trata de un tema clave porque Menéndez sostuvo que el intento de extorsión fue una venganza por esa deuda.


    Los diálogos de Etchebest con otros empresarios sobre un proyecto de planta de biomasa en Misiones y otros sobre facturas apócrifas fueron tomados del caso conocido como Expofrut. Está caratulado “Causa 15911/15-Burgos Diego y otros s/ estafa en tentativa/ Sumario Nro. 174/15”. El caso lo tuvo por sorteo el juez federal Claudio Bonadio y el fiscal Eduardo Taiano. Los socios de Etchebest tenían los teléfonos intervenidos y los audios fueron desgrabados. El autor accedió a una copia de esa desgrabación.


    El fraude iba a ser cometido a través de una falsa resolución número 66947/13, que aparece con una firma de un subdirector de la Seccional Grandes Contribuyentes de AFIP, de fecha 5 de diciembre de 2014. Esta otorgaba un crédito fiscal por la suma de ciento seis millones ochocientos pesos relacionado con IVA.


    Por último, la falsa resolución señalaba que se concedía el crédito bajo las previsiones de la RG 2077/06, es decir, como transferencia a terceros.


    La parte referida a la imputación contra Etchebest por la reducción a servidumbre de ciudadanos bolivianos está tomada de la causa 29337/2018 de la justicia federal de Mar del Plata. Se abrió por una denuncia del Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata. Las descripciones de las malas condiciones de vida de las víctimas están en la causa.


    Los audios de las conversaciones entre Etchebest y D’Alessio al regresar de Pinamar están en la causa de Dolores y también se encuentran publicados en una nota del 8 de febrero de 2019 en el sitio El Cohete a la Luna y otros medios K. Cualquiera los puede escuchar para deducir quién manejaba a quién y si Etchebest estaba “aterrorizado”, como declaró. Como el juez Ramos Padilla dividió la causa, fue imposible hasta ahora acceder a todos, para poder analizarlos. El magistrado presentó solo los que fundaban su hipótesis.


    La nota original de Horacio Verbitsky para lanzar la “opereta” contiene 38 mentiras que están detalladas en mi blog. Pero Verbitsky nunca hizo la aclaración, no me llamó para consultarme ni publicó que mis procesamientos fueron anulados.


    Como tampoco nunca aclaró que el papa Francisco no colaboró con la represión de la dictadura contra el sacerdote jesuita Francisco Jalics o que Francisco De Narváez no era un lavador de dinero del narcotráfico colombiano. Del mismo modo, tampoco aclaró que era mentira que Vilma Ibarra “manejó cajas negras” de CABA, entre otras desmentidas a sus notas. En fin, una inveterada costumbre de Verbitsky.


    Los primeros datos sobre los negocios de Etchebest en San Juan y los proyectos con chinos fueron publicados por el periodista de Infobae Andrés Ballesteros, en Twitter (@gilmourde9). Después, un colega de San Juan que pidió no ser nombrado, en forma desinteresada, comprobó los datos.


    La planta de paneles solares está dentro de la enorme estancia Guañizuil, en la localidad sanjuanina Iglesia. Son unas 250.000 hectáreas, ubicadas a 200 kilómetros de la ciudad de San Juan. CABA tiene poco más de 200.000 hectáreas, para tener una idea de las dimensiones en juego. Según fuentes empresarias, la firma Tierras de los Andes le compró algunos terrenos a Alberto Grau, un empresario sanjuanino.


    En esa estancia se realiza también un proyecto inmobiliario con casas ecológicas dentro de un parque privado. Los Grau tienen fuertes lazos con el PJ de San Juan. El facsímil del acta de Tierra de los Andes que demuestra que el hijo de Etchebest es el socio preponderante en Tierra de los Andes se puede ver en mi sitio web.


    El capítulo 5 sobre los antecedentes de D’Alessio está basado en varias fuentes, documentos y declaraciones testimoniales. La parte patrimonial se tomó de una denuncia de Elisa Carrió y un informe de antecedentes comercial de Nosis.


    La decisión de la Cámara Federal de Mar del Plata sobre la supuesta violación de los derechos de D’Alessio cuando lo obligaron por la fuerza a abrir su celular está tomada de las resoluciones del tribunal del 11 de diciembre de 2020, entre las que se encuentra la anulación de mis procesamientos. El pedido fue hecho por el fiscal del tribunal, Juan Manuel Pettigiani.


    Parte de los datos falsos del currículum de D’Alessio están tomados de una respuesta de la UBA al Juzgado de Dolores. Otros, de una realizada al falso abogado por Juan Ignacio Cánepa en la revista DEF y reproducida por Infobae el 13 de enero de 2020. El rol de D’Alessio en el equipo de Insfrán como vocero del suicidio de su hijo puede verse en Youtube.


    La descripción del espectacular allanamiento a la casa de D’Alessio en el country Saint Thomas está reconstruida en base a las actas del procedimiento y de fuentes que participaron del allanamiento.


    La presencia del ex SIDE y ex guardaespaldas de D’Alessio en la puerta del country fue tomada del libro Érase una vez en Argentina de Luis Gasulla.


    Carrió y el ex SIDE Rolando Barreiro afirmaron que D’Alessio habría estado vinculado a Adrián Marcal Gago. Este empresario está investigado en una causa por irregularidades con el uso de declaraciones juradas anticipadas de importación (DJAI) y estuvo vinculado, a su vez, a Miguel Ángel Lamparelli. Este último estaba procesado y tuvo una prisión preventiva dictada por la jueza Arroyo Salgado en una causa por evasión de más de 1000 millones de pesos.


    El interés de D’Alessio en la venta de equipos de seguridad al senador Camau Espínola está tomado de la declaración testimonial de Dov Kilinsky de la causa de Dolores y también de dichos del senador del Frente de Todos.


    La infiltración K en la AFI de Macri fue revelada a este autor en una entrevista telefónica con el diputado y miembro de la Comisión Bicameral de Inteligencia José Cano, realizada el 11 de enero de 2021. Por el mismo tema, el autor intentó entrevistar a la ex número dos de la AFI, Silvia Majdalani, pero se excusó de dar una entrevista ante una consulta de este autor.


    Los audios de Oscar Parrilli con Cristina Kirchner en que hablan de pedir ayuda a Juan Martín Mena y César Milani están grabados en la causa por el supuesto encubrimiento del financista de la efedrina Ibar Pérez Corradi. Fueron difundidos por el programa La Cornisa de Luis Majul el 14 de marzo de 2017. Se publicó porque se trata de un tema de interés público y no de conversaciones sobre asuntos privados.


    Los antecedentes de causas contra periodistas están tomados del archivo del diario Clarín. En 2011, la Cámara Federal porteña sobreseyó al periodista Marcelo Bonelli. Era en una causa en que Bonadio procesó a Bonelli por publicar la declaración jurada de impuestos del ex titular del PAMI, Carlos Alderete. La declaración de Alderete estaba amparada por el secreto fiscal. Pero ese tribunal de alzada criticó a Bonadio, sacó a Bonelli del caso y dirigió la causa contra quienes desde la AFIP filtraron la información. Así, sentó un precedente histórico.


    En septiembre de 2006, Página/12 publicó el legajo secreto como agente de la SIDE del diputado peronista Juan José Álvarez. La filtración del legajo fue una represalia de Kirchner porque Álvarez se alineó con la candidatura presidencial de Roberto Lavagna, que competía contra la de Cristina Kirchner. A nadie se le ocurrió imputar a los periodistas por esa violación de la Ley de Inteligencia.


    Igual criterio usó el juez Rafecas para procesar ex funcionarios de la AFIP por armar una falsa denuncia contra la diputada Elisa Carrió, que fue amplificada por la revista Veintitrés. El semanario estaba dirigido, entonces, por el empresario K Sergio Szpolski, quien mandó a publicar una nota titulada “La chacra de Carrió”. Carrió tardó casi diez años en construir esa casa en Exaltación de la Cruz. Todavía no la terminó de pagar.


    Por otra parte, la Cámara Federal porteña extendió, en los casos de los periodistas Thomas Catán y Matías Longoni, la protección constitucional del secreto periodístico. Lo hizo al ampliar el derecho a no revelar los nombres de las fuentes a las comunicaciones de los periodistas y sus libretas de apuntes. Igual interpretación tuvo la Cámara Federal de San Martín, en la causa seguida contra el periodista Raúl García por la entrevista al ex jefe del ERP Enrique Gorriarán Merlo. El reportaje se hizo cuando el líder del Movimiento Todos por la Patria estaba prófugo de la Justicia.


    En 2018, Verbitsky publicó parte de la lista de argentinos que se acogieron al último blanqueo fiscal. Entre ellos, un hermano de Macri. La Justicia investigó a los funcionarios que filtraron los datos secretos y no al operador de Cristina que realizó la publicación, como corresponde.


    Idéntico criterio se aplicó a las entrevistas realizadas en la cárcel por Raúl Kollmann a Carlos Telleldín, imputado por entregar el vehículo como cochebomba en el atentado a la AMIA. Incluso, el periodista K había firmado un contrato para escribir un libro en forma conjunta con Telleldín. Tampoco hay que criminalizar a Kollmann por las conversaciones que tuvo con el “Señor 8” de la AFI, Juan Martín Mena, en la madrugada siguiente al día del crimen de Nisman, en enero de 2015.


    La Corte aplicó los mismos principios cuando, en 2020, confirmó el sobreseimiento de los periodistas Carlos Pagni, Roberto García y Juan Bautista “Tata” Yofre, entre otros, por haber recibido mails interceptados ilegalmente por ex agentes. Sin embargo, en la causa de Dolores no hubo interceptaciones de comunicaciones de terceros o informes secretos de la AFI.


    El caso donde se procesó a los periodistas Juan Bautista Yofre, Carlos Pagni y otros por supuesto espionaje ilegal fue producto de una pelea entre el ex director de la SIDE, Antonio Stiuso, y Aníbal Fernández, según fuentes judiciales. Finalmente, con el cambio de gobierno en 2015, la jueza terminó sobreseyendo a todos. Y la Corte confirmó en 2020 el sobreseimiento, rescatando el valor de la libertad de prensa.


    Las declaraciones de los espías Claudio Álvarez y Parra están en la causa por el intento de extorsión a Traficante y de allí fueron tomadas. Confirman que D’Alessio tuvo contactos con la AFI de Cristina Kirchner. El juez Ramos Padilla nunca investigó esta pista.


    La reconstrucción del debate reservado sobre el caso D’Alessio en la Comisión Bicameral de Inteligencia, de la que participaron Gustavo Arribas y Majdalani, fue contada a este autor por dos de los participantes que pidieron no ser citados. Los textuales fueron tomados de una nota de Infobae publicada en abril de 2019.


    Al día siguiente de la reunión de la Comisión Bicameral, Majdalani denunció ante el juez federal Rodolfo Canicoba Corral a Tailhade y pidió que se cite al legislador para que “aclare y especifique sus dichos y aporte la correspondiente prueba” sobre supuestos negociados de su parte.


    Los antecedentes de los comisarios retirados Degastaldi y Bogoliuk fueron contactos por un vocero del gobierno bonaerense. El comisario Ricardo Bogoliuk entró a la Policía de Seguridad Aeroportuaria (PSA) en febrero de 2005, cuando Kirchner ordenó crearla para reemplazar a la Policía Aeronáutica Nacional (PAN), que dependía de la Fuerza Aérea. Para el entonces presidente, la PAN era indirectamente responsable por el envío de valijas con 60 kilos de cocaína a Madrid, a través de Southern Winds. Otro motivo fue que no quería ojos indiscretos de militares en sus viajes en avión cargados con bolsos con dinero.


    En 2008, Bogoliuk, apodado “el Ruso”, fue jefe de asesores del jefe de la Policía Bonaerense de Scioli, Daniel Salcedo. Luego trabajó, dijo, en las consultoras de seguridad Vanguardia y Uespri. Por unos meses fue asesor de la fiscalía UFI-AMIA de Nisman.


    La desmentida de tareas de inteligencia de Bogoliuk sobre la gobernadora María Eugenia Vidal fue tomada de la declaración testimonial del ex auditor de la Policía Bonaerense Guillermo Berra, ante el juez Ramos Padilla.


    ¿Cómo se fundamenta el rol del “ejército de abogados” de Cristina? La supuesta relación de varios abogados con la AFI está en un informe secreto de la AFI de Macri presentado en la causa 4.262/17 del Juzgado Federal 6, según contó a este autor, en exclusiva, una fuente judicial.


    El contacto de Bindi con el kirchnerismo fue afirmado por el fiscal Carlos Stornelli en sede judicial, por una fuente propia y por la revista Noticias.


    Los primeros antecedentes públicos de Bindi aparecen en una nota junto al intendente de San Miguel de Tucumán, Domingo Amaya, quien expuso sobre la “Realidad Argentina 2012” en la Universidad Georgetown de Washington DC, junto con el ex presidente de Aguas Bonaerenses (ABSA) y protegido del ex juez Rodolfo Canicoba Corral, Guillermo Scarcella. Scarcella es de Tandil, enseñó tenis a varios jueces y fiscales de Comodoro Py, y está fuertemente vinculado al polémico Canicoba Corral.


    Esa delegación argentina estuvo conformada, además, por el juez federal de Quilmes Luis Armella y el entonces camarista federal Eduardo Freiler, entre otros. La nota presenta a Bindi como cofundador de la agrupación “Néstor Vive” de Villa Crespo.


    Los antecedentes laborales de Bindi están en un informe de Nosis. El caso de la situación de prófugo de Bindi se basa en datos propios, un informe de Interpol y en notas del diario El Eco de Tandil.


    En el informe de la AFI presentado en la causa judicial citada que tenía Canicoba Corral figura el nombre de Rimini Carol. Este autor llamó al teléfono que usaba el doctor Bindi para tener su opinión y me respondieron “Se equivocó de número”, sin más.


    Los roles de otros abogados fueron referidos por ellos mismos en medios y redes sociales. Además de un archivo propio con declaraciones, que usé para este capítulo.


    Ricardo Nissen había sido sancionado por la Cámara de Apelaciones en lo Comercial “como apoderado del actor en autos a “Rego, Antonio c/ Librería Huemul”. En esa causa, la Cámara había señalado que, “advertidos de la falsedad de los documentos [de su cliente, Nissen] deberían haber desistido de la acción y del derecho que mentirosamente invocó”.


    Sin embargo, Nissen, agrega la Cámara, “continuó con el proceso con la misma mentirosa versión de los hechos y la documentación cuya falsedad había quedado demostrada en un expediente penal. Se trataba de actas de directorio y de asamblea adulteradas y con firmas apócrifas”.


    En la causa judicial también se señaló que “los libros de la empresa habían sido modificados con liquid paper y contaban con firmas apócrifas”. Igual método que el usado en libros contables de Hotesur y Los Sauces… Parte de los datos de Nissen provienen de Érase una vez en Argentina, ya citado. Las relaciones empresariales de Nissen están tomadas de un informe de Nosis, así como la de otros protagonistas.


    Varios participantes del Operativo Puf fueron nombrados en cargos en el gobierno de Alberto Fernández, como Eduardo Barcesat. Los nombramientos figuran en resoluciones ministeriales o decretos presidenciales. El operador de Roberto Baratta, Chala Zelkovich, no aparece, hasta ahora, con un cargo, pero sí en una nueva empresa llamada Ecumenia Assistence Management. En su constitución como empresa ante la IGJ dice que Ecumenia se dedicará a “la creación, producción, intercambio, fabricación, transformación, industrialización, comercialización, intermediación, representación, importación y exportación de toda clase de bienes materiales, incluso recursos naturales, e inmateriales y la prestación de toda clase de servicios”. Un objetivo comercial muy amplio…


    El caso de los narcotraficantes serbios defendidos por Rusconi está tomado de la nota del autor en el diario Clarín.


    Después de la condena a Carlos Menem, en 2019 la Cámara Federal de Casación Penal consideró el caso de las armas prescripto por el principio del “plazo razonable” para juzgar a un imputado. Pero el caso seguía abierto, al cierre de este libro, a consideración de la Corte para dar la última palabra. Ahora, con la muerte del ex presidente, la causa se cerrará.


    La foto de Rusconi al lado de Ramos Padilla a la salida del informe del juez en el Congreso fue publicada en el diario digital La Politica Online. En una carta, Rusconi se molestó por un título de Clarín que lo presentaba como el “abogado de De Vido” y negó tener una cercanía con el juez Ramos Padilla. Sostuvo que en los chats entre Marcelo D’Alessio y Stornelli se ve que “planificaban una maniobra ilegal contra mi persona”.


    La “maniobra” era que Stornelli le envió a D’Alessio el link de esa nota de Rusconi publicada en Página/12. Nada más. En la causa de Dolores se le dio el rol de querellante, pero nunca se imputó a nadie por su caso.


    Un querellante, a diferencia de un simple denunciante, tiene derecho a pedir medidas de pruebas, solicitar procesamientos, etc. Otros jueces son restrictivos para dar este rol.


    El capítulo sobre los Ramos Padilla, también, está basado en documentos, declaraciones testimoniales y búsquedas en redes sociales de carácter público.


    Los vínculos políticos de Alejo Ramos Padilla con el kirchnerismo están claros hasta antes de que fuera nombrado juez federal de Dolores en 2011. Pero continuaron luego de asumir la magistratura.


    En su cuenta en Facebook, si bien es más moderado que el padre, Alejo Ramos Padilla publicó una tapa de la revista Barcelona que en 2018 hacía un juego de palabras con el regreso de Cristina y la entonces titular del FMI Christine Lagarde.


    Más explícito fue cuando recomendó un artículo de Página/12, basado en una denuncia del CELS de Verbitsky, contra un juez que competía con él en Bahía Blanca. Todo sin considerar que su padre, el camarista Juan Ramos Padilla, es un acérrimo cristinista.


    El caso Jimena fue construido en base a datos propios y de una nota publicada el 18 de marzo de 2019 en Clarín, por Gabriel Levinas y Sergio Serrichio, titulada “Los conocidos de siempre”.


    La impugnación de Juliana Inés Treviño contra Juan Ramos Padilla figura en el expediente 56/2001 del Consejo de la Magistratura.


    Las declaraciones de Alejo Ramos Padilla sobre su juventud fueron tomadas del blog colectivoepprosario.blogspot.com.


    El audio de la audiencia de Ramos Padilla padre con el presidente de la Cámara Federal porteña, Martín Irurzun, está en el sitio Revolución Popular en Youtube, manejado por militantes ultra K. No es usual que se graben estas audiencias y menos, difundirlas.


    Las relaciones de Ramos Padilla padre con el abogado Eduardo Barcesat están en el sitio del foro sobre presos políticos, en www.nuestrapropuesta.org.ar.


    La reconstrucción del paso de Ramos Padilla hijo por el Juzgado de Bahía Blanca se basa en varias fuentes. Unos datos fueron tomados de una nota publicada el 23 de agosto de 2016 en La Nueva Provincia de Bahía Blanca. Otros, de una nota de Gabriel Bermúdez publicada en Clarín en agosto de 2019.


    Además de la denuncia del ex ministro de Justicia Germán Garavano, Ramos Padilla tuvo otras denuncias ante el Consejo de la Magistratura. El expediente 142/15, caratulado “Montezanti Néstor Luis c/ Dr. Ramos Padilla Alejo (Juez Fed. Nº1 de Bahía Blanca)”, en la que otro juez lo acusa de abuso de autoridad, y el expediente 266/16, caratulado “Cám. Fed. de Apel. de Bahía Blanca s/ situación siniestro vehículo a cargo del Juzg. Fed. Nº1”, por abandonar un auto del Juzgado.


    También tenía el Expte. 64/17 en la Magistratura, caratulado “Asociación de Abogados por la Justicia y la Concordia contra Dr. Ramos Padilla Alejo”, por haber sido abogado de organismos de derechos humanos y ahora, juez contra represores. Además del Expte. 70/17, caratulado “Negri Carlos María c/ Dr. Ramos Padilla Alejo (Juez Federal de Dolores)”, por supuestamente haberle pedido datos confidenciales a un abogado de un imputado.


    Otra de las denuncias contra Ramos Padilla desestimadas estaba caratulada “Mahiques Juan Bautista s/act. del Dr. Ramos Padilla Alejo” (Juez Federal de Dolores) y su acumulado expediente 58/2019, “Deluchi Levene c/Alejo Ramos Padilla (Juzgado Federal de Dolores)”.


    Al volver al Juzgado de Dolores en mayo de 2015, Ramos Padilla siguió con su devolución de favores al kirchnerismo y benefició al ex vicepresidente Amado Boudou. Antes de ser el número dos de la Argentina, Boudou fue secretario de Hacienda y Finanzas del Municipio de la Costa.


    En esos tiempos, puso en su DNI como domicilio la avenida Costanera 3365, de San Bernardo, según se descubrió en la causa por los papeles truchos de su auto Honda.


    Pero allí no hay ninguna casa, sino una playa que terminó siendo bautizada por la prensa como el “médano de Boudou”.


    En mayo de 2016, Ramos Padilla cerró el caso, luego de que el fiscal desestimó la investigación por una formalidad. El DNI presentado en la denuncia era una fotocopia y no un documento público original que pudiera ser “ideológicamente falso”. Pero lo insólito fue que el fiscal sostuvo que el DNI está destinado a acreditar solo la identidad de las personas y no su domicilio…


    En lo que refiere al capítulo sobre el empresario K Mario Cifuentes, el origen de la investigación se encuentra en las notas de Italo Pisani en el Diario Río Negro. El periodista deportivo Ernesto Cherquis Bialo dijo al programa de radio de Eduardo Valdés que los Ramos Padilla “son la esperanza de la Justicia”. Los Ramos Padilla, antes de ser jueces, habían defendido a Cherquis Bialo en un juicio que le había hecho Macri por el manejo de Boca. Luego, Cherquis Bialo hizo gestiones ante periodistas para que entrevisten a Cifuentes como querellante en Dolores. Otra devolución de favores.


    El capítulo sobre los ataques al fiscal Carlos Stornelli está basado en una multiplicidad de fuentes; entre ellas, las presentaciones de sus abogados, a las que accedió este autor.


    Antes que a Stornelli, hubo amenazas contra otros fiscales. En 2008, cuando el fiscal Eduardo Taiano debía decidir si apelaba el sobreseimiento del juez Norberto Oyarbide a los Kirchner por el aumento del 158 por ciento de su patrimonio, recibió una denuncia de un secuestro virtual contra su hijo, y luego no apeló.


    Tras el crimen de Alberto Nisman en enero de 2015, por ejemplo, se difundieron las fotos del ex fiscal con modelos VIP, y sus últimos contactos estaban guardados en su celular. Pese a que había secreto de sumario, en el marco de una campaña K contra el motor de la investigación del atentado de la AMIA.


    En la causa D’Alessio, Stornelli quedó procesado solo por dos delitos de acción privada. Y, sin embargo, el kirchnerismo le sigue reclamando que renuncie.


    Pero no es el único fiscal procesado. El ex titular de la Procelac y militante K Carlos Gonella está procesado desde hace años en la causa por omitir a Lázaro Báez en la denuncia original de La Ruta del Dinero K. También estaba acusado en esa causa de haber violado secretos de una causa penal, al haber difundido el nombre de una jueza a quien imputó en una causa por narcotráfico.


    Otro caso parecido fue el del fiscal Federico Delgado, en el caso Time Ward, por una denuncia del abogado Marcelo Stinfale, pero el juez federal Marcelo Martínez de Giorgi postergó la indagatoria sin fecha hasta que se resolviera una serie de recursos, y el caso se terminó cerrando, entre otros.


    El capítulo que cuenta cómo Cristina Kirchner quiere volver a controlar la oficina de escuchas de la DAJuDeCO está basado en los dos informes que la Comisión Bicameral de Inteligencia, controlada por Moreau, hizo y a los que accedió este autor.


    La intercepción de comunicaciones es una herramienta clave de la Justicia y los servicios de inteligencia de todo el mundo en casos de terrorismo, narcotráfico u otras manifestaciones del crimen organizado. Pero la historia argentina la muestra volcada, sobre todo, para el control de la política interna.


    Las filtraciones de esos audios no necesariamente pueden salir de esa oficina de la Corte llamada DAJuDeCO. Cuando son volcadas en una causa judicial, todas las partes tienen acceso a ella, es decir, juez, fiscal, la AFI, querellantes y acusadores.


    Además, muchos jueces piden que la desgrabación la realice la propia AFI. El tema, además, abre una tensión entre el derecho a la privacidad y el derecho de los ciudadanos a conocer lo que hacen y dicen sus funcionarios. Por lo menos, dos jueces de la Corte no quieren que esa oficina siga bajo su jurisdicción, pero en este contexto político no hay espacio para un debate serio.


    La vigilancia electrónica es un fenómeno mundial. Estados Unidos forma una red de intercepción de comunicaciones llamada los “cinco ojos”, junto con Gran Bretaña, Australia, Nueva Zelanda y Canadá.


    Fue hecha en base a la red Echelon que se diseñó para enfrentar a la Unión Soviética en la Guerra Fría. Así, en 2013 Estados Unidos tenía capacidad para almacenar 3000 millones de datos.


    Esa confianza entre la AFI de Macri y los servicios de inteligencia de países desarrollados había permitido la oferta a la Argentina de equipos para el análisis de datos sobre el combate al terrorismo internacional y el tráfico de drogas. Son clave para un país que ya sufrió dos atentados: la Embajada de Israel (1992) y la AMIA (1994).


    Todo el expediente de la investigación sobre el Rey de la Efedrina en la cárcel de Ezeiza está firmado por el juez Villena. Y el magistrado autorizó actuar a la AFI decenas de veces. El autor accedió a una copia y solo hizo una síntesis.


    Fuentes parlamentarias contaron al autor lo sucedido en esa reunión secreta de la Bicameral de Inteligencia, que desde diciembre de 2019 es controlada por el cristinismo a través de Moreau.


    El capítulo sobre un país sin periodismo de investigación está basado en fuentes públicas, mi experiencia personal y notas periodísticas.


    El comunicado del ICIJ de apoyo a mi persona está firmado también por María Teresa Ronderos (Fundación para la Libertad de Prensa, Colombia), Carlos Eduardo Huertas (Connectas, Colombia), Carlos Dada (El Faro, El Salvador), Mariel Fitz Patrick (Infobae, Argentina), Stanimir Vaglenov (Media Group Bulgaria, Bulgaria), Mary Triny Zea Cornejo (La Prensa, Panamá), Blaz Zgaga (periodista freelance, Slovenia), Mohammed Komani (ARIJ, Yemen), Rana Sabbagh (ARIJ, Jordania), Linton Besser (ABC, Australia), Kristof Clerix (Knack, Bélgica), Lars Bové (De Tijd, Bélgica), Momar Dieng (Tribune, Senegal), Kunda Dixit (Himalmedia, Nepal), Lyas Hallas (periodista freelance, Argelia) y Martijn Roessingh (Trouw, Holanda).


    La nota también está suscripta por Karlijn Kuijpers (Investico y Trouw, Holanda), Joop Bouma (Trouw, Holanda), Marcel Metze (The Investigative Desk, Holanda), Juliette Garside (The Guardian, Reino Unido), Yasuomi Sawa (Kyodo News, Japón), Marcos García Rey (El Confidencial, España), Joaquín Castellón (La Sexta, España), Aamir Latif (Anadolu Agency, Pakistán), Boyoung Lim (Newstapa, Corea del Sur), Pelin Unker (periodista freelance, Turquía), Michael Nikbakhsh (Profil, Austria), Minna Knus-Galán (Yle, Finlandia) y Bastian Obermayer (Süddeutsche Zeitung, Alemania).


    El comunicado del ICIJ también lleva las firmas de Frederik Obermaier (Süddeutsche Zeitung, Alemania), Colm Keena (Irish Times, Irlanda), John Hansen (Politiken, Dinamarca), Soren Kristensen (Danish Broadcasting Corporation, Dinamarca), Musikilu Mojeed (Premium Times, Nigeria), Rui Araujo (TVI, Portugal), Ernesto Rivera (periodista freelance, Costa Rica), David Dembele (Depeches du Mali/L’Investigateur, Mali), Charles Lewis (Investigative Reporting Workshop, Estados Unidos), Octavio Enríquez (La Prensa, Nicaragua), Carlos F. Chamorro (Confidencial, Nicaragua), Sandra Bartlett (periodista freelance, Canadá), Joseph Poliszuk (Armando.info, Venezuela), Paul Radu (OCCRP, Romania), Drew Sullivan (OCCRP, Sarajevo), Fred Laurin (SVT, Suecia), Leo Sisti (L’Espresso, Italia), y Susanne Reber (Scripps, Estados Unidos).


    Más adelante, el comunicado de apoyo lleva las firmas de Stephen Handelman (Center on Media, Crime and Justice, Estados Unidos), Marina Walker Guevara (ICIJ, Estados Unidos), Emilia Diaz-Struck (ICIJ, Estados Unidos), Emmanuel Dogbevi (Ghana Business News, Ghana), Ola Haram (VG, Noruega), Nina Selbo Torset (Aftenposten, Noruega), Miranda Patrucic (OCCRP, Sarajevo), Djordje Padejski (John S. Knight Journalism Fellowships at Stanford University, Estados Unidos), Neil Chenoweth (Australian Financial Review, Australia), Hugo Alconada Mon (La Nación, Argentina), Johannes Kr. Kristjansson (Reykjavik Media, Islandia), Stefan Candea (CRJI, Rumania), Ola Westerberg (Agencia de noticias TT, Suecia), Iván Ruiz (La Nación, Argentina), Bill Birnbauer (Democracy’s Watchdogs, Australia), Julia Stein (Netzwerk Recherche, Alemania), Anuška Delić (Oštro, Eslovenia), Edouard Perrin (Premières Lignes, Francia), Serena Tinari (Re-Check, Switzerland), Steve Bradshaw (Flaxmoor Productions, Gran Bretaña), Frédéric Zalac (Société Radio-Canada, Canadá), Oliver Zihlmann (Tamedia Investigative Unit, Zúrich, Suiza), y Sandra Crucianelli (Infobae, Argentina).


    En varios pasajes del libro se hace referencia al caso Kimel. Se trata de la condena al periodista Eduardo Kimel por el delito de calumnias e injurias debido a la publicación de un libro sobre el crimen de los sacerdotes palotinos durante la dictadura.


    El juez de ese caso se consideró injuriado y ganó el juicio hasta en la Corte. Kimel apeló a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y esta recomendó al Estado no criminalizar el trabajo de los periodistas. En base a este pedido, Cristina Kirchner mandó un proyecto de ley al Congreso y se anuló esa pena para periodistas.


    La nota titulada “Dolores: ¿nació un nuevo Código Penal mediático?” la escribió Fernando Ruiz en el diario Perfil el 17 de septiembre de 2019. Es recomendable su lectura en forma completa porque entendió la esencia del caso.


    Mi nota sobre la confesión de Uberti y un soborno por la compra de la deuda argentina por parte de Venezuela que tanto molestó a los K se puede ver en Clarín en septiembre de 2018. La otra nota que molestó al kirchnerismo es la revelación de la empresa fantasma Aldyne en La Ruta del Dinero K. Fue una revelación exclusiva de este autor en 2014. Por ella, uno de los financistas me hizo dos juicios y llegó hasta la Corte. Pero la nota fue confirmada por la UIF y el gobierno de Seycheles.


    En cuanto al capítulo sobre la llamada “Conadep del periodismo” se destacan las declaraciones de presidente de la Cámara de Diputados Sergio Massa, quien se diferenció de los K. Massa dijo también que “hay cosas más importantes que hacer que andar revisando lo que piensan los periodistas. No tiene ningún sentido pretender revisar la tarea de los periodistas y menos, pensar en una Conadep del periodismo”.


    Apenas volví en forma anticipada de mis vacaciones en la costa, mis amigos y colegas más cercanos me organizaron el domingo 3 de marzo una cena en el Club del Progreso. Mi maestro Raúl García, ex director de la agencia Noticias Argentinas (NA) y de la revista Somos, estaba sentado en primera fila, junto con Néstor Sclauzero, Gustavo Sierra, Fernando Ruiz, Pablo Calvo, Diego Cabot, Eduardo Paladini, Marcelo Helfgot, Ignacio Miri, Guido Gazzoli, Natasha Niebieskikwiat, Norma Morandini y Alfredo Popritkin de la ONG Contadores Forenses, entre otros. Confundido y preocupado, escuché palabras que fueron una caricia para mi corazón, cerca de un retrato de mi prócer preferido, el general Juan Galo Lavalle.


    La entrevista que me hizo Jorge Fonteveccia se puede leer completa en mi blog, mientras que la nota de Claudio Savoia sobre las presiones que sufrí en mi carrera fue publicada el 16 de julio de 2019 en Clarín.


    Todos los firmantes de la primera solicitada en mi apoyo, publicada en una página completa de Clarín, fueron: Magdalena Ruiz Guiñazú, Jorge Fernández Díaz, María Laura Santillán, Luis Majul, Norma Morandini, Nelson Castro, Alfredo Leuco, Joaquín Morales Solá, Cristina Pérez, José Ignacio López, Marcelo Bonelli, Nicolás Wiñazki, Diego Leuco, José Claudio Escribano, José del Río, Mónica Gutiérrez, Roman Lejtman, Diego Cabot, Gustavo González, Jonathan Viale, Osvaldo Bazán, Daniel Dessein, Luciana Geuna, Claudio Jacqueline, Miguel Wiñazki, Daniel Malnatti, Raúl Pedone, Sergio Suppo, Jorge Rosales, Ana Gerschenson, Néstor Sclauzero, Fernando Ruiz, María Laura Avignolo, Ricardo Ravanelli, Jorge Porta, José Crettaz, Paula Lugones, Carlos Burgueño, Liliana Franco, Clara Mariño, Jorge Elías, Laura Di Marco, Fanny Mandelbaum, Federico Seeber, Mariel Fitzpatrick, Alberto Amato, Jorge Liotti, Ariel Cohen, Florencia Donovan, Gustavo Sierra, Carlos Gabetta, Walter Curia, Eduardo Aulicino, Marcela Pagano, Sebastián Campanario, Rodrigo Alegre, Daniel Enz, Rafael Sábat, Mario Rodríguez Muñoz, Gabriela Bruzzone, Carlos Claá, Ricardo Mosso, Raúl García, Alfredo Zacarías, Hugo Martín Alonso, Julio César Rodríguez, Verónica Toller, Mariela Arias, Oscar Sensini, Ariel Ferrentino, Fabio Ladetto, Guido Gazzoli, John Reichertz, María Alveolite, Santiago Kovadloff, José Luis Brea, Leonardo Nicosia, Julio Perotti, Ricardo Kirschbaum, Ricardo Roa, Eduardo van der Kooy, Daniel Fernández Canedo, Fernando González Héctor Gambini, Silvia Fesquet, Gonzalo Abascal, Pablo Vaca, Diana Baccaro, Luis Vinker, Ernesto Jackson, Alcadio Oña, Leandro Pérez, Ignacio Miri, Eduardo Paladini, Walter Schmidt, Silvia Naishtat, Marcelo Cantelmi, Pablo Biffi, Ignacio Zuleta, Gustavo Bazzan, Ezequiel Burgo, Héctor Huergo, Claudio Savoia, Luis Ceriotto, Carlos Galván, Pablo De León, Natacha Esquivel, Santiago Fioriti, Nicolás Diana, Marcelo Helfgot, Natasha Niebieskikwiat, Ignacio Ortelli, Martín Bidegaray, Lucía Salinas, Martín Bravo, Guido Braslavsky, Ariel Bazán, Sebastián Alonso, Dani Yako, Ricardo González, Pablo Javier Blanco, Sergio Danishewsky, Pablo Novillo, Judith Savloff, Irene Hartmann, Emilia Vexler, Vanesa López, Adriana Santagati, Rolando Barbano, Luis Moranelli, Gonzalo Sánchez, Pablo Calvo, Daniel Leyba, Walter Domínguez, Pablo Scholz, Guillermo Kellmer, Pablo Sigal, Ricardo Braginski, Guillermo Dos Santos Coelho, Maximiliano Delgado, Mariano Roa, Daniel Bosque, Carlos Vazquez, Martín Marpons, Hugo Scapparone, Anita Cerati, Adriana Pimentel, Laura Tedesco, Mariano Vior, Sofía Perrotta, Darío Morel, Osvaldo Estevao, Vicente Dagnino, Sebastián Clemente Nicolas Lucca, Sergio Rubín, Hugo Machiavelli, Silvia Mercado, Alejandro Borensztein, Carolina Perín, Daniel Vittar, Fernando Sendra (con dibujo y todo), FedericoMonjeau, Lucas Morando, Eduardo Feinmann, Verónica Foxley, Andrea Vidal. Y siguen las firmas.


    La nota de Ricardo Kirschbaum en defensa de mi trayectoria fue publicada el 23 de junio 2019 en Clarín.


    Todos los periodistas que firmaron la segunda solicitada fueron: Nelson Castro, Magdalena Ruiz Guiñazú, Diego Cabot, José Del Río, Fernando González, Norma Morandini, Jorge Lanata, Luis Majul, Jorge Fontevecchia, María Laura Santillán, Cristina Pérez, Eduardo Van der Kooy, María Laura Avignolo, Gustavo Bazzan, Marcelo Bonelli, Carlos Gabetta, Alejandro Borensztein, Robert Cox, Daniel Enz, Néstor Sclauzero, Jorge Fernández Díaz, Luis Gasulla, Guillermo Lobo, Ricardo Kirschbaum, Ricardo Roa, Silvia Fesquet, Ana Gerschenson, Diego Leuco, José Ignacio López, Fanny Mandelbaum, Pablo Mendelevich, Joaquín Morales Solá, Nicolás Wiñazki, Luis Otero, Rosental Calmon Alves (Brasil), María Elvira Domínguez (Colombia), Cesar Ricaurte (Ecuador), Roberto Rock (México), Marina Walker, James Rowe (Estados Unidos), Sergio Rubin, Marcelo Longobardi, Claudio Savoia, Gustavo Sierra, Jorge Sigal, Ricardo Uceda (Perú), Mónica González (Chile), Fabián Werner (Uruguay), Marcelo Miralles (Bolivia), Carlos Chamorro (Nicaragua), Marina Atoji (Brasil), Ewald Scharfenberg (Venezuela), Rosario Agostini, Hugo Alonso, Mariela Arias, Diana Baccaro, Rolando Barbano, Silvia Mercado, Vanina Berghella, Marcelo Cantelmi, Hernán Capiello, Fernando Bravo, Marcelo Cantón, José Crettaz, Daniel Malnatti, María Eugenia Estenssoro, Eduardo Feinmann, Fernando Fraquelli, Héctor Gambini, Jorge Goldemberg, Chani Guyot, Ernesto Jackson, Jorge Elías, Daniel Juri, Fabio Ladetto, Matías Longoni, Hugo Macchiavelli, Claudio Jacquelin, Alicia Miller, Daniel Alberto Muchnik, Mariano Obarrio, Gaston Roitberg, Susana Reinoso, Julio Cesar Rodríguez, Miguel Wiñazki, Sandra Crucianelli, Fernando Ruiz, Sergio Carreras, Pablo Sigal, Sergio Suppo, Verónica Toller, Gustavo Tubio, Héctor Vanolli, Federico van Mameren, Ricardo Pipino, Juan Mascardi, Alfredo Zacarias, Julio Aiub Morales, Diego Marconetti, Alberto Amato, Pablo Arcusin, Eduardo Aulicino, Claudio Berón, Stella Bin, Silvana Boschi, Ricardo Braginski, Luis Ceriotto, Silvina Chediek, Julio Chiapetta, María Alejandra Conti, John Reichertz, Ricardo Trotti, Andrés D’Alessandro, Hernán Dobrich, Amalia Eizayaga, Georgina Elustondo, Abel Escudero Zadrayec, Marcela Farre, Jessica Ferradas, Silvia Naishtat, Eduardo Paladini, Pablo Sirvén, Alejandro A. Costanzo, Olga Chacón, Roberto Adrián Maidana, Gustavo Rodríguez, Gonzalo Abascal, Valeria Agis, María Inés Aimale, Paola Erika Alfonso, Mónica Almeida (Ecuador), Carlos Algeri, Marcos Álvarez, Mónica Baumgratz, María Alveolite, Saúl Ambinder, Bonzo Andrea, Noelia Antonelli, David Arango, Álvaro José Aurane, Pablo Ávila, Eduardo Luis Ayassa, María Gabriela Balls, Adrián Barabino, Héctor Barabino, Claudia Tamara Bazila, Ricardo César Barbich, Luis Eduardo Barrionuevo, Oscar Benini, Aldo Benítez, María Laura Benítez, Sergio Javier Benítez, Irene Benito, Luis Jacobi Egidio (Nicaragua), Carlos Bermejo, Amilcar Berón, Martin Bermejo, Marcelo Biasatti, Osvaldo Bodean, Maxi Bongiovanni, Liliana Marina Bonin, Lisseth Boon, Verónica Bordón, Fabián Bosoer, Daniel Bosque, Jesica Bossi, José Luis Brea, Natalia Buiatti, Ezequiel Burgo, Miguel Ángel Busquets, Mariana Cabezuelo, Vicente Calisaya, Stella Maris Campos, Judith Córdova, Dayana Reichenbach, Miguel Matusevich, Julia Caprara, Laura Carbonari, Hugo Mario Cárdenas López (Colombia), Alfredo Caro, Gustavo Castagnino, Cristina Castello, Martín Castillo, Cecilia Martínez, Eduardo Fabián Coli, Carlos Challiol, Franco Piccato, Fabiana Crespo, Cristian René Machado, Laura Natalia Cruz Cañón, Daisy Bonilla, David Quintana (Nicaragua), Pablo de León, José Ángel Di Mauro, Nicolás Diana, Javier Díaz, Carolina Dietrich, Liliana Direnzo, Sandra Domínguez, Alfredo Popritkin, Alberto José Dorati, Luis Duarte, Octavio Enríquez, Catalina Beatriz Escalada, Roberto Escardó, Alberto Alfredo Fernández, Mirta Espina, Leandro Pérez, Roberto Espinosa, Ramiro Espiño, Natacha Esquivel, Mariana Muriel Fernández, Guido Gazzoli, Lucila Fernández Díaz, Marco Andrés Fernández Leyes, Enrique Gebauer, Teresita Ferrari, Mariana Gerez, Sebastián Fest, Ana Lía Beatriz Figueroa, Santiago Fioriti, Nélida María Font, Fabricio Glibotta, Enrique Alberto Fraga, Liliana Franco, Jorge Elías Gómez, Alejandra Gallo, Ricardo González, Luciano Garro, Martín Gastañaga, Diego Granda, María Herminia Grande, Marcos Guido, Daniel Juri, Gustavo Guirado, Carlos Gutiérrez Bracho, Pablo Kaplun, Tarek Hallar, Marcelo Helfgot, Pablo Helman, Martha Celia Hernández Zelaya, Silvio Hibernar, Carlos Hughes, Pablo Icardi, Roberto Iglesias, Ignacio Iraola, Eric Italia, Guillermo Kellmer, Marta Lamas, Ulises Lencinas (Chile), Lila Levinson, Juan Carlos Lezcano Flecha, Yelitza Linares (Venezuela), Jorge Liotti, Guillermo Lipera, Gustavo Llabra, Paulo Morales, Marta Morales, Daniel López, Gerardo López, Ricardo Mosso, John Machado, Fernando Maidana, Paula Moreno Roman, Cecilia Mosto, María José Muller, Luciana Mantero, Silvina Martínez, Alejandra Martínez, Silvina Martínez Porta, María Martini, Ana María Masanti, Patricio Alejandro Naranjo Molina, Sabina Melchiori, Javier Navia, Claudio Negrete, Osvaldo Menéndez, Leonardo Nicosia, José Benjamín Mescher, Gustavo Noriega, María Oliva, Ignacio Miri, Orlando Molaro, Eleonore Monfort, Carlos Montero, Juan Manuel Montero, Guillermo Ernesto Monti, Alfredo Luis Moracho, Pablo Oro, Horacio Ortiz, Nicolás Resco, Nicolás Revello, Jonathan Palma, Franco Paz, Carla Pérez, Estela Pérez Lugones, Martha Isabel Perin, Kharla Pimentel, Italo Pisani Roque, Esteban Pittaro, María Elena Polack, Carlos Edgardo Quiroga, Mariela Quiroga Gil, Lourdes Ramírez, Edgardo Rebechi, Michael Ritter, Manuel Riva, Ricardo Rivas, Norman Robson, María del Carmen Ruiz Díaz, María José Rodríguez, Gisela Rodríguez, Gustavo Rodríguez, Carlos Russo, Tristán Rodríguez Loredo, Mario Rodríguez Muñoz, Martín Rodríguez Yebra, Vanessa Sánchez, Ana Laura Román, Paula Lugones, Sebastián Alonso, Marina Artusa, Guillermo Kellmer, Martín Voogd, Daniel Fernández Canedo, Walter Domínguez, Pablo Biffi, Claudio Aliscioni, Daniel Vittar, Pablo O. Scholz, Graciela Romera, Silva José Romero, Daniel Romero, Natalia Gabriela Roquel, Mabel Vargas Rosana, Gonzalo Sánchez, Matilde Sánchez, Lucía Sant, Walter Schmidt, Alejandra Saravia, Pedro Marcelo Sato, Sergio Serrichio, Bibiana Sayavedra, Martín Silva, Irene Simón, Rubén Skubij, Noel Smart, Soledad Cedro (Colombia), Hernán Solomin, Jorge Sosa, Fernando Miguel Stanich, Tamara Sternberg, Nerina Sturgeon, Carlos Suárez, Emiliano Suárez Perín, Chávez Suchit (El Salvador), Ignacio Zuleta, Susana Tabares, Karina Taberne, Pablo Talamoni, Rosa Zimmler, Martín Torino, Julio César Torreguitart, Silvana Andrea Trapani, Martha Beatriz Wierzbicki, Ayelén Waigandt, Pablo Vaca, Robert Valencia, Luis Vinker, Franco Varise, Rodolfo Vélez Pablo, Sergio Eduardo Verón, Luciano Viglione, Francisco Villafáñez, Marta Villar, Guillermo Villarreal, Manuel Rivas, Marta Villar, Maxi Bongiovanni, Diana Cecilia Zonaro, Verónica Bordón, Omar Méndez, Gabriel Orihuela (México), Luis Alonso Pérez (México), María Luisa Barbosa, Hernán Andrino, Mariano García Realini, Rafael Cabrera, Marcelo Rapetti, Roger Montecinos (Bolivia), Julieta Tovar Ibieta, Eva Guadalupe Tapia Castillo (Bolivia), Fernando Cabezas, Javier Castaños, Darynka Sánchez, Antezana Dehymar (Bolivia), Betty Condori Rojas, Roxana Ramos Cadima, David Haskel, Francisco Rubén Sosa Grandón (Bolivia), Paula Ancery, Joaquín Martela, Diego Dillenberger, Fernando Rodrigues (Brasil), Elizabeth Arrazola (Bolivia), Gabriel Bermúdez, Marjuli Matheus (Venezuela), Miriam Blanchard, Victoria Cerruti, Paul Mena, Fabiana Liendo, Hernán Dobry, Liliana Haydee, José Luis Ferreyra, Rubén Darío Crovetto, Sofía Frugoni, Clarissa Levy (Brasil), Evandro Almeida (Brasil), Martín Marpons, Gonzalo Sánchez, Pablo Blanco, Vicente Dagnino.


    Las maniobras por espionaje ilegal que sufrí con otros periodistas y legisladores de la oposición las tramitaron los jueces Guillermo Montenegro, Sebastián Casanello y Julián Ercolini, bajo los números de causa 6924/2006 y 5780/2014, respectivamente. Ver la lista completa de la pinchadura de 2015 en www.infobae.com/2016/03/10/1796270-la-lista-jueces-politicos-y-periodistas-espiados-el-kirchnerismo.


    El debate sobre la defensa del periodismo de investigación tiene varios antecedentes. Por ejemplo, el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la Naciones Unidas es, aún más claro, al respaldar al periodismo de investigación: “1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, por resultar reflexiones sobre la labor periodística o por cualquier otro procedimiento de su elección”.


    El Foro de Periodismo Argentino (Fopea), asociación que integro desde 2002, que presidía entonces Néstor Sclauzero y que reúne a más de 600 periodistas argentinos, publicó el 1º de marzo de 2021 un comunicado que deja en claro que los periodistas no somos responsables por lo que hacen o dicen nuestras fuentes. Unos días después, la Asociación de Entidades Periodísticas Argentinas (Adepa) –que reúne a los editores de los grandes medios de comunicación argentinos– se expresó en igual sentido. Estas declaraciones se pueden ver textuales en las páginas web de ambas instituciones.


    La testimonial del periodista Graña ante el juez Ramos Padilla es muy clara en cuanto a que Gonzalo Brusa Dovat buscó contactarse con el periodismo, y no al revés. Está en la causa de Dolores. La entrevista que le hice fue publicada el 2 de febrero en Clarín, titulada “Denuncian maniobras de lavado de dinero en PDVSA de Argentina”.


    Mario Cifuentes –el otro querellante en mi contra en Dolores– es, además, amigo de la infancia en Caleta Olivia del ex senador K de Santa Cruz Nicolás Fernández. También tiene contactos con el ex titular de la AFI, Oscar Parrilli, el ex ministro de Planificación Federal Julio De Vido y el ex secretario de Transporte Ricardo Jaime, entre otros. Fernández, a su vez, está procesado por intentar sacar 28.000 dólares del país sin declararlos en la Aduana; compró una estancia en Santa Cruz.


    Cifuentes manejó autos Audi, BMW y Aston Martin, así como vuela en aviones Golf Stream de un millón de dólares. Datos propios y otros tomados de una nota del autor publicada en Clarín el 6 de marzo de 2018.


    Otro indicio del crecimiento del patrimonio del dueño de OPS la dio su hermano. “Mi hermano me va a mandar a matar porque lo estoy denunciando. Es un mafioso corrupto. Los negocios de la corrupción los armó para el kircherismo a través del senador Nicolás Fernández (que hacía de secretario de Cristina en el Senado) y con Osvaldo Sanfelice, el socio de Máximo Kirchner”, dijo en una entrevista con La Cornisa, el programa que conduce Luis Majul por el canal América.


    Mi confusión entre OAS y OPS se dio en un programa de Animales sueltos. Estábamos en vivo y con un tema improvisado. Yo conté el caso de Lula de memoria. El video se encuentra en YouTube.


    Todas las denuncias contra Mario Cifuentes están acreditadas en causas que en ese momento estaban en trámite.


    La jueza Vivian Fernández Garello, titular del Juzgado Comercial 31 de la capital federal, declaró en 2019 la quiebra de OPS y tomó una serie de medidas cautelares sobre el patrimonio de sus miembros. Solo la AFIP le reclama, por lo menos, 400 millones de pesos en impuestos no pagados. Cifuentes se acogió a una moratoria y pidió levantar la quiebra.


    También, la jueza María Gabriela Lanz investigaba una denuncia contra Cifuentes por la falta de pago en la compra de camiones a una empresa privada, entre otras causas.


    Además, hay otras denuncias por supuesta evasión. La denuncia de la AFIP contra la firma OPS del empresario K Mario Cifuentes por una deuda previsional de más de 122 millones de pesos fue enviada por la Justicia en lo penal económico de la capital federal al fiscal federal de Neuquén, Miguel Palazzani.


    Además, en la confirmación del procesamiento de Cristóbal López por supuesto lavado de dinero, la sala I de la Cámara Federal señaló, en julio de 2020, que la empresa Agosto de Sanfelice “adquirió diversos rodados y otro equipamiento a las empresas OPS SACI y Geoterra SRL”.


    Pero los importes “consignados resultan claramente insuficientes para solventar esas operaciones”. Las resoluciones judiciales de jueces federales en estos casos están disponibles en www.cij.gob.ar.


    En declaraciones al diario Río Negro, Cifuentes negó ser el “Lázaro Báez”, aunque sus historias empresarias son muy parecidas y ahora también quiere aparecer como un perseguido del macrismo.


    En 2003 era heladero y, gracias a contratos con YPF obtenidos durante el kirchnerismo, pasó a ser un multimillonario. El diario Río Negro reveló, además, que Cifuentes, cuando empezó a tener problemas judiciales, puso al ex dueño de la famosa parrilla de la capital federal La Raya Claudio Codina, como presidente de OPS. La Raya era la preferida de muchos sindicalistas.


    En el caso del intento de extorsión a Gabriel Traficante, no caí como un paracaidista. Desde mediados de 2016 hasta la nota sobre Traficante escribí unos cincuenta artículos sobre la mafia de la Aduana y de los Contenedores y de las DJAI, y luego otras cien más.


    Traficante fue un dato más de un rompecabezas que estaba armando con los recursos de un periodista, que no son los mismos que los de un juez. Son notas que superan ampliamente el período de extorsión de D’Alessio a Traficante, que va del 2 de noviembre de 2016 a fines de diciembre de aquel año.


    La didáctica nota de José Crettaz sobre mi caso puede leerse completa en su blog josecrettaz.com.


    El resumen de la vida del ex director del Buenos Aires Herald Bob Cox puede verse en el documental Mensajero sobre un caballo blanco (www.facebook.com/messengermovie).


    El capítulo sobre el lawfare también está basado en muchas fuentes públicas y una reconstrucción de las relaciones entre Cristina Kirchner y Lula da Silva.


    La primera vez que el abogado de Lula usó el término lawfare fue en una entrevista de Martín Granovsky publicada en Página/12 el 30 de octubre de 2016.


    La tercera solicitada publicada en el diario Clarín en mi apoyo dice textualmente:


    Los abajo firmantes expresan su profunda preocupación por la decisión judicial de Juez Federal de Dolores, Alejo Ramos Padilla, de ampliar el procesamiento del Periodista Daniel Santoro en el marco de una causa (D’Alessio, Marcelo Sebastian y otros s/ asociación ilícita y otro, Causa Nro. FMP 88/2019) en la cual se investiga una supuesta asociación ilícita destinada a extorsionar a empresarios.

    Respetando la división de poderes y en defensa siempre de la independencia de la justicia, sostenemos la importancia de proveer el servicio de justicia y la aplicación de las leyes sin privilegios y de modo igualitario para todos los ciudadanos. Sin embargo no podemos dejar de señalar que la resolución adoptada por el magistrado, integrante de la agrupación Justicia Legítima, carece del sustento jurídico necesario y podría resultar en una vulneración de garantías básicas contempladas en nuestra Constitución Nacional y en los distintos Tratados Internacionales de Derechos Humanos a los que nuestro país ha adherido.

    La ampliación del procesamiento, que incluye a los fiscales Carlos Stornelli y Juan Ignacio Bidone no se funda en la jurisprudencia o la doctrina aplicables sino en criterios subjetivos del juez que dejan traslucir una toma de posicionamiento personal, falta de independencia e intencionalidades que exceden al proceso judicial y a la investigación en curso. Según lo expresado por el fiscal Stornelli esta medida fue tomada por el Juez en la misma semana en que se tomaron medidas de investigación sobre funcionarios nacionales desde su fiscalía.

    Un auto de procesamiento no es un juicio de certeza, sino un juicio meramente probabilístico, donde un Juez declara formalmente en su decisorio que en su convicción contaría con elementos probatorios suficientes como para poder atribuir una conducta reprochable por nuestro ordenamiento legal en materia penal, sin embargo, precedentemente a ello debe asegurarse la garantía constitucional del debido proceso consagrada en nuestra Carta Magna, lo cual estaría siendo vulnerada en este caso.

    Actuar al margen de los principios consagrados en nuestro ordenamiento constitucional a partir de un inusitado activismo jurisdiccional que avanza sin respetar las garantías del debido proceso, avasallando incluso otra garantía constitucional como la de la libertad de expresión, nos situamos ante una situación de gravedad institucional que no podemos ignorar.

    En este caso y según se desprende de la resolución judicial la ampliación del procesamiento a Daniel Santoro se fundamenta en hechos distintos a aquellos por los que fuera indagado, violándose así el principio de congruencia y el derecho a la defensa del acusado.

    Intentar equiparar la labor periodística con una “Asociación Ilícita Paraestatal”, vulnera de manera flagrante el derecho a la libertad de expresión y de prensa y de acceso a la información que son pilares de nuestra sociedad democrática.

    El artículo 13 del Pacto de San José de Costa Rica, que consagra la Libertad de Pensamiento y de Expresión establece que este derecho comprende “la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole.

    Así mismo se estaría vulnerando el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos el cual establece que ‘todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión’.

    En lo que refiere a nuestro ordenamiento jurídico, estas acciones se contraponen a lo establecido en nuestra Constitución Nacional, en sus artículos 14 y 43. Es importante señalar que en este último, nuestra Carta Magna consagra de manera explícita y taxativa la protección de las fuentes periodísticas. Y finalmente recordar que el artículo 75 inciso 22 le da jerarquía constitucional a los Tratados Internacionales suscriptos por nuestro país.

    Puntualmente la legislación argentina ha recogido el principio constitucional de la protección de las fuentes periodísticas en el artículo 1 de la Ley N° 25.326 de Protección de Datos Personales estableciendo que ‘en ningún caso se podrán afectar las bases de datos ni las fuentes de información periodística’.

    En el caso de que se avanzara en el proceso judicial sin dar cumplimiento a las garantías de nuestra Constitución y en clara contradicción con los principios nacionales e internacionales a los cuales nuestro país adhiere estaríamos ante un gravísimo retroceso en materia judicial que lesionaría la calidad de nuestra democracia.

    Es imperioso que todos los ciudadanos tomemos conciencia de la importancia que tiene para el ejercicio pleno de nuestros derechos la labor del periodismo, y de esa manera evitar que mediante acciones que no respetan los debidos procesos judiciales se intente acallar a aquellos que expresan voces disonantes al poder de turno.


    La solicitada lleva las firmas de Rosario Agostini, Luis Gasulla, Carlos Eguia, Camilo Cagnacci, Federico Angelini, Cristian Ritondo, Humberto Schiavoni, Esteban Bullrich, Alfredo Schiavoni, Alfredo De Angeli, Laura Rodríguez Machado, Fernando Adolfo Iglesias, Luis Petri, Omar De Marchi, Paula María Bertol, Óscar Aguad, Alejandro Finocchiaro, Alicia Vicente, Alicia Giacchero, Sergio Pablo Suarez, Ramiro Salvochea, Marcelo Camerini, Pablo Racioppi, Marcela Campagnoli, Graciela Ocaña, Silvana Giudici, Alex Campbell, Diego García Vila, Alberto Assef, Hernán Berisso y Adriana Cáceres. La solicitada también está suscripta por Waldo Wolff, Virginia Cornejo, Laura Alonso, Soher El Sukaria, Alicia Fregonese, Alvaro González, Ingrid Jetter, Mercedes Joury, Luis Juez, Martín Maquieyra, Martín Medina, Victoria Morales Gorleri, José Núñez, José Luis Patiño, María Carla Piccolomini, Dina Rezinovsky, Adriana Ruarte, Julio Sahad, David Schlereth, Ignacio Torres, Natalia Villa, Leandro López, Gonzalo Mortora, Eduardo Cáceres, Carmen Polledo, Jorge Enríquez, Pablo Walter, Gerardo Milman, Guillermo Javier Dietrich, María Luján Batallán, Fabio Quetglas, Gisela Scaglia, Quique Enrique Ramírez, Luis Otero, Alberto Föhrig, Esteban Vitor, Leticia Estevez, Ximena Sola, Pablo Priore, Alfredo Brigido, Alfredo Vitolo, Guillermo Mosso, Santiago Hardie, Gladys Moises, Juan Pablo Baylac, Gustavo Hein, Enzo Cornejo, Marcelo Mazzarello, Pablo Torello, Diego Mestre, Sofía Brambilla, Sonia Cavagnini, Jorge Triacca, Luis Pastori, Gustavo Menna, Humberto Bonanata, Alejandro Bongiovanni, Gonzalo Garcés, Lana Montalbán, Raúl Schiavi, Sebastián Linares, Diego Guelar, Andrés Ibarra, María Eugenia Estenssoro y Jorge Sigal.


    Además, está firmada por Mario Ángel Baizan, Patricia Pérez, Daniel Barberis, Guillermo Yanco, Fernando Pedrosa, Marcelo Panozzo, Gabriel Horacio Huespe, Claudio C. Bargach, Enrique Thomas, Karina Spalla, Marcelo Rozas Garay, Carlos Cejas Lescano, Martín Siracusa, Camila Crescimbeni, Lucas Luchilo, Marcelo Gioffre, Renato Matías Lobos, Sabrina Ajmechet, Marcos Ayerra, Martín Culatto, Sebastián Galiani, Damián Arabia, Enrique Juan, Julio Sahad, Enrique Cesarinin, Martín Cesar, Osvaldo Otero, Luis Alberto Ugarte, Héctor Stefani, Laura Perkins, María Eugenia Talerico, Fernando Boulin, Gustavo Gavassa, Gustavo Ferragut, Josué Quesada, Carlos Pirovano, Juan Curutchet, Alejandra Lordén, Mariano Roca, Emilio Perina Konstantinovsky, Antonio Agustín Federico, Liuba Lencova, Graciela Rencova, Graciela Revora, Julio Montero, Martín Goerling, Sergio Wisky, Marcelo Scaglione, Elizabeth O’Donnell, Alejandro Borda, Alberto Kohan, Analía Zappulla, Martín Ardohain, Clodomiro Risau, Gustavo Cairo, Sebastián Invernizzi, Pablo Sellei, Juan Pablo Allan, Carolina Rambeaud, Martín Goerling, Ramón Lanús, Rodrigo Posse, José Sbrocco, Mariano Malmierca, Álvaro Apud, Ana Claudia Wittich, Tobías Gordillo, Alberto Colombres Garmendia, Roberto Avila, Karina Ayala, Eduardo Sandoval, Benjamín Terraf, Alejandro Trapani, Miguel Diosquez, Daniel Apud, Enrique Martínez Luque, Fernando Capdevila, Claudia Machaca, Luciano Angelini, Damián Orellana, Pablo Ciarliero, Emilio Lafferriere, Marina Prati, Gabriel Palumbo, Sebastián Vinagre, Andrea Giorgini, Laura Lavandeira, Patricia Bontempo, Martín Pugliese, Lucas Logaldo e Inés Liendo. También lleva las firmas de Lucho Bugallo, Ulises Chaparro, Juan Martín Francisco Sánchez, Martín Roca, Ramón Lanús, Santiago Lucero Torres, Miguel Gallardo, Nicolás Mirande Díaz Yofre, Carlos Gaston Roma, Mariana Larcamon, Joel Silva, Sebastián Cremaschi, Nahiara Tuma, Claudia Juárez Fantoni, Bartolomé Abdala, José Brian Schapira, Lujan Guardo Lucas Incicco, Rubén Conde, Carlos Álvarez, Alejandra Distéfano, Óscar López, Guillermo Bernaudo, Jorge Metz, Jimena de la Torre, Jorge Lampa, Gabriela González Riollo, Martín Grande, Marta Varela, Carlos Darío Luna, Walter Veppo, Johanna Panebianco, Sofía Inés Weil, Ricardo Luis Negri, Carlos Eguía, Camilo Cagnacci, Lucas Jaszewski, Marcelo Bermúdez, Anibal Tortoriello, Felicitas Beccar Varela, Marcela Fernández Palma, Iván Cornejo, Arturo Forenza, Jorge Lucchesi, Dante Álvarez Dodi, Alberto Gowland, Lilia Puig, Leonardo J. Sarquis, Juan Manuel Agüero, Jorge Srodek, Jose Luis Parisí, Ignacio Castaños, Gustavo Giménez, Paula Yañez, Guido Barrichi, Romina Cejas, Luis Pablo González, Claudia Galarza, Mauro Dutto, Nicolás Matiauda, Alberto César Gómez Saavedra, Nahuel Rivera, Estefania Fiscela, Gustavo A. Lema, Raúl Aguirre Saravia, Francisco Bottai, Gonzalo Mortora, Myriam Adriana Barroso, Alberto Cohan, Marcelo Camerini, Alejandro Borda, Liuba Lencova, Graciela Róvere, Alicia Giacchero, Alicia Vicente, Sergio Pablo Suárez, Ramiro Salvochea, Luis Obeid, Lorena Lazaroff, Sebastian López, Jorge Ratier, Enrique Ramírez y Francisco Morcchio.


    El capítulo sobre Bonadio está basado en fuentes públicas, en datos propios, una nota de Lucía Salinas publicada en Clarín el 3 de febrero de 2020 y testimonios de quienes conocían y trataban directamente al juez.


    En cuanto al capítulo “Alberto y Cristina, enemigos íntimos”, el autor tuvo una entrevista telefónica con la senadora Laura Machado el 18 de enero de 2021. Por su parte, reporteó al diputado Mario Negri del 29 de enero de 2021. Unos días después también dialogó con el diputado de Juntos por el Cambio, Pablo Tonelli.


    La Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura, donde empezó la maniobra contra Bruglia y Bertuzzi, también estaba en ese momento integrada por los jueces Juan Manuel Culotta y Alberto Lugones, quien vota siempre en sintonía con la estrategia judicial K. Y por el rector de la Universidad de Lomas de Zamora y militante K, Diego Molea, el camarista Ricardo Recondo, la diputada ultra K Vanesa Siley, Tonelli y Ustarroz. Ver www.consejodelamagistratura.gob.ar.


    Las frases sobre el ex procurador Eduardo Sosa fueron tomadas de una entrevista realizada a Bruglia el 19 de septiembre de 20 por la periodista Lucía Salinas de Clarín.


    Boquín es la fiscal que sustancia la causa contra la familia de Macri por una deuda con el Estado por la concesión del Correo. Boquín, que es una aliada del titular de la AGN, Ricardo Nissen, despotricó contra Casal pero el tiro el salió por la culata.


    Se descubrió que, efectivamente, Casal le abrió un sumario administrativo a Boquín por maltrato laboral. Está acusada por sus empleados de dar órdenes a los gritos, castigos disciplinarios, presión psicológica, acoso laboral o tirar los dictámenes al suelo.


    Pero Casal lo hizo en base al dictamen del Consejo Evaluador de fiscales, que recomendó abrirlo por 5 votos a favor y ninguno en contra. Entre los 5 miembros de ese consejo estaba el fiscal Alejandro Alagia, miembro de Justicia Legítima. El autor accedió a una copia de ese dictamen y la guarda en su archivo personal.


    En 1994, la Ley de Ministerio Público que nació de la reforma constitucional abrió un período de impugnación de 90 días contra Casal y todos los otros fiscales que estaban en esa situación. Como nadie se quejó, se lo confirmó en el cargo obviando la ratificación del Senado por ese derecho adquirido.


    Nadie lo impugnó. Entonces, tiene “las garantías constitucionales que le da el cargo de interino” para solo renunciar si se le hace un juicio político, comentó un vocero de Casal a este autor.


    Además, si le quieren abrir un juicio político como un fiscal común en el tribunal de enjuiciamiento se da la paradoja de que él mismo debería aprobarlo. Así lo establece la ley orgánica del Ministerio Público Fiscal.


    A su vez, el jury de fiscales que Cristina Kirchner quiere controlar está integrado por Francisco Panero (en representación de la Federación Argentina de Colegios de Abogados), Adriana Donato (Colegio Público de Abogados de la capital federal), Mario Laporta (Senado), Juan Carlos Paulucci (fiscales generales), María Alejandra Obregón (fiscales de instrucción), Federico Thea (Consejo Interuniversitario Nacional) y un delegado del gobierno nacional.


    Cristina hizo echar a Mario Laporta de ese jury, quien tenía un año y medio más de mandato por delante, e impulsó a César Grau y al ex diputado Héctor Recalde en esos puestos. Ver www.mpf.gob.ar.


    En su conversación con Lilita Carrió, Patricia Bullrich puso como ejemplo que el diputado del PRO Waldo Wolff denunció a Rafecas por archivar, sin investigar en 2015, la denuncia del ex fiscal Alberto Nisman.


    Se trata de la acusación de encubrimiento contra Cristina a favor de cinco iraníes acusados de ser los autores intelectuales del atentado contra la AMIA, a través de la firma del Pacto con Irán.


    La cifra del total de magistrados a designar, si se aprueba la reforma judicial del gobierno, surge de sumar los 316 nuevos cargos de jueces, fiscales y defensores en la justicia federal, los 134 concursos de jueces en trámite en el Consejo de la Magistratura y los 153 pliegos enviados por el gobierno de Macri. Más 70 vacantes abiertas por renuncias o jubilaciones.


    Las citas de Alberto Fernández sobre el rol de Cristina Kirchner en el caso de Nisman fueron extraídas de una nota publicada en La Nación el 16 de febrero de 2015.


    Un detalle sobre el rol del presidente como profesor. Alberto actualmente dicta un curso de Teoría del Delito, materia obligatoria para la orientación en Derecho Penal en la última parte de la carrera de la Facultad de Derecho de la UBA.


    Hasta 2005 había sido profesor regular por concurso, pero la carga de ser jefe de Gabinete de Néstor lo obligó a renunciar. Además, Alberto es hijastro de Carlos Pelagio Galíndez, quien fue juez de la nación.


    Además, Cristina reclamó públicamente a la Corte que actúe por un artículo del periodista Carlos Pagni que insinuaba que el juez Ercolini habría negociado la detención del ex secretario de Transporte K por miedo a una crítica en el diario La Nación. Un editor del diario negó a este autor completamente esa versión de la vicepresidenta. En sintonía con ese pedido y en una medida sin parangón, el secretario de Derechos Humanos Horacio Pietragalla pidió por escrito a la Justicia que ordene la prisión domiciliaria para Ricardo Jaime, quien cumple una condena.


    Una aclaración sobre las declaraciones del ex juez Jorge Urso. Finalmente, Balza terminó sobreseído en la causa. Ver mi libro Venta de armas: Hombres de Menem.


    El presidente Alberto Fernández tomó la idea de crear un tribunal de sentencias arbitrarias del consejo de notables o Comisión Beraldi que convocó. El autor accedió a una copia del informe preliminar de esa comisión.


    Esa comisión estuvo formada por el abogado de Cristina, Carlos Beraldi, Arslanian; la jueza del máximo tribunal porteño Inés Weinberg de Roca, cuyo pliego como jefa de los fiscales federales el macrismo nunca logró aprobar en el Senado por la resistencia K; Enrique Bacigalupo, experto en derecho penal y ex juez del Tribunal Supremo español; Raúl Gustavo Ferreyra, catedrático cercano a Eugenio Zaffaroni; Andrés Gil Domínguez; la abogada Marisa Herrera; y los jueces de cortes provinciales Hilda Kogan (Buenos Aires), Claudia Sbdar (Tucumán), María del Carmen Battaini (Tierra del Fuego) y Omar Palermo (Mendoza).


    Durante los tres meses de deliberaciones, el ex camarista León Arslanian fue uno de los once integrantes del consejo que propuso ampliar el número de miembros de la Corte. Arslanian fue socio de Beraldi en un estudio jurídico. Después se separaron, pero siguen actuando en sintonía. Así, Cristina podría colocar abogados de su confianza en el máximo tribunal, donde, en última instancia, se decidirá la suerte de sus causas judiciales. Pero el constitucionalista Andrés Gil Domínguez argumentó a capa y espada en contrario y “la postura de Arslanian no sumó otros apoyos”. “Es cierto que se debatió el tema, pero quedó afuera”, contó el experto en Derecho Constitucional a este autor.


    El capítulo “Golpe al plan de impunidad K” está armado en base al fallo de la Cámara Federa de Mar del Plata del 11 de diciembre de 2020 y el dictamen del fiscal de ese tribunal, Juan Manuel Pettigiani. Jiménez citó un discurso del ex convencional constituyente Antonio María Hernández, titulado “La Reforma Constitucional de 1994 y el secreto de las fuentes periodísticas”. Destacó que “el anonimato de los informantes les brinda seguridad a los periodistas, y constituye un incentivo para que salga a la luz información que de otra manera continuaría oculta”. Lo hizo al analizar el pedido de Ramos Padilla para investigar mis llamadas entrantes y salientes de los últimos tres años. En el medio del juicio, reclamé por mi secreto profesional. Al final, Ramos Padilla destruyó ese informe. Pero no lo hizo con mis argumentos, sino reivindicando el derecho “a la privacidad”.


    Sobre el empresario K Mario Cifuentes que sufrió un intento de extorsión por parte de D’Alessio, la Cámara Federal de Mar del Plata también advirtió que, “según surge de los propios dichos de la víctima, la intervención que ofrecía D’Alessio no se limitaba al asesoramiento legal de su posible cliente, sino que implicaba un trabajo conjunto con empleados de la AFIP y ‘arreglos’ económicos con jueces que permitieran lograr un importante descuento en la millonaria cifra que adeudaba al organismo fiscal, previo pago de una suma de inicio para comenzar su ‘operación’ y un porcentaje de los ahorros que se obtuvieran”. Es decir que Cifuentes negoció durante meses con el falso abogado antes de ser extorsionado.


    La letrada Marta Nercellas acompañó la solicitud de amicus curiae a mi favor de Alinda Vermeer, directora encargada de la organización Media Legal Defense Initiative (MLDI) y de Fernando Ruiz, presidente del Foro de Periodismo Argentino (Fopea), ante esa Cámara Federal.


    Para Antonio María Hernández, quien presentó un amicus curiae, “se han afectado los derechos constitucionales del periodista Daniel Santoro, por violación de los arts. 43 de la Constitución nacional y 13 del Pacto de San José de Costa Rica”. Esas violaciones constitucionales se observan en tres aspectos: “La solicitud al periodista de sus registros de llamadas. Las graves advertencias formuladas en relación al ejercicio de su profesión y el pedido de intervención de la Comisión Provincial de la Memoria”, agregó.


    Por su parte, la solicitud de “Media Legal Defense Initiative” (MLDI) y Fopea enuncia que “los casos presentados contra el señor Santoro, de no ser revisados en concordancia con los estándares internacionales de libertad de expresión, pueden impactar en un periodista reportando en asuntos de interés público”.


    Luego señala que “criminalizar la actividad periodística en el contexto de investigaciones de corrupción puede demostrar un interés claro de parte de las autoridades de controlar dicha actividad y prevenir la exposición de la verdad”.


    Y finalmente, el reconocido constitucionalista Andrés Gil Domínguez defendió a Santoro al evaluar “los alcances de la libertad de expresión y el derecho a la información vinculado con el ejercicio de la profesión de periodista de investigación”.


    Hernández y los otros referentes judiciales hablaron del “fallo Santoro” en una videoconferencia realizada en diciembre de 2020 de la que participaron más de 250 personas.


    En esa videoconferencia de la Universidad Austral yo agradecí el apoyo que recibí durante estos dos años de las autoridades y colegas de Clarín, de sus abogados, de Fopea, Adepa, la Academia de Periodismo, el Comité de Protección de Periodistas de Nueva York, el relator de Libertad de Expresión de la CIDH, el Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación, el Ipys de Perú, Connectas de Colombia, entre otras organizaciones nacionales e internacionales.


    También, agradecí por los escritos como amicus curiae de Hernández, Andrés Gil Domínguez, Media Legal Defence Initiative de Londres, Marta Nercellas, Daniel Sabsay, Luis Herrero, Ricardo Guibourg y Alfredo Popritkin, entre otros.


    Las apelaciones del gobierno, De Vido y Echegaray al fallo que me favoreció están tomadas de sus escritos. El recurso de casación de la UIF contra el fallo de la Cámara Federal que anuló mis procesamientos está firmado por Javier Castelli, con el patrocinio de la abogada María Fernanda Cruz.


    En sus recursos de casación, esos querellantes intentaron relativizar el valor de la libertad de expresión y de prensa señalando que “no son derechos absolutos”. La Unidad de Información Financiera (UIF), que dirige Carlos Cruz y depende directamente del presidente Alberto Fernández, se refirió al caso del ex directivo de PDVSA. La UIF sostuvo que yo colaboré “con la amenaza” a Brusa Dovat, no por cuestiones periodísticas, sino de otra índole.


    Cruz apeló un fallo que benefició al periodismo, pero no lo hizo en la causa por el lavado de 100 millones de dólares en coimas derivada de los Cuadernos de las Coimas.


    Tampoco, en la concesión de la prisión domiciliaria a Amado Boudou en la causa por la compra ilegal de Ciccone, entre otras, donde la UIF era querellante.


    El abogado de De Vido, Maximiliano Rusconi, presentó tres apelaciones: una por el ex ministro, otra por Cifuentes y otra por él mismo. En la apelación de Cifuentes, Rusconi afirmó que, para la Corte, “no existen derechos absolutos” en referencia a la libertad de prensa y el secreto periodístico.


    Entonces, para Rusconi, la Constitución no construyó “dos puertas” legales para defender al periodismo, como dijo la cámara marplatense.


    Por su parte, el abogado de Echegaray, César Raúl Sivo, escribió que “es deber del Estado investigar a fondo estos casos que claramente rememoran a una de las épocas más obscuras (sic) de nuestra historia”. Así, trazó una insólita y exagerada comparación del caso de Dolores con los delitos de lesa humanidad de la dictadura.


    Sivo –quien también es abogado de los dueños del prostíbulo Madaho’s de Mar del Plata– sostuvo que los hechos no están “directamente vinculados al rol de periodista [de Santoro]”. Él cree que estaban determinados “a operar mediáticamente a los fines de perjudicar la vida democrática de nuestro país”.


    El abogado de Echegaray subrayó que “aportar información completamente falsa a sus lectores nunca puede ser un ejercicio leal del periodismo”. Sin embargo, la Cámara Federal de Mar del Plata, luego de un profundo análisis, dijo que mis noticias contenían información “equilibrada”. Además, Echegaray, el cliente de Sivo, nunca desmintió el contenido de mis notas.


    Sivo terminó su recurso de casación con más prejuicios contra el periodismo en línea con Ramos Padilla: “Los medios masivos de comunicación son un poder porque poseen los instrumentos y los mecanismos que les dan la posibilidad de imponerse; que condicionan o pueden condicionar la conducta de otros poderes, organizaciones o individuos”.


    El retraso en el avance de la causa por reducción a la servidumbre contra los Etchebest está basado en una nota del diario digital El Observador On Line de Mar del Plata, que dirige Pablo Portaluppi.


    La entrevista telefónica del autor con Mario Negri fue realizada el 1º de febrero de 2021.


    En cuanto a las confusas declaraciones de la jueza de Casación Ana Figueroa sobre presiones durante el gobierno de Macri, hay que recordar que la inconstitucionalidad del Memorándum de Entendimiento con Irán quedó firme porque el gobierno de Macri no apeló un voto encabezado por el juez Juan Carlos Gemignani.


    En cuanto a la falsa denuncia del diputado Eduardo Valdés y el periodista K Gustavo Sylvestre, Stornelli recordó a este autor que “Oyarbide lo llamó al juez Bonadio llorando, probablemente desbordado psicológicamente, diciendo que quería arrepentirse. Por eso Bonadio pidió que lo reciba yo”. Era por la confesión del ex contador de los Kirchner, Víctor Manzanares, en la causa de los Cuadernos. Manzanares reveló que en 2008 lo llevaron a la SIDE para explicarle a Oyarbide cómo debía interpretar la declaración jurada de bienes del matrimonio presidencial.


    Entre masas finas y tragos de champán, Oyarbide y Manzanares coordinaron los pasos a seguir. Oyarbide terminó dándole un polémico sobreseimiento exprés a los Kirchner por el crecimiento de su patrimonio en un 158 por ciento en 2008. Así terminó este episodio.


    Más datos sobre el funcionamiento del máximo tribunal de justicia. En 2018, la Corte liquidó 7835 controversias, con 6814 sentencias. Y en 2020, trató 11.774 causas y dictó 6299 resoluciones, gracias a la firma digital y el trabajo en casa creado por el coronavirus.


    Massa se pronunció contra un indulto o amnistía en declaraciones al diario El País de España.


    Carrió sostiene que las causas de corrupción no prescriben, en base a un fallo de la Cámara Federal de La Plata, aunque todavía no sea una jurisprudencia de la Corte.
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  Este libro es el primer intento serio de explicar, de manera integral, por qué una cuestión que parecía solo tributaria ha impactado con tanta fuerza en la economía, la política, la cultura y la ideología de la Argentina hasta el día de hoy. Por qué la discusión alrededor de una "resolución" precipitó un proceso de radicalización, por parte del kirchnerismo, completamente distinto del que tenía antes de los hechos. De qué manera el gobierno subestimó la reacción no solo del campo sino también de una buena parte de la sociedad, que lo había votado con un apoyo masivo y contundente. El cuidado texto de Sergio Berensztein y María Elisa Peirano analiza cómo la 125 se fue transformando en un punto de inflexión que derivó en la famosa grieta, que todavía hoy permanece en pleno apogeo. Los autores anticipan una de las grandes paradojas de la revuelta: por qué el campo, el sector con mayor relevancia económica de la Argentina, tuvo y sigue teniendo una casi insignificante representación política, y un poder de lobby acotado. La primera revuelta fiscal de la historia comienza con una cronología detallada e imprescindible, continúa con una historia de las revueltas fiscales, la relación entre los gobiernos y el campo, las presidencias kirchneristas, el origen del conflicto, el desarrollo de los liderazgos, las consecuencias del voto no positivo, y termina con una propuesta para evitar una nueva crisis del campo. Se puede leer como una crónica apasionante, como un ensayo o un libro de consulta para no repetir los errores del pasado que nos impiden a los argentinos construir un futuro.
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